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PRESENTACIÓN. ANÁLISIS DE LA EVOLUCIÓN 
DEL DESARROLLO CIENTÍFICO Y TECNOLÓGICO 
DE AMÉRICA LATINA
JESÚS SEBASTIÁN*
El objetivo del presente libro es contribuir al conocimiento de algunas
de las claves y lógicas que han condicionado el desarrollo científico y
tecnológico de América Latina. Para ello, el libro tiene dos partes. En
la primera, se tratan temas transversales en algunos aspectos críticos
desde una óptica regional y en la segunda, se han analizado los casos
de algunos países representativos, que presentan peculiaridades espe-
cíficas y sirven para ilustrar diferentes enfoques y lógicas en las políti-
cas científicas, pero también algunas similitudes, de manera que cons-
tituyen buenos ejemplos para aprovechar las lecciones aprendidas.
El período de análisis cubre los últimos treinta años, desde me-
diados de los años setenta, en que se ha producido ya la instituciona-
lización de la política científica en la mayoría de los países, funda-
mentalmente siguiendo el modelo propuesto por la UNESCO de los
Consejos Nacionales de Ciencia y Tecnología. El estado del desarro-
llo científico en esta época es fruto de la acumulación realizada en
las décadas anteriores, pudiendo identificarse una serie de etapas
que han sido caracterizadas por Hebe Vessuri (1994) 1.
El desarrollo científico a principios del siglo XX estuvo asociado,
especialmente en América del Sur al positivismo europeo y a esque-
mas de modernización, basados en buena medida en la inmigración
europea, la atracción de capitales y la adquisición de conocimiento ex-
terno, en un contexto económico caracterizado por la consolidación
* Consejo Superior de Investigaciones Científicas. Madrid, España.
1 H. Vessuri (1994): «La ciencia académica en América Latina en el siglo XX»,
Redes, vol. 1, núm. 2, pp. 41-76.
de unas economías exportadoras de materias primas sobre la base de
grandes empresas extranjeras extractoras y una industrialización
muy primaria. En este contexto, las demandas por una  investigación
local son casi inexistentes, por lo que el incipiente desarrollo de las
capacidades científicas se produce de manera autónoma.
Entre 1918 y 1940 se producen importantes transformaciones
políticas y sociales, incluyendo las reformas universitarias, comen-
zando por la Universidad de Córdoba y la Universidad de La Plata
en Argentina, que crean condiciones para el crecimiento de la pro-
ducción intelectual y cultural y el despegue de un desarrollo científi-
co más estructurado. Las actividades de investigación se incorporan
en las universidades como una de sus funciones, no sin tensiones
entre los enfoques docentes e investigadores, como se puso de ma-
nifiesto en el acceso de Bernardo Houssay, que posteriormente fue
galardonado con el Premio Nobel, a la cátedra de fisiología de la
Universidad de Buenos Aires. En este caso se ejemplifica por pri-
mera vez la prioridad que tuvo un curriculum vitae investigador
frente al peso tradicional de los currículos docentes 2.
Cabe destacar el papel de la cooperación internacional en el
desarrollo científico durante esta etapa. En Estados Unidos se
desarrolla una política panamericana desde el Departamento de Es-
tado apoyado por fundaciones e instituciones educativas. La Fun-
dación Rockefeller juega un papel fundamental por su apoyo a la
biomedicina y la salud pública, la Fundación Ford por su apoyo a
las ciencias sociales y la Carnegie Institution en la creación de una
red de observatorios astronómicos. Francia juega también un papel
relevante a través del Instituto Pasteur y de la Asociación de univer-
sidades francesas para las relaciones con América Latina, que tiene
una gran incidencia en el desarrollo de las ciencias sociales y en la
creación de algunas universidades, como la Universidad de São
Paulo. Alemania se destaca por su papel en la implantación de las
matemáticas y la física y España, como consecuencia del exilio que
se produce tras la Guerra Civil, tiene un notable impacto en la ini-
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2 A. Buch (1994): «Institución y ruptura: la elección de Bernardo Houssay
como titular de la cátedra de fisiología de la Facultad de Ciencias Médicas de la
UBA (1919)», Redes, vol. 1, núm. 2, pp. 161-179.
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ciación o consolidación de algunos ámbitos, como la ingeniería
aero náu ti ca en Argentina y las ciencias naturales y la química en al-
gunos países como México y Venezuela, además del papel funda-
mental en la creación del Colegio de México en 1940.
La etapa de 1940 a 1960 es testigo de un desarrollo generalizado
en el que se produce una considerable expansión urbana junto a la
alternancia entre populismo y autoritarismo y el triunfo en 1959 de la
revolución cubana. La generalización del modelo económico de sus-
titución de importaciones impulsado por la CEPAL, contribuye al in-
cremento de la industrialización enfocada a los mercados internos
mediante las correspondientes políticas arancelarias y crediticias y la
compra de tecnología incorporada. Esta etapa, que pudo suponer la
del despegue del desarrollo científico y tecnológico, no se aprovechó
suficientemente, a pesar de la generalización de centros de investiga-
ción y extensión en el ámbito de la agricultura y de centros tecnológi-
cos en determinados sectores productivos. El escaso dominio del
cambio tecnológico y el desinterés por la tecnología no incorporada,
con la consiguiente secuela sobre la escasa demanda por el desarrollo
de tecnología endógena y por los procesos de adaptación y mejora
tecnológica, impidieron una adecuada articulación entre investiga-
ción científica, desarrollo tecnológico y modelo económico.
Por su parte, la investigación científica tuvo un crecimiento signifi-
cativo en las universidades, que se interesan por la creación de infraes-
tructuras y por la formación de investigadores. La comunidad científi-
ca empieza a tener cierto peso y ya en 1948 se constituye la Sociedad
Brasileña de Investigadores Científicos (SBPC) que aún en la actuali-
dad tiene una notable influencia en la política científica en Brasil.
La etapa entre 1960 y 1980 pone en evidencia el agotamiento del
modelo de sustitución de importaciones. Se produce un crecimiento
con escasa equidad social, una industrialización sesgada  hacia los bie-
nes de lujo y muy poco dinámica en sectores estratégicos, como el au-
tomotriz, la química y los bienes de equipo, así como, un insuficiente
fortalecimiento del sector de pequeñas y medianas empresas. Todo
ello con un crecimiento constante de la deuda externa. Al mismo
tiempo, se produce una generalización de las dictaduras militares.
Como se ha señalado, el proceso de industrialización no se
acompaña con un esfuerzo significativo de las empresas en la I+D,
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si bien desde el sector público se organiza la institucionalización de
la política científica fundamentada en un modelo de oferta para la
financiación de la demanda espontánea de la comunidad científica.
Cabe señalar algunas excepciones que ponen de manifiesto el éxito
de las políticas explícitas de desarrollo científico y tecnológico,
como fueron las relacionadas con el desarrollo de la energía nuclear
en Argentina y del sector aeronáutico y de energías basadas en la
biomasa en Brasil. En el primer caso, coincide la coexistencia de
científicos, tecnólogos y gestores bajo la dirección de Jorge Sábato,
que en 1968 publica su artículo junto a Natalio Botana donde con-
ceptualiza un triángulo de relaciones entre el gobierno, la infraes-
tructura científico-tecnológica y la estructura productiva, que cons-
tituye una importante aportación al pensamiento latinoamericano
sobre política científica y tecnológica.
En esta etapa se produce un proceso de masificación de las uni-
versidades, creación de institutos de investigación fuera de las uni-
versidades y de migraciones científicas, que huyendo de las dictadu-
ras militares, diezman a las comunidades científicas nacionales, si
bien otros países se benefician, como México y Venezuela que reci-
ben a numerosos científicos.
Es al final de esta etapa cuando se retoma la evolución del desarrollo
científico y tecnológico de América Latina que se analiza en este libro.
Hay numerosos temas transversales que podrían haber sido se-
leccionados para ser objeto de análisis. Sin embargo, las limitacio-
nes en la extensión de la obra los han reducido a cinco, tres relacio-
nados con los recursos humanos en investigación, aspecto clave en
el desarrollo científico de cualquier país, uno sobre la interacción
público-privado, tema en el que se suele identificar una de las prin-
cipales debilidades de los sistemas científico-técnicos de los países
latinoamericanos y un quinto que aborda una relación menos estu-
diada, cual es la vinculación del desarrollo científico con el desarro-
llo social en América Latina.
Hebe Vessuri, Directora del Departamento de Estudios de la
Ciencia del Instituto Venezolano de Investigaciones Científicas ana-
liza las condiciones para la formación de investigadores en América
Latina, las oportunidades y limitaciones de la formación en el exterior
y las políticas diseñadas en varios países para fomentar la formación
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de investigadores, especialmente con ayudas económicas y apoyos a
los programas de doctorado para aumentar las capacidades endóge-
nas de formación. El tema analizado es clave para el desarrollo
científico y tecnológico de América Latina, donde el reducido nú-
mero de investigadores y su masiva concentración en las universida-
des constituyen graves problemas estructurales.
Complementario al tema de la formación es el del empleo de los
investigadores y las consecuencias sobre el mismo de las tendencias
actuales en la movilidad y migración de los científicos. Lucas Luchi-
lo, responsable del Área de Educación del Centro de Estudios de la
Ciencia, el Desarrollo y la Educación Superior del Grupo Redes, de
Buenos Aires, analiza los flujos internacionales de investigadores
como consecuencia de la demanda de los países desarrollados y las
consecuencias para América Latina del binomio brain drain/brain
gain que domina el escenario mundial del mercado de los científicos.
Judith Zubieta, Secretaria de Innovación Educativa de la
UNAM, analiza la situación del equilibro, más bien desequilibrio,
de género en la composición de la comunidad científica latinoame-
ricana. Se proponen también líneas de acción para avanzar hacia
una sociedad más igualitaria en cuanto a las oportunidades y tareas,
también en el mundo de la investigación.
Todos los diagnósticos realizados en América Latina sobre la si-
tuación de la investigación y la innovación señalan la escasa partici-
pación de las empresas en la I+D, tanto desde el punto de vista de
la financiación como de la ejecución, y la débil vinculación entre las
empresas y las universidades en éste ámbito, como consecuencia,
precisamente, de la baja cultura de investigación e innovación de
las empresas. Judith Sutz, Coordinadora de la Comisión de Investi-
gación Científica de la Universidad de la República de Uruguay, di-
secciona la evolución de la cultura universitaria y las condiciones
para avanzar en una sólida vinculación con las empresas basada en
la reafirmación de su función social.
El impacto del desarrollo científico sobre el desarrollo social es
analizado por Isabel Licha, actualmente en la Oficina Regional para
América Latina del PNUD. El artículo se centra en las vinculacio-
nes entre la investigación académica en ciencias sociales en América
Latina y las políticas sociales diseñadas y desarrolladas en los paí-
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ses. Se concluye que existe una débil vinculación y se diseccionan
las posibles causas, entre las que se destaca la predominancia de un
enfoque lineal del desarrollo más asociado al crecimiento económi-
co. Por otra parte, se destacan las oportunidades que ofrece una
mayor vinculación para la legitimización de las políticas sociales.
El impacto del desarrollo científico y tecnológico endógeno en la
producción de innovaciones de base tecnológica no se ha tratado
como tema general a nivel regional en esta obra, pudiendo consultarse
algunos estudios recientes de la CEPAL3, Arocena y Sutz 4. Sin em-
bargo, el tema está tratado en los estudios específicos de los países.
Otros dos temas, que no han sido analizados específicamente a
nivel transversal, merecen algunos comentarios. Uno de ellos es la
influencia del Banco Interamericano de Desarrollo (BID) en el
desarrollo científico y tecnológico latinoamericano y el otro, el pa-
pel de la cooperación regional.
El BID no solamente ha sido importante en el desarrollo cientí-
fico y tecnológico latinoamericano a través de sus préstamos, sino
que ha influido decisivamente en los enfoques de las políticas cien-
tíficas y en el diseño de los instrumentos de fomento de la I+D, tan-
to en los países de mayor desarrollo, que han sido los principales
beneficiarios de los préstamos, como los de menor desarrollo, que
se han incorporado tardíamente en las operaciones del Banco 5.
El BID aprobó una política explícita para las operaciones en cien-
cia y tecnología en 1968 y se ha mantenido formalmente hasta 2000 6,
aunque los enfoques para la concesión de préstamos han ido va-
riando, desde la prioridad inicial de contribuir a la creación de ca-
pacidades e infraestructuras públicas para la I+D, pasando por el
apoyo directo a las empresas para la asimilación del cambio tecno-
lógico y la mejora de la competitividad y el enfoque sistémico actual
focalizado en la innovación tecnológica. El BID ha priorizado el
JESÚS SEBASTIÁN
3 CEPAL (2004): Desarrollo productivo en economías abiertas, Santiago, Chile.
4 R. Arocena y J. Sutz (2003): Subdesarrollo e innovación: Navegando contra el vien-
to, Cambridge University Press y Organización de Estados Iberoamericanos, Madrid.
5 R. Mayorga (1996): Cerrando la brecha: Bases para una estrategia de ciencia y
tecnología del BID, Washington.
6 Banco Interamericano de Desarrollo (2000): La ciencia y la tecnología para el
desarrollo: Una estrategia del BID, Washington.
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instrumento de los fondos competitivos para el estímulo directo de
la demanda espontánea, en lugar de las acciones estratégicas inte-
gradas, disminuyendo, probablemente, la eficacia de los recursos fi-
nancieros movilizados. Por otra parte, la equidad no ha estado pre-
sente en el diseño de las operaciones de crédito. Los préstamos
estuvieron hasta 2000 concentrados en unos pocos países. Brasil,
Argentina y México recibieron el 63% de los recursos financieros y
sumando Colombia, Chile y Venezuela, el 92%.
De los 1.694 millones de dólares prestados por el BID hasta 2000,
solamente 67 millones fueron concedidos a Ecuador, Costa Rica,
Guatemala y Panamá. Cabe señalar que aunque estas cifras son pe-
queñas, suponen un alto porcentaje del gasto en I+D de estos países,
con lo que la influencia del BID en sus políticas científicas nacionales
es mucho mayor que en los países con SCT más desarrollados. Este
aspecto puede suponer grandes condicionalidades en las estrategias
nacionales, dada la tendencia del BID a aplicar patrones comunes
descontextualizados de la situación y prioridades de cada país, a la
vez de tomar ventaja de su mayor capacidad de negociación.
La financiación de procesos de difusión y transferencia tecnoló-
gica que son posiblemente de mayor utilidad inicial para los países,
ha estado escasamente presente en el portafolio del BID, más cen-
trado en los procesos de generación. No se han contemplado accio-
nes orientadas a la valorización, mejora y transferencia de saberes
locales y tecnologías tradicionales. Además, tampoco ha habido un
énfasis especial en el apoyo al Estado como motor de la innovación
a través de sus políticas públicas, lo que es especialmente relevante
en países donde el sector privado tiene escasas capacidades y cultu-
ra innovadora, existe una escasa capacidad de absorción tecnológi-
ca y predominan las fallas de mercado.
La cooperación internacional ha jugado un importante papel en las
etapas iniciales del desarrollo científico latinoamericano, especialmente
a través de la formación de investigadores, el apoyo a la creación de in-
fraestructuras físicas, la financiación y el desarrollo de actividades con-
juntas de investigación. Si bien en el balance del fomento de la coope-
ración científica, los marcos bilaterales de los países latinoamericanos
con los países europeos y de América del Norte han sido dominantes,
algunas iniciativas multilaterales han tenido importantes impactos.
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El Programa Regional de Desarrollo Científico y Tecnológico de
la Organización de los Estados Americanos fue creado en 1968 en
una época en la que confluyeron un grupo de científicos y tecnólogos
latinoamericanos con una gran claridad de ideas y capacidad para la
acción. Este programa generó un marco multilateral novedoso que
tuvo una importante incidencia en la génesis de una cultura de coo-
peración a nivel regional. El impulso del programa no duró mucho,
debido a que no se pudieron superar las dificultades que plantea la
gestión de la multilateralidad, como consecuencia del efecto centrifu-
gador de los intereses nacionales. A nivel regional, cabe señalar la in-
fluencia del Pacto Andino, especialmente en el ámbito de la tecnolo-
gía. El Programa Iberoamericano de Ciencia y Tecnología para el
Desarrollo (CYTED), tuvo un notable desarrollo en los años noven-
ta, época que coincidió con la presencia de auto ri da des de la política
científica en numerosos países iberoamericanos con una clara visión
internacional y notable capacidad de liderazgo. El CYTED ha contri-
buido a aumentar la cooperación multilateral intralatinoamericana y
de América Latina con España y Portugal. La tradicional coopera-
ción científica con los países europeos se ha consolidado en los últi-
mos diez años gracias a los Tratados firmados por algunos países y re-
giones latinoamericanas con la Unión Europea.
La radiografía actual de la cooperación científica internacional de
América Latina a través de estudios bibliométricos muestra que los
principales socios son los países de la Unión Europea y Estados Uni-
dos de América 7. El BID, por su parte, no ha jugado un papel signifi-
cativo en el fomento de la dimensión internacional en el desarrollo
científico y tecnológico de América Latina, lo que pone de manifiesto
su escasa comprensión de la necesidad de complementariedades e in-
ternacionalización en las estrategias de desarrollo científico, especial-
mente en países con sistemas científico-técnicos débiles.
La cooperación intrarregional en América Latina es minoritaria. A
pesar de las numerosas declaraciones e iniciativas que en los últimos
treinta años se han producido en torno a la cooperación científica re-
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«Indicadores de colaboración científica Inter.-centros en los países de América La-
tina», Interciencia, vol. 31, núm. 4, pp. 284-292.
XIV
gional, las copublicaciones científicas con participación de investiga-
dores de, al menos, dos países diferentes de América Latina represen-
tan solamente el 2,7% de la producción científica total indexada de es-
tos países en el período 1975-2004 8. Este porcentaje medio refleja un
peso menor de la cooperación entre los países de América Latina en la
cooperación internacional, aún admitiendo las limitaciones de los aná-
lisis bibliométricos. Con todo, el porcentaje de copublicaciones entre
países latinoamericanos ha ido aumentando desde los años setenta a fi-
nales de los noventa y en algunos países, como Argentina, alcanza ac-
tualmente un significativo 8,8% de su producción científica. La coope-
ración Argentina-Brasil ha crecido sustancialmente desde 1991, en que
se creó el MERCOSUR. Un dato que requiere un análisis detallado es
el alto porcentaje de copublicaciones de países latinoamericanos en las
que participan también países de fuera de la Región. El conocimiento
de las motivaciones, condiciones y procesos implicados en estas cola-
boraciones podría arrojar luz sobre las simetrías/asimetrías, liderazgos
y peso en las agendas de investigación de los países participantes.
Adicionalmente a la cooperación expresada a través de investi-
gaciones conjuntas, diversas organizaciones han promovido dife-
rentes actividades en el ámbito latinoamericano que han contribui-
do a su desarrollo científico, como la Organización de Estados
Iberoamericanos (OEI), el Convenio Andrés Bello, la Fundación
Carolina, UNESCO y otras organizaciones regionales, además de
algunas Agencias de cooperación bilateral 9.
El conocimiento de la evolución del desarrollo científico de
América Latina requiere hacer una escala en las contribuciones de lo
que se ha dado en llamar «el pensamiento latinoamericano en cien-
cia y tecnología» 10 que tiene su máximo desarrollo en los años sesen-
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núm. 2, pp. 180-198.
9 J. Sebastián (2002): «Oportunidades e iniciativas para la cooperación iberoa-
mericana en educación superior», Revista Iberoamericana de Educación, OEI,
núm. 28, pp. 197-229.
10 R. Dagnino; H. Thomas y A. Davyt (1996): «El pensamiento en ciencia, tec-
nología y sociedad en Latinoamérica: una interpretación política de su trayecto-
ria», Redes, vol. III, núm. 7, pp. 13-51.
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ta y principios de los setenta, de la mano de politólogos, sociólogos y
economistas, pero también de científicos e ingenieros. Organismos
como la CEPAL, la OEA inicialmente, UNESCO-ORCYT y nú -
cleos universitarios, especialmente en Argentina y Brasil contribu-
yeron a crear marcos conceptuales y estrategias para el desarrollo
científico de América Latina, que desafortunadamente no tuvieron,
en la mayoría de los casos, una traducción práctica en las políticas
implementadas en los países. En la década de los ochenta desapare-
ce este movimiento, para reaparecer vigoroso en los años noventa
centrado en los estudios sobre las relaciones entre la ciencia, la tec-
nología, la sociedad y el desarrollo. Revistas como Redes, editada en
Argentina; Espacios, editada en Venezuela y más recientemente la
Revista Iberoamericana de Ciencia, Tecnología y Sociedad, editada
por la Organización de Estados Iberoamericanos, están siendo pla-
taformas de difusión de los estudios, así como los Congresos sobre
Ciencia y Sociedad y los de la Asociación Latino-Iberoamericana de
Gestión Tecnológica (ALTEC).
Sirvan los comentarios anteriores para compensar la falta de un trata-
miento más extenso en el conjunto de temas transversales de este libro.
El segundo grupo de artículos está centrado en el análisis de la
evolución del desarrollo científico y tecnológico en algunos países.
Se han analizado los casos de Argentina, Brasil, Chile, Colombia,
Costa Rica, México y Venezuela.
Para el análisis de los casos se confeccionó un guión orientador
para los autores que recomendaba profundizar en las lógicas que
acompañaron los correspondientes procesos de definición e imple-
mentación de las decisiones de política científica. La mayoría de los
autores han sido protagonistas directos en sus países de los proce-
sos que se analizan en alguna etapa de los mismos, lo que contribu-
ye a tener una visión «desde dentro», que si bien supone una cierta
dosis de subjetividad; sin embargo, permite conocer aspectos fun-
damentales para la comprensión de los procesos.
Mario Albornoz, Director del Centro de Estudios sobre Ciencia,
Desarrollo y Educación Superior del Grupo Redes, analiza, interpreta
y valora las claves del desarrollo científico y tecnológico de Argentina.
Se pone el énfasis en las lógicas (e ilógicas) que han acompañado la
construcción de un entramado institucional y funcional para el fomen-
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to y ejecución de la I+D que ha estado sometido a los avatares políticos
y económicos del país en las últimas décadas, dando lugar a avances y
frenadas, así como a contradicciones entre políticas y realidades, que
se traducen en lo que el autor denomina la «anomalía argentina», pero
también en la construcción de un sólido potencial para la investiga-
ción, basado en los recursos humanos, que constituye la principal baza
para el futuro desarrollo científico y tecnológico del país.
Renato Dagnino y sus colaboradores del Departamento de Polí-
tica Científica y Tecnológica de la Universidade Estadual de Campi-
nas realizan una revisión de la política científica y tecnológica de
Brasil desde una visión de analista de la política científica, comple-
mentaria de la visión de gestores y evaluadores, lo que permite esta-
blecer matices y conclusiones diferentes, en general, más asociadas
a los contextos sociales en los que se han desenvuelto las agendas
del desarrollo científico y tecnológico brasileño.
El capítulo sobre Chile lo ha realizado Guillermo Ramírez, du-
rante largo tiempo implicado en la gestión de la política científica
chilena y actualmente en el ámbito de la consultoría. El autor anali-
za las etapas y peculiaridades del desarrollo científico y tecnológico
chileno, fundamentado en el mayor peso de la investigación cientí-
fica, el predominio de los instrumentos sobre las estrategias y políti-
cas, lo que fomenta el carácter espontáneo de las actividades de
I+D, y la conformación de un sistema multipolar, desde el punto de
vista institucional y operativo, sin una clara atribución de la respon-
sabilidad de la política científica y tecnológica en el país. Chile
constituye un interesante escenario para nuevos enfoques de políti-
cas que contribuyan a una mejor articulación e integración de las
capacidades en I+D con los entornos sociales y económicos.
Hernán Jaramillo, actualmente Decano de la Facultad de Econo-
mía de la Universidad del Rosario analiza la evolución del desarrollo
científico y tecnológico de Colombia. Esta evolución está orientada,
como en pocos otros países de América Latina, por influencias con-
ceptuales y financieras externas, así como por dificultades para tra-
ducir en acción las prolijas actuaciones legislativas, presentando un
cuadro actual que resume buena parte de las características genera-
les que describen el desarrollo científico y tecnológico latinoameri-
cano en cuanto a fortalezas y debilidades.
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Eduardo Sibaja, actualmente en el Centro Nacional de Alta Tec-
nología, y Tatiana Láscaris de la Universidad Nacional analizan la
evolución y la situación del desarrollo en ciencia, tecnología e inno-
vación en Costa Rica desde una visión prospectiva y propositiva.
El desarrollo científico y tecnológico de México es analizado por
José Luis Solleiro y colaboradores del Centro de Ciencias Aplicadas
y Desarrollo Tecnológico de la UNAM. La construcción de una ins-
titucionalidad y de capacidades para I+D se han visto limitadas por
la ausencia de prioridades, baja inversión en el sector público y pri-
vado, carácter autocentrado del sector científico y escasa vinculación
efectiva de I+D en las estrategias y programas de desarrollo del país.
Estas características, de mantenerse, condicionan el futuro de un
país que ocupa un lugar relevante desde el punto de vista de la eco-
nomía y que debe encarar sus graves desigualdades sociales.
El artículo de Ignacio Ávalos lo plantea como un ensayo político
 sobre las lógicas de la política científica y tecnológica de Venezuela de
las últimas cuatro décadas. Se analiza la progresiva transición desde
unas políticas para la ciencia a otras, en las que la ciencia se incorpora en
la política, enfatizando su papel instrumental en el desarrollo social y
económico. Los cambios normativos recientes y los nuevos enfoques
constituyen una experiencia que habrá que observar en detalle por las
novedades que puede introducir en las prácticas tradicionales, que han
ido conformando el desarrollo científico y tecnológico latinoamericano.
Los países analizados en el libro son solamente una muestra,
pero presentan numerosas características comunes con los otros
paí ses latinoamericanos, a pesar de la heterogeneidad existente. En
general, se constata una escasa prioridad política de I+D y el fo-
mento de la innovación, que se traduce en los bajos niveles de in-
versión pública y escaso peso en los planes de desarrollo, si bien
existen excepciones en algunos países y algunos sectores, entre los
que hay que citar a Cuba, especialmente en los ámbitos de las cien-
cias de la salud y de la biotecnología.
El cuadro 1 muestra la heterogeneidad de los países de América
Latina considerando dos indicadores de capacidades para la I+D: el
gasto y el número de investigadores. Los datos de gasto son la me-
dia de los dos últimos años registrados en la Red Iberoamericana de
Indicadores de Ciencia y Tecnología (RICYT). En la mayoría de los
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casos corresponden a 2003 y 2004, excepto El Salvador, que corres-
ponde a 1997 y 1988, Colombia (2000 y 2001), Uruguay (2000 y
2002), Bolivia y Nicaragua (2001 y 2002), Ecuador y Honduras
(2002 y 2003). El dato del número de investigadores corresponde
en todos los casos a 2003 o a 2004, excepto Uruguay que corres-
ponde a 2002.
Los datos del cuadro nos muestran la existencia de una notable
heterogeneidad con relación a los indicadores cuantitativos de capaci-
dades para I+D. En la actualidad, existe un debate abierto  sobre la
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0,6 - 0,9............ Colombia Costa Rica
México**
0,9 - 1,5............ Cuba
1,5 - 3,0............ Uruguay Argentina Chile Brasil
* El dato de Venezuela se refiere a Actividades Científico-Tecnológicas (ACT) y no so-
lamente a I+D.
** El dato de México es de número de investigadores en Equivalente Jornada Comple-
ta (EJC).
FUENTE: El Estado de la Ciencia. RICYT, 2006 y elaboración propia.
naturaleza de los indicadores usados habitualmente para facilitar la
comparabilidad internacional de las estadísticas y el significado e in-
terpretación de los datos de los indicadores a nivel nacional. En gene-
ral, los indicadores utilizados son de inputs y outputs y no informan
sobre los procesos relacionados con la utilización de las capacidades,
el cómo y en qué se gasta son especialmente relevantes cuando estas
capacidades son pequeñas, así como, el análisis de los condicionantes
de las fuentes externas de financiación que suponen un componente
fundamental del gasto en numerosos países latinoamericanos.
La evolución del gasto en I+D en los últimos diez años muestra
un estancamiento e incluso algún retroceso. El cuadro 2 muestra el
porcentaje promedio del gasto en I+D respecto al PIB en el perío-
do 1993-1995 y 2001-2003.
El número total de investigadores en América Latina según los
datos de 2004 es de 280.000, que se reducen a unos 160.000 en
Equivalentes a Jornada Completa. El 52% corresponden a Brasil, el
18% a México y el 13,5% a Argentina. El número de investigado-
res en América Latina es bajo cuando se relaciona con la población
y se compara internacionalmente. El número de investigadores por
1.000 personas de la PEA es de 1,2 en América Latina, frente a por
ejemplo, 9,0 en España.
Un dato significativo es la baja proporción de doctores entre los in-
vestigadores en la mayoría de los países de América Latina. Es preocu-
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CUADRO 2.  Evolución del % gasto en I+D respecto al PIB
País 1993-1995 2001-2003
Argentina ................................ 0,41 0,41
Brasil ....................................... 0,90 1,01
Chile........................................ 0,62 0,63
Colombia................................. 0,29 0,17*
Cuba ....................................... 0,60 0,63
México .................................... 0,27 0,42
Venezuela** ............................ 0,55 0,44
* Datos de 2000-2001.
** Datos de ACT.
FUENTE: RICYT (2006) y elaboración propia.
pante que la producción actual de doctores, base para aumen tar el nú-
mero de investigadores, está siendo muy baja en América Latina, ex-
cepto en Brasil y México. Uno de los problemas es que el bajo número
de doctores entre las comunidades académicas limita la existencia de
programas de doctorado en numerosos países y en consecuencia, la
formación de investigadores en el propio país. Las capacidades para la
formación de investigadores está relativamente concentrada en Améri-
ca Latina y existe una dependencia total de la formación en el exterior
en nueve de los diecinueve países latinoamericanos, que no tienen nin-
guna oferta de formación doctoral o la tienen muy reducida.
La mayoría de los investigadores en América Latina trabajan en
universidades e institutos públicos de investigación, siendo una mi-
noría los que trabajan en las empresas. Esta asimetría dificulta no
solamente la formulación de demandas desde los sectores producti-
vos, sino también la vinculación y la cooperación 11.
Las políticas y la cultura del sector de I+D ha conducido a que
en América Latina se haya producido un desarrollo científico más
significativo que el tecnológico. En el año 2002, el total de publica-
ciones científicas de países latinoamericanos recogidas en la base de
datos del Science Citation Index (SCI) fue de 33.577 documentos,
que representa el 3,26% de la producción mundial. Cabe señalar
que la producción científica de América Latina ha aumentado pro-
gresivamente, desde el 1,8% de la producción mundial en 1993 al
3,26% en 2002, representando Brasil casi el 50% de la producción
científica de América Latina. Sin embargo, la producción de paten-
tes es muy baja. El cuadro 3 muestra el número de patentes otorga-
das por 1.000 investigadores. Los datos mostrados son la media de
los últimos tres años publicados por la RICYT en 2006.
Brasil es el país que muestra la mayor capacidad en producción
de patentes, con el 90% del total de patentes otorgadas a residentes
en los países de América Latina.
La brecha entre la producción científica y la tecnológica se
muestra muy gráficamente cuando se relaciona la producción de
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publicaciones científicas y de patentes. El cuadro 4 muestra este ba-
lance en diferentes países.
Brasil es el país con mejor relación entre producción científica y
tecnológica, seguido de Cuba.
Los datos expuestos anteriormente pretenden complementar la
información y los análisis que se ofrecen en las siguientes páginas
de este libro, esperando que la obra colectiva que se presenta sirva
para un mejor conocimiento de las claves del desarrollo científico y
tecnológico de América Latina y contribuya a marcar nuevos cami-
nos para este desarrollo.
Para concluir y como editor de este libro quiero agradecer a los
autores sus contribuciones y a la Fundación Carolina, que está
abriendo nuevas oportunidades para la cooperación universitaria y




CUADRO 3.  Número de patentes otorgadas a residentes por 1.000 investigadores
(promedio de los últimos tres años)
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CUADRO 4.  Balance entre la producción científica y tecnológica. Relación entre
número de publicaciones científicas SCI y número de patentes
otorgadas a residentes (promedio de los últimos tres años)















La identidad del científico es una entelequia que sirve a la institu-
ción científica para reconstruirse, expandirse y autogobernarse. Los
científicos aprenden a verse y evaluarse de manera distintiva y carac-
terística, absorbiendo una ideología a través de su proceso de forma-
ción/socialización, fundamentalmente con su tutor en la elaboración
de su tesis. Después de analizar estos aspectos de la formación que
incluyen la adquisición del lenguaje de la ciencia y la habilidad de
comunicación/publicación como un eje central, se revisa el contexto
de las instituciones universitarias en la región latinoamericana y
cómo se percibe el dilema sobre el doctorado en el país o en el exte-
rior. Las posibilidades de incrementar las capacidades nacionales
avanzadas en base exclusivamente a la formación en el exterior son
insustentables y las pequeñas experiencias aisladas que parecen pro-
metedoras lo son por lo que sugieren en términos de innovación
conceptual y organizacional, aunque la escala de su desarrollo resul-
ta muy insuficiente y se sigue necesitando construir in situ la infraes-
tructura necesaria y asegurar su reproducción local. Se ilustra la va-
riada situación regional con referencia a la formación doctoral en
varios países. Finalmente, se discute los riesgos crecientes de la pér-
dida de talentos formados por los países de la región frente a las de-
mandas crecientes de los centros mundiales y la necesidad de encon-
trar fórmulas originales de compensación para los primeros.
* Instituto Venezolano de Investigaciones Científicas (IVIC). Caracas, Vene-
zuela.
I.  INTRODUCCIÓN
A lo largo de su historia, América Latina ha recibido tendencias in-
ternacionales, innovaciones e ideas, que reclamaron una y otra vez
la reconstrucción y modernización de sus sociedades. Esto se hizo
más evidente en las últimas décadas y en ninguna parte ha sido este
fenómeno más claro que en los campos relacionados con la educa-
ción superior y la política científica. No es sorprendente, entonces,
comprobar el rápido consumo de las poderosas ideas acerca de la
formación del científico, especialmente entre los grupos de investi-
gadores del más alto perfil, que han tenido influencia en los ámbi-
tos académicos nacionales vinculados a la producción de políticas y
a la puesta en marcha de programas de formación científica en la
región.
A mediados del siglo XX, la UNESCO, en particular, propuso a
los países en desarrollo un modelo para el crecimiento de las capa-
cidades científicas que dejó una fuerte impronta en proyectos pos-
teriores. Para la UNESCO, el desarrollo científico se lograría por la
adopción en todos los países de los patrones y normas de la activi-
dad científica comunes en la mayoría de los países desarrollados, y
el reconocimiento de un mayor estatus y estabilidad social y política
al investigador individual. El carácter internacional de esa ideología
ejerció una atracción especial sobre los pocos científicos locales
quienes con entusiasmo adoptaron modelos organizacionales de la
ciencia, metodologías y temas de investigación promovidos por
agencias internacionales como la UNESCO, la Organización de los
Estados Americanos (OEA) y el Banco Interamericano de Desarro-
llo (BID).
A partir del último cuarto del siglo se comenzaron a aplicar un
conjunto de políticas orientadas a servir de palanca para acelerar
los cambios en materia académica, en especial para intentar que-
brar el binomio docente-investigador que había resultado de las re-
formas de mediados de siglo y que habían llevado, como conse-
cuencia indeseable, al estancamiento de la investigación. Para
entonces, el discurso internacional había adoptado una retórica más
técnica acerca de la «innovación», «la investigación tecnológica e
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industrial» y «las prioridades de investigación ajustadas a objetivos
nacionales de desarrollo». La mayor diversificación y exigencia de
funciones y perfiles que implicaba la nueva categoría de la forma-
ción técnica, tuvo efectos muy desiguales en los distintos países y
dentro de ellos en distintas instituciones e incluso en una misma
institución, según los grupos y disciplinas. Se vio que si bien hubo
casos muy logrados de desarrollo de las nuevas capacidades, en mu-
chos otros resultaba muy difícil cambiar la orientación de la comu-
nidad científica, pues sus integrantes habían encontrado un nicho
confortable y no perturbado en la sociedad nacional.
Su poca visibilidad nacional era suficiente para permitirles man-
tenerse al margen de posibles demandas (a veces espurias y otras no
tanto) de parte del Estado y la sociedad que los albergaba, a cambio
de asegurar un presupuesto en las Universidades y nuevos consejos
de ciencia para hacer investigación, vinculada en el mejor de los ca-
sos a la agenda internacional, aunque a menudo redundante o tri-
vial y, en general, poco relacionada con los problemas y necesidades
nacionales. La práctica científica local se hizo, en no pocos lugares,
de acuerdo con una concepción que enfatizaba el investigador indi-
vidual, el proyecto individual, la especialización estrecha y la contri-
bución, vagamente definida, al crecimiento general de la ciencia.
Involucrados en la elaboración de la política científica a través de
sus líderes que tenían contactos más o menos estrechos con el apa-
rato político y económico, los lineamientos resultantes de ésta fue-
ron tímidos e inconsistentes y a medida que pasó el tiempo se vol-
vieron más y más anacrónicos.
Con todo, las iniciativas de gran escala que fueron impulsadas
por los organismos internacionales a lo largo y a lo ancho de la re-
gión, con el apoyo de grupos de científicos locales que buscaban la
profesionalización de la actividad de investigación y una moderni-
zación en sus países, tuvieron como resultado el reforzamiento de
las capacidades nacionales de investigación, basadas fundamental-
mente en el incremento del número de personas con maestría y
doctorado y concentradas mayoritariamente en las universidades
públicas y centros especializados, y reflejando un débil interés del
sector productivo por los conocimientos producidos localmente.
Las características de estas capacidades se relacionan directamente
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con una visión de la actividad científica y, en particular, de lo que
debe ser la formación del científico predominante en la región, aso-
ciados a una imagen convencional del investigador, más directa-
mente ligada a las ciencias básicas. Si bien esto ha funcionado muy
bien para el desarrollo de ciertas capacidades de indudable valor,
también es cierto que esta concepción, al generalizarse como receta
a todos los campos de la ciencia que se fueron abriendo en la re-
gión, limita de manera perversa la potencialidad de la utilidad de
los mismos. Los mecanismos de evaluación y fomento que suelen
aplicarse independientemente del área cognoscitiva, se concentran
casi exclusivamente en los rasgos y cultura del segmento más básico
de la investigación, aplicando los criterios más convencionales de
evaluación de la productividad.
Paradójicamente, cuando los organismos internacionales más
variados, desde el Banco Mundial hasta el Consejo Mundial de la
Ciencia (ICSU) están reclamando la necesidad de que la actividad
de investigación en los países en desarrollo atienda de manera rele-
vante a las realidades y desafíos de sus sociedades, los esquemas
para la ciencia implementados en estos países acaban siendo una tra-
ba significativa precisamente para que se hagan aportes al desarro llo
social y ambiental sustentables y a la transferencia y adaptación de
tecnologías en contextos de aplicación reales. Es innegable que los
desafíos para vencer los problemas del subdesarrollo son enormes,
pero la solución única adoptada por la institucionalidad vinculada a
la ciencia en el grueso de los países no parece ser la más eficaz y efi-
ciente. No se puede dejar de pensar que para áreas críticas se está
buscando la llave perdida en el pequeño claro de luz del farol en-
cendido y no donde ésta se perdió. Muchas de las iniciativas más
recientes para hacer investigación orientada a resultados social y
económicamente pertinentes son más que nada retóricas, mientras
persiste un entrenamiento tradicional, reforzado por la presencia de
un exagerado y a menudo distorsionado mecanismo de la evalua-
ción convencional. Pero veamos cuáles son los rasgos más peculia-
res de la identidad del científico en la región.
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II.  LA CONSTRUCCIÓN DE LA IDENTIDAD. ¿UNA CUESTIÓN
DE LENGUAJE?
La ciencia y la tecnología (CyT) han sido fuerzas importantes en las
tendencias del desarrollo, tanto positivas como negativas. Aunque
por sí solas no tienen poder para alcanzar niveles mayores de sus-
tentabilidad (puesto que los individuos y las instituciones deben
elegir si optan por usar la información y conocimiento producidos
por la CyT) no obstante, ellas son esenciales para proveer opciones
a la sociedad e informar las decisiones. Por ello es importante exa-
minar muy de cerca de qué manera los procesos y valores de la for-
mación del científico, así como, los marcos institucionales donde
ésta se desarrolla, dan forma a las prioridades de investigación y
desarrollo, y las condiciones bajo las cuales sus potenciales benefi-
cios pueden ser cosechados.
La identidad del científico es claramente una entelequia, pero
que sirve a los propósitos de la institución científica para recons-
truirse, expandirse y autogobernarse. Los científicos aprenden a
verse y evaluarse a sí mismos y al mundo de manera distintiva y ca-
racterística. Para hacerlo, absorben una ideología. El desarrollo de
esta identidad es resultado de un proceso más o menos prolongado
de interacción entre estudiantes e investigadores, durante el cual los
primeros internalizan progresivamente, a través de la práctica y el
mimetismo con el ejemplo, los diferentes aspectos del papel de un
investigador. Al final, esto los lleva a construir su autoimagen como
investigadores y a ser aceptados como miembros de la comunidad
científica a través del reconocimiento mutuo que proporciona el
compartir ciertas creencias. Dicha imagen se deriva de la compren-
sión de la ciencia como un sistema de comunicación y control. Pro-
fundamente arraigada en la ideología de los científicos está la idea
de la «República de la ciencia», que descansa en la aceptación del
juicio de los «iguales», de los «pares», es decir, los otros colegas con
quienes se interactúa, que dicho sea de paso, no necesariamente son
la totalidad del universo de colegas potenciales, ya que entre ellos
habrá quienes no compartan supuestos o intereses comunes, como
lo demuestran no sólo las controversias sino las antipatías, enemis-
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tades e ignorancias mutuas en la «comunidad» científica. Los «pa-
res» son a la vez jueces y partes respecto a calidad, novedad, origi-
nalidad y demás aspectos de la actividad del científico.
Las revistas científicas constituyen el modo canónico de trans-
misión del conocimiento certificado y de múltiples maneras más o
menos sutiles orientan la identidad del científico. Una ilustración
de esto la encontramos en un informe reciente sobre la Productivi-
dad del Programa Iniciativa Científica Milenio (ICM), del gobierno
de Chile (2005). Allí se lee que:
los indicadores base ICM en el ámbito de productos e impacto… corres-
ponden a indicadores que buscan medir los resultados de la investigación.
El único método cuantitativo aceptado para evaluar estos resultados es el
epistemométrico, el cual analiza las publicaciones en términos de cantidad
y calidad. Para este estudio se utilizan bancos de datos que poseen regis-
tros de revistas ISI, las cuales se encuentran indexadas, permitiendo un
análisis cuantitativo en conjunto a su impacto y la forma en que afectan a
la comunidad científica global [ICM, 2005].
Para la ciencia básica, los criterios de evaluación han madura-
do por largo tiempo y forman parte del arsenal convencional inter-
nacional. Esto se refleja al analizar en el informe citado la descrip-





a)    Producción de artículos ISI: corresponde a la cantidad de ar-
tículos en un tiempo determinado. Se incluyen como «publicaciones»
los siguientes tipos: Artículo (article), Revisión (review), Nota (note),
Carta (letter) y Editorial (editorial). El método de conteo utilizado con-
sidera aquellas publicaciones firmadas por dos o más investigadores
del mismo grupo de investigación como una sola publicación. Esto es
válido para todos los indicadores base presentados en este informe.
b)    Número total de citas: se refiere a las citas reales que obtu-
vieron los artículos durante un período determinado de tiempo.
c)    Promedio de citas por artículo: corresponde a la relación
existente entre las citas obtenidas y los artículos publicados durante
el período de tiempo evaluado.
En este ejemplo vemos el grado de detalle administrativo que se
ejerce en la evaluación y, por ende, hasta qué punto las revistas son
percibidas en el ámbito de la investigación científica básica como
cruciales para estimar la marcha de la actividad de investigación.
Otras formas de comunicación reconocidas como esenciales son los
congresos y coloquios, las revistas electrónicas y otros documentos
presentes en internet; por ejemplo, a través de la intermediación de
bases de prepublicaciones tales como la Arxiv.org, que recoge  e-prints
en Física, Matemáticas, Ciencias no Lineales, Ciencias de la Com-
putación, Biología Cuantitativa y Estadística. En todas estas formas,
correspondientes a ámbitos más o menos restringidos a un público
especializado, encontramos activos los mecanismos de intercambio
y control que se resumen en el gráfico 1.
La socialización del investigador básico se da por medio de un
largo proceso de selección/inducción/cooptación que se ha dado en
llamar «formación», la cual tiene lugar por la vía de un conjunto de
procesos complementarios que incluyen: (a) la elaboración de un
proyecto de investigación que culmina con la redacción de una te-
sis, (b) la relación con el tutor/supervisor, (c) las interacciones con
el grupo de referencia disciplinaria, y (d) la actuación/representa-
ción del rol de investigador en seminarios y a través de la participa-
ción en congresos y otros ritos públicos. La importancia de las lla-
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d)    Distribución de citas por artículo: se refiere a la relación entre
el número de artículos publicados en un período determinado de
tiempo y el número de citas reales obtenidas por cada uno de ellos.
e)    Producción de artículos por tipo: indica de qué forma se cla-
sifican los artículos publicados en un período de tiempo. Los artículos
analizados se clasificaron como: Artículo, Nota (incluye Editorial y
Carta) y Revisión.
f)    Promedio de citas por tipo de artículo: corresponde al prome-
dio de citas que han recibido los artículos publicados según su clasifi-
cación por tipo.
g)    Productividad de artículo por título de revista: describe la re-
lación entre la cantidad de artículos publicados, según el título de re-
vista al cual pertenecen. Además se incluye el Factor de Impacto de
cada revista correspondiente al año cero, en el caso de los grupos
ICM a los cuales se les levantó la línea base. Con los grupos ICM
que comenzaron su ejecución el año 1999 se utilizó el Factor de Im-
pacto de cada revista del año 2003.
madas revistas científicas de corriente principal es crucial en estos
procesos. Ellas son las más leídas y citadas, según el Science Citation
Index, órgano que ha sido instrumental en la difusión y estandariza-
ción de criterios de comunicación, validación y certificación del co-
nocimiento científico que en el pasado, cuando la escala misma de
la empresa científica era menor, quedaban en buena medida implí-
citos. Por supuesto, éste no es el único índice; existen otros, tales
como SciSearch, Chemical Abstracts, Biosis, Pascal, Medline, Inspec,
Compendex, CAB, etc., con visibilidad internacional en distintas
áreas del conocimiento. En conjunto, contribuyen a fijar las pautas
de la comunicación científica. La formación del científico debe ser
coherente con dichas pautas, de allí la importancia crucial que se le
atribuye a esta dimensión en su socialización, que puede relacionar-
se al aprendizaje mismo del lenguaje que distingue al oficio de in-
vestigador.
Los trabajos y tesis que el futuro investigador irá redactando, y
en particular, la tesis doctoral, ilustran el ámbito de las reglas del
juego de socialización a través del lenguaje. Una larga tradición de
teóricos aceptan la visión que el lenguaje es un vehículo para expre-
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GRÁFICO 1. El sistema científico como sistema de comunicación y control
sar los conceptos y valores del conocimiento académico. Toulmin
(1972: 68), entre otros, sostiene que «el lenguaje mismo a través del
cual se logra nuestra aculturación es de por sí inteligible sólo a los
hombres que comparten suficientemente nuestros propios modos
de vida». El conocimiento puede ser comunicado de maneras for-
males e informales, y hay convenciones no explícitas para la presen-
tación del conocimiento nuevo. Hoy se reconoce ampliamente que
los procesos cognitivos vinculados a escenarios disciplinarios parti-
culares tienen como elemento constitutivo una naturaleza tácita. El
estudiante de doctorado resume en su tesis una cantidad de detalles
tácitos, reflejando en su expresión escrita el dominio del lenguaje
disciplinario específico, el cual recibe forma a través del marco de
las normas y convenciones de la cultura disciplinaria particular
(Parry, 1998). En su análisis del lenguaje de los artículos de revistas
en biología, sociología y crítica literaria, Bazerman (1981) argumen-
ta que los lectores esperan que ciertos conocimientos y actitudes
sean inherentes a los textos, y que los textos de disciplinas particu-
lares trasmitan diferencias sistemáticas en este respecto. Avanzando
en esta idea, Becher (1987) examina cómo las «reglas del juego tác-
ticas» se expresan en distintas disciplinas, afirmando que diferentes
valores se reflejan en textos correspondientes a diferentes marcos
disciplinarios, con convenciones tácitas acerca de lo que cuenta
como contribución relevante, como respuesta a una pregunta, o
como el tener un buen argumento para esa respuesta o una buena
crítica de ella.
Un axioma básico es que todo autor escribe para un público. El
público del científico en formación, especialmente en lo que se re-
fiere al principal rite de passage (cf. Van Gennep, 1986) que es la te-
sis doctoral, son los «futuros» colegas (representados básicamente
en los integrantes del jurado de tesis) y otros miembros de la disci-
plina o profesión que eventualmente habrán de leerla. El joven
científico en formación deberá aprender a codificar sus argumentos
para ese público, deberá dominar las principales estructuras retóri-
cas que rigen para escribir y defender una tesis en diferentes tradi-
ciones de investigación. La aceptación del ingreso al «club» científi-
co supone cumplir con un conjunto de requisitos, de los cuales, los
retóricos no son los menos importantes. Así, el candidato aprende-
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rá a reconocer el peso de los juicios de autoridad. Debe mostrar que
conoce la genealogía intelectual del campo temático, que está al
tanto del estado del arte en su campo; por tanto, las referencias bi-
bliográficas que utilice son cruciales. En particular, se espera que
haga un despliegue prominente de referencias eruditas, incluyendo
notas al pie de página o al final del capítulo, secciones metodológi-
cas, el uso de metáforas académicas familiares e imágenes caracte-
rísticas de su campo cognoscitivo y material introductorio sobre la
genealogía intelectual y la defensa de la importancia científica del
problema escogido.
Se supone que los supervisores o tutores deben ser experimenta-
dos en el ejercicio de la escritura profesional en su campo y acompa-
ñen al candidato en su proceso de aprendizaje de los componentes
explícitos y tácitos; así como, de la retórica del discurso disciplina-
rio, para asegurar el logro de una graduación exitosa. De allí la im-
portancia de las habilidades individuales y el papel de los profeso-
res que hacen de tutores. Una señal de madurez del investigador es
que sus trabajos sean aceptados por revistas científicas de peso.
Pero esto no es sencillo. Normalmente hay un proceso por el cual
los primeros trabajos el estudiante los realiza con su supervisor. La
escasez relativa de publicaciones en América Latina no hace más
que reflejar el número limitado de personas capacitadas y experi-
mentadas para ser supervisores y facilitar el tránsito a la formación
como investigador/a del candidato. Un ejemplo de este tema en re-
lación con la historia de vida de un investigador latinoamericano en
inmunología puede verse en Vessuri (1997):
La pequeña comunidad de investigación biomédica venezolana, muchos
de cuyos miembros habían realizado su formación de postgrado en re-
nombrados centros de investigación mundiales, y particularmente los cien-
tíficos pertenecientes al altamente considerado Instituto Venezolano de
Investigaciones Científicas (IVIC), había adoptado patrones internaciona-
les tanto en relación con su trabajo académico como con su evaluación 1.
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En la competencia nacional por los fondos de investigación y el poder aca-
démico habían conseguido imponer como reglas predominantes del juego
académico los de la publicación de corriente principal (mainstream) 2.
Bianco se dio cuenta que para ganar credibilidad en casa, él y su grupo
deberían publicar internacionalmente. En este período [1971-1976] pro-
dujeron cuatro papers. Bianco los llevó consigo a un curso avanzado so-
bre enfermedades reumáticas en Londres en 1977, esperando conseguir
publicarlos en los Proceedings del curso. Sin embargo, ninguno fue publi-
cado en esa ocasión. Esta fue la primera confrontación frustrante del gru-
po con las reglas del juego de la publicación científica desde su ubicación
en la periferia de América Latina. La experiencia previa de Bianco en pu-
blicaciones había dependido de sus tutores en Harvard. En realidad, no
tenía experiencia en los procedimientos y carecía del conocimiento tácito
y de las conexiones requeridas para la publicación internacional. Fue sólo
en 1980 que uno de los papers sobre lupus y dos sobre HLA, que pudie-
ron ser salvados de la primera cosecha de la producción […], salieron im-
presos. Fueron las primeras tres publicaciones del grupo.
Si el supervisor local del científico en formación no tiene expe-
riencia en publicar en revistas de corriente principal y no tiene sufi-
ciente familiaridad y contactos con el ámbito internacional, le será
más difícil ayudar a su supervisado en esa materia y, por ende, éste
se encontrará en inferioridad de condiciones respecto de estudian-
tes en contextos académicos donde desde temprano en la carrera se
acostumbra a los jóvenes aspirantes a convertirse en investigadores
a escribir para publicar.
Otro componente retórico es la exhaustividad en la demostra-
ción de los argumentos. No es suficiente hacer afirmaciones que no
estén avaladas por el razonamiento cuidadoso y/o la evidencia em-
pírica. Las opiniones personales no valen por sí mismas sino que
deben ser presentadas como conclusiones necesarias a partir del
análisis exhaustivo del problema y la literatura precedente. Se espe-
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ra, de esta manera, que en el proceso de formación el científico
aprenda a reconocer y manejar toda una batería de recursos litera-
rios para la codificación. Los elementos de codificación se aprecian
en la forma misma como se establece el problema o cuestión que
orienta el estudio, en la formulación de su propósito central y en las
preguntas de investigación que se plantea el candidato. Están aso-
ciados a la tradición de investigación que el joven científico está in-
tentando internalizar. La definición del problema debiera indicar la
fuente de la cuestión que conduce al estudio, debiera estar enmar-
cado en términos de la literatura existente, y relacionarse con el
foco de una tradición específica de estudio.
En la socialización del científico se pone un fuerte acento en la
calidad de la investigación. Pero, ¿cómo se sabe que el estudio es
creíble, riguroso y correcto? Cada disciplina y comunidad de prác-
tica investigativa tiene sus estándares de calidad de la investigación
y enfoques de verificación. La verificación es el proceso que ocurre
a lo largo de la recolección, análisis y redacción de los resultados;
los estándares son criterios impuestos por la comunidad de prácti-
ca cuando evalúa un estudio después que éste está terminado.
¿Dónde acaba la discusión de verificación y comienza la de los es-
tándares? ¿Qué es un «logro valioso de investigación»? Dada la
importancia de la calidad de la investigación en la formación del
científico, los temas relacionados con los estándares son críticos.
¿Hay estándares generales para juzgar la calidad de un estudio
científico? ¿Qué perspectivas y términos usan diferentes tradicio-
nes de investigación disciplinaria para la verificación? ¿Cuáles son
los procedimientos de verificación más frecuentes usados en la in-
vestigación científica? ¿Cómo se comparan las diferentes tradicio-
nes de estudio en términos de estándares de calidad y verificación?
Los debates sobre estándares y enfoques de verificación han sido
incontables a lo largo de la historia de la ciencia, y es claro que el
tema sigue abierto. Hay estándares… y estándares. Las distintas
comunidades de práctica han desarrollado sus propias tradiciones
de rigor, comunicación y maneras de trabajar hacia el consenso.
Estos estándares sirven tanto para legitimar a algunos candidatos y




Sin embargo, como ya se adelantó más arriba, estos mecanismos
de evaluación, comunicación y control de la calidad, del contenido
y de los frentes de investigación que se sancionan, corresponden a
un segmento muy reducido de la actividad científica. Esto quiere
decir que la visión del científico que acabamos de describir corres-
ponde a la imagen de un cierto tipo de formación y no al universo
de la actividad científica. Y si bien todavía no se logra consensuar
una imagen de la cientificidad que incluya componentes de inter-
vención y evaluación social que sean ampliamente aceptados como
parte de los resultados/logros inherentes a la investigación y no
como meros productos secundarios irrelevantes en la evaluación de
los «logros» legítimos, son cada vez más numerosos los programas
de formación que prometen la vinculación de los resultados con la
sociedad. La diferenciación y fragmentación dentro de las profesio-
nes científicas crecen y probablemente seguirán haciéndolo. De
 hecho, en el presente no se puede hablar de una única identidad
del científico sino que ésta varía según sus contextos de actuación.
Ya no se la asocia exclusivamente con el ámbito académico sino que
hay identidades científicas específicas en la industria, en los labora-
torios públicos y privados, en las empresas, en los organismos de
fomento de la investigación, en los cuerpos editoriales de las revis-
tas científicas, etc. También se da con mucha más frecuencia que en
el pasado una alianza estrecha entre el científico y el tecnólogo,
como lo reflejan las múltiples comunidades multidisciplinarias de
tareas (task forces) para el saneamiento ambiental, el cáncer, etc.,
con una voluntad de apropiación rápida de los resultados de la in-
vestigación 3.
Hoy los desafíos de la formación suponen ir más allá de generar
nuevos conocimientos especializados. Además de las metas «clási-
cas» en la formación de investigadores, una variedad de nuevos en-
foques en capacitación y oportunidades profesionales, especialmen-
te identificados con la integración del conocimiento y su aplicación
activa en el mundo real, el apoyo a los tomadores de decisiones, la
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evaluación de los posibles beneficios y obstáculos de diferentes op-
ciones de respuestas y la facilitación de la implementación de las ac-
ciones requeridas, supone el reconocimiento implícito de que no
hay una fórmula simple para la realización de las actividades de la
formación de científicos que sirva a todos. El currículo educativo
en los programas de formación incluye en cada vez más áreas el fo-
mento del vínculo entre las disciplinas de las ciencias naturales, las
ciencias sociales, los estudios del desarrollo, y los campos de la in-
geniería y tecnología aplicada (aunque al mismo tiempo, éste deba
equilibrarse con la necesidad permanente de una base firme en las
disciplinas básicas de ciencia e ingeniería). Hay variadas iniciativas
en curso, que buscan desarrollar estrategias de investigación inte-
grales y con orientación sistemática; con enfoques novedosos para
comprender y caracterizar los vínculos entre cambios en escalas di-
ferentes, desde lo global hasta lo local; trabajar directamente con
especialistas en el desarrollo, diseñadores de políticas, grupos ciu-
dadanos, y otros interesados en identificar y definir las necesidades
de I+D y traducir el conocimiento en acción; y desarrollar habilida-
des en la comunicación con audiencias no técnicas y en operar efi-
cazmente dentro del ámbito de la negociación y el asesoramiento.
Evidentemente, los rasgos de la formación en la investigación inclu-
yen un rango de significado y finalidad más amplio o diferente que
el patrón clásico 4.
Una lección aprendida durante varias décadas sobre los esfuer-
zos ligados al desarrollo es que para asegurar un éxito duradero, el
desarrollo de capacidades no sólo debe incluir la formación de in-
vestigadores, sino también a las instituciones y comunidades en las
cuales los investigadores operan. Por lo tanto, el reto central es for-
talecer la habilidad de las instituciones existentes para que respon-
dan a los temas del desarrollo social y ambiental durables. Esto atañe
a las organizaciones de vinculación (como las academias nacionales
de ciencias) que pueden influir directamente en los procesos de defi-
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nición de las políticas. Incluye, además, a las universidades y las or-
ganizaciones de fomento para la ciencia, que a menudo dificultan el
desarrollo de las nuevas formas de I+D integradoras debido al con-
servadurismo de las estructuras rígidas con orientación disciplinaria
(ICSU-ISTS-TWAS, 2005).
Otro factor que puede incidir de maneras claramente variadas
es el relacionado con el impacto del «capitalismo académico», reco-
nocido más como una «tendencia que se acelera», que como un
«nuevo evento», al menos en países como Estados Unidos, sobre la
cultura adquirida a través del proceso de socialización por los estu-
diantes de postgrado. El término se refiere al «despliegue del único
bien real de la universidad e institutos de educación superior, el ca-
pital humano de sus docentes, para aumentar sus ingresos, un mer-
cado institucional y profesoral o esfuerzos del tipo de mercado para
asegurarse fondos externos» (Leslie, Oaxaca y Rhoades, 1997). Los
argumentos críticos a la idea de incorporar (como ya sucede como
rutina en muchos departamentos y programas de postgrado en los
países industrializados) se refieren, entre otros, a la posibilidad de
que los futuros investigadores se sientan inclinados desde el mismo
proceso de formación a hacer investigación que beneficie a intere-
ses corporativos por encima de la investigación relacionada con in-
tereses públicos que muy probablemente no generen ganancias 5.
Los argumentos a favor aducen que hay evidencia empírica que en
esos programas que tienen extensas relaciones con las industrias,
tanto profesores como tesistas de postgrado mantienen los valores
clásicos la estructura básica de los valores académicos tradicionales
expresados en el discurso de defensa de la libertad académica, la
publicación en revistas reconocidas y la investigación básica (Men-
doza, 2007).
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III.  EL CONTEXTO DE LAS INSTITUCIONES UNIVERSITARIAS 
Y EL DILEMA SOBRE EL DOCTORADO EN EL PAÍS 
O EN EL EXTERIOR EN AMÉRICA LATINA
Los cambios en la producción y difusión del conocimiento tal como
se viven actualmente en la región, esto es: (1) que las universidades
tradicionales ya no cubren el espectro del conocimiento, (2) que el
centro de investigación ha pasado a ser la unidad intelectual de in-
vestigación, y (3) que el desarrollo de redes de investigación son
más probables en las universidades (usualmente las tradicionales)
que están más involucradas en la investigación científica, supone
que las instituciones que hacen investigación en forma más intensi-
va, probablemente pasarán por un proceso de cambio institucional
de adaptación al ambiente cambiante. Las instituciones en el con-
glomerado de las que tienen una productividad de la investigación
científica más baja, ya sea que están envueltas en investigación tec-
nológica o que son instituciones exclusivamente docentes, tenderán
a ser marginalizadas por los cambios en curso. Estas instituciones,
impulsadas por gobiernos y mercado a satisfacer las necesidades in-
mediatas de la sociedad en términos de educación superior de
 masas e investigación orientada al mercado, tenderán a aumentar su
foco nacional o local y serán sólo parcialmente influenciadas por los
cambios en la producción internacional del conocimiento. Es menos
clara la posición de las universidades en el segmento intermedio.
Para ellas, los cambios en el proceso de producción de conocimien-
to probablemente marcarán un gran desafío de moverse hacia el
grupo con mayor productividad en la investigación científica.
Una de las principales razones para la aguda diferenciación y es-
tratificación del sistema universitario puede encontrarse en el carác-
ter crecientemente competitivo del financiamiento de la investiga-
ción, que acaba concentrándolo, exacerbando así las consecuencias
del «efecto Mateo» con un nivel extremadamente elevado de con-
centración de la investigación universitaria. Así, en Brasil, la princi-
pal contribución la hacen las tres universidades del Estado de São
Paulo, una o dos universidades católicas, y cinco o seis universida-
des federales; en México, aparecen dominando el panorama de la in-
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vestigación la UNAM (que tiene casi tantos investigadores acredita-
dos en el SNI (24,5%) como todas las universidades públicas de los
Estados (26,3%), la UAM, el CINVESTAV, los centros CONACYT
y el IPN; o en Argentina, donde la matrícula de postgrado se con-
centra en la ciudad de Buenos Aires y el conurbano bonaerense,
mientras que en las demás regiones la participación porcentual se
mantiene o disminuye. En Chile, tres universidades (Católica de
Chile, de Chile y de Concepción) han ganado el 67% de los recur-
sos distribuidos por el Fondo de Investigación para la Ciencia. Un
buen investigador es usualmente atraído por centros o universida-
des de calidad donde ella o él pueden encontrar el capital humano
y físico que le permitirá desarrollar investigación de alto nivel. De
esa forma, ella o él mejorarán su calidad y la calidad general de la
institución, con la consecuencia de atraer nuevos fondos de investi-
gación y nuevos investigadores de alto nivel. Esta situación se carac-
teriza por dos círculos virtuosos interrelacionados. Primero, un
centro de excelencia atrae investigadores de alta calidad que tienen
una elevada posibilidad de hacer investigación valiosa, aumentando
así la calidad del centro y atrayendo por lo tanto nuevos investiga-
dores talentosos. Segundo, un elevado nivel de capital humano y fí-
sico implica una mayor posibilidad de lograr importantes resulta-
dos de investigación, de allí que una consecuencia de la alta calidad
de la investigación es la posibilidad incrementada de tener nuevos
fondos de investigación y, por lo tanto, una posibilidad de expan-
sión en la inversión en capital humano y físico.
El cuadro que ofrece hoy la población de las universidades lati-
noamericanas en los niveles de postgrado orientados a la formación
de investigadores confirma la opinión que se trata de una porción
muy pequeña de la matrícula nacional de educación superior en
aquellos países que han desarrollado alguna infraestructura de in-
vestigación, y que en muchos casos, después de un rápido período
de crecimiento en las décadas de 1960 y 1970 y posteriores recortes
presupuestarios y cambios de política, algunas de las universidades
prestigiosas tradicionales han logrado mantener una posición de
preeminencia, si bien la gran mayoría de las instituciones educativas
más recientes no lograron incrementar su estatus. Aunque algunas
trataron de mejorar su posición, quizás debido al impacto de fenó-
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menos acumulativos y que se autorreforzaban, a menudo no lo lo-
graron. Un rasgo frecuente, es que en muchos lugares no se ha
logra do resolver la desarticulación entre el nivel de pregrado y post -
gra do en una misma institución y este último sigue siendo un
apéndice tardío, sin influencia política en la vida institucional
(como en Argentina). Otro es que si bien todavía, con pocas excep-
ciones, la profesión del investigador continúan haciéndola personas
con nivel de licenciatura (Uruguay, Argentina, Colombia, Panamá,
Ecuador) o maestría (Bolivia, Chile, Nicaragua, Venezuela), se está
generalizando, a través de los procesos de acreditación y evaluación
crecientemente en boga, la búsqueda de una homologación con el
mercado académico internacional (que incluye el nivel de doctora-
do, las medidas convencionales de productividad de la investiga-
ción y la selección por concurso abierto). El dilema se plantea, en-
tonces, si hacer la formación del científico en el exterior o en el
país.
La socialización con períodos prolongados del estudiante de
doctorado en una universidad extranjera ha formado parte de la vi-
sión de la formación o entrenamiento en investigación en los países
iberoamericanos. Son numerosos los ejemplos de programas de
 becas desde una etapa temprana de la formación de las sociedades
latinoamericanas para realizar estudios en los centros de conoci-
miento avanzado del exterior. En particular, en las ciencias duras
hay una larga tradición que la formación en la investigación debiera
realizarse en estrecho contacto con la investigación internacional.
En tal sentido, se ha estimulado que los estudiantes de postgrado
hagan su doctorado en el exterior. A veces el estado les ha brindado
apoyo financiero para estadías prolongadas en universidades ex-
tranjeras durante el período de formación, en otras ocasiones la co-
operación internacional ha sido decisiva. Esta concepción y los es-
fuerzos concomitantes se deben a la percepción que países sin
tradición científica y con recursos económicos y científicos limita-
dos no pueden cubrir todas las áreas de la investigación por sí mis-
mos ni consiguen ofrecer un ambiente intelectualmente competitivo
y estimulante. La manera tradicionalmente aceptada de evitar el
provincianismo científico ha sido vinculándose estrechamente a los
centros de investigación. En aquellas disciplinas donde los desarro-
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llos científicos son rápidos, es especialmente importante tener acce-
so a la investigación que hacen las instituciones líderes. En este sen-
tido, los estudiantes de doctorado que reciben entrenamiento de in-
vestigación en universidades extranjeras líderes juegan un papel
vital en la transferencia de la investigación de los centros a las peri-
ferias. En el contexto regional de América Latina hay instituciones
y facultades con infraestructuras científicas bien establecidas y con
fuertes vínculos con los centros de investigación de Europa y Esta-
dos Unidos; no obstante, a pesar de sus logros incluso ellas todavía
tienen un estatus periférico en relación con esos sistemas mayores
por las condiciones del contexto local en que funcionan.
En general, esas visitas se consideran importantes para la forma-
ción del investigador, porque le dan la oportunidad de conocer la
comunidad científica internacional, especialmente, si pertenece a
un país o a una comunidad científica pequeña. Entre las razones
que suelen darse como justificación para pasar períodos formativos
en instituciones extranjeras está la ayuda con el trabajo de tesis, es-
pecialmente para tener acceso a equipamiento científico más sofisti-
cado, bases de datos y literatura que no están disponibles en su
país. Pero la principal razón suele ser la posibilidad de discutir el
trabajo de tesis con un profesor que es un especialista en su campo
de investigación. También se argumenta el beneficio en términos
del desarrollo general de las destrezas de investigación, tomando
materias o asistiendo a seminarios para aprender nuevas teorías,
perspectivas, métodos, etc., de manera de desarrollar sus califica-
ciones de investigación independientemente del tema de su tesis.
La posibilidad de hacer nuevos contactos, de trabajar al lado de in-
vestigadores conocidos en el campo de investigación elegido es algo
que estimula a muchos jóvenes quienes no pocas veces establecen
relaciones duraderas de colaboración y amistad con las personas
que conocieron en su estadía en el extranjero. El crecimiento perso-
nal, al entender cómo funciona otro sistema de investigación nacio-
nal les ayuda a tomar conciencia de cómo funciona el de su país, la
comparación con otras costumbres, el aprendizaje de otro idioma,
la seguridad que adquieren al gestionar su camino en otro contexto
de investigación; y el impacto de las estadías en el exterior sobre el
comportamiento respecto a la publicación de resultados son otras
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razones para la estadía en centros más desarrollados del exterior.
Puede suponerse que para quienes han pasado todo su período for-
mativo en su país es más difícil y menos motivante publicar en un
idioma internacional dirigiéndose a una audiencia que se desconoce.
Los esfuerzos recientes por internacionalizar la formación para
la investigación en los países de la región con más recursos e in-
fraestructura han estado especialmente dirigidos a apoyar estadías
de duración intermedia (de 12 a 18 meses) en universidades extran-
jeras, con soporte de la cooperación internacional, como por ejem-
plo, a través del Programa de Cooperación de Postgrado (PCP) del
gobierno francés con diferentes grupos latinoamericanos y la coo-
peración bilateral de Brasil con Francia (COFECUB); los Progra-
mas ALFA de cooperación académica entre instituciones de educa-
ción superior de Europa y América Latina, el Programa ALBAN de
becas de alto nivel para América Latina, y algunas de las acciones
Marie Curie de formación, movilidad y desarrollo profesional abier-
tas a investigadores de terceros países, todos estos programas de la
Comisión Europea, las becas de la Cooperación Española, etc. Me-
canismos conocidos como «becas sandwich» o pasantías de tesis,
donde el grueso de la escolaridad el estudiante lo realiza en la insti-
tución de su país, han comenzado a hacerse más frecuentes en algu-
nos países de la región, y el que ha ido más lejos en esta dirección
ha sido Brasil.
Los financiamientos internacionales disponibles, nuevos y vie-
jos, para la investigación y la formación sugieren un panorama que
no es sencillo. Por un lado, se observa que si bien la formación local
de investigadores se ha expandido en las décadas recientes, todavía
es insuficiente lo que se realiza en la región. Por el otro, lo que exis-
te está en permanente peligro de perderse por ser atraído por el
mercado de competencias internacional en una intensificación de la
llamada “fuga de talentos” que no ha dejado de darse en la región y
que en algunas áreas de conocimiento es verdaderamente preocu-
pante, como en las TIC y en las nuevas ciencias de punta, tales
como las nanociencias y nanotecnologías. A esto contribuye paradó-
jicamente el hecho que las universidades intensivas en investigación
en la región tienden a ser las instituciones de educación superior
con un nivel más alto de participación en las redes internacionales
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de investigación más importantes. Pero el financiamiento interna-
cional también se orienta en otras direcciones. Así, se observa una
lluvia de pequeños y no tan pequeños financiamientos para iniciati-
vas en instituciones poco conocidas, a menudo opacas en lo intelec-
tual, pero obviamente con perspectivas de interés para los donantes,
ya sea en términos de investigaciones para el mercado o de inser-
ción social o política en el medio local. El resultado es un panorama
de parches y fragmentos variopintos, de los cuales sólo una minoría
tiene que ver con la investigación científica clásica, y diversifican
ampliamente el cuadro local.
Varios programas, muy pequeños y selectivos, de diferenciación
estudiantil que ubican a los estudiantes en programas especiales,
con tutores y fondos adicionales, contextos físicos aislados y énfasis
en el desarrollo colectivo del espíritu académico han sido y conti -
núan siendo promovidos en la región. Un supuesto básico es que en
países periféricos, la formación de científicos enfrenta condiciones
institucionales y culturales especiales diferentes y negativas compa-
radas con las que existen en los países centrales donde surgió la
ciencia occidental, porque carecen de tradiciones científicas. Por
tanto, las actitudes y valores científicos básicos son adquiridos por
los individuos relativamente tarde en sus carreras académicas. En-
tre esas experiencias está la de Brasil, con el Programa de Iniciación
Científica del CNPq (Zancan, 2004; Marcuschi, 1996) y el Progra-
ma Especial de Entrenamiento (PET) del Ministerio de Educación
y CAPES (Balbachevsky, 1997); la de Colombia, que apunta a vin-
cular a jóvenes investigadores a centros o grupos de investigación
de alta calidad, estimulando en ellos un sentimiento de pertenencia
a comunidades científicas específicas y estimulando su participa-
ción en ambientes institucionales conducentes a su crecimiento en
la ciencia; en la UNAM de México un grupo de investigadores del
Instituto de Investigación Biomédica buscó romper la división
entre salón de clases y el laboratorio y acometer el esfuerzo de
formación del científico desde el nivel de pregrado (donde tradi-
cionalmente los estudiantes no eran expuestos a la «verdadera» in-
vestigación), haciendo que los investigadores enseñaran en sus pro-
pios laboratorios (Lomnitz, 2006; Fortes y Lomnitz, 1994); más
recientemente, Chile en su Iniciativa del Milenio ha incluido tam-
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bién la formación de pequeñas cantidades de jóvenes en sus centros
y núcleos (CIM, 2005).
Parece obvio que las posibilidades de incrementar las capacidades
nacionales avanzadas en base exclusivamente a la formación en el ex-
terior son insustentables y que las pequeñas experiencias aisladas,
que aparecen como prometedoras, lo son más que nada por lo que
sugieren en términos de innovación conceptual y organizacional,
pero la escala de su desarrollo resulta muy insuficiente, y se necesita
construir in situ la infraestructura necesaria y asegurar su reproduc-
ción local. Veamos rápidamente la situación en algunos países.
IV.  LA FORMACIÓN DOCTORAL EN LOS PAÍSES
LATINOAMERICANOS
Si bien, en algunos sentidos los países latinoamericanos pueden tra-
tarse como una única entidad, sus sistemas de formación de investi-
gadores han sido bastante distintos, aunque se vuelven cada vez
más parecidos a través de una cantidad de reformas muy influencia-
das por el modelo anglo-norteamericano del sistema doctoral. Bra-
sil y México son los dos países que han logrado establecer los pro-
gramas nacionales más exitosos de formación avanzada en la región
latinoamericana. En particular, Brasil cuenta con un vigoroso siste-
ma nacional de postgrado stricto sensu, que cubre actualmente
prácticamente todas las áreas del conocimiento. Si bien todavía tiene
mucho rezago en materia de conocimientos en otros niveles educa-
tivos, es el país que probablemente más creció en el mundo en la
última década, en términos relativos, en la producción de doctores.
Un conjunto de factores contribuyó al surgimiento de ese sistema:
un complejo esfuerzo colectivo liderado por la participación del Es-
tado en el proceso de organización y financiamiento, así como de
órganos representativos de la comunidad científica, como la Socie-
dad Brasileña para el Progreso y la Ciencia (SBPC), el CNPq y
otros, y un conjunto de actores sociales que venían actuando en el
interior del campo académico buscando superar un patrón de orga-
nización de la educación superior constituido por escuelas aisladas,
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volcadas fundamentalmente a la formación de profesionales libera-
les y disociados de la actividad de investigación.
La evolución de los estudios de postgrado comenzó en Brasil en
1976 y desde entonces ha sido conducido por la CAPES, Coordina-
ción Federal para el Mejoramiento del Personal de Alto Nivel. Bra-
sil eligió evaluar sus programas de maestría y doctorado conside-
rando cómo se entrenan los recursos humanos, en lugar de
restringirse a su calidad como grupos de investigación. Esto ha de-
mostrado ser una buena decisión. Un grupo de investigación que (i)
no recibe nuevos estudiantes sobre una base constante renovándose
a sí mismo, y (ii) que no forma nuevos investigadores, no es capaz
de conservar su calidad y a veces ni siquiera su vida. Sólo más tar-
de, a comienzos de los años de 1990, el CNPq —o Consejo Nacio-
nal para el Desarrollo Científico y Tecnológico— creó una Direc-
ción de Grupos de Investigación. En la práctica, la maduración del
postgrado contribuyó, en un círculo virtuoso, a la consolidación de
la comunidad científica nacional en todas las áreas de conocimiento
y al surgimiento de equipos brasileños de elevado nivel académico.
Si bien en un inicio la cooperación internacional formalizada en
acuerdos se refirió fundamentalmente al nivel de maestría y especia-
lización, ya más recientemente se ha orientado al doctorado  pleno
y la modalidad «sandwich» (estadía doctoral de corta duración), así
como para proyectos de postdoctorado, reflejando la madurez
paulatina del sistema a medida que se fueron abriendo posibilida-
des de cursar la maestría y el doctorado en Brasil. Vale anotar que si
en la década de 1960 había unos 45 programas de maestría y 17 de
doctorado, ya en 2003 el sistema contaba con 1.722 programas de
maestría y 986 de doctorado, además de 111 maestrías profesionali-
zantes. Ya en la década de 1990, apenas uno de cada cinco títulos
fue obtenido en el exterior (Marchelli, 2005). Se puso el acento en
la formación de doctores como una decisión administrativa del sec-
tor público, estableciendo un plan de formación y becas que asegu-
rara que en un lapso menor a los diez años se revirtiera la situación
del personal docente universitario en ese país, con la expansión sus-
tancial del número de doctores en la plantilla de profesores. No
obstante, aunque los números son muy significativos, cuando se
considera el total de 254.000 docentes en instituciones de educa-
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ción superior, se observa que sólo 54.000 tenían doctorado en 2007
y no más de cien mil un grado de magíster. De los 34.000 doctores
que enseñan en programas de postgrado aproximadamente 23.000
fueron evaluados por la CAPES como teniendo una producción
constante y reconocida como tal (Ribeiro, 2006).
El proceso de crecimiento tuvo que ver con el reconocimiento
en un momento dado de las limitaciones del programa tradicional
de becas de formación en el exterior  —basado en la atención de la
demanda individual y espontánea de los interesados en realizar es-
tudios en el exterior, para enfrentar el desafío de expansión del post -
grado—. En particular, a comienzos de la década de 1990 se hizo
más sistemático el apoyo a equipos de investigación más consolida-
dos, la mayoría de los cuales estaba en el sudeste del país, contribu-
yendo en el largo plazo a la concentración de los recursos en esa re-
gión. Más de seis de cada diez investigadores doctores activos en el
país en el año 2000 fueron formados en instituciones del Estado
São Paulo (Guimarães, Lourenço y Cosac, 2001). Hoy se observa
en esa región una mayor densidad de los circuitos universitarios y
científicos que permite una colaboración internacional en red «en-
tre iguales» y ya no tanto la de tipo «asistencial», como era la coo-
peración en el pasado. Se comparten laboratorios en proyectos de
investigación y formación conjuntos con activos intercambios de
docentes y estudiantes conectados a tales proyectos. Para reducir
las asimetrías regionales brasileñas, que todavía son muy marcadas,
se han venido haciendo esfuerzos sostenidos. Por ejemplo, los pro-
gramas de los estados de la región amazónica, del nordeste y del
centro-oeste reciben fondos extras, porque son regiones menos
desarrolladas, con problemas de acceso a laboratorios y donde el
transporte puede ser muy costoso.
En México, a fines de la década de 1980, el CONACYT comen-
zó un programa de apoyo a los programas de postgrado que marcó
un cambio a nivel de las políticas del Estado el cual se hizo más
marcado a mediados de la década de 1990, con la evaluación y acre-
ditación de los postgrados. La formación de recursos humanos en
instituciones mexicanas recibió prioridad, como reconocimiento de
la insuficiente cantidad y calidad de quienes ya se encontraban en la
fuerza de trabajo. Se implementó un paquete de medidas de estímu-
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lo que buscaban aumentar la cantidad de becas para estudios de post -
grado en México y el exterior, apoyar programas de entrenamien-
to para el personal docente de las licenciaturas y estimular ofertas
de licenciaturas de mejor calidad, acelerar la mejora de la calidad de
los estudios de postgrado en el país, estimulando particularmente
el establecimiento y acreditación de grados doctorales de alto nivel
comparables a los disponibles internacionalmente (Vessuri, 2000).
Como resultado del esfuerzo continuado, la matrícula de postgrado
creció considerablemente, totalizando 13.887 egresos estimados de
doctorado entre 1995 y 2005, con un total de egresos de doctorado
de 1.874 en 2006. Estos valores representaban 11 graduados de doc-
torado en las ciencias e ingenierías por millón de habitantes contra
6 graduados de doctorado por millón de habitantes en las ciencias
sociales y humanidades, mostrando así mayor énfasis en las áreas
más ligadas a la producción y la innovación. Con todo, el nivel de
doctorado sigue representando un porcentaje muy pequeño del to-
tal de los estudios de postgrado, el 4% en 2005, contra el 72% de
maestrías y el 24% de especializaciones y la población de egresados
de doctorado sigue siendo muy baja, comparada con la matrícula
total en educación superior en México (de 2.311.000 en 2004)
(SIICYT, 2006).
Entre 1995 y 2005, el número de miembros del Sistema Nacional
de Investigadores (SNI) creció más del doble, de 5.868 a un estima-
do de 12.096 personas. Esto quiere decir que incluso en términos de
la propia política, el progreso no ha sido el esperable. ¿Por qué no
se logran mayores números? Un factor es el financiero. Las relacio-
nes internacionales de la comunidad científica mexicana se han am-
pliado, especialmente con Estados Unidos y Europa, si bien una
buena porción de sus científicos y tecnólogos todavía continúan al
margen de la internacionalización. Un programa de repatriación y
retención del CONACYT, el cual en 2003 se redefinió como Progra-
ma de Investigadores Mexicanos, ha ido disminuyendo paulatina-
mente desde la cantidad de 462 en 1998 a 195 en 2003.
En Argentina, la elevada heterogeneidad del sistema de postgra-
do ha sido atribuida a su historia específica y a la rápida y desorde-
nada expansión reciente, que resultó en un universo enmarañado
de modalidades institucionales y disciplinarias (Barsky y Dávila,
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2004). El sistema se conformó como la sumatoria dispersa de rígi-
das tradiciones científicas antiguas, a las que se fueron agregando
las demandas recientes de la sociedad. En buena medida, esta situa-
ción es consecuencia del hecho que la oferta de postgrados quedó
librada a las políticas de las universidades, con frecuencia más rela-
cionadas con el mercado, incluida la propia demanda de títulos por
los integrantes de sistema académico, que con las necesidades de-
tectadas en el interior del sistema o con las posibilidades materiales
de ejecución. Ese crecimiento se dio, además, en un contexto de
ausencia de una articulación con las instituciones que conforman el
sistema de ciencia y tecnología. Entre 1994 y 2002, se incrementa-
ron las actividades de 793 a 1.941 programas de postgrado, donde el
sistema privado fue pionero por la rentabilidad económica de
maestrías y especializaciones, pero el sector público creció notable-
mente en los últimos quince años.
La formación de investigadores está claramente orientada en el
caso de las ciencias exactas y naturales, donde el doctorado sigue
siendo dominante, con hegemonía del sector público; también tiene
una expansión destacable en tecnologías y ciencias de la salud. Si
bien, los programas doctorales de las ciencias exactas y naturales
constituyen el campo disciplinario de menor peso en el sistema y
tienen el más bajo crecimiento, evidencian haber consolidado más
temprano su relación con el proceso de la evaluación y acredita-
ción. Para las Ciencias Sociales, en cambio, las maestrías marcaron
el camino de la calidad en los estudios de postgrado. En Humani-
dades tuvieron presencia creciente los doctorados de las universida-
des privadas católicas y luego se fortalecieron también en las uni-
versidades estatales, aunque es un área deficitaria. Para los médicos
y posteriormente los abogados e ingenieros, las especializaciones
fueron el camino de la legitimación para prácticas profesionales es-
pecíficas 6. Una falta de articulación ascendente en el interior del
sistema de postgrado lleva a que no sea obligatorio pasar por una
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maestría para acceder a un doctorado, sino que por el contrario, éstas
resultan opciones alternativas, lo que tiene como consecuencia, en-
tre otras, que el nivel académico efectivo no dependa tanto del título
de postgrado obtenido sino de la estrategia de articulación utilizada
(Barsky y Dávila, 2004).
Entre los desafíos del sector de los postgrados académicos están
la falta de recursos como becas y retribuciones a los docentes que
cubran adecuadamente los períodos que deben ser dedicados a la
dirección de las tesis, lo cual redunda en un número reducido de
egresados, particularmente, en las humanidades y ciencias sociales.
También se presenta una crisis en el sistema de evaluación dada la
tendencia a trasladar mecánicamente los criterios de excelencia de
las modalidades de las ciencias exactas y naturales al resto de las
disciplinas, en particular con relación a los postgrados profesionales
o aplicados. Como reflejo de la mejora económica experimentada
en el país desde 2003, la aprobación del ingreso al CONICET de
1.340 nuevos becarios doctorales y postdoctorales y 550 investiga-
dores asistentes en 2004 representó un aumento del 62%, 84% y
121%, respectivamente. Con las nuevas incorporaciones la edad
promedio de los investigadores de esa institución descendió de 50 a
47 años, dando comienzo a la recomposición de la pirámide etaria
(CONICET, 2005).
Colombia comenzó a desarrollar una comunidad científica en el
último medio siglo. A comienzos de la década de 1990 se conside-
raba que la educación de postgrado estaba muy lejos de satisfacer
su misión como una herramienta para la formación de investigado-
res (COLCIENCIAS, 1991). La ciencia y la tecnología fueron asu-
midas como los pilares de la estrategia oficial del gobierno, refleja-
do en el Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología establecido por
ley en 1990. COLCIENCIAS incrementó su capacidad de fortaleci-
miento del desarrollo científico y tecnológico pasando a funcionar
como secretariado técnico del Consejo Nacional de Ciencia y Tec-
nología. Dentro del nuevo marco institucional, se puso énfasis en
aspectos como la integración del sector privado en los consejos na-
cionales, la creación de nuevas formas de asociación entre el sector
público y el privado a través del establecimiento de corporaciones
mixtas de derecho privado, la descentralización de la investigación
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por medio de la creación de siete comisiones regionales de ciencia y
tecnología, el desarrollo de los recursos humanos y el incentivo de
la integración de los científicos e ingenieros colombianos en redes
internacionales de ciencia y tecnología.
A mediados de la década de 1990 se habían establecido los si-
guientes objetivos para la construcción de capacidades en el ámbito
de los recursos humanos en las ciencias naturales y sociales y en las
ingenierías en los diez años siguientes: formación de ocho mil cien-
tíficos con títulos de doctor; formación de diez mil profesionales es-
pecializados: individuos con grados profesionales y diplomas de
maestría o especialización y entrenamiento de dieciocho mil profe-
sionales no especializados: tecnólogos y técnicos dedicados a I+D.
Estas cifras derivaban de estimaciones demográficas del Instituto
Colombiano para la Educación Superior (ICFES), según el cual se
habían graduado 41 mil universitarios en 1990 y 2.500 a nivel de
postgrado (Misión Ciencia, Educación y Desarrollo, 1995). El apo-
yo al desarrollo de un programa de becas fue proporcionado por
COLCIENCIAS, el Instituto Colombiano de Préstamos Educativos
en el Exterior (ICETEX) y la Fundación para el Futuro de Colom-
bia, al igual que nuevos programas de entrenamiento profesional
adelantados por los varios ministerios y recursos internacionales de
cooperación. Otro pilar del programa de COLCIENCIAS hacia la
consolidación de la comunidad científica nacional fue el soporte a
la infraestructura y desarrollo de Programas Nacionales de Docto-
rado en aquellos campos donde era posible desarrollar centros de
buena calidad en el país. COLCIENCIAS puso el énfasis en los
grupos de investigación más que en las instituciones, como meca-
nismo estratégico para la transformación institucional.
Chile comenzó tarde en relación con otros países de la región
como Brasil, que fortaleció estas capacidades a partir de los años se-
senta y ha mantenido un apoyo sostenido a las instancias generado-
ras de capital humano avanzado. La situación en 1990 era la de un
sistema público estancado (113 mil alumnos) y una escasa legitimi-
dad del sector privado. Se había pasado de ocho universidades a se-
senta, de 112 mil alumnos se había pasado a 245 mil. Ese año se
creó el Consejo Superior de Educación. Entre 1990 y 1998, se dio
la masificación de la educación superior, mientras se estabilizaba el
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número de instituciones. La matrícula estudiantil llegó a 395.000
alumnos y 30% de la cohorte, y una diversificación de la población
estudiantil. Para superar los problemas que se fueron generando
con la regulación de las nuevas IES y la incertidumbre respecto de
la oferta de educación superior se creó la Comisión Nacional de
Acreditación en 1999 (Lemaitre, 2005) y se iniciaron nuevos pro-
gramas.
En la medida que crece la investigación, también crece el post -
grado en las universidades chilenas, que alcanzó en 2001 una ma -
trícula de 11.300 estudiantes. Pese a su crecimiento, estos números
siguen siendo demasiado bajos como para permitir un crecimiento
sostenido de la investigación en Chile. En efecto, en la actualidad
las universidades chilenas emplean a unos 3.000 doctores (Ph.D.’s).
El Presidente de la Academia de Ciencias, Jorge Allende, ha estima-
do que sólo para reemplazar a los investigadores que se jubilen,
Chile necesita graduar unos 150 doctores por año. Sumando a
aquellos que se gradúan en Chile y en el extranjero, los nuevos doc-
tores totalizan unos 110 al año, número ni siquiera suficiente para
dicho reemplazo, menos aún para sustituir por doctores a todos los
académicos que se jubilan, doctores y no doctores, lo cual haría ne-
cesarios, también según Allende, unos 500 graduados al año (Ber-
nasconi, 2003). Iniciativas como el MeceSup buscan impulsar pro-
gramas de doctorado nacionales y la renovación del personal
académico. Se estima que los investigadores constituyen entre el
13% y el 15% del conjunto de los académicos. Aunque con 7.200
investigadores (5.600 de tiempo completo equivalente) la comuni-
dad científica chilena es pequeña, representa un desarrollo conside-
rable de las capacidades de investigación del país desde 1980.
Desde el gobierno se pretende incrementar la matrícula y su gra-
duación efectiva, lo que debiera traer consigo un aumento de la acti-
vidad científica, una mayor internacionalización, y una progresiva
contribución a la innovación productiva nacional. Entre 1999 y 2005
se pasó de 80 a 128 programas de doctorado, de 1.144 a cerca de
2.000 matrículas, y de graduar a 50 doctores a 144 en 2003 (Reich,
2005). El CONICYT ha cuadruplicado los recursos para becas en
los últimos años y estima que volverá duplicarlos para llegar a la
meta de 1.000 graduados en 2010. El argumento es que para formar
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doctores se necesita que los alumnos en lugar de ponerse a trabajar
sigan estudiando, y la única forma de hacerlo es apoyando el sistema
de becas (Spencer, 2005) Y el desafío es amplio, pues no se trata
sólo de incorporar más gente a las universidades, sino que insertar-
los a la sociedad chilena, en el ambiente productivo y de gestión.
Una situación que no es infrecuente en distintos contextos de la
región, es la que Rodríguez Ostria y Weise Vargas (2006) describen
para el caso de Bolivia. La investigación en las universidades boli-
vianas es débil y no se le ha dado suficiente relevancia, aunque sin
embargo, es en las universidades, fundamentalmente en las públi-
cas, donde se concentran los mayores recursos humanos para la in-
vestigación y, por ende, la mayor producción científica. Histórica-
mente, la actividad universitaria se ha concentrado en la enseñanza
y no así en la investigación, por lo que los recursos humanos forma-
dos y activos en el ejercicio de la investigación son escasos. La gran
mayoría de docentes universitarios no están involucrados en activi-
dades de investigación o lo hacen con una carga horaria mínima,
como una actividad secundaria luego de su actividad de docencia y
las tareas administrativas, ya que sólo un porcentaje muy pequeño
de docentes (menos del 25%) tiene dedicación exclusiva. Al mismo
tiempo, el personal fijo de las universidades se encuentra recargado
con horas de docencia y tareas administrativas. En las universidades
privadas la situación es aún más precaria, pues carecen de personal
a dedicación exclusiva y sus estructuras de investigación son prácti-
camente inexistentes. Otro aspecto que influye negativamente son
las competencias de los profesores universitarios para desarrollar
una actividad científica (cerca de un 80% sólo cuenta con nivel de
licenciatura (en el sector privado). Entre los factores intervinientes
están la ausencia de un escalafón basado en criterios de desarrollo
académico y profesional, el elevado costo de los postgrados, la
ausen cia de becas, incentivos y políticas. Asimismo, los sistemas de
contratación docente, principalmente en las universidades privadas,
impiden la estabilidad del personal, el compromiso institucional y
la conformación de cuerpos académicos.
En el lapso 1995-2002 se otorgó el título a 4.985 profesionales
postgraduados, con un constante incremento anual. En el año 2000,
se impartieron 254 programas de postgrado que otorgan grado aca-
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démico, es decir, maestría, doctorado o especialización. En la uni-
versidad pública predomina la oferta de maestrías y, en segundo lu-
gar, las especializaciones, mientras que el doctorado está aún en un
nivel incipiente de desarrollo. En el año 2001 se ofertaron un total de
4 programas de doctorado. El postgrado se ha convertido en un es-
pacio de alta privatización y muy influenciado por visiones mercanti-
listas, incluso en la universidad pública donde la propia estructura
del postgrado es autofinanciada. Predominan las maestrías de carác-
ter profesionalizante y su articulación con el postgrado y las estruc-
turas de investigación es casi nula. Por ello, se ha convertido casi en
una extensión del pregrado, con un enfoque escolarizado y muchas
veces con finalidades comerciales. Las condiciones para los docentes
que desean acceder al postgrado son adversas, no existe un sistema
de becas o fondos de apoyo para financiar los estudios y Educación
Superior Universitaria en Bolivia, los que desean cursar algún post -
grado deben hacerlo fuera de sus horarios laborales, por lo que pre-
dominan los cursos en horarios nocturnos y fines de semana.
V.  DISCUSIÓN
En todos los casos nacionales que hemos revisado vimos que hay
acuerdo generalizado que una orientación internacional en la edu-
cación y entrenamiento en la investigación en el nivel doctoral es
valiosa para ayudar a los países a posicionarse en un mundo y eco-
nomía que han cambiado significativamente, y que estadías exten-
sas en el exterior son un medio importante de lograrlo. Los motivos
son varios: un deseo de mejorar la calidad de la formación de inves-
tigación de postgrado por un lado, y por el otro, a nivel de la políti-
ca internacional de los países, una intencionalidad de incrementar
las capacidades de participación y negociación en una comunidad
científica internacional y otros ámbitos de la economía que requie-
ren una mayor familiaridad con los regímenes de regulación y con-
trol crecientemente globalizados. Pero, para los investigadores res-
ponsables de los programas, los motivos son mezclados. Pueden
derivarse de las necesidades de la investigación o de un sentido de
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la importancia de la exposición a otras maneras de trabajar. No obs-
tante, en áreas que están especialmente orientadas nacionalmente o
donde el tema de una tesis es de carácter nacional, las visitas al ex-
terior a menudo no se consideran relevantes. Y finalmente, una
complejidad similar caracteriza los motivos del estudiante cuya pre-
ocupación pudiera ser recoger los datos que necesita para terminar
su tesis, o que tiene una expectativa más general de su propio creci-
miento personal como científico.
Contra este marco de referencia, surge la pregunta: ¿por qué no
ha habido más estudiantes de postgrado que tuvieran estadías pro-
longadas en una universidad extranjera durante su período de for-
mación? Suele darse por supuesto que una estadía en el exterior se-
ría benéfica para el estudiante más que permanecer en su
universidad todo el tiempo. ¿Es esto cierto, o las desventajas de dejar
el país de origen para la mayoría de los estudiantes puede ser mayor
que las ventajas de una estadía en el exterior? Como ha sido indica-
do en estudios previos, los desafíos de la formación de investigado-
res en el exterior son enormes e insostenibles en el tiempo, entre
otras razones por los elevados costos financieros que envuelve, fun-
damentalmente de naturaleza pública. Pero más que nada, por los
riesgos que existen, dadas las condiciones vigentes en los mercados
de trabajo internacionales, de perder a ese personal altamente califi-
cado, que encuentra condiciones más favorables de carrera en la
nueva economía. Esto es a menudo inevitable cuando hay una falta
de desarrollo suficiente de una base industrial competitiva que pon-
ga en marcha mecanismos virtuosos de oferta y demanda de las ca-
pacidades de los investigadores que se forman. Los desafíos enton-
ces incluyen la necesidad de generar un contexto favorable en la
sociedad, la economía y la política, para poder hacer un uso óptimo
de las capacidades necesarias, y en el camino diseñar mecanismos
de compensación con los centros mundiales que captan los recursos
escasos de personal calificado de nuestros países ya formados y en
su mejor etapa productiva.
La formación de investigadores en la región, a pesar de haber
crecido con gran velocidad en las últimas décadas, sigue siendo in-
suficiente y presenta problemas de desarticulación sectorial, de des-
acople con el mercado de trabajo y en vista del envejecimiento de
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los cuadros de investigación que se formó en décadas pasadas, se
necesita un nuevo impulso vigoroso de promoción de masas críticas
de profesores e investigadores a dedicación exclusiva en las institu-
ciones de conocimiento. Los temas de la calidad de la formación y
de la evaluación y acreditación de la misma se hacen cada vez más
urgentes, al tiempo que se homogeneizan y normalizan los esque-
mas de carreras en función de la búsqueda de participación en los
mercados globalizados de competencias. Diferentes formas de co-
nocimiento evaluativo se alinean con supuestos acerca de quién de-
biera tener el poder o cómo ejercerlo. El creciente deseo del Estado
de romper la hegemonía académica e implantar los criterios de las
políticas públicas ha llevado a cambios drásticos en el tipo de cono-
cimiento que ahora se crea y emplea. Las organizaciones estatales
asumen que, tanto la docencia como la investigación, debieran
 tener formas particulares de resultados que puedan ser medidos y
jerarquizados y que incluyan contribuciones a la economía. Sin em-
bargo, pocas generalizaciones en esta área son completamente verda-
deras o falsas. Podemos concluir, como Kogan (2007) que «hacemos
bien al tratar de especificar y generalizar el “nexo entre el poder y
el conocimiento”, pero quedamos tentativos respecto a cualquier
generalización derivada de hacerlo».
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2.  MIGRACIONES DE CIENTÍFICOS E INGENIEROS




La emigración de personal calificado latinoamericano es un problema
que concita interés creciente en la región, ya que afecta la disponibili-
dad de recursos humanos calificados necesarios para el desarrollo de
los países. En este artículo se sistematizan las tendencias en la materia a
lo largo de los últimos cuarenta años, cuando el tema de la fuga de ce-
rebros se convirtió en un tópico en las relaciones entre países desarro-
llados y en desarrollo. Se identifican tres etapas principales. La primera
comprende el período desde fines de la década de los cincuenta a prin-
cipios de la de los setenta, en la que surge el problema de la fuga de
cerebros, estimulada por la demanda de los países desarrollados. La
segunda etapa trata de las características y consecuencias de los regíme-
nes autoritarios sobre la emigración de profesionales y científicos. En la
tercera etapa se analizan las tendencias recientes a la intensificación de
la movilidad internacional asociada con los procesos de globalización.
I.  INTRODUCCIÓN
Hacia la década de los sesenta los países latinoamericanos comenza-
ron a experimentar, con mayor o menor profundidad, procesos de
* Centro Redes. Centro de Estudios en Ciencia, Desarrollo y Educación Supe-
rior. Buenos Aires, Argentina.
emigración calificada. Hasta ese momento, los principales países de
la región habían sido receptores de científicos, intelectuales y profe-
sionales altamente calificados. Atraídos por mejores oportunidades
de trabajo o alejados de sus países por el impacto de las guerras o
las persecuciones políticas, científicos e intelectuales extranjeros
—sobre todo provenientes de Europa o de otros países latinoame-
ricanos— cumplieron un papel de primer orden en la construcción
de instituciones y comunidades científicas y tecnológicas en la re-
gión (Vessuri, 1997).
La migración europea declinó hacia la década de 1950. Algunos
países —como Venezuela, México y Chile— continuaron recibien-
do extranjeros, pero no europeos sino latinoamericanos que escapa-
ban de dictaduras y persecuciones en otros países de la región.
A partir de la década de 1960, la corriente se invirtió y se inició un
flujo de emigración calificada, dirigido principalmente a Estados
Unidos y a Europa. A partir de esa época, la emigración calificada
se convirtió en una tendencia permanente, de mayor o menor im-
portancia de acuerdo con los países y los momentos.
En este trabajo se analizan las principales tendencias en las mi-
graciones científicas y tecnológicas latinoamericanas entre la década
de 1960 y la actualidad. A pesar del interés y la importancia que re-
viste, el tema no ha sido suficientemente estudiado. A diferencia de
lo que sucede con la emigración no calificada, la calificada resulta
—para los países que la reciben— poco visible y escasamente pro-
blemática. Los profesionales presentan comparativamente pocas di-
ficultades de integración en las sociedades receptoras y no inciden
de manera negativa sobre los sistemas de seguridad social. Por lo
tanto, para los especialistas en migraciones concitan una preocupa-
ción menor que otras categorías de inmigrantes, y no tienen la mis-
ma prioridad en las agendas de investigación. Sin duda la atracción
de científicos, ingenieros y otros profesionales es un tema de rele-
vancia para los países desarrollados, por lo que los especialistas en
políticas de ciencia y tecnología le están dedicando cada vez mayor
atención. Pero las investigaciones tienden a concentrarse en las co-
munidades de extranjeros de mayor volumen e impacto, sobre todo




Los estudios sobre emigración de científicos y otros profesiona-
les altamente calificados latinoamericanos se concentran en dos as-
pectos —la magnitud y composición de los flujos y las causas de la
emigración— que obedecen a la preocupación por conocer su im-
pacto y para actuar en consecuencia. Los aspectos relativos a la in-
tegración y al desempeño de los emigrantes en universidades y em-
presas en los países de destino, sus relaciones con los países de
origen, su papel en el mantenimiento de los flujos de migrantes cali-
ficados o sus pautas de envío y utilización de remesas, son poco co-
nocidos.
La estimación de la magnitud y de las características de los flu-
jos tiene dificultades derivadas de las fuentes de información dispo-
nibles. Como ha sido señalado a menudo, Estados Unidos es el úni-
co país para el que existen fuentes de información que permiten
establecer un cuadro de situación adecuado. Dado que constituye
el principal destino de la emigración calificada de los países latinoa-
mericanos, esta limitación no es tan grave, pero en la medida en
que la participación de otros países de la OCDE crece, es difícil se-
guir tomando a Estados Unidos como representativo de los movi-
mientos de personal calificado latinoamericano.
En la primera sección del trabajo se aborda la etapa de la «fuga
de cerebros», en la que los determinantes de los movimientos inter-
nacionales de personal calificado latinoamericano estuvieron liga-
dos a la expansión de las oportunidades ocupacionales en Estados
Unidos y los móviles de los migrantes fueron de orden económico y
de desarrollo profesional. Se presentan las condiciones internacio-
nales en las que se produjeron las migraciones, se discute el marco
conceptual utilizado para interpretarlas y se reseñan las principales
tendencias e impactos en los países latinoamericanos.
La segunda sección se concentra en el período de los exilios, en
el que el proceso más visible e importante fue el de las consecuen-
cias del autoritarismo sobre la emigración calificada. La extensión
de regímenes autoritarios en buena parte de los países de la región
incidió de diversa manera en la emigración calificada, sea forzando
la salida del país de investigadores formados o en formación que es-
capaban de contextos hostiles para el desarrollo de sus actividades,
sea desalentando las alternativas de retorno de aquellos que se habían
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visto forzados a emigrar, sea dificultando las opciones de retorno de
los que habían salido del país por razones de estudio o profesiona-
les, sin relación directa con los conflictos políticos. Desde la pers-
pectiva de la consolidación de instituciones y equipos de investiga-
ción, los impactos fueron sin duda negativos.
La tercera sección reseña las tendencias de movilidad y migra-
ción calificada latinoamericana en el contexto de la globalización.
En los últimos veinte años se han modificado de manera muy pro-
funda la estructura y dinámica de los flujos de movilidad de perso-
nal calificado, las políticas para regular esa dinámica y las concep-
ciones para interpretar un proceso cada vez más amplio y diverso.
Los migrantes calificados provenientes de los países latinoamerica-
nos son protagonistas secundarios de un proceso global en el que
predominan los flujos de profesionales asiáticos. Sin embargo, para
muchos países de la región los impactos de los crecientes flujos de
personal calificado son muy significativos.
La posibilidad de sistematizar un cuadro a la vez general y deta-
llado de las migraciones calificadas está condicionada por la brecha
de información entre un fenómeno cada vez más complejo y unas
fuentes de alcance limitado (Lowell y Findlay, 2001). En este traba-
jo, se ha optado por reseñar las tendencias generales de movilidad
de personal calificado —entendidas como parte de procesos migra-
torios de mayor alcance— y presentar información más detallada
para algunos segmentos relevantes como los estudiantes universita-
rios de postgrado y los científicos e ingenieros.
II.  LOS AÑOS DE LA «FUGA DE CEREBROS»
A principios de la década de los sesenta, la Royal Society acuñó el
concepto de «brain drain», para referirse a la emigración perma-
nente de científicos, ingenieros y profesionales de la salud desde
Gran Bretaña hacia Estados Unidos. En la inmediata posguerra, la
vertiginosa expansión del sistema científico y tecnológico y de la
educación superior en Estados Unidos —junto con una política
migratoria muy hospitalaria hacia los europeos— funcionó como
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un imán para los profesionales y técnicos europeos. Alemania, la
gran derrotada, y Gran Bretaña, debilitada después de la guerra,
fueron los principales países en sufrir la fuga de cerebros o de ta-
lentos. Canadá fue el otro país de origen importante. A medida en
que las economías europeas se fueron recuperando y sus necesida-
des de personal calificado comenzaron a hacerse evidentes, el tema
de la emigración calificada adquirió visibilidad y trascendencia
política. Como señaló una revista técnica británica de la época,
«el gobierno [británico] a través de los millones gastados en la ex-
pansión de la educación técnica, estaba simplemente creando una
vasta y cara escuela preparatoria para la industria americana»
(Adams, 1968).
En el momento en que el concepto de «fuga de cerebros» se di-
fundía y popularizaba en la literatura especializada y en los medios
de comunicación europeos, el fenómeno al que hacía referencia se
estaba modificando. Hacia mediados de la década de 1960, la emi-
gración calificada proveniente de Europa había perdido la preemi-
nencia que ostentaba en la inmediata posguerra y estaba siendo
desplazada por nutridos contingentes de profesionales originarios
de los países en desarrollo, principalmente asiáticos, y, en menor
medida, latinoamericanos y africanos (Brandi, 2006).
El concepto de «fuga de cerebros» combinaba dimensiones
descriptivas y valorativas. Daba cuenta de un fenómeno migrato-
rio que incidía en la distribución internacional del capital humano
y, al mismo tiempo, denunciaba las asimetrías de esa distribución
y sus impactos negativos sobre los países que sufrían la emigra-
ción. Por lo tanto, el contexto efectivo en el que se aplicó el con-
cepto de «fuga de cerebros» lo relacionó con las asimetrías en los
vínculos entre países desarrollados y en desarrollo (Meyer y Cha-
rum, 1995).
¿Cuál era la magnitud e importancia de la emigración calificada
latinoamericana en los flujos internacionales? Acerca de la magni-
tud, los datos de Estados Unidos —el principal destino— que se
presentan en los gráficos 1 y 2 muestran a la vez un aumento en las
cantidades de emigrantes calificados y una disminución de su parti-
cipación relativa en el conjunto de los flujos. Hacia principios de la
década de los cincuenta, los inmigrantes calificados de origen lati-
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noamericano en Estados Unidos rondaban los 300 y en el año pico
de la década de 1960 se acercaban a los 3.000. Al mismo tiempo,
este fenómeno quedaba opacado por la gran expansión de la inmi-
gración calificada proveniente de los países asiáticos.
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GRÁFICO 1. Evolución de la inmigración altamente calificada a Estados Unidos
según región de procedencia, 1964-1970
FUENTE: Brandi, 2006, sobre datos de Forney (1972).
GRÁFICO 2.  Evolución de los inmigrantes latinoamericanos en las categorías 
de profesionales y técnicos admitidos en Estados Unidos, 
1953-1954 a 1969-1970
FUENTE: Schwartzman, 1972, sobre datos del INS.
Dada esta distribución entre regiones, no es extraño que en los
estudios sobre la «fuga de cerebros» predominaran aquellos ejem-
plos de casos asiáticos, sobre todo de la India. Un interesante estu-
dio bibliométrico sobre las migraciones calificadas realizado por
Anne-Marie y Jacques Gaillard muestra la evolución de los estudios
sobre la emigración calificada entre fines de la década de 1950 y
mediados de la de 1990 (Gaillard y Gaillard, 1997) (véase gráfi-
co 3). La distribución por regiones y por períodos entre los países
en desarrollo muestra la preeminencia de los estudios relacionados
con los países asiáticos. Los países latinoamericanos son objeto de
mayor atención entre 1965 y 1975 y posteriormente pierden rele -
vancia.
Los movimientos de personal calificado formaron parte de ten-
dencias migratorias de mayor alcance. Las estadísticas sobre conce-
sión de residencias permanentes en Estados Unidos a inmigrantes
nacidos en países latinoamericanos en las décadas de los cincuenta
y sesenta permiten apreciar un drástico aumento de los flujos. Sin
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GRÁFICO 3.  Distribución de los estudios sobre migración calificada, por región
y por período, regiones en desarrollo, entre fines de la década de
1950 y 1995
FUENTE: A. Gaillard y J. Gaillard, 1997.
duda, para la mayor parte de los países de la región, esos flujos
comprendían una amplia mayoría de emigrantes no calificados.
Pero la intensificación de los movimientos indica una reorientación
general de Estados Unidos hacia la captación de inmigrantes de re-
giones distintas a las que hasta entonces habían predominado. La
reforma de la legislación migratoria de mediados de la década de
los sesenta, que reemplazó un sistema basado en cuotas por origen
nacional por otro que privilegiaba los mecanismos de reunificación
familiar y el reclutamiento de personal calificado, contribuyó a faci-
litar la llegada de asiáticos y latinoamericanos (Clark, Hatton y Wi-
lliamson, 2002; Daniels, 2004).
II.1.  Marco conceptual
Estas tendencias migratorias generales obligan a matizar las explica-
ciones sobre la migración calificada predominantes en las décadas
de 1960 y 1970 —y que siguen teniendo relevancia en la actuali-
dad—. Los enfoques sobre la «fuga de cerebros» pueden ser consi-
derados como una aplicación de los modelos neoclásicos de análisis
de las migraciones al plano particular de la migración calificada.
Partiendo de la premisa de una distribución desigual de factores de
producción entre países o regiones, este enfoque postula que —en
ausencia de interferencias estatales— los trabajadores se desplaza-
rán de países o regiones en los que la mano de obra es abundante
en relación con el capital hacia otros en los que es escasa. Las dife-
rencias salariales entre países evidencian la escasez relativa e indi-
can a los potenciales migrantes las oportunidades. Los potenciales
migrantes son presentados como actores racionales que toman deci-
siones sobre la base de información suficiente y se trasladan a otros
países sobre la base de un cálculo de beneficios, en el que las dife-
rencias salariales —descontados los costos de traslado e instala-
ción— son el principal determinante (Meyer y Charum, 1995;
Arango, 2000).
En los estudios sobre la «fuga de cerebros», el determinante de
diferencia de salarios es a menudo complementado por factores de
atracción referidos a las condiciones de trabajo y de desarrollo pro-
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fesional y de expulsión originados en la insuficiente capacidad de
absorción de personal calificado por parte de las economías latino -
americanas, la falta de infraestructura científica y tecnológica y la
recurrencia de conflictos políticos. Así, por ejemplo, Oteiza propu-
so el concepto de «diferencial de preferencias» para dar cuenta de
una serie de factores que incidían en los procesos de emigración ca-
lificada (Oteiza, 1968).
Las deficiencias básicas del enfoque de atracción-expulsión de
raigambre neoclásica son sintetizadas por Moya, que señala que «el
valor explicativo de una lista ex post facto de los problemas más evi-
dentes de las sociedades emisoras y los atractivos más conspicuos
de las áreas receptoras es limitado, pues sería fácil recopilar listas si-
milares para períodos y lugares en los cuales no hubo ninguna mi-
gración» (Moya, 2004). Frente a estas insuficiencias, los investiga-
dores han ensayado distintas aproximaciones, que procuran
integrar las dimensiones estructurales —que delimitan el horizonte
de posibilidades de los procesos migratorios— y micro —que inte-
gran las dimensiones de información, redes y procesos de decisión
de individuos y familias—.
Para este período, la dimensión estructural más relevante es la
demanda efectiva de personal calificado por parte de las empresas,
universidades e institutos de investigación estadounidense. No se
trata solamente de que el crecimiento económico de Estados Uni-
dos requiriera de ingenieros y técnicos o de que la expansión acele-
rada de su sistema universitario y de investigación reclamara una
provisión creciente de investigadores y profesores. Junto con estas
pautas, las regulaciones migratorias facilitaban el ingreso de extran-
jeros bajo una gama amplia de condiciones legales y el posterior
tránsito hacia la residencia permanente. La flexibilidad y dinámica
de los mercados de trabajo —incluyendo los académicos y de inves-
tigación— era un factor de primer orden para asegurar una eficaz
integración de un número muy significativo de extranjeros 1.
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Sin duda, algunas condiciones de la evolución de los países la-
tinoamericanos facilitaron la convergencia con la demanda esta-
dounidense. A partir de la década de los cincuenta, con diferente
ritmo y profundidad, los países latinoamericanos experimentaron
procesos de modernización, que comprendieron iniciativas gu-
bernamentales para promover las actividades científicas y mejo-
rar la calidad de sus universidades. Asimismo, los cuellos de bo-
tella que la industrialización sustitutiva enfrentaba en los países
de mayor desarrollo relativo de la región condujeron a la crea-
ción de distintas instituciones orientadas a mejorar la productivi-
dad de los sectores agropecuario e industrial —los institutos de
tecnología agropecuaria e industrial— y a crear capacidades en
áreas consideradas estratégicas —como la energía nuclear—. Si-
multáneamente, se produjeron cambios en la estructura social y
en los hábitos culturales, especialmente en los sectores urbanos,
una de cuyas manifestaciones salientes fue la expansión de la
educación universitaria.
En este contexto, la alternativa de la movilidad internacional
pasó de ser una posibilidad circunscripta a segmentos muy peque-
ños de las burguesías latinoamericanas a constituir una opción
para grupos no definidos principalmente por su origen de clase
—aunque sin traspasar los límites de las clases medias— sino por la
posesión de un capital educativo y cultural que los habilitaba para
afrontar con posibilidades de éxito la experiencia de estudiar, tra-
bajar y vivir en el extranjero. De manera paralela a la expansión
de las oportunidades de movilidad y migración hacia Estados Uni-
dos para los sectores medios educados de los países latinoameri-
canos que se estaban modernizando, crecieron también las opcio-
nes para los trabajadores manuales, proveniente sobre todo de
México y de América Central y el Caribe. Comenzó a tomar forma
entonces un patrón migratorio con un sesgo dualista, en el que
coexistían flujos de profesionales y técnicos, por un lado, y movi-
mientos masivos de trabajadores con baja calificación, destinados




II.2.  Experiencias latinoamericanas
No resulta extraño, entonces, que las experiencias latinoamericanas
de emigración de científicos e ingenieros que tuvieron mayor relie-
ve y concitaron atención preferente fueron las de los países más
modernizados de la región, especialmente de Argentina. Los estudios
pioneros de Horowitz y Oteiza revelaron una significativa emigra-
ción de ingenieros hacia Estados Unidos, en el marco de un patrón
nacional de emigración con una alta proporción de profesionales y
técnicos (Horowitz, 1962; Oteiza, 1969). Este crecimiento se pro-
dujo en el marco de un cambio de escala notable en los flujos de la-
tinoamericanos hacia Estados Unidos, como puede apreciarse en el
cuadro 1. El dato más significativo de la serie para Argentina es el de
la década de 1960, con un ingreso de casi 50.000 argentinos a Esta-
dos Unidos, una cantidad que no tenía antecedentes y que no se re-
petiría en las décadas posteriores.
CUADRO 1. Latinoamericanos admitidos como inmigrantes en Estados Unidos,
por región y países de anterior residencia, 1931-1980
1931-1940 1941-1950 1951-1960 1961-1970 1971-1980 1981-1990
México ................ 22.319 60.589 299.811 453.937 640.294 1.655.843
Caribe ................. 15.502 49.725 123.091 470.213 741.126 872.051
América Central.. 5.861 21.665 44.751 101.330 134.640 468.088
América del Sur .. 7.803 21.831 91.628 257.940 295.741 461.847
Argentina ............ 1.349 3.338 19.486 49.721 29.897 27.327
Colombia ............ 1.223 3.858 18.048 72.028 77.347 122.849
Total ................... 51.510 183.086 618.992 1.303.064 1.812.796 3.458.287
FUENTE: USCIS.
Las investigaciones sobre migración calificada en Argentina se
concentraron en los ingenieros. A partir del relevamiento de los re-
gistros de admisiones del Servicio de Inmigración y Naturalización
estadounidense, Oteiza elaboró una serie con los ingresos de profe-
sionales y técnicos argentinos admitidos como inmigrantes en Esta-
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dos Unidos entre 1950 y 1966. En ese lapso, ingresaron 6.545 per-
sonas en esa condición, entre ellos 1.131 ingenieros, 1.180 médicos
y 1.323 maestros y profesores. Los ingenieros emigrados entre 1950 y
1961 equivalían al 8% del total de ingenieros graduados en Argen-
tina en ese período (Oteiza, 1969).
En lo referido a la emigración de personal científico, Oteiza se-
ñaló que en el período estudiado habían emigrado hacia Estados
Unidos 324 científicos argentinos, la gran mayoría de ellos quími-
cos. Probablemente esa cifra era un poco mayor, ya que dentro de
los maestros y profesores y los profesionales sin clasificar podían es-
tar incluidos investigadores.
Colombia fue otro de los países latinoamericanos que experi-
mentó una emigración significativa, tanto en términos absolutos
como en relación a su acervo de personal calificado. A diferencia de
Argentina —que en las décadas de 1970, 1980 y 1990 disminuyó
sus flujos de emigrantes con respecto a la de 1960—, el crecimiento
de la emigración a Colombia a partir de la década de 1960 fue el
comienzo de una tendencia a la expansión de los flujos hacia Esta-
dos Unidos. Para el caso de los profesionales, las estimaciones de
Chaparro y Arias —también sobre la base de los datos del servicio
migratorio estadounidense— son de 6.470 profesionales y técnicos
para el período 1961-1970 (Chaparro y Arias, 1981). Los autores
también estimaron el porcentaje que representaban los emigrantes
calificados que ingresaron a Estados Unidos entre 1961 y 1966 en
relación con el total de graduados universitarios en Colombia en el
mismo período en cerca del 17%, con un pico del 23% en ciencias
de la salud.
En comparación con Argentina, el impacto de la emigración ca-
lificada colombiana sobre su acervo de profesionales fue mayor, de-
bido a la menor cantidad de graduados. Algo similar ocurrió con
los países de menor desarrollo relativo, en los que la escasez de titu-
lados universitarios hacía que movimientos de emigración peque-
ños afectaran de manera significativa la disponibilidad de personal
calificado.
La situación de otros países latinoamericanos en la materia pre-
sentaba perfiles menos acusados que los de Argentina y Colombia.
El caso brasileño es el más importante. En las conclusiones de una
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importante encuesta a profesionales brasileños que habían realiza-
do estudios en el exterior y habían retornado a Brasil, Simon
Schwartzman observó que «el problema de la emigración de profe-
sionales brasileños no tiene mayores dimensiones y no llega a ser
merecedor de mayores preocupaciones en términos cuantitativos».
Además, señalaba el autor, «está el hecho de la posición excepcio-
nalmente alta de los profesionales brasileños entrenados en el exte-
rior en términos relativos al país en que viven y que se refleja en los
niveles de ingresos, estilo de vida y satisfacción con el trabajo»
(Schwartzman, 1972).
II.3.  Los estudios en el exterior
Si para muchos profesionales y técnicos la modalidad predominan-
te de movilidad internacional en este período fue la emigración per-
manente originada en una oferta o una oportunidad laboral en Es-
tados Unidos, para el caso de los científicos esta modalidad
coexistió con trayectorias que tuvieron como eje la realización de
estudios de postgrado en el exterior (véase cuadro 2). La evolución
de la matrícula en universidades estadounidenses de estudiantes na-
cidos en el extranjero creció de manera sostenida entre las décadas
de los cincuenta y setenta. A partir de ese período, los estudios en
el extranjero constituyeron la vía de reclutamiento privilegiada de
científicos extranjeros en Estados Unidos.
CUADRO 2.  Evolución de la matrícula de estudiantes universitarios 
en el extranjero, 1950-1980 (en miles)
1950 1955 1960 1965 1970 1975 1980
110 150 240 350 510 670 940
FUENTE: Schott, 1998, sobre datos de UNESCO.
La experiencia de los estudios de postgrado en el extranjero no
siempre conducía a la emigración permanente. En muchos casos,
era una vía para perfeccionarse y retornar al país de origen con un
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acervo más rico de experiencias y relaciones académicas. Tal fue el
patrón en el caso de los estudiantes brasileños en el exterior, que
viajaban en su mayoría con becas gubernamentales y retornaban al
país, donde por lo general encontraban una ocupación de acuerdo
con sus expectativas. En otros casos, las preferencias de retorno pa-
recen haber sido menores. En el estudio multinacional realizado
por UNITAR en la década de 1970, se observan distintas tenden-
cias en lo relativo a los planes para permanecer en el extranjero de
estudiantes de distintos países (Glaser, 1978) (véase cuadro 3). Para
el caso de los países latinoamericanos, los resultados fueron los si-
guientes:
CUADRO 3.  Planes de mediano plazo de estudiantes en el extranjero de países
en desarrollo, década de 1970 (en porcentajes)
Con Probablemente Probablemente Con
seguridad, retornará y irá al seguridad
País de origen retornará y permanecerá Incierto extranjero y irá al
permanecerá en su país permanecerá extranjero y
en su país permanecerá
Trinidad y Tobago 23 25 19 16 17
Jamaica ............... 37 33 8 20 2
Haití ..................... 29 33 8 13 17
México ................. 52 20 8 12 8
Brasil.................... 69 13 8 8 2
Colombia ............. 60 13 1 24 2
Argentina ............. 16 29 16 37 2
Venezuela............ 63 5 30 2 0
FUENTE: Glaser, 1978.
Como se señaló previamente, los estudiantes brasileños eran los
que manifestaban mayor propensión a retornar y permanecer en su
país. Los argentinos se situaban en el extremo opuesto con una
muy alta intención de permanecer en el extranjero. Los estudiantes
de Haití y Trinidad y Tobago también mostraban una alta preferen-
cia por permanecer en el exterior.
LUCAS LUCHILO
50
II.4.  Los impactos
¿En qué medida las tendencias reseñadas incidieron negativamente
en los procesos de consolidación de sistemas científicos y tecnológi-
cos nacionales durante las décadas de 1950 y 1960? La respuesta no
puede ser categórica. En primer lugar, la fuga de cerebros no fue un
fenómeno generalizado para todos los países de la región, por lo que
solamente habría que considerar a aquellos que experimentaron pér-
didas significativas. Pero aún en este caso, es difícil atribuir a la emi-
gración un impacto preciso sobre la evolución de los sistemas nacio-
nales, en la medida en que esos sistemas sufrieron los avatares
derivados de las recurrentes crisis políticas y económicas de la región.
Si se toma como referencia el conjunto de los profesionales califica-
dos, los impactos mayores se produjeron en los países de latinoamerica-
nos de menor desarrollo relativo. Un estudio realizado por la Unión
Panamericana en 1968 mostró que los países que tenían porcentajes más
altos de emigración de sus graduados con respecto a la cantidad de gra-
duados en el país eran El Salvador, Nicaragua, Guatemala y Honduras,
todos ellos con porcentajes superiores al 20% (Chaparro y Arias, 1981).
Sin duda, como observaron los especialistas de la época, en el te-
rreno de la emigración de científicos las pérdidas no se pueden esti-
mar con una simple reseña cuantitativa, sino que es preciso conside-
rar aspectos relativos a la calidad y liderazgo de los científicos
emigrados. Esta consideración es difícil de realizar, entre otras cosas,
porque la magnitud de la pérdida en capacidad y liderazgo a menu-
do se puede apreciar solamente en el mediano plazo. Cuando el pre-
mio Nobel argentino, César Milstein, abandonó su país a principios
de la década de 1960, no era más que un científico promisorio que
buscaba mejores condiciones laborales y profesionales en el exterior.
III.  LOS AÑOS DEL EXILIO
Una de las dificultades para evaluar el impacto de la «fuga de cere-
bros» sobre los procesos de consolidación de las instituciones cien-
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tíficas es que la emigración originada en los estímulos de una de-
manda internacional de científicos e ingenieros en expansión y en
las insuficiencias de los mercados de trabajo de los países latinoa-
mericanos para absorberlos con adecuados niveles de remuneracio-
nes y condiciones de trabajo explica solamente una parte de los mo-
vimientos internacionales de científicos e ingenieros en las décadas
de 1960 y 1970. Una parte muy significativa de la emigración tuvo
como determinante principal el impacto de la represión guberna-
mental llevada a cabo por las dictaduras que asolaron la región a lo
largo de ese período 2.
Las dictaduras militares difirieron en duración y objetivos. Entre
la dictadura patrimonialista del general Alfredo Stroessner en Para-
guay y la de los militares desarrollistas de Brasil el único elemento
en común era el represivo. A lo largo del período mencionado, la
mayoría de los países de América Central y del Sur experimentaron
largas etapas de gobierno militar que tuvieron un impacto directo
sobre los sistemas científicos y tecnológicos. Las características y
orientaciones de las dictaduras condicionaron ese impacto en dis-
tintas direcciones. Si bien en líneas generales la vigencia de condi-
ciones de limitación de la libertad de expresión, control ideológico
y persecución política desalentó el desarrollo de las actividades
científicas y tecnológicas, en algunos países —y en algunos sectores
dentro de los países— los gobiernos apoyaron de manera sostenida
ambiciosos programas de investigación. El caso de los planes nucle-
ares en Argentina y Brasil ilustra este punto.
III.1.  Autoritarismo y emigración calificada
La correlación entre autoritarismo y emigración calificada no siem-
pre es fácil de establecer. Como observó Jorge Graciarena al con-
trastar las fluctuaciones de la curva de emigración bruta de profe-
sionales y técnicos argentinos a Estados Unidos entre 1950 y 1970 y
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la evolución política de Argentina en el mismo período, es «difícil
interpretar estos datos como demostrativos de una correspondencia
positiva entre una y otra variable» (Graciarena, 1986). La curva, en
cambio, mostraba una correspondencia más significativa con la evo-
lución del PIB. En el caso reseñado, el período de vigencia de la
dictadura militar la cantidad de profesionales y técnicos emigrados
disminuyó con respecto a la tendencia de los años previos a la ins-
tauración de la dictadura.
Esto no significa que las relaciones entre crisis políticas, autori-
tarismo y emigración calificada sean irrelevantes. Más bien, se trata
de introducir algunos elementos contextuales que ofrezcan un mar-
co explicativo más complejo frente a la evidencia de una ausencia
de correlación lineal. Para muchos países latinoamericanos en la dé-
cada de 1960, las intervenciones militares no eran una excepción
sino una pauta establecida en un sistema político altamente inesta-
ble, en el que el recurso a los militares era parte de ese sistema y no
un factor externo. Por lo tanto, la incidencia de la inestabilidad po-
lítica y de las intervenciones militares era una constante que subya-
cía a todos los movimientos de movilidad y migración. Desde esta
perspectiva es conveniente matizar la distinción entre migración in-
ducida por incentivos económicos y forzada por motivos políticos,
incorporando la percepción de la inestabilidad política como un
factor relevante en la toma de decisiones de los potenciales mi -
grantes.
Esta consideración no invalida el hecho de que a lo largo del pe-
ríodo 1950-1970 hubo emigración directamente ligada a factores
políticos, particularmente relevante en el campo científico. El caso
probablemente más importante es la emigración de científicos ar-
gentinos con posterioridad al golpe de Estado de junio de 1966 y a
la intervención de las universidades nacionales. Este caso se destaca
no solamente por la cantidad de investigadores que abandonaron el
país, sino por su relevancia dentro del sistema científico y su impac-
to sobre la investigación universitaria. Más de 1.300 docentes de la
Universidad de Buenos Aires renunciaron, entre ellos más de 300
de la Facultad de Ciencias Exactas y un número similar de la Facul-
tad de Filosofía y Letras que habían sido los focos principales de la
renovación académica de la universidad. Esta serie de renuncias fue
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seguida por una ola de emigración de investigadores. Emigraron
301 docentes e investigadores, más de la mitad de los cuales se diri-
gió hacia universidades y centros de investigación de otros países la-
tinoamericanos —sobre todo en Chile y Venezuela—. El resto se re-
partió entre Estados Unidos y Canadá (32%) y Europa (15%)
(Slemenson, 1970; Rotunno y Díaz de Guijarro, 2003).
Un episodio comparable —aunque de menor impacto— se pro-
dujo en mayo de 1969, en una etapa de endurecimiento de la dicta-
dura militar, cuando unos setenta profesores de primera línea —en
su mayoría de la Universidad de San Pablo— fueron separados de
sus cargos. Algunos de ellos eran figuras de reconocimiento mun-
dial como el antropólogo Florestan Fernández y su discípulo Fer-
nando Henrique Cardoso, el físico José Leite Lopes y el bioquímico
Isias Raw. Una vez cerrada la etapa más represiva de la dictadura
brasileña con el ascenso a la presidencia del general Emilio Garras-
tazú Médici, se produjo un importante aumento de los recursos
destinados a la educación superior y a la ciencia y la tecnología. En
ese momento, señala Skidmore, se produjo «una reversión del éxo-
do de talentos que se había producido en el período 1964-1970, en
contraste con la continua hemorragia causada por el autoritarismo
de Chile, Uruguay y Argentina» (Skidmore, 1989).
III.2.  Los exilios de la década de 1970
Los exilios de los países del Cono Sur de la década de 1970 difieren
del patrón reseñado para Argentina y Brasil durante las décadas
precedentes. Las dictaduras militares instauradas en Chile y Uru-
guay a partir de 1973 y en Argentina a partir de 1976 rompieron
con la situación política previa de manera profunda y cruenta.
Alain Rouquié ha denominado a este patrón de intervención militar
como «militarismo catastrófico» en contraposición con el «milita-
rismo recurrente», ejemplificado por los casos de Brasil y Argentina
a partir de 1930 (Rouquié, 1990). En Chile y Uruguay, los golpes
militares rompieron con varias décadas de pacífica alternancia civil
en el gobierno; en Argentina, la ferocidad del régimen instaurado
en 1976 y la profundidad de las transformaciones que se propuso
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llevar adelante supusieron una ruptura con las experiencias autori-
tarias precedentes.
La instauración de estos regímenes fue acompañada por una
brutal represión, una de cuyas consecuencias fue una salida masiva
de personas ligadas de manera directa con los gobiernos derroca-
dos o que pensaban que su seguridad personal estaba comprometi-
da con el advenimiento de la dictadura. Las universidades fueron
intervenidas y miles de docentes fueron separados de sus cargos.
Ante esta situación, muchos científicos tomaron la decisión de emi-
grar. En algunos casos, la emigración precedió a la instauración de
las dictaduras, sea porque las persecuciones políticas ya eran graves
antes del cambio de régimen —las universidades argentinas fueron
intervenidas en 1974, bajo el gobierno de Isabel Perón, y muchos
docentes fueron perseguidos por las organizaciones paramilitares—,
sea porque algunos científicos previeron el agravamiento de la si-
tuación y actuaron en consecuencia.
La emigración de profesionales y de científicos que se produjo
en estos contextos, en los que la salida del país era una decisión que
se tomaba sobre la base de criterios de supervivencia personal, di-
fiere de aquella en la que las decisiones de movilidad están basadas
en una apuesta estratégica de los investigadores, fundadas en apre-
ciaciones sobre el desarrollo profesional, los salarios o las condicio-
nes de trabajo. Pero aún en los casos en los que la decisión de emi-
grar no obedeció a una razón política, la persistencia de las
dictaduras o de situaciones de conflicto político grave sin duda
contribuyó a que decisiones de movilidad temporaria se fueran
transformando en opciones de migración de largo plazo o perma-
nente. Como señala Bolzman «el exilio de los latinoamericanos del
Cono Sur hacia Europa, que comenzó en la década de 1970, fue en
sus orígenes un fenómeno provisorio, transformado después en rea-
lidad permanente» (Bolzman, 1993). Por lo tanto, las dictaduras tu-
vieron tanto un efecto directo de expulsión de científicos como uno
indirecto de disuasión del retorno de aquellos que se habían trasla-
dado al exterior por razones económicas o profesionales.
Por lo general, los exiliados partieron con una escasa prepara-
ción para abandonar su país e instalarse en otro. Forzados por las
circunstancias, desarraigados de su historia colectiva y personal,
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tuvieron que adaptarse a contextos nuevos con pocos recursos para
hacerlo. No es extraño entonces que en muchos casos los primeros
años del exilio estuvieran marcados por la búsqueda de la inserción
laboral en los nuevos países y que esa inserción se produjera en
ocupaciones que no eran acordes con las que tenían en sus países
de origen. Como señala Nicolás Prognon al referirse a la diáspora
chilena en Francia, «los exiliados chilenos no tuvieron los mismos
problemas que los inmigrantes tradicionales para insertarse profe-
sionalmente, lo que sin embargo no les evitó caer en una marcada
descalificación» (Prognon, 2006).
La integración de los exiliados varió de manera significativa, de
acuerdo con los países de origen y de destino, las condiciones de par-
tida, la edad y el sexo, la calificación profesional, la existencia previa
de relaciones y contactos profesionales o personales en el país de des-
tino, el momento político en el que salieron del país y la situación le-
gal en el país de origen. El acceso al estatuto de refugiado otorgaba a
los exiliados un marco de protección mayor, pero no en todos los
momentos y en todos los países de destino los gobiernos fueron gene-
rosos en su otorgamiento. Los factores de diferenciación menciona-
dos definían distintos perfiles de integración a las sociedades de aco-
gida y favorecían o restringían la posibilidad de definir un proyecto
migratorio partiendo de decisiones que tenían poco de voluntarias.
Una serie de trabajos recientes han explorado los exilios latinoa-
mericanos —especialmente los de los países del Cono Sur de la dé-
cada de los setenta—, procurando dar cuenta de sus dimensiones
objetivas y subjetivas (América Latina Hoy, 2003; Yankelevich,
2004; Mira, 2004; Meyer y Salgado, 2002). Una dificultad recurren-
te reside en la estimación de la magnitud y cronología de los exilios.
En esa dificultad convergen limitaciones de las fuentes de informa-
ción —a menudo relacionadas con la variedad de condiciones lega-
les de ingreso de los exiliados— con la difusión de cifras sobre la
emigración muy alejadas de las estimaciones mejor fundadas pero
utilizadas en diagnósticos y estudios especializados. Estas dificulta-
des se repiten para el caso específico de la emigración de científicos
e ingenieros. Un factor adicional para dar cuenta de la magnitud
del exilio es la determinación a quienes les cabe la denominación de
exiliados dentro del conjunto de los emigrados.
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Un buen ejemplo de una estimación poco rigurosa de las cifras
de emigrados puede encontrase en los datos que se difundieron en
Argentina hacia comienzos de la transición a la democracia. De
acuerdo con un informe ampliamente difundido, la cantidad de
emigrados argentinos hacia 1982 era de alrededor de 2.200.000,
mientras que las estimaciones ajustadas a la información verificable
para ese momento eran alrededor de una quinta parte de ese núme-
ro (Lattes, 1989).
Algunos estudios sobre comunidades profesionales específicas
revelan con mayor riqueza algunos de los rasgos de esta etapa. Un
estudio sobre los matemáticos uruguayos recoge sus trayectorias
desde el período de formación hasta la década de 1990 (Chiancone,
1997). Se trata de un caso de una comunidad pequeña, pero con
una sólida pertenencia institucional y de alto nivel académico. Los
vínculos con el exterior constituyeron una fortaleza en las etapas
iniciales de consolidación de la comunidad de matemáticos, cuando
algunos de los jóvenes integrantes del Instituto de Matemática y Es-
tadística (IME) viajaron al exterior para perfeccionarse. Algunos de
ellos retornaron y otros se quedaron, pero mantuvieron relaciones
de colaboración con el IME. A partir del golpe de 1973 y de la in-
tervención de la Universidad de la República, la situación varió
drásticamente. La emigración de los matemáticos uruguayos com-
prendió a casi todos los que trabajaban en el IME al momento del
golpe 3.
El primer destino de los emigrantes fue Buenos Aires, que mu-
chos abandonaron cuando la ola dictatorial alcanzó a Argentina.
Brasil, Venezuela, Estados Unidos y Francia recibieron al resto de
los emigrantes. Con el fin de la dictadura, retornaron muchos de
ellos, con la ayuda del Programa de Ciencias Básicas (PEDECIBA),
financiado por el gobierno uruguayo y el PNUD. Chiancone Castro
identifica hacia 1997 una comunidad de matemáticos uruguayos
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con un centro local en Montevideo y una diáspora de tamaño equi-
valente, concentrada sobre todo en Estados Unidos, Francia y Bra-
sil. En relación con esta diáspora «los matemáticos uruguayos loca-
les perciben la importancia del “tener gente afuera”», pero, a la vez,
también la dificultad que entraña la pérdida de la relación “cara a
cara”, basada en el vínculo cotidiano» (Chiancone Castro, 1997).
Los países del Cono Sur no fueron los únicos en sufrir las conse-
cuencias del exilio de profesionales. El contexto de violencia, crisis
económica y represión indiscriminada en varios países centroameri-
canos —sobre todo a principios de la década de 1980— tuvo un
fuerte impacto en los medios intelectuales y profesionales, alimen-
tando un éxodo hacia Estados Unidos que se mantiene hasta la ac-
tualidad (Pacheco, 1993).
III.3.  Impactos y políticas
El impacto de los exilios sobre los sistemas científicos de muchos
de los países de la región fue claramente negativo y muy significati-
vo para los países que sufrieron con mayor intensidad la ola represi-
va. La emigración de científicos de los países del Cono Sur empo-
breció a sus instituciones de investigación y de educación superior y
dificultó la transmisión intergeneracional de conocimientos, relacio-
nes y responsabilidades. La duración de los regímenes dictatoriales
recortó las posibilidades de retorno de muchos emigrados una vez
que cambiaron las condiciones políticas. Algunos países latinoame-
ricanos —México y Venezuela— recibieron a contingentes impor-
tantes de exiliados que contribuyeron a fortalecer sus propios siste-
mas de investigación (Meyer y Salgado, 2002; De la Vega, 2003).
Las condiciones económicas desfavorables de la década de 1980 in-
cidieron también negativamente, dificultando la reinserción de los
investigadores que intentaron volver a sus países de origen.
Una vez recuperada la democracia, varios países y organismos
internacionales llevaron adelante con éxito programas de repatria-
ción, por lo general dirigidos a los segmentos de exiliados de mayor
calificación o compromiso político. El programa de retorno de per-
sonal calificado latinoamericano de la Organización Internacional
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para las Migraciones (OIM) contribuyó al retorno de 11.554 perso-
nas a su país de origen (Mármora, 1997). En Argentina, Chile y
Uruguay se llevaron adelante programas de repatriación, con pro-
yectos específicamente dirigidos a la recuperación de científicos
(Mármora, 1997; Leiva, 1999; Gaillard, 1998). Los resultados de es-
tos programas fueron variados: si bien en algunas áreas se produje-
ron retornos, muchos exiliados afincados en el exterior durante
más de una década decidieron permanecer en los países en los que
se habían exiliado.
IV.  LOS AÑOS DE LA GLOBALIZACIÓN
A principios de la década de 1990, el tema de las migraciones califi-
cadas volvió a cobrar interés y creciente visibilidad. Esta renovada
preocupación se inscribió en el marco de una serie de procesos que,
con mayor o menor rigor conceptual, se agruparon bajo el rótulo de
globalización. Probablemente, el proceso de mayor visibilidad e im-
pacto de corto plazo fue la emigración de decenas de miles de cien-
tíficos y profesionales altamente calificados desde los países del blo-
que soviético a partir de 1989 (De Tinguy, 2004). Otros estuvieron
más directamente ligados con la nueva configuración de la geogra-
fía económica mundial, en particular, la emergencia de una red de
vínculos cada vez más densa entre Estados Unidos, la Unión Euro-
pea y los países del Asia Oriental. Estos procesos coincidieron con
cambios tecnológicos y productivos que favorecieron la integración
de empresas e instituciones de distintos países en una trama cada
vez más comprensiva (Castells, 1996).
IV.1.  Las transformaciones
En este nuevo escenario, los cambios que se produjeron en las mi-
graciones calificadas fueron profundos. Afectaron tanto a la escala,
composición y tipos de migración predominantes como a las polí-
ticas y a los enfoques conceptuales utilizados para dar cuenta del
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fenómeno. En un plano más general estas transformaciones se ins-
cribieron en lo que Castles llamó la «nueva era de las migraciones»
(Castles, 1993; Whitwell, 2002). Los datos recientes sobre las mi-
graciones internacionales confirman esta caracterización. Uno de
los más significativos es el cambio en la dirección de los flujos. Hasta
1990 la mayor parte de los movimientos de población se producían
entre los países subdesarrollados, sobre todo entre los que compar-
tían fronteras. En los censos de la ronda de 2000, esta tendencia se
invirtió y los flujos principales se dirigieron a los países desarrolla-
dos. En otros términos, el crecimiento de los flujos migratorios en
la década de 1990 fue sur-norte o norte-norte. Probablemente, el
país que mejor ejemplifica esta tendencia es Estados Unidos, que
pasó de 19 millones de nacidos en el extranjero en 1990 a 31 millo-
nes en 2000, llevando el porcentaje de nacidos en el extranjero so-
bre la población total al 12%, la mayor proporción desde la época
de las grandes migraciones de fines del siglo XIX.
Otra transformación significativa fue el aumento de las califica-
ciones educativas de los migrantes. Creció la cantidad de migrantes
calificados, su proporción en el conjunto de los movimientos migra-
torios y, más específicamente, la cantidad de migrantes de algunos
grupos especialmente relevantes para el desempeño científico y tec-
nológico de los países receptores de los migrantes. Esta tendencia
es particularmente visible en la inmigración hacia los países de la
OCDE. De acuerdo con los datos de los últimos censos nacionales,
hay más de 18 millones de graduados de educación superior naci-
dos en el extranjero que residen en los países de la OCDE. En las
estimaciones de Docquier y Marfouk, entre 1990 y 2000 la cantidad
de migrantes calificados en los países desarrollados aumentó un
66% (Docquier y Marfouk, 2006).
El crecimiento de la migración calificada ha sido particularmen-
te importante para algunos grupos de profesionales que cubren po-
siciones clave para el despliegue de las economías basadas en el co-
nocimiento. El ejemplo más frecuentemente citado para evidenciar
este fenómeno es el de la participación de los doctores en ciencias e
ingeniería extranjeros en el mercado laboral estadounidense. El
40% de los doctores en ciencias e ingeniería empleados en Estados
Unidos nacieron en el extranjero.
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Junto con estos cambios en la escala de la migración calificada
puede apreciarse una diversificación en los tipos de movilidad, y en
los países de origen y destino. Si en las décadas de los cincuenta y
setenta, Estados Unidos constituía el destino abrumadoramente
mayoritario, desde la década de los ochenta ha comenzado a perder
peso relativo, aun cuando sigue siendo el principal país de atrac-
ción de migrantes calificados. Para los latinoamericanos, la atrac-
ción de los países europeos —sobre todo de España— está funcio-
nando cada vez más como una alternativa competitiva con Estados
Unidos.
Aunque los movimientos de personas no tienen la misma diná-
mica o velocidad de los de capital o de comunicaciones, en buena
medida son facetas de un mismo proceso. El incremento de las
 visas otorgadas por Estados Unidos entre 1991 y 2003 para las cate-
gorías H1B y de transferencias dentro de compañías —orientadas a
personal calificado, sobre todo en tecnologías de la información—
revela la estrecha relación entre la expansión de los vínculos comer-
ciales, productivos y financieros y la movilidad de personal califica-
do. En ambos casos se trata de personal calificado y las tendencias
son similares: en un período de diez años se triplicaron las visas
H1B y se quintuplicaron las de transferencias dentro de compañías.
Las tendencias reseñadas revelan un panorama más complejo
que el de las décadas precedentes. Es probable que algunas de estas
tendencias ya estuvieran presentes en el período previo y que la con-
centración de la atención en la migración permanente de profesiona-
les no haya permitido apreciarlas. Sin embargo, los datos reseñados
ponen en evidencia un cambio de escala y de características en la
movilidad internacional de personal calificado (Johnson, 2003).
Estos cambios fueron promovidos o acompañados por modifi-
caciones en las políticas migratorias adoptadas por los países intere-
sados en atraer personal calificado. Se intensificaron las preocupa-
ciones de los gobiernos de los países desarrollados por reclutar
internacionalmente los profesionales y técnicos que sus economías
requieren y, de manera consecuente, por instrumentar políticas
para facilitar el ingreso de personal calificado extranjero. En Esta-
dos Unidos, la principal innovación fue la implementación de pro-
gramas de migración temporaria para personal calificado. Esta ten-
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dencia a privilegiar las calificaciones educativas y las competencias
ocupacionales en la legislación migratoria comenzó a generalizarse
en los países desarrollados (McLaughlan y Salt, 2002; Martin y Lo-
well, 2004).
La mayor movilidad de personal calificado ha sido también una
consecuencia de la competencia entre instituciones y países por los
recursos humanos. Esta competencia no se limita a los profesiona-
les de los países menos desarrollados, sino que comprende también
a los de los países desarrollados. Uno de los ámbitos donde esta
competencia se ha intensificado es el de la educación universitaria,
en el que las universidades compiten por estudiantes de grado y de
postgrado y por profesores (Schaaper y Wycoff, 2006).
La visión predominante sobre los impactos de la movilidad y mi-
gración calificadas continúa siendo negativa. Como señala un traba-
jo reciente sobre el tema «a diferencia del comercio, en donde la te-
oría económica de las ventajas comparativas sugiere una tendencia
hacia la convergencia, la teoría económica sugiere que la migración
de profesionales, técnicos y afines puede incrementar la desigualdad
acelerando el crecimiento en los destinos y retrasándolo en los países
de origen» (Martin, 2003). Sin embargo, existen concepciones revi-
sionistas acerca de los impactos de la «fuga de cerebros», que postu-
lan la posibilidad de obtener ganancias de la pérdida. Algunos de los
argumentos para sostener esta idea son de dudosa validez. Por ejem-
plo, la idea de que un efecto benéfico de la emigración es el estímulo
del ingreso a los estudios universitarios de jóvenes que en otras cir-
cunstancias no lo hubieran hecho. Más allá de que el argumento
pueda ser plausible como hipótesis de investigación, parece imposi-
ble de probar (Commander, Kangasniemi y Winters, 2004).
Otra línea más sólida se refiere al impacto de las remesas de los
emigrantes sobre la actividad económica de sus países de origen. El
rápido crecimiento de las remesas hacia los países en desarrollo que
ha acompañado el incremento de los flujos migratorios constituye
un elemento importante a tomar en cuenta para estimar el impacto
de la «fuga de cerebros», sobre todo para algunos países (Fajnzyl-
ber y López, 2006). Finalmente, la idea de que las diásporas de emi-
gración calificada constituyen un recurso que los países en desarro-
llo pueden utilizar para sostener el crecimiento de sus economías ha
LUCAS LUCHILO
62
sido sugerida en un conjunto de trabajos y ha concitado interés en
organismos internacionales, como una alternativa a la «fuga de ce-
rebros» (Charum y Meyer, 2000; Barré, Hernández, Meyer y Vinck,
2003; Luchilo, 2006).
IV.2.  Los profesionales latinoamericanos
Los profesionales altamente calificados de los países latinoamerica-
nos son participantes activos, aunque minoritarios, en estos procesos.
Las características de su participación varían significativamente entre
países. Se pueden distinguir tres aspectos de las migraciones califica-
das que permiten caracterizar de manera sintética a los países de la
región. El primero es la magnitud de la emigración calificada. El se-
gundo es la pérdida de personal calificado, definida como el porcen-
taje de graduados de educación superior del país sobre el total de
graduados nacidos en ese país y el tercero se refiere a la selectividad
educacional de la emigración, es decir, el porcentaje de personal con
educación superior sobre el conjunto de los migrantes del país.
En el cuadro 4 se detallan los países latinoamericanos con los
mayores stocks de graduados de educación superior que residen en
países de la OCDE.
CUADRO 4.  Stock de emigrantes latinoamericanos y del Caribe con educación
superior en países de la OCDE, principales países, censos de 2000










10 República Dominicana 85.749
FUENTE: OECD Database on immigrants and expatriates.
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En los cuadros siguientes se sistematiza la información sobre
los indicadores de pérdida de personal calificado y de selectividad
educacional de la emigración. El primero (véase cuadro 5), suele
medirse como el porcentaje de todas las personas con educación
superior nacidas en un país determinado —RHCTE en la termino-
logía del Manual de Canberra— que residen en el extranjero. La
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CUADRO 5.  Porcentaje de emigrantes calificados nacidos en países
latinoamericanos que residen en países de la OCDE sobre el total
de profesionales nacidos en esos países, varios países por categorías
de pérdida, censos de la ronda 2000
Países y categorías de pérdida Porcentajes de emigrantes calificados
sobre stock














Alta (más del 15%)
Cuba............................................. 28,9






Trinidad y Tobago......................... 78,4
FUENTE: Docquier y Marfouk, 2006.
fórmula de este indicador sería la siguiente: Esp/Esp+Osp, en
donde Esp es el número de emigrantes (E) con educación superior
(s) de un país de origen determinado (p) y Otp es la población re-
sidente (O) con educación superior (s) en ese país de origen (p).
En este caso se toma como referencia a todos los países de la
OCDE de acuerdo con la información demográfica provista en los
censos de la ronda de 2000. Se establecen tres categorías de pérdi-
da: baja —menos del 5% del total de graduados nacidos en el país
que residen en el exterior—, media —entre el 5 y el 15%— y alta
—más del 15%—.
La selectividad educacional de la emigración puede definirse
como el porcentaje de emigrantes con educación superior dentro
del total de emigrantes de un país (véase cuadro 6). Este indicador
puede formularse como Esp/E, donde el denominador comprende
al total de emigrantes sea cual fuera su nivel máximo de logro edu-
cacional. En este caso, se toma como denominador el total de ma-
yores de 15 años nacidos en países latinoamericanos censados en
países de la OCDE. Se definen tres categorías: baja selectividad
—menor al 20%—, media —entre el 20 y el 33%— y alta —más
del 33%—.
En el cuadro siguiente se integran los dos indicadores, en una ti-
pología que combina las dimensiones de pérdida y de selectividad
educacional. Los países de menor selectividad educacional son Re-
pública Dominicana, Haití, Honduras, Nicaragua, Ecuador y Méxi-
co. Son todos países que tienen un porcentaje alto de emigrados
con respecto a su población total que —con la excepción parcial de
los ecuatorianos— residen en Estados Unidos. En cierto modo, la
magnitud de la emigración de estos países —a los que se suman
otros del Caribe y de América Central, de menor selectividad edu-
cacional, pero importantes por su magnitud— refleja un proceso de
integración económica, social y cultural cada vez más estrecho con
Estados Unidos (véase cuadro 7).
Con excepción de Paraguay, los países de menor pérdida son
por lo general de mayor tamaño y tienen sistemas de ciencia, tecno-
logía y educación superior sólidos en comparación con los de ma-
yor pérdida. Los casos de Argentina y Venezuela muestran una emi-
gración en la que tienen mucho peso los profesionales, pero que no
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CUADRO 6.  Selectividad educacional de la emigración: número de emigrantes
mayores de 15 años en países de la OECD por países
latinoamericanos seleccionados y porcentaje de los que son
altamente capacitados
Países Número de Porcentaje altamente
expatriados calificado
Baja selectividad (menor al 20%)






Selectividad media (entre el 20 y el 33%)
Bolivia........................................... 72.400 30,4
Brasil ............................................ 351.878 31,7
Colombia ...................................... 682.156 25,1






Trinidad y Tobago......................... 276.934 29,5
Uruguay........................................ 70.093 29,9
Alta selectividad (más del 33%)
Argentina...................................... 266.070 37,8
Chile ............................................. 200.366 33,0
Venezuela .................................... 200.461 40,2
FUENTE: Reelaboración sobre la base de la información brindada por J.-C. Dumont y
G. Lemaître (2005): «Counting Immigrants and Expatriate in OECD Countries: A New
Perspective», OECD Social, Employment and Migration Working Papers, núm. 25, ta-
bla A6.
IV.3.  Los científicos e ingenieros
Los datos sobre migración de profesionales reseñados en el aparta-
do precedente son un marco general que requiere mayor especifica-
ción. Para apreciar con mayor precisión el impacto de la migración
de científicos e ingenieros, una importante fuente de información es
el sistema de estadísticas de la National Science Foundation. Para
fines de la década de 1990, se puede establecer la cantidad de cien-
tíficos e ingenieros latinoamericanos en Estados Unidos y, más pre-
cisamente, la cantidad de ellos que está activa en investigación y
desarrollo. En el cuadro 8 se observan algunos datos interesantes.
Entre los activos en I+D, los extranjeros representan el 21,5% y,
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CUADRO 7.  Pérdida de personal calificado y selectividad educacional 
de la migración



















































dentro de estos, los asiáticos constituyen el 60%. La participación
de los latinoamericanos es del orden del 9%.
A partir de los datos sobre los países latinoamericanos puede esti-
marse la selctividad de la emigración en relación con las actividades de
I+D. Los activos en I+D representan para América Central, del Sur y el
Caribe cerca del 30% del total de recursos humanos en ciencia y tecno-
logía. Esta proporción es sustancialmente menor que la que se observa
para Asia, en la que los activos en I+D son el 42,5%. Para algunos de
los países latinoamericanos, esa proporción varía de manera significati-
va. Para Chile, la proporción es del 47% y para Argentina del 41%.
La comparación más relevante es con los stocks de investigado-
res en los países de América Latina. Los latinoamericanos activos
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CUADRO 8.  Estados Unidos: Recursos humanos en ciencia y tecnología, 1999
País de nacimiento Inactivos en I+D Activos en I+D Total
Estados Unidos .............. 7.103.178 2.491.048 9.594.226
Nacidos en el extranjero 852.792 534.595 1.387.387
Europa............................ 174.754 104.364 279.118
Ex URSS........................ 21.510 12.566 34.074
Asia ................................ 428.386 317.589 745.971
América del Norte .......... 67.410 27.033 94.443
América Central ............. 14.412 6.495 20.910
Caribe............................. 53.767 19.293 73.062
América del Sur ............. 43.384 21.481 64.860
Argentina.................... 6.218 4.377 10.594
Bolivia......................... 1.922 953 2.875
Brasil .......................... 6.212 1.845 8.056
Chile ........................... 1.651 1.485 3.136
Colombia .................... 9.653 4.688 14.341
Ecuador...................... 4.178 1.994 6.171
Paraguay.................... 189 263 451
Perú............................ 5.757 2.796 8.553
Uruguay...................... 623 157 779
Venezuela .................. 5.919 2.688 8.607
Sin especificar................ 1.062 235 1.297
África .............................. 38.256 19.722 57.982
Oceanía y otros países .. 10.905 6.059 16.964
Total ............................... 7.955.970 3.025.643 10.981.613
FUENTE: SESTAT, National Science Foundation.
en I+D en Estados Unidos en 1999, representaban un 21% del to-
tal del personal de ciencia y tecnología en América Latina y el Cari-
be en ese mismo año (RICYT, 2006). Para los países centroamerica-
nos, esa proporción se triplicaba. Por lo tanto, el peso de la
emigración de científicos e ingenieros es proporcionalmente mayor
que la de profesionales.
A los datos sobre la emigración de científicos e ingenieros hacia
Estados Unidos es preciso añadir los de Europa. Una tendencia que
se manifestó con fuerza en los últimos años es la consolidación de
España como un polo de atracción de inmigrantes latinoamericanos
altamente calificados (véase gráfico 4). Los datos del censo español
de 2001 revelan la existencia de un núcleo importante de cerca de
9.000 doctores nacidos en países latinoamericanos.
A partir de estos datos se puede refinar la evaluación acerca de
las pérdidas de personal calificado. En el caso de Argentina, por
ejemplo, si se toma como referencia el total de graduados de educa-
ción superior en el extranjero sobre el total de argentinos con edu-
cación superior, el porcentaje es inferior al 5%. En cambio, si se
compara el total de argentinos con título de doctor residentes en el
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GRÁFICO 4. Doctores latinoamericanos en España, censo de 2001
FUENTE: España, Censo de población y vivienda, 2001.
extranjero con el total de argentinos con título de doctor, el porcen-
taje supera el 30%. El caso colombiano es aún más grave, en la me-
dida en que los doctores colombianos residentes en el exterior son
muchos más que los residentes en Colombia.
IV.4.  Movilidad de estudiantes universitarios
Una de las facetas más relevantes de los procesos de internacionali-
zación de la educación superior es el notable aumento de la movili-
dad de estudiantes universitarios: los estudiantes constituyen un
sector de movilidad calificada que puede desembocar en emigra-
ción permanente (Tremblay, 2002). De acuerdo con estimaciones de
la OCDE (véase cuadro 9), en la actualidad hay alrededor de dos
millones y medio de estudiantes en universidades de países distin-
tos al de su residencia habitual.
CUADRO 9. Estudiantes universitarios latinoamericanos en universidades 
de países de la OCDE, totales y países y regiones seleccionadas,
2003 y 2004
Total en países Total en
Países y regiones de la OCDE Estados Unidos Total en España
de origen
2003 2004 2003 2004 2003 2004
Argentina .............. 8.352 9.562 3.644 3.644 2.124 2.750
Brasil..................... 17.886 19.023 8.388 7.799 1.374 1.699
Chile ..................... 5.320 5.916 1.723 1.612 1.296 1.569
Colombia .............. 15.520 17.301 7.771 7.533 3.144 3.955
Ecuador ................ 4.122 5.027 2.398 2.345 870 1.227
México .................. 20.105 23.308 12.801 13.329 2.209 2.652
Perú ...................... 7.547 9.124 3.376 3.771 1.416 1.816
Venezuela............. 8.746 9.814 5.333 5.575 1.368 1.704
Países del Caribe . 20.016 25.585 14.533 15.552 950 1.159
Otros países ......... 14. 549 14.740 9.276 19.593 1.220 1.340
Total ..................... 122.163139.400 69.244 69.603 15.791 19.871
FUENTE: OECD, Education at a Glance, 2005 y 2006.
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Los estudiantes latinoamericanos son un contingente relativa-
mente pequeño de los flujos hacia los países de la OCDE, pero en
crecimiento, sobre todo los que se dirigen hacia España, donde
constituyen el mayor contingente. Esta situación contrasta con una
comparativamente baja movilidad dentro de la propia región latino-
americana.
IV.5.  Estudios de postgrado y tasas de permanencia
Dentro de los estudiantes universitarios, los de postgrado constitu-
yen el segmento más relevante para el desarrollo de las actividades
de investigación.
Desde la perspectiva de la internacionalización de la formación
del personal científico y tecnológico y de la pérdida de investigado-
res, la información sobre la formación de postgrado es sumamente
importante. Una de las tendencias significativas de los últimos años
es el avance de España como centro de atracción de estudiantes de
postgrado y de formación de doctores. En el cuadro 10 puede apre-
ciarse que entre 1997 y 2005 se graduaron en Estados Unidos 5.635
doctores originarios de Argentina, Brasil, Chile, Colombia, México
y Venezuela. Para esos mismos países, entre 2000 y 2004 se gradua-
ron en el tercer ciclo en España 12.007 estudiantes.
¿En qué medida los estudios de doctorado en el extranjero pre-
figuran la emigración? ¿Pueden identificarse tendencias de los doc-
torados extranjeros hacia una mayor propensión a permanecer en el
exterior o a retornar a su país de origen? Dos estudios que realiza
de manera periódica la Nacional Science Foundation pueden per-
mitir una aproximación representativa. Por una parte, la NSF rele-
va en su encuesta sobre doctorados las perspectivas de los doctora-
dos recientes sobre la permanencia en Estados Unidos (NSF, 2004).
En la encuesta se les pregunta a los doctores si tienen planes de
permanecer y si tienen planes firmes —posibilidad cierta de em-
pleo— para quedarse en el país. Por otra parte, los estudios de Mi-
chael Finn sobre las tasas de permanencia de los doctores extranje-
ros proporcionan una sólida información sobre su comportamiento
efectivo (Finn, 2003).
































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































Si comparamos los planes de los extranjeros doctorados entre
1994 y 1997 con la permanencia efectiva de aquellos extranjeros
con residencia temporaria en 1996 —si bien los conjuntos no son
equivalentes puede asumirse una correspondencia bastante estre-
cha—, pueden observarse algunos rasgos destacables (véase cua -
dro 11).
En términos generales, hay una correlación muy fuerte entre
planes y permanencia. Particularmente llamativas son las estrechas
asociaciones entre las muy altas expectativas de permanencia de los
doctores chinos e indios —los dos grupos más numerosos— y la
efectiva capacidad para permanecer en Estados Unidos. En los casos
de Japón, Corea del Sur, de los países europeos y de los latinoameri-
canos, la correlación más estrecha es entre planes firmes y perma-
nencia. De cualquier modo, la distancia entre planes y permanencia
efectiva no es grande.
CUADRO 11.  Planes de permanecer y tasas de permanencia de doctores
extranjeros en Estados Unidos, 1994-2001
Planes Permanencia de extranjeros 
Planes de firmes de doctorados en 1996 con residencia
permanecer permanecer temporal en el momento 
País de origen de la graduación
1994-1997 1994-1997 1998 1999 2000 2001
China.............. 96,6 57,3 94 94 95 96
Corea del Sur. 42,3 25,8 25 25 23 21
India ............... 90,1 61,8 88 87 87 86
Sudáfrica ........ 47,7 34,5 40 37 40 43
Italia................ 49,6 31,9 42 40 40 39
España........... 56,3 45,7 36 43 43 36
México............ 38,2 24,0 30 25 27 29
Argentina........ 64,9 43,2 49 49 53 57
Brasil .............. 28,4 21,0 23 22 24 25
Chile ............... 36,4 23,0 27 31 24 28
Colombia ........ 50,9 32,0 35 28 31 35
Perú................ 74,6 46,8 57 52 46 41
Total............... 69,3 43,3 57 56 56 56
FUENTE: Finn, 2003 y NSF, S&E Indicators, 2004.
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Dentro de los países latinoamericanos, los doctores nacidos en
Argentina difieren de la pauta predominante entre los países latino-
americanos. La diferencia no es tanto en los planes de permanecer
—Perú también tiene porcentajes altos— sino sobre todo en la per-
manencia efectiva, que se acerca a las intenciones de permanecer.
No ocurre lo mismo con los doctores peruanos y colombianos, en
los que la brecha entre intenciones y logro es mucho más amplia.
V.  CONCLUSIONES: CONTINUIDADES Y RUPTURAS
Para algunos países latinoamericanos, los primeros años del si -
glo XXI son un momento de intensificación de la emigración. Por
diversos motivos, países tan diferentes como Argentina, Colombia,
Ecuador y Perú han experimentado un súbito aumento de su emi-
gración (De los Ríos y Rueda, 2005; Luchilo, 2007).
El recorrido por las distintas etapas de la migración calificada
latinoamericana permite identificar continuidades y rupturas signi-
ficativas. La principal continuidad es la persistencia del carácter de
región de emigración calificada y no de atracción. Sin duda, la
magnitud de los flujos latinoamericanos de personal calificado, en
cualquiera de sus categorías, es sustancialmente menor que la de
los chinos, indios, canadienses o británicos. Pero para la región, la
emigración calificada es una tendencia bien establecida y que pare-
ce intensificarse. Al mismo tiempo —y a diferencia de Canadá,
Australia, Gran Bretaña o Alemania— los países latinoamericanos
no tienen capacidad de atracción de profesionales, científicos o es-
tudiantes extranjeros, de la propia región o de los países de la
OCDE. La debilidad relativa de sus sistemas de investigación y de
educación superior y las de su trama productiva contribuyen a ex-
plicar este déficit, pero aun universidades de alta calidad como la
de San Pablo tienen escasa orientación internacional (Schwartz-
man, 2003).
Las rupturas más significativas se refieren a los cambios políticos
y a las consecuencias de la globalización. Más allá de la persistencia
de conflictos violentos localizados, la vigencia de la democracia en la
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región por casi dos décadas constituye un cambio sustantivo con
respecto a la historia de las décadas precedentes. La emigración
obligada por motivos políticos no constituye un factor relevante
para dar cuenta de los movimientos migratorios recientes. Los cam-
bios de las últimas dos décadas en el plano internacional no consti-
tuyen una simple amplificación de tendencias de larga data en el
despliegue de una economía-mundo capitalista. Desde el punto de
vista de la movilidad y la migración calificadas, los impactos —rese-
ñados en la sección precedente— modifican al mismo tiempo el es-
cenario, los actores y la obra, en direcciones aún insuficientemente
comprendidas.
Cuando se toman en cuenta algunas dimensiones parciales del
escenario migratorio actual, el balance entre continuidades y cam-
bios no es tan categórico. Por ejemplo, en términos de la dirección
de los flujos de estudiantes universitarios e investigadores, Estados
Unidos sigue siendo el principal polo de atracción, pero en el últi-
mo lustro el crecimiento de España es muy llamativo, sobre todo
para los países sudamericanos.
¿Hasta qué punto los gobiernos latinoamericanos pueden ges-
tionar los procesos de movilidad y migración calificada? ¿En qué
medida pueden promover y aprovechar los beneficios de la movili-
dad y evitar las pérdidas asociadas con la migración? Estas pregun-
tas no tienen una respuesta única para todos los países latinoameri-
canos. Sin embargo, en términos generales puede afirmarse que en
la actualidad existe una brecha muy grande entre los determinantes
estructurales de la migración —desde la demanda de las empresas
multinacionales hasta el declive demográfico europeo, pasando por
el crecimiento de la internacionalización de las universidades— y
las capacidades de Estados para lidiar con esos determinantes. Si
países como Canadá o Alemania tienen dificultades para enfrentar
la presión de la demanda estadounidense, las posibilidades de ac-
ción para los países latinoamericanos son mucho más limitadas. De
cualquier modo, Brasil con mayor continuidad de sus políticas de
ciencia, tecnología y educación superior y con algunas condiciones
culturales y políticas específicas ha mostrado una menor propen-
sión a la emigración calificada que otros países de la región, en los
que las crisis recurrentes y la inconsistencia de las políticas públicas
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contribuyen a crear condiciones para la pérdida de recursos huma-
nos altamente calificados.
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3.  LAS CIENTÍFICAS LATINOAMERICANAS 
Y SUS AVATARES PARA POSICIONARSE 
EN LA ESFERA DE LA CIENCIA Y LA TECNOLOGÍA
JUDITH ZUBIETA*
RESUMEN
A pesar de constituir la mitad de la población, la escasa presencia
de la mujer en C+T habla de un mal uso del capital humano. De
toda la comunidad académica es sabido que las mujeres participa-
mos minoritariamente en las actividades de I+D en el mundo; Lati-
noamérica, en éste como en muchos otros terrenos, no es la excep-
ción. La infrarrepresentación femenina en la educación, la ciencia y
la tecnología en esta región, además de ser un derroche es una in-
justicia que impacta negativamente la consecución de múltiples ob-
jetivos de equidad y bienestar social que nuestras sociedades pre-
tenden alcanzar.
Resulta entonces deseable que los gobiernos latinoamericanos
aborden esta problemática en sus correspondientes ejercicios de
planeación del desarrollo, en los que se deberá rescatar el enfoque
de género; no hacerlo sería permitir la marginación y la discrimina-
ción por razones de género.
* Instituto de Investigaciones Sociales, UNAM. México DF, México.
La autora desea agradecer al M. en I. Tomás Bautista su colaboración en la ela-
boración de este texto.
I.  EL ESTUDIO DE LA CIENCIA, LA TECNOLOGÍA Y EL GÉNERO
EN LA REGIÓN
Cualquier esfuerzo por analizar la situación de la ciencia y la tecno-
logía (C+T) con enfoque de género debiera empezar señalando que
las mujeres latinoamericanas están sub-representadas, sub-emplea-
das y sub-valuadas en la mayoría de los ámbitos en los que son con-
tratadas y que infortunadamente, el de la investigación y el desarro-
llo (I+D) no es diferente. En él encontramos fuertes disparidades
que inician con el número promedio de años de escolaridad y cul-
minan con características diferenciadas en los procesos de ingreso,
retención y promoción en las esferas académicas, siendo éstas las
que mejor representan el mercado de trabajo de las científicas y tec-
nólogas en la región.
Desde la última década del siglo pasado, la mayoría de los go-
biernos latinoamericanos encontraron altamente estimulante que la
matrícula de las instituciones de educación superior de sus respecti-
vos países mostrara una amplia y creciente presencia femenina. No
obstante, pareciera no haberles preocupado qué tan pequeños son
los grupos de I+D ni cuáles son las condiciones en las que las muje-
res paulatinamente se han insertado en ellos. Debido al tamaño de
las comunidades de I+D y a los objetivos que persiguen las econo-
mías basadas en el conocimiento, Brasil pudiera ser el único país la-
tinoamericano que, efectivamente, ha comprometido una inversión
real en materia de capital humano con el propósito de fortalecer su
aparato científico y tecnológico.
En efecto, los Estados de la región han ido reconociendo, aunque
muy lentamente, los beneficios del conocimiento. Entre estos, no de-
ben menospreciarse los hallazgos obtenidos en diversos estudios so-
ciodemográficos realizados alrededor del mundo, en los que se evi-
dencia que la participación femenina en la educación, la ciencia y la
tecnología facilita y promueve no sólo el propio desarrollo profesio-
nal y económico de las mujeres, sino que también se extiende a sus
ámbitos sociales y familiares. Así, por ejemplo, numerosos estudios
han demostrado que el grado de escolaridad de la mujer impacta po-
sitivamente las condiciones de salud y educación de sus hijos.
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Uno de los trabajos más recientes que analiza la situación de la
mujer en el campo de la C+T en América Latina es producto del
Proyecto Iberoamericano de Ciencia, Tecnología y Género (GEN-
TEC, 2004). Se trata de una investigación financiada por la UNES-
CO, en la que participaron distinguidos grupos académicos de Ar-
gentina, Brasil, España, Costa Rica, México, Paraguay, Uruguay y
Venezuela. Este estudio examina la presencia y la participación de
la mujer en materia de educación, ciencia y tecnología, tanto en las
realidades de cada uno de los ocho países involucrados, como den-
tro de una perspectiva comparada.
En la actualidad se están llevando a cabo múltiples esfuerzos
por dar a conocer la situación que enfrenta la mujer en la C+T en
todo el mundo. En el caso de América Latina, la heterogeneidad
de los proyectos realizados y de los que se encuentran en curso,
tanto de manera individual como por grupos académicos y por or-
ganismos multilaterales, augura un conocimiento más profundo y
mejor aproximado, al tiempo que alienta las esperanzas de un me-
jor fu turo.
Los primeros estudios estuvieron centrados fundamentalmente
en las dimensiones cuantitativas del fenómeno y enfocados a las re-
alidades de unos pocos países de la región. Alentadoramente, poco
a poco se ha ido dejando de lado el énfasis en las dimensiones para
profundizar en la caracterización de los procesos por los que tiene
que transitar una mujer que aspira a colocarse en posiciones donde
su presencia pueda empezar a ser notoria: desde su paso por la edu-
cación formal, hasta su consolidación en la práctica profesional.
Dentro de los que abarcan más de una realidad nacional desta-
can, además del realizado por GENTEC, los publicados por Bonder
(2004) y la OEA (2004). Foros, congresos, conformación de redes y
sistemas de información son algunas de las acciones que fueron
identificadas en ellos, a fin de adentrarse en esta problemática 1.
Los esmeros por poner de manifiesto las condiciones que privan
en la gestación y el desenvolvimiento de la carrera académica de las
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mujeres latinoamericanas no cesan; por el contrario, la multiplici-
dad de enfoques, la diversidad temática y la profundidad en la ar-
gumentación han ido en aumento y cada vez son más los autores e
instituciones interesadas en ello; no obstante, los logros y los avan-
ces que pueden constatarse en la realidad aún siguen siendo frágiles
y heterogéneos.
Por su parte, las organizaciones dedicadas al estudio del género
en Latinoamérica han publicado una gran cantidad de reportes,
monografías y memorias; sin embargo, en las bases de datos del ám-
bito científico, a nivel internacional, los resultados no son tan nu-
merosos. Por ejemplo, en la base Elsevier, incluyendo el periodo
comprendido de 1990 a la fecha, fueron identificados solamente ca-
torce artículos que analizan la C+T con perspectiva de género, a
distintos niveles de análisis 2. Este número es muy reducido, aun si
se compara con lo reportado en la década de los años ochenta por
Frank (1995), quien identificó 95 artículos asociados a dicho tema,
a nivel mundial.
Es posible que esta aparente ausencia en los espacios donde la
academia ve reflejada su producción científica se relacione con una
falta de interés por parte de las investigadoras latinoamericanas por
dar a conocer los resultados de sus proyectos de investigación a
 nivel internacional. Dado que son mayoritariamente mujeres u or-
ganizaciones de mujeres quienes se dedican al estudio de esta temá-
tica, valdría la pena explorar si su presencia y magnitud sería mayor
en caso de que los colegas varones se abocaran al estudio de esta
problemática, aparentemente femenina, que impacta a la sociedad
en su conjunto.
II.  LA PRECARIEDAD DE LOS SISTEMAS DE INFORMACIÓN
Los distintos proyectos reportados en la literatura coinciden en se-
ñalar, reiteradamente, las deficiencias encontradas y sorteadas en
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materia de información. A pesar de que muchos de ellos han mani-
festado con toda claridad la urgencia de incorporar la variable
«sexo» en todas las estadísticas que se generan oficialmente en los
países de la región, pareciera que esta situación no ha sufrido gran-
des cambios y las dificultades para obtener datos desagregados,
aunque sean de carácter oficial, siguen siendo un indicador indiscu-
tible de la falta de compromiso con un tema que demanda aten-
ción.
Otro ejemplo de esta situación es proporcionado por los indica-
dores de la Red Iberoamericana de Indicadores de Ciencia y Tecno-
logía (RICyT). Después de doce años de estar en operación y de ha-
cer un trabajo riguroso y ampliamente reconocido, la Red ha
construido un total de 47 indicadores que dan cuenta de la situa-
ción que guarda la C+T en los países latinoamericanos en C+T 3.
De este número de indicadores, solamente uno es el que contempla
de manera directa la perspectiva de género.
Otro ejemplo más lo constituye el Anuario de la Comisión Eco-
nómica para América Latina y el Caribe (CEPAL) (véase cuadro 1),
que incluye información desagregada por sexo en distintos rubros,
principalmente en el ámbito educativo (alfabetización) y económico
(participación); pese a ello, dicho organismo tampoco reporta indi-
cadores que muestren, específicamente, el desarrollo de la C+T con
perspectiva de género 4.
Sin duda, dos de los grandes problemas que tal situación genera
en materia de evaluación de políticas de C+T son la falta de infor-
mación y de criterios claros para definir los indicadores que nutran
de manera sistemática el proceso de toma de decisiones. Ambos
problemas se agudizan al incluir la perspectiva de género.
Por ello resulta altamente recomendable que se siga insistiendo
en que todo sistema de información tenga presente la dimensión de
género. La evaluación del rol femenino y de la contribución de las
mujeres a las tareas de I+D se ve dificultada por la ausencia de in-
formación con desagregaciones para los dos sexos. No pareciera ex-
cesivo recomendar lo que algunas autoras han venido sugiriendo,




en términos de que los propios marcos jurídicos incorporen cierta
obligatoriedad, al menos para las instancias gubernamentales que
son fuente de muchas de estas estadísticas, a presentar información
con este tipo de desglose.
Sólo con este tipo de fundamentos sólidos, como los que pro-
porciona un buen sistema de información, será posible empezar a
diseñar acciones efectivas que permitan modificar estereotipos, am-
pliar modelos de inserción académica y muchas otras medidas más,
destinadas al aprovechamiento del potencial intelectual femenino,
hasta ahora dispendiosamente subutilizado.
III.  LA ESCOLARIDAD COMO FACTOR CLAVE
Cada vez más frecuentemente se escucha la frase «Las y los ciuda-
danos…» o «Ciudadanas y Ciudadanos…», en particular, en los
discursos pronunciados por académicos, políticos, líderes sociales y
empresariales para mostrarse incluyentes ante la sociedad. ¿Sucede
esto en la realidad? Las cifras provenientes del mundo de la educa-
ción muestran que la presencia de la mujer efectivamente ha ido en
aumento en prácticamente todos los niveles escolares; no obstante,
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CUADRO 1.  Indicadores de alfabetización
Mujeres (% de la Hombres (% de la
población alfabetizada población alfabetizada
País/Año de 15 años y más) de 15 años y más)
1990 1995 2000 2005 1990 1995 2000 2005
Argentina...... 95,6 96,3 96,8 97,3 95,9 96,4 96,8 97,2
Brasil ............ 81,2 84,3 86,8 89,0 82,9 85,1 87,0 88,7
Costa Rica ... 93,8 94,8 95,6 96,3 93,9 94,7 95,5 96,1
México.......... 84,3 87,0 89,1 90,9 90,6 92,1 93,3 94,3
Paraguay...... 88,3 90,4 92,2 93,6 92,4 93,4 94,4 95,2
Uruguay ....... 97,0 97,5 98,0 98,4 96,0 96,6 97,1 97,5
Venezuela .... 87,7 90,1 92,0 93,8 90,1 91,7 93,0 94,2
FUENTE: CEPAL. Anuario Estadístico de América Latina y el Caribe.
Véase: http://website.eclac.cl/anuario_estadistico/anuario_2006/.
su participación en la C+T ha permanecido estable y concentrada
en los estamentos con menor reconocimiento, a pesar de que en al-
gunos países se empiezan a advertir cambios marginales.
En diversos estratos de la sociedad, la presencia de una mujer
educada ha impactado los roles que tradicionalmente ellas han des-
empeñado. Hoy en día, las mujeres participan de manera más activa
en los mercados laborales, en la educación, la economía, la política
y la cultura. Cada vez se registra un mayor número de hogares con
una mujer como cabeza de familia. Ello genera múltiples transfor-
maciones demográficas y sociales; por ejemplo, la postergación de
la primera unión, el espaciamiento en el nacimiento de los hijos y la
prolongación de la condición de soltería han traído como efecto
una disminución en las tasas de natalidad y de fecundidad en todos
los países.
El logro educativo, es sin duda, uno de los prerrequisitos funda-
mentales para el fortalecimiento de la mujer en todas las esferas de
la sociedad; pero sin educación de calidad y contenido comparable
que el niño y el hombre recibe y la pertinencia del conocimiento
existente y las necesidades reales, las mujeres serán incapaces de te-
ner acceso bien remunerado, trabajos formales, progreso en éstos,
participación, y representación en el gobierno e influencia política
World Economic Forum (2005: 5).
Los logros alcanzados hasta ahora por las mujeres no son magros
y no debieran minimizarse, particularmente si se considera que estos
han impuesto serias restricciones y significado muchas demandas en
el manejo de sus tiempos, de sus expectativas y de sus vidas persona-
les. En efecto, hoy en día la población femenina que trabaja, dedica
un promedio de 33 horas a la semana a actividades del hogar, ade-
más de su jornada laboral, mientras que el varón participa en ellas
únicamente 6 horas a la semana, en promedio (UNICEF, 2007).
Una de las preocupaciones que se manifiestan en la mayoría de
los estudios de género realizados en países latinoamericanos es que a
mayor nivel académico y a más alto el nivel en el empleo, menor la
presencia femenina. Esta situación se corrobora desde el análisis mis-
mo de las cifras de escolaridad que aparecen en el cuadro 2, corres-
pondientes al año 2001. En él se observa que la participación femeni-
na disminuye considerablemente cuando se alcanza el nivel terciario.
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CUADRO 2.  Indicadores de educación
Tasa de matrícula femenina 2000-2001 (%)
País Nivel Primario Nivel Secundario Nivel Terciario
Argentina ............... 107 82 60
Brasil...................... 94 74 19
Costa Rica ............. 91 52 18
México ................... 104 62 20
Paraguay ............... 92 48 —
Uruguay ................. 91 74 47
Venezuela.............. 89 55 34
FUENTE: GENTEC (2004).
Otro rasgo característico de la falta de equidad de género se en-
cuentra en la población económicamente activa: ellas representan
un menor porcentaje de participación productiva que los hombres
y sus remuneraciones económicas son generalmente menores, aún
en condiciones similares de trabajo y con niveles educativos simila-
res (véase cuadro 3).
CUADRO 3.  Indicadores económicos
Jóvenes desempleados 
PEA, 2001 PEA (% de PEA en edad 15-24)
País (millones) Femenina (%)
Mujeres Hombres
Argentina ........... 14,99 33 33 31
Brasil ................. 79,25 35 22 15
Costa Rica......... 1,63 31 16 12
México ............... 40,07 34 5 4
Paraguay ........... 2,07 30 17 12
Uruguay............. 1,5 42 42 29
Venezuela.......... 9,88 35 28 20
FUENTE: GENTEC (2004).
En lo concerniente a las condiciones salariales, entre los países
analizados por GENTEC, los casos más contrastantes estuvieron re-
presentados por México y Venezuela. La mujer mexicana obtiene,
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en promedio, el 64,3% de los ingresos que su compatriota varón lo-
gra en las mismas condiciones educativas y laborales; es decir, se
confirma la existencia de una enorme brecha explicada primordial-
mente por inequidad de género. Las mejores condiciones de equi-
dad, en el renglón de los ingresos, se presentan en Venezuela, país
en donde la mujer capta una remuneración equivalente al 91,5% de
la que el hombre percibe.
A través de los años, especialmente las últimas dos décadas, la
mujer ha ido ganando terreno y ha visto mejoradas algunas de las
características de su condición de empleo. Los datos que aparecen
en el cuadro 4 confirman esta aseveración, excepto en el caso de
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CUADRO 4.  Relación de salarios entre los sexos según años de estudios
aprobados
13 y más años
País Año Total (%) de estudios (%)
Argentina ............... 1997 (a) 89,9 70,0
2005 (b) 87,0 75,6
Brasil...................... 1990 66,3 59,2
2005 78,1 65,3
Chile ...................... 1990 66,3 59,2
2005 78,1 65,3
Costa Rica ............. 1990 80,9 75,1
2005 89,8 79,4
México ................... 1989 75,6 70,3
2005 77,0 64,3
Paraguay ............... 1990 63,4 62,5
2005 81,4 73,2
Uruguay ................. 1990 74,2 70,9
2005 83,8 73,7
Venezuela.............. 1990 80,4 74,8
2005 (c) 99,7 91,5
NOTAS: Se refiere a la proporción del salario medio de las mujeres asalariadas urbanas,
de 20 a 49 años de edad que trabajan 35 horas y más por semana, respecto del salario
de los hombres de iguales características.
(a) Referido a Gran Buenos Aires.
(b) Incluye veintiocho aglomeraciones urbanas.
(c) Corresponde al total nacional.
FUENTE: CEPAL, Anuario Estadístico de América Latina y el Caribe.
Véase: http://websie.eclac.cl/anuario_estadistico/anuario_2006/.
México, donde las cifras correspondientes al año 2005 revelan una
especie de retroceso, considerando que en el año de 1989 el por-
centaje era del 70,3% y que, quince años después, descendió a un
64,3%.
A pesar de los múltiples indicadores que confirman que, en tér-
minos generales, la mujer ha ido ganando espacios en todos los ám-
bitos de la vida nacional en nuestros países, todavía falta mucho ca-
mino por recorrer.
IV.  EL POSTGRADO COMO ANTESALA DE LA CARRERA
ACADÉMICA
El análisis de la educación de la mujer en América Latina conduce
a reconocer nuevos problemas de sexismo implícito en el acceso al
conocimiento (véase cuadro 5). Históricamente, se puede argumen-
tar que hemos experimentado un monopolio de aprendizaje, soste-
nido no sólo por el hombre sino también por las clases dominantes.
Más allá del enfoque con el que se aborde el tema, lo que no
está sujeto a debate es que, infortunadamente, la historia de la edu-
cación es una para el hombre y otra, muy distinta, para la mujer. Al
orientar el análisis hacia las características y las condiciones en las
que se lleva a cabo la educación femenina, irremediablemente surge
la pregunta ¿Qué hay en la ciencia o en la tecnología que excluye o
dificulta el ingreso y permanencia de la mujer? Las razones atribui-
das por autores de otras latitudes a este comportamiento son diver-
sas 5. Así, por ejemplo, la corriente tradicionalista —de acuerdo con
Frank (1995), Maznevski (2004) y con Rhoten y Pfirman (2007)—
argumenta en términos muy parecidos que algunos de los factores
que generan este fenómeno son de tipo sociocultural, biológico o
neurológico, sin que realmente haya evidencias significativas que
permitan aseverar la importancia o el peso que éstos tienen en la
formación y desarrollo profesional de una mujer.
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CUADRO 5.  Presencia femenina en estudios de grado en México y Uruguay
México Uruguay
Disciplina N.º de % N.º de %
estudiantes Mujeres mujeres estudiantes Mujeres mujeres
Matemáticas. 820 270 32,9 16 6 37,5
Física ........... 1.044 254 24,3 16 5 31,3
Química........ 1.103 577 52,3 90 57 63,3
Biología ........ 1.301 646 49,7 179 93 52,0
Ingeniería ..... 14.184 3.342 23,6 92 30 32,6




Otro estudio más reciente establece, con base en una revisión
histórica, que los orígenes están asociados a la profesionalización e
institucionalización de la ciencia, a la exclusión de la mujer desde
las universidades, a la influencia aristocrática, a la domesticación de
la mujer, a una mayor divergencia entre las esferas públicas y priva-
das, al prejuicio de lo masculino hacia lo femenino, al miedo a per-
der estatus y también a lo estrecho de las redes sociales masculinas
(Noordenbos, 2002).
Sea cual fuere la importancia explicativa de cada uno de los ar-
gumentos señalados, el hecho contundente es que la participación
de la mujer ha sido y está restringida. Las estadísticas e información
disponible así lo evidencian (véase cuadro 6).
Si bien se ha estimado que el número de científicas e ingenieras
se ha incrementado sustancialmente, la mayoría de ellas no practi-
can su profesión, situación que puede ser interpretada como un
desperdicio de escasos, pero a todas luces imprescindibles, recursos.
Numerosos autores han demostrado en las últimas décadas que
la educación es una de las variables más importantes para incre-
mentar la participación tanto de la mujer como del hombre en el
desarrollo, a nivel regional y nacional.
La C+T en los países latinoamericanos, aunque con recursos
económicos limitados, ha sido reconocida como un área prioritaria
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para el desarrollo de sus economías, como sucede en cualquier país
desarrollado; no obstante las diferencias de magnitud, las cifras co-
rrespondientes al porcentaje del Producto Interno Bruto (PIB) des-
tinado a este rubro lo corroboran (véase cuadro 7).
CUADRO 7.  La evolución de la inversión latinoamericana en C+T
América
Período Latina Brasil México Chile Argentina
% % % % %
1990-1991.... 0,49 0,82 n.d. 0,52 0,33
1992-1993.... 0,46 0,83 0,22 (1993) 0,60 0,40
1994-1995.... 0,57 0,90 0,30 0,62 0,46
1996-1997.... 0,53 0,77 (1996) 0,33 0,51 0,50
1998-1999.... 0,57 n.d. 0,40 0,50 0,51
2000-2001.... 0,55 1,00 0,38 0,53 0,49
2002-2003.... 0,55 0,96 0,40 (2002) 0,65 0,45
n.d.=Datos no disponibles.
FUENTE: RICyT (Red Iberoamericana de indicadores de ciencia y tecnología), 2004.
Véa se http://www.ricyt.edu.ar/.
El aliento que esta inversión conlleva, sin embargo, no ha modi-
ficado las condiciones de inequidad de género. Lo anterior hace su-
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CUADRO 6.  Participación de la mujer en el total de graduados
País Número de graduados % Mujeres
Costa Rica (a) ........................... 296 41,6
México (b) ................................. 35.031 44,5
Uruguay (c) ............................... 237 48,9
Venezuela (d)............................ 1.463 58,1
NOTAS:
(a) Los datos corresponden a graduados en universidades nacionales en biología (bio-
medicina, ecología y ciencias ambientales).
(b) Número de graduados de todas las disciplinas.
(c) Los datos corresponden a graduados en programas de maestría y doctorado durante
el período 1995-1999 en biología, física, ingeniería, química y matemáticas.
(d) Los datos corresponden a un número promedio anual calculado de graduados du-
rante el período 1990-2001, en cinco universidades muestreadas.
FUENTE: RICyT (Red Iberoamericana de indicadores de ciencia y tecnología), 2004.
Véase: http://www.ricyt.edu.ar/.
poner que la marginación o discriminación que experimentan las
mujeres que optan por la ciencia como forma de vida no está rela-
cionada con una seria falta de recursos sino con cuestiones de po-
der, de idiosincrasia y de otros factores de orden estructural.
En los últimos quince años la mujer latinoamericana ha estado
ganando acceso a mayores espacios en estudios de grado y postgra-
do. Sin embargo, la información cuantitativa tiene que ser analizada
con gran cuidado ya que los incrementos en las tasas mujer/hombre
en la matrícula de las universidades pudieran estar ocultando el
abandono masculino —que ya se ha detectado y que se relaciona
con la incorporación temprana del hombre a la actividad económi-
ca, en lugar de una presencia femenina más numerosa, como resul-
tado de una igualdad en el acceso a la educación—.
También puede suceder que la mayor presencia de las mujeres se
explique por la presión que ejerce el mercado laboral, a través de va-
riables asociadas con sus competencias. Ello obliga tanto a hombres
como a mujeres a incrementar sus habilidades y conocimientos, para
estar mejor remunerados o para ingresar a programas de postgrado,
y así tener mejores credenciales que les faciliten el ingreso a los me-
jores grupos que conforman la fuerza laboral en el campo de I+D.
Las teorías feministas han enfatizado el sesgo natural de la ciencia,
resaltando que es una actividad humana fuertemente influenciada
por factores sociales, políticos y económicos (Rosser, 1988). Algunos
han argumentado que la ciencia feminista pudiera diferir de la cien-
cia masculina porque tienen diferentes perspectivas y enfoques para
resolver problemas. La ciencia, como comúnmente es practicada,
está casada esencialmente con la visión del mundo masculino; y las
mujeres científicas, que desean ser exitosas deben necesariamente
trabajar dentro de la visión masculina impuesta (Rathgeber, 1995).
Los esfuerzos realizados y los logros alcanzados por las mujeres
en el ámbito de la C+T están evidenciados en los hallazgos que han
sido publicados a raíz de las investigaciones conducidas en distintas
naciones del área bajo estudio. A pesar de ello, la población femeni-
na con altos estudios no ha podido conquistar aún parcelas en to-
dos los espacios ocupados tradicionalmente por varones. No debe
soslayarse que, en términos cuantitativos, son pocas las mujeres que
al culminar sus estudios de postgrado, ingresan al mercado laboral
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de la C+T. Aunque las cifras señalen que la incursión femenina en
algunas disciplinas es relativamente reciente, las tasas de gradua-
ción todavía no son comparables entre ambos sexos.
En efecto, resulta alentador que en todos los países latinoameri-
canos se advierta una mayor participación de la mujer en estudios
de postgrado. Sin embargo, no es tan sencillo reconocer qué tan
importante es su presencia dentro de disciplinas científicas tales
como las ciencias naturales y exactas, lo mismo que en las in ge nie -
rías y la tecnología (véase cuadro 8).
Los datos muestran que en Latinoamérica, la brecha educativa
entre hombres y mujeres ha sido reducida en los últimos años; sin
embargo, aún existen desafíos que deben ser enfrentados por los
gobiernos y por las instituciones dedicadas a I+D para garantizar
una mayor equidad de género.
CUADRO 8.  Presencia femenina en programas de doctorado en México y
Uruguay
México (a) Uruguay (b)
Disciplina N.º de % N.º de %
estudiantes Mujeres mujeres estudiantes Mujeres mujeres
Humanidades 1.463 724 49,5 — — —
Ciencias 
experimentales
y exactas ...... 3.499 1.424 40,7 123 66 53,7
Ciencias 
sociales y 
leyes ............. 2.084 873 41,9 — — —
Ingeniería y 
similares ....... 2.087 555 26,6 10 5 50,0
NOTAS:
(a) Incluye ciencias de la salud, naturales y exactas, ingeniería, tecnología, agricultura y
veterinaria.
(b) Los datos se refieren al número de estudiantes que entran a programas de doctorado
en 1995-1999.




La población femenina en programas de doctorado se ha incre-
mentado en proporciones pequeñas con respecto a la tasa de creci-
miento de los programas de maestría. Esto es básicamente cierto
para los países latinoamericanos incluidos en GENTEC, donde las
maestrías parecieran ser más atractivas para las mujeres que los es-
tudios a nivel doctoral. Por otro lado, es bien sabido que un gran
número de estímulos económicos y otros apoyos son destinados a
programas de estudio en niveles previos al doctorado, no porque
así lo establezcan sus reglas de operación sino porque la demanda
los va orientando en esa dirección, independientemente del sexo
del solicitante.
Con base en los indicadores de la RICyT, entre los becarios de
las universidades se encuentran más mujeres que hombres; sin em-
bargo, con el nombramiento de investigadores, la proporción se in-
vierte y predominan los hombres. En los países analizados dentro
de GENTEC, las mujeres que egresan de la universidad promedian
el 56%, mientras que entre los investigadores de los sistemas nacio-
nales de C+T la cifra cae a un 39%.
V.  SEGREGACIÓN VERTICAL Y HORIZONTAL
Hay dos tipos de segregación que recurrentemente se mencionan
en la literatura especializada en el tema de la C+T con enfoque de
género: la horizontal y la vertical. La primera se refiere a una pre-
sencia femenina diferenciada según la disciplina y el sector laboral,
mientras que la segunda alude a condiciones de permanencia y pro-
moción en el desempeño profesional.
La segregación horizontal no significa que la mujer no haya co-
menzado a incursionar en áreas que no han sido consideradas como
«femeninas» en el pasado. Tal es el caso de su presencia, aunque to-
davía exigua en la mayoría de los países latinoamericanos, en cam-
pos disciplinarios como las ingenierías, la física y las matemáticas.
Sin embargo, las académicas han venido haciendo importantes con-
tribuciones en otras disciplinas, tales como algunas ciencias de la
vida, la psicología, las ciencias sociales y las humanidades.
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En distintas latitudes del planeta, se han efectuado estudios para
reconocer los factores que podrían explicar este comportamiento
diferencial que ha llevado a los estudiosos a hablar de segregación
horizontal. A pesar de la posible manipulación de sus resultados, al-
gunos de ellos apuntan a factores sociales, biológicos, genéticos e
intelectuales, así como a las condiciones socioculturales del entorno
en el que ellas se desenvuelven. Como es de esperarse, algunos de
ellos han intentado relacionar estos factores con variables como la
productividad y las trayectorias 6.
En general, las niñas tienen un fuerte interés en la gente y en tó-
picos sociales, mientras los niños están interesados en hacer de todo
un poco y en entender los fundamentos mecánicos de la tecnología
(Kelly, 1985).
En la literatura referida al entorno latinoamericano no se encon-
traron estudios que intentaran establecer algún orden de primacía
entre los diferentes factores que pudieran influenciar la decisión de
una mujer cuando opta por una carrera profesional. Se apetece in-
teresante indagar si el rol que juegan los valores culturales y los es-
tereotipos en esta elección son los mismos que previamente influen-
ciaron las decisiones tomadas en sus procesos de formación. El
gráfico 1 muestra los datos sobre la participación de las mujeres en
actividades de Ciencia y Tecnología, concretamente en dos países
latinoamericanos: Argentina y Uruguay.
Preguntas tales como las que deberían hacerse para minimizar la
influencia negativa de los valores, la cultura y los estereotipos aún
quedan por responderse. Otras, quizás más directas, deberían tam-
bién plantearse para indagar por qué las llamadas «ciencias duras»
y las ingenierías no resultan ser tan atractivas para las mujeres en el
momento de elegir una profesión.
La segregación vertical, como se señaló anteriormente, atañe a las
dificultades de la carrera académica de las mujeres; evidentemente,
éstas son mucho más numerosas que las que enfrentan sus colegas
varones. A pesar de no tener cifras exactas para la realidad latinoa-
mericana, se sabe que el porcentaje de mujeres que alcanzan posicio-
nes elevadas dentro de la academia difícilmente supera el 20%.
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Diversos autores han apuntado hacia ciertos factores que pudie-
ran estar impidiendo el progreso de las mujeres en sus carreras
científicas. Entre ellos destacan: a) conflictos en el manejo del tiem-
po, por atender demandas de tipo familiar —incluido el embarazo
y la crianza de los hijos— simultáneamente con las de una carrera
profesional; b) ambientes laborales muy competitivos, particular-
mente debido a la alta concentración femenina que experimentan
algunos campos disciplinarios; c) círculos viciosos derivados de una
escasa participación en comités evaluadores y las consecuentes difi-
cultades para obtener financiamientos, reconocimientos y premios;
d) tendencia hacia preferir actividades docentes, más afines a sus
funciones educadoras tradicionales; etc.
Pese a que la segregación vertical hace sus estragos prácticamen-
te en todas las instituciones académicas, también se deben recono-
cer avances. Si consideramos el nombramiento de investigador
como una categoría comúnmente utilizada para distinguir posicio-
nes de mayor estatus que las ocupadas por los docentes en numero-
sas instituciones, las mejorías son evidentes: «en la mayoría de los
países se advierte que la participación femenina oscila entre el 28 y
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GRÁFICO 1.  Participación de la mujer en C+T
FUENTE: RICyT (2002): http://www.ricyt.edu.ar.
el 49%, cuando a mediados de los años noventa estos porcentajes
se encontraban entre 8 y 10 puntos más abajo» (GENTEC, 2004).
De acuerdo con Córdoba (2006), «este aumento conlleva un se-
gundo círculo vicioso: la escasa presencia de mujeres en cargos de
decisión dificulta la implementación de políticas y medidas que es-
timulen una mayor participación femenina en el campo de la cien-
cia y tecnología» 7.
VI.  EL «DOBLE ROL» DE LAS MUJERES Y LOS ESTILOS
DE LIDERAZGO
Desafortunadamente, la mayoría de las científicas latinoamericanas
no cuenta todavía con asociaciones o comunidades sólidas para facili-
tar su trabajo académico e integración a sociedades científicas y gru-
pos profesionales. Se ha mostrado que las comunidades académicas
en algunos países desarrollados han facilitado mecanismos a la mujer
para enfrentar los conflictos entre la vida privada (incluye responsa-
bilidades de la mujer en el hogar) y la vida pública (lo que se refiere a
sus roles de investigadora competitiva). Las redes son estructuras so-
ciales de apoyo que han mostrado ser espacios donde es posible en-
contrar respuestas, discutir alternativas, y diseñar estrategias, juntas.
Sin embargo, cuando las obligaciones en el hogar son resueltas y
los conflictos entre los roles profesionales y tradicionales son venci-
dos, la mujer encara diferencias de género, en términos de percep-
ción, niveles de ingreso, satisfacción en el trabajo y reconocimiento
de sus colegas y de la sociedad en su conjunto, independientemente
de su grado profesional y de sus éxitos.
Es aún difícil para las científicas latinoamericanas obtener cier-
tas distinciones, pertenecer a sociedades científicas o asociaciones,
o alcanzar puestos de decisión tanto en las universidades como en
los centros de investigación. Las reglas académicas emitidas —tanto
las formales como las informales— indican que deberían de estar




niveles de productividad individual; esto es, publicar los resultados
que emergen de sus proyectos de investigación con cierta frecuen-
cia y por muy reconocidos medios. El tiempo, la dedicación y el
empeño que esto implica difícilmente pueden hacerse compatibles
con los derivados del hogar y la familia. Ambos representan en la
práctica «empleos» de tiempo completo.
Esta situación es particularmente crítica cuando la mujer está en
edades reproductivas ya que un bebé o un hijo en etapa de creci-
miento demandan tiempos adicionales que dificultan el manejo de
sus prioridades e impactan aún más su productividad. Varios estu-
dios llevados a cabo en distintos países, incluidos los involucrados
en GENTEC, enfatizan la complicación que enfrenta la mujer para
administrar su carrera profesional; su ciclo de vida y una doble o
triple carga de trabajo, traslapada con el tiempo empleado en inves-
tigación de largo plazo. Alcanzar un equilibrio entre su vida profe-
sional y la privada normalmente requiere de una energía considera-
ble, con la inflexibilidad de las reglas académicas actualmente
vigentes. Así, sin considerar el grado escolar obtenido, mientras el
hombre publica los resultados de sus investigaciones, las mujeres
crían hijos, asumen la responsabilidad de toda su familia y perpetúan
uno de los roles más tradicionales femeninos: el de educadora.
Vale la pena mencionar que los estudios llevados a cabo en paí-
ses desarrollados muestran que la integración de grupos y la confor-
mación de redes académicas no erradican la inequidad de género.
Lamentablemente, esto también pareciera indicar que las mujeres
distamos mucho de tener un sentido de solidaridad con las de nues-
tro mismo género. En efecto, se ha documentado que algunas in-
vestigadoras que fungen como líderes de proyectos científicos
muestran actitudes que podrían considerarse como de discrimina-
ción contra la propia mujer, en el momento de seleccionar a sus
asistentes. Por supuesto, este comportamiento también pudiese es-
tar relacionado al hecho de que en muchas disciplinas es más fácil
encontrar una amplia variedad de colegas o asistentes masculinos
que femeninos; sin embargo, también pone de manifiesto la conve-
niencia de iniciar programas de tutorías mediante los cuales se po-
dría aliviar o mitigar esta situación al intentar construir nuevos mo-
delos o roles, libres de sesgos de género.
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La información disponible muestra que son fundamentalmente
personas de sexo masculino quienes conforman las mayorías de li-
derazgo y quienes se ubican en posiciones de alta responsabilidad
en universidades y centros de I+D. En esta realidad encuentra sus-
tento la hipótesis que varios autores han sugerido sobre la resisten-
cia que los varones despliegan cuando se ven próximos a compartir
el poder. Otra hipótesis sostiene que por esas mismas razones, los
varones se niegan a reconocer las capacidades de la mujer que pu-
diera aspirar a ocupar dichas posiciones y desempeñarse satisfacto-
riamente.
Para contrarrestar estos argumentos que contienen fuertes dosis
especulativas, o bien para sustentarlos y complementar el panorama
de los comportamientos en las esferas de toma de decisiones en ins-
tituciones académicas, valdría la pena estudiar con todo rigor cuán-
tas mujeres se encuentran en posiciones de poder y cómo accedie-
ron a ellas. Adicionalmente, habría que analizar los mecanismos
que utilizan una vez que están en posiciones de mando; por ejem-
plo, si llaman o proponen a otras mujeres para ocupar posiciones
similares, para colaborar directamente con ellas o para puestos más
elevados a los que ellas ocupan dentro de una organización.
VII.  PRESENCIA FEMENINA EN LA C+T
Hay una gran brecha entre la cantidad de mujeres entrenadas en
C+T y la calidad de los trabajos que ellas toman y las actividades
que desempeñan (el llamado «techo de cristal»). A pesar de que
reconocemos las diferencias en números y, al mismo tiempo, la
imperiosa necesidad de contar con recursos humanos altamente
calificados, hay otro factor tradicionalmente ignorado y relaciona-
do con la cultura de valores prevaleciente (denominado «piso pe-
gajoso»).
Dentro del grupo de mujeres dedicadas a I+D, se ha evidencia-
do que son pocas las que se administran para obtener su doctorado,
un trabajo de tiempo completo y una categoría de investigador titu-
lar (véase cuadro 9). Estos tres elementos revisten gran importancia
JUDITH ZUBIETA
100
en la consecución de mejores salarios y el acceso a donativos, finan-
ciamientos y otras formas de reconocimiento.
CUADRO 9.  Participación femenina en ciencia y tecnología, por categoría *
País
1 2 3 4
% mujeres en C+T % mujeres % de mujeres % de mujeres
Argentina (a) .. 65 61 48 28
Brasil (b)......... 38 35 25 —
México (c) ...... 32 31 24 16
Uruguay (d) .... 41 32 17 —
Venezuela (e) . 48 36 36 25
NOTAS:
* Las categorías 1 a 4 se refieren a los diferentes niveles incrementales en C+T de cada país.
(a) Los datos están referidos a facultades en universidades nacionales de acuerdo con
cinco categorías encontradas en sus «Programas de Incentivos», 2001.
(b) Los datos se refieren a las bolsas de productividad (Productivity Bourses) dadas por
el CNPq, 1999.
(c) Los datos se refieren a los investigadores en el Sistema Nacional de Investigadores
(SNI), 2001.
(d) Los datos se refieren a investigadores en Universidad de la República, 1994.
(e) Los datos se refieren al Programa de Promoción del Investigador (PPI), 2002.
FUENTE: GENTEC (2004), consultado en www.centroredes.org.ar/documentos/files/Doc.
Nro8.pdf.
Incluso en la esfera de las instituciones de educación superior
(IES), las profesoras se encuentran en posiciones de corto plazo
(contratos por hora), mientras que en la categoría de «investiga-
dores» en nombramientos de tiempo parcial. Estos dos tipos de
contratos son escalafonariamente inferiores a los de un profesor o
investigador de tiempo completo, generalmente identificado
como una persona de gran madurez y consolidación académica, lo
cual se traduce en ingresos económicos más elevados. No obstan-
te las limitaciones que se han venido señalando en este capítulo,
algunas mujeres han sabido eludirlas de tal suerte que no les han
impedido la entrada a ámbitos académicos de prestigio ni la obten-
ción de reconocimientos debido a su producción científica (véa se
gráfico 2).
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VIII.  LOS ESTEREOTIPOS Y SU IMPACTO 
EN LAS INSTITUCIONES DE I+D
La educación, tanto la informal como la formal, transfieren estereo-
tipos; entre éstos, los sesgos del género, los cuales son reforzados
por la ausencia de modelos preventivos que divulguen los roles de
la mujer desde sus carreras científicas. Por ello, pareciera apropiado
analizar la disponibilidad de datos desde la perspectiva de género
en cada nivel del flujo educativo. Por ejemplo, a pesar de las difi-
cultades inherentes a la obtención de datos desagregados por sexo,
sería interesante analizar la categorización del profesorado universi-
tario, así como el contenido del material que está siendo usado en
escuelas para diferentes disciplinas.
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GRÁFICO 2.  Evolución de la participación de las investigadoras con relación 
al personal de I+D
FUENTE: RICyT. Véase http://www.ricyt.edu.ar/.
Los estereotipos prevalecientes para definir los roles que son so-
cialmente aceptables para niñas y niños, hombres y mujeres, consti-
tuyen un insumo invaluable para el diseño de programas educativos
en todos los niveles, especialmente, en países como los latinoameri-
canos, donde la influencia del pensamiento femenino en el diseño y
elaboración de reformas curriculares se encuentra aún en fase muy
preliminar (Rathgeber, 1995).
La organización de las comunidades científicas de las mujeres
seguramente contribuirá a acelerar el establecimiento de la igual-
dad de género en políticas de C+T, así como las maneras adecua-
das de integración de las científicas que lleven a cabo proyectos
de I+D. No hay duda que una participación activa de la mujer en
la generación, difusión, y aplicación de conocimiento, todavía re-
presenta una meta que alcanzar en muchas regiones del mundo.
La científica latinoamericana necesita reconocerse a sí misma y
romper las características individuales prevalecientes en el ámbito
académico para encontrar soluciones que les permitan alcanzar,
en el corto plazo, un ajuste en sus roles y funciones. En el cuadro
10 se muestra la presencia femenina en el personal de I+D, según
disciplina científica, en cuatro países latinoamericanos. Al mani-
festar esto se asume que si estos cambios son tomados en cuenta
en sus ambientes de trabajo, impactarán los roles y funciones asig-
nados a hombres y mujeres por su entorno y por la sociedad en
general.
En los últimos años, la participación de las mujeres en C+T ha
ganado importancia debido a la gran conciencia de los beneficios
que genera su presencia en estos campos de la sociedad, especial-
mente desde el punto de vista económico. Varios estudios rigurosos
se han llevado a cabo con el fin de documentar esta situación y, de
esta manera, debilitar la actitud que ha prevalecido por mucho
tiempo, explicando las razones de la ausencia de la mujer en la edu-
cación, la ciencia y la tecnología en términos de decisiones persona-
les, en lugar de indagar sobre los obstáculos de tipo institucional o
social que ha tenido que sortear.
Tradicionalmente, la esfera de la C+T ha sido masculina, par-
cialmente debido a estereotipos de género, pero esencialmente a la
falta de programas de acción afirmativa y a la ausencia de corrientes
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dominantes de género en casi todas las disciplinas científicas. A ma-
nera de ejemplo, se muestra en los cuadros 11 y 12, el caso brasile-
ño, el número de investigadores diferenciado por sexo y área de co-
nocimiento y nivel educativo, respectivamente.
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CUADRO 10.  Presencia femenina en el personal de I+D
Disciplinas
Argentina (a) Brasil (b) México (c) Uruguay (d) Venezuela (e)
%mujeres %mujeres %mujeres %mujeres %mujeres









Ingeniería .............. 39,1 29,8 12 27,4 43,5
Ciencia veterinaria 
y agropecuaria ...... 51,8 34,3 19 44,6 42,6
Ciencias sociales y 
legales................... 69,7 58,8 31
43,5 58,6
Humanidades........ 73,5 63,7 48
Total...................... 59,7 45,6 28,6 41,0 47,8
NOTAS:
(a) Los datos se refieren a los Programas de Incentivos a la Enseñanza, 2001.
(b) Los datos se refieren a las becas individuales del CNPq (individual bourses), 1999.
(c) Los datos se refieren al Sistema Nacional de Investigadores, 2001.
(d) Los datos se refieren a la facultad de la Universidad de la República, 2002.
(e) Los datos se refieren al Programa de Promoción a la Investigación, 2002.
(f ) Los datos de química están incluidos en matemáticas y física.
FUENTE: GENTEC (2004), consultado en www.centroredes.org.ar/documentos/files/Doc.
Nro8.pdf.
CUADRO 11.  Número de investigadores brasileños por sexo y área 
de conocimiento
Número de Número de Porcentaje
Área de conocimiento Total hombres mujeres mujeres
Lingüística, Literatura, Artes 2.874 912 1.962 68
Ciencias humanas............. 10.811 4.301 6.506 60
Ciencias sociales aplicadas 5.843 3.075 2.766 47
Ciencias exactas ............... 7.936 5.493 2.441 31
Ciencias biológicas............ 8.191 3.894 4.296 52
Ciencias de la salud .......... 10.408 4.355 6.051 58
Ciencias agrarias............... 7.611 5.139 2.472 32
Ingeniería y Ciencias de la 
computación .................. 9.668 7.300 2.368 24
Total .................................. 63.342 34.469 28.862 46
FUENTE: I. Munder et al. (2005: 180).
Por su parte, los estereotipos han operado como barreras socia-
les e ideológicas, frenando a las mujeres que se desempeñan en esas
profesiones que impactan de manera significativa. Aún ignorando
estas barreras, no puede ni debe aligerarse la responsabilidad de los
gobiernos en el diseño de políticas gubernamentales y programas
de apoyo a la educación que frenen las condiciones de inequidad, al
tiempo que fomenten su presencia en los campos del conocimiento
donde ha estado habitualmente ausente.
En efecto, la fuerza laboral femenina se encuentra subrepresen-
tada en áreas usualmente ocupadas por hombres, tales como las de-
nominadas «ciencias duras» y las ingenierías. Las políticas educati-
vas no han sido lo suficientemente enfáticas en destacar las ventajas
de reforzar la inserción de la mujer en este tipo de carreras o estu-
dios. Una posible explicación se encuentra en lo que muchos auto-
res han señalado: el desarrollo profesional y laboral de las mujeres
ha estado restringido. Otro argumento más plausible que podría es-
grimirse es el uso incorrecto del potencial femenino, aun si sólo se
considera el impacto de su participación en la enseñanza y en los
procesos de orientación vocacional para futuras generaciones —mas-
culinas y femeninas— de ingenieros y científicos.

























































































































































































































































































































































































































































































































































































































































Vale la pena insistir en que la discreta presencia de la mujer en
los sistemas nacionales de C+T está asociada a su tímida incursión
en estudios de postgrado en las áreas del conocimiento antes seña-
ladas. Sin embargo, los esfuerzos debieran ser multiplicados con el
fin de mostrar mayores evidencias de que la precaria participación
femenina no está solamente relacionada con la ausencia de políticas
diseñadas para incrementarla, sino también, con la perseverancia de
factores sociales, políticos, económicos y culturales.
La estructura de la mayoría de las instituciones contempladas en
el proyecto GENTEC podría considerarse como altamente jerarqui-
zada y en la que los sistemas de evaluación, sin duda, contribuyen a
perpetuar algunos fenómenos de la vida académica que ellos mis-
mos han propuesto; entre éstos, la imagen estereotipada de una
C+T predominantemente masculina. De esta manera es como se
explica que las mujeres que consiguen posicionarse en niveles altos
dentro de esas jerarquías aprenden a ser menos visibles. Con ello
afectan su propia percepción e incluso su grado de satisfacción, así
como la imagen que ellas mismas proyectan ante otros colegas y es-
tudiantes.
Hay una discusión acerca de cuáles son los factores que fomen-
tan o desalientan la participación femenina, ambos en términos de
entrada al sistema y su permanencia en él. Estos dos tipos de ele-
mentos deben ser bien analizados en la especificidad de cada con-
texto social, político, económico y cultural, además de los asociados
a las características propias de cada campo del conocimiento.
Las mujeres a menudo terminan laborando en áreas altamen-
te feminizadas, tales como la enseñanza y la enfermería, mientras
muchos más hombres se matriculan en campos de ingeniería y
en campos científicos. Las mujeres son también muy numerosas en
campos de la educación, donde ellas a menudo representan por-
centajes altos de matriculación en universidades de América Lati-
na. En la mayoría de los países cubiertos por GENTEC, el segundo
campo de conocimiento seleccionado por mujeres resulta ser el de
la salud y la asistencia social, donde las mujeres con frecuencia re-
presentan más de la mitad de la matrícula de los estudiantes. Las
humanidades y las artes son otros campos donde la mujer incur-
siona en gran medida. En contraste, la presencia femenina es muy
LAS CIENTÍFICAS LATINOAMERICANAS Y SUS AVATARES PARA POSICIONARSE EN LA ESFERA...
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reducida en ingeniería, manufactura, cursos de construcción y en
ciencia y agricultura.
IX.  LOS ENCUENTROS INTERNACIONALES 
Y SUS RECOMENDACIONES
La participación femenina en la ciencia ha sido reconocida por la
UNESCO como un desafío global, por lo que fue incluido en la Con-
ferencia Mundial sobre Ciencia, celebrada en 1999. Entre las reco-
mendaciones elaboradas alrededor de la educación y la ciencia, con
perspectiva de género, resaltamos lo siguiente (Abreu, 2004: 33):
• Los gobiernos deben otorgar una prioridad alta a la educa-
ción en ciencia en todos los niveles, con particular atención a
grupos desprotegidos y a la eliminación de efectos provenien-
tes de sesgos de género.
• Los sistemas educativos nacionales deben desarrollar nuevos
currículos, metodologías y recursos que incorporen las dife-
rencias de sexo y la diversidad cultural, en respuesta a las ne-
cesidades educativas cambiantes de la sociedad.
• Las instituciones educativas deben proporcionar educación
en ciencias básicas para población inscrita en otras áreas dis-
tintas a las de la ciencia.
• Autoridades e instituciones nacionales deben impulsar el
rol de los museos y de los centros promotores de la ciencia,
como elementos importantes en la educación pública de la
ciencia.
Uno de los eventos importantes de corte internacional, que puso
de manifiesto la desigualdad, insuficiencias y disparidades que pa-
dece la población femenina en cuanto al acceso a la educación y al
entrenamiento, fue la IV Conferencia Mundial de la Mujer, celebra-
da en Beijing, y la denominada Beijing+5. Uno de sus objetivos es-
tratégicos está relacionado precisamente con incrementos en la par-
ticipación femenina que se reporta en el acceso al entrenamiento
JUDITH ZUBIETA
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profesional, a la ciencia y a la tecnología, así como a la educación
para toda la vida 8.
Cuando se analiza la C+T con perspectiva de género, se tiene
que reconocer la presencia de factores que marcan las diferencias
entre la participación femenina y la masculina; sólo considerando
su naturaleza y sus efectos es posible diseñar políticas, programas y
mecanismos que aminoren estas diferencias y contribuyan a aliviar
otras desigualdades que han impedido el desarrollo de la sociedad
como un todo.
X.  CONCLUSIONES Y LÍNEAS DE ACCIÓN
Las mujeres latinoamericanas han ampliado su participación en la
educación superior y por ello hay un mayor interés por conocer las
condiciones en las que acceden al mercado laboral; los espacios dedi-
cados a la C+T no son una excepción. Una falla de casi todos los pro-
gramas implementados para incrementar la matrícula femenina en dis-
ciplinas y niveles educativos directamente asociados a la I+D es que
no han contemplado mecanismos que aseguren la permanencia de
las mujeres en empleos en el ámbito de la C+T, de ahí la importancia
de que se diseñen e implementen estrategias para tal fin. Diversos
factores operan como obstáculos en el ingreso y permanencia de la
mujer en actividades de I+D; entre ellos destacan los siguientes 9:
• las dificultades para encontrar puntos de equilibrio entre las
responsabilidades de una carrera profesional y las provenien-
tes de sus roles tradicionales como esposas y madres;
• los estereotipos asociados tanto a los campos disciplinarios
como a las profesiones mismas y los sectores donde éstas se
desarrollan;
• las diferencias laborales que existen entre colegas de diferente
sexo, incluidos los diferentes tipos de contrato que cada uno
LAS CIENTÍFICAS LATINOAMERICANAS Y SUS AVATARES PARA POSICIONARSE EN LA ESFERA...
8 Véase: http://www.un.org/womenwatch/daw/beijing/index.html.
9 Véase: OCDE (2003) y Comisión Europea (2003).
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obtiene —incluida la posición en el escalafón institucional y
su duración, así como los emolumentos asociados a cada uno
de ellos.
Se ha mencionado que las tareas desempeñadas tradicionalmen-
te por las mujeres son la enseñanza y los cuidados (de la salud, de
los hijos, de la familia, etc.), las cuales son a menudo minusvalora-
das por la población masculina y desvalorizadas por ellas mismas, al
minimizar el grado de responsabilidad que éstas conllevan para el
desarrollo y bienestar de una sociedad.
Por lo anteriormente expresado, entre las líneas de acción que
se han trabajado en distintas regiones de Latinoamérica se encuen-
tran: 1) garantizar el acceso de la mujer a cada nivel educativo en el
sistema de educación formal; 2) impulsar la igualdad de oportuni-
dades laborales y el desarrollo profesional de mujeres y hombres; 3)
promover una mayor consideración de los roles femeninos tradicio-
nales que afectan sus logros profesionales; y, 4) establecer acciones
compensatorias para contrarrestar las condiciones biológicas de la
mujer (actualmente denominada «discriminación positiva») 10.
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Este trabajo propone analizar la especificidad y perspectivas de las
relaciones universidad-empresa en América Latina desde ciertas ca-
racterísticas de sus universidades y de sus estructuras productivas.
Aunque resulte menos rico a nivel de detalles que los estudios de
caso —que los hay y excelentes— parece interesante centrarse en
aquellos elementos que permiten pensar la región en su conjunto.
Se destaca así una estructura productiva sin apuesta fuerte al cono-
cimiento y la innovación lo que se refleja, muy en particular, en la
escasa incorporación de personal con educación superior. Se desta-
ca también una tradición común de la universidad latinoamericana,
el compromiso temprano con la extensión universitaria como forma
de búsqueda, con otros actores sociales, de sociedades más justas.
Puede observarse además la amplitud de las transformaciones insti-
tucionales procesadas con el objetivo de impulsar la vinculación
con empresas en ámbitos universitarios. En lo que a dicha vincula-
ción respecta ha habido avances, pero también frenos a su expan-
sión y generalización. Un balance, necesariamente tentativo, sugiere
que para profundizar la vinculación universidad-empresa en Améri-
ca Latina valdría la pena cambiar de enfoque: apoyarse en la tradi-
ción latinoamericana de universidad, comprometerla con el uso so-
cialmente útil del conocimiento a partir de un campo específico de
acción y de política pública y, desde allí, converger a la interacción
* Universidad de la República. Montevideo, Uruguay.
con empresas ampliando progresivamente los horizontes de la vin-
culación.
I.  UBICACIÓN DE LAS UNIVERSIDADES LATINOAMERICANAS
EN LA TEMÁTICA UNIVERSIDAD-EMPRESA
I.1.  Bajo el signo de la diversidad
Las universidades latinoamericanas, incluso aquellas públicas, que
constituyen actualmente un subconjunto minoritario 1, presentan
una significativa diversidad. Algunos de los aspectos más importan-
tes de tal diversidad incluyen el tamaño absoluto, la proporción de
la cohorte de edad que absorbe el conjunto del sistema universita-
rio a nivel nacional, la relación entre número de docentes y número
de estudiantes, el nivel de desarrollo de los sistemas de postgrado,
el gasto público en educación y la proporción del mismo destinado
a la educación superior, los sistemas de gobierno universitario y de
financiamiento institucional. Mención aparte merece una diferencia-
ción mayor entre universidades en las cuales la actividad de investi-
gación es importante y aquellas en que no lo es o es aún incipiente,
que resulta clave en relación con las capacidades universitarias para
vincularse institucionalmente con actores externos. Algunas de estas
diferencias se muestran en el cuadro 1.
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1 Un ejemplo impactante de la evolución relativa de la oferta pública y pri-
vada de educación superior es México: entre 1980 y 2003, las licenciaturas ofre-
cidas por la enseñanza privada se incrementaron un 528% mientras que las
ofrecidas por la enseñanza pública lo hicieron en un 40%. (Acosta Silva, 2005:
26) En el caso argentino y colombiano la matrícula estrictamente universitaria
mostró evoluciones dispares, siendo mucho más rápida la argentina (pasó de
787.837 estudiantes en 1992 a 1.493.556 en 2003) que la colombiana (pasó de
433.654 estudiantes en 1990 a 553.031 en 2001); se conserva sin embargo el ca-
rácter eminentemente público del sistema universitario argentino, con 86% de
la matrícula universitaria en el sistema público en 2003, y el carácter sesgado a
lo privado del sistema universitario colombiano, que en 2001 tenía el 68% de la
matrícula en el sector universitario privado (Caillon, 2005: 37; Cárdenas y Gu-
tiérrez, 2005: 34).
114
Es interesante observar que en términos de investigación y de
formación de postgrado, la amplia diferenciación que existe a nivel
de enseñanza se transforma en una convergencia fuerte hacia un
tipo especial de universidades, las universidades públicas. No quie-
re decir esto que no haya algunas importantes universidades de in-
vestigación privadas en América Latina, pero el sistema universita-
rio de investigación es eminentemente público. Esta situación
plantea algunos aspectos interesantes respecto de la cuestión del re-
lacionamiento externo de las universidades, en especial con actores
empresariales.
Lo que se ha dado en llamar el asalto social a la educación supe-
rior 2 en el marco de una alta heterogeneidad ha hecho que la aten-
ción preponderante de gobiernos y sistemas nacionales de universi-
RELACIONES UNIVERSIDAD-EMPRESA EN AMÉRICA LATINA
2 Entre 1960 y 1995 el número de universidades latinoamericanas se multiplicó
por 11 y el número de estudiantes universitarios casi por 14 (García Guadilla,
1996).
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CUADRO 1.  Sistemas universitarios en América Latina
Enseñanza de grado Investigación y 
postgrado
Mayoritariamente público Mayoritariamente privado Mayoritariamente
público
Universal (a) Masivo (b) Elite (c) Universal Masivo Elite
Argentina Perú México Colombia Brasil
Venezuela Guatemala Chile






(a) Se denomina sistema universal aquel en que más del 35% de la cohorte de edad co-
rrespondiente (entre 18 y 24 años) accede a educación superior.
(b) Sistema masivo: entre 15% y 35%.
(c) Sistema de elite: menos de 15%.
FUENTE: Basado en Arocena y Sutz, 2005.
Esto se cumple para
todos los países de
América Latina
dades se haya concentrado en el tema de la acreditación: qué se re-
quiere para ser una universidad, cómo se evalúa a las universidades,
cómo se comparan entre sí las universidades de un mismo país y,
también, dentro de bloques regionales. La transformación de la ins-
titucionalidad universitaria para mejorar las capacidades de vincula-
ción externa ha sido escasamente objeto de atención a nivel nacio-
nal 3. En segundo lugar, el que las actividades de investigación y
formación de postgrado se concentren en universidades públicas, lo
que equivale a decir que en ellas se acumula la mayor capacidad de
vinculación con empresas para fines de innovación, tiene conse-
cuencias no menores sobre el estatuto de dicha vinculación. Las
universidades públicas latinoamericanas han tenido hasta hace no
demasiado tiempo una tradición de enfrentamiento a los poderes
públicos y de desconfianza y antagonismo hacia los intereses priva-
dos que, más allá de la intensidad y la velocidad de los cambios que
están ocurriendo, debe ser tenida en cuenta.
I.2.  Las universidades como productoras de conocimientos
Hay diversas formas de mostrar el papel que cumplen las universi-
dades latinoamericanas como productoras de conocimiento. El
punto puede parecer trivial: en general, las universidades son acto-
res mayores en la producción de conocimiento, de modo que no
habría mayores razones, en principio, para preguntarse específica-
mente por la situación en América Latina. Dos razones al menos
hay, sin embargo, en las que vale la pena detenerse. La primera es
que puede caber la duda de que las universidades de la región sean
realmente espacios de investigación; la segunda es que resulta im-
portante aproximarse a la proporción de la investigación que, en los
marcos nacionales, se realiza en universidades.
Una fuente de información para aproximarse a ambos aspectos
es la proporcionada por los Sistemas Nacionales de Investigadores,
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3 Una excepción notoria es Brasil, cuya reciente Ley de Innovación (2004)
auto riza a título expreso que profesores universitarios puedan recibir remuneracio-
nes asociadas a trabajos de investigación o asesoría contratados por empresas.
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es decir, los sistemas en que por llamados a concurso los investiga-
dores se someten a procesos de evaluación que definen su ingreso
(o no) al sistema y en qué categoría lo hacen; en general, el ingreso
está asociado a una prima de tipo salarial. Los países de la región en
que dichos sistemas existen son Argentina, Uruguay, Venezuela y
México.
El caso uruguayo sólo ofrece dos medidas en el tiempo, 1999 y
2004: en ambos casos, más del 80% de los investigadores que in-
gresaron al sistema pertenecían a la Universidad de la República, si-
guiéndole en volumen otras instituciones públicas dedicadas en ex-
clusividad a la investigación, especialmente en el área de las ciencias
de la vida; ningún investigador del sistema proviene del ámbito em-
presarial privado, aunque ello está expresamente previsto. En el
caso venezolano, las universidades nacionales daban cuenta del
72% de todos los investigadores integrados a la Fundación Venezo-
lana de Promoción de la Investigación en 2001: este guarismo sube
a 84% en 2004, repitiéndose en 2005 (http://www.oncti.gob.ve/es-
tadisticas.php).
El caso argentino es especialmente interesante, en particular
porque se trata del país de la región con el mayor número de inves-
tigadores por miles de habitantes, indicador en el que toma larga-
mente la delantera.
El cuadro 2 muestra la distribución de los investigadores de la
Carrera de Investigador Científico (que en ocasiones se denomina
también Carrera del Investigador Científico y Tecnológico) del
Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Tecnológicas,
CONICET, de Argentina, según sector de desempeño.
Resulta clara la importancia, que se aprecia en este cuadro, del
papel jugado por las universidades públicas, donde se desempeña-
ba, en 2005, el 45% del total de investigadores CONICET del país.
La preeminencia del sector público resulta igualmente evidente.
Esa situación está ampliamente generalizada en la región.
En el caso de Brasil, la mejor aproximación a la distribución de
capacidades de investigación está dada por las excelentes estadísti-
cas de grupos de investigación llevadas a cabo por el Consejo Na-
cional de Pesquisa, CNP’q, a nivel nacional. El último censo de di-
chos grupos, de 2004, muestra que los grupos de investigación de
RELACIONES UNIVERSIDAD-EMPRESA EN AMÉRICA LATINA
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todas las instituciones con al menos 200 doctores en su plantilla su-
man 14.590, de los cuales el 95% se concentra en universidades, en
su enorme mayoría públicas y altamente concentradas geográfica-
mente, puesto que la tercera parte pertenece a las tres universidades
públicas de San Pablo y a la Universidad Federal de Río de Janeiro.
La zona sur —San Pablo, Río de Janeiro y Río Grande do Sul— da
cuenta de poco más del 50% del total. Los grupos no universita-
rios se concentran fuertemente en dos instituciones, EMBRAPA y
Fiocruz, dando cuenta del 60% de dichos grupos; al igual que en el
caso uruguayo, se trata de instituciones dedicadas a las ciencias de
la vida, una de ellas especializada en cuestiones agrarias. La situa-
ción brasileña muestra un fuerte dinamismo, puesto que el 45,6%
de todos los grupos de investigación se constituyó en el período
2001-2004. Es interesante señalar que en el año 2004 más de las tres
cuartas partes de los grupos que declaran haber tenido interaccio-
nes con empresas corresponden a universidades: nuevamente la ins-
titución que indica mayor número de interacciones con empresas es
JUDITH SUTZ
118
CUADRO 2.  Número de investigadores CONICET por sector de desempeño
Institución 2000 2005
Gobierno................................................................... 1.812 2.208
Institutos y Centros CONICET .................................. 1.505 1.864
Gobierno Nacional y Organismos Descentralizados 
de CyT ................................................................... 258 285
Provincias y Ciudad de Buenos Aires ....................... 49 59
Educación Superior................................................. 1.742 2.166
Universidades Nacionales ......................................... 1.644 2.048
Universidades Privadas............................................. 98 118
Organizaciones privadas de bien público 
(sin fines de lucro) .............................................. 149 142
Organizaciones privadas con fines de lucro 
(empresas)............................................................ 9 10
En el extranjero o en instituciones extranjeras en 
el territorio nacional ............................................ 0 0
Organismos multilaterales ..................................... 3 0
Total .......................................................................... 3.715 4.526
FUENTE: Basado en datos oficiales del CONICET, http://www.conicet.gov.ar.
la Universidad de San Pablo. El sesgo latinoamericano hacia la pro-
ducción de conocimientos en universidades públicas es, así, muy
marcado.
I.3.  Las normativas académicas respecto a la vinculación 
con empresas
La importancia de las normativas para facilitar la vinculación entre
universidades y empresas es un tema debatido. Quizá el ejemplo
más famoso en discusión sea la Ley Bayh-Dole de Estados Unidos,
1980, por la cual se permitía que las universidades fueran titulares
de las patentes obtenidas a partir de sus investigaciones, aún cuan-
do éstas hubiesen sido financiadas con fondos nacionales o federa-
les. Para algunos analistas esta innovación institucional impulsó
fuertemente las actividades de innovación propiamente dicha en las
universidades, acelerando procesos de interconexión estrecha con
el sector empresarial. Para otros, en cambio, dicho proceso venía en
auge desde mucho antes, y en realidad la ley sobre patentes planteó
más problemas que soluciones a las universidades de investigación,
distorsionando su agenda de trabajo y comprometiendo el alcance
de sus procesos de búsqueda de nuevos conocimientos (Mowery et
al., 2004). En América Latina las normativas universitarias no se
han caracterizado por ser excesivamente rígidas en lo que tiene que
ver con esta temática y en las últimas décadas se han ido transfor-
mando para incluir a título expreso la combinación de alta dedica-
ción a la actividad académica con posibilidades formales de vincu-
lación con problemas de la producción. En el caso argentino, por
ejemplo, donde los investigadores del CONICET que trabajan en
centros e institutos de dicho Consejo tienen estatuto de funciona-
rios públicos en régimen de dedicación exclusiva, existe autoriza-
ción expresa para brindar asesoramiento técnico-científico de alto
nivel al sector estatal o privado, «en tanto revista carácter de no
permanente». Es interesante observar que en 2006 fue transforma-
do el estatuto de investigador científico del CONICET, ampliándo-
se la definición del personal de apoyo de modo de incluir a título
expreso al «tecnólogo» y ampliándose los espacios donde puede
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trabajar un investigador CONICET, que pasan a incluir «empresas
de base tecnológica con efectiva realización de actividades de inves-
tigación y desarrollo que establezcan convenios con el CONICET».
En la exposición de motivos de esta modificación del estatuto pue-
de leerse:
Es de destacar que junto a su función de capacitar recursos humanos en
el más alto nivel y contribuir a la producción de nuevos conocimientos,
en el transcurso de su beneficiosa evolución institucional (el CONICET)
ha contribuido además con proyectos tecnológicos de singular importancia
para aumentar la competitividad del sector productor de bienes y servicios
y la calidad de vida de nuestra sociedad. La experiencia ha indicado que en
esta tarea participan activamente personas calificadas cuyas funciones y ta-
reas escapan en algunos aspectos a las características que definen la investiga-
ción científica y tecnológica, sea en los atributos propios de la metodología
como en la esperada originalidad a nivel internacional de su producción 4.
En Uruguay, hace más de diez años, fue modificada la normativa
de los docentes en régimen de dedicación total 5 para autorizar ta -
reas remuneradas de asesoramiento externo de alto nivel y asocia-
das con el plan de desarrollo académico del docente, teniendo
como única restricción que no se tratara de una contratación de
tipo permanente. Este cambio, largamente debatido, fue impulsado
fundamentalmente por docentes del área tecnológica. Como ya se
mencionara, la Ley de Innovación de Brasil, promulgada en 2004,
incluye autorizaciones de este tipo. Llama la atención, en términos
comparativos, la rigidez de la normativa universitaria brasileña has-
ta ese momento: la ley autoriza por vez primera a investigadores
universitarios a trabajar en proyectos conjuntos con empresas y co-
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4 Esta enmienda al estatuto puede encontrarse en http://www.conicet.gov.ar/
NOTICIAS/2006/octubre/007.php. Resulta interesante la cuidada descripción del
tipo de méritos que se tomará en cuenta para evaluar la nueva figura de tecnólogo.
5 El régimen de dedicación total se otorga en forma competitiva a docentes
que presentan una trayectoria de investigación dinámica y un plan de investigación
considerado de particular interés; reciben por ingresar al régimen un suplemento
salarial de 60%, siendo evaluados periódicamente. Sobre un total de casi 7.000 do-
centes en la Universidad de la República (y una media de dedicación apenas supe-
rior a las 20 horas semanales) 560 tienen el régimen de dedicación total.
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brar por ello 6, además de facilitar dicho trabajo, antes altamente re-
gulado. Igualmente se permite y estimula el uso de laboratorios uni-
versitarios para actividades de pequeñas y medianas empresas que
no tienen acceso al equipamiento que dichos laboratorios poseen.
El «espíritu» de la ley está altamente centrado en facilitar el en-
cuentro entre academia y producción: el texto de la ley fue someti-
do a la opinión de ambos ámbitos.
Las universidades de investigación latinoamericanas han desarro-
llado variadas transformaciones para facilitar la vinculación con em-
presas. Algunas apuntan a mejorar los aspectos de gestión financie-
ra, por lo general tan engorrosos como la normativa pública lo sea,
a través de fundaciones que se sustraen a dicha normativa. En la
mayoría de los casos se han creado espacios institucionalizados de
vinculación, tanto a nivel de universidad como de ciertas faculta-
des. En ocasiones, como por ejemplo en Uruguay, la universidad
pública destina recursos de su presupuesto para cofinanciar proyec-
tos de investigación con empresas, en el entendido de que es un es-
fuerzo necesario para impulsar una vinculación esquiva.
Uno de los aspectos más difíciles de aceptar por parte de las
universidades es quizá que sus docentes más activos y en particular
los que acceden a las mejores condiciones de trabajo por revestir en
algún sistema universitario o nacional de estímulo a la investiga-
ción, dediquen tiempo con remuneración adicional a resolver pro-
blemas de empresas. La reticencia es comprensible: el principio,
dominante por tanto tiempo, de que a igual nivel académico igual
remuneración, se ve transformado por la acción de la demanda ex-
terna de conocimientos, que existe para ciertas disciplinas y espe-
cialidades y no para otras. Sin embargo, aún este factor externo de
diferenciación ha sido aceptado por las universidades: el mercado
laboral «abierto» ha sido autorizado a mezclarse con el académico,
pudiendo influir tanto en las remuneraciones personales como en
las agendas de trabajo, individuales y colectivas.
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2004 (http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/_Ato2004-2006/2004/Lei/L10.973.htm).
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I.4.  Elementos de la dinámica productiva de América Latina
El análisis de las relaciones universidad-empresa necesita, además
de referencias a la situación interna de las universidades, del marco
dado por la dinámica productiva, aunque no más sea para aproxi-
marse al tipo de demanda al que las universidades pueden verse
convocadas o requeridas. A comienzos de la presente década el pa-
norama presentado desde la División de Industrias de la CEPAL
era, a grandes rasgos, el de una dualización geográfica en la que
América Central y México se especializaban fundamentalmente en
producción tipo maquila y en que América del Sur se habría «re-
primarizado», es decir, habría vuelto a tener predominancia la pro-
ducción basada en recursos naturales, debido a la alta demanda y
los altos precios internacionales (Cimoli y Katz, 2002). En particular,
el diagnóstico relativo a la demanda tecnológica, asociado en buena
medida a los procesos de privatizaciones de las empresas públicas en
la región y a las modalidades de especialización productiva, subraya-
ba un retroceso en la utilización de las capacidades locales.
En este tema, como en tanto otros, la heterogeneidad es tal que
resulta muy arriesgado generalizar. Como lo indica el último balan-
ce de la CEPAL: «Cabe señalar que el desempeño promedio de la
región oculta una gran heterogeneidad, tanto entre los países como
dentro de ellos. Específicamente, el entorno internacional ha tenido
efectos muy variados en los países exportadores de recursos natura-
les con alta demanda, sobre todo en América del Sur, así como, en
algunos países exportadores de petróleo de otras subregiones, y los
demás países latinoamericanos y caribeños» (CEPAL, 2006).
Lo que puede decirse con propiedad es que la dinámica produc-
tiva general no puede razonablemente ser caracterizada con alguna
de las expresiones que denominan las economías centrales, del tipo
«basadas en el conocimiento y motorizadas por la innovación» (De
la Mothe y Paquet, 1996: 23). Hay, por supuesto, excepciones signi-
ficativas, es decir, empresas en rubros diversos que requieren cono-
cimiento de forma intensiva y que, además, satisfacen parte de di-
chos requerimientos a través de vinculaciones con universidades.
Pero lo que no se percibe es una evolución hacia dinámicas produc-
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tivas donde el conocimiento y la innovación basada en el conoci-
miento jueguen un papel de significación. El siguiente fragmento es
bien representativo de lo antes mencionado:
Una estructura productiva con bajos niveles de complejidad y encadena-
mientos internos, capacidades tecnológicas endógenas pobres, un modelo
de políticas tecnológicas basado en el tirón desde la demanda y escasos re-
cursos dedicados a la innovación y a la difusión de conocimientos colabo-
ran a delinear un círculo vicioso y un escenario adverso para el desarrollo
tecnológico. Son necesarias políticas para revertir estas fuerzas adversas
que se intensifican a sí mismas y para empujar las economías regionales
hacia la mejora tecnológica. Pero el conjunto de políticas adecuadas debe
tomar en cuenta las especificidades regionales y debe también ser diseña-
do en base a un modelo renovado y más pragmático de política tecnológi-
ca que considere la necesidad de ir más allá de una perspectiva lineal pu-
ramente centrada en el lado de la oferta o en el de la demanda [Cimoli et
al., 2005: 35, traducción propia].
Lo interesante de este fragmento es lo poco novedoso que resul-
ta, aunque sea muy reciente. Este mismo diagnóstico y similares re-
comendaciones se vienen haciendo en América Latina desde hace
décadas: sin mayor temor a error puede decirse que los textos de
Jorge Sábato (1968) y los de Amílcar Herrera (1971) de hace cua-
renta años decían e implicaban cosas muy similares. Y la necesidad
de responder a la situación vigente a través de políticas que acer-
quen las esferas de la producción de conocimientos con las de la
producción de bienes y servicios se plantea hoy con la misma fuerza
que ayer (recordar el famoso triángulo de Sábato). Parecería que el
voluntarismo inherente al diseño de políticas se hubiera topado con
resistencias estructurales particularmente fuertes. Este es un marco
a tener en cuenta al analizar el presente y las perspectivas de las re-
laciones universidad-empresa en América Latina.
I.5.  Las universidades en los sistemas nacionales de innovación
Cualquier definición o caracterización del concepto Sistema Nacional
de Innovación incluye el conjunto de instituciones vinculado, de una
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forma u otra, con la producción y utilización de conocimiento. Así, las
universidades ocupan un lugar central en dichos sistemas, tanto por
su función de enseñanza como por su función de investigación. Esto
no quiere decir que, en la política real, el estatuto de las universida-
des en los sistemas de innovación resulte siempre acorde con su esta-
tuto teórico o conceptual: en general, en los países en desarrollo pero
no sólo allí, el sistema universitario recibe menos atención en térmi-
nos de distribución de recursos que otros actores del sistema, sean
instituciones de corte tecnológico específico, sean empresas 7.
Un tema central que hace a la fortaleza de los sistemas de inno-
vación es el de su conectividad, que depende de aspectos muy di-
versos incluyendo la cohesión social (Lundvall, 2002), la historia y
evolución institucional, la valoración social de la tecnología, la es-
tructura productiva, entre tantos otros. Los sistemas de innovación
latinoamericanos son relativamente frágiles, a menudo incompletos,
casi siempre fragmentados: la literatura sobre este tema es coinci-
dente, se trate de México (Cimoli, 2000), de Uruguay (Arocena y
Sutz, 1998, 2000), de Brasil (Cassiolato et al., 2003). En el caso de
Costa Rica, donde altas expectativas fueron puestas en la atracción
de empresas transnacionales (ETN) en rubros intensivos en conoci-
miento —microelectrónica y equipamiento médico—, parecería
que la debilidad prevaleciente del sistema nacional de innovación
(Buitelaar et al., 2000) fue incapaz de superar una situación de en-
clave. «La evidencia empírica muestra que los eslabonamientos de
las ETN con la economía nacional son, en general, bastante escasos
y que un encadenamiento hacia atrás basado en actividades de ma-
yor valor agregado parece una realidad aún lejana. Esto coincide
con el hecho de que la atracción de las IED puede haber incremen-
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7 Esta situación es descrita de la siguiente forma por Jean-Jacques Salomon:
«Todo ocurre como si, bajo el control y la sospecha constantes de los Ministros de
Finanzas (de los enarcas —egresados de la Escuela Normal de Administración—
particularmente de los inspectores de finanzas, que no pasaron por las universida-
des) éstas fueran consideradas como instituciones de segunda, eventualmente peli-
grosas» (Salomon, 2007: 49). Quince años antes, igual reflexión se hacía respecto a
América Latina: «Es poco común encontrar un Ministro de Educación —¡por no
hablar de un Ministro de Finanzas!— que se exprese con entusiasmo acerca de la
educación superior y que esté dispuesto a abogar por un incremento o aun por el
mantenimiento de sus presupuestos» (Brunner, 1991: 17).
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tado los valores de exportación del país como un todo, pero su po-
sibilidad de impulsar procesos de crecimiento acumulativo, así
como de reducir la heterogeneidad estructural, parece limitada»
(Ciarli y Guiliani, 2006: 148). Todo esto apunta a que las universi-
dades latinoamericanas no tienen un camino fácil por delante para
«eslabonarse» con otros actores dentro de los sistemas de innova-
ción en que están insertas, a pesar de constituir nodos fundamenta-
les de los mismos ya que concentran, como fuera indicado, la mayor
parte de la producción de conocimiento a nivel nacional.
Un enfoque interesante para apreciar el grado de interacción
 entre universidades, empresas y el conjunto institucional de un sis-
tema de innovación deriva del análisis de la autonomía para ejercer
creatividad en los puestos de trabajo. Parece claro que cuanto ma-
yor sea dicha autonomía en el ejercicio de la creatividad, mayor es
la perspectiva de interacción con espacios de creación de conoci-
mientos y mayor la necesidad de formación permanente de alto ni-
vel, todo lo cual llama al juego a las universidades. En el cuadro 3
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CUADRO 3.  Diferencias nacionales en las formas de organización del trabajo
(% de empleados en la categoría «máxima autonomía para el
ejercicio de la creatividad en el trabajo») y en otras variables
Máxima % de Graduados de
autonomía para % de empresas ciencias e 
el ejercicio de empresas que realizan ingenierías cada
la creatividad innovadoras I+D 1.000 habitantes
en el trabajo interna (24 a 29 años)
Holanda........ 64,0 55 61 7,9
Dinamarca.... 60,0 52 71 13,8
Finlandia ...... 47,8 47 81 17,4
Alemania ...... 44,3 66 61 9,0
Bélgica ......... 38,9 59 74 11,2
Francia ......... 38,0 46 66 22,0
Italia ............. 30,0 40 37 10,1
Portugal........ 26,1 45 39 11,0
España......... 20,1 37 38 12,5
Grecia .......... 18,7 27 53 8,0
FUENTE: A partir de Lundvall, 2007; Lorenz y Valeyre (2004); European Commission
(2004); European Innovation Scoreboard (2006).
se muestra el resultado de una encuesta realizada a nivel europeo
(Lorenz y Valiere, 2004) que estudia precisamente este aspecto; se
agregan tres columnas con fines comparativos.
Entender el papel que cumplen las universidades en los sistemas
de innovación exige analizar los comportamientos de otras partes
del sistema; esto es especialmente válido para entender las relacio-
nes universidad-empresa. La tres primeras columnas del cuadro 3
están hechas desde una perspectiva de empresas, que informan so-
bre las formas en que organizan el trabajo de sus empleados, si son
o no innovadoras y si hacen o no I+D internamente. Los países
donde es mayor el porcentaje de empleados trabajando en condi-
ciones de máxima autonomía para el ejercicio de su creatividad son
aquellos donde son más altos el esfuerzo nacional en Investigación
y Desarrollo (I+D) en relación al Producto Bruto Interno, el por-
centaje de empresas innovadoras y el porcentaje de empresas que
realizan I+D interna. Sin embargo, las notorias diferencias en esos
indicadores se atenúan al analizar algunos elementos del sistema
universitario, tal como se observa en la última columna. Esto refuer-
za la idea de que el papel de las universidades en los sistemas nacio-
nales de innovación no puede ser analizado en forma exclusiva a
partir de sus fortalezas o debilidades intrínsecas sino en forma
autén ti ca men te sistémica, es decir, atendiendo al juego de los demás
actores. No es posible realizar la comparación anterior a nivel latino-
americano pues la información contenida en la primera columna no
ha sido relevada; vale sin embargo, la observación general acerca de
la necesidad de enmarcar el análisis de las universidades en los siste-
mas de innovación tomando en cuenta el conjunto del sistema.
II.  EL «TERCER ROL» DE LAS UNIVERSIDADES: IMPRONTA
INTERNACIONAL Y DILEMAS LATINOAMERICANOS
II.1.  El «tercer rol» en el mundo y en América Latina
Es bien conocido que una de las instituciones más antiguas de Occi-
dente, la universidad, tuvo por siglos un rol exclusivo: enseñar. No
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en vano la creación de la Universidad de Berlín por Guillermo von
Humboldt en 1811, donde se instituye el doble y entrelazado rol de
enseñanza e investigación, ha recibido la denominación de «revolu-
ción académica». Se trataba, por cierto, de una transformación no
menos revolucionaria que la que contemporáneamente ocurría en la
esfera de la producción. Ya entrado el siglo XX, «empezaron a apa-
recer distintas versiones de un “tercer rol”. Así, en Estados Unidos
se crearon durante la segunda mitad del siglo XIX una serie de uni-
versidades dotadas de tierras (land grant universities) y encargadas
de promover la enseñanza tecnológica a nivel terciario. Esta innova-
ción institucional fue ampliada cuando esas universidades, además
de enseñar, crearon centros de investigación y luego incorporaron a
la extensión tecnológica como actividad relevante» (Rogers, 1995:
358). De esta forma, la colaboración con el desarrollo económico
regional emergió como un cometido nuevo y específico de ciertas
instituciones de tipo universitario.
Con un sentido diferente, «la “extensión” apareció también
como un cometido propuesto para las universidades en América
Latina durante las primeras décadas del siglo XX. Se la veía como
una misión centrada en la difusión cultural y la colaboración con
los sectores sociales más desfavorecidos. Debía ser practicada en es-
trecha combinación con la enseñanza y la investigación. Apuntaba a
involucrar a estudiantes, docentes y graduados, así como a las uni-
versidades como tales, en la mejora integral de sociedades atrasadas
y sobre todo injustas» (Arocena y Sutz, 2007).
El temprano extensionismo agrario que ligó la creación de cono-
cimientos con su difusión en un mismo movimiento legitimado
como actividad académica dentro de espacios universitarios, y la
temprana propuesta latinoamericana de extensión universitaria,
comparten un elemento fundamental y definitorio: la concepción
del conocimiento como bien público, el reconocimiento del derecho
a acceder a él por parte de la ciudadanía, la necesidad de trabajar, a
través del extensionismo, para hacerlo efectivo. Parte de esta con-
cepción fue retomada activamente por los movimientos estudiantiles
en varias partes del mundo altamente industrializado durante los
años sesenta y setenta del pasado siglo; en el caso holandés, por
ejemplo, una experiencia particularmente rica de democratización
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de la ciencia, las «tiendas de ciencia» (science shops) fue resultado
directo de movimientos estudiantiles inspirados por ella (Bunders,
1994).
En algún momento posterior, sin embargo, comenzó a emerger
una conceptualización diferente del «tercer rol», centrado en la vin-
culación específica con empresas a efectos de impulsar la incorpo-
ración de conocimiento al crecimiento económico. Varios fueron
los fenómenos que coadyuvaron a esta emergencia. Uno de ellos es
lo que se ha dado en llamar la transición hacia un sistema de inves-
tigación postacadémico (Cozzens et al., 1990; Ziman, 2000), carac-
terizado entre otras cosas por la obsolescencia, aun a nivel normati-
vo, de aquellos elementos centrales al ethos científico indicados por
Merton (1977). Entre éstos resultaba clave el «comunalismo», es
decir, la puesta en común, abierta, irrestricta, del conocimiento ad-
quirido a través de la investigación. La aceptación de que el conoci-
miento puede ser apropiable por parte de quien financia la investi-
gación, aun la realizada en marcos académicos, abre la puerta a
considerar legítimo para las universidades un rol de interacción con
actores externos que participan en la selección de lo que se investi-
ga y pueden restringir los alcances de la difusión de lo encontrado.
A su vez, la cuestión de la definición compartida —o negociada—
de la agenda de trabajo como condición de posibilidad misma del
desarrollo de investigaciones es una de las características de otra
forma de hablar de la transición de lo «académico» a lo «postacadé-
mico»: el popularizado «Modo2» de producción de conocimientos
propuesto por Gibbons et al. (1994).
Un segundo elemento que operó en la emergencia de esta acep-
ción del «tercer rol» fue el lento pero seguro reconocimiento en los
países altamente industrializados de que el aporte de la investiga-
ción al crecimiento económico no era lineal, natural e ineluctable,
sino que encontraba trabas de diferente tipo, entre las cuales las
institucionales no eran menores. En el caso de Estados Unidos, la
así llamada crisis de la competitividad de los años 1980 (Dertouzos
et al., 1989) dio lugar a una importante transformación en la ense-
ñanza e investigación universitaria en ingeniería impulsada por la
National Science Foundation. Esta implicó la creación de centros
multidisciplinarios en varias universidades operados con una lógica
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completamente diferente de la que regía tradicionalmente los de-
partamentos académicos, incluyendo formas de financiamiento, de
definición de agendas de trabajo y de movilidad entre ámbitos uni-
versitarios y empresariales (Boardman y Bozeman, 2004). Un tercer
elemento fue el costo creciente de la infraestructura necesaria para
hacer «investigación competitiva», imposible de cubrir con los pre-
supuestos disponibles en las universidades.
Como suele ocurrir, los cambios en la realidad recorren algún ca-
mino antes de que sean reconocidos y nombrados. Este «tercer rol»,
asumido con fuerza y con marcado éxito —en términos académicos,
financieros y de prestigio— por algunas universidades norteamerica-
nas, muy especialmente el Instituto Tecnológico de Massachussets,
dio lugar a la denominación «universidad empresarial» para aquellas
que lo implementaban y a la denominación «segunda revolución
académica» para todo el proceso 8 (Etzkowitz, 1990, 2004).
En las universidades de investigación latinoamericanas, mayori-
tariamente públicas, para las que los planteos de la Reforma Uni-
versitaria de Córdoba de 1918 —autonomía, cogobierno estudian-
til, extensión como tercera misión universitaria junto con enseñanza
e investigación— forman parte significativa de su historia y de su
identidad, no resulta simple adoptar de forma explícita un «cuarto»
rol asociado a esta noción de universidad empresarial 9. Pero, como
ya ha sido indicado, y más allá de eventuales resistencias ideológi-
cas, hoy ya muy debilitadas, un obstáculo mayor para adoptar dicho
cuarto rol en América Latina es una estructura productiva cuya
competitividad no pasa por el esfuerzo local de producción y utili-
zación creativa del conocimiento.
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8 El concepto «universidad empresarial» reconoce una acepción totalmente di-
ferente, asociada a las capacidades de las universidades para transformarse a sí
mismas (Clark, 1998).
9 Aun en Estados Unidos, donde la vinculación universidad-empresa tiene am-
plia aceptación dentro y fuera de las universidades, la adaptación institucional es
difícil: «Las estructuras administrativas de muchas universidades fueron desarro-
lladas para administrar actividades curriculares y no colaboraciones interdiscipli-
narias o del tipo universidad-empresa, y aquellas estructuras administrativas que
fueron agregadas en función de emprendimientos interdisciplinarios o comerciales
lo fueron de forma asistemática, más bien al azar» (Boardman y Bozeman, 2004:
27, traducción propia).
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El «tercer rol» latinoamericano, la extensión universitaria, sigue
estando fuertemente presente en el imaginario —y también en la
normativa 10— de las universidades públicas de la región, muy es-
pecialmente a nivel estudiantil aunque no sólo allí. La propia idea
de extensión universitaria ha ido evolucionando con el tiempo y
constituye actualmente un espacio en remodelación: parte de las
discusiones que se procesan en ámbitos universitarios tienen que
ver justamente con cómo entenderla en el marco de las grandes
transformaciones en la producción, utilización e impacto del cono-
cimiento en el siglo XXI. En ese sentido, tal como se planteará en la
última sección de este trabajo, se abre una oportunidad para repen-
sar el «tercer rol» de forma de articular los cambios que están ocu-
rriendo a nivel mundial con la tradición y la especificidad latinoa-
mericana.
II.2.  Algunas dificultades internas para consolidar un «cuarto
rol» en las universidades latinoamericanas
Como ya se indicara, las universidades de la región han transitado
por muy diversas transformaciones institucionales con el fin de esti-
mular la adopción de un cuarto rol asociado a una mucha más flui-
da vinculación con el sector empresarial. Probablemente, una de las
dificultades fuertes que subsiste esté relacionada con la evaluación
académica. Esta última se ve siempre atenazada entre la necesidad
de preservar la calidad académica, cuya prueba se establece funda-
mentalmente a través de las formas clásicas de las publicaciones, y
la necesidad de acompañar con nuevas formas de reconocimiento
académico a las actividades asociadas al cuarto rol.
En muchos casos se ha establecido una ampliación formal de los
criterios de evaluación a efectos de incorporar, por ejemplo, las pa-
tentes. Ello ocurre, por sólo citar dos casos, con los criterios del Sis-
tema Nacional de Investigadores de México y del Régimen de De-
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10 En Brasil dicha función, indisolublemente asociada a las de enseñanza e in-
vestigación, fue consagrada en el artículo 207 de la Constitución de 1988, en pleno
proceso de redemocratización; investigadores brasileños reconocen explícitamente
la influencia de la Reforma de Córdoba en este aspecto (Arocena y Sutz, 2001a).
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dicación Total en la Universidad de la República, Uruguay. Ahora
bien, en América Latina se patenta poco, en primer lugar, y si a ello
le agregamos que el mérito de una patente debería en parte al me-
nos medirse por la importancia de su utilización 11, parece claro que
este es un mecanismo que no reconoce cabalmente las actividades
de vinculación que puedan haberse realizado a partir de actividades
de investigación, a menos que éstas hayan dado lugar, nuevamente,
a publicaciones.
Queda planteada así una tensión entre la certificación formal
tanto de actividades de vinculación —típicamente convenios—
como de resultados de actividades asociadas —patentes— y la valo-
ración sustantiva de los resultados obtenidos cuando éstos no dan
lugar a publicaciones o resultan de actividades relativamente infor-
males, por intensas que sean. Estos temas son bien conocidos, se
conversan en todos los pasillos universitarios, en ocasiones llegan a
nivel de discusión colectiva organizada, pero siguen sin re sol ver -
se 12. El texto que sigue ha sido tomado de una reflexión hecha
acerca de las ciencias agrarias, muchas de cuyas peripecias en la
evaluación son compartidas en general por las áreas tecnológicas:
Así, ¿a cuántos países, además de México, les pueden interesar
variedades de semilla de alta producción en condiciones de altura,
2.000 metros sobre el nivel del mar? y en esta condición ¿cuántos
países desarrollados estarían incluidos? Obviamente el trabajo de
investigación y los desarrollos tecnológicos en estas áreas son de in-
terés para el país, pero los investigadores involucrados no pu bli ca -
rían en revistas de impacto y seguramente serían poco citados.
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11 En el caso mexicano, la evaluación de patentes dentro del Sistema Nacional
de Investigadores se guía por el siguiente criterio: «Para las patentes, certificados
de invención, de registro y desarrollos tecnológicos se toma en cuenta la calidad de
su contenido y su uso e impacto demostrado a través de cartas de usuarios».
12 Este aspecto está lejos de haberse resuelto en parte alguna. La siguiente re-
flexión pertenece a un académico de Estados Unidos, jefe de departamento en una
universidad de investigación: «Es el colmo de la hipocresía de parte de las univer-
sidades proclamar que valoran la transferencia de tecnología o que supuestamente
ésta está al tope de las prioridades institucionales y, a continuación, no ser capaces
de premiarla en los esquemas de promoción o de efectivización. En algún momen-
to tendremos que resolver esta discrepancia» (Siegel et al., 2003: 44, traducción
propia).
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En torno a lo anterior, en México existe una importante polémi-
ca, sobre si el Sistema Nacional de Investigadores debe estimular la
publicación en el «Journal» y en qué medida considerar lo publica-
do en revistas nacionales arbitradas e indexadas. En los hechos, al
momento del ingreso al Sistema o en la renovación de la beca, si el
investigador sólo ha publicado en revistas nacionales se le envía la
recomendación, se le exhorta, a publicar en revistas indexadas di-
versas del extranjero, de preferencia en inglés. Lo que seguramente
redundará en una mejor difusión del conocimiento generado, y
también reducirá los posibles conflictos de interés, positivos y nega-
tivos, entre el investigador y los arbitrajes nacionales, en una comu-
nidad científica relativamente reducida. Pero estas políticas son cri-
ticadas por quienes opinan que de esa manera se le está dando
muerte a la publicación nacional de calidad, señalamientos que sin
duda deben también ser considerados.
En México existe un número importante de revistas no indexa-
das, comerciales, de difusión o divulgación, en las diferentes áreas;
estas revistas son periódicas y si bien cobran una cuota de suscrip-
ción, se mantienen fundamentalmente por la inserción de hojas pu-
blicitarias de la industria farmacéutica, alimentaria, de equipos e in-
sumos diversos, en el caso del sector agropecuario. Estas revistas
están lejos de poder ser consideradas científicas y para muchos in-
vestigadores resulta hasta peyorativo siquiera pensar en publicar en
ellas alguna nota o artículo de difusión; sin embargo, por su pene-
tración, son una de las principales fuentes de actualización y con-
sulta para los profesionales del área y los productores (Tórtora,
2006).
A este tipo de dificultades para una fluida interacción con la
producción, derivado de la condición relativamente periférica del
sistema académico latinoamericano, se suman otras, asociadas a las
condiciones reales de trabajo, donde priman los salarios bajos, las
altas cargas de enseñanza y las infraestructuras inadecuadas. En este
tipo de contexto, la vinculación con la producción puede llegar a
priorizar el incremento en la remuneración —institucional o perso-
nal— derivado de tareas de consultoría, eventualmente en compe-
tencia con profesionales universitarios, sin mayor novedad ni rele-
vancia en términos académicos.
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II.3.  Algunas dificultades externas para consolidar 
un «cuarto rol» en las universidades latinoamericanas
Un obstáculo mayor a la interacción universidad-empresa en Amé-
rica Latina, en buena medida externo a las propias universidades,
es el escaso número de investigadores en general y el volumen aún
más escaso de los que revisten en empresas. El cuadro 4 muestra
una comparación entre los grandes bloques del mundo industriali-
zado y América Latina y el Caribe en número de investigadores por
mil habitantes y entre dichos bloques y los países más industrializa-
dos de la región en porcentaje de investigadores trabajando en em-
presas. La comparación es contundente, más allá del cuidado que
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CUADRO 4.  Comparaciones entre la UE, EUA, Japón y América Latina y el
Caribe en investigadores cada 1.000 habitantes y % de
investigadores trabajando en empresas (2003)
Unión América










empresas........ 49 80,5 67,9 — 12,45 26,3 28,75 14,19
(2002)
* En el caso chileno se toman los datos de 2002 porque en 2003 se produce un salto
tan sorprendente como sospechoso: se pasa en el indicador de % de investigadores en
empresas de 14,19 a 55,18. Por otra parte, la cifra de 2002 parece confirmarse a partir
del siguiente juicio cualitativo: «Respecto a innovación tecnológica, destaca la baja do-
tación de profesionales dedicados a actividades de investigación y desarrollo, así como,
el reducido gasto en I&D como porcentaje del PIB que se realiza en Chile» (Mies
y Fuentes, 2005: 33).
FUENTE: European Commisssion, Key Figures 2005; RICYT, 2007.
deba tenerse dado que las fuentes que originan los datos son dis -
tintas.
Es interesante observar que los males que caracterizan a Améri-
ca Latina en este terreno se reconocen también en Europa; importa
especialmente el comentario que se hace allí:
Varios estados miembros, a pesar de producir muchos graduados en
ciencias e ingenierías, retienen niveles relativamente bajos de dicha po-
blación activa, indicando que una parte no despreciable de sus recursos
humanos opta por carreras no vinculadas con ciencia y tecnología o por
trabajos fuera de sus países. Esto es particularmente cierto para países
con una relativamente baja intensidad en I+D y una débil contribución
de las empresas al financiamiento de I+D. Esto subraya la importancia
de la estructura desde el lado de la demanda. Mientras que una impor-
tante producción de graduados en ciencias e ingenierías puede beneficiar
a la economía en su conjunto, bajas intensidades en I+D implican meno-
res oportunidades de trabajo, emigración (fuga de cerebros) o empleo
fuera del campo [European Commssion, Key Figures 2005: 12, traduc-
ción propia].
La importancia de la presencia de personal con formación supe-
rior en empresas para la vinculación universidad-empresa ha sido
reconocida en la literatura y confirmada a nivel empírico. El con-
cepto de «capacidad de absorción» de las firmas, considerado clave
para que éstas puedan aprovechar el conocimiento existente, en
particular, en interacción con centros académicos, está asociado de
forma directa con el personal con educación superior empleado
(Cohen y Levinthal, 1990). Por otra parte, más allá de que el térmi-
no vinculación universidad-empresa evoca relaciones interinstitu-
cionales, las investigaciones empíricas tienden a mostrar que la vin-
culación se establece en una relación de tipo personal, basada en
conocimiento previo y confianza mutua, entre graduados universi-
tarios trabajando en empresas y en el medio de investigación (Hein
et al., 1996).
Un estudio empírico reciente parece confirmar lo que el sentido
común hace esperable. Se trata de un análisis sobre el efecto de la
absorción por primera vez de personal con formación universitaria
en la propensión innovadora de pequeñas y medianas empresas en
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Dinamarca. La hipótesis del estudio era que la introducción de
fuerza de trabajo altamente educada en pequeñas empresas podría
incrementar la probabilidad de que se produjeran innovaciones y
mejoras. Una de las razones que sostienen dicha hipótesis es que «la
introducción puede vincular mejor a una pequeña empresa con
centros formales de producción de conocimientos operando en el
sistema de innovación y dicho vínculo, a su vez, puede impulsar la
innovación y las mejoras a nivel de empresa» (Nielsen, 2007, tra-
ducción propia). Los resultados del trabajo de campo y su análisis
estadístico posterior le permiten al autor afirmar que la hipótesis es
razonable: «la introducción de fuerza de trabajo altamente educada
con calificaciones en ciencias naturales o en tecnología incrementa
significativamente la probabilidad de mejoras tecnológicas en pe-
queñas empresas; a su vez, la introducción de fuerza de trabajo alta-
mente educada con “otras” calificaciones académicas, por ejemplo,
en ciencias sociales y humanas, incrementa significativamente la
probabilidad de importantes cambios organizacionales, mejoras
tecnológicas e innovaciones de productos y/o servicios» (op.cit.).
No hay ninguna razón para pensar que las conclusiones de este es-
tudio no tengan validez general, aunque en algunos países la hipó-
tesis se confirme empíricamente y en otros simplemente sugiera que
podrían encontrarse similares resultados si las premisas no fueran
tan diferentes 13.
La cuestión, entonces, de las relaciones universidad-empresa
en América Latina, pasa centralmente por el reconocimiento de
un fenómeno estructural, el síndrome de soledad de las universi-
dades latinoamericanas (Arocena y Sutz, 2001b). Escasa demanda
doméstica de conocimientos, escasa absorción de investigadores
en empresas: si para bailar el tango hacen falta dos, hay un baila-
rín de menos en la pista. Lo que resulta incongruente es que el
bailarín faltante haya sido generalmente identificado como el uni-
versitario, cuando en realidad la falla mayor está del lado de la de-
manda.
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13 Sandra Brisolla tituló uno de sus trabajos pioneros sobre este tema en el es-
píritu de lo que se quiere decir aquí: las relaciones universidad-empresa (en Améri-
ca Latina), ¿cómo serían si fuesen? (Brisolla, 1998).
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Conviene volver aquí a analizar el punto desde una perspectiva
sistémica, para intentar dar respuesta a la siguiente pregunta: ¿qué
es lo que diferencia realmente las relaciones universidad-empresa en
América Latina de las que se dan en países de mayor desarrollo in-
dustrial y tecnológico? Una manera de aproximarse a una respuesta
es a través de la opinión de las propias empresas acerca del papel
de las universidades en sus procesos de innovación: por sorpren-
dente que pueda parecer, las obvias diferencias existentes no pue-
den derivarse de la misma. Como se observa en el cuadro 5, las uni-
versidades son escasamente visualizadas por las empresas, en todas
partes, como fuente importante de información para la innovación,
lo que consistentemente surge de las encuestas de innovación in-
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CUADRO 5.  Porcentaje de empresas que indican fuentes importantes
de información para sus actividades de innovación
Países
Fuentes importantes de información para la innovación
Internas a la firma Universidades
Bélgica .................... 53 5
Dinamarca .............. 26 5
Alemania................. 37 7
Grecia ..................... 58 6
España.................... 33 3
Francia.................... 61 3
Italia ........................ 27 2
Holanda .................. 53 3
Austria..................... 50 5
Portugal .................. 34 4
Finlandia ................. 46 3
Suecia..................... 49 4
Inglaterra................. 42 2
Islandia ................... 23 2
Noruega.................. 50 4
Nueva Zelanda ....... — 5
Sudáfrica................. 57 2
Brasil....................... 51,4 4,7
México .................... — 10
Argentina ................ 78 —
FUENTE: CONACYT (2003); European Commission (2004); IBGE (2002); Lugones y
Peirano (2003); Oerlmans et al. (2004) y Statistics New Zealand (2002).
dustrial realizadas en los últimos años. Parecería que, como los es-
tudios a nivel micro vienen mostrando desde hace varias décadas, el
papel importante que juegan las universidades en los procesos de
innovación a nivel de empresa es la provisión de un ámbito de for-
mación a la vez sólido y que estimula la creatividad. Si las capacida-
des para la creatividad —y para seguir estudiando permanentemen-
te— son luego aprovechadas cabalmente a través del mercado de
trabajo y de la organización del trabajo, lo que a su vez, vuelve a las
universidades como demanda por nuevas formaciones e investiga-
ciones, los vínculos universidad-empresa se van consolidando de
formas diversas, formales e informales, directas e indirectas. Lo que
equivale a decir que cuando hay sistemas de innovación relativa-
mente completos y que funcionan razonablemente bien, se produce
un sistema de señales entre universidades y empresas que ayuda
tanto a la vinculación como a su eficiencia.
Parecería sensato incorporar estos elementos al diseño de políti-
cas públicas y, también, al de aquellas políticas derivadas de présta-
mos de organismos multilaterales para ciencia y tecnología, que en
América Latina tienen importante influencia. En particular, dos ele-
mentos deberían informar centralmente el diseño de políticas de es-
tímulo al relacionamiento universidad-empresa. Uno, derivado de
lo que se ha mostrado hasta ahora, tiene que ver con el fortaleci-
miento de las empresas como demandantes de conocimiento. De
hecho, buena parte de las políticas está basada en el supuesto implí-
cito de que el mayor obstáculo que enfrentan las empresas para
buscar conocimiento en las universidades de su entorno es la falta
de recursos, lo que se atiende bien con préstamos blandos o, direc-
tamente, con subsidios. Si se reconociera que, al menos, tan impor-
tante es la escasez de personal altamente calificado trabajando en
empresas, las políticas incorporarían esquemas muy diferentes, de
los que hay ejemplos, desde hace ya décadas, en varios países euro-
peos.
Un segundo elemento tiene que ver con el diseño de formas efi-
cientes de influenciar las agendas de investigación universitarias.
Las políticas públicas, cualquiera sea el origen de su financiamien-
to, buscan en general hacerlo a través de fondos concursables en
áreas consideradas prioritarias. Es interesante conocer qué entien-
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den los propios investigadores para que su labor de investigación
pueda ser efectivamente aplicada. En Uruguay, una consulta a in-
vestigadores realizada en 2006 que incluía dicha pregunta recogió
una proporción significativa de respuestas que remitía no a las me-
didas luego de realizada la investigación sino a la definición de la
agenda, antes de empezar a investigar: «Los investigadores no pue-
den “inventar” los problemas si después se espera que la sociedad
aplique la solución encontrada» 14. Así, la detección sistemática de
la demanda empresarial y su comunicación adecuada parecen ser
elementos claves en el estímulo a la interacción universidad-empre-
sa en ámbitos en los cuales, como en América Latina, las señales del
mercado son débiles. Las vías de encuentro son rara vez directas,
implicando por lo general la incorporación de la demanda a sende-
ros de investigación en marcha que muchas razones —buenas y ma-
las— hacen difícil desandar; el punto central es que, en testimonio
de los propios investigadores, contar con información sobre necesi-
dades externas es clave para orientar la propia agenda.
II.4.  Algunos aspectos de la situación actual en la vinculación
universidad-empresa en América Latina
Ha habido un auge de la institucionalización de la vinculación uni-
versidad-empresa, presente en toda la región, lo que refleja la legiti-
midad que dicha vinculación ha adquirido. Hace ya casi veinte años
que existe Ubatec S.A., la empresa formada entre la Universidad de
Buenos Aires, la Gobernación de la Ciudad de Buenos Aires y dos
instituciones empresariales (la Unión Industrial Argentina y la Con-
federación General de la Industria). Los campos en que trabaja
Ubatec cubren prácticamente todos los rubros de producción; des-
taca en especial su asociación con una de las más activas empresas
de biotecnología argentina, Biosidus, en temas estratégicos para
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14 Otra respuesta sugerente es la siguiente: «Promover una perspectiva de in-
vestigación más participativa que pueda integrar gradualmente a los usuarios de
los resultados de investigación desde las primeras etapas de su diseño». El análisis
de los resultados de esta encuesta se encuentra en: http://www.csic.edu.uy/semina-
rios/doc_final/Anexo%20III.pdf.
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ésta, como el desarrollo de modificaciones genéticas para obtener
leche enriquecida con hormonas de importancia para la salud hu-
mana. En otros casos, como el brasileño, también datan de hace
veinte años algunas iniciativas particularmente interesantes de vin-
culación, en este caso radicadas en los vicerrectorados de extensión:
uno es el programa Disque Tecnología, de la Universidad de San
Pablo; otro es la Incubadora Tecnológica de Cooperativas Popula-
res de la Universidad Federal de Río de Janeiro. En ambos casos, la
idea es hacer accesible el conocimiento acumulado en las universi-
dades a actores productivos de escasos recursos, muy especialmente
micro y pequeñas empresas. En el caso de la Universidad Autóno-
ma de México, la institucionalización data de hace un cuarto de
 siglo, con la creación en 1983 del Centro para la Innovación Tecnoló-
gica, sustituido en 1997 por una Coordinación para la Vinculación,
aunque la fuerza de la vinculación parece radicar más bien en los
esfuerzos descentralizados realizados en las diversas facultades, mo-
dalidad que se encuentra en muchas otras universidades de la re-
gión. En 2005, la Dirección Nacional de Extensión y de Educación
Continua de la Universidad Nacional de Colombia convocó al Co-
mité Universidad-Empresa con el cometido de darle nuevo impulso
a la interacción universitaria con algunos de los sectores más diná-
micos de la economía colombiana; importa el caso pues se trata de
una universidad que concentra el 21% de los grupos de investiga-
ción acreditados por Colciencias, el organismo nacional de ciencia y
tecnología colombiano, cuadruplicando a cada una de las tres gran-
des universidades privadas de dicho país. En el caso venezolano, la
vinculación investigación-empresa tiene una nueva expresión a par-
tir de 2007: las empresas grandes, definidas en función de su nivel
de tributación, deberán aportar hasta un 2% de sus ventas (si son
del rubro hidrocarburos), 1% (en el caso de minería y electrónica)
y 0,5% en los demás rubros, para un fondo de fomento a las activi-
dades de I+D. Habiendo tributado la mitad de las empresas hasta
el 30 de marzo de 2007, el Observatorio Nacional de Ciencia, Tec-
nología e Innovación indicó una recaudación de aproximadamente
860 millones de dólares (Núñez, 2007).
La extensión de la vinculación es variable por país. En el caso
uruguayo, el 43% de los grupos de investigación detectados en
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2001 habían tenido relaciones en materia de investigación o aseso-
ramiento con empresas privadas. (Unidad Académica CSIC, 2003);
en el caso brasileño, 11% de los grupos de investigación indicaron
relacionamientos formales con empresas en 2002 y 8,4% lo hicieron
en 2004. La cobertura temática de las relaciones universidad-empre-
sa es muy amplia, destacándose por lo general diversos aspectos re-
lacionados con la actividad agropecuaria, microelectrónica, tecnolo-
gías médicas y de la información y la comunicación, así como
energía y medio ambiente. La intensidad cognitiva de la vinculación
es por demás diversa y en ocasiones involucra investigaciones de
punta que resultan claves para la estrategia empresarial, sea en la
etapa de formación o de consolidación y diversificación productiva.
Un ejemplo del primer caso es el de Biobras, empresa brasileña
productora de insulina recombinante bajo patente propia —poste-
riormente vendida a la multinacional danesa NovoNordisk— in-
cubada informalmente en la Universidad de Minas Gerais y don-
de  todos los grandes hitos tecnológicos y de innovación fueron
desarrollados en interacción con diversas universidades del país y
alguna del exterior. Es destacable la riqueza de la literatura sobre
este tema en la región, desde trabajos que presentan análisis genera-
les a la vez que estudios de caso (Vessuri, 1995; Casas y Luna, 1997,
Lastres y Cassiolato, 1999) a la multiplicidad de estudios recogidos
en ponencias a los variados congresos sobre el tema a nivel latino -
americano, iberoamericano e internacional. Por momentos parece-
ría que la vinculación universidad-empresa es fuerte en la región,
que la universidad está siendo realmente aprovechada a nivel em-
presarial para incrementar su competitividad en base a conocimien-
to, que los extraordinarios ejemplos de éxito que varios estudios de
caso analizan van más allá de anécdotas puntuales sin mayor impac-
to estructural. No es así, sin embargo: varias series de cifras lo
muestran, la especialización productiva también. Ello no le quita
importancia, en absoluto, a los casos exitosos, en particular porque
iluminan las condiciones que los hacen posibles. La conclusión es
inequívoca, sin embargo: en el marco de sistemas de innovación frá-
giles y de políticas públicas que van de lo fragmentario a lo contra-
dictorio en materia de ciencia, tecnología e innovación, los avances
institucionales y las transformaciones «amigables» hacia las empre-
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sas que se perciben claramente en las universidades de investiga-
ción latinoamericanas no han alcanzado para revertir el efecto ne-
gativo de la escasez de demanda de conocimiento volcada al medio
local.
III.  UNIVERSIDAD-EMPRESA, UNIVERSIDAD-SOCIEDAD: 
UNA PROPUESTA PARA CONECTAR ESPACIOS
El tercer rol de la universidad latinoamericana, la extensión, enten-
dida como una de las tantas formas de la solidaridad y el compro-
miso con la democratización de la sociedad, necesita remozarse en
la así llamada sociedad del conocimiento. En particular, ese tercer
rol converge en buena medida con el cuarto rol, puesto que empre-
sas con mayor recurso al conocimiento, en particular, al conoci-
miento desarrollado localmente, tenderán a tener una estructura or-
ganizativa menos jerárquica, ofrecerán puestos de trabajo a gente
joven talentosa que podrá elegir quedarse en su país, actuarán
como motores de encadenamientos que hagan que otros sectores y
empresas se modernicen, necesiten personal con mayor calificación
y así, el círculo virtuoso que vincula educación y empleo con ciertos
niveles de calificación puede irse consolidando.
La conveniencia de pensar el cuarto rol de la universidad en
conjunción con el tercero en el contexto latinoamericano deriva en
parte de la necesidad de contar con «innovación localizada» para
aprovechar a cabalidad el conocimiento existente y la capacidad de
crearlo en la resolución de problemas presentes tanto en la produc-
ción como en la sociedad. Este es un tema bien conocido en la re-
gión, donde por diversas razones, desde la inadecuación lisa y llana
hasta costos imposibles de afrontar, buena parte de la oferta mun-
dial de soluciones intensivas en conocimiento no permite resolver
problemas locales. Ahora bien, la innovación localizada exige fuer-
tes interacciones, diálogos extensos, voluntad de entendimiento,
confianza recíproca, en particular para que el conocimiento pueda
ponerse al servicio de quienes todavía no tienen claro que puede ser
una herramienta poderosa. Es por eso que los enfoques que dan
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por sentado que la demanda es conocida, que la voluntad de vincu-
lación está presente del lado empresarial y que lo que hace falta,
además de proveer recursos, es transformar la universidad en una
universidad empresarial para que el proceso fructifique, no han
sido capaces, hasta el momento, de colaborar a una vinculación
universidad-empresa adaptada a la realidad local.
No es este un problema que pueda superarse en base a volunta-
rismo únicamente: se ha tratado de mostrar en este trabajo algunas
de las restricciones que enfrenta el sustento mismo de la vincula-
ción universidad-empresa, entre las cuales es especialmente fuerte
la escasa dinamización cognitiva «hacia adentro» derivada de la
producción latinoamericana. Además de voluntad y perseverancia,
entonces, parecería necesario innovar a nivel del enfoque. Todo en
este terreno es tentativo y lo que se intentará plantear es un encuen-
tro, una conexión, entre espacios de trabajo y acción. El punto de
partida es la demanda por conocimiento para resolver problemas
que pueda necesitar del apoyo de la investigación universitaria, que
sea capaz de transformarse en demanda efectiva a partir de una ac-
ción política decidida y ampliamente legitimada (lo que ayuda a en-
frentar el riesgo siempre asociado a lo nuevo), que pueda dar lugar
a un importante efecto demostración colaborando así a un impres-
cindible y sustantivo cambio en la cultura de la innovación. La pre-
gunta entonces es dónde ubicar una demanda con esas característi-
cas: una respuesta segura en lo que atañe a volumen y sofisticación
y tentativa en los dos aspectos subsiguientes apunta a la resolución
de los problemas de la gente: el brazo científico-tecnológico de las
políticas sociales. Esto señala la necesidad de transformaciones en
dos direcciones. Una refiere a la propia política pública, donde
bien conocidos mecanismos, como las compras gubernamentales,
han sido utilizados de forma por demás eficiente como palanca del
desarrollo innovativo. No es difícil imaginar lo que una política sos-
tenida de impulso a la investigación y a la innovación dirigida a la
solución de algunos de los problemas sociales más acuciantes de la
región podría hacer en materia de movilización intelectual. Una se-
gunda transformación, a efectos de responder a dicha demanda,
apunta a las universidades. Un tercer rol remozado, inclusivo de las
actividades de creación de conocimiento, integrador del conjunto
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de avenidas cognitivas, con especial atención a las ciencias sociales
y a las humanidades, donde el sistema de reconocimiento académi-
co incluya a título expreso la valoración de dicho rol, podría hacer
de la universidad de investigación latinoamericana a la vez sólida
antena de recepción de demandas y productivo laboratorio de bús-
queda de soluciones.
Una pregunta que queda por responder es dónde entran las em-
presas en este esquema. La provisión de bienes y servicios a escala
nacional no es tarea ni de la política pública ni de las universidades.
La primera genera la demanda de investigación e innovación para
que se llegue a soluciones que sean tales, incluyendo por cierto el
costo en la acepción de solución; las universidades pueden, even-
tualmente, encontrar formas de satisfacer parte de los requerimien-
tos planteados. Pero la producción de los resultados últimos espe-
rados requiere centralmente del actor empresarial, que puede ser
convocado a través de la combinación de una demanda importante,
sostenida y efectiva, avenidas amplias de interacción para encontrar
soluciones del lado del conocimiento y, también, otros apoyos deri-
vados de políticas de innovación de nuevo cuño que tomen lo social
como objeto de innovación científico-tecnológica y no sólo como
objeto de la política social. Se trata de un punto de partida, de un
ejercicio de encuentros que estimule transformaciones que luego
hagan extensiva la vinculación a todo tipo de situaciones. Pero se
trata también de un punto de llegada, puesto que su aporte al de -
sarro llo, entendido en el sentido normativo y operativo propuesto
por Amartya Sen (2000), es en sí mismo importante.
Desde la perspectiva universitaria este enfoque provee una ar-
ticulación factible entre el tercer y cuarto rol o, también, una am-
pliación del tercer rol clásico hacia la colaboración para un uso
socialmente útil del conocimiento en todos los ámbitos. Así, en
vez de una universidad empresarial periférica, menor, puede ima-
ginarse una universidad latinoamericana para el desarrollo, mayor,
que tome el desarrollo integral como desafío central. En el marco
de una globalización que no está conduciendo a «convergencias
hacia arriba» sino a procesos crecientemente duros de exclusión
(Cas tells, 1999), esa universidad será capaz de dar y recibir apo-
yos de otras, en partes diversas, que están buscando igualmente
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transformarse para asegurarle a la sociedad la conservación de su
identidad.
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5.  INVESTIGACIÓN CIENTÍFICA Y DESARROLLO
SOCIAL EN AMÉRICA LATINA
ISABEL LICHA*
RESUMEN
En este trabajo se explora la relación entre investigación científica y
desarrollo social actualmente existente en la región, bajo la hipóte-
sis según la cual el desarrollo social, por ser visto como el resultado
«lógico» del crecimiento económico y del progreso científico-técni-
co, constituye un ámbito implícito tanto en las políticas económicas
como en las de Ciencia y Tecnología (CyT). El predominio de este
enfoque lineal del desarrollo en América Latina podría explicar en
parte la débil vinculación existente entre investigación académica y
desarrollo social, y por ende, la contribución limitada de la ciencia
a un bienestar social más universal. Se propone revertir tal situación
a través de un nuevo enfoque participativo de formación de políti-
cas públicas centradas en la cuestión social, en cuyo marco se logre
(re)definir la agenda de investigación científica, claramente com-
prometida con el desarrollo social.
I.  INTRODUCCIÓN
En este trabajo exploramos la relación entre investigación científica
y desarrollo social que ha tendido a prevalecer en el contexto de la
región latinoamericana durante las últimas dos décadas. En dicho
* Oficina Regional para América Latina y el Caribe (RBLAC) del Programa de
Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD). Nueva York, USA.
marco analizamos los factores y condicionantes que han jugado a
favor del desarrollo del tipo específico de vinculación actualmente
predominante.
Dada la complejidad y amplitud del tema, este trabajo está limi-
tado a abordar específicamente el análisis de la investigación acadé-
mica en el ámbito de las ciencias sociales y sus vínculos formales e
informales con las políticas sociales. En dicho marco, caracteriza-
mos su desenvolvimiento durante las llamadas «décadas perdidas»
de América Latina, y exploramos distintas modalidades de su vin-
culación con las decisiones públicas dirigidas al logro del desarrollo
social.
Por desarrollo social entendemos el proceso mediante el cual
una sociedad genera capacidades, oportunidades e instrumentos
para crear mejoras sostenibles y continuas en el bienestar social en
un sentido amplio. Los indicadores más importantes de bienestar
social están referidos a la erradicación de la pobreza y la reducción
de las desigualdades. Las principales políticas de desarrollo social
se inscriben en el campo de la salud, educación, protección social,
vivienda, infraestructura (urbana y rural), y reforma de la tierra.
Por investigación académica en el ámbito de las ciencias sociales
nos referimos concretamente en este trabajo al proceso de aplica-
ción del método científico, al estudio de fenómenos sociales (po-
breza y desigualdad social específicamente), tanto para la adquisi-
ción y aplicación de nuevo conocimiento, como para la adaptación
e integración del conocimiento previo sobre dichos fenómenos. El
fin último de este proceso es contribuir al Bien Común.
El trabajo se estructura en cuatro partes. En primer lugar, se
analiza la situación social de América Latina durante las últimas dos
décadas. Luego se examinan las relaciones entre Ciencia y Sociedad
en América Latina a partir de los años ochenta hasta hoy. Ensegui-
da se hace una caracterización de la investigación académica en
Ciencias Sociales en la región latinoamericana en ese mismo perío-
do. Finalmente, se explora el vínculo entre investigación académica
y políticas públicas, a partir del análisis de experiencias concretas.
La hipótesis principal de este trabajo es aquella según la cual el
desarrollo social tiende a ser visto como el resultado «lógico» del
crecimiento económico y del progreso científico-técnico. Por consi-
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guiente, desde tal perspectiva la cuestión social pierde centralidad,
subsumiéndose tanto en las políticas económicas como en las de
Ciencia y Tecnología (CyT). El predominio de una visión economi-
cista y tecnicista (cientificista) en las políticas de desarrollo es lo
que explica la débil vinculación entre investigación académica y
desarrollo social, limitando así la contribución de la ciencia a un
bienestar social más universal. Para revertir tal situación es preciso
dar centralidad a la cuestión social, y en dicho marco (re)definir la
agenda de investigación científica, a través de un proceso democrá-
tico que asegure y explicite el compromiso de la ciencia con el
desarrollo social.
II.  LA SITUACIÓN SOCIAL DE AMÉRICA LATINA: 
LAS DOS DÉCADAS Y MEDIA PERDIDAS
América Latina es considerada como la región más desigual del
mundo. En el informe del BID de 1998 «América Latina Frente a la
Desigualdad» se planteó que América Latina debe enfrentarse al
hecho de ser la región con la distribución de ingresos más inequita-
tiva a nivel mundial, y la necesidad de revertir dicho problema que
tan seriamente la afecta. Con base en estadísticas de encuestas de
hogares y datos macroeconómicos, el informe atribuye gran parte
del abismo que separa a los ricos de los pobres en América Latina,
específicamente a las diferencias salariales, generado en parte por la
desigual distribución en la calidad y cobertura de la educación.
Adicionalmente a la constatación anterior, Ocampo y Martín
(2004) aportan nuevos elementos para caracterizar la situación so-
cial actual de la región. En primer lugar, reconocen el carácter his-
tóricamente persistente de la brecha social existente, reflejada en
rezagos importantes en educación, empleo y protección social. Es-
tas serían las tres áreas críticas en las que se deberían generar círcu-
los virtuosos que permitan asegurar una mayor capacidad de parti-
cipación tanto en el mundo global como en la construcción y en los
beneficios del desarrollo económico. En particular, en el área edu-
cativa, estos autores señalan que la educación a nivel regional sigue
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presentando grandes brechas en materia de logros (cantidad y cali-
dad) y retornos, si bien las diferencias según género han sido prácti-
camente superadas. Existe un alto grado de estratificación educati-
va que reproduce las desigualdades de ingreso, y en el plano
internacional, la brecha educativa de la región con respecto a las
economías desarrolladas y a las emergentes, se ha ampliado en las
últimas décadas. Los rezagos en educación se originan en la alta
segmentación de la calidad educativa, produciéndose una significa-
tiva brecha digital entre niños y jóvenes que acceden al manejo de
redes e informática por su condición socioeconómica y aquellos de
ingresos bajos cuyo acceso a dichos ámbitos es mucho más restrin-
gido. Estos autores subrayan la importancia de hacer este análisis
en el contexto de la economía global, donde los procesos que gene-
ran crecientes niveles de innovación y conocimiento hacen de la
educación un factor crucial para asegurar el desempeño cabal de
personas y sociedades, garantizar el dinamismo productivo con
equidad social, construir ciudadanía y fortalecer las democracias:
«Tener educación permite acceder a trabajos de calidad, participar
en las redes por las cuales circula el conocimiento, integrarse a la
revolución de la información y escapar al círculo vicioso de la po-
breza. La educación también es la base para repensar críticamente
la realidad, idear nuevos proyectos colectivos, aprender a vivir en
un mundo multicultural, formar y ejercer la ciudadanía, en particu-
lar, en la actual sociedad del conocimiento» (p. 200).
En el ámbito del empleo se han producido cambios comunes a
la gran mayoría de los países, por efectos del cambio tecnológico, la
apertura comercial, la inserción de la región en la economía global,
las repercusiones del ajuste estructural y las propias de los ciclos
económicos. Ellos se reflejan en la alta y creciente inseguridad e in-
estabilidad laboral, y una progresiva desigualdad y exclusión, cuyas
causas son atribuibles a la insuficiencia de empleos de calidad, la
baja cobertura de los sistemas de protección social y la creciente
precarización laboral (Ocampo y Martín, 2004). En el conjunto de
la región durante los años noventa, el 70% del incremento del em-
pleo correspondió al sector informal; la menor generación de em-
pleo redundó en aumentos del desempleo abierto y en la amplia-
ción de la brecha salarial entre trabajadores con altos y bajos niveles
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de escolaridad. Con la flexibilización laboral se propició la creación
de empleos de baja calidad, es decir, empleos inestables, con bajas
remuneraciones, sin protección social y en condiciones de trabajo
inapropiadas. Al no existir protección ante riesgos vinculados con
el funcionamiento del mercado laboral, la región muestra una débil
capacidad para reducir la pobreza.
La situación antes descrita es el resultado de las transformacio-
nes económicas ocurridas durante la década de los ochenta, conoci-
da como la «década perdida» de América Latina, porque durante
esos años se inició en muchos países de la región un proceso de in-
serción en los mercados mundiales, que exigió un proceso de trans-
formaciones económicas implementado a un alto costo social. El
producto interno bruto decreció (al 3 o 4,5%), y se dio prioridad al
pago del servicio de la deuda; se redujo el consumo interno, dismi-
nuyó la inversión de capital, aumentó la carga tributaria para finan-
ciar el déficit, se redujeron las importaciones y se devaluó la mone-
da. Igualmente, las exportaciones no aumentaron lo esperado, en
un contexto de franca caída de los precios de las materias primas.
La inflación se acompañó de un proceso agudo de desempleo y de
surgimiento de la llamada «economía informal». Es en dicho marco
que las economías de la región fueron «disciplinadas» a través de
las llamadas políticas de ajuste fiscal, generando a su paso pérdida
del poder adquisitivo, especulación financiera, «fuga de capitales»
y, sobre todo, una inmensa crisis social reflejada en los indicadores
más importantes de bienestar social.
Las brechas y rezagos sociales antes anotados se intensifican en
la región durantes los años ochenta y noventa. En materia educati-
va, durante los ochenta, en un contexto marcado por las severas po-
líticas de ajuste fiscal, se hizo particularmente difícil la reconstruc-
ción de instituciones y programas de educación superior pública
que debían atender una creciente demanda por parte de la socie-
dad. Yarzábal (2001), destaca un conjunto de medidas que incidió
en la educación superior: la congelación de los fondos públicos des-
tinados a las universidades estatales, las medidas legislativas ten-
dientes a imponer el cobro de aranceles, la proliferación de institu-
tos de educación superior de carácter privado y de baja calidad, el
desmantelamiento de los programas de bienestar social, el debilita-
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miento de la legislación laboral, el adelgazamiento del Estado, la
privatización de las empresas públicas y la priorización del pago de
la deuda externa: «los recortes en los programas sociales minan la
productividad de la fuerza laboral y conducen a un creciente despi-
do de trabajadores y a la pérdida de destrezas asociadas con el em-
pleo estable. Tal estrategia estimula las inversiones intensivas en la
fuerza de trabajo, lo cual a su vez debilita la motivación para la in-
vestigación y el desarrollo, creadores de nuevas innovaciones tecno-
lógicas» (Petras y Morley, citados en Yarzábal, 2001: 5).
Podríamos afirmar que los años noventa y los primeros años de la
nueva década también fueron perdidos. El PIB creció moderada-
mente durante los noventa, impulsado por privatizaciones y especu-
lación financiera, pero volvió a contraerse drásticamente a inicios del
nuevo milenio. Según la CEPAL, el PIB per capita descendió en casi
un 2% en el 2002. Con esa reducción se hundió en la pobreza a un
número importante de personas (siete millones de personas y más);
igualmente, el desempleo subió, el salario promedio bajó y la infla-
ción creció. Ante tal cuadro de desaceleración económica, iniciada en
1997, Ocampo (entonces Secretario Ejecutivo de la CEPAL) habló
de la «media década perdida» para la región (Panorama Social,
2002). Las políticas de ajuste no se reflejaron en una mejora de las
condiciones de vida de la población, de modo que en la región, en
2002, había más de dos millones de pobres, de los cuales la mitad era
extremadamente pobre. Los indicadores de pobreza mejoraron du-
rante los primeros años de la década de los noventa pero volvieron a
subir al final de la misma. Mientras que en 1980 la región tenía 120
millones de pobres, en 2002 había 233 millones de pobres (44% de
la población) y 106 millones de indigentes. Entre 1990 y 2002, el des-
empleo pasó de 5,8 a 9,1%. Otros indicadores sociales revelan la dra-
mática situación que vivió la región durante ese período: 15 millones
de jóvenes (entre 15 y 19 años) de un total de 49,4 millones, abando-
naron la escuela antes de completar doce años de educación.
La situación económica y social fue generando un malestar pro-
fundo de la ciudadanía hacia las políticas de ajuste estructural, que
se ha visto reflejado en los nuevos gobiernos democráticamente ele-
gidos, que han surgido en muchos países de la región con posicio-
nes críticas y opuestas al modelo económico neoliberal.
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No obstante, el fenómeno del aumento de las desigualdades so-
ciales y de la concentración del ingreso no afectó solamente a la re-
gión. De Ferranti et al. (Banco Mundial, 2003) destacan que, en los
últimos cincuenta años, el mundo se ha dividido crecientemente en
dos grupos: el de los países ricos y el de los pobres, pero que lo más
impactante es que esta polarización en la distribución del ingreso,
se debe más a la concentración del conocimiento que a los factores
productivos. Los países de la región, entre 1950 y el 2000, solamen-
te doblaron el PIB per capita, pasando de 3.000 a 6.200 dólares,
mientras que los países desarrollados lo triplicaron, pasando de
7.300 a 23.000. También sostienen que las diferencias en producti-
vidad e ingresos entre países pueden ser atribuidas a las brechas
existentes en educación y tecnología. La llamada economía del co-
nocimiento precisamente se fundamenta en la educación, la innova-
ción y sus interacciones. Veamos entonces qué pasó en la región en
materia científica y tecnológica durante estas décadas perdidas.
III.  CIENCIA Y SOCIEDAD EN AMÉRICA LATINA EN LOS AÑOS
OCHENTA Y NOVENTA
Nos preguntamos cuál ha sido la evolución de la Ciencia y la Tec-
nología (CyT) y específicamente de qué manera la investigación
científica ha contribuido al desarrollo social en un contexto signado
por las especificidades que la cuestión social asumió en la región
durante los últimos años: niveles crecientes de pobreza extrema,
desigualdad y exclusión social; un proceso creciente de concentra-
ción urbana; débil capacidad de los países para insertarse competi-
tivamente en el proceso de globalización económica; baja participa-
ción ciudadana en las decisiones públicas; déficit de capital
humano formado en el nivel terciario (CEPAL, 2003).
Si bien a partir de 1960, la región ha asistido a un desarrollo sig-
nificativo de su capacidad en CyT, se reconoce que la misma sigue
siendo todavía baja, con una productividad que tan sólo alcanza la
mitad del promedio mundial. Se afirma que una razón significativa
de la baja posición competitiva de la región es la dificultad para
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desarrollar un sistema nacional de innovación dinámico y sólido.
En los últimos años no sólo ha crecido la brecha científico-técnica
entre la región y los países desarrollados sino la polarización a lo in-
terno de la propia región, donde Brasil mantiene la mitad de la ca-
pacidad total de I+D, y junto con México y Argentina mantienen el
85% del total de I+D entre 1990 y 2000 (BID, 2004).
El bajo desempeño científico-técnico que exhibe la región es
atribuido muy frecuentemente a barreras al cambio técnico y la in-
novación, hecho que tiene raíces históricas profundas. No obstante,
tales barreras y dificultades se han exacerbado en las últimas déca-
das mermando la capacidad de aprendizaje nacional en la mayoría
de los países. Mucho de la explicación dada a este retraso de la re-
gión alude a las dinámicas políticas y económicas, y frente a ello se
plantea la necesidad urgente de revertir las políticas que han con-
ducido a que la región permanezca lejos de las fronteras del conoci-
miento (Maloney, 2002; Maloney y Perry, 2005; Hall, 2005; Chen y
Dahlman, 2004).
Según Hall, una revisión de varios indicadores de innovación
para la región revela el bajo desempeño en múltiples dimensiones
que tienen los países, cuando se les compara con otros con niveles
similares de PIB per capita, especialmente, en el área de I+D y en el
ámbito de la contribución de las universidades y de las instituciones
de investigación al proceso de innovación. Muchos estudios conver-
gen en torno a la idea según la cual existe evidencia empírica sufi-
ciente para sugerir que la innovación es uno de los determinantes
clave del crecimiento económico, especialmente en la década pre-
sente. Hall sostiene que la intensificación de dicha relación es un
aspecto bien estudiado en el marco de lo que hoy se llama econo-
mía del conocimiento. Argentina, Brasil y Chile han comenzado a
interesarse en el desempeño de la innovación y a intentar mejorarla
mediante políticas públicas, pero los escasos logros de estos países
quedan evidenciados en un rango de medidas de innovación: I+D
empresarial, inversión en bienes de capital, resultados científicos,
patentes, productividad y calidad de los institutos públicos. El Ban-
co Mundial ha llegado incluso a desarrollar ochenta indicadores de
economía del conocimiento, agrupados en tres criterios: innovación
(investigadores per capita, patentes per capita, artículos científicos
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per capita); educación (tasa de alfabetización, tasa de matrícula se-
cundaria y terciaria); infraestructura informativa (teléfonos per capi-
ta, computadores per capita, usuarios de internet per capita).
Maloney y Perry sostienen que América Latina enfrenta un pro-
blema de innovación por la productividad relativamente reducida y
la actividad innovadora limitada que tiene. Aducen estos autores
que la mayor parte de la I+D que se lleva a cabo en la región co-
rresponde a las universidades, pero la asumen de manera aislada
del sector productivo y concentradas en la investigación básica.
Para fortalecer la articulación entre innovación y productividad su-
gieren se fomente todo tipo de vínculos entre las empresas y las uni-
versidades: pasantías, capacitación, asistencia técnica y consultoría.
Lo interesante es que estos autores intentan analizar el vínculo
entre innovación y equidad, señalando que la innovación, como
tema de políticas públicas, ha ganado recientemente centralidad en
las agendas de la región por diversas razones. En primer lugar, por-
que a pesar de las reformas estructurales ocurridas en las pasadas
dos décadas, las tasas de crecimiento de la región han sido más bien
modestas. Las diferencias de productividad total de los factores
suele atribuirse al llamado progreso tecnológico o innovación, lo
que incluye cambios técnicos, institucionales, orgánicos, adminis-
trativos, desarrollo de actividades, productos y servicios nuevos,
tanto a nivel de la empresa como de la economía en general. Llegan
a afirmar que: «Se piensa últimamente que la persistente desigual-
dad en la distribución de la riqueza en América Latina puede haber
contribuido a reducir la capacidad de la región para adoptar tecno-
logías extranjeras (…). La falta de acceso a la educación puede ha-
ber tenido especial importancia» (p. 40).
Es importante hacer notar que el debate actual sobre CyT en la
región se hace desde diversos enfoques. Albornoz (2001), sugiere
distinguir, al menos, cuatro perspectivas distintas: 1) el enfoque tra-
dicional de la política científica (predomina en la comunidad cientí-
fica y defiende el fortalecimiento de la investigación básica con cri-
terios de calidad); 2) el enfoque de sistemas de innovación (la
innovación es vista como un proceso de interacciones múltiples
bajo el liderazgo del sector productivo); 3) el enfoque de la socie-
dad de información (con énfasis en la infraestructura de comunica-
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ción e información y descuido de los procesos de creación y trans-
ferencia de conocimiento); 4) enfoque de capacidades en CyT (con
énfasis en políticas de I+D, la capacitación científico-técnica, y la
aplicación del conocimiento a actividades productivas y del desa-
rrollo social). Para Albornoz, el cambio más profundo que se regis-
tra en la actualidad, en este debate, es la comprensión de que la ac-
tividad de CyT compete a toda la sociedad en su conjunto y no
solamente a los actores tradicionales.
También podríamos afirmar que el debate de hoy se polariza
entre perspectivas economicistas-tecnicistas y visiones más sociopo-
líticas de la actividad científico-técnica. Estas visiones aparecen en
espacios académicos y agencias de desarrollo por igual. En el pri-
mer enfoque, figuran los estudios sobre innovación y economía-so-
ciedad del conocimiento y, en el segundo, los planteamientos más
críticos sobre ciencia, tecnología y sociedad. Los argumentos típi-
cos del primer enfoque gravitan en torno a la idea de la relación es-
trecha entre un conjunto de factores que vinculan el conocimiento
con el desarrollo de la economía, siendo el más importante de ellos
la existencia de un sólido sistema de innovación tecnológica. Para
estudiar esta relación los autores inscritos en esta perspectiva de
análisis construyen un conjunto de indicadores de la economía del
conocimiento (entre ellos educación y capital humano: tasa de alfa-
betización adulta, tasa de matrícula, tasa de retorno de la educa-
ción, calidad educativa). También argumentan que el conocimiento
se puede convertir en el principal motor del desarrollo si la econo-
mía satisface ciertas condiciones: altos niveles de capital humano de
calidad, alta intensidad de innovación y adopción tecnológica a
nivel nacional, infraestructura de comunicación e información y un
régimen institucional y económico conducente al conocimiento.
Forma parte de esta perspectiva, el conjunto de estudios más ac-
tuales sobre economía del conocimiento, innovación y capacidad
científica, al estilo del informe preparado por la RAND sobre CyT
para el Banco Mundial (Wagner et al., 2001). Hemos presentado al-
gunos de los argumentos relacionados con los dos primeros. Con
respecto al tema de capacidades, la RAND define cuatro categorías
de países según los indicadores de inversión y resultados en los sis-
temas nacionales de CyT. Ellos son los siguientes: a) países científi-
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camente avanzados (Scientifically Advanced Countries, SAC): sólo
22 países se clasifican en esta categoría; b) países científicamente
sobresalientes (Scientifically Proficient Countries, SPC): sólo 24 paí -
ses alcanzan esta capacidad; c) países científicamente en desarrollo
(Scientifically Developing Countries, SDC): sólo 24 países presen-
tan rasgos para este nivel de capacidad científica; d) países científi-
camente deficitarios (Scientifically Lagging Countries, SLC): co-
rresponde a 80 países. De acuerdo a esta clasificación, los países del
grupo SAC asumen entre el 90 y 95% del total de gasto en I+D,
que se estima en 450 billones de dólares por año, incluyendo la I+D
financiada pública y privadamente. El estudio de la RAND enfatiza
en el papel de la colaboración científica bis-à-bis la construcción de
la capacidad científica, bajo tres premisas: la colaboración como
construcción de capacidad independiente, como imperativo cientí-
fico y como valor agregado.
Otro grupo de autores inscrito en esta perspectiva destaca la ne-
cesidad de invertir en capital humano. Aunque lo hacen destacando
los nexos entre crecimiento y equidad, el énfasis está puesto en la
economía del conocimiento y cómo avanzar hacia ella. Su fórmula
es construir tres pilares: un régimen institucional y de incentivos
económicos claros, una fuerte capacidad de innovación y un capital
humano de calidad (Eyzaguirre et al., 2005).
Una perspectiva actual más sociopolítica sobre CyT es la que se
observa en los planteamientos recientes hechos por Naciones Uni-
das, el Banco Mundial y la CEPAL. Se trata de vincular capacidad
científica, tecnológica y de innovación con la reducción de la po-
breza y el crecimiento sostenible. Los argumentos difundidos por el
foro del Banco Mundial a favor de favorecer esos vínculos se refie-
ren al hecho que, con frecuencia creciente, los países de bajos me-
dios de ingresos plantean que deben construir capacidades de Cien-
cia, Tecnología e Innovación (CTI) para demostrar progreso en el
logro de los Objetivos de Desarrollo del Milenio 1 (ODM), transfor-
mar sus economías para hacerlas más intensivas en conocimiento,
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elevar la productividad, riqueza y condiciones de vida, y desarrollar
capacidad de I+D para respaldar el crecimiento económico, basado
en tecnología, y poder resolver los problemas económicos, sociales
y ecológicos específicos de cada país. El Banco Mundial considera
que la construcción de capacidad en CTI no puede ser vista más
como un asunto de lujo sino como una absoluta necesidad para que
los países pobres mejoren sus condiciones. Por lo tanto, asistimos a
un consenso emergente en torno al cual la capacidad en CTI es vis-
ta como una herramienta esencial de la reducción de pobreza y del
desarrollo sostenible. Se trata de dos tipos de capacidad: para ad-
quirir y usar el conocimiento existente y para producir y usar nuevo
conocimiento. Y ello implica construir capacidad a cuatro niveles
distintos: nivel gubernamental de formación de políticas, nivel labo-
ral para entrenamiento y destrezas, nivel de innovación empresarial,
y a nivel de los institutos de investigación y de educación. Una de
las preguntas centrales del foro global de dicha agencia es si, con
esfuerzos focalizados en la construcción de estas capacidades, se
podría contribuir a la reducción de la pobreza, al logro de los obje-
tivos del milenio, mejorar la calidad de vida y bienestar, y elevar los
estándares de vida; y específicamente a tal fin, se revisan las capaci-
dades necesarias para mejorar la productividad agrícola, crear ener-
gías alternativas, conservación del agua, procesamiento y almacena-
miento de alimentos y salud pública, concluyendo que para ello se
requiere, tanto innovaciones institucionales, como innovaciones
tecnológicas (Banco Mundial, 2007).
Otra iniciativa similar es la de Naciones Unidas titulada: Apli-
cando el conocimiento en el desarrollo (Millenium Project Innova-
tion, 2005), en cuyo marco el Secretariado General de las Naciones
Unidas se ha propuesto generar las mejores estrategias para alcan-
zar los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM). Este proyecto
reunió a más de 250 expertos del mundo entero, incluyendo cientí-
ficos, especialistas en desarrollo, parlamentarios, decisores públi-
cos, representantes de la sociedad civil, agencias de Naciones Uni-
das, Banco Mundial, Fondo Monetario Internacional y sector
privado, organizados en diez grupos temáticos. El estudio concluye
que para enfrentar los desafíos en áreas tales como productividad
económica, agricultura, educación, equidad de género, salud, agua,
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saneamiento, ambiente y participación en la economía global, se re-
quiere un uso importante de conocimientos científicos y tecnológi-
cos. En dicho contexto, el proceso de innovación incluye pasos
concretos y prácticos a través de los cuales los gobiernos, agencias
internacionales y otros actores pueden asumir la tarea de vincular la
ciencia y la tecnología con el desarrollo. Las principales premisas
del estudio son las siguientes: 1) ciencia, tecnología e innovación
son un respaldo para cada uno de los ODM; 2) la mejora en bienes-
tar social del siglo pasado puede ser atribuida en buena parte a la
innovación tecnológica en salud pública, nutrición y agricultura; 3)
las interacciones entre gobierno, industria e instituciones de crea-
ción de conocimiento constituyen un factor fundamental del creci-
miento económico. El desarrollo es así definido como un proceso
de aprendizaje cuyos componentes fundamentales son capacidades
humanas, desarrollo empresarial y capacidades científicas, tecnoló-
gicas y de innovación. El Informe se detiene en considerar el im-
portante papel que la CyT puede jugar en el logro de los ODM,
principalmente aquellos referidos a educación, salud, género y des-
arrollo sostenible.
Por su parte, la CEPAL (2003) también se pregunta cuál es el
conocimiento crítico requerido para una efectiva contribución de la
ciencia al desarrollo social y cuáles son las estrategias de investiga-
ción y las escalas a las cuales se deben atacar los problemas antes
diagnosticados. Igualmente, se interroga sobre qué instituciones se
deben crear para apoyar estas estrategias. En realidad, lo que hace
la CEPAL es un ejercicio distinto a la manera tradicional en que el
tema de CyT es abordado en la región. En lugar de interrogarse so-
bre cuáles son los desafíos que la globalización y la competitividad
económica plantean a la CyT, como se hace casi todo el tiempo en
la literatura especializada sobre el tema, prefiere interrogarse sobre
los desafíos propios del desarrollo social en materia de CyT, en un
contexto cuyas especificidades ya fueron descritas en la primera
parte de este trabajo.
Este tipo de análisis más social de la CyT, que aborda explícita-
mente el tema de la clara vinculación y compromiso de la CyT con
el desarrollo social, contribuye ciertamente a cambiar la visión do-
minante del desarrollo social, según la cual, dicho proceso es relati-
INVESTIGACIÓN CIENTÍFICA Y DESARROLLO SOCIAL EN AMÉRICA LATINA
161
vamente independiente del desarrollo científico y tecnológico.
Como dice Dagnino (1996), es necesario generar un nuevo enfoque
que permita renovar el pensamiento social sobre el desarrollo de la
CyT. Así, este tipo de preocupación más social o sociopolítica de
CyT tiene la virtud de privilegiar una propuesta de desarrollo social
que desplace la visión predominante cuyo énfasis está puesto en
CyT para la inserción productiva competitiva de la región en la eco-
nomía mundial.
La perspectiva más social o sociopolítica de la CyT también
contribuye a la democratización del propio sector, al dar paso a
procesos de cambio en la naturaleza de la toma de decisiones, debi-
dos a la emergencia de un modelo (cada vez más extendido) de de-
cisión y gobierno más participativos. Por la complejidad e interde-
pendencia de los problemas y sus soluciones, las decisiones se
hacen más complejas y conflictivas, y exigen un enfoque más inte-
gral de los problemas. Este esfuerzo requiere de la articulación en-
tre distintos actores, instituciones y niveles de gobierno, con meca-
nismos más democrático-deliberativos de toma de decisiones.
Como existe una débil capacidad de interlocución de las institu-
ciones de CyT de la región con los decisores políticos, se hace nece-
sario mejorar esa relación a través de la creación de nuevos proce-
sos participativos, donde la sociedad civil pueda intervenir y
colaborar en un marco institucionalizado. En este contexto, el desa-
rrollo de procesos dialógicos y deliberativos entre científicos, deci-
sores y ciudadanos permite fortalecer la participación ciudadana en
la definición de problemas, la identificación de prioridades y la
asignación de recursos para las políticas de desarrollo (de CyT) en
la que se incluya a los actores claves de estas políticas.
En razón de este nuevo panorama que recién se abre para la re-
gión es que Schwartzman (2003), afirma que asistimos hoy a un
nuevo contrato entre ciencia y sociedad. En este nuevo marco, la
sociedad sigue necesitando de los conocimientos generados por los
científicos, pero ya no está más dispuesta como antes a darles un
«cheque en blanco» para que hagan lo que les parezca más adecua-
do. Este cambio de perspectiva abre muchas posibilidades nuevas,
pero también plantea algunos problemas que tienen que ser enfren-
tados. Este autor advierte que sería un error creer que las nuevas
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formas (emergentes) de compromiso entre ciencia y sociedad pue-
dan sustituir las formas clásicas de organización de la actividad
científica, que han producido resultados importantes a lo largo de
varios siglos, sin nuevos problemas y dificultades. Pero considera
que también es claro que la simple adopción de los modelos tradi-
cionales de compromiso entre ciencia y sociedad en América Latina
no ha producido hasta ahora los resultados deseados, siendo nece-
sario tomar en cuenta que hay nuevas demandas y otros caminos
que deben ser entendidos y experimentados.
Según Vaccarezza (1998), en las últimas dos décadas la investi-
gación académica sufrió un doble estatus periférico: se hizo relati-
vamente marginal frente a la comunidad científica internacional y
alcanzó bajo desarrollo de sus capacidades para integrarse a la co-
rriente de innovación y producción del capital internacional. En
razón de ello, a su modo de ver, la CyT de la región enfrenta dos
problemas básicos: su escaso desarrollo (bajas capacidades) y su
desvinculación/baja legitimidad frente a la sociedad a la que perte-
nece. Este autor se pregunta si la CyT de la región puede dar res-
puesta a los problemas de pobreza, desempleo y exclusión social;
si es factible que la ciencia de la región construya nuevos interlocu-
tores (movimientos sociales, organizaciones de base, empresas de
la economía social, PYMES, etc.), como lo ha hecho con los acto-
res tradicionales (Estado, comunidad científica y empresarios); y si
es posible pensar en nuestras sociedades en términos de integra-
ción social y no como nueva expresión del elitismo y la fragmenta-
ción social, en el contexto de las llamadas sociedades del conoci-
miento.
La perspectiva social de CyT requiere de una visión de desarro-
llo que contrasta con otros imaginarios de sociedad definidos en
términos más económicos. Una de las definiciones más universales
de desarrollo es la acuñada por el PNUD como desarrollo humano,
que «consiste en un proceso de creación de un entorno donde la
gente pueda desarrollar todo su potencial y generar vidas creativas
y productivas en consonancia con sus necesidades e intereses. El
desarrollo humano comparte una visión común con los derechos
humanos y se enfoca en capacidades, derechos y libertades. De esta
forma, desarrollo humano y derechos humanos se refuerzan mutua-
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mente, con el fin de asegurar bienestar, dignidad y respeto entre las
personas» (UNDP, 2001: 9). Contrastando con esa definición está
la propia del Consejo de Desarrollo Económico de Naciones Uni-
das que define el desarrollo como el proceso de creación de riqueza
a través del uso de toda clase de recursos, de modo que en la eco-
nomía global emergente, el conocimiento es la forma de capital más
nueva. Como lo sostienen Castro y Laszlo (2002), el concepto de
desarrollo está sesgado como económico y se le iguala con indus-
trialización, pero en los años más recientes, se ha hecho imperativo
comprender mejor aquellas trayectorias de desarrollo desde un en-
foque más integral. El nuevo concepto de desarrollo incluye no sólo
crecimiento económico sino también todos aquellos parámetros
que reflejan la calidad de la vida, el disfrute de la capacidad creativa
y el ejercicio de los derechos humanos. Gracias a nuevas investiga-
ciones se reconoce la importancia de expandir el concepto tradicio-
nal de desarrollo para incluir los asuntos sociales y ambientales a
través de la creación de capital humano y social, la profundización
de la democracia, y el fortalecimiento de las dimensiones éticas y
socioculturales de la vida colectiva. Desde esta perspectiva, el cono-
cimiento se convierte en un componente clave para la construcción
de sociedades democráticas y equitativas, así como, de una ciudada-
nía activa.
Castells (1999), afirma que definir el desarrollo social en la era
de la información es complejo. Si la organización social entera no se
hace productiva, se afecta el crecimiento de la productividad mien-
tras que pareciera producirse un círculo virtuoso según el cual el
desarrollo social lleva al desarrollo cultural, que lleva a la innova-
ción, que lleva al desarrollo económico, que fortalece la estabilidad
institucional y la confianza, todo ello como una base en la que se
sostiene un modelo sinérgico que integra crecimiento económico
con el desarrollo de la calidad de vida.
Enseguida, revisamos el estado de la investigación académica en




IV.  INVESTIGACIÓN ACADÉMICA EN CIENCIAS SOCIALES:
IMAGINARIOS, PROBLEMAS Y DESAFÍOS
Así como existen diversos imaginarios de desarrollo, que prefiguran
distintos tipos de sociedad, igualmente se construyen imaginarios de
CyT, que suponen vínculos explícitos o implícitos de la investigación
científica con la sociedad. Podríamos reconocer en la Declaración de
la Conferencia Mundial sobre la Ciencia (1999), en Budapest, promo-
vida por la UNESCO y el ICSU2, los elementos constitutivos de un
imaginario científico para el desarrollo social. Con esta proclama
como telón de fondo, procedemos a continuación a revisar, en primer
lugar, el estado de la investigación en ciencias sociales en la región; y
en segundo lugar, a explorar sus vínculos con las políticas de desarro-
llo social, con el propósito de apreciar contribuciones específicas de la
investigación científica al desarrollo social y así poder generar un con-
junto de lecciones a partir de la revisión de experiencias concretas.
IV.1.  Imaginario de las relaciones ciencia-sociedad
En la conferencia mundial se proclama que la ciencia es para el co-
nocimiento y el conocimiento es para el progreso. Se destaca que la
función inherente a la ciencia es desarrollar una total y comprehen-
siva investigación sobre naturaleza y sociedad, que genere nuevo
conocimiento, que a la vez fortalece la educación, la cultura, el
acervo intelectual y conduce a cambios técnicos y a beneficios eco-
nómicos. Los compromisos fundamentales de la ciencia con la so-
ciedad son los siguientes:
a) la ciencia es para la paz, y constituye una herramienta para
revertir las causas profundas y los impactos del conflicto.
b) la ciencia y sus aplicaciones son indispensables para el desa-
rrollo y estas actividades se deben dirigir hacia procesos
INVESTIGACIÓN CIENTÍFICA Y DESARROLLO SOCIAL EN AMÉRICA LATINA
2 ICSU (International Council for Science): Consejo Internacional de Uniones
Científicas.
165
productivos y prospectos de un mejor empleo, aumento de
la competitividad y justicia social, con salvaguarda de los re-
cursos naturales del planeta. En particular, la ciencia es vista
como un prerrequisito para la democracia y el desarrollo
sostenido, requiriendo de varios tipos de cooperación a ni-
vel gubernamental y no gubernamental, nacional e interna-
cional, e interdisciplinario.
c) la ciencia es para la sociedad y en la sociedad, significando
con ello que la ciencia está comprometida con el bienestar
de la humanidad, el respeto a la dignidad y los derechos hu-
manos, el respeto al medio ambiente y ha de ser responsable
con las generaciones presentes y futuras. Particularmente, se
destaca que gobiernos y científicos del mundo deben atender
los problemas complejos de la salud y de las desigualda-
des crecientes en este campo entre diferentes países y en-
tre diferentes comunidades dentro de un mismo país, recu-
rriendo a la educación, al progreso científico y tecnológico y
a concertaciones entre los actores involucrados en estas ac-
ciones.
IV.2.  Estado de la investigación en Ciencias Sociales 
en la región
La bien conocida «crisis paradigmática» 3 de las Ciencias Sociales
en la región coincide con un cambio profundo en la realidad social
acontecido en las últimas tres décadas. Se trata de las profundas
transformaciones ocurridas en las relaciones Estado-Economía-So-
ciedad que han afectado significativamente la vida social en sus for-
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mas de producir y vivir. Ya nos hemos referido a dicho proceso en
la primera parte de este trabajo, cuando describimos aspectos de
los efectos sociales de estas transformaciones ocurridas durante los
años ochenta y noventa, generando a su paso el síndrome de dos
décadas perdidas (y más) en términos del desarrollo de la región.
América Latina desarrolló con fuerza propia la investigación
académica en Ciencias Sociales, generando la relevante «teoría de la
dependencia» para explicar el tipo de desarrollo desigual y depen-
diente que los países de América Latina han generado a lo largo del
si glo XX, en el marco de relaciones de intercambio subordinadas al
poder de la economías del «centro» (economías desarrolladas),
comportándose como «periferia» del sistema capitalista. El paradig-
ma dependentista domina hasta fines de los setenta, coexistiendo
con temas emergentes de la nueva realidad latinoamericana (siste-
mas políticos, fuerzas armadas, cultura política, etc.). La profundi-
zación de la crisis económica regional, que se expande con fuerza a
lo largo de la década de los ochenta por el avance del modelo neoli-
beral, incidió en una agudización de esta crisis paradigmática de las
Ciencias Sociales.
En el nuevo contexto de avance de la economía neoliberal, sur-
ge con fuerza el tema de la democracia, y la necesidad de (re)pen-
sarla para revalorizar la democracia representativa en la región. El
estudio de la realidad social, en el contexto del neoliberalismo y la
democracia representativa, se centró en el problema de la precari-
zación del vínculo social (desestructuración/desafiliación social), las
disparidades sociales, y la relación entre democracia e igualdad.
Los años ochenta muestran al principio un aumento notable de
la investigación en ciencias sociales en la región, de manera distinta
según cada país, que luego se frenó debido a la crisis fiscal del Esta-
do, el deterioro de las universidades, el avance del pensamiento
neoliberal y la crisis de la investigación académica de las últimas
dos décadas (Calderón y Provoste, 1989). Durante los años ochenta
se mantiene el aumento en el número de postgrados en ciencias so-
ciales y de egresados en ese nivel. El apoyo financiero a la investiga-
ción y postgrado en ciencias sociales procede cada vez menos del
Estado y las Universidades, y cada vez más de la cooperación exter-
na. Calderón y Provoste sugieren que, en la región, entre el 50% y
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el 75% del financiamiento de la investigación social proviene del
exterior. La financiación externa incide en los temas y el carácter de
la investigación, mientras que el deterioro de las universidades afec-
ta la investigación básica en este ámbito.
Asistimos pues, en los años ochenta y noventa, a un cambio sig-
nificativo en el modo de hacer investigación social en la región,
cuya principal implicación es lo que Sonntag llama la privatización
de la investigación y su dependencia externa, con una tendencia
marcada a la hegemonización de las ciencias sociales de los centros
(Licha, 1996).
En dicho contexto es que surge la llamada crisis de las ciencias
sociales. En el texto sobre Crisis de las Ciencias Sociales (CS) de la
Argentina en Crisis, del Consejo de Decanos 4 de las facultades de
Ciencias Sociales y Humanas de Argentina (2005), se reconoce un
conjunto de elementos que caracterizan el estado de las Ciencias
Sociales en las últimas dos décadas en ese país. Si bien, dicho análi-
sis corresponde al caso de Argentina, a partir de él es posible com-
prender, con ciertas reservas, la situación de la región en dicho ám-
bito.
Las principales reflexiones en torno los mayores desafíos que
enfrentan las CS se centran en los siguientes:
• Comprender las transformaciones ocurridas.—La mayor difi-
cultad es comprender la magnitud y significado de los cam-
bios ocurridos en las últimas décadas, dentro y fuera de la re-
gión, formular alternativas de solución e imaginar escenarios
de la sociedad y de las propias disciplinas en contextos tan in-
ciertos, caracterizados por una crisis profunda cuya evolución
es impredecible.
• Superar la segmentación del conocimiento.—Se ha producido
recientemente una agudización de la segmentación y parciali-
zación de los conocimientos y las modalidades de abordaje de
sus análisis: un taylorismo de los saberes que neutraliza la ca-
pacidad de enmarcar los diferentes problemas dentro del con-
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texto en el cual adquieren su sentido mas ajustado (Argume-
do, 2005: 92).
• Comprender el desarrollo de las propias disciplinas.—La pro-
ducción de conocimientos tiene lugar en contextos difíciles y
el propio saber es complejo. Se trata de avanzar hacia un en-
foque de las ciencias sociales y de la sociología en particular
según el cual se generen condiciones para que estas discipli-
nas y profesiones se mantengan sobre bases propias de análi-
sis y crítica de sus logros e inconsistencias, y de los obstáculos
que las afectan (González, 2005).
• Articular ciencias sociales con procesos sociohistóricos. —En
el proceso de constitución e institucionalización de las cien-
cias sociales aparecen dos dimensiones: como disciplina (in-
vestigación) y como profesión (enseñanza). Según Portantie-
ro, a lo largo de su evolución en la región aparecen tres temas
fundamentales que orientan la investigación: desarrollo-de-
pendencia-democracia. De acuerdo al autor, la primera etapa
se centró en el tema del desarrollo, para estudiar y compren-
der el pasaje de las sociedades tradicionales a las modernas, y
las transformaciones culturales que explican ese tránsito. Este
fue el tema en torno al cual se constituyó la sociología en la
región. En segundo lugar, aparece el tema de la dependencia,
desde la teoría de la dependencia, con protagonistas en Brasil,
Chile y México, principalmente. En este caso, la Economía
cobró fuerza imponiéndose sobre la Sociología y la Ciencia
Política, y las investigaciones se centraron en el análisis de las
condiciones estructurales que permiten definir una situación
de dependencia. En tercer lugar, surge el tema de democracia,
para analizar y comprender el fenómeno de auge y caída de
las dictaduras militares en la región. Aquí, la Ciencia Política
se impone sobre la Economía y la Sociología.
• Fortalecer la formación de los científicos sociales en historia
de América Latina.—Su baja formación contribuye a desco-
nocer la influencia del pasado en los problemas de actualidad
(Argumedo, 2005: 69). El desconocimiento de las raíces histó-
ricas y culturales de la región, de las experiencias e ideas del
pasado que afectan la situación presente de nuestras socieda-
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des, hace indispensable que los científicos sociales se formen
en historia, de manera que puedan generar un conocimiento
estratégico que vincule el pasado con el presente.
• Reconocer la profunda crisis social existente.—Las Ciencias
Sociales de hoy se enfrentan a una realidad de crisis profunda
y sus respuestas son difíciles de generar: «Ahora estamos en
una situación (…) en donde el mundo social se ha fracturado
y fragmentado hasta límites desconocidos (…) en donde hay
un mundo de los ciudadanos y un mundo de los excluidos de
la ciudadanía» (Portantiero, 2005: 24).
• Estudiar nuevos temas relevantes. —Son los temas de la frag-
mentación social, la discontinuidad de los procesos sociales, la
ciudadanía como destino común, el compromiso de las cien-
cias sociales con los problemas de la sociedad (Bustelo, 2005);
la reconstrucción de la lengua universitaria en las ciencias so-
ciales; la afirmación de la autonomía intelectual; el rescate del
patrimonio bibliográfico de las universidades y (re)construc-
ción de los currículos (González, 2005).
En las difíciles condiciones antes descritas, las Ciencias Sociales
de la región han tenido que hacer frente a la tarea de contribuir a la
toma de decisiones públicas en materia de políticas de desarrollo so-
cial. Veamos algunas de sus contribuciones, fortalezas y debilidades.
IV.3.  Vínculos entre investigación científica y políticas 
para el desarrollo social. Revisión de algunas experiencias
Existe un vínculo entre políticas públicas y conocimiento, por el
cual los decisores públicos acceden al conocimiento más relevante
sobre un conjunto de problemas que conforman la agenda política,
con el fin de diseñar estrategias consistentes para su resolución.
Este proceso de formación de las políticas públicas supone que se
cuenta en el país con investigación científica de calidad sobre temas
prioritarios. Supone igualmente que las ciencias (en este caso, en




Los científicos sociales generan información, ideas y argumentos
que permiten evaluar la situación a enfrentar, pronosticar su evolu-
ción, analizar posibles cursos de acción, y sugerir las soluciones más
adecuadas. De esta forma, la influencia de la investigación científica
en la política es directa y considerable. Esta influencia es doble. Por
una parte, la articulación de la toma de decisiones con el análisis
científico, asegura intervenciones basadas en el estudio y compren-
sión de la realidad. Por otra parte, las investigaciones proveen enfo-
ques y evidencias que fundamentan el debate público sobre temas
relevantes para la sociedad como un todo, contribuyendo a una me-
jor comprensión de los problemas y a generar visiones más amplias
y compartidas sobre los mismos. El vínculo entre investigación
científica y políticas públicas opera a través de las relaciones entre
ciencia-Estado y ciencia-sociedad.
No obstante, investigaciones recientes en este tema 5 muestran
que la investigación se mueve en un proceso dinámico y conflictivo
con distintas ideas contendoras, y no es inmediata la influencia que
las nuevas ideas puedan tener en la política. Pareciera más bien que
ellas entran a formar parte de un debate donde la gente que partici-
pa puede seguramente cambiar sus puntos de vista sobre un pro-
blema, con lo cual la investigación alcanza a tener una influencia,
pero sólo de manera indirecta, en la toma de decisiones. En dicho
debate participan diferentes actores con sus propios intereses, ideas,
estrategias y expectativas. Igualmente, las decisiones son altamente
influenciadas por factores externos tales como desarrollo en políti-
cas sectoriales o cambios de gobierno. Internamente la burocracia,
por su propia resistencia al cambio, sería poco receptiva a nuevas
ideas y opciones de políticas que desafíen sus posiciones.
Para Weiss y Lindquist, la principal contribución de la investiga-
ción científica es adquirir nuevo conocimiento y comprensión de
los fenómenos, superando con ello viejos mitos y ganando nuevas
perspectivas sobre los problemas de una sociedad. Este proceso
ayuda principalmente a cambiar prioridades de políticas públicas y
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a construir capacidades en los países, a través de procesos partici-
pativos que involucran tanto a la sociedad civil como a las autorida-
des públicas en la toma de decisiones.
La articulación entre investigación científica y decisiones públi-
cas adquiere particularidades distintas según opere en el contexto
de países desarrollados o en desarrollo. En los países desarrollados
los distintos sectores de la administración pública están relaciona-
dos con públicos deliberativos, organizaciones sociales y empresas
privadas mediante estructuras de concertación-cooperación clara-
mente establecidas, mientras que en los países en desarrollo esta
práctica es más formal que real y las instituciones y actores involu-
crados son más débiles. Ello no quiere decir que estos procesos no
ocurren, sino que operan con mayores complejidades, mayores po-
larizaciones al nivel de las ideas, y escaso nivel de consenso acerca
de las políticas establecidas. En dicho ámbito, el papel de los cientí-
ficos sociales es fundamental al proceso de toma de decisiones.
En las pasadas dos décadas en la región, las relaciones entre in-
vestigación científica y desarrollo social han asumido características
particulares que tratamos de analizar mediante un par de casos que
presentamos a continuación, en un contexto que ha afectado el
desarrollo de las ciencias sociales, como el antes descrito.
IV.3.1.  Investigación educativa y decisiones públicas 6
Según Brunner, el conocimiento sociológico tiene impacto no tanto
como base directa para la intervención social sino como fuente para
la formación del ideario político y cultural de la sociedad. Al inte-
rrogarse sobre la relación entre investigación educacional y toma de
decisiones, sugiere que en lugar de lamentarnos por la débil vincu-
lación realmente existente, más bien se estudien los cambios que se
están produciendo en términos de tales relaciones. Este autor relata
que en una encuesta de opinión que se realizó en Chile entre 41 in-
vestigadores del área educativa, el 80% considera que el nivel de
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utilización de los resultados de investigación es bajo, mientras que
el 87% estima que las decisiones se basan en conveniencia política
más que en resultados. Los altos decisores del Ministerio de Educa-
ción, también encuestados, estiman en su mayoría que el uso de los
resultados de investigación es más bien modesto.
Este planteamiento de Brunner coincide con los de Weiss et al. y
Gomáriz, quienes al estudiar el uso de la investigación social en la
formación de políticas, muestran que la investigación social es usa-
da para argumentar sobre una decisión política, que ha sido tomada
con base en otras razones. Según Gomáriz, el uso más frecuente de
la investigación social se refiere a la absorción de ciertas ideas y de-
terminados conceptos creados por ella, por parte de los grupos que
tienen que adoptar decisiones y políticas, influyendo de manera in-
directa en el ideario general de las élites sociales. Weiss et al. seña-
lan que existen tres rutas que definen la influencia de la investiga-
ción en las decisiones públicas: la instrumental, que se orienta a la
resolución de problemas; la conceptual, que se orienta a moldear el
pensamiento y a retroalimentar las interacciones; y la político-sim-
bólica (o estratégica), que sirve para respaldar decisiones/posicio-
nes y aumentar la credibilidad de una decisión. De acuerdo a estas
tres rutas, Brunner y Gomáriz parecen situarse en un intermedio
entre la conceptual y la estratégica, para comprender más cabal-
mente estas relaciones. Brunner reconoce que en la práctica «lo que
existe es un contexto interactivo donde operan múltiples racionali-
dades (…) con procesos propulsados por el juego de los actores
con sus propios intereses» (p. 8).
Coraggio, al estudiar también el área de la investigación educati-
va para explorar las relaciones entre conocimiento y praxis social,
ilustra en buena medida lo señalado por los autores antes mencio-
nados. Sin embargo, este autor aporta nuevos elementos que indi-
can un abanico de modos de relacionamiento entre investigación y
decisión pública.
Según él, hay cinco tipos de investigación vinculados a paradig-
mas y políticas educativas. Ellos son: 1. investigación instrumental o
tecnológica, cuyo interés es producir conocimientos útiles para el
diseño e implementación de políticas educativas orientadas por un
paradigma vigente; 2. investigación cientificista, desarrollada por
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estudiosos que, en el marco de un paradigma educativo dado, de -
sarrollan o prueban nuevas hipótesis, sistematizan el conocimiento
empírico acumulado, etc.; 3. investigación legitimante de las políti-
cas educativas, cuyo objetivo es asegurar la aceptación de las po -
líticas, defendiendo el conjunto de ideas que las justifica; 4. inves -
tigación hermenéutica, que intenta producir otra comprensión
mediante la resignificación del discurso educativo, siendo una in-
vestigación deslegitimante; y 5. investigación alternativista, que ade-
más de poner a prueba la validez de las políticas oficiales, propugna
otras políticas alternativas para mejorar la educación. Tiene un inte-
rés técnico-político específico y un sentido instrumental.
El caso que analiza Coraggio, sirve para entender las políticas
educativas actuales en sus relaciones con la economía, y la manera
en que son fundamentadas y justificadas ante la opinión pública.
Este autor sugiere que es preciso tener presente que una parte sus-
tancial de las políticas no es el resultado de una reflexión sobre la
educación, sino la expresión en la educación de la nueva política
económica. Se trata de políticas interesadas en una educación fun-
cional al modelo económico vigente. Igualmente, advierte que los
enfoques sectoriales de la política social, concretamente de la edu-
cativa, o aquellos que ponen el énfasis en la eficiencia de la gestión,
o en la eficacia del proceso de aprendizaje son limitados e inapro-
piados, porque exhiben fallas vinculadas con la ausencia de visiones
de largo plazo sobre el tipo de desarrollo social deseable y posible
de alcanzar, o su falta de visión estratégica sectorial. En realidad,
podríamos ver en lo que señala este autor, el uso legitimador que la
investigación muchas veces aporta a las decisiones.
Como la investigación desempeña un papel importante en la
educación, su producto no puede quedar sólo en manos de los in-
vestigadores, por lo que Coraggio sugiere que los resultados sean
compartidos con docentes, alumnos, comunidades y organizaciones
sociales. Aun más, plantea que los investigadores no pueden que-
darse aislados haciendo pequeñas cosas y publicando algún artícu-
lo. Para lograr un efecto amplio en la sociedad, a escala nacional o
mundial, deben participar como actores del proceso de reforma y
gestión educativa, impulsando su democratización, informando de
manera responsable y contribuyendo responsablemente a interac-
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tuar con los actores del sistema educativo y la opinión pública en
general.
Los planteamientos de Coraggio coinciden en cierta medida con
los de Ginsburg y Gorostiaga, quienes también se interrogan sobre
el impacto de la investigación en la educación, partiendo de la
constatación del limitado alcance y efectividad de la comunicación
entre investigadores y decisores y subrayando la percepción según
la cual muchas decisiones se toman sin suficiente conocimiento e
información.
Ginsburg y Gorostiaga proponen cerrar la brecha entre investi-
gadores y decisores mediante el diálogo como instrumento de refle-
xión-acción conjunta. Ellos advierten que existen actores poderosos
que tienden a imponer sus visiones, limitando la participación de
los otros actores en el diálogo, frente a lo cual es fundamental mejo-
rar condiciones, capacidades y compromisos para el cabal desarro-
llo de esta práctica.
IV.3.2.  Fortalezas y debilidades de los procesos 
de intermediación entre conocimiento científico 
e intervención social
Como afirmamos en páginas anteriores, el tema de las relaciones
entre Ciencia, Tecnología y Sociedad se ha abordado principalmen-
te desde un enfoque económico de los procesos de innovación, con
abundancia de estudios de caso sobre la vinculación universidad-
empresa. Existen pocos estudios empíricos sobre la vinculación en-
tre científicos y otros actores sociales para estudiar procesos que no
obedecen a la lógica de mercado. Una manera interesante de mirar
estas relaciones es estudiando casos concretos de vinculación entre
productores de conocimiento y decisores públicos como usuarios
de conocimiento.
Estébanez (2004) desarrolló de manera exploratoria estos análi-
sis en cinco áreas-problema de impacto en Buenos Aires (salud re-
productiva, desastres naturales, hábitat y vivienda para sectores de
bajos ingresos, seguridad ciudadana, y educación en contextos de
pobreza), estudiadas por la Universidad de Buenos Aires. Se trató
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de evaluar la utilidad social de las investigaciones y las fortalezas y
debilidades de los procesos de intermediación entre conocimiento
científico e intervención social. En este estudio se reconocen tres
mecanismos de intermediación: i. difusión del conocimiento desde
el sistema científico y tecnológico; ii. vinculación y transferencia en-
tre los sectores científico, gubernamental, empresarial y no lucrati-
vo; y iii. circulación de conocimiento por diversos canales como los
medios masivos de comunicación, el sistema educativo, las profesio-
nes, los sectores sociales y los movimientos sociales.
Particularmente, el asesoramiento científico es presentado como
uno de los más importantes mecanismos de intermediación, facili-
tando aportes concretos de la ciencia a la política o al proceso de
toma de decisión. Esta práctica asume diversas modalidades (comi-
tés asesores integrados por científicos que funcionan en organismos
gubernamentales; procesos de consulta científicos ante una crisis o
problema; asesores de CyT en el parlamento; presencia de científi-
cos en funciones técnicas o políticas gubernamentales; estudios de
prospectiva). Estébanez sugiere que cuando el usuario es el Estado,
los diversos entes gubernamentales se consideren como análogos a
las firmas innovadoras cuando incorporan conocimiento de CyT en
sus prácticas productivas. En este caso, en el ámbito de la política
social, se incluyen todas las fases del proceso de formación (diseño,
implementación, monitoreo y evaluación, procedimientos, capacita-
ción y asistencia técnica). Se presume que a lo largo del llamado
ciclo de la política, las CS tendrían capacidad de influencia, apor-
tando tanto a la definición de la agenda pública como a la forma-
ción de las políticas, a través de sus teorías, conceptos, ideas, méto-
dos, datos y resultados de investigación.
Metodológicamente se procedió con la realización de talleres de
evaluación colectiva, donde participaron productores y usuarios de
conocimiento con el fin de analizar la pertinencia y el impacto
social de la ciencia y la tecnología en Argentina.
El cuadro 1 nos muestra algunos aspectos fundamentales de la
intermediación investigación-decisión. En primer lugar, muestra
que a pesar de la alta relevancia y pertinencia social de las investiga-
ciones, la intermediación es limitada, y por ende, el impacto es
bajo, por varias razones: el impacto queda confinado al ámbito
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CUADRO 1.  Resultados de los talleres de evaluación
Área Descripción 
de la metodología Resultados
Se involucró en el taller
a 87 personas que traba-
jan en esta temática. Se




Este taller se desarrolló
con 20 personas: integran-
tes de grupos de investi-
gación, representantes de
organismos gubernamen-
tales nacionales y locales
y representantes de ONG.
1.  Se reconoció la alta pertinencia social de
las investigaciones presentadas, por estar
referidas a problemas concretos y urgen-
tes que afectan a la niñez y adolescencia.
2.  Todos los equipos se mostraron muy acti-
vos en vinculaciones extraacadémicas,
bajo distintas modalidades: publicaciones,
disertaciones, capacitación a escuelas, ca-
pacitación a profesionales, asistencia téc-
nica a escuelas, juzgados y ONG, elabora-
ción de textos y materiales para el
Ministerio de Educación, elaboración de
manuales y guías para la Defensoría del
Pueblo, diversas actividades de transfe-
rencia de conocimientos a entidades públi-
cas, privadas y sistema hospitalario.
3.  La principal dificultad estriba en el diseño
de mecanismos de difusión de mayor im-
pacto, de alcance nacional. Tal problema
se asoció con el desinterés en los niveles
políticos donde se toman las decisiones,
para implementar estos resultados más
allá del ámbito local.
1.  Se reconoció la alta relevancia del tema,
pero a la vez, la falta de enfoques más in-
tegrales sobre esta problemática fue visto
como una limitación del potencial social de
estos trabajos.
2.  Se identificaron barreras para acceder a
los resultados entre quienes no pertene-
cen al ámbito universitario.
3.  Los grupos de investigación están desvin-
culados de las entidades públicas poten-
cialmente usuarias del conocimiento; al no
existir un contacto estrecho entre institucio-
nes, los estudios quedan desactualizados.
4.  Las investigaciones sobre el tema, en la mis-
ma universidad y entre universidades, están
desarticuladas y ello limita el impacto que
puedan tener sobre las decisiones públicas.










































local, y no logra trascender al espacio nacional; la utilización de
múltiples instrumentos de difusión, comunicación y transferencia
de conocimientos; así como, la interlocución entre investigadores y
decisores enfrentan barreras que afectan la comprensión integral y
exhaustiva de los problemas, y la propia conceptualización y evalua-
ción de las políticas. En segundo lugar, muestra que las investiga-
ciones por campos temáticos tienen que articularse intra e interins-
titucionalmente, con el fin de superar la dispersión de esfuerzos y
ganar impacto e influencia en las políticas públicas.
En tercer y último lugar, podemos apreciar a través de esta ex-
periencia de talleres, que es necesaria la interlocución de la comuni-
dad científica con los diferentes actores fundamentales de las políti-
cas, para ajustar los enfoques, conceptos, métodos y problemas
estudiados. También que estos procesos no pueden quedar como
experiencias sueltas, esporádicas, sino convertirse en prácticas insti-
tucionalizadas, que requieren de distintas estructuras (consejos, co-
mités, comisiones, mesas, foros, etc.), donde regularmente se pre-
sentan, debaten y acuerdan concertadamente las agendas de
investigación, se difunden sus resultados, y se definen acciones a
implementar.
Al respecto, un reciente estudio del IDS (2006) concluye que la
CyT son actividades claves para abordar el problema de pobreza y
promover bienestar, argumentándose que la participación del pú-
blico en los debates científicos y en los procesos de formación de
política, es necesaria para definir agendas de investigación y objeti-
vos que puedan asegurar que las comunidades y población más po-
bres se beneficien de ella. Los ciudadanos quieren saber sobre las
investigaciones en curso en varias áreas y quieren tener el derecho a
ser escuchados, a ser entendidos y a entender. Existe un programa
del IDS llamado Ciencia y Ciudadanos que examina las maneras en
que la CyT se conecta e interactúa con los estudios del desarrollo.
La forma y la dirección que toman la CyT ya no son vistas como in-
evitables y monolíticas, porque crece la perspectiva según la cual
este campo de políticas públicas se abre para ser moldeado por la
participación ciudadana, las prioridades culturales, los intereses ins-
titucionales, la concertación entre los actores y el ejercicio del po-
der. En medio de este estudio aparece la noción de justicia cognitiva
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que se relaciona con el diálogo entre diferentes conocimientos y
perspectivas que caracterizan a los científicos y ciudadanos.
Precisamente estas nuevas prácticas y sistemas que se están
construyendo en el ámbito de la gestión pública, con el fin de ela-
borar agendas y definir prioridades del desarrollo, de manera parti-
cipativa, han sido definidas como constitutivas de la llamada gober-
nanza deliberativa, y la OCDE (2005) ha promovido con dicho
concepto la emergencia de un nuevo proceso de gobierno, relacio-
nado con un nuevo enfoque de toma de decisiones basado en la co-
operación de los actores claves, en cuyo marco se desdibujan los lí-
mites entre los sectores público y privado. Ello implica un conjunto
de instituciones y actores, que se involucran en responsabilidades y
acciones frente a la economía y la sociedad, mediante una acción
colectiva, en una estructura de redes, y con capacidad para lograr
resultados. De esta forma, la gobernanza deliberativa es un proceso
interactivo y participativo que engloba varias formas de asociación,
colaboración, competencia y concertación, buscando con ello supe-
rar las fallas en rendición de cuentas, transparencia y representa-
ción.
IV.3.3. Lecciones aprendidas
A lo largo de este trabajo pudimos apreciar que existe una débil
vinculación entre investigación científica y desarrollo social en
América Latina, que en parte se explica por la predominancia de
un enfoque lineal del desarrollo, en cuyo marco el desarrollo social
tiende a ser visto como el resultado del crecimiento económico y
éste a su vez del progreso científico-técnico. Por consiguiente, des-
de tal perspectiva la intermediación entre Ciencia y Sociedad pierde
fuerza, y la cuestión social pierde centralidad, parcializando el im-
pacto de la investigación científica en las decisiones públicas y en
el proceso de formación de políticas democráticas de desarrollo
social.
Hemos podido explorar igualmente, a través de estudios sobre
la influencia de la ciencia en las decisiones públicas y su utilidad so-
cial, las distintas modalidades existentes de interacción entre cien-
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cia y políticas de desarrollo. Con base en ello, hemos intentado eva-
luar la real y potencial contribución de la investigación científica al
desarrollo social, concluyendo que esta intermediación constituye
un recurso valioso que permite a la comunidad científica incidir en
el debate público sobre los problemas más importantes que afectan
a la sociedad. Igualmente, permite a la ciudadanía definir, compren-
der y debatir democráticamente los principales problemas que afec-
tan a la sociedad e intervenir en la definición de las soluciones más
apropiadas. Esta interlocución tiene crecientemente lugar a través
de procesos dialógicos argumentativos que se desenvuelven entre
múltiples actores y agencias, y entre distintas disciplinas, saberes y
perspectivas. A través de procesos democrático-deliberativos pare-
ce ser que la investigación científica podrá cada vez más contribuir
al desarrollo social, posibilitando avances en la conceptualización y
desarrollo de políticas públicas legítimas, que responden a las nece-
sidades y prioridades definidas por la sociedad.
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6.  ARGENTINA: MODERNIDAD Y RUPTURAS
MARIO ALBORNOZ*
RESUMEN
El presente trabajo expone las peculiaridades del desarrollo cientí-
fico y tecnológico argentino. Se trata de un proceso signado por un
impulso temprano hacia la modernización y, al mismo tiempo, por
discontinuidades que marcaron y afectaron negativamente su evolu-
ción posterior. Sin embargo, más allá de las rupturas que jalonaron
el proceso de consolidación y avance de la ciencia y la tecnología en
Argentina, se debe reconocer que a lo largo de todo el siglo veinte
se lograron resultados relevantes en ambos terrenos, con un alto
nivel de excelencia para el contexto de América Latina. Desde el
punto de vista de la política científica y tecnológica en Argentina, el
presente trabajo recorre la historia de este proceso y analiza la com-
posición actual del sistema científico y tecnológico del país. Final-
mente, se ofrecen observaciones acerca de las fortalezas y debilida-
des del sistema para enfrentar los desafíos actuales de la
investigación en ciencia y tecnología.
La investigación científica y el desarrollo tecnológico tienen en
Argentina una tradición significativa. Sin embargo, los senderos de
la investigación científica y el desarrollo de tecnología transcurrie-
ron muy separados. La investigación científica y su institucionaliza-
ción fueron el resultado de un impulso modernizador que hundía
sus raíces en la conformación del Estado nacional durante el siglo
diecinueve. Reflejaron, más tarde, los intereses propios de una co-
munidad científica que alcanzaba cierto éxito en su proceso de con-
formación y legitimidad en el plano internacional. Los emprendi-
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mientos tecnológicos estuvieron vinculados a los esfuerzos de in-
dustrialización del país, dentro del proceso más amplio del desarro-
llo latinoamericano. También estuvieron relacionados con las prio-
ridades estratégicas en el plano de los intereses militares de la
época.
Una historia de rupturas dramáticas y fracasos históricos, tanto
en el plano de la política, como en el de la economía, que conmo-
vieron al país durante varias décadas, con su cuota de represión,
exilios, empobrecimiento, frustración y desorden, entre otras pla-
gas. Estos avatares afectaron también las capacidades inicialmente
acumuladas por la sociedad argentina en muchos planos; el de la
ciencia y la tecnología no fue la excepción. En los últimos años el
país viene realizando esfuerzos de reconstrucción. Una mayor es -
tabilidad institucional y cierta bonanza económica están dando
nuevo aliento al desarrollo de políticas vinculadas con el conoci-
miento científico y tecnológico apoyadas en el consenso de múlti-
ples ac tores.
I.  EVOLUCIÓN HISTÓRICA
La atención pública al desarrollo científico en Argentina fue tem-
prana y explícita. El gobierno de Domingo Faustino Sarmiento
(1866-1872) «importó» investigadores y creó instituciones científi-
cas, como el Observatorio Astronómico de Córdoba, con una mani-
fiesta voluntad modernizadora no exenta de violentos conflictos. El
propio Sarmiento basó parte de sus políticas en el intento de repli-
car las capacidades innovadoras de la sociedad norteamericana. «El
señor Sarmiento sueña, como ningún otro argentino que yo conoz-
ca, con implantar los Estados Unidos en la pampa», pone el escritor
Andrés Rivera en boca de Rosas, su enemigo político. Aunque la
frase pertenezca a la ficción, expresa con acierto la política aplica-
da. El ideario darwinista (Monserrat, 1993) dio lugar en Argentina,
a partir de 1870, a un evolucionismo de impronta spenceriana que




Los primeros grupos de investigación científica reconocibles
como tales surgieron en los comienzos del siglo veinte, en particu-
lar, en ciertas ramas de la física y en el llamado complejo biomédi-
co. Tuvieron su localización institucional en las universidades que,
por entonces, eran sólo públicas. Tres de ellas sobresalieron como
las más destacadas con relación al desarrollo de la ciencia en el país:
las Universidades de Buenos Aires, La Plata y Córdoba. Todavía
hoy el conjunto de universidades nacionales apunta en su haber el
crédito de disponer del grueso de la capacidad científica del país.
No obstante, la investigación científica alcanzó su momento de ma-
yor visibilidad y madurez durante las décadas de los cincuenta y los
sesenta, cuando se conjugaron diversos factores que permitieron
producir lo que se recuerda como una verdadera «época de oro» de
la ciencia en el país. Si bien el Premio Nobel le había sido otorgado
a Bernardo Houssay, en 1947, fue en las dos décadas siguientes
cuando la investigación científica estuvo a la par de la desarrollada
en el máximo nivel internacional. Aquellos esfuerzos de investiga-
ción obtuvieron un reconocimiento mundial con el posterior otor-
gamiento del Premio Nobel a Luis Leloir en 1970 y a César Mils-
tein en 1984 (aunque en este último caso el premiado investigaba
fuera del país).
Con posterioridad, el desarrollo científico y tecnológico de Ar-
gentina siguió un proceso signado por numerosas rupturas, estre-
chamente relacionadas con los vaivenes del contexto político e ins-
titucional del país. Las fracturas de la institucionalidad política
signaron también la historia de la política científica y tecnológica.
Existe consenso en señalar que el avasallamiento de la Universidad
de Buenos Aires en 1966, que tuvo su hecho más conocido en la
«noche de los bastones largos», significó en la práctica la ruptura
de buena parte de las tradiciones científicas. Como consecuencia de
aquellos episodios se produjo la disgregación y migración de mu-
chos grupos consolidados, lo cual dejó a una generación de jóvenes
investigadores sin un conjunto de científicos que debían haber sido
sus referentes. Unos años después, durante el gobierno militar del
período 1976-1983, la represión alcanzó niveles inéditos y se degra-
dó sensiblemente la cultura política, con el consiguiente deterioro
institucional. En el plano de la política científica y tecnológica, la
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orientación predominante estuvo definida por los intereses del ré -
gimen militar. Al mismo tiempo, como una estrategia enmarcada
en el plano ideológico, se quitó apoyo a la investigación universita-
ria y se favoreció un trasvase de los grupos más calificados hacia el
CONICET.
El proceso de rupturas causado por la intolerancia y la violencia
política no se limita, sin embargo, a los últimos dos períodos del ré-
gimen militar, sino que se gesta muchos años atrás, cuando el anta-
gonismo entre peronistas y antiperonistas profundizaba ya una frac-
tura de la sociedad argentina en casi todos los planos. La
universidad y la ciencia, como expresiones simbólicas y aglutinacio-
nes concretas de actores, quedaron en tal medida del lado del anti-
peronismo que todavía hoy, cerradas la mayor parte de aquellas he-
ridas, hay una lectura canónica que data la constitución de las
instituciones propias de la política científica y tecnológica en los
años posteriores al derrocamiento de Juan Domingo Perón en la
década de los cincuenta, como si hubieran surgido de la nada.
I.1.  Antes de 1955 (la historia negada)
Hay una certeza adquirida socialmente que remite el origen de la
política científica y tecnológica en Argentina a la segunda mitad de
la década de 1950. De acuerdo con esta visión predominante, el
momento fundacional de la política de ciencia y tecnología se en-
cuentra en la etapa política e institucional que dio comienzo a par-
tir de la caída de Perón en 1955. Sin embargo, la incipiente comu-
nidad científica argentina venía demandando activamente políticas
del gobierno desde las décadas previas, reclamo que se había agudi-
zado luego de la Segunda Guerra Mundial, en sintonía con la difu-
sión de los modelos de política científica en el mundo (Albornoz
et al., 2007).
La visión predominante enfatiza la ruptura entre las orientacio-
nes del peronismo en esta materia —más bien, la ausencia de orien-
taciones— y las innovaciones institucionales promovidas por los go-
biernos inmediatamente posteriores. Asimismo, tiende a considerar
las anteriores experiencias e iniciativas estatales en la materia como
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antecedentes de mayor o menor interés que solamente adquieren
sentido en la medida en que anticipan o prefiguran las opciones de
política adoptadas a partir de 1956. No obstante, analizar el perío-
do anterior a dicha fecha es indispensable para reconstruir las ten-
dencias de intervención pública en las cuestiones científicas y tec-
nológicas, así como su configuración actoral. La institucionalización
de la política de ciencia y tecnología en Argentina es el resultado
del desempeño de actores que procuraron instaurar un conjunto de
instituciones dedicadas a la promoción y ejecución de la ciencia y la
tecnología, en función de determinadas circunstancias del contexto
histórico y, al mismo tiempo, inspiradas en alguna medida en las co-
rrientes contemporáneas en la materia en el mundo desarrollado.
Comprender lo idiosincrásico del proceso de concepción e imple-
mentación de la política científica y tecnológica en el país es de
gran relevancia en orden a integrar las tendencias locales en el mar-
co internacional de la época.
Desde esta nueva visión es posible apreciar que una parte muy
significativa de las innovaciones institucionales establecidas a partir
de 1956 tiene claros antecedentes en los años previos. Así, por
ejemplo, el Instituto Tecnológico —antecedente del actual INTI—
fue creado en 1944 (Korol, 2003; Mastropaolo, 1944; Oszlak,
1984). La creación en 1950 de la Dirección Nacional de Investi-
gaciones Técnicas y en 1951 del Consejo Nacional de Investigacio-
nes Científicas y Técnicas —reemplazado en 1954 por la Comi-
sión Permanente de Investigaciones Científicas y Técnicas— fueron
los precedentes inmediatos de la creación del actual CONICET
(CONICET, 1978). Por su parte, la historia de la Comisión Nacio-
nal de Energía Atómica (CNEA) ha recibido particular atención
(Mariscotti, 1987; López Dávalos y Badino, 2000).
Las innovaciones institucionales introducidas durante el pero-
nismo no se limitaron a la creación de organismos, sino que com-
prendieron también algunas iniciativas importantes, tales como el
establecimiento del régimen de dedicación exclusiva en las universi-
dades nacionales, si bien la distancia entre las prescripciones conte-
nidas en la ley y la realidad del funcionamiento universitario parece
haber sido muy significativa. La evidencia de los problemas que en-
frentaba la economía argentina desde 1950 condujo a la búsqueda
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de alternativas de política económica que se formularon en pro-
puestas en el Segundo Plan Quinquenal (1952) y en el Congreso de
la Productividad (1954), así como en frustradas iniciativas de aper-
tura al capital extranjero para la explotación petrolífera. El Segun-
do Plan Quinquenal contenía interesantes disposiciones en relación
con la ciencia y con la difusión de información científica y tecnoló-
gica.
La ciencia y la tecnología fueron tenidas también en cuenta
como instrumentos aptos para enfrentar los problemas de agota-
miento de la primera fase de la industrialización sustitutiva. La
creación de la Universidad Obrera debe inscribirse en la preocupa-
ción del gobierno peronista por contar con una fuerza de trabajo
técnicamente más capacitada y, presumiblemente, más productiva
(Brennan, 1997). En el mismo sentido, como parte de la iniciativa
peronista de difundir el conocimiento científico y tecnológico, el
gobierno también creó el Centro Nacional de Documentación
Científica y Técnica, para difundir el conocimiento científico y tec-
nológico dentro de la comunidad empresaria, y designó agregados
en ciencia y tecnología para las embajadas argentinas en los países
más desarrollados, con el objeto de mantenerse en la avanzada en
esos campos.
Las etapas previas al peronismo fueron también ricas en iniciati-
vas estatales, como lo muestra la cuidadosa cronología de creacio-
nes institucionales elaborada por la Sociedad Científica Argentina.
En resumen, es posible constatar la existencia de un campo de in-
tervenciones más denso y variado del que se suele reconocer desde
las visiones predominantes. El escamoteo de una parte del relato
histórico de la ciencia y la tecnología en el país es el primer ejemplo
de las rupturas en las que la historia política del país es pródiga. La
creación de este conjunto más o menos articulado de instituciones y
normas —que constituyen hasta la actualidad el núcleo del sistema
de ciencia y tecnología del país— ha sido generosamente atribuida
a la acción de un grupo de científicos y de intelectuales, opositores
al gobierno de Perón aunque de diferente origen político e ideoló-
gico, que convergieron en un programa de modernización que
tomó como modelo a seguir las experiencias contemporáneas de
política de ciencia y tecnología en Europa y Estados Unidos.
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I.2.  Después de 1955 (la historia oficial)
Hacia fines de los años cincuenta, una parte la comunidad científica
local, con el Premio Nobel Bernardo Houssay a la cabeza, renovó el
reclamo hecho público tiempo atrás por el establecimiento de ins-
trumentos públicos destinados a la promoción de la ciencia. El re-
clamo, común a muchas otras comunidades científicas, tenía en sí
mismo un germen contradictorio que habría de perdurar durante
las décadas siguientes: se pedía al Estado que dispusiera los meca-
nismos institucionales y, sobre todo, los recursos necesarios para la
promoción de la investigación científica, al tiempo que se reclama-
ba la autonomía de la comunidad científica para la toma de decisio-
nes. Los debates actuales deben ser leídos, por lo tanto, a la luz de
aquellos procesos desarrollados más de cuatro décadas atrás.
La política de ciencia y tecnología constituyó un aspecto de la
modernización cultural, social y económica que tuvo su punto de
referencia más sistemático en el programa desarrollista. Este proce-
so mostró claramente los dos senderos principales a los que ya se ha
hecho referencia. Por un lado, supuso la creación y puesta en mar-
cha de un conjunto de instituciones y normas orientadas a posibili-
tar la existencia de carreras formales de investigación —especial-
mente a través de los sistemas de becas del CONICET y de las
dedicaciones exclusivas en la universidad—. Por otro lado, implicó
el surgimiento de instituciones orientadas hacia la producción y di-
fusión tecnológica —sobre todo el INTA, el INTI y la CNEA—
que se orientaban a resolver problemas que eran considerados críti-
cos para afrontar los problemas que enfrentaba la economía argenti-
na desde principios de la década de 1950, cuando se hicieron eviden-
tes algunas restricciones y cuellos de botella de la industrialización
sustitutiva (Bisang, 1995; Nun, 1995).
Paralelamente, también la problemática de la tecnología tuvo re-
levancia a partir de los años sesenta, en el contexto del auge del
pensamiento desarrollista inspirado por la CEPAL y de la apuesta
pública al impulso de grandes emprendimientos. Las actividades de
investigación y desarrollo (I+D) tuvieron cierto grado de implanta-
ción en las empresas públicas, particularmente en las áreas de la
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energía y de la defensa. La CNEA se convirtió en un emblema de la
capacidad científica y tecnológica local ya que, además de cumplir
con su propio cometido, generó un tejido de empresas capaces de
producir bienes con muy alto valor agregado. Algunas de ellas si-
guen muy activas actualmente.
El desarrollo tecnológico ocupó también un espacio en el plano
teórico o doctrinario, como parte de la concepción de un Estado
que debía ser capaz de ejecutar políticas activas en muchos planos,
entre ellos, el de la producción. Las contribuciones de Jorge Sába-
to, Amílcar Herrera y, desde una perspectiva diferente, Oscar Var-
savsky, entre otros, a lo que fuera luego conocido como «pensa-
miento latinoamericano en ciencia y tecnología» conservan todavía
hoy parte de su vigencia e interés. El modelo del «triángulo de las
interacciones» elaborado por Sábato para ilustrar la estrategia más
viable para alcanzar el desarrollo es el inspirador de la actual teoría
de la «triple hélice» con la que algunos autores contemporáneos
fundamentan determinadas estrategias de vinculación entre los ac-
tores políticos, académicos y empresariales como camino que con-
duce a la innovación.
En general, la historia institucional de la política científica y tec-
nológica ha transcurrido en Argentina más próxima a la perspectiva
y los intereses de la investigación académica que a las demandas del
sector productivo. La creación de los organismos puede ser explica-
da en función de tres factores. En primer lugar, el auge de la teoría
del desarrollo. En segundo lugar, y en relación con lo anterior, la
creencia acerca de que el Estado debía desempeñar un papel prota-
gónico en el estímulo y la producción de conocimientos científicos
y tecnológicos y que, adicionalmente, era necesario desarrollar una
verdadera planificación de dichas actividades. En tercer lugar, la di-
fusión de modelos institucionales para la planificación, promoción
y producción de conocimientos difundidos por agencias internacio-
nales como UNESCO y OEA.
Recién en los últimos años de la década de los noventa se llevó a
cabo una reestructuración del sistema institucional mediante una
nueva definición de los objetivos y los roles de los organismos que
lo integran. En particular, se enfatizó la necesidad de orientar la
I+D pública hacia las necesidades de innovación del sector produc-
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tivo. El «sistema nacional de innovación» apareció como el concep-
to organizador de la nueva política pública de ciencia y tecnología
tendiente a orientar las actividades científicas y tecnológicas hacia
la innovación.
II.  EL SISTEMA INSTITUCIONAL
Para emprender el análisis del sistema institucional de ciencia, tec-
nología e innovación en Argentina parece conveniente tomar en
consideración, tanto las instituciones que lo conforman (aspecto
«estructural»), como los principales programas y planes que reci-
bieron impulso desde el sector público (aspectos «dinámicos»). A
lo largo de su historia, el entramado institucional experimentó una
serie de reestructuraciones, más bien formales y burocráticas, ex-
cepto en el período comprendido entre 1996 y 1999, en el que se
llevó a cabo una reestructuración de mayor profundidad. Los as-
pectos dinámicos muestran que, en general la historia institucional
de la política científica y tecnológica ha transcurrido más próxima a
la perspectiva y los intereses de la investigación académica, que a
las demandas del sector productivo.
Como se ha señalado, se suele identificar el origen del sistema
institucional de ciencia y tecnología con la creación, en 1956, del
Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria (INTA), el Instituto
Nacional de Tecnología Industrial (INTI), en 1957, y el Consejo Na-
cional de Investigaciones Científicas y Técnicas (CONICET), en
1958. Tal convergencia de fechas podría dar lugar a la interpretación
de que se trató de la puesta en ejecución de un programa claramente
definido. En realidad, la lógica del desarrollo institucional de la polí-
tica científica y tecnológica en Argentina debería ser más bien inter-
pretada como expresión de un modelo «espontáneo» de expansión
institucional, en el que los elementos de relación y complementarie-
dad de cada componente no fueron planificados de manera articula-
da. Así, cada organismo fue respondiendo a las convicciones que,
con respecto a cada sector, fueron expresando ciertos actores signifi-
cativos en cada área de aplicación y de actuación de las políticas.
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El INTA y el INTI fueron creados con la misión de dar apoyo
tecnológico al sector productivo correspondiente, mientras que el
CONICET fue concebido como un instrumento para promover la
investigación científica en las universidades. El diseño de esta últi-
ma institución estuvo parcialmente inspirado en el modelo del
CNRS francés y en forma contemporánea a su creación se produje-
ron en el seno de la comunidad científica discusiones y debates de
un tenor semejante a los que tuvieron lugar en Francia durante la
circunstancia análoga. Diez años después de la creación del CONI-
CET se instituyó, en un nivel más alto, el Consejo Nacional de
Ciencia y Técnica (CONACYT). Este órgano tuvo corta existen-
cia, pero su Secretaría Ejecutiva devino, con el correr del tiempo,
en la actual Secretaría de Ciencia, Tecnología e Innovación Pro-
ductiva (SECYT), órgano máximo de política científica y tecnoló-
gica.
Las perturbaciones políticas del país que repercutieron en el
funcionamiento general del sistema de ciencia y tecnología provoca-
ron, a lo largo de los años, ciclos de ascenso y descenso en el grado
de importancia relativa de ciertas instituciones. Las prioridades de
los gobiernos dictatoriales han sido diferentes de las de los gobier-
nos democráticos, por lo cual, durante aquellos períodos perdía su
importancia la investigación universitaria y los recursos se orienta-
ban hacia instituciones vinculadas con los intereses y objetivos de
los regímenes militares. Esto permite comprender el hecho de que
el retroceso del sistema universitario haya contrastado con el auge
de instituciones como la CNEA y, en menor medida, la Comisión
Nacional de Actividades Espaciales (CONAE).
En 1996 se creó la Agencia Nacional de Promoción Científica y
Tecnológica con sus dos fondos: el FONCYT, para el financiamien-
to de proyectos de investigación, y el FONTAR, para promover la
innovación y modernización del sector productivo. También el sis-
tema universitario tomó nota de la necesidad de vincular los labora-
torios con la actividad productiva. Durante esa misma década, la
mayoría de las universidades crearon estructuras tendientes a favo-
recer la transferencia de conocimientos y la prestación de servicios




A los efectos de la presentación de los rasgos que definen la his-
toria de los principales organismos, se seguirá el esquema de los ni-
veles funcionales recomendados por la visión planificadora de
UNESCO a final de los años sesenta: el nivel de planificación y po-
líticas, en lo más alto del aparato de la administración pública, el de
promoción, en el que se concentran los recursos para la interven-
ción pública directa sobre las instituciones del sistema, y el nivel de
ejecución, en el que se desenvuelve la actividad de los investigado-
res y tecnólogos.
II.1.  Nivel de políticas y planificación
El nivel de políticas y planificación ha experimentado grandes va-
riaciones a lo largo de los años. En la organización actual, el más
alto nivel está ocupado por el Gabinete Científico y Tecnológico
(GACTEC) como ámbito de adopción de la política de ciencia, tec-
nología e innovación, y por la Secretaría de Ciencia, Tecnología e
Innovación Productiva (SECYT).
II.1.1.  Gabinete Científico y Tecnológico (GACTEC)
En la reforma del sistema llevada a cabo en 1996 se creó el GAC-
TEC, en el ámbito de la jefatura del gabinete de ministros. El
GACTEC es presidido por el Jefe de Gabinete de Ministros y está
integrado de modo permanente por los Ministros de Cultura y
Educación, Economía, Planificación, Salud y Acción Social, Rela-
ciones Exteriores y Defensa; así como varios Secretarios de Estado;
entre ellos, el de Recursos Naturales y Ambiente Humano. El Se-
cretario de Ciencia, Tecnología e Innovación Productiva actúa
como Secretario Ejecutivo del GACTEC.
El GACTEC tiene la capacidad de decidir acerca de las políti-
cas, prioridades y asignación de los recursos presupuestarios de la
finalidad «ciencia y tecnología» del presupuesto nacional. Las fun-
ciones que le son asignadas por la ley de su creación comprenden la
de aprobar el Plan Nacional Plurianual de Ciencia y Tecnología y
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su reformulación anual, así como, definir el presupuesto anual des-
tinado a ciencia y tecnología en los distintos organismos públicos,
pudiendo intervenir en las propuestas presentadas por ellos a los
efectos de hacerlas compatibles con las prioridades de investiga-
ción.
Tiene también la función de definir el programa de inversiones
públicas en ciencia y tecnología, proponer políticas para promover
la participación del sector privado en el desarrollo científico-tecno-
lógico y establecer lineamientos para la cooperación internacional
en estos temas, en especial en lo vinculado con los procesos de inte-
gración regional y el desarrollo de tecnologías estratégicas.
II.1.2.  Secretaría de Ciencia, Tecnología e Innovación
Productiva (SECYT)
La SECYT es el organismo al que corresponde la función de coor-
dinación y de articulación del sistema institucional de ciencia y tec-
nología. Su creación, como se ha señalado, se remite a 1968, si bien
entonces tenía la forma de Secretaría de un organismo recién crea-
do con el nombre de Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología
(CONACYT), al que se asignó la misión de administrar los recur-
sos del sector, formular las políticas de ciencia y tecnología, y dise-
ñar los instrumentos necesarios para su implementación. El CO-
NACYT se creó bajo la órbita de la Presidencia de la Nación, y su
titular tuvo la jerarquía de Secretario de Estado. Fue efímera la vida
de este organismo, ya que fue suprimido en 1971. Su secretaría, en
cambio, sobrevivió transformada en «subsecretaría de ciencia y tec-
nología». En 1973, subió al rango de Secretaría de Estado, bajo la
órbita del Ministerio de Cultura y Educación. La reorganización re-
definió el campo de acción, excluyendo de los objetivos de la
SECYT las iniciativas de corto plazo y de impacto limitado, así
como, las funciones y tareas ligadas al control sobre la importación
tecnológica, a la legislación sobre esta materia y al desarrollo de tec-
nologías en algunos sectores industriales. La SECYT tuvo, desde
entonces, como función específica, la elaboración de planes y pro-
gramas de desarrollo científico y tecnológico.
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La SECYT es actualmente la institución responsable de la reali-
zación de planes y programas de ciencia y tecnología, así como de
la evaluación institucional del sector. Además, articula y supervisa
las acciones de coordinación de los organismos con competencia en
la promoción, producción y transferencia de conocimiento científi-
co y tecnológico, y todo aquello que se refiera a la cooperación in-
ternacional. La Agencia Nacional de Promoción Científica y Tecno-
lógica y el CONICET dependen de ella.
En cumplimiento de su cometido como ente planificador, la
SECYT elabora planes estratégicos. Las Bases para un Plan Estraté-
gico de Mediano Plazo en Ciencia, Tecnología e Innovación, elabo-
radas en el año 2005, contienen lineamientos centrales para la polí-
tica y la planificación de estas actividades en la próxima década, y
han surgido de un proceso amplio y participativo de elaboración,
en el marco de una visión integral de los desafíos de la sociedad ar-
gentina durante los próximos años.
El rasgo más característico del Plan Estratégico es que se procu-
ró basarlo en un amplio consenso. A tal fin, se exploraron los pun-
tos de acuerdo y de disenso sobre el desarrollo argentino, buceando
en las principales propuestas formuladas en los últimos años desde
distintas corrientes de pensamiento. Se identificaron también algu-
nos escenarios que dieran cuenta de las restricciones y oportunida-
des que habrán de configurar los senderos que conducen a los futu-
ros posibles: los deseables y los que conllevan la prolongación o
profundización de la crisis actual.
II.2.  Nivel de promoción
El nivel de promoción ha estado tradicionalmente ocupado por el
CONICET, si bien la CNEA y la CONAE en sus ámbitos específi-
cos han dispuesto de esa capacidad que ejercitaron, no tanto me-
diante el otorgamiento de subsidios, sino a través de contrataciones
ad-hoc para el desarrollo de programas complejos. A partir de
1996, la función de promoción a través de subsidios, préstamos y
fondos no reintegrables está a cargo de la Agencia Nacional de Pro-
moción Científica y Tecnológica. El CONICET, por su parte, ha
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consolidado su perfil de promotor de la formación de investigado-
res, tecnólogos y profesionales altamente capacitados.
II.2.1.  El CONICET
El Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas (CO-
NICET) fue creado en 1958 como un ente autárquico al que se
asignó la misión de promover, coordinar y ejecutar investigaciones
en el campo de las ciencias puras y aplicadas. Este órgano, íntima-
mente vinculado con las universidades —principalmente las públi-
cas— es actualmente la principal institución encargada de llevar a
cabo investigación científica en el país. Para cumplir con su cometi-
do, el CONICET fue dotado de tres instrumentos fundamentales:
la carrera del investigador científico y tecnológico (con su corres-
pondiente carrera del personal de apoyo), las becas para la forma-
ción de investigadores y los subsidios para el financiamiento de la
investigación.
La carrera del investigador científico y tecnológico (CIC), según
el estatuto que la rige, comprende a «personas que realizan investi-
gación y desarrollo creativo en los distintos campos de la ciencia y
la tecnología». Se accede a ella mediante nombramiento del Direc-
torio, en función de ciertos requisitos cuya aplicación el mismo ór-
gano debe interpretar. La CIC está organizada en «clases» jerarqui-
zadas: investigador asistente, adjunto, independiente, principal y
superior. Estos aspectos de su diseño como un escalafón burocráti-
co fueron haciendo sumamente rígida su estructura. Tal fenómeno
se potenció con la tendencia a crear institutos de investigación de
dependencia del propio CONICET. Éste nunca tuvo vedada la eje-
cución de investigaciones, a través de centros o investigadores pro-
pios, como fue el caso de la National Science Foundation. Sin em-
bargo, de hecho, al concebir la CIC como un escalafón propio, las
tareas de investigación desarrolladas por sus miembros conferían
necesariamente al organismo un perfil en el que predominaba la
función de ejecutor de I+D. En los primeros años, el CONICET
creó unos pocos institutos en convenio con universidades, impo-
niéndose a sí mismo como límite la creación de institutos y centros
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de investigación de su exclusiva dependencia directa. Con el correr
de los años, sin embargo, fue dejando de lado esta autolimitación y
creó un cierto número de institutos de investigación propios. Du-
rante la década de los setenta esta política se convirtió en predomi-
nante y el CONICET llegó a disponer de más de un centenar de
institutos y otros tantos grupos institucionalizados. Tal crecimiento
representó la ruptura del equilibrio dentro del sistema, en perjuicio
de la capacidad de apoyo a las universidades.
El grueso del presupuesto pasó a dedicarse al mantenimiento de
los grupos propios, limitando severamente la capacidad del CONI-
CET como organismo de promoción. La estrategia de crear centros
propios estaba teñida además por el propósito de alejar la investiga-
ción de las universidades públicas, a las que se consideraba como
muy politizadas. De hecho, a partir de 1976 —año en que dio co-
mienzo la última y más sangrienta dictadura militar— el CONICET
incrementó su participación en el presupuesto nacional de ciencia y
tecnología a expensas de las universidades. Durante los años ochen-
ta, en el contexto de los debates acerca de la reconstrucción de las
universidades a partir de la recuperación democrática, se suscitaron
críticas en el sentido de que esta propensión hacia la creación de
centros minaba la capacidad del CONICET como instrumento de
promoción de la investigación en terceras instituciones. La direc-
ción del CONICET durante el primer gobierno de la democracia
redujo el número de institutos. En los años posteriores, sin embar-
go, la tendencia hacia la expansión del número de éstos fue estabili-
zada, pero no revertida.
La política hoy vigente en el CONICET tiende a consolidar la
red de centros e institutos. Más aún, se aspira a incrementarlos, di-
versificarlos y lograr que la mayor parte de los investigadores perte-
necientes a la CIC se desempeñe en lo que se denominan como
«unidades ejecutoras» 1. A éstas se las define como «los centros e
institutos en los que se realizan tareas de investigación científica,
tecnológica, de formación de recursos humanos y se brindan servi-
cios y asesoramiento a terceros». El sistema de unidades ejecutoras
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del CONICET ha vuelto a superar el centenar, al estar integrado
por ciento ocho institutos de investigación, seis centros regionales
que complementan a los anteriores y articulan la relación con uni-
versidades y provincias. Existen además dos centros de servicios.
Desde el punto de vista de su adscripción disciplinaria, las unidades
ejecutoras del CONICET reflejan la orientación tradicional del or-
ganismo, con un claro predominio de las Ciencias Biológicas y de la
Salud (41%) y de las Ciencias Exactas y Naturales (29%). Al área
de las Ciencias Agrarias, Ingenierías y de Materiales le corresponde
un 18%, en tanto que a las Ciencias Sociales y Humanidades un
12%, si bien en estos últimos años se advierte una tendencia al au-
mento de la participación relativa de este último conjunto discipli-
nario.
A diferencia de la anterior etapa de creación de institutos, en
esta ocasión se procura fortalecer la relación con las universidades
reforzando además los vínculos territoriales. Para ello, se estimula
el establecimiento de acuerdos con las universidades para lograr
que las unidades ejecutoras, en la medida de lo posible, tengan una
gestión conjunta. Además, se ha emprendido una fuerte política de
descentralización.
En la actualidad, el número de investigadores que integran la
CIC se aproxima a los cinco mil, cifra que crece en forma sostenida
desde finales de la década pasada. En la carrera del personal de
apoyo se desempeñan más de dos mil profesionales y técnicos, lo
que configura una dotación de siete mil personas dedicadas a la
I+D. El número de becarios ha crecido en forma inédita en los últi-
mos años, lo cual hace que el CONICET se haya convertido en el
principal organismo de soporte a la formación avanzada. En 1996,
la cantidad de becarios activos era inferior a los dos mil. Diez años
después, la cifra se aproxima a los cinco mil, lo que lleva a casi doce
mil el total de personas dependientes de CONICET. La actual es-
trategia de otorgar un número tan alto de becas para favorecer la
formación de doctorado en ciencias surge de las metas estratégicas
diseñadas por la política del gobierno en esta materia. Es también
una respuesta al pico de emigración de jóvenes graduados registra-




El CONICET ha cambiado también en su relación con la tecno-
logía y las empresas. De un modelo basado en la ciencia básica, en el
que se menospreciaban las actividades de desarrollo tecnológico, se
ha pasado a una etapa en la que se reconoce la diversidad de culturas
entre los propios investigadores y se estimula la vinculación con las
empresas, habiéndose creado una serie de instrumentos diseñados
para tal fin; entre ellos, la Fundación INNOVA-T, los convenios de
transferencia, las becas en empresas y los investigadores en empresas.
II.2.2.  Agencia Nacional de Promoción Científica 
y Tecnológica
La Agencia Nacional de Promoción Científica y Tecnológica fue
creada en 1996 con la intención de que constituyera el principal or-
ganismo de promoción y fomento de la investigación científica y el
desarrollo tecnológico. El objetivo de la Agencia es promover la
I+D y la innovación para la mejora de los sistemas productivos me-
diante el financiamiento de proyectos que satisfagan condiciones
específicas de calidad y pertinencia. Puede instrumentar otras ac-
ciones de estímulo que conduzcan al mismo fin. La decisión de crear
la Agencia respondió al propósito de separar las tareas de promo-
ción y ejecución de I+D que, a lo largo de su historia, el CONICET
había fusionado en un mismo organismo. El diseño de la Agencia
estuvo inspirado en la National Science Foundation, considerada
como un modelo flexible, dotado de gran capacidad de financia-
miento. Este cambio de enfoque en el campo de las políticas públi-
cas para la ciencia y la tecnología es, sin dudas, indisociable de los
cambios que se produjeron, tanto en la escena internacional, como
en la propia percepción de algunos actores pertenecientes a la so-
ciedad local.
La Agencia actúa financiando proyectos prioritarios (denomina-
dos de «excelencia»), organizados según áreas de conocimiento re-
gionales o sectoriales. Aplica instrumentos basados en fondos con-
cursables, según diferentes modalidades. Opera fundamentalmente
a través de dos fondos, que funcionan con relativa independencia
uno de otro:
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• Fondo para la Investigación Científica y Tecnológica (FONCYT) y
• Fondo Tecnológico Argentino (FONTAR).
El FONCYT tiene como misión apoyar las actividades que ten-
gan por finalidad la generación de nuevos conocimientos en temá-
ticas básicas y aplicadas, desarrollados por investigadores pertene-
cientes a instituciones públicas o privadas sin fines de lucro y
cuyos resultados son, a priori, de propiedad pública. La financia-
ción se realiza a través de subvenciones que cubren total o parcial-
mente los recursos necesarios para la investigación. El FONCYT
administra diferentes tipos de proyectos: los de investigación cien-
tífica y tecnológica (PICT), que se dirigen tanto a áreas básicas
como aplicadas; los orientados (PICTO), que implican la existen-
cia de una contraparte interesada en los resultados, y los proyectos
de I+D (PID), que están dirigidos a la innovación en el ámbito
productivo.
El FONTAR tiene como objetivo contribuir al desarrollo del sis-
tema nacional de innovación mediante el financiamiento de las acti-
vidades propias del ciclo de innovación y modernización del sector
productivo. Su origen se remonta a unos pocos años atrás, cuando
existía como un fondo independiente, administrado por el Ministe-
rio de Economía y de Obras y Servicios Públicos. Administra, ade-
más, los recursos definidos (con anterioridad a su creación) por la
Ley de Promoción y Fomento de la Innovación Tecnológica desti-
nados a créditos para proyectos de modernización y desarrollo tec-
nológico. La ley contemplaba la concesión de créditos de reintegro
contingente (vinculado al éxito) para proyectos de desarrollo tecno-
lógico, así como subsidios, financiamiento de consejeros tecnológi-
cos y crédito fiscal destinado a actividades de I+D en las empresas.
Además de los fondos provenientes de la mencionada ley, la
Agencia ha funcionado, desde su creación, con una fuerte depen-
dencia de recursos originados en créditos externos, en particular,
en los fondos incluidos en dos programas del Banco Interamerica-
no de Desarrollo (BID). Este organismo internacional viene desem-
peñando un papel importante en el financiamiento de actividades




Otro instrumento novedoso en el contexto argentino es la utili-
zación del crédito fiscal como instrumento de promoción de I+D e
innovación. Si bien estaba previsto en la ley, no estaba implementa-
do. A partir de 1998, el Presupuesto Nacional habilitó una suma
para ser otorgada como crédito fiscal para el financiamiento de pro-
yectos de investigación básica, aplicada, tecnológica y precompetiti-
va, así como a adaptaciones y mejoras de tecnologías existentes. El
nuevo mecanismo fue puesto bajo la responsabilidad del FONTAR.
Más allá de ciertos altibajos, la Agencia ha financiado en los últi-
mos años un promedio de aproximadamente setecientos proyectos
anuales. También ha sido estable el monto del financiamiento otor-
gado, que se ha mantenido en torno a los cuarenta millones de dó-
lares por año. La estabilidad de ambos números podría sugerir que,
o bien se llegó al límite de la capacidad de absorción por parte del
sistema en lo que se refiere a grupos dotados de la calidad necesa-
ria, o bien se deben utilizar otras estrategias para la identificación
de nuevos usuarios de estos instrumentos.
Para dimensionar la significación del impacto de la Agencia es
necesario tomar en cuenta que los recursos canalizados a través de
ella oscilan en torno al 7% de la inversión nacional en I+D. Este
porcentaje puede parecer marginal pero en realidad no lo es, ya que
constituye una parte mayoritaria de los recursos no salariales de la
inversión nacional en I+D. Cabe preguntarse, además, si los fondos
de la Agencia significan un incremento de la capacidad de inversión
en I+D por parte del sector público o si pueden ser interpretados
como una reasignación de recursos ya existentes en el sistema. Es
difícil dar una respuesta al respecto con los datos disponibles, aun-
que sí es posible observar que la incorporación de estos fondos no
ha modificado sensiblemente los números de la inversión en I+D a
nivel macro.
II.3.  Nivel de organismos de ejecución
En el nivel de ejecución se encuentran numerosos organismos,
como la CNEA, el INTA, el INTI y las universidades nacionales.
En estas últimas se desempeña más de la mitad de los investigado-
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res de Argentina. También el CONICET se ubica en este nivel, a
partir del trabajo de sus propios institutos, a los que ya se ha hecho
mención.
II.3.1.  Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria
(INTA)
El INTA fue creado en 1956 con el propósito de «impulsar y vigori-
zar el desarrollo de la investigación y extensión agropecuarias y ace-
lerar con los beneficios de estas funciones fundamentales: la tecnifi-
cación y el mejoramiento de la empresa agraria y de la vida rural».
Depende de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Ali-
mentos. Desde el punto de vista de la gestión cuenta con autarquía
operativa y financiera.
La creación del INTA estuvo inicialmente orientada a impulsar
y vigorizar el desarrollo de la investigación agropecuaria, aceleran-
do el mejoramiento tecnológico de las empresas agrarias y de la
producción rural. Actualmente, el objetivo central del INTA ha
sido definido como el de contribuir a la competitividad del sector
agropecuario, forestal y agroindustrial en todo el territorio nacio-
nal, en un marco de sostenibilidad ecológica y social. Sus funciones
han sido definidas como las de generar conocimientos y tecnologías
para procesos y productos agropecuarios, forestales y agroindus-
triales y adaptar tecnologías desarrolladas para hacer un uso más ra-
cional de los talentos humanos y de los recursos financieros. Tam-
bién debe facilitar la transferencia y generación de procesos de
aprendizaje en el sector rural y agroindustrial.
El INTA adoptó una estructura descentralizada con un cuerpo
directivo colegiado para cada centro regional y de investigación,
que incluyen a productores, universidades, científicos y gobiernos
provinciales. Cuenta con cuarenta y dos estaciones experimentales
y más de doscientas unidades de extensión dedicadas a la transfe-
rencia de tecnología al sector agropecuario. Los consejos regionales
y los centros de investigación deciden los objetivos del área y asig-
nan fondos a los proyectos de sus estaciones experimentales, ins -
titutos y unidades de extensión. Dispone además de un Centro
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Nacional de Investigaciones que en la práctica constituye una red
en la que se agrupan tres centros de investigación de los que depen-
den trece institutos.
A esta organización se suman, desde principios de los años no-
venta, otras dos entidades de apoyo, la Fundación ArgenINTA e
INTEA S.A. La primera fue creada con el fin de facilitar la relación
entre lo público y lo privado y promover, así, la innovación institu-
cional, organizacional y tecnológica en el sistema agroalimentario y
agroindustrial argentino. INTEA, por su parte, es una empresa del
Grupo INTA, cuya misión es facilitar y contribuir al desarrollo, di-
fusión y comercialización de tecnologías apropiables generadas por
el propio INTA o adquiridas, por medio de diversas herramientas
de negocios. Estos nuevos canales de vinculación reflejan el cambio
hacia una utilización más acentuada del enfoque de demanda en la
gestión de las instituciones dedicadas a las actividades científicas y
tecnológicas (Devoto, 2004).
La eficacia en la labor del INTA, su reconocimiento por parte
de los actores involucrados y, por lo tanto, su capacidad de insertar-
se en el sector, permitieron la consolidación de la institución duran-
te períodos prolongados. La trayectoria del INTA es considerada
generalmente como un éxito, con relación a los objetivos propues-
tos. Las altas tasas de crecimiento de la producción agrícola se fun-
daron principalmente en la incorporación de avances tecnológicos
y, en menor medida, en la transferencia de la producción ganadera
a la agrícola. Sin embargo, su creación no fue la respuesta a una de-
manda de los productores agropecuarios. Por el contrario, la nece-
sidad de este organismo surgió de una lectura, desde la teoría del
desarrollo, de la falta de interés espontáneo que manifestaban los
sectores del campo en la creación y difusión de tecnología agrope-
cuaria. Su éxito posterior (expresado en su influencia sobre la ex-
pansión de la producción pampeana entre mediados de las décadas
del sesenta y ochenta) se debió a que ciertas circunstancias le per-
mitieron insertarse adecuadamente en el tejido productivo (Nun,
1995). Las circunstancias se refieren a las condiciones generales del
entorno económico internacional, el papel desempeñado por los
productores agropecuarios y un Estado resuelto a aplicar una polí-
tica dotada de una diversidad de instrumentos de promoción, de
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los que el INTA era uno de ellos. En definitiva, la creación del or-
ganismo respondió a la influencia del pensamiento de la CEPAL
sobre el gobierno de la época. En tal sentido, puede ser considera-
do como un caso de aplicación clara de las herramientas propias de
la teoría del desarrollo.
II.3.2.  Comisión Nacional de Energía Atómica (CNEA)
La CNEA fue creada en 1950 con la función de coordinar, estimu-
lar y controlar las investigaciones atómicas que se realicen en el
país, así como proponer al poder ejecutivo la adopción de las previ-
siones necesarias para la defensa del país y de las personas contra
los efectos de la radioactividad y las medidas tendientes a asegurar
el buen uso de la energía atómica en la actividad económica del
país: medicina, industrias y transportes, entre otros. En 1956, fue
reorganizada, concediéndosele autarquía. La creación de la CNEA
logró articulación entre la investigación científica y las aplicaciones
productivas que no alcanzaron otras instituciones. Este rasgo, su-
mado a otros, tales como la estabilidad de los presidentes en su
conducción, permitió a la entidad jugar un rol clave en el desarrollo
tecnológico argentino (Chudnovsky, 2004). A este último rasgo no
fue ajeno el interés militar sostenido en forma constante. En este
sentido, aunque la mayor parte de las actividades de la CNEA se
vinculen con su uso civil, la presencia continuada, durante muchos
años, de sectores militares en su conducción y orientación es un hecho
innegable.
En los orígenes de la CNEA se registró consenso acerca de la
necesidad de procurar la autonomía nuclear y —complementaria-
mente— estimular el desarrollo de una industria nacional en el sector,
por medio de la contratación de proveedores. La CNEA alcanzó
éxitos importantes en este sentido, lo cual consolidó su posición es-
tratégica y le garantizó continuidad en la gestión, a pesar de la cró-
nica inestabilidad política del país. El propio organismo, pese a res-
ponder a la visión estratégica propia de los gobiernos militares,
sustentó en la práctica cierta pluralidad ideológica, alcanzó niveles
de eficiencia mayores que los de otros organismos públicos y dio
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espacio a una cultura institucional en la que se vinculaba fuerte-
mente la investigación con el desarrollo tecnológico e industrial
autó nomo.
El retorno de los gobiernos democráticos a partir de 1983 y la
crisis económica padecida por Argentina (como el resto de los paí-
ses latinoamericanos) durante la década de 1980 repercutieron con
fuerza sobre la CNEA. En el plano político, la pérdida de hegemo-
nía por parte de los militares restó el principal sustento a la priori-
dad estratégica con la que históricamente había contado. En el pla-
no económico, fue imposible sostener el nivel de inversiones
requeridas por el plan nuclear. A ello hay que sumar la desconfian-
za creciente hacia la energía nuclear en todo el mundo. La paraliza-
ción de obras en ejecución y el éxodo de algunos investigadores, en
ciertos casos hacia las universidades, generaron desconcierto y ma-
lestar en el organismo.
En los inicios de la década de los noventa, el gobierno hizo fren-
te al estado crítico de la CNEA optando por su desarticulación me-
diante un proyecto de descentralización. La Ley Nacional de la Ac-
tividad Nuclear, promulgada en 1997, impulsó el proceso de
privatización de las centrales nucleares. El nuevo marco normativo
estableció que las actividades de I+D y las funciones de regulación
y fiscalización del área nuclear sean desarrolladas por el Estado a
través de la CNEA, como organismo autárquico en jurisdicción de
la Presidencia de la Nación, y la Autoridad Regulatoria Nuclear
(ARN), como sucesora del Ente Nacional Regulador Nuclear, fun-
cionando con autarquía y capacidad jurídica para actuar en los ám-
bitos del derecho público y privado. A partir de fines de 1999, pasó
a depender de la SECYT.
Dentro de la estructura de la CNEA se destaca la constitución
de las empresas asociadas que poseen diversas figuras jurídicas, en
las que participa en distinto grado y modalidades. A partir de esta
iniciativa se ha pretendido promover la regionalización de la activi-
dad nuclear y abrir espacios a la iniciativa privada. Las empresas
asociadas son: la Empresa Neuquina de Servicios de Ingeniería, So-
ciedad del Estado (ENSI), constituida en 1989, cuyo objetivo prin-
cipal es operar plantas químicas a escala piloto o industrial e Inves-
tigación Aplicada, Sociedad del Estado (INVAP), creada en 1976
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con el objetivo de desarrollar la actividad nuclear en el país. El
100% de las acciones corresponde a la provincia de Río Negro. Sin
embargo, el directorio está conformado, en su mayoría, por miem-
bros pertenecientes a la CNEA. Se dedica al desarrollo y construc-
ción de reactores, instalaciones nucleares y plantas químicas, así
como también de sistemas de aplicación médica y científica. Otras
empresas asociadas son: Combustibles Nucleares Argentinos S.A.
(CONUAR), fundada en 1981, con el objetivo de lograr el autoa-
bastecimiento de los elementos combustibles para las centrales nu-
cleares y Fábrica Aleaciones Especiales S.A., constituida en 1986,
que fabrica tubos de acero inoxidable de alta calidad y produce
aceros especiales y aleaciones de titanio.
La CNEA en la actualidad lleva a cabo I+D y presta servicios en
diversas aplicaciones pacíficas de la energía nuclear, otras fuentes
de energía, salud, industria, agricultura, ganadería y medio ambien-
te. Sus principales líneas de investigación y desarrollo son los reac-
tores, los combustibles nucleares, la medicina nuclear, la gestión de
residuos radiactivos, los radioisótopos y los suministros nucleares.
Cuenta con diversos laboratorios, talleres, núcleos de investigación
y de atención, distribuidos en el Centro Atómico Bariloche, el Cen-
tro Atómico Constituyentes y el Centro Atómico Ezeiza. En el pri-
mero funciona el Instituto Balseiro y se encuentra el Reactor Expe-
rimental RA6 utilizado para I+D en diversas aplicaciones de la
rama nuclear. En el de Constituyentes funciona el acelerador de
partículas y el Instituto de Tecnología Jorge Sábato, dedicado a la
formación de especialistas en ciencia y tecnología. En el de Ezeiza
se llevan a cabo las actividades destinadas a cubrir la producción de
la totalidad de los radioisótopos que el mercado nacional demanda.
II.3.3.  Instituto Nacional de Tecnología Industrial (INTI)
El INTI fue creado el 27 de diciembre de 1957, sobre la base del ya
existente Instituto Tecnológico que dependía de la Dirección Na-
cional de Industria, en el ámbito del Ministerio de Comercio e In-
dustria. El Instituto Tecnológico había atravesado diferentes situa-
ciones que fueron moldeando la forma de gestión del organismo.
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Las condiciones precarias del funcionamiento y la dispersión de sus
dependencias caracterizaron a la institución desde su origen. Esta
situación fue revertida en 1955, a partir de la decisión de transfor-
marlo en uno de pilares del recién creado INTI.
Las funciones que se le asignaron se orientan a mejorar las capa-
cidades científicas y tecnológicas del proceso productivo y la utili-
zación de materias primas de origen nacional. Para su consolida-
ción institucional se lo dotó de autarquía financiera y se determinó
que, en aquel momento, su financiamiento provendría de la recep-
ción de 0,25% de los créditos otorgados a empresas industriales
por el Banco Industrial de la República Argentina y el Banco de la
Nación. Actualmente, la contribución del Estado al INTI se realiza
a través del presupuesto nacional. El INTI depende de la Secretaría
de Industria, Comercio e Inversiones del Ministerio de Economía.
A mediados de la década de los sesenta, el INTI experimentó
un proceso de crecimiento. Asimismo, hubo un fuerte impulso a la
regionalización, producto de la demanda no sólo de los organismos
públicos, sino también de aquellas cámaras empresariales que tenían
una creciente participación dentro del organismo.
Iniciada la década de los setenta, el INTI se vio afectado por
una creciente burocratización. El período posterior al retorno de
los gobiernos democráticos en 1983 exigió una redefinición del pa-
pel del INTI. La institución no se mantuvo al margen de la crisis
económica del país. Con el fin de hacer frente a la crisis, el INTI
modificó el sistema de facturación de sus servicios, incentivando al
personal, procurando aumentar los ingresos. Además, se impulsó la
creación de los centros «ATI» con el objeto de difundir las capaci-
dades de brindar asistencia técnica. Por último, se formularon pro-
gramas de mediano plazo, y se definió un conjunto de áreas priori-
tarias como las de alimentos, procesos químicos, vivienda
económica, electrónica y computación, física aplicada y metrología,
recursos renovables, tecnología de materiales, procesos y equipos
para la industria metalmecánica.
Actualmente, cuenta con una estructura científica y técnica inte-
grada por dos tipos de unidades organizativas independientes. La
primera está conformada por laboratorios centrales dedicados a la
física industrial, metrología, química analítica y aplicada y biotecno-
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logía; tecnología de alimentos; mecánica; construcciones; energía;
computación y cálculo; electroquímica aplicada; proyectos y proto-
tipos; higiene y seguridad. La segunda está compuesta por veinte
centros de I+D que tienen su actividad orientada al área productiva
específica. En su dirección se integran representantes de cámaras e
industrias pertenecientes al sector privado involucrado en cada
caso. La actividad regional se realiza a través de seis centros regio-
nales y cuatro delegaciones regionales. Los primeros están orienta-
dos a la consulta técnica de apoyo, de servicios y de transferencia
de tecnología al sector productivo y entes gubernamentales en dis-
tintas regiones del país. Las delegaciones regionales tienen la misión
de realizar tareas de promoción, extensión y comercialización de las
actividades del INTI en las regiones.
El Instituto cuenta con una red de centros de I+D distribuidos
en todo el país que atienden a distintas áreas del sector industrial,
tales como carnes, caucho, celulosa y papel, cereales y oleaginosas,
envases y embalajes, lácteos, plásticos, textiles, construcciones, con-
taminantes orgánicos, electrónica e informática, energía, física y
metrología, mecánica, química, procesos superficiales, frutas y hor-
talizas, entre otras. Actualmente, cuenta con un total aproximado
de 1.400 empleados, de los cuales casi una tercera parte realiza acti-
vidades de I+D.
II.3.4.  Comisión Nacional de Actividades Espaciales (CONAE)
Es el órgano competente del Estado nacional en materia espacial.
Su misión es proponer y ejecutar el Plan Espacial Nacional. En
1994 fue establecido el Plan Estratégico Espacial Nacional 1995-
2006, reformulado luego en el Plan 1997-2008. El Plan Espacial
Nacional responde a la necesidad de generar un marco que oriente
las inversiones y las actividades para aprovechar las ventajas de ac-
ceder al espacio y para el desarrollo de medios tecnológicos que
permitan obtener y procesar la información para beneficiarse con
su utilización en los diferentes sectores de la producción.
El plan distingue las áreas que son propias de la actividad es -
pacial, aclarando que no todas son responsabilidad exclusiva del
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gobierno, por tratarse de emprendimientos comerciales como en
el caso de las telecomunicaciones satelitales convencionales. La
CONAE tiene la responsabilidad de diseñar y ofrecer servicios es-
paciales diferentes a los que implicaría el papel tradicional de agen-
te controlador y fiscalizador.
Las finalidades del plan son: (1) ofrecer a la sociedad informa-
ción espacial promoviendo su uso y su aprovechamiento; (2) permi-
tir el desarrollo de tecnologías espaciales orientadas a la protección
del medio ambiente; (3) incentivar el uso social, productivo, educa-
tivo y científico de la tecnología espacial; (4) impulsar la capacita-
ción y calificación de los recursos humanos y de las organizaciones
que participen en el Plan Espacial Nacional; (5) mantener la pre-
sencia e iniciativa del país en los foros internacionales donde se de-
baten las normativas jurídicas vinculadas con la actividad espacial;
(6) promover acciones de cooperación internacional con la partici-
pación de Argentina en programas multinacionales cooperativos y
(7) aportar el ingrediente tecnológico indispensable para las accio-
nes coordinadas y conjuntas que se encaren con otras dependencias
del Estado.
Las acciones de la CONAE están organizadas en función de
cuatro líneas. Ellas son:
• Infraestructura terrestre.
• Sistemas satelitales.
• Sistemas de información.
• Acceso al espacio.
La CONAE ha desarrollado y puesto en órbita tres satélites. El
más reciente es el Satélite de Aplicaciones Científicas (SAC-C), que
fue diseñado en forma conjunta con la National Aeronautic and
Space Administration (NASA) de Estados Unidos. El éxito y la con-
fiabilidad de la plataforma argentina SAC, probada por el SAC-C,
puede medirse por el hecho de que la NASA planea poner a bordo
del próximo satélite de la serie, el SAC-D, un instrumento suma-
mente complejo denominado Aquarius, que medirá propiedades de
todos los océanos por primera vez en escala global. Se trata de un
sensor de microondas de baja resolución, apto para el estudio de
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enormes regiones de superficie marina. El SAC-D, cuya construc-
ción está a cargo de INVAP, será un satélite de gran tamaño cuyo
peso supera el de una tonelada. Albergará sensores ópticos y otros
instrumentos de utilidad también muy inmediata para la economía
del país.
II.4.  Las universidades
El sistema universitario está conformado por treinta y ocho univer-
sidades públicas, cuarenta y una universidades privadas, seis insti-
tutos universitarios estatales, catorce institutos universitarios priva-
dos, una universidad provincial, una extranjera (Bologna) y otra de
carácter internacional (FLACSO).
Históricamente, la investigación de tipo académico tuvo un
fuerte arraigo en las universidades públicas, que constituyeron du-
rante muchos años uno de los ejes sobre los cuales se organizó la
ciencia en Argentina; de hecho, los primeros grupos de investiga-
ción científica tuvieron, hacia fines del siglo pasado y comienzos del
actual, localización institucional en las universidades públicas.
Algunas pocas universidades privadas comenzaron a desarrollar-
se a partir de fines de los años cincuenta, mayormente ligadas a gru-
pos confesionales, como la Universidad Católica o la Universidad
del Salvador. La participación de las universidades privadas en las
tareas de investigación ha sido, sin embargo, marginal o inexistente
hasta los años noventa, década en la cual algunas de las nuevas uni-
versidades comenzaron a destinar esfuerzos a la investigación cien-
tífica, aunque su participación en el contexto global sigue siendo
mínima. Hacia el final de esta última década se produjo una doble
creación de instituciones universitarias: se crearon nuevas universi-
dades privadas, a la luz de una legislación que, estableciendo bajas
barreras de entrada, sirvió como un verdadero incentivo para ello; y
se crearon, al mismo tiempo, una cierta porción de universidades
públicas pequeñas, en la mayor parte de los casos en la periferia de
la ciudad de Buenos Aires. La evolución de estas nuevas universida-
des ha sido, en líneas generales, muy dispar en los últimos años en
lo que se refiere al desarrollo de tareas de investigación.
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En 1993, se creó el programa de incentivos a los docentes inves-
tigadores, todavía vigente, que establece un mecanismo para la
acreditación de aquellos docentes que realizan investigación en las
universidades nacionales. Quienes hubieran acreditado su condi-
ción de investigadores reciben un suplemento de recursos que tiene
la forma de una suma de naturaleza no salarial para aquellos que se
encuentren activos en proyectos de investigación aprobados oficial-
mente por instituciones habilitadas, luego de un proceso de evalua-
ción de calidad y pertinencia.
El propósito del programa es incrementar las tareas de investi-
gación y desarrollo en el ámbito nacional, la reconversión de la
planta docente en las universidades, el fomento de la mayor dedica-
ción a la actividad universitaria y la creación y fortalecimiento de
grupos de investigación. Las responsabilidades en materia de ges-
tión y administración del Programa de Incentivos están a cargo de
las universidades y de la Secretaría de Políticas Universitarias (SPU)
del Ministerio de Educación y Ciencia, que tienen funciones dife-
renciadas y complementarias en esta materia. Las universidades son
responsables de la categorización de sus docentes investigadores, la
acreditación de los proyectos y la evaluación de los informes de
avance y final. La SPU se responsabiliza de la liquidación de los be-
neficios, a partir de la información que remite cada universidad y
del seguimiento y control de gestión.
Es importante destacar que los grupos de investigación que tie-
nen actividad en sedes universitarias no sólo reciben financiamiento
del presupuesto nacional sino que funcionan como verdaderas «mi-
croempresas» capaces de captar recursos de las más diversas fuentes.
Su organización en institutos, departamentos y cátedras les permite
lograr la suficiente autonomía para presentar sus requerimientos al
CONICET, al FONCYT y al FONTAR mediante proyectos compar-
tidos con otras instituciones. Las unidades de investigación universi-
taria se han apoyado en gran medida los últimos años en la estrategia
de cooperación con instituciones nacionales e internacionales, así
como en el establecimiento de acuerdos con empresas para el desa-
rrollo de I+D y prestación de servicios.
Para analizar el problema de la investigación científica en las
universidades nacionales es necesario distinguir claramente dos pla-
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nos: el normativo y el fáctico. Este último configura un escenario de
claroscuros que el plano normativo, entramado en un sistema de
valores y creencias escasamente críticas, ignora o encubre.
En el plano normativo, los conceptos asumidos socialmente en
forma mayoritaria encubren muchos mitos acerca de la universidad
argentina, que deben ser revisados. En la tradición argentina, a par-
tir de la creación de la Universidad Nacional de La Plata en 1891,
el sistema universitario asumió el modelo de la universidad científi-
ca o «humboldtiana». El proceso renovador conocido como la Re-
forma Universitaria, originado en 1918 en la tradicionalista Univer-
sidad Nacional de Córdoba y expandido luego a la de Buenos
Aires, acentuó perfiles positivistas, que reforzaron a lo largo de los
años, en un proceso no exento de contradicciones, la aspiración al
logro de un modelo que combinara las demandas sociales de profe-
sionalización con el surgimiento de la profesión de investigador
universitario. Algunas décadas más tarde, en un contexto de pertur-
baciones políticas que sucedió al derrocamiento del régimen pero-
nista, la transformación de las universidades en centros de investi-
gación de excelencia alcanzó su apogeo con la creación del
CONICET y con el logro de muy altos niveles académicos en las
principales universidades.
El estatuto de la Universidad de Buenos Aires, reformado por
aquellos años, estableció dogmáticamente que «todo docente es in-
vestigador». El resto de las universidades no tardó en introducir
aseveraciones similares en sus normas estatutarias. Sin embargo, la
realidad sólo fragmentariamente habría de corresponderse con tales
propósitos.
En el nivel de lo fáctico, el sistema universitario público consti-
tuye en Argentina el ámbito casi excluyente de la investigación
científica dentro del sistema de educación superior. Efectivamente,
las universidades nacionales concentran más del 60% de los investi-
gadores del país, en una tendencia que se acrecienta, ya que evolu-
cionó a partir del 45% en 1969, año en el que se realizó el primer
censo nacional de recursos humanos en ciencia y tecnología.
De los casi 28.000 investigadores y becarios de investigación que
según la SECYT se desempeñan en universidades nacionales, casi
una cuarta parte lo hace en el área de las ciencias exactas y natura-
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les, cantidad que es seguida de cerca por la de investigadores del
área de las ciencias sociales. Muchos de ellos son, al mismo tiempo,
investigadores del CONICET. Las áreas de ingeniería y tecnología,
humanidades, ciencias agrícolas y ciencias médicas concentran
poco más del 13% de los investigadores y becarios, cada una de
ellas. Las distintas tradiciones científicas latentes en cada universi-
dad se ponen de manifiesto en el hecho de que en cada una de ellas
prevalece una concentración disciplinaria particular que determina
su «perfil» científico.
Sin embargo, la cara oscura de este panorama de contrastes con-
siste en que, a pesar de concentrar el mayor número de investigado-
res, las universidades nacionales no pueden ser concebidas plena-
mente como el «locus» de la ciencia. Muy por el contrario, el efecto
devastador de la masividad queda de manifiesto en el hecho de que
menos de una cuarta parte de los investigadores universitarios tiene
dedicación exclusiva. A ello hay que agregar la crisis de financia-
miento que, siendo un rasgo general de la ciencia argentina, se en-
saña especialmente en los centros universitarios dedicados a la in-
vestigación. Es necesario remarcar que el sector universitario
público ejecuta anualmente el 24% del total de los recursos desti-
nados a investigación científica y tecnológica en el país, a la par de
que, como se ha señalado, concentra el mayor número de investiga-
dores y becarios. Semejante contraste pone de manifiesto las difi-
cultades relativas en las que se desenvuelve la ciencia en la universi-
dad. Pese a ello, la producción científica universitaria no parece
acusar la restricción del presupuesto. En efecto, el desempeño de
los grupos de investigación universitarios es relativamente satisfac-
torio.
A los datos cuantitativos es preciso agregar otras consideracio-
nes; entre ellas, la existencia de una estructura fragmentada en fa-
cultades, departamentos y otras unidades con escasa interacción.
Pese a todo, en los últimos años las universidades nacionales han
avanzado en el desarrollo y consolidación de su capacidad científi-
ca: aumentaron el financiamiento de sus grupos de investigación
mediante la reasignación de recursos de su propio presupuesto, crea-
ron estructuras institucionales adecuadas para la investigación cien-
tífica y tecnológica, así como para su transferencia a la sociedad (se-
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cretarías de ciencia y tecnología o equivalentes, unidades de vincu-
lación tecnológica y servicios de asistencia técnica), consolidaron
muchos grupos de I+D y realizaron un aprendizaje para obtener re-
cursos a través de la presentación de proyectos a las distintas agen-
cias públicas de promoción de la ciencia, la tecnología y la educa-
ción superior.
La consideración de que las funciones de docencia e investiga-
ción deben coincidir, no solamente en la misma institución, sino en
las mismas personas, planteó algunos problemas innecesarios: insta-
ló un discurso escindido que trataba como si fuera cierto lo que en
la realidad no lo era y generó presiones sobre los docentes que no
investigaban y tensiones entre uno y otro grupo. Obstaculizó, ade-
más, la correcta identificación y gestión de los grupos universitarios
dedicados a la investigación.
Uno de los aspectos en los que se evidencia actualmente la ten-
sión entre docencia e investigación es el uso del tiempo, en el que
se verifica una discrepancia entre la asignación normativamente
prescripta y la efectivamente realizada. Los investigadores encuesta-
dos en el estudio antes mencionado dedican, en promedio, alrede-
dor de la mitad de su tiempo real de trabajo a la investigación, casi
un tercio a la docencia y el resto a otras actividades, entre las que
predominan las de extensión. Frente a esta situación, los consulta-
dos consideran que, idealmente, la docencia no debería superar una
quinta parte del tiempo total de trabajo. Una situación algo distinta
afecta a los becarios, que por lo general poseen contratos de beca
que insumen una dedicación casi exclusiva a la investigación y a su
propia formación. Los investigadores universitarios muestran una
mejor predisposición hacia la docencia de postgrado (particular-
mente en los cursos de tipo académico), ya que la consideran direc-
tamente vinculada con la formación de nuevos investigadores y con
la difusión de los conocimientos adquiridos en las propias investi-
gaciones.
Algunas cosas están cambiando en la actualidad, si bien no to-
davía en lo relativo a las cuestiones estructurales más severas, tales
como la masividad, con los agobios e ineficiencias que de ella se de-
rivan. Desde el gobierno, en las áreas dedicadas a la política cientí-
fica y tecnológica se han puesto en práctica medidas tendientes a
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aumentar el número de investigadores con una tendencia tan acen-
tuada que pone en aprietos a las universidades, tanto públicas
como privadas, en lo relativo a su capacidad para producir doctores
en número y calidad suficientes. Por otra parte, el financiamiento
adicional asignado a las universidades nacionales tiene como desti-
no incrementar el número de profesores con dedicación exclusiva.
III.   LA PECULIARIDAD ARGENTINA
Explicar los rasgos peculiares del proceso de institucionalización de
la ciencia y la tecnología en Argentina, así como el despliegue (y re-
pliegue posterior) de su capacidad científica y tecnológica, es una
tarea compleja. En una primera aproximación, sería posible carac-
terizar la situación de la ciencia y la tecnología en Argentina como
prototípica de un país del tercer mundo, o «en desarrollo», aún
asumiendo que esta expresión tenga significados controvertidos. Lo
que se ofrece a primera vista es un panorama bastante convencional
de una escasa inversión en ciencia y tecnología cuyo interés descrip-
tivo estaría limitado al de un estudio de caso tendiente a reafirmar
la tesis obvia de la marginalidad de la ciencia en países que son, a su
vez, marginales.
Sin embargo, en lo que se refiere al número de investigadores y
al conjunto de personal dedicado a la ciencia y la tecnología, las ci-
fras argentinas difieren de las del conjunto de América Latina y
constituyen un indicio de la «anomalía» de este país. En efecto, la
inversión argentina en I+D es históricamente baja, habiéndose
agravado esta tendencia a partir de la devaluación de 2002. La recu-
peración posterior es llamativa, pero todavía los valores están muy
por debajo de su nivel en los años anteriores a la crisis. Este dato
es congruente con lo que se espera de un país con bajo nivel de
desarrollo, pero en cambio los indicadores relativos a los recursos
humanos altamente especializados muestran una fortaleza relativa
que no es la esperable en un país de tal condición.
Los datos concretos muestran que la inversión argentina en
ciencia y tecnología apenas alcanzaba en 2005 al 0,46% del PBI,
ARGENTINA: MODERNIDAD Y RUPTURAS
217
mientras que Alemania invertía el 2,26%, Estados Unidos el 2,68%,
Francia el 2,32% y Japón superaba ya el umbral del 3%. En América
Latina, Brasil alcanzó el 0,91% en el año 2004. La media latinoameri-
cana, de un 0,53%, era superior al valor de Argentina. En valores ab-
solutos, Argentina invirtió en 2005 el equivalente a ochocientos dieci-
siete millones de dólares, en tanto que México superaba los dos mil
ochocientos millones y Brasil los cinco mil trescientos millones.
Hay que tomar en cuenta, para interpretar con justicia los datos,
el impacto de la crisis iniciada en 2001 que culminó con la devalua-
ción de 2002. Si se analiza la inversión en pesos, los valores del pe-
ríodo 2000-2005 muestran una caída en el primer año de la crisis,
seguida por una recuperación que a partir de 2003 fue muy pro-
nunciada (véase gráfico 1). En dólares, en cambio, la caída tuvo di-
mensiones dramáticas, ya que en 2002 el monto global fue apenas
equivalente al 35% del correspondiente al año anterior, habiendo
pasado de un monto superior a los mil cien millones de pesos a un
valor inferior a los cuatrocientos millones. Al año siguiente, el valor
en dólares superó los quinientos millones de dólares, para aproxi-
marse al umbral de los setecientos en 2004 y sobrepasar los ocho-
cientos millones de dólares en 2005. En dólares corrientes, cinco
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GRÁFICO 1.  Inversión argentina en I+D. 2000-2005
años más tarde del año 2000, la inversión —habiéndose recuperado
mucho— era todavía apenas equivalente a los dos tercios de la de
aquel año.
En contraposición con lo anterior, Argentina cuenta con casi
treinta mil investigadores y becarios, lo que representa el indicador
más alto de América Latina con relación a la población económica-
mente activa (PEA). El valor de 1,67 investigador por cada mil inte-
grantes de la PEA duplica al de Brasil y supera al de Chile. Como
se puede ver, la existencia de una dotación relativamente importan-
te de investigadores parece ser el resultado de la persistencia de tra-
diciones científicas de larga data.
Esta relativa fortaleza en materia de recursos humanos debe ser
relacionada con el hecho de que —como ya se ha señalado— en
ciertos períodos de la historia argentina los procesos tuvieron un
sesgo diferente al actual y es posible predicar de ciertas políticas
que tuvieron éxito, en términos de los resultados pretendidos y de
su significación social. La «anomalía», en este sentido, es congruen-
te con otros aspectos anómalos de Argentina en relación con las ex-
plicaciones corrientes acerca del desarrollo.
Sin embargo, esta capacidad podría verse debilitada en el futuro
si no se dieran las condiciones sociales, económicas e institucionales
necesarias para facilitar la inserción laboral de los jóvenes científi-
cos. En este contexto de restricciones, el salario de los investigado-
res y los docentes universitarios es todavía bajo y genera escasos es-
tímulos al desarrollo de vocaciones científicas y académicas. Este
dato es, en cierto modo, corroborado por la opinión pública. La se-
gunda encuesta nacional de percepción pública de la ciencia mos-
tró que la amplia mayoría de los argentinos (85% en promedio)
piensa que el país no le ofrece a los científicos condiciones adecua-
das de inserción institucional, salarios suficientes, ni infraestructura
y recursos propicios para asegurar su permanencia en las institucio-
nes locales de ciencia y tecnología.
El juego de las variables de modernización e industrialización
permitía, años atrás, configurar cuatro escenarios diferentes (Suá-
rez, 1973). El concepto de «modernización» remite a procesos so-
ciales, políticos y culturales asociados al desarrollo de la economía.
Modernización, en un sentido general, es un término utilizado para
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significar la difusión social de la racionalidad moderna y ésta, a su
vez, está vinculada en una compleja relación de causas y efectos con
la revolución industrial. Desde otras perspectivas, la modernización
puede ser entendida como los procesos de difusión social de los
avances de la ciencia y del cambio tecnológico, puestos de manifies-
to en el plano de una «cultura» tecnológica, de la disponibilidad de
recursos humanos capacitados en las diversas habilidades y profe-
siones que acompañan el devenir del cambio técnico. También re-
mite al plano de la utilización —a escala social— de los bienes dis-
ponibles gracias al avance de la ciencia y la tecnología.
En sus múltiples sentidos, el concepto de «modernización» sue-
le acompañar en relación casi lineal al de industrialización, de
modo tal que no existen dificultades a priori para comprender el
sentido de dos de los escenarios mencionados: aquellos en que am-
bas variables son congruentes. Es fácil entender que las sociedades
industrializadas sean también las más modernas y que las poco in-
dustrializadas sean, a su vez, poco «modernas». En cambio, los res-
tantes dos escenarios en los que ambas variables difieren entre sí
tienen aún interés por su valor explicativo para dar cuenta de pro-
cesos de signo diverso en países en desarrollo. El primero corres-
ponde a aquellos países «más industrializados que modernizados» y
se refiere principalmente al tipo de desajustes que experimenta la
estructura social y económica de las naciones que acceden tardía
pero decididamente a la industrialización. Se trata de un escenario
suficientemente conocido y habitual en la literatura sobre procesos
de desarrollo: el de los países cuyo crecimiento económico encuen-
tra un talón de Aquiles en el grado de modernización de su socie-
dad. El segundo corresponde a «países más modernizados que in-
dustrializados» y se refiere a países cuyo modelo de acumulación
previa les permite alcanzar rasgos modernos en su estructura social
pero no logran consolidar una capacidad industrial que sostenga la
economía a medio y largo plazo. Esta última categoría esboza, en lí-
neas generales, la situación argentina.
La formación de una comunidad científica en ciertas disciplinas
como el «complejo biomédico», su consolidación institucional en el
CONICET y su maduración hasta alcanzar el nivel del horizonte de
conocimientos, en el plano internacional, expresada emblemática-
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mente en los premios Nobel, es interpretable como expresión de
los niveles de «modernización» de la sociedad y no de su nivel de
desarrollo económico industrial. En el mismo sentido, la generación
de un pensamiento crítico sobre la vinculación de la ciencia argenti-
na con la sociedad (Amílcar Herrera, Oscar Varsavsky, Jorge Sába-
to) puede ser entendida como una toma de conciencia, también
«moderna», de la falta de sustento del modelo y de la necesidad de
vincular la capacidad de generación y aplicación de conocimientos,
con un proyecto social de desarrollo.
Los rasgos que en forma muy gruesa han sido trazados muestran
un país «anómalo», en el sentido de que sus éxitos preceden fre-
cuentemente a sus fracasos, en una suerte de «aprendizaje al revés»,
y resultan insuficientemente explicados desde una perspectiva ex-
clusivamente económica y particularmente desde la teoría del
desarrollo. Rastros de la «anomalía» argentina sobreviven en el pre-
sente y pueden ser detectados en la preservación de ciertos ámbitos
de excelencia académica.
El contexto en el que se procesa socialmente el conocimiento ha
cambiado profundamente en los últimos años, como resultado de
varias tendencias dinámicas y complejas. Entre ellas, el doble pro-
ceso por el cual, de una parte, el conocimiento se ha convertido en
el más importante impulsor del proceso de crecimiento económico
y en un elemento que dinamiza el cambio social, en tanto que, de
otra parte, ha ido perdiendo vigencia el «modelo lineal» basado en
el necesario predominio de la investigación básica. El nuevo con-
texto plantea fuertes desafíos al concepto de política científica en-
tendida como política de investigación, para incorporar nuevos en-
foques relativos al flujo de la información y a la difusión, así como a
la apropiación de los conocimientos. En consonancia con tales ten-
dencias, se ha consolidado un discurso que anuncia la emergencia
de un nuevo tipo de sociedad a la que se denomina como «sociedad
de la información» o «sociedad del conocimiento».
Formular una política de ciencia, tecnología e innovación en un
país como Argentina, en la época actual, es una tarea para la que se
carece de las certidumbres ideológicas de antaño, en tanto no se
cuenta ya con el marco general de una «teoría del desarrollo» ni si-
quiera con sistemas institucionales seguros y predeterminados. El
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desafío toma el sentido de lograr que la «anomalía» se transforme
en fortaleza; esto es, que la relativa modernidad pueda ser aprove-
chada como capital social para producir y procesar el conocimiento
necesario para mantener opciones de futuro. Esta posibilidad debe
operar como una brújula gracias a la cual sea posible evaluar las
fortalezas y las debilidades en materia de ciencia y tecnología, con
el fin de diseñar estrategias que sirvan para sortear amenazas y
aprovechar al máximo las oportunidades disponibles. La experien-
cia ha demostrado que tales propósitos sólo se logran mediante polí-
ticas activas. Los éxitos alcanzados recientemente para el desarrollo
y la exportación de equipamientos nucleares de experimentación
por parte de INVAP y los desarrollos de tecnología de satélites rea-
lizados por la CONAE, así como el avance en varias líneas de inves-
tigación en biotecnología aplicada al agro, muestran que las oportu-
nidades existen, tanto en el plano de la investigación básica, como
en el desarrollo tecnológico.
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7.  EVOLUÇÃO DO DESENVOLVIMENTO CIENTÍFICO 
E TECNOLÓGICO DA AMÉRICA LATINA: 
O CASO BRASILEIRO
RENATO DAGNINO, RAFAEL DIAS Y HENRIQUE T. NOVAES *
RESUMO
A política científica e tecnológica (PCT) pode ser compreendida a
partir da modelização da visão de três atores envolvidos com as políti-
cas públicas: o gestor, o avaliador e o analista. É a partir da visão estili-
zada desse último ator que observamos a PCT brasileira. Para isso, ti-
vemos que revisitar o Pensamento Latino-Americano em Ciência,
Tecnologia e Sociedade (PLACTS), aqui desenvolvido de forma origi-
nal e autônoma ao longo das décadas de 60 e 70. A interpretação que
derivamos, complementar a ele, nos permitiu chegar a uma explica-
ção bem distinta da atualmente dominante acerca da problemática
inovativa brasileira. Ela, juntamente com a proposta que fazemos acer-
ca do entendimento da PCT como uma composição de quatro agendas
—da ciência, da empresa, do Estado e dos movimentos sociais—, nos
permite sugerir uma orientação mais democrática para essa política.
I.  INTRODUÇÃO
Alguns esclarecimentos são necessários para introduzir o leitor às
características deste trabalho. Eles explicitam uma maneira particu-
lar de entender a «evolução do desenvolvimento científico e tecno-
* Grupo de Análise de Políticas de Inovação. Departamento de Política Cien-
tífica e Tecnológica da UNICAMP. Campinas, Brasil. 
lógico brasileiro» e permitem apreender melhor o conteúdo, a for-
ma e orientação ideológica que tem o trabalho. 
Esses esclarecimentos são abordados em conjunto nesta intro-
dução. Algumas das questões que colocam são retomadas nas seçõ-
es subseqüentes. Por ser o enfoque aqui proposto contra-hegemô-
nico, exposições reiteradas e relativamente longas, intrincadas e
abstratas (ou «teóricas») que o fundamentem são imprescindíveis. 
O primeiro esclarecimento é sobre o ponto de vista em que nos
colocamos e sobre as dimensões que ele abarca. Em relação à di-
mensão temporal, este ponto de vista se situa no presente olhando
para o futuro. Isto é, nossa análise tem em vista os desafios que um
cenário sócio-econômico normativo de democratização política e
econômica coloca para a situação atual da ciência e tecnologia
(C&T) brasileira. O recurso à retrospectiva será utilizado apenas
para caracterizar a situação atual e identificar dinâmicas ou tendên-
cias que parecem influenciar a trajetória esperada. Em relação à di-
mensão espacial, nosso intuito é mostrar semelhanças e contrastes
entre a evolução da C&T brasileira em relação ao contexto maior
formado pelo conjunto dos países —periféricos— da América Lati-
na, e não como temos feito em outros trabalhos com os países de
capitalismo avançado 1. Por isso, sempre que tivermos elementos
suficientes generalizaremos nossas observações para o conjunto ou
indicaremos que o que se está afirmando para o Brasil vale para a
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1 Usamos aqui a expressão «países de capitalismo avançado» como sinônimo
de outras como capitalistas avançados, industrializados, desenvolvidos, centrais,
sendo o antônimo preferido, a expressão periférico, ao invés de em desenvolvi-
mento, emergente, de industrialização tardia ou recente, ou mesmo subdesenvolvi-
do. Para diferenciar de outras acepções do termo, ressaltamos que o entendemos
como fruto de um processo —assimétrico e subordinado— de construção e de
consolidação da condição periférica (Dagnino & Thomas, 2001, p. 226): «ser peri-
férico não é um fato inexorável, natural, e sim o resultado de uma construção so-
cial que inclui não só uma egoideologia de um centro, mas também uma alterideo-
logia de uma periferia. A condição periférica é um efeito que responde às
endocausalidades da dinâmica local e configura um fenômeno fundamentalmente
auto-organizado, para o qual contribuem tanto a política econômica quanto a per-
cepção de aceleração da mudança tecnológica, dentre outros fatores. Precisamen-
te, esse caráter auto-organizado parece outorgar, à periferização e ao processo de
crescente subordinação do Estado-nação à globalização, esse aspecto de fenômeno
natural e inexorável, alheio ao acionamento e à racionalidade dos atores locais.
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região; embora por razões de espaço não explicitemos esses ele-
mentos e tenhamos claro que a generalização não implica que o que
apontamos seja válido para cada um dos países latino-americanos. 
O fato de que o Brasil vem sendo considerado como um caso de
sucesso, no âmbito das comunidades envolvidas com C&T desses
países, fruto do competente trabalho de dezenas de pessoas situa-
das em postos-chave das estruturas públicas, semi-públicas e priva-
das 2 e do compreensível efeito de demonstração que o país exerce,
nos obriga a abordar aspectos usualmente citados como indicativos
deste sucesso (o que é feito extensivamente na seção 2.3).
Em relação à dimensão contextual, nossa preocupação é enfocar
o tema C&T tendo como referência o contexto sócio-econômico e
político que influencia a sua produção e utilização. Para isso, usa-
mos uma abordagem sistêmica orientada a identificar as relações
entre o subsistema C&T e o sistema que o envolve, bem como ten-
dências de co-organização e atributos de complexidade. 
O segundo esclarecimento necessário para um melhor entendi-
mento deste trabalho diz respeito à maneira como caracterizamos
esse contexto que é, por um lado, o que explica o estado do subsis-
tema C&T e, por outro, aquele a partir do qual se irá conformando
o cenário normativo. O Brasil é um dos países mais desiguais do pla-
neta, seja em relação à renda, seja em relação à riqueza. Se bem é
certo que essa desigualdade começa a ser entendida como algo a ser
superado com o apoio da Política Científica e Tecnológica (PCT),
modificando o quadro anterior em que a meta era, genericamente, o
crescimento econômico ou o «desenvolvimento», quase nunca ela é
percebida como um determinante das políticas públicas (inclusive,
por que não, da PCT) 3. Conseqüentemente, a desigualdade também
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2 Entre essas estruturas, a mais importante é o Centro de Gestão e Estudos Es-
tratégicos: Ciência, Tecnologia e Inovação (CGEE-http://www.cgee.org.br), criado
em 2001 no bojo do processo de «lobotomização» do Estado promovido pelo go-
verno neoliberal, quando quadros técnico-políticos do MCT fundaram uma insti-
tuição que ainda hoje, já no segundo mandato da coalizão de esquerda, é a respon-
sável pela elaboração da PCT do País e de outras políticas públicas intensivas em
conhecimento científico e tecnológico.
3 Expressões como determinante, causa, conseqüência etc., são aqui utilizadas,
ainda que correndo o risco de aproximar-me perigosamente do simplismo do me-
canicismo, em benefício da brevidade.
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não é percebida como um dos determinantes centrais das caracterís-
ticas que vem assumindo ao longo do tempo o subsistema de C&T.
Esses dois elementos da relação entre desigualdade e C&T fa-
zem com que um dos pontos de partida de nossa análise seja, justa-
mente, o tema da exclusão/inclusão social. Colocar a exclusão so-
cial como característica essencial do contexto implica quatro
aspectos. Primeiro, o entendimento de que um problema social não
é uma entidade objetiva que se manifesta na esfera pública de
modo naturalizado, como se ela fosse neutra e independente em re-
lação aos atores —ativos e passivos— do problema. Segundo, que
não há situação social problemática senão em relação aos atores que
a constroem como tal. Terceiro, que reconhecer uma situação como
um problema envolve um paradoxo, pois são justamente os atores
mais afetados os que menos têm poder para fazer com que a opi-
nião pública (e as elites de poder) a considere como problema so-
cial. E, quarto, que sua condição de afetados pela situação tenda a
ser obscurecida através de um complexo sistema de manipulação
ideológica que, com seu consentimento, os prejudica.
Somos conscientes da dimensão do giro analítico que estamos
propondo ao deslocar o foco de nossa análise sobre a C&T, da em-
presa privada e da competitividade para a exclusão/inclusão. Entre
as múltiplas tarefas que esse giro impõe, destacamos a do «ônus da
prova»: a necessidade de tratar exaustivamente o marco analítico-
conceitual e os resultados a que chegam outros pesquisadores 4.
Embora fosse elucidativo repetir aqui o que temos feito, por exem-
plo, em Dagnino (2003) e em Dias (2005), isto, por razões de espa-
ço não é o nosso objetivo. Neste trabalho, por considerarmos que
outros colegas estão se ocupando dessa tarefa (alguns pertencentes
ao establishment da C&T latino-americana e partidários da PCT
em curso, e outros, que apesar de críticos, não estão envolvidos,
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4 A este respeito, cabe uma desculpa antecipada aos leitores. Por uma limita-
ção de espaço não citaremos aqui os documentos de domínio público que susten-
tam e se confundem com a posição hegemônica a qual temos nos referido. Caso
haja interesse, uma boa fonte de referência é o já citado CGEE. Em http://www.cgee.
org.br/sobre/cncti.php encontra-se um conjunto de documentos publicados em
setembro de 2006 que expressa o ponto de vista oficial e oficioso, dos «157 espe-
cialistas» que com eles colaboraram.
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precípua e profissionalmente à sua análise), nos dedicamos a uma
outra, também essencial para a construção do cenário normativo
que desejamos. Duas vertentes dessa tarefa são aqui atacadas: a pro-
posição de novas ferramentas analíticas (como as associadas às ex-
pressões «as quatro agendas da PCT» e «ao viés metodológico dos
três atores envolvidos com a PCT») e de extensões dos marcos de
referência herdados («as duas frentes de batalha do empresário»,
conforme veremos na seção 3.3). 
Estamos conscientes, também que até mesmo os atores afetados
pela situação-problema que caracterizamos dificilmente concorda-
riam (supondo que as entendessem) com as derivações desse giro
analítico. Nossa decisão envolve, portanto, não apenas uma postura
ideológica coerente com o reconhecimento do conjunto de aspectos
recém citados como um problema. Supõe, também, uma percep-
ção, fundamentada em evidências e argumentos, de que existe uma
relação de causalidade entre a exclusão social e as características do
desenvolvimento científico e tecnológico brasileiro. Percepção,
esta, que vai mais além da proposição, crescentemente aceita e coe-
rente com as idéias de Neutralidade e de controle ético ex-post, de
que «é necessário colocar a C&T a serviço do desenvolvimento so-
cial» (Dagnino, 2007b).
Isso porque, em primeiro lugar, e como temos argumentado ao
abordar o tema da Neutralidade da Ciência e do Determinismo
Tecnológico, nossa percepção nega a plausibilidade de que essa
«C&T» gerada num ambiente de exclusão e comprometida com a
sua reprodução possa ser posta a serviço da inclusão social. E, em
segundo lugar, porque o esforço sistemático de colocar conheci-
mentos, análises, teorias científicas, etc., desenvolvidos com o obje-
tivo de reprodução da exclusão a serviço de um melhor entendi-
mento daquelas relações e da promoção da inclusão social tem
mostrado a dificuldade associada a este empreendimento. 
O fato de que desigualdade e exclusão social são por nós inter-
pretadas, assim como as características que possui o nosso subsiste-
ma de C&T, como uma conseqüência da vigência de um particular
regime de acumulação capitalista periférico, faz com que seja aqui
adotado um instrumental da análise de filiação marxista. É através
dele que se busca explicar uma das características da nossa realida-
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de —a escassa «demanda» produtiva por conhecimento científico e
tecnológico— já evidenciada como um elemento estrutural da con-
dição periférica pelo que denominamos Pensamento Latino-Ameri-
cano em Ciência, Tecnologia e Sociedade (PLACTS) 5, e que hoje
começa a ser reconhecida de forma generalizada pelos atores envol-
vidos com a PCT, como uma conseqüência daquela desigualdade.
O terceiro esclarecimento diz respeito ao viés analítico adotado,
associado ao que se tem denominado nos países de língua inglesa de
Policy Analysis ou Policy Studies (daqui em diante Análise de Políti-
ca). Ele é responsável pela forma como interpretamos a proposta es-
pecífica desse capítulo, de discorrer sobre a «evolução do desenvolvi-
mento científico e tecnológico brasileiro» tendo por foco a interface
policy/politics que o orientou. E, também, pela estrutura que possui
o trabalho, ao propiciar a concepção de duas ferramentas, ao mesmo
tempo analíticas e expositivas, que nos parecem originais. 
A primeira delas está baseada no próprio conceito de Análise de
Política como sendo a conjunção de três momentos —formulação,
implementação e avaliação— e dá origem à caracterização de três
olhares —do gestor, do avaliador e do analista da política— sobre a
política pública. Essa ferramenta permite um progressivo entendi-
mento da natureza da PCT. E, em especial, o entendimento das ca-
racterísticas do momento atual da C&T brasileiras. Seus mal-enten-
didos, mitos, os modelos cognitivos dos atores, e os equívocos da
PCT atual. A segunda ferramenta está baseada no conceito de
agenda do processo decisório, entendida como a materialização dos
valores e interesses dos atores envolvidos com uma determinada
política. O entendimento da agenda da PCT como sendo uma com-
binação (média ponderada pelo poder relativo do ator) dos valores
e interesses de quatro atores —comunidade de pesquisa, Estado,
empresa e movimentos sociais— é o que permite a compreensão
das características que vai assumindo a PCT ao longo do tempo e o
que sugere uma alternativa de periodização e um procedimento
para a construção do cenário normativo para o subsistema de C&T.
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5 Esta expressão, que adotamos em (Dagnino, Thomas e Davyt, 1996) é semel-
hante a que utilizam autores como Sábato (1975), Oteiza e Vessuri (1993), Vacca-
rezza (1998) e Vidal e Mari (2002).
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Feitos esses esclarecimentos introdutórios, que parecem se justi-
ficar pela orientação analítica e filosófica deste trabalho, vamos in-
dicar a maneira como ele está organizado. Isso será feito com a pre-
ocupação, que estará presente ao longo de todas as demais seções,
de explicitar a relação existente entre o desenvolvimento do texto e
a demanda colocada pelo coordenador deste livro acerca dos seis
tópicos a serem cobertos.
Na primeira seção, intitulada «Gestores, avaliadores e analistas
de política», fazemos uma explanação analítico-conceitual, necessá-
ria para o entendimento das características do trabalho, através da
descrição estilizada da forma com que esses três arquétipos conce-
bem as relações entre ciência, tecnologia e sociedade (CTS) e a
PCT. Para tanto, associamos a visão desses três arquétipos aos dife-
rentes momentos do ciclo da política (policy cycle).
Na segunda seção do trabalho, intitulada «As agendas da PCT
brasileira», analisamos a trajetória da C&T a partir dos anos de
1970, lançando mão de uma ferramenta baseada no conceito de
agenda de política. Trabalhamos aqui com quatro agendas, que co-
rrespondem aos interesses e valores de quatro grupos distintos: a)
da comunidade de pesquisa (agenda da ciência); b) dos burocratas
(agenda do Estado ou do governo); c) dos empresários (agenda da
empresa); e d) da «sociedade em geral» (principalmente a agenda
dos movimentos sociais). 
Por fim, com base na argumentação construída ao longo desse
trabalho, apresentamos, na última seção, nossas considerações acer-
ca de como deveria ser orientada a PCT para alavancar o cenário
normativo de democratização política e econômica, que parece ser
aquele desejado pela maioria de sua população.
II.  GESTORES, AVALIADORES E ANALISTAS DE POLÍTICA
II.1.  Sobre os três arquétipos
Explicar as diferenças entre os vieses metodológicos desses três ato-
res supõe o entendimento, na ordem inversa, da distinção entre
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análise, avaliação e gestão das políticas públicas. Distinção, esta,
que só pode ser percebida no âmbito do enfoque da Análise de Po-
líticas e que remete à sua preocupação com o ciclo da política,
constituído pelos momentos de formulação, implementação e ava-
liação. Essa preocupação, diferentemente do outro enfoque presen-
te no campo dos estudos das políticas públicas, o da Avaliação de
Políticas Públicas (que se centra no exame do momento da imple-
mentação), permite que o momento da formulação da política ou,
mais especificamente, do processo decisório que a origina, seja exa-
minado em detalhe. E, mais do que isso, que a implementação da
política e o seu resultado sejam entendidos a partir do exame de
processo de tomada de decisão onde intervêm atores com caracte-
rísticas freqüentemente distintas.
Devido a isso, e diferentemente do avaliador de políticas, o ana-
lista estará sempre atento ao processo de conformação da agenda
decisória. Buscará, assim, perceber os conflitos latentes, cuja ex-
pressão, como questões da agenda política, é obstaculizada por me-
canismos ideológicos. Buscará perceber, além disso (e isto é impor-
tante), o correspondente consentimento dos atores mais fracos. E,
também, os conflitos encobertos que, embora percebidos por esses
atores, não chegam a ser colocados na agenda e se situam para além
dos conflitos abertos que o avaliador está limitado a observar. A
atenção do analista tenderá a se concentrar, em conseqüência, no
contexto político e ideológico e nas relações de poder existentes en-
tre os atores que dele participam.
O avaliador possui como foco a implementação da política; e se
concentra na comparação do resultado observado com o que dela
era esperado. Por isso, estará preocupado em elucidar os desajustes
entre o resultado esperado da política e a realidade observada. As
relações de poder existentes entre os atores envolvidos com a políti-
ca e o seu contexto político e ideológico não lhe merecem atenção.
Tampouco os interesses e valores dos tomadores de decisão que
participam na elaboração da política. E é natural, por isso, que ten-
da a situar os determinantes daquilo que observa numa órbita ex-
terna àquela da política que avalia.
É devido à maior abrangência do enfoque da Análise de Política
e à conseqüente preocupação do analista em adicionar à visão do
RENATO DAGNINO, RAFAEL DIAS Y HENRIQUE T. NOVAES
232
avaliador elementos de caráter político-ideológico atinentes aos ato-
res, às redes que eles conformam e aos ambientes em que se verifi-
cam as atividades abarcadas pela política, que ele necessita enrique-
cer a base de informações, incorporar novas relações e sofisticar o
tratamento dado a elas. Em função disso, ele é capaz de apontar
cursos de ação orientados a modificar o contexto imediato onde se
verifica o processo de elaboração da política. 
O viés metodológico do analista o conduz a explicar o êxito ou
fracasso da política a partir de duas dimensões. A primeira é a dos
atores intervenientes no processo de tomada de decisão. Nessa di-
mensão ele procuraria entender como o ator dominante atua no
sentido de fazer valer seus interesses. A segunda é a que se ocupa
da identificação das falhas (ou déficits) de implementação vis-à-vis
às de formulação. Essa dimensão indica com freqüência que embo-
ra, obviamente, o insucesso da política só se materialize quando ela
é implementada, as razões que o explicam remetem ao momento da
formulação. Portanto, por mais que possam estar asseguradas as
condições para a implementação perfeita, uma política mal formu-
lada (apoiada num modelo descritivo pouco coerente com a reali-
dade, num modelo normativo irrealista, ou numa agenda bloquea-
da) jamais poderá ser bem implementada.
Essas duas dimensões adquirem materialidade quando do mo-
mento da formulação da política (sobretudo quando se trata de
processos de tipo racional, em que o tomador de decisão possui
alta governabilidade) no que se costuma designar «modelo cogniti-
vo». Esse modelo, a partir do qual o ator dominante descreve, ex-
plica e prescreve acerca do objeto da política e do seu contexto, e
influencia o processo decisório, pode ser entendido como um con-
junto de valores, interesses e formas de comportamento entendidas
como corretas e socialmente legitimadas. A importância que ele
possui para a determinação da forma e do conteúdo de políticas
caracterizadas por processos decisórios significativamente enviesa-
dos, e processo de implementação de tipo bottom up, faz com que
ele seja entendido como o «modelo cognitivo da política». Por
suas próprias características, é fácil perceber porque o analista de
política, para o entendimento da política, para sua avaliação e para
sua reorientação numa direção mais coerente com o interesse de
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outros atores concentre sua atenção no «modelo cognitivo» do
ator dominante.
Especialmente em áreas de política caracterizadas por processos
decisórios significativamente enviesados, e nas quais o analista pos-
sua algum interesse que transcenda sua função de análise ou a pre-
tensão de participação ativa (no limite, como gestor), o entendi-
mento do «modelo cognitivo da política» é condição para a
neutralização ou cooptação do ator dominante.
Passando agora ao gestor da política, é preciso mencionar duas de
suas características distintivas. A primeira é seu envolvimento com o
duplo caráter —de policy e de politics— do processo de elaboração
da política. Isso porque, enquanto o analista e o avaliador observam a
política, o gestor participa dela. Seu objetivo é intervir diretamente
na forma e no conteúdo da política de maneira a orientá-la segundo
seus próprios valores, crenças e interesses profissionais e, freqüente-
mente, político-ideológicos, econômicos e de prestígio. Objetivo que
só excepcionalmente será abraçado pelos dois outros tipos de atores;
quando, então, adquirem o papel de gestores. Dentro do espectro de
envolvimento crescente com a política, que se inicia com a mera pre-
ocupação em descrever os aspectos formais da política, o gestor se si-
tua no extremo do policy advocate. Sua ação na «defesa das políti-
cas» não se limita à participação em epistemic communities; é
esperado que atue na conformação de advocacy coallitions. 
A segunda característica distintiva do gestor é sua natural preo-
cupação centrada na implementação da política. Ou, mais precisa-
mente, em fazer com que as coisas aconteçam de acordo com seus
interesses. Do ponto de vista cognitivo, sua perspectiva está restrita
aos limites desse momento da elaboração da política. Não há um
questionamento das metas formuladas nem dos resultados busca-
dos à luz de considerações mais abrangentes de natureza econômi-
ca, social e política acerca da sua relação com outras áreas de políti-
ca pública ou com eventuais obstáculos antepostos pelo contexto.
As metas da política tendem a ser visualizadas de forma auto-
contida, como algo a ser alcançado a qualquer preço de modo a sa-
tisfazer os atores com ele envolvidos (os policy makers que se si-
tuam no nível mais alto ou aqueles que nele participam). Sua
atuação tende a ser pautada pela idéia de «política simbólica»; inte-
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ressam-lhe menos os resultados que a implementação da política
poderá alcançar do que o impacto que o processo em si, ou mais
precisamente as declarações que o justificam, causará nesses atores. 
Em função da escassa preocupação com o contexto espacial,
temporal e temático, em que a política deve ser implementada, as
metas da política freqüentemente são confundidos com os indica-
dores a elas associadas. Ações são então implementadas para otimi-
zar os indicadores sem que seja percebido o caráter de fetiche asso-
ciado a este comportamento que leva a uma confusão entre a
realidade e aquilo que usamos para entendê-la, típica daqueles que
não fazem a pertinente distinção entre os momentos descritivo e
normativo de análise. Assim procedendo, o gestor tende a não per-
ceber que essas ações podem não ter incidência significativa sobre
os aspectos do sistema objeto de política que o indicador (modeli-
zado) representa.
A visão de cada um dos atores contém três elementos cuja análi-
se permite sua classificação. São eles: (a) um foco; (b) um diagnósti-
co; e (c) uma recomendação de política. Um olhar mais individuali-
zado a cada um desses arquétipos permitirá explicitar suas
diferenças e, ao mesmo tempo, perceber as contribuições que cada
um deles pode oferecer para um melhor entendimento de nossa re-
alidade. Com o intuito de clarificar a argumentação desenvolvida
nessa seção, vejamos como esses três arquétipos vislumbram algu-
mas questões relativas à PCT.
II.2.  O gestor
Esse arquétipo é o mais comum no ambiente da C&T. Na realida-
de, grande parte da comunidade que nele atua, incluindo aqueles
que ocupam posições de liderança e que participam na elaboração
da PCT (e, também, muitos dos que para isso tentam analisá-la), o
faz segundo a perspectiva do gestor. Ele tem um foco analítico bas-
tante estreito e concentrado nos casos exitosos de aplicação do con-
hecimento produzido localmente em empresas. Por exemplo, os
protagonizados por organizações como Embraer, Petrobrás e
CPqD, no Brasil, e INVAP, Biocidus e CONEA, na Argentina. O
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diagnóstico feito pelo gestor não incorpora elementos de natureza
estrutural como os aportados pelo PLACTS e enfatiza que os estí-
mulos pontuais para encorajar a reprodução de experiências dessa
natureza 6 são, atualmente, incapazes de contrabalançar aqueles
oriundos do excessivo protecionismo, de um ambiente macroeco-
nômico adverso, de traços culturais avessos à inovação, etc. A partir
disso, sua recomendação de política é a criação de mecanismos que
permitam a multiplicação dos casos exitosos. A constituição de par-
ques e pólos tecnológicos espelhados no relativo sucesso do Vale do
Silício norte-americano, por exemplo, tem sido amplamente defen-
dida pelo discurso hegemônico nos últimos anos.
A metodologia que emprega o gestor, baseada no estudo de ca-
sos exitosos normalmente conduzida de acordo com as pautas da
administração de empresas e da organização industrial, por mais in-
teressante que seja, sobretudo se apoiada no enfoque da construção
sócio-técnica (ainda raramente utilizado entre nós), não é adequada
para proceder a análises de tipo macro e para formular medidas de
política pública. 
Para cada caso exitoso, existem dezenas de fracassos que, em
função do contexto imposto pela condição periférica, se constituem
em regra ao invés de exceção. Conhecer esses fracassos, embora
constitua um insumo importante para a PCT e pudesse conduzir o
gestor a formas mais sofisticadas de análise da mesma, escapa ao es-
copo da metodologia que conhece. Dado que o êxito freqüente-
mente decorre de variáveis que não são podem ser percebidas pelo
marco analítico-conceitual empregado pelo gestor como, por exem-
plo, o papel fundamental do Estado na compreensão da razão des-
ses sucessos, fato defendido por Sabato e Botana (1993). Além do
que, o fato de serem sócio-tecnicamente idiossincráticos, dificil-
mente emuláveis, e desmobilizadores em relação ao seu objetivo
profissional, faz com que eles não costumem interessar ao gestor.
Aliás, a curiosidade deste ator a respeito da produção do campo
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dos Estudos Sociais da Ciência e da Tecnologia, que poderia ajudá-
lo a atuar de modo mais eficaz e realista, é mínima.
Existe, ainda, uma outra questão, associada a uma assimetria in-
terpretativa. Quando um arranjo institucional é relativamente bem-
sucedido, seu sucesso é atribuído a interações virtuosas entre os
atores (empresas, universidades e institutos de pesquisa, governo),
o que é freqüentemente utilizado para validar os pressupostos teóri-
cos associados a essa experiência. Surge, dessa forma, por exemplo,
o discurso de que as empresas são atraídas pelo «ambiente favorá-
vel à inovação» 7. Raramente é colocada a importância de outros fa-
tores, dentre os quais o fundamental papel do setor público, embo-
ra estudos mostrem que, mais que atraídas pelo «ambiente», as
empresas são atraídas pelos incentivos oferecidos pelo governo. Su-
pondo que o discurso que defende a importância econômica, cien-
tífica e tecnológica dos parques e pólos fosse, de fato, baseado
numa argumentação científica, caberia perguntar aos que o veicu-
lam como, simetricamente, interpretam os fracassos.
II.3.  O avaliador da PCT
Para esse arquétipo, o foco analítico está nos crônicos desajustes
entre a «oferta» e a «demanda» por conhecimento que vêm sendo
apontados desde os anos de 1960 pelos fundadores do PLACTS.
Seu diagnóstico, por isso e diferentemente daquele do gestor, não
privilegia fatores conjunturais. Ocupa nele um lugar importante o
contexto periférico adverso, entendido como o causador estrutural
daqueles fatores. Como recomendação de política, o avaliador
usualmente coloca a adoção de mecanismos de ativação da deman-
da através de políticas relacionadas à PCT, mas externas a ela. Em
outras palavras, teriam uma maior importância relativa políticas as-
sociadas a outras áreas de atuação governamental que, devido a
sua natureza de políticas-fim, poderiam amenizar as implicações
negativas do contexto periférico e exercer um empuxo orientador
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positivo, no sentido qualitativo e quantitativo, na política-meio de
C&T 8. 
Interessa, mais do que no caso do gestor, o diálogo com este ar-
quétipo, uma vez que ele permite abordar melhor a posição que
aqui defendemos. Por isso, caracterizamos a seguir, lançando mão
de fatos estilizados e de comparações amparadas em informações
nacionais e internacionais, o que seria o entendimento do avaliador
acerca de seis desajustes que tendem a concentrar a sua atenção:
(1) «O aumento quantitativo da pesquisa científica não gera
desenvolvimento tecnológico». Este fato pode ser ilustrado através
da informação empírica relativa ao que se admite como sendo os in-
dicadores de desenvolvimento científico (artigos publicados) e tec-
nológico (patentes depositadas nos EUA). Assim, em 1990, foram
publicados por autores brasileiros 3.555 artigos; em 2000, foram
9.511 (Leta e Brito Cruz, 2003). Nesse mesmo período, contudo,
não pôde ser observado um comportamento semelhante em relação
às patentes que passaram de 41 para 119 (Albuquerque, 2003). O
Brasil produz, conforme mostram os dados, um volume de conheci-
mento científico (medido pelo número de artigos) assimétrico em
relação à tecnologia produzida (medido pelo número de patentes
depositadas).
(2) «Doutores produzem artigos científicos; a produção de pa-
tentes é responsabilidade da pesquisa privada». Este arquétipo ado-
taria como explicação para essa situação o fato de que o aumento
do número de artigos publicados é explicado pelo aumento do nú-
mero de mestres e doutores titulados anualmente. Adotaria, tam-
bém, a explicação de que o comportamento da produção de paten-
tes, por sua vez, está ligado não à produção de artigos científicos,
mas ao investimento privado em atividades de pesquisa e desenvol-
vimento (P&D). O desempenho inovativo da Coréia do Sul tende-
ria a ser utilizado para ilustrar esta última relação e para servir
como contraponto à realidade brasileira (como de fato o é). Com
efeito, através de investimentos maciços por parte das empresas em
P&D, sobretudo a partir do final da década de 1980, o país conse-
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guiu ampliar seu desempenho inovativo: em 1990, a Coréia do Sul
depositou 225 patentes nos EUA e em 2000, foram 3.314. Com
isso, a participação sul-coreana no total de patentes no mundo cres-
ceu de 0,33% para 2,76%. No caso brasileiro, a participação no to-
tal mundial de patentes nesse mesmo período passou de 0,06%
para 0,1%, permanecendo em um patamar ainda muito baixo (Al-
buquerque, 2003).
(3) «A empresa privada nacional demanda poucos resultados
obtidos pela pesquisa universitária». A explicação desta realidade
tenderia a se apoiar no comportamento da empresa privada norte-
americana, uma vez que ela é a que melhor representa a figura da-
quilo que se concebe como «empresa» e que a sinergia que se esta-
belece entre este ator e os demais componentes do Sistema
Nacional de Inovação (SNI) é entendida como objeto de emulação.
A informação disponível (UNESCO, 2005; National Science Foun-
dation, 2006) mostra que ela não é apenas responsável pela maior
parcela do gasto em P&D realizado no país, mas que seu gasto se
orienta numa proporção ínfima (4,9%) e cada vez menor para cus-
tear pesquisas realizadas na universidade. O fato de que o que a
empresa demanda da universidade não é o conhecimento desincor-
porado resultante da pesquisa universitária (mas conhecimento in-
corporado nos profissionais que ela forma) mostra o quão volunta-
ristas são os arranjos institucionais que vêm sendo há décadas
implementados no País visando ao aumento da relação universida-
de-empresa. 
(4) «A mão-de-obra altamente qualificada formada pela univer-
sidade (mestres e doutores) não é demandada pela empresa nacio-
nal». Em geral, esses profissionais altamente qualificados, não ab-
sorvidos pelas empresas, passam a trabalhar em instituições do
governo ou, o que é mais comum, em universidades (Velho e Saenz,
2002). Novamente recorrendo ao caso norte-americano, e seguindo
a linha de argumentação iniciada acima, o avaliador da PCT diria
que uma parcela considerável (cerca de 70%) dos pós-graduados
em ciências duras é contratada para fazer pesquisa na empresa pri-
vada (e daí parece decorrer a competitividade das empresas norte-
americanas). No Brasil são formados anualmente cerca de 27 mil
mestres e doutores nas áreas de ciências «duras» e engenharias, nú-
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mero que cresce a uma taxa de 10% ao ano 9. Porém, as empresas
locais —privadas e públicas— possuem aproximadamente apenas 3
mil mestres e doutores atuando em atividades de P&D (IBGE,
2005). Isso significa que, caso esse estoque apresente um aumento
de 10% teríamos no próximo ano uma demanda adicional de 300
mestres e doutores para uma oferta de 30 mil pós-graduados. A
despeito do senso comum propugnar a expansão da oferta de mes-
tres e doutores como estratégia para alavancar o desenvolvimento e
a inclusão social, o avaliador da política tenderia a ficar preocupado
com esse desequilíbrio, atribuindo-o, como outros aqui assinalados,
à nossa condição periférica.
(5) «As empresas nacionais inovadoras não vêem nas atividades
de P&D uma estratégia importante». O fato de que das empresas
existentes no País que inovaram nos últimos três anos (33% das 84
mil empresas com 10 ou mais pessoas ocupadas), 67% declaram ser
a compra de bens de capital a sua principal estratégia, enquanto
que 16% afirmam ser a P&D (IBGE, 2005) ilustra bem este dese-
quilíbrio. Apesar de se dizer orientada a elevar a competitividade
das empresas, a PCT parece desconsiderar a realidade empresarial
nacional. Insiste em tentar fazer com que o empresário, contraria-
mente ao que aponta a sua racionalidade econômico-empresarial
periférica, utilize os mecanismos subsidiados para a realização de
P&D e a contratação de pessoal pós-graduado, quando para au-
mentar a taxa de inovação os empresários parecem desejar o barate-
amento dos bens de capital. 
(6) «As empresas nacionais de alta tecnologia não têm partici-
pação significativa no valor da produção industrial». Enquanto que
nos EUA 20% dos segmentos industriais são de alta tecnologia (re-
alizam gastos em P&D superiores a 4% do faturamento 10), no Bra-
sil nenhum deles se enquadra nessa categoria. E 84% das atividades
de pesquisa são realizadas em segmentos de baixa tecnologia (gasto
em P&D inferior a 1% do faturamento). Mesmo estudos conduzi-
dos em países europeus apontam para uma valorização exagerada
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no papel dos setores industriais de alta tecnologia no que se refere a
sua importância relativa em termos de produto e geração de empre-
go (Hirsch-Kreinsen e Outros, 2003).
A consideração desses desajustes pelo avaliador da PCT tenderia
à proposição de mudanças nas políticas de infra-estrutura, sociais,
econômicas, educacionais, industriais, de capacitação tecnológico-
produtiva, que permitissem a efetiva aplicação do conhecimento
produzido no País.
II.4.  O analista da PCT
Como mencionado, o analista se distingue dos outros dois arquéti-
pos por sua preocupação em compreender o ciclo da política em
toda a sua complexidade. Além disso, é capaz de observar certas
sutilezas associadas à elaboração da política, tais como as diferentes
visões de mundo dos atores envolvidos, os jogos de poder, as dife-
rentes agendas, os conflitos encobertos e latentes 11, etc.
É com essa proposta que o analista de PCT pesquisaria as cau-
sas do escasso êxito da PCT. Duas dimensões chamariam sua aten-
ção a partir da utilização de instrumentos de Análise de Políticas. A
primeira é a dos atores intervenientes na elaboração política; espe-
cialmente, no momento de sua formulação, no processo de tomada
de decisão e na conformação da agenda. Nessa dimensão ele procu-
raria entender como o ator dominante —os segmentos da comuni-
dade de pesquisa academicamente credenciados que hoje veiculam
o discurso da competitividade e da inovação pretensamente atribuí-
do ao ator empresa— atua no sentido de fazer valer seus interesses.
A segunda é a dimensão que se ocupa da identificação das falhas
(ou déficits) de implementação vis-à-vis aquelas de formulação. Ela
indica com freqüência que, embora o insucesso da política só se
materialize quando ela é implementada, as razões que explicam este
insucesso remetem ao momento da formulação. Portanto, por mais
que estejam asseguradas as condições para a implementação perfei-
ta, uma política mal formulada (apoiada num modelo descritivo
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pouco coerente com a realidade, num modelo normativo irrealista,
ou numa agenda bloqueada) jamais poderá ser bem implementada. 
Para o analista de PCT, dado o papel francamente dominante
que desempenha a comunidade de pesquisa dos países periféricos
na elaboração da PCT e, em especial, seu poder na conformação na
agenda do processo decisório (Dagnino, 2007a), o foco estaria nos
modelos cognitivos que ela utiliza para formular as políticas de
C&T. 
O diagnóstico, para esse terceiro arquétipo, seria, por um lado,
a escassa aderência do modelo descritivo à realidade existente e,
por outro, a não-funcionalidade dos modelos normativos e, por
conseqüência, institucionais, para o objetivo declarado de promo-
ção de um estilo desenvolvimento socialmente justo e ambiental-
mente sustentável. Sua recomendação de política, por fim, seria a
instituição de espaços para a discussão e revisão dos modelos cogni-
tivos da comunidade de pesquisa de modo a deslanchar um proces-
so de mudança na agenda de pesquisa e docência e, desta forma,
propiciar um desenvolvimento de C&T mais coerentes com aquele
estilo.
O analista de PCT, a partir do exame dos desajustes identifica-
dos pelo avaliador, tenderia a concentrar-se na crítica a três compo-
nentes desses modelos cognitivos a fim de explicar suas causas.
(1) «O gasto em C&T gera desenvolvimento econômico». Indo
em direção contrária ao que prega a visão do senso comum, não
existe demonstração empírica dessa relação de causalidade. As co-
rrelações que poderiam sugerir causalidade geralmente apresenta-
das são de tipo cross section entre o gasto em C&T ou a quantidade
de patentes ou de artigos publicados e produto per capita de vários
países, e não de tipo time series entre a evolução temporal desses
indicadores para um mesmo país. Na elaboração da PCT, se admite
que existe uma relação de causalidade temporal do tipo «se um país
‘emergente’ deseja desenvolver-se, ele deve primeiro aumentar seu
gasto em C&T». Assim, o aumento desse gasto é tido como condi-
ção necessária para alavancar o desenvolvimento econômico e so-
cial (o que também reflete a concepção ofertista-linear acerca da
C&T). O que parece ocorrer é a utilização metodologicamente es-
púria de uma correlação de tipo cross section para fundamentar
RENATO DAGNINO, RAFAEL DIAS Y HENRIQUE T. NOVAES
242
uma teoria simplista e linear acerca do processo histórico protago-
nizado pelos países de capitalismo avançado para sustentar uma de-
terminada visão acerca da relação CTS e para dela derivar uma re-
ceita para o desenvolvimento dos países periféricos. O analista
tentaria mostrar que essa teorização padece das tensões às quais
toda modelização está sujeita, decorrentes da escolha dos aspectos
da realidade a serem transformadas em variáveis do modelo e da di-
namização de um modelo estático. Procuraria mostrar, além disso,
que a prescrição de políticas a partir de experiências ocorridas em
contextos estruturais e conjunturais distintos, embora muito co-
mum na condução da PCT brasileira, e, em geral, latino-americana,
é extremamente arriscada.
(2) «O comportamento tecnológico do empresário promove o
desenvolvimento social». O modelo cognitivo que ampara essa per-
cepção está fundamentado na idéia de que o conhecimento produ-
zido na sociedade deve necessariamente transitar pela empresa pri-
vada para atingir e beneficiar a sociedade na forma produtos com
preços cadentes e qualidade crescente, empregos qualificados com
salários crescentes, impostos que revertem para a sociedade promo-
vendo a competitividade sistêmica, etc. Está fundamentado, além
disso, na idéia de que a compulsão a inovar dos empresários para a
maximização do lucro seria o motor de um círculo socialmente vir-
tuoso de competitividade das empresas, das nações, do bem-estar
dos seus cidadãos e dos habitantes do planeta 12. Este modelo se ba-
seia na idéia de que o capitalista trava uma «batalha da tecnologia»,
que, como se argumenta na próxima seção estaria restrita à órbita
do mercado. O modelo tende, por isso, a subestimar a relação entre
inovação e exclusão social.
(3) «Embora a C&T seja crescentemente produzida no ambien-
te empresarial, a adoção da ética como critério de sua utilização
conduzirá à inclusão social». Essa idéia está fundada na visão de
senso comum, que no nosso ver não passa de um mito, de que a
C&T é neutra. Isto é, que depois de ser produzida num dado am-
biente (em que predominam valores e interesses que a «contami-
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nam»), ela pode ter a sua utilização orientada para propósitos dife-
rentes (Dagnino, 2007b). Apesar de crescentemente serem registra-
das posições contrárias às idéias de neutralidade e autonomia da
C&T, o modelo cognitivo baseado nas concepções Instrumental e
Determinista ainda conserva seu caráter hegemônico nos âmbitos
em que se elabora a PCT. 
O analista tenderia a advogar a adoção de um estilo de PCT que
respaldasse um processo profundo de mudança social. Defenderia
uma PCT orientada à redução das desigualdades sociais, à humani-
zação do trabalho e à superação das pressões ambientais impostas
pela tecnologia convencional. Defenderia, assim, um modelo de
PCT que viabilizasse o reprojetamento da C&T na direção de uma
sociedade mais justa e democrática 13.
Portanto, a visão do analista da PCT tenderia a apresentar um
maior grau de reflexão crítica que a dos outros dois atores. Tende-
ria, por isso, a contemplar uma mudança mais profunda na condu-
ção da PCT.
III.  AS AGENDAS DA PCT BRASILEIRA
Desde o seu surgimento, no imediato pós-guerra, nos países de ca-
pitalismo avançado, a PCT tem sido considerada, mais do que uma
política-fim, uma política-meio. Isto é, a PCT se caracteriza como
uma política que tem por objetivo viabilizar e dar suporte, através
dos resultados obtidos no campo da C&T, a outras políticas públi-
cas que vão desde as relacionadas a objetivos militares até as que vi-
sam à melhoria das condições de saúde da população.
Essa característica da PCT pode ser expressa dizendo que sua
agenda é uma combinação de uma série de outras agendas que co-
rrespondem às diferentes políticas públicas ou, mais especificamen-
te, dos respectivos atores com elas envolvidos. A agenda da PCT se-
ria, então, uma combinação de pelo menos quatro agendas: a da
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ciência, a das empresas, a dos movimentos sociais e a do Estado (ou
do governo).
III.1.  As particularidades da PCT: uma primeira visão 
das agendas
É uma particularidade da PCT brasileira o fato de ela ter sido pau-
tada por uma agenda distante das realidades ligadas a outras áreas
de política pública. Até o passado recente, a agenda do processo
decisório da PCT se resumia praticamente à agenda da ciência, ou
seja, aos temas clássicos de interesse da comunidade científica (ins-
pirados no «Modelo Linear Ofertista» 14) que, advogavam os cien-
tistas, eram importantes para o desenvolvimento sócio-econômico
do País. 
Os assuntos de interesse do governo —a agenda do governo—
pouco apareciam na agenda da PCT. Presença ainda menor tinham
os assuntos que interessavam à empresa privada, e que compunham
a agenda da empresa. No que refere à agenda do governo, embora
tenham existido importantes iniciativas que, através das empresas
estatais, lograram dinamizar a relação pesquisa-produção (ou uni-
versidade-empresa, como também é chamada), a Reforma Geren-
cial do Estado terminou por inviabilizar novas experiências. 
Segundo se pensava, essa característica distintiva da PCT se de-
via à nossa «condição periférica». A inexistência de uma «demanda
social por conhecimento científico e tecnológico» explicava porque
a agenda da empresa exercia pouca influência na PCT e a agenda
da ciência era, por default, dominante. A ausência de um «projeto
nacional» explicava, por sua vez, porque a agenda do governo não
alcançava um patamar sustentado e porque a «agenda dos movi-
mentos sociais», numa sociedade que permanecia desigual e autori-
tária, se mantinha latente (Herrera, 1970).
EVOLUÇÂO DO DESENVOLVIMENTO CIENTÍFICO E TECNOLÓGICO DA AMÉRICA LATINA: ...
14 Um modelo ao mesmo tempo descritivo, normativo e institucional, em que
as universidades seriam as responsáveis pela geração do «conhecimento científi-
co», que deveria, então, ser aproveitado pela empresa e «aplicado tecnologicamen-
te» sob a forma de inovações (Dagnino e Thomas, 2001).
245
Explicações como essas, bem conhecidas no ambiente da C&T
latino-americana (hoje, inclusive, nos meios politicamente mais con-
servadores que, paulatinamente, os estão «descobrindo»), devem-se
ao PLACTS. Em virtude de sua força interpretativa da trajetória da
C&T latino-americana, da atualidade das explicações que oferece
para o entendimento de nossa realidade, de sua paradoxal crescente
aceitação entre os policy makers da PCT, e do fato de que se man-
tenha como a única matriz de pensamento original e autônoma so-
bre o tema produzida nos países periféricos, o PLACTS é uma refe-
rência constante na análise a seguir apresentada.
Em relação à agenda da empresa, a sua interpretação crítica in-
dicava que nosso capitalismo mimético (primeiro, primário-expor-
tador e, depois, de industrialização via substituição de importações)
não gerava, ao contrário do que ocorria nos países de capitalismo
avançado, uma demanda local por conhecimento científico e tecno-
lógico.
Uma das normativas de política que se depreendia dessa inter-
pretação e que pode ser entendida como uma contrapartida ao viés
ofertista conferido à PCT pela comunidade pesquisa é aquela que
denominamos de vinculacionista. Isto é, uma normativa que, embo-
ra fosse formulada em termos da promoção de um estreitamento
dos vínculos entre a pesquisa universitária pública e o setor produ-
tivo, foi entendida e implementada pelos governos da região através
de medidas de política orientada ao fortalecimento da relação uni-
versidade-empresa. Na verdade, tal como se explica em Dagnino
(2004), a PCT latino-americana vigente até meados anos de 1980
pode ser entendida como uma combinação de ofertismo, vincula-
cionismo, e regulacionismo.
III.2.  O Pensamento Latino-Americano em Ciência, Tecnologia
e Sociedade e as agendas
O PLACTS nasce no contexto do debate entre os defensores da
manutenção do modelo primário-exportador —nossa «vocação»
para o campo— e os defensores da industrialização via substituição
de importações, fortemente inspirada nas idéias da CEPAL.
RENATO DAGNINO, RAFAEL DIAS Y HENRIQUE T. NOVAES
246
Esse debate abarcava duas posições extremas: a da autonomia
científica e tecnológica, que era ridicularizada com a menção ao
«espantalho fácil de ser derrubado» do «reinventar a roda» e a da
transferência de tecnologia, que defendia a exploração das vanta-
gens dos late comers, mas que era considerado por seus opositores
como perpetuadora da dependência. A primeira, implicava num
maior apoio à C&T e, dentro do modelo normativo e institucional
ofertista linear então francamente dominante, um decidido apoio à
pesquisa básica.
Um argumento central nesse debate era de que o justo apoio
que demandava a comunidade de pesquisa não poderia ocorrer sem
que fosse adotado pelo país um «Projeto Nacional» (que no enten-
der dos fundadores do PLACTS seria um resultado do crescimento
das forças políticas progressistas então em curso) que contivesse
um desafio científico-tecnológico importante. Do contrário, uma
vez que a condição periférica da região implicava uma escassa de-
manda social por conhecimento científico e tecnológico (o que ini-
bia a aplicação em atividades de produção de bens e serviços do in-
teresse das elites que o modelo de substituição de importações
postulava), a capacitação local tenderia a se tornar redundante, eco-
nomicamente proibitiva e, até mesmo, socialmente inaceitável (He-
rrera, 1973). 
Ao mesmo tempo em que apontava a escassa demanda social
por conhecimento científico e tecnológico como causa fundamental
da debilidade dos nossos «sistemas de C&T», o PLACTS ressaltava
que nosso problema não era de falta de capacidade para desenvolver
«boa ciência», nem uma característica relacionada à nossa herança
ibérica ou indígena, como estava de moda argumentar. Tampouco
era algo associado a um determinismo antropológico-geográfico,
também então em moda, do tipo «a ciência não pode prosperar nos
trópicos». Argumentos como esses foram minuciosamente analisa-
dos pelos integrantes do PLACTS. Apesar disso, eles continuam a
ser ouvidos nos fóruns onde se discutem questões ligadas ao desen-
volvimento científico e tecnológico, fruto do preconceito e da des-
informação que lamentavelmente ainda neles se manifestam..
É importante assinalar que a dimensão mais propriamente polí-
tica do PLACTS não foi assimilada pela comunidade de pesquisa.
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O mesmo não pode ser dito em relação às normativas contidas em
seu discurso. Na verdade, as conseqüências práticas que dele pode-
riam ser extraídas contemplavam tanto os interesses corporativos
de uma parte mais tradicional da comunidade de pesquisa quanto
os ideais daquela outra —mais engajada— que defendia a mudança
social. E tinha uma vantagem: conferia coerência teórica e funda-
mentação científica à posição assumida pela comunidade de pesqui-
sa no debate com os tecnocratas que defendiam a transferência de
tecnologia como uma opção mais conveniente —de exploração das
vantagens dos late comers— do que iniciativas visando a um forta-
lecimento da capacidade de pesquisa, que era custoso e improvável.
O PLACTS criticava o Modelo Institucional Ofertista Linear,
mas não negava a necessidade de fortalecer a capacidade de pesqui-
sa que, segundo propunha, permitiria no momento futuro politica-
mente favorável associado ao «Projeto Nacional» promover o des-
envolvimento econômico e social. Isso provavelmente explique a
aceitação do seu discurso no meio acadêmico. Num momento em
que a Teoria da Dependência, da qual o PLACTS era tributário,
gozava de grande aceitação, inclusive em círculos de pensamento
menos contestatório, isso não seria de estranhar e explicaria, ao me-
nos parcialmente, a capacidade do PLACTS de influenciar a políti-
ca explícita de C&T.
A importância do PLACTS no ambiente de formulação da PCT
não implicou que a falta de conexão entre a política explícita e a im-
plícita se tenha superado, ou mesmo que o apoio governamental às
atividades de C&T, que se limitavam à pesquisa básica e à formação
de pessoal qualificado, não viesse a ser paulatinamente reduzido 15.
O comportamento anímico dos empresários latino-americanos
em relação à C&T tem sido bastante analisado. O senso comum o
atribui ao ambiente protecionista que não gera estímulos para ino-
var (Meyer-Stamer, 1995) e faz com que a importação e adaptação
de bens e máquinas adquiridos no exterior e a compra de tecnolo-
gia seja o comportamento usual. Também o atribui a uma falta de
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consciência a respeito do papel da inovação tecnológica no aumen-
to da eficiência e da lucratividade, tentando mostrar que o «atrasa-
do» empresário, se submetido ao ambiente de concorrência inter-
nacional, iria inovar. Tratava-se de um ilusionismo sem muita
conexão com a realidade, como se verificou posteriormente. Ao
nosso ver, argumentos freqüentemente empregados, como o da ca-
rência de uma cultura inovadora, acabaram por subestimar a racio-
nalidade do empresário nacional 16.
Encerrando essas considerações, e introduzindo o tema aborda-
do a seguir, nossa percepção é que o PLACTS superestimava os de-
terminantes «imperialistas» que condicionavam os empresários na
periferia do capitalismo a um comportamento avesso à inovação.
Em especial aquele associado ao padrão mimético da demanda por
bens e serviços determinado pela dependência cultural e materiali-
zado sob a forma de um modelo de desenvolvimento baseado na
substituição de importações. A idéia de que a produção para um
mercado imitativo favorecia mais do que nos países avançados as
opções de roubo, cópia e compra de tecnologia, que Jorge Sabato
(um dos fundadores do PLACTS) apontava nesta ordem, em suas
conferências, como os «bons negócios» da P&D, parece ter levado
a uma subestimação de outros determinantes. Principalmente da-
queles associados às relações sociais de produção mais desequilibra-
das no sentido do capital do que as que vigentes nos países de capi-
talismo avançado e que, por isto, teriam levado ao que
denominaremos adiante como uma «forma distinta de produzir
mercadorias». 
III.3.  Complementando a interpretação do PLACTS: as duas
frentes de batalha do empresário
Uma das interpretações mais aceitas e difundidas acerca das moti-
vações que levariam o empresário a inovar é aquela apresentada por
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Schumpeter (1988), segundo a qual o empresário buscaria introdu-
zir «novas combinações de matérias e forças», a fim de criar uma si-
tuação de monopólio extraordinário, podendo, assim auferir lucros
superiores aos de seus concorrentes. Essa interpretação tem, por-
tanto, seu foco situado na concorrência intercapitalista que se dá na
órbita do mercado, «fora da empresa», e constitui uma das frentes
da «batalha da tecnologia» (a frente externa).
A frente interna, que é na realidade, a primeira, uma vez que é
uma condição necessária (ainda que não suficiente) para a existên-
cia da batalha na frente externa, é onde ocorre o enfrentamento do
capitalista com os trabalhadores de sua empresa, visando ao au-
mento da mais-valia relativa. Nessa frente, o aumento da produtivi-
dade proporcionado pela introdução de novas tecnologias em bus-
ca da apropriação da mais-valia relativa tende a reduzir a
necessidade de trabalho vivo. E, em conseqüência, tende a eliminar
postos de trabalho e a comprimir os salários, em um processo incre-
mental e contínuo. A consideração dessa primeira frente —inter-
na— de batalha, da produção, não é destacada pela visão de
Schumpeter e, em conseqüência pelos neo-schumpeterianos e pelas
interpretações que originam: a Teoria da Inovação e o enfoque evo-
lucionário. Ela, no entanto, é fundamental para a interpretação que
propomos para explicar as características do desenvolvimento cien-
tífico e tecnológico brasileiro.
É relativamente fácil perceber como a introdução de conheci-
mento tem sido historicamente concentrada na órbita da produção:
na segmentação e hierarquização do processo de trabalho em bene-
fício de seu maior controle, na separação entre as tarefas de produ-
ção (manuais, repetitivas e crescentemente desprovidas do saber do
trabalhador direto que naturalmente possuíram) e de concepção
(intelectuais, criativas e reservadas aos «engenheiros» que são trei-
nados para tornar as demais mais controláveis). Seu foco tem esta-
do também na cadência das operações através do controle da velo-
cidade e do ritmo das máquinas cuja introdução no processo de
trabalho só se tornou historicamente possível pela sua prévia seg-
mentação; nos «tempos e movimentos»; e na incorporação de dis-
positivos ou sistemas concebidos para, muitas vezes em prejuízo da
«eficiência» técnica e até econômica, dificultar um boicote do tra-
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balhador em situações em que o clima de cooperação necessário
no ambiente da produção é perturbado por uma crise de hegemo-
nia na sociedade, etc. E, mais recentemente, tem estado nas mu-
danças na organização do trabalho, no controle contínuo e frag-
mentado da qualidade, no trabalho em domicílio etc. Resumindo e
retomando o fio da meada: o foco do empresário, na frente inter-
na, não estaria nas características do produto (tecnologia de pro-
duto) que fabrica e sim no processo de sua fabricação (tecnologia
de processo).
A interpretação do PLACTS, no que se refere à baixa propen-
são à inovação (entendida por seus integrantes, e como até há relati-
vamente pouco tempo pela academia em geral, como limitada a ati-
vidades de P&D) das empresas latino-americanas privilegiava,
como o fazia a visão de Schumpeter, a frente externa. O padrão tec-
nológico mimético inerente aos modelos primário-exportador e da
industrialização via substituição de importações, ao não demandar
tecnologias novas (isto é, distintas das que já haviam sido desenvol-
vidas nos países avançados) tornava pouco atrativa, e improvável, a
concorrência intercapitalista de tipo clássico (isto é, através da ino-
vação e, em especial da P&D).
O que queremos salientar é que há um outro elemento, dotado
de uma primazia teórica e de uma precedência causal, situado na
frente interna de batalha, a ser considerado. Ainda que aceitando a
interpretação do PLACTS, de que a baixa propensão à inovação
pode ser explicada pela escassa atratividade de uma luta capital-ca-
pital, nosso interesse aqui é deslocar o foco da análise para as ca-
racterísticas que possui a luta capital-trabalho na periferia do capi-
talismo.
A formação econômica e social do capitalismo periférico não se
caracterizou, apenas, por um comportamento do empresariado que
se manifestava no plano da superestrutura ideológica e de sua práti-
ca no mundo dos negócios como uma propensão à associação (sub-
ordinada) com o capital internacional (Cardoso e Faletto, 1970).
Ela teria também engendrado uma forma distinta de produzir mer-
cadorias. Uma forma que não se apóia na maximização do lucro
pela via da extração da mais-valia relativa que a introdução da tec-
nologia no processo de produção das empresas dos países de capi-
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talismo avançado propicia aos proprietários dos meios de produ-
ção. Ou seja, essa percepção é a de que, no nível da infra-estrutura
econômico-produtiva, se estabeleceu um mecanismo de apropria-
ção do excedente que, ao contrário do que ocorre no capitalismo
tout court, não se apóia no «progresso tecnológico» e sim na cons-
tante supressão do salário real mediante políticas econômica e so-
cial concentradoras.
A existência de uma anômala concentração de poder político e
econômico teria facultado às elites uma verdadeira «inovação». Me-
diante um mecanismo de inflação-reajuste regulado pelo Estado, te-
ria sido possível uma deterioração contínua do salário real e a ins-
tauração de uma forma de extração da mais-valia absoluta que,
contraditoriamente, respeita o limite estabelecido pela jornada de
trabalho.
A esta altura, convém mencionar a implicação da operação des-
se mecanismo para a aceitação de duas cadeias interpretativas for-
muladas na análise da PCT. A primeira, é que, por ser a PCT uma
combinação de agendas impulsionadas por diferentes atores sociais,
seria a operação desse mecanismo, de inquestionável poder explica-
tivo no plano da racionalidade empresarial, e não simplesmente o
padrão mimético apontado pelo PLACTS (para não falar do argu-
mento de senso comum relativo ao «atraso» do empresário nacio-
nal) que faria com que, na ausência de um interesse empresarial
pelo desenvolvimento de C&T, tendesse a predominar a agenda da
ciência. A segunda, é que não há como garantir que o efeito da ado-
ção de uma política econômica liberal e do conseqüente acirramen-
to da concorrência intercapitalista seja um aumento significativo da
propensão a inovar do empresário se se mantiver operando aquele
mecanismo.
Foi só em meados dos anos de 1990 que assuntos de interesse
da empresa privada (inspirados no «Modelo do Sistema Nacional
de Inovação») tidos como de importância para o crescimento eco-
nômico do País —a agenda da empresa— apareceram na agenda da
PCT. A constituição de projetos cooperativos entre universidades e
outras instituições públicas e privadas —uma das tendências recen-
tes das transformações da PCT destacadas por Sobral (2007)— re-
presenta um bom exemplo do que entendemos como um cresci-
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mento da importância da agenda da empresa na elaboração da
PCT. Olhando retrospectivamente, é verdade que, embora figuras-
sem nas «declarações de intenção» que conformaram sucessivos
«planos» de C&T («política explícita»), esses assuntos até então
não participavam da agenda da PCT. Na visão do PLACTS, isso
não quer dizer que os interesses (e, em especial, a demanda tecno-
lógica) da empresa não estivessem sendo atendidos. A noção de
«política implícita de C&T», aquela que decorria das ações gover-
namentais adstritas a outras áreas de política pública, mais podero-
sa e efetiva que a explícita, pode ser usada para explicar como esse
interesse estava sendo contemplado.
Esse argumento assinala que a demanda empresarial por tecno-
logia, dado que era atendida mediante importação de bens e servi-
ços cuja facilitação decorria de outras políticas, não era satisfeita via
produção local de conhecimento. A idéia de que a «política implíci-
ta de C&T» orientaria a demanda de conhecimento para fora ini-
bindo a produção local supõe que, de fato, existia uma demanda lo-
cal. O que, no limite, é questionado pela idéia de que existe uma
«forma de produzir mercadorias distinta» engendrada pelo capita-
lismo periférico. Isto é, que a intervenção de um mecanismo infla-
ção-reajuste menos custoso do que a inovação tecnológica tornava
desnecessária a realização de P&D, ou mesmo a compra de máqui-
nas e equipamentos na proporção e com a freqüência que isto ten-
de a ocorrer nos países avançados; e que seria de esperar caso este
mecanismo não estivesse operando.
Reforça esse questionamento a observação da maneira como
tem ocorrido, nos últimos 15 anos, a incorporação da agenda da
empresa à agenda da PCT. A muito escassa participação dos empre-
sários nos fóruns onde se discute a PCT e nos espaços institucionais
onde ela é decidida, além dos elementos factuais apresentados na
seção 2.3, sugere que essa incorporação esteja ocorrendo menos de-
vido à participação efetiva do ator empresa na sua elaboração do ao
interesse do seu tradicional ator dominante —a comunidade de
pesquisa. A maneira como os elementos do senso comum, da globa-
lização, da competitividade, da reforma do Estado etc, de grande
abrangência e de crescente influência em nosso meio, foram deco-
dificados para serem introduzidos na agenda da PCT, se assemelha
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mais a uma adição da agenda da empresa à agenda da ciência do
que uma integração ou uma substituição.
Ao que parece, são dois segmentos distintos da comunidade de
pesquisa os que defendem cada uma das duas agendas, sem que os
empresários, provavelmente não sensibilizados pelo volume ainda
relativamente baixo e de complicado acesso do financiamento para
a inovação, participem do processo decisório da PCT. 
III. 4.  A agenda dos movimentos sociais
Uma vez que na periferia do capitalismo os mecanismos de acumu-
lação de capital são distintos daqueles dos países centrais, levando a
um desinteresse das empresas pelo conhecimento «ofertado» pela
comunidade científica, o que pode ser feito para promover uma re-
orientação da PCT num sentido coerente com os sinais que vêm
emitindo os movimentos sociais ao demandar ações de governo que
contêm importantes demandas por conhecimento tecnológico e
científico? Por que apesar do esforço despendido por setores do
governo e da comunidade universitária, essas demandas não se in-
corporaram à agenda da PCT nacional? Porque essa nova agenda
que combina governo e movimentos sociais, e que denominamos
agenda dos movimentos sociais, se encontra ainda latente? Por que,
dado que interesses desses atores já estão sendo contemplados por
políticas sócio-econômicas, as demandas cognitivas deles derivadas,
não menos intensivas em conhecimento original que teria que ser
localmente produzido do que as associadas à agenda da empresa,
não logram incorporar-se à agenda da PCT? O que teria que acon-
tecer para que o segmento crescente da comunidade de pesquisa
sensível a esses sinais venha a atuar de modo semelhante ao daquele
que defende no processo decisório da PCT os interesses da em -
presa?
Este trabalho argumenta que essas perguntas não podem ser res-
pondidas tendo simplesmente como referência a pouca aderência
que possui a agenda da PCT em relação a realidades adstritas a ou-
tras áreas de política pública. E que a incorporação dos temas de
interesse dos movimentos sociais à agenda da PCT depende de uma
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mudança na concepção da comunidade de pesquisa acerca da C&T
no sentido do que enunciamos na seção 2.4 como sendo a visão do
«analista». 
Para que isso ocorra, é necessário que a fração da comunidade
de pesquisa que se sente identificada no plano ideológico com os
valores e o projeto político dos movimentos sociais, à semelhança
do que ocorre com os que defendem a agenda da empresa, atue de
forma conseqüente na elaboração da PCT. Mas essa é apenas uma
condição necessária. Na verdade, é possível atribuir a muitos dos
atores que intervieram ao longo da história da PCT latino-america-
na, seja como fazedores de política seja como analistas, uma sincera
vontade de favorecer na sua práxis os valores e o projeto político
dos movimentos sociais. No que se refere à coerência político-ideo-
lógica, essa identificação pode ser constatada pela forma como se
posicionaram frente a questões de natureza sócio-econômica ou po-
lítica atinentes ao difícil momento histórico que lhes tocou viver.
Em relação ao seu discurso sobre a PCT, essa identificação costu-
mava aparecer em declarações do tipo «é necessário colocar o con-
hecimento científico e tecnológico disponível, que até agora serviu
apenas aos interesses das classes proprietárias, a serviço do desen-
volvimento do conjunto da sociedade». 
Uma olhada em perspectiva mostra que embora tenha sido fre-
qüente entre os analistas e mesmo entre os fazedores de política das
décadas de 70 e 80 uma identificação com os movimentos sociais
(ou com o pensamento de esquerda), foi pouco o que se alcançou
em termos da PCT e da mudança das agendas de pesquisa e docên-
cia. Isso estaria apontando uma impossibilidade de que partindo do
território cognitivo delimitado pela C&T que se conhecia, pratica-
va, difundia ou se queria emular (a C&T que os críticos então refe-
riam como sendo a dos países centrais, mas que, argumentamos, era
de fato a C&T capitalista) não era efetivamente possível.
É provável que muitos pesquisadores latino-americanos tenham
percebido essa impossibilidade. E que alguns tenham se angustiado
com ela. Esses eram, provavelmente, os mais comprometidos com o
pensamento de esquerda. E, paradoxalmente, os que, por estarem
alinhados com a concepção Determinista da C&T (então franca-
mente hegemônica no âmbito do marxismo), não se atreviam a des-
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afiar o dogma do primado das forças produtivas sobre as relações
de produção. Isto é, que o desenvolvimento histórico dependeria
principalmente das inovações técnicas que dão origem a meios de
produção mais avançados, e não da luta entre as classes, na produ-
ção, a qual cumpriria um papel secundário. 
IV.  CONSIDERAÇÕES FINAIS
Neste trabalho foram discutidos aspectos dos modelos cognitivos
que conformam a elaboração da PCT brasileira e latino-americana.
Isso foi feito recorrendo à idéia de existência de três arquétipos que
representariam de forma estilizada os atores com ela envolvidos. 
A partir da análise da forma com que esses atores sociais estão
envolvidos com a PCT, e da constatação de que eles tendem a gerar
reflexões essencialmente distintas, o foco do trabalho deslocou-se
para os elementos ideológicos referentes à visão de C&T que eles
possuem e que condicionam sua postura em relação à PCT.
A crítica aos modelos cognitivos da PCT se inicia por uma refe-
rência à condição periférica dos países da região e no diagnóstico
do PLACTS. A ele adicionamos considerações alinhadas com a vi-
são marxista acerca da produção de mercadorias, que caracteriza-
mos fazendo referência ao que seriam «as duas frentes de batalha
do empresário». Acreditamos que a incorporação dessas considera-
ções à concepção modelizada da realidade pelo PLACTS confere a
ela um maior poder explicativo.
Por fim, foi abordado um aspecto desses modelos, uma espécie
de determinante em última instância, que transcende a condição
periférica: as visões Instrumental e Determinista que o «senso co-
mum», que fundamenta em todo o mundo a elaboração da PCT,
possui acerca da C&T. O contraste dessas visões com a da Adequa-
ção Sócio-Técnica, defendida neste e em outros trabalhos (Dagni-
no, 2004; Dias, 2005), nos leva a ressaltar sua importância para que
sejam discutidas escolhas que possibilitem orientar a PCT segundo
mecanismos de controle mais democráticos e valores coerentes com
um estilo de desenvolvimento sustentável no longo prazo.
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Ao associar essas reflexões às diferentes agendas que estão pre-
sentes na PCT brasileira, encontramos algumas incoerências. Ape-
sar da «agenda dos movimentos sociais» apresentar elementos ex-
tremamente interessantes e que poderiam ser incorporados à PCT
com relativa facilidade, verificamos que a agenda da empresa é, nes-
te momento, a dominante. Essa percepção suscita, então, questões
ligadas às estratégias que poderiam ser eventualmente adotadas
com a finalidade de viabilizar a incorporação dos valores da «agen-
da dos movimentos sociais» à PCT.
Nesse sentido, um movimento que se verifica no nível micro, mas
que pode desencadear um outro de implicações significativas no ní-
vel macro, merece ser mencionado. Trata-se da possibilidade de via-
bilizar alianças institucionais duradouras entre os movimentos sociais
emergentes protagonistas da implementação desse estilo alternativo
de desenvolvimento e a comunidade de pesquisa, inaugurando linhas
de atuação custeadas pelo governo em institutos de pesquisa e de ex-
tensão universitária. Na medida em que seus integrantes que se iden-
tifiquem com os interesses (políticos, econômicos) e valores (ambien-
tais, morais, étnicos, de gênero) desses movimentos sociais sejam
capazes de incorporá-los às suas agendas de pesquisa e docência e ao
processo decisório da PCT, se irá gerando um conjunto alternativo
de critérios, variáveis, procedimentos e estratégias que, ao invés do
hoje dominante, possa construir a base cognitiva necessária à imple-
mentação daquele estilo alternativo de desenvolvimento.
Lamentavelmente, entretanto, nossa percepção é que, ao contrá-
rio do movimento que estamos assistindo, em que a agenda da ciên-
cia e a agenda da empresa, ainda que sem combinar-se, logram
compactuar, a «agenda pública dos movimentos sociais», pela sua
natureza, estaria fadada a um processo distinto. Ou ela é capaz de
ser adotada com principalidade, subordinando a agenda da empre-
sa (que artificialmente busca representar um ator —a «burguesia
nacional»— em si mesmo artificial e anacrônico), e «reprojetando»
radicalmente a agenda da ciência (um simulacro periférico do que o
capitalismo global explora para combinar de forma suicida o con-
sumismo exacerbado e a obsolescência planejada), ou ela será sufo-
cada. E, com ela, o cenário da democratização que a sociedade bus-
ca construir. 
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8.  ESTADO DEL DESARROLLO CIENTÍFICO 
Y TECNOLÓGICO DE CHILE
GUILLERMO RAMÍREZ*
RESUMEN
Chile inició institucionalmente su desarrollo científico y tecnológi-
co en 1968 cuando creó la Comisión Nacional de Investigación
Científica y Tecnológica (CONICYT), para asesorar al Ejecutivo en
planes, políticas y asignaciones presupuestarias globales al sistema
nacional de ciencia y tecnología (SNCT), e inyectarle recursos di-
rectamente. Cambios políticos entre 1970 y 1990 restaron apoyo
político y recursos al SNCT, que subsistió con dificultad. Desde
1990, la inversión de Chile en ciencia, tecnología e innovación
(CTI) ha mejorado gradualmente. Tras un inicio de estrecha coor-
dinación intersectorial e interinstitucional con base en un crédito
del BID, la conducción del SNCT se ha diluido para dar lugar a un
sistema multipolar, que se ha tratado de coordinar, primero, con la
creación administrativa de un Consejo de Innovación para obviar
el rechazo parlamentario reiterado a hacerlo por ley y, reciente-
mente, la creación de un Comité de Ministros de Innovación para
la Competitividad. Mientras, el desarrollo científico y tecnológico
de Chile exhibe resultados e indicadores mucho mejores que los
que pudiera esperarse de una conducción pública no siempre
coherente.
* PREI-Chile Consultores. Santiago, Chile.
I.  ANTECEDENTES. CARACTERIZACIÓN DEL ESTADO 
DEL DESARROLLO CIENTÍFICO Y TECNOLÓGICO 
A MEDIADOS DE LOS AÑOS SETENTA EN EL PAÍS
Chile empezó a ocuparse institucionalmente de su desarrollo cientí-
fico y tecnológico hacia 1967 cuando, con ocasión de crearse el Pre-
mio Nacional de Ciencias, un artículo de la Ley dispuso la existen-
cia de una Comisión Nacional de Investigación Científica y
Tecnológica y delegó en el Presidente de la República la facultad de
dictar sus estatutos. Dos o tres años antes se había creado en el Mi-
nisterio de Educación un comité asesor y una partida presupuesta-
ria con el mismo nombre. El Comité contaba con cuatro secciones
de investigadores (Ciencias Exactas, Ciencias Naturales, Ciencias
Humanas y Tecnología), esquema organizativo que se mantuvo en
los estatutos de la nueva institución.
El gobierno del Ppesidente Frei Montalva consideraba llegado
para Chile el momento de invertir en Ciencia y Tecnología para
ayudarse en los esfuerzos por desarrollar el país, y dio testimonio de
ellos asignando al sector el mayor presupuesto que Chile había teni-
do para financiar actividades de investigación. Este respaldo políti-
co efectivo permitió no sólo definir un sistema sino sobre todo fi-
nanciar más proyectos de investigación científica y tecnológica que
en cualquiera época precedente.
Los investigadores nacionales empezaron a presentar proyectos
de investigación científica y tecnológica, y el fondo funcionaba nor-
malmente a fines de 1970 cuando asumió Salvador Allende como
Presidente.
Se sumó a lo anterior el traspaso de la gestión centralizada de la
cooperación internacional desde ODEPLAN 1 a CONICYT. Esta
medida, implementada a fines de 1970, buscaba poner este recurso
bajo una autoridad colegiada con representantes de diversas institu-
ciones del sistema nacional de ciencia y tecnología. El traspaso tam-
bién tenía un fundamento técnico, y es que la cooperación interna-
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cional era conceptuada como un mecanismo que permitía la trans-
ferencia de conocimientos científicos y tecnológicos desde países
desarrollados a países en desarrollo.
Tras el derrocamiento de Allende en septiembre de 1973, el de-
cenio de los setenta se extiende hasta 1981, año en que se modifica
sustancialmente el sistema universitario con los Decretos con Fuer-
za de Ley N.º 1, que permite la creación de universidades privadas;
N.º 2, que fragmentó las principales universidades existentes, dan-
do origen a universidades «derivadas» de sus sedes regionales; y
N.° 4, que fijó normas sobre el financiamiento universitario.
I.1.  La herencia de Allende
Para un gobierno con un proyecto político revolucionario, el
desarrollo científico y tecnológico carecía de prioridad, pero
CONICYT fue percibida como una plataforma importante para in-
fluir sobre las universidades.
Por lo mismo, la coalición gobernante distribuyó entre sus sensi-
bilidades políticas los cargos directivos de CONICYT 2, y aprove-
chó una facultad legal vigente para modificar sus estatutos dividien-
do las funciones ejecutivas entre el Presidente y el Director
Ejecutivo, y estableciéndoles controles recíprocos.
Los más destacados investigadores de la época resintieron estas
medidas, obteniendo del gobierno el compromiso de someterlas al
criterio de un Congreso Nacional de Investigadores que, efectuado
a comienzos de 1971, congregó tres veces más personas que el total
de los investigadores chilenos y permitió «validar» la intervención
efectuada.
La inversión pública en Ciencia y Tecnología se estancó, y la ex-
trema polarización de las fuerzas políticas durante el gobierno de
Allende alcanzó a todos los actores sociales de la época. Las univer-
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2 La Presidencia para el Partido Socialista, la Dirección Ejecutiva para el Parti-
do Comunista, la Subdirección Ejecutiva para el Partido Radical, el Departamento
de Asistencia Técnica Internacional para el Movimiento de Acción Popular Unita-
ria (MAPU).
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sidades y los investigadores no fueron la excepción, de suerte que
un número indeterminado de investigadores abandonó el país para
radicarse en el exterior.
La popularidad internacional del gobierno atrajo un flujo im-
portante de cooperación internacional, pero ella se canalizó ha-
cia sectores políticos y sociales, sin incidencia significativa sobre
el desarrollo científico y tecnológico nacional. De hecho, la in-
vestigación en Ciencias Sociales, única favorecida por estos flu-
jos, no mejoró debido a la fuerte polarización política vivida por
el país
I.2.  Las novedades de la dictadura
Si la persecución política y la falta de inversión pública en Ciencia y
Tecnología habían impulsado a algunos investigadores a emigrar
durante el gobierno de Allende, este fenómeno tomó verdadero
cuerpo con la dictadura militar. Grupos de investigación comple-
tos, y muchos de manera individual, emigraron a Brasil, México y
países europeos.
Curiosamente, la productividad científica y tecnológica del país
se mantuvo (CPU, 1978), lo cual se atribuyó a que el país había al-
canzado masa crítica de investigadores en las principales áreas y
disciplinas, de suerte que los investigadores que permanecieron en
el país mantuvieron su actividad, apoyados por fuentes de coopera-
ción internacional privada.
La intervención de la vida universitaria desde CONICYT —como
en el gobierno de Allende— ya no interesó: la amenaza política de
las universidades 3 está conjurada por su intervención castrense me-
diante rectores delegados de la Junta de Gobierno. Por ello, el Mi-
nisterio de Hacienda suspendió por completo la inversión pública
indirecta en Ciencia y Tecnología que venía operando desde 1967, y
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3 Universidad de Chile, Universidad Técnica del Estado, Pontificia Universi-
dad Católica de Chile, Universidad de Concepción, Universidad Técnica Federico
Santa María, Universidad Católica de Valparaíso, Universidad Austral de Valdivia
y Universidad Católica del Norte.
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un Decreto Ley 4 radicó en 1974 todas las facultades ejecutivas de
CONICYT en el Presidente de la institución 5.
Tratando de generar presión académica para lograr recursos,
CONICYT convocó a la comunidad científica a formular un plan
de desarrollo científico y tecnológico para el período 1974-1980.
Éste, propuesto al gobierno, fue calurosamente aprobado en cere-
monia pública por el propio Augusto Pinochet, quien firmó un de-
creto disponiendo la asignación de recursos para implementarlo.
Como esto no ocurrió, el plan nunca se aplicó.
La cooperación internacional bilateral desapareció junto con
la democracia, con excepción de la de Japón. Cobra entonces im-
portancia decisiva la cooperación multilateral, particularmente la
del PNUD y OEA, cuyos recursos ayudan a numerosos grupos
de investigación a mantenerse activos. Por lo mismo, pese a la
falta de recursos financieros propios, a mediados de los setenta
estos grupos desarrollaban una creciente relación de trabajo con
CONICYT a través del Departamento de Asistencia Técnica In-
ternacional.
II.  POLÍTICAS, ESTRATEGIAS, MODELOS Y EJES DE LA POLÍTICA
CIENTÍFICA Y TECNOLÓGICA ENTRE MEDIADOS 
DE LOS SETENTA Y LA ACTUALIDAD
En esta materia, puede distinguirse claramente tres períodos: de
1975 a 1981, de 1981 a 1990, y de 1990 hasta la actualidad.
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4 Documento normativo emitido por una autoridad de facto, con fuerza de
ley.
5 Queda suspendido el Consejo, y las facultades del Director Ejecutivo pasan
al Presidente. Esta medida autoritaria —aplicada en muchos servicios públicos de
la época— subsiste hasta hoy: diecisiete años después del regreso de Chile a un sis-
tema democrático de gobierno, los sucesivos presidentes pueden afirmar con pro-
piedad: La CONICYT c’est moi.
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De 1975 a 1981
Durante este lapso, las universidades están intervenidas por el go-
bierno castrense, que no asigna importancia a Ciencia y Tecnología
y, por lo mismo, no invierte en ellas.
No constituyendo las universidades peligro para el régimen, el
rol de CONICYT es minimizado: advirtiendo que ella suple par-
cialmente con la cooperación multilateral y la de Japón la falta de
aporte fiscal indirecto al desarrollo científico y tecnológico, la auto-
ridad económica dominada por la Marina mediante el eje Ministe-
rio de Hacienda-ODEPLAN, despoja de facto a CONICYT de la
gestión de la cooperación internacional.
Sin embargo, las relaciones ya desarrolladas han creado una
clientela universitaria, de suerte que la débil unidad de gestión de
la Asistencia Técnica Internacional que crea ODEPLAN hacia
1979 hereda y atiende proyectos de investigación y desarrollo cien-
tífico y tecnológico descontextualizados del Plan de Desarrollo
1974-1980.
Un hecho importante en esta época es la creación de la Funda-
ción Chile, cuyos estatutos son acordados definitivamente a media-
dos de 1975 entre CONICYT y la IT&T 6/7, y aprobados mediante
un decreto ley en 1976. La Fundación Chile ha jugado un rol deci-
sivo en la creación de capacidades empresariales, la implementa-
ción de sistemas de control y certificación de calidad, y la creación
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6 IT&T: International Telephone and Telegraph, Inc.
7 Poco tiempo después del golpe de Estado, el gobierno militar devolvió a sus
dueños las empresas intervenidas por el gobierno de Allende, pero retuvo la Com-
pañía de Teléfonos de Chile para expropiarla a la IT&T. Al acordar el monto de la
indemnización, ésta indagó preferencias del gobierno chileno para fines de rein-
versión en el país, y el entonces Ministro Sáenz, de breve gestión multisectorial,
propuso la creación de una fundación sin fines de lucro, con aportes paritarios del
Estado de Chile y la IT&T, para transferir a Chile tecnologías que la IT&T no usa-
se y desarrollar tecnologías autóctonas. Pero los estatutos acordados por el Minis-
tro Sáenz entregaban virtualmente la administración y los resultados tecnológicos
de la Fundación a la IT&T, lo que detectado por CONICYT dio lugar a una mi-
sión de renegociación en Nueva York. El autor de este artículo era a la sazón fun-
cionario de CONICYT e integró esta misión.
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de empresas innovadoras en productos y en procesos, que han en-
contrado numerosos seguidores en el país.
Durante este tiempo, la producción y productividad científica y
tecnológica se mantiene a pesar de la falta de apoyo oficial (CPU,
1976).
De 1981 a 1990
En 1981, el gobierno de Pinochet como Presidente de la Repúbli-
ca, hace estallar el sistema universitario al emitir decretos con fuer-
za de ley ya mencionados con anterioridad. Uno de ellos, permite
la creación de universidades privadas; otro, fragmenta las univer-
sidades estatales e incluso algunas privadas y origina universida-
des regionales; y un tercero, regula el financiamiento de las univer-
sidades.
Esta nueva normativa obedece a un modelo neoliberal dentro
del cual la responsabilidad principal de la educación superior no
corresponde al Estado sino a la iniciativa privada; las universidades
deben financiarse principalmente con la matrícula y colegiatura que
cobren a sus alumnos; y funciones menores, como la investigación
científica —la tecnología ha de ser comprada en el mercado por
quien la necesite, al mejor proveedor que encuentre—, constituyen
elementos demostrativos de desarrollo cultural y bienestar econó-
mico a las cuales el Estado puede contribuir.
Confluye a esta situación, un clamor y una presión institucional
incontenible de las ocho universidades tradicionales frente a la pér-
dida de sus sedes regionales —constituidas, como se ha dicho, en
universidades o institutos superiores independientes—, y del aporte
fiscal directo. Esta caldera encuentra dos válvulas principales de es-
cape: un sistema de becas y de créditos universitarios que cofinan-
cian la matrícula y colegiatura de alumnos de menores recursos, y la
contribución subsidiaria del Estado a los gastos de investigación de
las universidades tradicionales mediante asignaciones directas e in-
directas.
Se resuelve canalizar la principal asignación indirecta a través de
un fondo público concursable, y se dicta al efecto un decreto ley
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que crea el FONDECYT 8, cuyos recursos anuales son aprobados
por un comité de tres ministros (Hacienda/Educación/ODEPLAN).
La evaluación de proyectos se confía a comités de áreas que a su
vez descansan en pares evaluadores, y la decisión final a dos conse-
jos superiores: uno de Ciencias y otro de Tecnología, ambos inte-
grados por científicos nombrados por el gobierno. Sólo la secretaría
técnica y administrativa es confiada a CONICYT.
Aunque muchas personas lo creen fundacional, la creación de
FONDECYT fue la restitución del Fondo que operó CONICYT
desde su creación hasta 1972, y su operatoria básica es la misma de
entonces. Es importante destacar que en esa época empezó a escu-
charse en Chile el discurso que atribuye al sector privado una res-
ponsabilidad principal por el desarrollo científico y tecnológico, y
que años más tarde será correlacionado con la inversión pública,
asignándose a ésta el rol de movilizar recursos empresariales.
Los recursos de FONDECYT empiezan a crecer significativa-
mente, debido a la cantidad creciente de buenos proyectos que re-
cibe, y a la percepción de que el país está en condiciones de finan-
ciar el lujo cultural que representa la investigación básica.
La cooperación bilateral aumenta a través de numerosas ONG,
aunque no hay cifras porque ni las fuentes ni los beneficiarios podían
llevar registros sin correr riesgos. Pero se sabe que las ONG reci-
pientes sólo dedican parcialidades bajas de estos recursos a Ciencia
y Tecnología, salvo una investigación social militante: es tiempo de
resistencia más que de modelos de intervención social.
Hacia fines del decenio ocurren dos hechos importantes:
ODEPLAN destina el IV Programa Nacional de Cooperación Téc-
nica (PNCT) del PNUD, con una suma cercana a los 12 millones
de dólares, al financiamiento de medio centenar de proyectos de
vinculación universidad-empresa y al primer proyecto chileno de
gestión tecnológica; y bajo auspicios de CONICYT y FONDECYT,
el país cuenta con un nuevo documento orientador de políticas de
desarrollo científico y tecnológico.
El documento orientador, elaborado por especialistas, justifica
la creación del FONDECYT y entrega elementos de política que, al
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igual que el Plan 1974-1980, tienen poca acogida y aun menos prác-
tica oficial. Pero, como su antecesor, es un instrumento valioso que
anticipa conceptos y medidas que serán implementadas en el perío-
do siguiente.
De 1990 a la actualidad
Desde la transición a la democracia, iniciada en 1990, los sucesivos
gobiernos han venido definiendo y en cierta medida aplicando polí-
ticas nacionales de desarrollo científico y tecnológico con concep-
tos diferentes a los del decenio anterior.
El gobierno del presidente Patricio Aylwin (1990-1994) recono-
ció formalmente la Ciencia y la Tecnología como componentes cla-
ves para el progreso de Chile, y la existencia de un sistema nacional
de desarrollo científico y tecnológico cuyo funcionamiento debía
estimularse desde el gobierno empleando principalmente recursos
financieros como contraflujos de las transferencias de conocimien-
tos entre los actores de dicho sistema. Declaró además expresamen-
te que la conceptuación del sistema para fines de política es una he-
rramienta de política, y por lo mismo prescindió de buscar una
declaración legal de sistema y actores institucionales.
Identificadas las falencias del sistema nacional de ciencia y tec-
nología, se indicó políticas para conjurarlas convirtiendo el diag-
nóstico en oportunidades de desarrollo. Las falencias principales
eran: (i) la incomprensión del rol de éstas en el desarrollo; (ii) la fal-
ta de nivel político de las decisiones sobre ellas; (iii) el déficit de re-
cursos humanos; (iv), la obsolescencia del parque de equipos para
investigación; (v) la anarquía institucional originada por las leyes de
reforma universitaria de 1981 y el descuido de los institutos públi-
cos de investigación; (vi) la baja inversión en ciencia y tecnología;
(vii) y la inadecuada asignación de los recursos financieros.
La política definida caracterizó el sistema empleando el modelo
funcional propuesto por CINDA 9 como un instrumento para ac-
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tuar sobre el sistema nacional de Ciencia y Tecnología que, por lo
mismo, no admite consagración legal puesto que se rigidizaría fren-
te a una realidad social cambiante y compleja.
Con ese enfoque de la realidad nacional, se reiteró la decisión
gubernamental de asegurar la modernización de la estructura pro-
ductiva y el mejoramiento de la calidad de vida en el marco de su
política económica y social, que contempla una economía estable
en sus variables macroeconómicas y en las reglas del juego produc-
tivo, abierta a los mercados externos en régimen de competencia y
con orientación hacia las exportaciones, con estímulos claros para
la inversión y el ahorro, unida a la dignificación del trabajo y a una
clara distribución más equitativa del ingreso.
Las principales políticas definidas incidieron en: (1) elevación del
nivel político de la ciencia y la tecnología; (2) formación de postgra-
do y de auxiliares de investigación; (3) reposición y reparación de
equipos; (4) inversión en infraestructura a través de los fondos exis-
tentes y por crearse; (5) ejercicio de las funciones de gobierno del
sistema nacional de desarrollo científico y tecnológico por los Mi-
nisterios de Economía, de Educación, de Planificación, CORFO y
CONICYT; (6) creación de oportunidades institucionales para la
vinculación de universidades e institutos de investigación con las
empresas y el Estado; (7) perfeccionamiento de régimen de propie-
dad industrial; y (8) activa gestión de cooperación internacional con
alta prioridad a la cooperación en ciencia y tecnología.
En el plano de las prioridades, se declaró que la investigación
básica era estratégicamente importante para Chile sin distinción de
áreas o disciplinas, y que en cambio, para subsidiar la I+D a cargo
de universidades e institutos de investigación, el gobierno asumiría
la responsabilidad de apostar por determinadas áreas según su per-
cepción de relevancia para el desarrollo nacional. Para el sector pri-
vado, primó una consideración propia del modelo económico de
desarrollo: se decidió que las prioridades surgiesen del mercado, es
decir, de la demanda de las empresas.
Hecho el reconocimiento del sistema y caracterizados los acto-
res principales, se decidió hacer un fuerte incremento de la inver-
sión nacional en ciencia y tecnología, a la sazón cercana a un 0,47%
anual del PIB. Para ello, se decidió mantener la asignación de
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recur sos para investigación básica a través del FONDECYT, y crear
nuevos instrumentos financieros recurriendo a un crédito del
BID 10. Se decidió también que los nuevos recursos serían canaliza-
dos bajo la forma de subsidios concursables, por CONICYT para
atender proyectos de universidades e institutos de investigación: el
FONDEF 11; y por CORFO para atender por ventanilla proyectos
de I+D+i de las empresas privadas: el FONTEC 12.
Simultáneamente se resolvió que para escalamiento productivo
no habría subsidios, de suerte que en lo sucesivo CORFO actuaría
como banca de segundo piso y licitaría al sistema financiero la colo-
cación de recursos para inversión productiva a las tasas del merca-
do: los créditos blandos eran —y siguen siendo— vistos como una
amenaza a la política financiera del modelo neoliberal chileno, que
no ha admitido excepciones—; y que al subsidiar proyectos especí-
ficos de I+D+i, el Estado se liberaba de establecer exenciones tri-
butarias, vistas como amenazas de fraudes al fisco.
Una decisión inesperada determinó que la Secretaría Técnica
para coordinar la ejecución del crédito del BID, originalmente des-
tinada a radicarse en CONICYT, quedase finalmente en el Ministe-
rio de Economía: cuando la operación estuvo lista, el Ministro de
Educación de la época no aceptó que su monto se computase en el
sector a su cargo. El Ministro de Economía, a cargo de una cartera
que no se perfilaba con claridad en el modelo neoliberal, acogió de
inmediato el crédito en su sector, aprovechando que la CORFO se
relaciona con la administración central por su intermedio.
Lo relatado, que no estaba en los cálculos de nadie, fue el origen
de un creciente manejo de recursos públicos por el eje Economía-
CORFO, y de un debilitamiento progresivo del rol de CONICYT
—sin respaldo ministerial—.
De otra parte, el retorno de Chile al sistema democrático signifi-
có la reapertura de las fuentes de cooperación internacional que ha-
bían permanecido cerradas o restringidas. A la vista de estos recur-
sos, el gobierno del presidente Aylwin decidió priorizar iniciativas
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de desarrollo científico y tecnológico, sin perjuicio de dar la prime-
ra prioridad a los problemas más agudos de la llamada deuda so-
cial, heredada de la dictadura.
Hacia el término del cuatrienio, el Ministerio de Economía en-
vió al Congreso el primer proyecto para la creación de un Consejo
Nacional de Tecnología, iniciativa que no encontró votos parlamen-
tarios para ser aprobada. Como fue una acción inconsulta con sus
socios del Comité Directivo del Programa Chile-BID, ocasionó un
primer quiebre de confianzas.
Para el gobierno del presidente Eduardo Frei (1994-2000), la po-
lítica definida en su programa de Gobierno fue muy similar a la del
período precedente, aunque con una anunciada focalización sobre
temas claves identificados al término de la administración  Aylwin.
Las propuestas de política de desarrollo científico y tecnológico
partían de la base que éste es una necesidad cuya satisfacción con-
diciona el progreso socioeconómico, cultural y político nacional,
pero que no se da de modo espontáneo ni de igual manera en todos
los sectores, de manera que, en presencia de una política de desarro-
llo productivo era necesario que la de innovación buscase la mayor
sintonía posible con ella, y que la política de Ciencia y Tecnología
hiciese otro tanto con las políticas de educación superior.
Con todo, hacia 2000, el Estado había profundizado su rol sub-
sidiario, asumiendo el financiamiento de proyectos de investigación
científica y tecnológica básica, buscando que el sector privado asu-
miese una cuota creciente de responsabilidad en I+D+i a través de
proyectos donde los subsidios públicos fueron condicionados a que
porcentajes importantes de aporte al financiamiento de los proyec-
tos fuese de origen empresarial.
La elección de instrumentos financieros que entregasen aportes
directos fue conscientemente privilegiada por los incentivos indi-
rectos, como los beneficios tributarios. Éstos son escasos y estable-
cidos antes de 1990, como las donaciones de empresas a universida-
des o el tratamiento especial de los gastos empresariales en I+D y
consultorías.
En este período se acentuó la pasividad del Estado frente a la
consultoría y otras intermediaciones de conocimiento, como los
controles y certificaciones de calidad. La intermediación de conoci-
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miento debió encontrar lugar en mecanismos concursables donde
casi nunca ha sido bienvenida.
En el campo de la institucionalidad, el gobierno unitario del sis-
tema desde 1990 se perdió en 1995 al desaparecer, con el término
del Programa Chile-BID, su Consejo Directivo, que reunía a repre-
sentantes de los Ministerios de Hacienda, Agricultura, Minería,
Economía y Planificación, más CORFO y CONICYT. Desde en-
tonces, Chile entró a carecer de una autoridad de alto nivel político
que genere una visión integral del sistema nacional de CTi, cohe-
rente con la estrategia de desarrollo nacional y asigne recursos a los
principales actores públicos.
Esta carencia encuentra una primera explicación en que
CONICYT nunca tuvo el respaldo político para cumplir estas fun-
ciones que la ley le asigna de manera exclusiva y excluyente, ni an-
tes, ni durante, ni después de la dictadura. En segundo término, las
sucesivas administraciones de CONICYT tampoco hicieron esfuer-
zos significativos —situación que perdura hasta hoy— por ejercer
esta responsabilidad con visión integradora del sistema nacional,
sobreponiéndose al sesgo académico de la institución. La tercera
explicación, no por ello menos importante, está en cambios de las
últimas décadas, que dieron lugar a la aparición de nuevos actores
del sector público, como el eje Ministerio de Economía-CORFO,
que ha ganado sus espacios en el sistema levantando las banderas
de la tecnología y la innovación.
En verdad, la forma de conducción del sistema ejercida entre
1990 y 1994 permitió obviar el tema de la institucionalidad superior
del sistema nacional, y las medidas impulsadas entre 1994 y 2000
no concitaron consenso y respaldo político necesarios porque no
llegaron a la precisión y claridad necesaria.
En recursos humanos, Chile llegó al año 2000 con unos 7.000
científicos e ingenieros activos en Investigación y Desarrollo 13, cifra
muy inferior a la de países de mayor desarrollo pero dimensiones
poblacionales comparables, como Dinamarca, Holanda, Suecia,
Bélgica, España o Portugal, que tenían entre 12.000 y 37.500 14. El
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déficit chileno en 2000 se estimaba entre 10.000 y 14.000 investiga-
dores e ingenieros, y el diagnóstico de la época precisaba que ni el
Programa Chile-BID ni las acciones directas de gobierno incidieron
de modo importante en la reducción de esta carencia, particular-
mente aguda en el sector público y en el privado (Programa del
Gobierno de Chile, 2000), puesto que la Ciencia, la Tecnología y la
Innovación no se traducen en mayor desarrollo con sólo oferta de
conocimiento.
Subsistía a la sazón un agudo déficit en la formación de profe-
sionales y técnicos de nivel medio, de mandos medios y de mano de
obra calificada, pero se esperaba que un Programa de Mejoramien-
to de la Equidad y Calidad de la Educación (MECE) apoyado por
un crédito del Banco Mundial incidiera favorablemente sobre esta
escasez, en colaboración con el Servicio Nacional de Capacitación y
Empleo (SENCE) del Ministerio del Trabajo. Éste había introduci-
do ya algunas reformas para hacer accesible la capacitación a perso-
nal de empresas pequeñas, y para capacitar a jóvenes desempleados,
pero se mantenía una considerable subutilización de sus cuantiosos
recursos.
La inversión nacional en equipos entre 1990 y 2000 había sido
marginal, permitiendo un reemplazo parcial de equipos obsoletos,
pero no la adquisición por primera vez de equipos de mayor resolu-
ción o de reciente desarrollo.
Durante el sexenio, el presidente Frei ignoró a CONICYT, que
siguió administrando recursos y generando medidas de política e
instrumentos con los recursos remanentes del crédito del BID y
desde 1995, con aportes directos del Presupuesto General de la Na-
ción. En cambio, designó, a la usanza de Estados Unidos, un asesor
científico presidencial. Las tensiones institucionales y personales
que esto generó en el sistema revolvieron las aguas, de las cuales
emergieron unas cátedras presidenciales de Ciencia y Tecnología de
existencia efímera, y una Iniciativa Científica Milenio (ICM) finan-
ciada con un crédito pequeño del Banco Mundial para la creación
de centros y núcleos de excelencia, los primeros muy similares a los
centros de investigación avanzada en áreas prioritarias (FONDAP)
diseñados e implementados por CONICYT. La administración de
la ICM fue radicada en el Ministerio de Planificación —que no tie-
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ne funciones legales ni técnicas de desarrollo científico y tecnológi-
co—. La ICM ha sido bien evaluada y, por lo mismo, ha subsistido
más allá del crédito del Banco Mundial y ha ido posicionándose en
el sistema nacional pese a los débiles esfuerzos que CONICYT ha
hecho en cada cambio de gobierno por absorber la administración
de este instrumento.
Como el eje Ministerio de Economía-CORFO no experimentó
el mismo olvido presidencial, no tuvo inconvenientes para conti-
nuar lo iniciado con el crédito del BID, especialmente la opera-
ción del FONTEC, y además creó el FDI 15, fondo concursable
que buscó obligar a los institutos de investigación de dicha Cor-
poración y otros del sector público, a competir por el dinero que
hasta entonces habían recibido como asignación directa. Para ha-
cer más competitivo el concurso, el FDI admitió la participación
de propuestas de otros institutos de investigación, mas no de uni-
versidades.
La falta de respaldo político de CONICYT fue aprovechada por
el Ministerio de Economía, que logró la presentación de un segun-
do proyecto de ley para crear un Consejo Nacional de Tecnología.
Aunque la iniciativa nuevamente no prosperó, facilitó el respaldo
del Ministerio de Hacienda para iniciar la preparación de una se-
gunda operación chilena de crédito con el BID.
El gobierno del presidente Ricardo Lagos (2000-2006) marcó
desde un comienzo la confirmación de una concepción unitaria del
sistema nacional de desarrollo científico y tecnológico, pero dual
desde el punto de vista operativo, con una marcada disociación en-
tre una política de Ciencia y Tecnología —también de baja aplica-
ción respecto de lo anunciado en el Programa de Gobierno—, y
una política de desarrollo e innovación tecnológica operada a ins-
tancias del eje Ministerio de Economía-CORFO, cada vez más con-
solidado y visible. El Programa de Gobierno anunció que la meta
de inversión anual en Ciencia y Tecnología sería alcanzar el mágico
1% del PIB hacia el año 2000, y el presidente Lagos lo destacó pú-
blicamente varias veces al comienzo de su gestión.
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La política de desarrollo e innovación tecnológica fue aplicada gra-
cias a la rápida obtención del segundo crédito del BID, cuya Secretaría
Ejecutiva fue confiada al Ministerio de Economía, y sus principales lí-
neas de operación a la CORFO. Dentro de ésta, el principal ejecutor
de las líneas nuevas fue el FDI, que amplió su clientela al recibir pro-
puestas de innovación precompetitiva y de interés público no sólo en
concursos nacionales anuales sino también en concursos temáticos es-
peciales; y de proyectos innovadores «empresarizables» de mayor
cuantía por parte de empresas privadas en colaboración con centros
de investigación nacionales. Desde 2005, el FDI aceptó que las univer-
sidades postulasen proyectos de ejecución e impacto regionales, con
lo cual CORFO reclutó por primera vez a instituciones hasta enton-
ces aceptadas como la clientela «natural» de CONICYT; y, en 2006,
proyectos de fortalecimiento de capacidades regionales. Este mismo
año se reúne dentro de la CORFO en una sola unidad —el Comité
Innova Chile—, las líneas de subsidios del FONTEC y del FDI.
Entretanto, CONICYT aprovechó una pequeña bonanza de res-
paldo político (más a su presidente que a la institución) y obtuvo
un crédito más pequeño del Banco Mundial para ejecutar un Pro-
grama Bicentenario de Ciencia y Tecnología (PBCT), abriendo con
él un conjunto novedoso y exploratorio de nuevas líneas de subsi-
dio a iniciativas de universidades, institutos y empresas privadas, fi-
nanciando estudios de base para la adopción de nuevas medidas de
política, e incursionando por primera vez en el patentamiento y
otras formas jurídicas de protección de la propiedad industrial, te-
mas supuestamente más propios de la CORFO.
Es imposible dejar de advertir que aunque el eje Ministerio de
Economía-CORFO por un lado, y CONICYT por otro, colabora-
ron formalmente en muchas oportunidades llegando incluso a ma-
terializar convocatorias comunes —como en el caso de consorcios
tecnológicos—, jugaron durante el período una verdadera guerra
fría evidenciada en iniciativas paralelas, como en los proyectos
de innovación precompetitiva y de interés público de CORFO,
que son una réplica de los proyectos de I+D del FONDEF de
CONICYT; y en la línea de apoyo al patentamiento de CORFO,
lanzada pocos meses después del primer concurso de apoyo al pa-
tentamiento convocado por el PBCT de CONICYT.
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A fines del gobierno del presidente Lagos, un proyecto de ley
para imponer una regalía que deberían pagar las compañías mine-
ras (conocido como Royalty 1) despertó una gran resistencia en la
oposición política, a la cual se sumaron parlamentarios del bloque
oficialista. Fue un verdadero parto de los montes, y el ratoncillo re-
sultante fue un segundo proyecto que estableció un tributo especial
(impropiamente conocido como Royalty 2) sobre la actividad mine-
ra mediante la Ley 20.026, de junio de 2005.
Durante este proceso, y a instancias de parlamentarios de las re-
giones mineras, el Gobierno anunció su disposición de destinar el
producto del impuesto a innovación, ciencia y tecnología, acogien-
do el argumento de que la actividad minera agota recursos no reno-
vables y es lógico que contribuya a crear capacidades y conocimien-
tos que preparen al país y a las regiones mineras para acciones
alternativas. Pero el cambio del royalty por un tributo específico no
permitía asignar constitucionalmente los fondos, la Dirección de
Presupuesto acordó con los parlamentarios que impulsaban el
tema, destinar hasta 1.000 millones de dólares de 2006 a 2010 en el
Presupuesto Regular de la Nación.
Con el paso del tiempo este compromiso se ha ido diluyendo,
porque las sumas destinadas son poco más de un quinto de lo re-
caudado —el alto precio internacional del cobre ha incidido en
ello—, y porque «es una ficción que la Ley 20.026 haya acordado
destinar parte de esos recursos a la innovación tecnológica y a las
regiones mineras. Esto no está contemplado en esta ley, por la sim-
ple razón que el N° 20 del artículo 19 de la Constitución, prohíbe
que los tributos que se recauden sean destinados a un fin determi-
nado. Todo tributo debe ir a un fondo común, y sólo en la Ley de
Presupuesto se pueden acordar recursos para esto o aquello. El ro-
yalty 2 es un tributo y corre la misma suerte que el IVA y todos los
demás impuestos que van al fondo común y no pueden estar afec-
tos a un fin determinado» (Alcayaga, 2007).
El Gobierno vio en la aprobación del tributo una oportunidad
propicia para insistir en la creación por ley de un Consejo Nacional
de Innovación para la Competitividad que propondría políticas y
asignaciones globales con cargo al rendimiento del impuesto, a ins-
tituciones operativas como CORFO y CONICYT. Ante la nueva
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negativa del Congreso Nacional, se lo estableció como una comi-
sión asesora —sin personalidad jurídica ni atribuciones legales— en
el Ministerio de Economía, designando para integrarlo a un núme-
ro de personalidades del mundo político, económico, empresarial y
académico. Este colectivo generó hacia fines del período un libro
blanco con una recopilación sistematizada de antecedentes y un
conjunto de conclusiones y recomendaciones, entre las que descue-
lla la conveniencia de dar al Consejo de Innovación para la Compe-
titividad un estatuto legal.
El Gobierno de la presidenta Michelle Bachelet, iniciado a co-
mienzos de 2006, contó una vez más con un Programa de Gobier-
no, cuyas políticas de desarrollo científico y tecnológico fueron esta
vez construidas con participación de especialistas que servían car-
gos ejecutivos o de especialidad en la administración Lagos. Pero
los nombramientos en los puestos claves de CORFO y CONICYT
no favorecieron a estos autores. Por el contrario, y por vez primera
en un gobierno de la Concertación de Partidos por la Democracia,
todos los ejecutivos fueron alejados y muchos profesionales senior
despedidos, en tanto otros han cambiado de alero institucional.
Con todo, el Plan de Gobierno prescinde de caracterizar o iden-
tificar el sistema nacional de Ciencia y Tecnología, y prefiere anun-
ciar los sectores de actividad que considera prioritarios: institucio-
nalidad, capital humano, infraestructura; transferencia, difusión y
masificación de la tecnología; inversión en sectores con ventajas
competitivas y con tecnologías emergentes.
En el Ministerio de Economía se recrea el Comité de Innovación
para la Competitividad ya instituido por el Gobierno anterior, y se
envía al Parlamento el cuarto proyecto para darle formalización
legal. Este proyecto de ley ha corrido hasta ahora la misma suerte que
los anteriores, y lo más probable es que tampoco sea san cio nado.
Finalmente, en mayo de 2007, una instrucción presidencial creó
un Comité de Ministros de Innovación para la Competitividad cuya
competencia fue definida como «asesorar a S.E. la Presidenta de la
República en la ejecución de las políticas públicas» de dicha inno-
vación 16.
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Es prematuro emitir juicio sobre el desarrollo científico y tecno-
lógico en un gobierno que acaba de cumplir un año de mandato,
pero hay síntomas preocupantes: hay recientes denuncias de irregu-
laridades en la asignación de recursos de CONICYT a un importan-
te proyecto regional, confirmadas por un dictamen de la Contraloría
General de la República; reclamos públicos de las universidades
más importantes sobre la forma de proceder del Consejo Nacional
de Innovación para la Competitividad, que fija políticas y asigna re-
cursos sin consultarlas en circunstancias que ellas representan el
80% de la capacidad de I+D+i del país 17; rechazo oficial de univer-
sidades a nuevos mecanismos concursales abiertos por CONICYT
a instancias y con recursos asignados por el Consejo Nacional de
Innovación para la Competitividad para continuar apoyando la cre-
ación o fortalecimiento de centros de investigación independientes
de las universidades 18; dudas a raíz de la institución de un Comité
de Ministros de Innovación para la Competitividad, políticamente
superior, «por la supuesta falta de claridad y eficiencia en el manejo
de las platas del royalty» que ha hecho el Consejo Nacional de In-
novación para la Competitividad 19; y declaraciones de personeros
de Innova Chile en el sentido de que los recursos provenientes de la
Ley 20.026 para 2007 se encontrarían ya comprometidos, de suerte
que el número de proyectos que podrá aprobarse en concursos de
amplia convocatoria será muy reducido.
El desarrollo científico y tecnológico está hoy a cargo de una
mayoría de profesionales jóvenes, que se acercan por vez primera
al sistema nacional de Ciencia y Tecnología, y de personalidades
que integran el Consejo Nacional de Innovación para la Competiti-
vidad.
Lo expuesto es preocupante en el escenario institucional chile-
no, porque el Congreso Nacional acortó los períodos presidenciales
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a cuatro años sin posibilidad de reelección inmediata. Esto, junto
con privar al país de administraciones con visión de largo plazo, po-
dría significar que la mayoría de los ejecutivos y profesionales jóve-
nes nombrados por la administración actual estará adquiriendo ofi-
cio del sistema nacional de CTi cuando el gobierno que los nombró
esté terminando.
III.  CONDICIONANTES DE LA IMPLEMENTACIÓN DE LAS
POLÍTICAS: CONDICIONANTES INTERNOS Y EXTERNOS
Habida consideración de lo reseñado con anterioridad, los princi-
pales condicionantes internos y externos de la implementación de
las políticas no siempre coherentes, son los que a continuación se
expone por períodos:
De 1975 a 1990
Condicionantes internos:
• El estado político de excepción vivido por Chile desde sep-
tiembre de 1973, determina una política de total ausencia
del desarrollo científico y tecnológico hasta 1981 cuando,
para contribuir a aquietar a las instituciones académicas tra-
dicionales debido a la entrada en vigor de una legislación
que, entre otras medidas, las privó del aporte fiscal directo
a sus funciones docentes, se anuncia la creación de un fon-
do para financiar investigación científica y tecnológica, acti-
vidad que es conceptuada como un indicador de desarrollo
de los países que progresan, no como una necesidad estraté-
gica.
• La existencia de masa crítica en la mayor parte de las discipli-
nas principales explicaría que las estadísticas muestren un vir-
tual mantenimiento de la producción y productividad científi-
ca y tecnológica, pese a la falta de inversión pública, a la
intervención castrense de las universidades tradicionales, y de
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la conversión de las sedes de regiones del país, en universida-
des o en institutos superiores.
Condicionantes externos:
• La cooperación no reembolsable bilateral está oficialmente
cerrada, pero fluye a través de ONG, fuertemente concentra-
da en temas sociales y políticos. Para el desarrollo científico y
tecnológico esta cooperación contribuye a financiar un impor-
tante informe de CPU 20 sobre la situación chilena.
• La excepción a lo expuesto es la cooperación de Japón que,
por intermedio de su Agencia para el Desarrollo (JICA), ayu-
da a financiar la formación de postgrado y la infraestructura
física de un centro de I+D acuícola que es al mismo tiempo
base de la Facultad de Ciencias del Mar de la Universidad del
Norte (hoy, Universidad Católica del Norte).
• En el plano de la cooperación multilateral, la cooperación
técnica de la Organización de los Estados Americanos
(OEA) ayuda a retener en Chile a numerosos grupos de in-
vestigación de universidades tradicionales y, hacia el térmi-
no del gobierno militar, se logra que el Programa de Nacio-
nes Unidas para el Desarrollo (PNUD) destine los recursos
de un quinquenio completo al financiamiento de proyectos
de vinculación universidad-empresa, y de un proyecto de
acompañamiento y seguimiento de éstos: el primer proyecto
chileno de gestión tecnológica. Estas acciones, unidas a un ex-
perimento de I+D e innovación empresarial realizado por
CORFO mediante un pequeño Fondo de Desarrollo Pro-
ductivo (FDP), alimentado con recursos institucionales, fue-
ron precursoras de lo que se haría en el decenio siguiente,
particularmente con el primer crédito del BID para Ciencia
y Tecnología.
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De 1990 a 1994
Condicionantes internos:
• El reencuentro en Chile de especialistas en política de desa-
rrollo científico y tecnológico con profesionales de alto nivel
retornados del exilio, que definen las políticas de desarrollo
científico y tecnológico para el primer gobierno democrático.
• La ulterior participación del grupo formado por esos especia-
listas y profesionales como miembros del Consejo del Progra-
ma Chile-BID, en un ambiente de confianza y cooperación
transversal en cuanto a sus sensibilidades políticas, lo que fue
decisivo para alcanzar, primero, la aprobación del crédito por
el BID y, luego, una ejecución exitosa.
• La influencia del grupo para que la política se aplique y
se cumpla, tanto en el eje Economía-CORFO como en
CONICYT.
• El congelamiento de la inversión pública en Ciencia y Tecno-
logía por la Dirección de Presupuesto del Ministerio de Ha-
cienda, la cual considera suficiente inversión la inyección de
fondos del crédito Chile-BID.
• La acción diferenciada del Estado frente a actores diversos
con distintos intereses: un fondo para proyectos de investiga-
ción básica de científicos a título personal (FONDECYT);
otro, para proyectos interdisciplinarios de I+D+i de universi-
dades e institutos de investigación, y un tercero, para proyec-
tos de innovación tecnológica de empresas privadas.
• La creación del FONDEF, que modificó la cultura de trabajo
de los investigadores chilenos quienes, por vez primera, se
vieron en la necesidad de sumar y restar antes de elaborar sus
proyectos, es decir, de examinar ex ante antecedentes de mer-
cado para los resultados previstos; y de buscar un compromi-
so real de empresas del sector respectivo, mediante aportes
efectivos a la realización de los mismos.
• El aprendizaje que implicó la operatoria del FONDEF, con
una tipología de subsidios inédita hasta entonces; y, en menor
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medida, la del FONTEC, puesto que había experiencias pre-
vias con la operación del FDP.
• La resistencia del FONTEC a estudiar el seguro de riesgo tec-
nológico, la omisión del apoyo a iniciativas empresariales que in-
cluyesen nuevas formas institucionales y financieras de vincula-
ción con las universidades, tales como incubadoras de empresas
de base tecnológica o consorcios de I+D, lo cual retrasó innece-
sariamente la apertura de líneas de subsidio con estos fines.
• La resistencia del empresariado a los créditos de riesgo y be-
neficio compartido ofrecidos por el FONTEC, que determinó
su ulterior reemplazo por subsidios puros y simples. De paso,
dicha resistencia mostró que la eventual creación de líneas de
crédito blando no emocionaría de buenas a primeras a la Pe-
queña y Mediana Empresa (PYME).
• La ausencia de crédito especializado para inversión en nego-
cios tecnológicos, que limita el paso desde la I+D+i a la inver-
sión.
Condicionantes externos:
• El crédito del BID para Ciencia y Tecnología, que permitió la
creación del FONDEF y del FONTEC.
• La nutrida cooperación entre investigadores y grupos de in-
vestigación de países de la Comunidad Europea y Suecia.
• La presión de Estados Unidos y la Unión Europea, que deter-
mina la dictación del Reglamento de la nueva Ley de Propie-
dad Industrial
• La adhesión de Chile al Convenio de París sobre Protección
de la Propiedad Industrial.
De 1994 a 2000
Condicionantes internos:
• El término del Programa Chile-BID y la consecuente desapa-
rición de su Consejo, que hace desaparecer el statu quo alcan-
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zado durante el cuatrienio anterior, de gobierno colegiado
consensuado del sistema nacional de CTi.
• La sustitución de CONICYT por un asesor presidencial de
Ciencia y Tecnología, que genera tensiones y pugnas persona-
les e institucionales.
• El debilitamiento de las confianzas personales, agudizado por
el envío de proyectos institucionales del Ministerio de Econo-
mía al Parlamento, sin noticia ni consulta a CONICYT.
• La creación de los primeros centros de excelencia FONDAP
por CONICYT y Milenio por la ICM.
• La profundización de las experiencias de atención diferencia-
da de los distintos actores del sistema nacional de CTi, a tra-
vés de CONICYT, CORFO y otras instituciones, especial-
mente FIA 21.
• La creación del FDI en CORFO, buscando mayor competiti-
vidad de los institutos tecnológicos de su dependencia.
• La consolidación de una cultura académica de I+D coexisten-
te con la comunidad de investigación básica y tan meritoria
como ésta.
• La sustitución de los créditos de riesgo y beneficio comparti-
do del FONTEC por donaciones, que da origen a una cultura
de confianza de la PYME en los subsidios del sector público
para innovación tecnológica a través de CORFO.
• El congelamiento de la inversión pública en Ciencia y Tecnolo-
gía, descontando la operación del segundo crédito del BID por el
Ministerio de Economía y en menor dimensión, el pequeño cré-
dito del Banco Mundial que dio origen a la ICM, lo cual ha sido
estimado suficiente año a año por el Ministerio de Hacienda.
Condicionantes externos:
• La fuerte reducción de la cooperación no reembolsable bilate-
ral y multilateral ocasionada por el alto ingreso per capita de
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Chile, lo que en CTi se da junto con el congelamiento de la in-
versión pública nacional.
• La mantención de la cooperación multilateral entre investiga-
dores y grupos de investigación de países de la Unión Euro-
pea y Suecia.
• Las acciones visibles de cooperación científica y tecnológica
horizontal de Chile con países de América Latina y el Caribe,
con intervención de la AGCI 22.
De 2000 a 2006
Condicionantes internos:
• La formulación de las políticas de desarrollo científico y tec-
nológico que se incluye en el Plan de Gobierno del presidente
Lagos, hecha por los especialistas y ejecutivos que hicieron las
de los gobiernos anteriores. Como las confianzas se han dete-
riorado, el tema se divide en dos: Ciencia y Tecnología por
una parte, e Innovación y Desarrollo Productivo por otra.
• La realización, a comienzos de la administración Lagos, del
congreso científico «Chile Ciencia 2000», del cual surge un
conjunto de recomendaciones que CONICYT trata de cum-
plir, entre ellas, la realización del PBCT con un crédito del
Banco Mundial.
• La apertura del FDI a institutos, y, hacia el fin del período, a
las universidades mediante concursos regionales
• La reforma interna de CORFO, que reúne en una sola estruc-
tura —el Comité Innova Chile— las líneas de financiamiento
del FDI y del FONTEC.
• El inicio de la creación de centros regionales de excelencia
por CONICYT, con fondos del FONDECYT.
• La ejecución de la mayor parte del PBCT por CONICYT, con
un crédito del Banco Mundial.
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• La creación de la línea de Proyectos de Transferencia Tecno-
lógica del FONDEF, para ayudar a convertir resultados de
proyectos de I+D en negocios.
• El mito de las patentes: de pronto parece que el progreso tec-
nológico de Chile se basará sobre la propiedad industrial para
ser rentable: el tema es tocado en los discursos del presidente
Lagos, de los sucesivos vicepresidentes ejecutivos de CORFO,
y el presidente de CONICYT.
• El posicionamiento de la Iniciativa Científica Milenio, que
aporta centros de excelencia y prepara nuevos concursos con
aportes fiscales o un nuevo crédito del Banco Mundial.
• El establecimiento por ley del impuesto a la producción mine-
ra, que da origen a una programación de la inversión pública
adicional desde 2006 en adelante.
• El rechazo del segundo proyecto de ley de creación de un
Consejo Tecnológico a comienzos de la administración Lagos,
y del tercero, que propuso la creación de un Consejo de Inno-
vación para la Competitividad.
• La creación del Consejo de Innovación para la Competitivi-
dad como un ente asesor del Ministerio de Economía, que de
facto cumple funciones de definición de políticas y asignación
global de recursos a agentes del sistema nacional de I+D+i, y
su integración con personalidades ajenas al sistema nacional
de Ciencia y Tecnología.
• La inversión nacional en CTi, que se estanca debido a que el
Ministerio de Hacienda la considera incrementada con los
flujos del impuesto al cobre y de los créditos internacionales.
• La política anunciada en el Programa de Gobierno se cumplió
en la CORFO. En CONICYT se crearon los Programas Re-
gionales, que no estaban contemplados en la política.
Condicionantes externos:
• El segundo crédito del BID, para desarrollo e innovación tec-
nológica, que ha financiado las líneas de subsidio a la innova-
ción de CORFO y permite la apertura de otras.
• La mantención de la cooperación multilateral entre investiga-
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dores y grupos de investigación de países de la Unión Euro-
pea.
• La operación del PBCT con el crédito del Banco Mundial,
que genera experiencias nuevas de apoyo a diversos actores
del sistema nacional de Ciencia y Tecnología.
• La cooperación científica intermediada por CONICYT, que
se focaliza extremadamente en Francia como fuente bilateral
de apoyo no reembolsable.
IV.  CARACTERIZACIÓN DEL ESTADO DEL DESARROLLO
CIENTÍFICO Y TECNOLÓGICO EN LA ACTUALIDAD
Para caracterizar el estado del desarrollo científico y tecnológico
de Chile hoy, es necesario distinguir entre las políticas y el sistema
nacional. Sería fácil decir que a pesar de las políticas el país ha lo-
grado un desarrollo científico y tecnológico visible, porque el re-
gistro de errores políticos ha sido y sigue siendo en verdad muy
grande.
El tema es, no obstante, algo más complejo y menos negativo.
Mi percepción personal es que ha habido un avance importante en
una de las principales carencias identificadas cuando empezó el pri-
mer gobierno civil en 1990, que era el bajo nivel político que tenía
el desarrollo científico y tecnológico en el país, y que por otra parte,
nuestro sistema ha alcanzado una dinámica propia que le ha permi-
tido sobrevivir a las pugnas, a veces irresponsables, de intereses ins-
titucionales y personales.
Hasta 1990, la gestión del desarrollo científico y tecnológico era
sólo el tema de un grupo de especialistas y de algunos profesionales
retornados del exilio que percibían su importancia y al mismo tiem-
po querían proyectarse políticamente. Ellos, pese a alinearse en dis-
tintas tiendas políticas, desarrollaron confianzas recíprocas, se unie-
ron e hicieron presión y lograron la decisión del gobierno de
contratar el primer crédito para Ciencia y Tecnología que tuvo el
país. La inyección y administración de estos recursos por CORFO y
CONICYT, con todos los ripios propios de un proceso inédito en
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Chile, ayudó a desencadenar una elevación sostenida de la produc-
ción científica y tecnológica del país.
Desde entonces, hemos cometido errores y equivocado el cami-
no muchas veces. Pero el sistema nacional de CTi se ha mantenido
pese a carecer de una autoridad superior única de política y asigna-
ción global de recursos legítima y compartida.
No será fácil el acuerdo, porque desde el ámbito universitario se
desconfía —no sin razón— de un Consejo de Innovación sito en el
Ministerio de Economía e integrado por personalidades ajenas al
sistema y particularmente al mundo de la investigación científica y
tecnológica de corte académico. Y las culturas institucionales del
Ministerio de Economía y CORFO se resisten a reconocer en
CONICYT a la institución que debe gobernar el sistema, porque
ven en su marcado sesgo académico una gran lejanía del mundo de
la producción comercial, de la que son en parte responsables.
Tampoco es fácil cumplir la ley. CONICYT tiene las facultades
legales para gobernar el sistema, pero es visible que su tiempo ya
pasó. Sus sucesivos presidentes prefirieron ejercer el poder institu-
cional absoluto heredado de la dictadura militar en lugar de regre-
sar al sistema estatutario normal, que prevé la existencia de un Con-
sejo, es decir, de un órgano pluripersonal donde podrían haberse
encontrado representantes de los actores más diversos del sistema
de desarrollo científico y tecnológico, y ejercer una autoridad supe-
rior colegiada y consensuada.
Y aunque de jure mientras la ley esté vigente es obligación de to-
dos acatarla, y los funcionarios públicos tengan, entre sus deberes,
la obligación de ser celosos de la competencia institucional que les
ha sido confiada, es evidente que nadie en CONICYT ha querido
levantar esta bandera, y que como los tiempos cambiaron, la reali-
dad impondrá una solución distinta que llegará más temprano que
tarde. No será extraño que esta solución deba adoptarse próxima-
mente para reforzar la posición de Chile, que ha sido recientemente
invitado a formar parte de la OECD.
Los síntomas del sistema, en cambio, son positivos. De hecho,
cuando un ex senador y un ex Ministro de Hacienda han asumido
sucesivamente la presidencia del Consejo de Innovación aunque se-
pan que este mecanismo es un resquicio que soslaya el parecer rei-
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teradamente contrario del Congreso, es porque perciben en el siste-
ma de CTi algo más que lo que hubo hasta ahora. El desarrollo
científico y tecnológico de Chile superará estas contingencias hasta
alcanzar el peso político que debe tener por su importancia para el
progreso del país, y un mecanismo de gobierno superior en el cual
pueda confiar la totalidad del sistema.
Y son positivos los síntomas porque lo más importante, los re-
sultados del sistema, también lo son. Desde 1985 a 2004, las publi-
caciones científicas (ISI) por millón de habitantes doblaron su nú-
mero, y aunque fuesen una décima parte de la producción de
Finlandia, y una cuarta parte de la de Australia, eran más de un
20% superiores a la de Argentina, el doble de Brasil y dos veces y
media más que México (véase cuadro 1). Obviamente, la compara-
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CUADRO 1.  Chile: publicaciones científicas (ISI) por millón de habitantes
(1985-2004)
Argentina Brasil Chile México Australia Finlandia Irlanda Nueva
Zelanda
1985 ... 47,78 17,04 62,72 14,48 370,59 662,59 280,51 715,27
1986 ... 54,39 17,96 69,48 15,65 383,41 695,00 315,45 717,12
1987 ... 56,16 17,94 67,85 16,27 375,91 727,55 321,40 710,14
1988 ... 54,03 19,23 71,50 16,03 374,83 709,96 326,56 790,15
1989 ... 57,12 21,04 75,07 17,35 394,54 754,33 333,10 728,66
1990 ... 60,65 23,84 83,70 17,90 396,06 793,82 377,37 806,84
1991 ... 58,84 25,58 83,17 18,89 400,32 830,87 375,53 763,64
1992 ... 59,14 29,67 85,83 22,55 426,13 918,88 416,73 818,30
1993 ... 61,51 28,20 88,89 24,42 435,63 960,92 435,27 797,27
1994 ... 66,78 30,22 85,38 27,26 468,11 1.070,15 481,42 897,77
1995 ... 74,09 33,66 95,10 31,36 506,50 1.122,75 513,33 933,74
1996 ... 85,81 36,44 99,75 34,82 514,58 1.185,76 557,27 975,62
1997 ... 96,70 40,06 102,85 37,71 523,61 1.239,92 578,19 986,41
1998 ... 99,19 47,32 104,07 42,46 559,61 1.299,05 667,23 1.104,85
1999 ... 108,84 52,73 114,50 46,89 571,96 1.363,87 667,91 1.105,32
2000 ... 114,86 55,17 118,68 47,15 553,45 1.392,91 680,26 1.119,55
2001 ... 117,00 60,27 130,29 50,40 570,10 1.445,64 698,37 1.111,97
2002 ... 121,86 63,51 134,07 51,97 566,09 1.399,26 714,50 1.080,45
2003 ... 122,67 69,89 158,05 58,00 610,08 1.501,44 754,34 1.142,62
2004 ... 113,73 72,47 142,77 57,67 588,59 1.419,43 774,54 1.082,49
FUENTE: Thomson Scientifics, National Science Indicators. Tomado de www.conicyt.cl
el 20 de abril de 2007.
ción con los países latinoamericanos no puede alegrarnos. Chile
puede y debe fijarse metas que le permitan acercarse a las de países
desarrollados de similar tamaño poblacional, como Australia, Irlan-
da o, en muchos años más, Finlandia. No es tarea fácil, porque en
el mismo período ellos crecieron más rápido, y no es cuestión de
correr sólo para alcanzarlos: si lo hacemos y nuestros vecinos se
quedan, el impulso no nos durará.
También la inversión nacional en CTi ha crecido, aunque con
dificultad porque el país todavía no asume institucionalmente
que ésta es una muy buena inversión. Tampoco lo cree la propia
CONICYT, que sigue denominándolo «gasto». Pero cuando Chile
retomó en 1990 el camino democrático, su inversión anual en por-
centaje del Producto Interno Bruto (PIB) era de 0,47%. En 2004
fue de 0,68%, y hubo años en que este porcentaje fue mayor (véase
cuadro 2).
La meta de 1% del PIB consignada en el Programa de Gobier-
no del presidente Lagos no se cumplió, y tampoco se alcanzará du-
rante el mandato de la presidenta Bachelet, porque para que eso
ocurra el sistema nacional de CTi deberá crecer: no hay capacida-
des humanas ni institucionales en Chile para emplear útilmente mu-
chos más recursos, y se requiere para ello de soluciones imaginati-
vas y libres de prejuicios: nuevas instituciones y más doctores en
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CUADRO 2.  Gasto en I+D como porcentaje del PIB en Chile y otras economías
seleccionadas, año 2004






EE UU .......................................................... 2,68
Nueva Zelanda............................................. 1,14
Finlandia....................................................... 3,48
NOTA: El dato para Nueva Zelanda corresponde al año 2003, los demás países muestran
el dato para el año 2004.
FUENTE: Kawax, Observatorio Chileno de CTI, CONICYT; RICYT; OECD, Main
Science and Technology Indicators.
cuatro a cinco años. Es un hermoso desafío, mucho más que el ma-
gro 1% que pocos recuerdan fue la meta que sugirió UNESCO a
los países en desarrollo hace ya casi medio siglo.
También debe rescatarse el comportamiento de las patentes de
invención registradas por chilenos en Estados Unidos. Expresadas
en unidades por millón de habitantes, en 1985 eran 0,2 y en 2002
llegaron a 0,9. Este indicador muestra grandes altibajos —de he-
cho, en 1996 llegaron a 1,2 patentes por millón de chilenos—, es
muy similar a los números de Brasil y México, está a mitad de cami-
no de Argentina.
Pero en número de patentes nuestro comportamiento es impre-
sentable: significa que estamos registrando poco más de 15 patentes
de invención por año (véase gráfico 1).
Poco, en verdad si se tiene presente que, en el mismo año 2002,
países con similar población a la de Chile registraron 37 (Nueva Ze-
landa), 56 (Irlanda) y 64 (Australia), como se muestra en el gráfico 2.
No obstante, es muy posible que las nuevas líneas de subsidio al pa-
tentamiento iniciadas por el PBCT de CONICYT y el Comité In-
nova Chile de CORFO, hagan subir sensiblemente estos indicado-
res en los próximos años.
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GRÁFICO 1.  Patentes otorgadas por millón de personas por la Oficina de
Marcas y Patentes de EEUU (USPTO) a Chile, Argentina, Brasil
y México (1985-2002)
FUENTE: www.conicyt.cl, consultado el 20 de abril de 2007.
Ahora, en cuanto a la estructura de la inversión en CTi, los indi-
cadores sobre quiénes financian y quiénes ejecutan los proyectos
son buenos para un país en desarrollo. Los gráficos 3, 4 y 5 indican
la distribución porcentual del gasto de I+D en Chile según fuentes
de financiamiento durante el período 2002-2004.
Los gráficos muestran que en sólo tres años, de 2002 a 2004,
Chile pasó de un 26% a un 37% de la inversión en CTi financiada
con aportes del sector privado. Es bueno aunque la mayor parte de
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GRÁFICO 2.  Patentes otorgadas por millón de personas por la Oficina de
Marcas y Patentes de EEUU (USPTO) a Chile, Australia,
Finlandia, Irlanda y Nueva Zelanda (1985-2002)
FUENTE: www.conicyt.cl, consultado el 20 de abril de 2007.
GRÁFICO 3.  Distribución porcentual del gasto en I+D en Chile según fuentes
de financiamiento (2002)
FUENTE: www.conicyt.cl, consultado el 20 de abril de 2007.
este crecimiento correspondiere a gastos indirectos, es decir, a la va-
loración de aportes en bienes y servicios a proyectos.
Igual es bueno el indicador sobre ejecutores de los recursos, ya
que muestra un sector privado con un 46% de ejecución de los
mismos, como se muestra en el gráfico 6. Lo es, aunque sepamos
que una proporción no inventariada pero importante de este por-
centaje sea subcontratada con universidades, ya que es en éstas
donde reside la capacidad de I+D+i del país.
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GRÁFICO 4.  Distribución porcentual del gasto en I+D en Chile según fuentes
de financiamiento (2003)
FUENTE: www.conicyt.cl, consultado el 20 de abril de 2007.
GRÁFICO 5.  Distribución porcentual del gasto en I+D en Chile según fuentes
de financiamiento (2004)
FUENTE: www.conicyt.cl, consultado el 20 de abril de 2007.
En síntesis, Chile tiene un desarrollo científico y tecnológico en
mucho mejor estado del que pudiera esperarse como consecuencia
de la pugna interna por el gobierno del sistema nacional de CTi y,
lo que es más importante, se trata de una comunidad científica y
tecnológica integrada por investigadores, universidades, institutos
tecnológicos y empresas que están interactuando en forma autosos-
tenida.
V.  VALORACIÓN DE LA VINCULACIÓN ENTRE EL DESARROLLO
CIENTÍFICO Y TECNOLÓGICO Y EL DESARROLLO SOCIAL 
Y ECONÓMICO DEL PAÍS
Hay una creciente vinculación entre estos dos aspectos del desarro-
llo del país, tanto más estrecha cuanto que hablar del desarrollo
científico y tecnológico, y hablar de desarrollo económico y social,
es hablar del desarrollo de una misma sociedad, de un mismo de -
sarrollo, sólo que mirado desde ópticas distintas.
Pero sin abundar en este aspecto que siempre es fascinante, creo
del caso recordar que las exportaciones no tradicionales de Chile,
que han crecido sin detenerse desde hace más de un cuarto de si-
glo, han estado favorecidas por esta vinculación.
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GRÁFICO 6.  Distribución porcentual del gasto en I+D en Chile por sector 
de ejecución (2004)
FUENTE: www.conicyt.cl, consultado el 20 de abril de 2007.
El boom exportador de la fruta chilena no habría sido posible si
el país no hubiera invertido en todos los aspectos científico-tecno-
lógicos asociados durante los 35 años previos. Y la industria del
vino chileno ha debido descansar gradualmente en la capacidad del
sistema nacional de CTi para manejar temas que no pueden ser re-
sueltos con tecnología del exterior: plagas naturales que los vitivini-
cultores de todo el mundo no gustan de confesar porque afecta la
imagen de sus vinos, certificación de la pureza varietal, etc.
La industria del salmón fue posible sobre la base de tecnología
extranjera adaptada a la realidad chilena, pero hoy su futuro está
condicionado por la activa I+D+i de las universidades nacionales,
que están resolviendo sus problemas ambientales, zoosanitarios,
genéticos y alimentarios. Y el resto del sector acuícola descansa so-
bre desarrollos de la misma índole: ostión del Norte (Argopecten
purpuratus), abalones (Haliotis rufus, Haliotis discos hannaii), cho-
ritos o mejillones (Mytilus chilensis), ostras (Crassostrea gigas, Os-
trea chilensis), algas y otros productos que hoy se cultivan para ex-
portar.
El cultivo de bosques artificiales ha tenido también un decidido
acompañamiento del sistema nacional de CTi, tanto por el trabajo
de selección genética de plantas como por el manejo y control de
plagas naturales. Y la industria minera se beneficia de importantes
aportes en biominería y técnicas fisicoquímicas de explotación y
procesamiento de minerales, desarrollados por capacidades acadé-
micas institucionales e individuales universitarias.
VI.  FACTORES CRÍTICOS PARA EL FUTURO DEL DESARROLLO
CIENTÍFICO Y TECNOLÓGICO DEL PAÍS
El principal cambio experimentado por Chile es el afianzamiento
de su proceso democrático, retomado en 1990 tras diecisiete años
de dictadura militar. La clase política chilena ha manejado con res-
ponsabilidad los temas claves de interés superior y ha encontrado
soluciones consensuadas a los de mayor valoración pública. La
Constitución Política presidencialista heredada del autoritarismo,
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seguirá experimentando cambios hasta alcanzar un mayor equili-
brio entre los poderes del Estado.
Otro cambio fundamental es el crecimiento sostenido de la eco-
nomía, con diversificación de exportaciones y mercados al amparo
de acuerdos de libre comercio, regímenes atractivos de inversión
extranjera y de tributación, transparencia y estabilidad de las políti-
cas de gobierno, y altos ingresos por el precio del cobre.
Chile ha seguido recuperando terreno en el plano internacional.
No son casuales ni únicas, su elección como miembro del Consejo
de Seguridad de las Naciones Unidas, su participación en el manejo
de la crisis de Haití, o la elección de un chileno como Secretario
General de la OEA.
Los primeros años del siglo XXI encuentran a Chile en el umbral
del desarrollo. Trasponerlo es un paso condicionado por el manejo
de tres temas pendientes: el desarrollo social, la agregación de valor
a sus productos primarios, y el abastecimiento de energía.
El desarrollo social —más allá de las reformas de la educación,
la salud pública y la seguridad social— es un desafío al que no bas-
ta una mayor inversión: requiere un cambio cultural que privilegie
valores por sobre el dinero y los bienes materiales. El país debe en-
contrar un camino para superar, junto con la pobreza física, la po-
breza dura.
Hay en ello un gran compromiso para la capacidad de I+D+i so-
cial de Chile. Discriminadas desde siempre, politizadas las más ve-
ces, y perseguidas en dictadura, aún así las ciencias sociales tienen
por delante una ardua tarea para ayudar a construir una sociedad
más humana y más justa, aportando soluciones a los agudos proble-
mas que la globalización y una aplicación ortodoxa del modelo neo-
liberal, están ocasionando al colectivo chileno.
Agregar valor a los productos primarios que hoy exporta, es
esencial para Chile. Sus esfuerzos del quinquenio en CTi —concep-
tualmente interesantes— deberán crecer en monto y en impacto
productivo. El primer gran problema no resuelto, a mi juicio, que
condiciona cualquier desarrollo futuro, es el número insuficiente de
recursos humanos de alto nivel y la inexistencia de instituciones ca-
paces de emplearlos útilmente. Chile debe modificar significativa-
mente su institucionalidad de I+D+i y empresarial, y cuando menos
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doblar el número de investigadores e ingenieros abocados a esta ac-
tividad.
El suministro de energía es un problema de seguridad nacional,
sin soluciones únicas. Cualquiera solución bilateral que se acuerde
con Bolivia para resolver el tema de su mediterraneidad, será insepa-
rable de un acceso garantizado al gas natural de Tarija. Hoy Chile de-
pende de un gas natural comprometido por Argentina cada vez más
escaso: cuando no hace aún cuarenta días las autoridades anunciaban
que no habría cortes del suministro de gas domiciliario este invierno,
era forzoso dudar; y hoy ya se ha anunciado que hay probabilidades
de que éste sólo pueda ser empleado en cocina y aseo, mas no en ca-
lefacción. Como siempre, la realidad supera a las declaraciones.
Recuperar para Chile la generación de su hidroelectricidad im-
plicará fuertes indemnizaciones a las empresas extranjeras que hoy
son sus dueñas, pero habrá que pagarlas porque de otro modo el
agua almacenada no será administrada con criterios de bien común.
De las fuentes alternativas, la energía atómica es la única viable. Es
un tema insoslayable cuya gestión segura dependerá de la capaci-
dad científica y tecnológica del país para hacerlo bien.
Otros factores críticos para el futuro del desarrollo científico y
tecnológico del país son: las reformas constitucionales que devuel-
van períodos presidenciales más largos, para recuperar la visión de
largo plazo; la reducción de poderes fácticos que desnaturalizan las
decisiones sectoriales del aparato estatal; la recuperación de la sen-
satez para aplicar el modelo neoliberal sin complejos; la capitaliza-
ción de los recursos financieros del sistema que no puedan ser in-
vertidos útilmente en su totalidad; y el desarrollo de sistemas de
crédito especializado para innovación tecnológica, que reconozcan
y respeten el derecho a equivocarse de los emprendedores.
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9.  COLOMBIA: EVOLUCIÓN, CONTEXTO 
Y RESULTADOS DE LAS POLÍTICAS 
DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN*
HERNÁN JARAMILLO**
RESUMEN
Se trata de entender los hitos importantes de la historia de la cien-
cia y la tecnología reciente que permiten explicar la sucesión conti-
nua de eventos, circunstancias y determinantes exógenos y endóge-
nos, el grado de acumulación de capacidades para el desarrollo de
políticas, instrumentos de política y la consolidación de la ciencia,
la tecnología e innovación en Colombia.
El resultado de esta política se puede observar a través de diver-
sos indicadores, tales como consolidación de los grupos de investi-
gación y de capacidades científicas y tecnológicas del país; desarro-
llo de proyectos de investigación que conforman en el mediano y
largo plazo la continuidad de líneas y programas de investigación
de las instituciones del sistema; formación de recursos humanos en
los diferentes niveles: jóvenes investigadores, estudiantes de maestría
y doctorado; inserción en redes internacionales y nacionales de co-
nocimiento; influencia en las políticas públicas y privadas; desarrollo
de la innovación y publicaciones científicas.
* Esta es una versión adaptada y ampliada de los documentos preparados para
la CEPAL, Hernán Jaramillo (2004): «Políticas científicas y tecnológicas en Co-
lombia: Evaluación e impacto durante la década de los noventa», Bogotá, D.C.,
CEPAL, marzo, y del documento de trabajo: Hernán Jaramillo, María Alejandra
Botiva y Andrés Zambrano (2004) «Políticas y resultados de ciencia y tecnología
en Colombia», Universidad del Rosario, Facultad de Economía, Serie Documen-
tos, Borradores de Investigación, núm. 5, noviembre.
** Facultad de Economía, Universidad del Rosario. Bogotá, Colombia.
I.  CARACTERIZACIÓN DE LOS PRINCIPALES PERÍODOS 
DE LA EVOLUCIÓN DE LA POLÍTICA DE CIENCIA,
TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN
La política de Ciencia y Tecnología (CyT) en Latinoamérica se vio in-
fluenciada por factores exógenos determinados por la activa inter-
vención de organismos internacionales (Naciones Unidas, UNESCO,
OEA, IDRC) que constituyeron lo que podría llamarse «el movimien-
to internacional para la aplicación de la ciencia y la tecnología a los
problemas del desarrollo». Sus objetivos se dirigían a promover el
desarrollo de estructuras institucionales científicas y tecnológicas y
a generar nuevos conocimientos, o aplicar los existentes, para el
análisis de problemas económicos y sociales. En particular, la OEA
ejercería en los años subsiguientes un liderazgo importante en toda
la región de América Latina con relación a la actividad científica y
tecnológica, a su estructura, su planeación y al establecimiento de
programas multinacionales. Contribuyó asimismo a la formación de
un pensamiento latinoamericano sobre CyT y tuvo una influencia
importante sobre el devenir de los años venideros.
Nombres como Máximo Halty-Carrere, Marcelo Alonso, Jorge
Sábato, Amílcar Herrera y Francisco Sagasti, entre otros, canaliza-
ron la atención de la comunidad hacia CyT, en particular, al tema
de las Políticas Científicas y Tecnológicas, en una época en la que
era aún incipiente el tema como agenda de discusión. El análisis se
situó en las Políticas Implícitas y las Políticas Explicitas en CyT y
en la integración de esfuerzos entre sectores académicos, empresa-
riales y gubernamentales, generalizándose la concepción en la lite-
ratura latinoamericana como el Triángulo de Sábato, modelo de aná-
lisis para explicar, entender y desarrollar la relación compleja de los
factores que median entre la ciencia y sus aplicaciones, entre la
oferta y la demanda de conocimientos y entre el papel que cumplen
los distintos actores de la academia, el sector productivo y el go-
bierno.
Estos factores exógenos sentaron las bases para la creación en
1968 del Fondo Colombiano de Investigaciones Científicas y Pro-
yectos Especiales «Francisco José de Caldas», Colciencias, y del
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Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología como organismo consul-
tivo y asesor del Gobierno Nacional en lo relacionado con la políti-
ca científica y tecnológica.
Se pueden distinguir cuatro períodos en el desarrollo de la CyT:
(a) un primer período anterior a 1968 que dio lugar a la creación de
Colciencias; (b) un segundo período entre 1968 y 1988; (c) un ter-
cer período que comprende finales de la década de los ochenta y
toda la década de los noventa; y (d) un cuarto período del año 2000
hasta hoy. Esta periodización o diferenciación de etapas correspon-
de más a procesos de cambio o diferencias estructurales entre ellas
que a cortes precisos en el tiempo, «igual que sucede con los proce-
sos históricos, estas etapas o períodos son discernibles a posteriori,
pero no tienen fechas ni límites exactos» (Villaveces, 2003).
El cuadro 1 presenta los hechos y factores más destacados de
cada una de las etapas. El primer período estuvo influenciado exó-
genamente por los organismos internacionales y por el pensamiento
latinoamericano. En el segundo período se destacan los factores en-
dógenos que se fueron desarrollando.
Al respecto, se puede afirmar que, «también el esfuerzo para
volver institucional la investigación se ve en la reestructuración de
las universidades, en la aparición de profesorado de tiempo com-
pleto, en la reestructuración de institutos y en el nacimiento de
otros. La formación de recursos humanos para la investigación co-
menzó hacia 1970, con la creación de las maestrías en Colombia y
un conjunto de convenios de cooperación que permitieron la salida
de muchos colombianos al exterior» (Villaveces, 2003). Es una etapa
en que, además de formación de recursos humanos de alto nivel, se
logra ir institucionalizando la actividad de investigación en el país.
Este período se caracteriza por una débil relación entre las políticas
de CyT y las políticas y planes de desarrollo.
Como lo señala Garay (1998), «si bien en algunos de los planes
de desarrollo elaborados en este período se hacía mención a los as-
pectos científicos y tecnológicos e incluso se trazaban objetivos y
estrategias para su desarrollo, el resultado era su inclusión marginal
sin armonía con las políticas generales».
De los factores endógenos de este período se destacan, el présta-
mo BID–Colciencias I Etapa y la Misión de Ciencia y Tecnología




CUADRO 1.  Períodos en el desarrollo de la Ciencia y la Tecnología en
Colombia
Período 1 – Antes de 1968
• Influencia de organismos inter-
nacionales (ONU, UNESCO,
OEA).
• Desarrollo del pensamiento lati-
noamericano en ciencia y tec-
nología.
Período 3 – 1988 a 2000
• 1990: Promulgación de la Ley
29.
• 1990: Decreto 1.767 que adscri-
bió Colciencias al DNP, creó el
Sistema Nacional de Ciencia y
Tecnología y los Comités Re-
gionales de CyT.
• 1990: Préstamo BID-Colcien-
cias II Etapa.
• 1991: Decretos 393, 591, 584 y
585.
• 1991: Publicación del libro Cien-
cia y Tecnología para una Socie-
dad Abierta.
• 1993: Misión de Ciencia, Edu-
cación y Desarrollo.
• 1994: Documento CONPES.
• 1995: Préstamo BID-Colcien-
cias III Etapa.
• 1995: Institucionalización del
Sistema Nacional de Innova-
ción.
• 1999: Creación del Observato-
rio Colombiano de Ciencia y
Tecnología.
Período 2 – 1968 a 1988
• 1970: Creación de las maestrías y firma
de Convenios de Cooperación.
• 1981: Convenio Incomex-Colciencias.
• 1983: Préstamo BID-ICFES
• 1983: Préstamo BID-Colciencias I Etapa.
• 1986: Inicio de los doctorados en Colombia.
• 1987: Foro Internacional sobre Política
de Ciencia y Tecnología.
• 1988: Misión de Ciencia y Tecnología.
Período 4 – 2000 a la fecha
• 2000: Ley 633 sobre Incentivos tributarios.
• 2000: Documento CONPES 3080.
• 2001: Programa de Prospectiva Tecnoló-
gica.
• 2001: Escalafonamiento e indexación de
publicaciones seriadas y científicas.
• 2001: Ley 643 del Fondo de Investiga-
ción en Salud.
• 2001: Agendas Regionales de Ciencia y
Tecnología.
• 2002: Préstamo Banco Mundial Fortaleci-
miento programas Doctorados Naciona-
les 2002: Plataforma ScienTI.
• 2002: Escalafonamiento de los grupos y
centros de investigación.
• 2002: Inicio del fortalecimiento e indexa-
ción de la revistas científicas colombianas.
• 2002: Ley 788.
• 2003: Incorporación de la Ley 344 del
SENA de 1996 en la Ley del Plan Nacio-
nal de Desarrollo de 2003.
• 2004: Participación de Colciencias en el
Consejo Nacional de Política Económica
y Social.
• 2004: Política de Colciencias de apoyo a
la conformación de Centros de Investiga-
ción de Excelencia.
• 2004: Inicio proceso Direccionamiento
Estratégico Colciencias.
• 2005: Pacto por la Innovación Tecnológica.
• 2005: Reforma de los Programas Nacio-
nales de CyT.
• 2006: Visión Colombia Segundo Centena-
rio-Capítulo Ciencia y Tecnología 2019.
• 2007-2008: Fortalecimiento presupuestal
de Colciencias.
que finalizó actividades en 1990 y cuyas recomendaciones se consti-
tuirían en la base fundamental de la nueva política que se iniciaría
en ese año.
El primer préstamo del BID constituyó el inicio del financia-
miento con crédito externo de las actividades de CyT en Colombia,
que se ha venido manteniendo en el tiempo, ya que es sobre el cré-
dito externo que se soporta el financiamiento de esta actividad en el
país, lo que le ha dado coherencia y complementariedad al desarro-
llo de los programas y las actividades de financiamiento de la activi-
dad científica y tecnológica, así como, a la consolidación de instru-
mentos de política y de instituciones. Sin embargo, la dependencia
de recursos externos se ha convertido en una debilidad de la activi-
dad científica y tecnológica, por cuanto ante la ausencia de compro-
misos de crédito estos no han sido sustituidos adecuadamente por
recursos del presupuesto general de la Nación.
Este primer crédito se firma en 1983 por 44,5 millones de dóla-
res y termina su ejecución en 1988. Su objetivo principal era el de
aumentar las actividades de investigación científica y desarrollo tec-
nológico, mejorar la calidad de las investigaciones en términos de
objetivos, metodologías, realizaciones y rigurosidades de sus resul-
tados, y asociar la investigación con los problemas más urgentes del
desarrollo.
Un segundo elemento de este segundo período, fue la realiza-
ción de la Misión de Ciencia y Tecnología, que inicia labores en
1988 y termina en 1990. Sus recomendaciones sentaron las bases
del cambio importante en el inicio de la década de los noventa.
Dos elementos importantes se hicieron explícitos y diferencia-
dos: La política para la ciencia como el conjunto de mecanismos y
medios para impulsar el desarrollo científico y tecnológico, y la po-
lítica de la ciencia como utilización de los desarrollos científicos y
tecnológicos como herramientas para el desarrollo.
El tercer período que se inicia hacia finales de los ochenta y se
desarrolla durante toda la década de los noventa significó un quiebre
importante en la concepción, organización institucional, desarrollo
de instrumentos y articulación de la ciencia y la tecnología con el
desarrollo económico y social del país, particularmente, en la rela-
ción con el sector productivo. Es una etapa de cambios profundos
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en la economía colombiana y en la concepción del modelo de desa-
rrollo que influyó de manera significativa en la orientación de la ac-
tividad científica y tecnológica del país.
Los principales factores a destacar en este período son: (a) la
Ley 29 de 1990, que estableció los parámetros del nuevo marco
para la actividad de investigación y desarrollo tecnológico; (b) el
Decreto 1.767 de 1990 que adscribió Colciencias al Departamento
Nacional de Planeación, DNP, antes adscrito al Ministerio de Edu-
cación Nacional y creó el Sistema Nacional de Ciencia y Tecnolo-
gía; (c) los decretos expedidos en 1991 (393, 591, 584 y 585) para
reglamentar el nuevo marco regulatorio 1; (d) la publicación del li-
bro Ciencia y Tecnología para una Sociedad Abierta (Colciencias,
1991), que le da contenido al nuevo escenario de las reformas es-
tructurales de inicios de los noventa; (e) la segunda etapa del crédi-
to BID, para el período 1990-1994; (f) el inicio de la Misión de
Ciencia, Educación y Desarrollo, que entrega sus resultados en
1994; (g) la elaboración y aprobación del documento del Consejo
HERNÁN JARAMILLO
1 El decreto 393 estableció las normas mediante las cuales se autoriza a las en-
tidades nacionales y descentralizadas a asociarse con particulares para adelantar
actividades científicas y tecnológicas. Mediante este decreto se avanzó en la con-
formación de una nueva modalidad institucional, las Corporaciones Mixtas regidas
por el derecho privado.
El decreto 585 definió las instancias y estructura del Sistema Nacional de Cien-
cia y Tecnología: se integró el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología, presidido
por el Presidente de la República y el Jefe del DNP y conformado por represen-
tantes de los ministerios, la comunidad científica, las regiones, las universidades y
el sector privado. Se incluyeron como parte del SNCyT todos los programas, estra-
tegias y actividades de ciencia y tecnología del país. Se crearon los Programas Na-
cionales de Ciencia y Tecnología en las áreas de: Biotecnología, Ciencias Básicas,
Ciencias Sociales y Humanas, Ciencias del Mar, Ciencias del Medio Ambiente y
del Hábitat, Estudios Científicos de la Educación, Ciencias de la Salud, Ciencias
de la Electrónica, Telecomunicaciones e Informática, Ciencias de la Energía y Mi-
nería, Ciencias Agropecuarias y el Programa de Desarrollo Tecnológico Industrial
y Calidad. En cada uno de los Consejos de Programas participan representantes
del sector gubernamental, del sector académico y de investigación y del sector pro-
ductivo. Asimismo, se establecieron las Comisiones Regionales de Ciencia y Tecno-
logía y los Comités para el Desarrollo de las Estrategias. Es de anotar que Colcien-
cias ejerce la Secretaría Técnica del Sistema y las Secretarías Técnicas de cada
Programa Nacional, que comparte según el caso con los ministerios respectivos.
El decreto 591 reguló las diferentes modalidades de contratación para el fo-
mento de las actividades científicas y tecnológicas.
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de Política Económica y Social, que establece la política de ciencia
y tecnología para el período 1994-1998; (h) la tercera etapa del cré-
dito BID, previsto para ejecutarse inicialmente entre 1995 y 1999,
pero que por razones fiscales se extiende hasta el 2002; (i) la institu-
cionalización en 1995 del Sistema Nacional de Innovación, SNI y el
desarrollo de instrumentos y modalidades para el financiamiento y
la organización de la innovación tecnológica y los sistemas regiona-
les de innovación; (j) el establecimiento de los planes estratégicos
para programas nacionales de CyT y (k) la creación en 1999 del
Observatorio Colombiano de Ciencia y Tecnología.
De los anteriores factores del período se pueden destacar los
créditos del BID segunda y tercera etapa y los resultados de la Mi-
sión de Ciencia, Educación y Desarrollo. En las secciones posterio-
res se hace un detenido análisis del SNI.
La segunda etapa del crédito BID tuvo un financiamiento de
66,7 millones de dólares. El propósito fue continuar con el proceso
de incorporación de la CyT al desarrollo económico y social del
país, con el objetivo de: (a) fortalecer la capacidad para realizar in-
vestigaciones científicas y tecnológicas y aplicar sus resultados en
los distintos sectores de la sociedad colombiana; (b) vincular a los
centros generadores de conocimientos con los usuarios potenciales;
(c) aumentar la capacidad innovadora de los sectores productivos;
(d) mejorar los procesos de coordinación, ejecución y evaluación de
las actividades científicas y tecnológicas; y (e) impulsar la capaci -
tación de investigadores en el exterior, principalmente para la reali-
zación de estudios de doctorado. Dos aspectos importantes de esta
segunda etapa del crédito y que lo diferencian del primero, fue la
incorporación del financiamiento al sector productivo y la forma-
ción de recursos humanos de alto nivel.
La tercera etapa del crédito BID tuvo un financiamiento de 219
millones de dólares. Un primer aspecto a destacar de esta etapa del
crédito fue el salto importante en los recursos contratados para
CyT, que significaron un incremento del 30% con relación al crédi-
to anterior. Un segundo aspecto fue la destinación del 28,1% de los
recursos para el apoyo al sector productivo. Desde esta perspectiva,
el propósito principal del programa era fortalecer la capacidad na-
cional en CyT para incrementar la competitividad y la productivi-
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dad del sector productivo empresarial. Un tercer aspecto lo consti-
tuyó el componente de formación de recursos humanos, particular-
mente, para la realización de estudios de doctorado. El cuarto as-
pecto, tradicional de los tres créditos, fue el fortalecimiento de las
capacidades científicas a través de la investigación del sector acadé-
mico.
Otro elemento de este tercer período lo constituyó La Misión de
Ciencia, Educación y Desarrollo que se integró el 16 de septiembre
de 1993 y entregó resultados el 21 de julio de 1994. La Misión tuvo
como objetivo central «entregar al país una nueva carta de navega-
ción con los rumbos de la ciencia, la educación y el desarrollo trazados
claramente sobre ella» y se articuló sobre tres ejes: el cambio organi-
zacional, el cambio educativo y los cambios científicos y tecnológi-
cos. El primer eje estuvo referido a los cambios organizacionales y
de comportamiento de las instituciones públicas como privadas en
los aspectos de gestión, productividad y competitividad, con el fin
de poder contar la sociedad con organizaciones flexibles, con capa-
cidad de aprender, autotransformarse y transformar el medio. El se-
gundo eje se centró en el cambio educativo. El tercer eje constituyó
la propuesta de un proyecto nacional que integrara la ciencia y la
tecnología a la sociedad y la cultura colombianas, mediante la for-
mación de recursos humanos, el fortalecimiento y consolidación de
una infraestructura científica y tecnológica, el fomento al desarrollo
de redes de investigación, el impulso al desarrollo tecnológico y la
innovación, la preservación y uso del medio ambiente y la diversi-
dad, y la apropiación de la CyT por sectores cada vez más amplios
de la sociedad 2.
Este tercer período se desarrolla en un contexto de cambios es-
tructurales en América Latina y de reformas en distintos ámbitos de
HERNÁN JARAMILLO
2 Una mirada doce años después de las recomendaciones hechas por el Infor-
me de La Misión, permite afirmar que no se lograron los objetivos propuestos en
todas sus dimensiones, particularmente, en los retos de contar con una masa crítica
de científicos a nivel de doctorado al nivel propuesto y, una inversión sostenida y
creciente en el tiempo. Desde luego, estas recomendaciones no logradas han teni-
do influencia en un grado menos de desarrollo de lo propuesto en otros campos
para consolidar y dar un salto cualitativo importante en el desarrollo de la ciencia,
la tecnología y la innovación en Colombia.
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la economía. Los temas de industrialización y comercio exterior ad-
quirieron especial relevancia a finales de los ochenta e inicio de los
noventa, con el fin de poder insertar las economías en forma efecti-
va y dinámica en la economía mundial y recuperar los niveles de
crecimiento y desarrollo. Colombia, al igual que la mayoría de las
economías latinoamericanas, inició un proceso de industrialización
y cambio técnico con objeto de aumentar su productividad; sin em-
bargo, distintos análisis de la literatura han hecho énfasis en la de-
bilidad del progreso técnico en América Latina, manifiesto en la
menor ponderación de las actividades de más alto contenido tecno-
lógico, tanto en las estructuras de producción como de exportacio-
nes. Esta debilidad se reflejó en la pérdida en los coeficientes de in-
versión y calidad de la misma, la baja actividad de investigación y
desarrollo y el poco interés puesto en la formación de recursos hu-
manos de alto nivel.
Si bien la economía colombiana logró avances significativos en
su crecimiento, control de la inflación y relativa estabilidad externa
en las décadas anteriores a los noventa, mediante un modelo de
desarrollo que combinaba la sustitución de importaciones con la
promoción de exportaciones, al inicio de los noventa el modelo, al
igual que en otros países de la región, empezó a mostrar signos de
agotamiento. La razón es sencilla, al no estar expuesta la industria
colombiana a la competencia externa, no se preocupó por la forma-
ción de capital humano, la calidad de la inversión y los temas de in-
novación y desarrollo tecnológico. En el diagnóstico inicial de la
década se identificaron cuatro aspectos estructurales que limitaban
el desenvolvimiento económico: (a) lento avance de la productivi-
dad global de la economía; (b) creciente cierre de la economía al
comercio internacional; (c) debilitamiento de la inversión y (d) res-
tricciones a la competencia.
A finales de los ochenta y comienzos de los noventa se inició un
proceso de modernización de la economía colombiana. El eje cen-
tral del nuevo modelo de desarrollo se centró en la apertura econó-
mica, con el objetivo de una mayor inserción de Colombia en el
mercado mundial. Para cumplir con este objetivo se implementaron
profundas reformas económicas para lo cual se consideró indispen-
sable la modernización del Estado y el cuestionamiento de la vigen-
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cia y estructura de las instituciones. Se introdujeron reformas estruc-
turales en materia institucional, de comercio exterior, de política
cambiaria, financiera, tributaria y laboral y de inversión extranjera.
Y en este contexto se realizaron los cambios institucionales de la
política de ciencia y tecnología en Colombia.
En el nuevo modelo de desarrollo se le asignó papel importante
a la CyT para el desarrollo económico y social y para el desarrollo
industrial, introduciéndose cambios desde el punto de vista de con-
cepción, estrategias, mecanismos institucionales y legales, y de las
interacciones entre los distintos agentes y grupos involucrados en el
proceso del conocimiento y la innovación tecnológica.
La nueva política se dirigió hacia el fortalecimiento de la capaci-
dad científica y al avance de los procesos de innovación tecnológi-
ca. Se plantearon cuatro estrategias de política de CyT: (a) impulso
a procesos de innovación en sectores productivos, en la medida en
que estos se sostuviesen sobre las fuerzas del mercado, con el fo-
mento del Estado; (b) consolidación de capacidades científicas, me-
diante incentivos a los investigadores, a la consolidación de las insti-
tuciones, a la creación y fortalecimiento de redes científicas y
tecnológicas y al desarrollo de comunidades científicas; (c) refor-
mas institucionales en el sistema científico y tecnológico, para facili-
tar su flexibilidad e interacciones respectivas y (d) cambios en la
cultura, en la creación, utilización y desarrollo del saber científico y
tecnológico con el apoyo del Estado y la participación del sector
productivo.
Durante el período 1995-1999, se adoptó el Sistema Nacional de
Innovación, SIN, concebido como escenario social de generación,
apropiación y transferencia de conocimientos y habilidades para in-
crementar la competitividad internacional y mejorar las condiciones
de vida de la población, dentro de un criterio general de desarrollo
sostenible.
En el nuevo concepto de Sistema Nacional de Innovación se
amplía el concepto mismo de innovación pasando de lo estricta-
mente tecnológico de proceso y producto a involucrar también en
un sentido amplio de innovación los cambios organizacionales, las
actitudes gerenciales, las estrategias competitivas y los procesos de
aprendizaje (Jaramillo, Lugones y Salazar, 2000).
HERNÁN JARAMILLO
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Como lo indica Chaparro (1998):
El SNI se concibe como un espacio creativo de aprendizaje social para el
intercambio de flujos de información y conocimiento entre los diversos
agentes nacionales y regionales. En el centro del SNI se sitúa el sector em-
presarial, articulado en cadenas productivas regionales, en función de las
necesidades de los consumidores y usuarios. En el SNI de Colombia se
identifican cinco componentes básicos: a) los actores y beneficiarios; b) las
«redes de innovación» para el aprendizaje e intercambio; c) los «Progra-
mas Estratégicos» 3 aplicados en áreas y sectores sociales o productivos
prioritarios; d) la infraestructura institucional de investigación y servicios
tecnológicos y e) el financiamiento de la innovación.
Como elemento fundamental del Sistema Nacional de Innova-
ción, se institucionalizó la Red de Centros de Desarrollo Tecnológi-
co (Red de CDT’s) y las Incubadoras de Empresas de base tecnoló-
gica (IEBT) como estrategia central para lograr una mayor
productividad y competitividad empresarial y obtener una vincula-
ción estrecha con las políticas industriales, en particular, con la arti-
culación, primero, a los Acuerdos Sectoriales de Competitividad y,
luego, a los Convenios de Competitividad Exportadora.
Complementaria a la estrategia de la creación, fortalecimiento y
desarrollo institucional del Sistema Nacional de Innovación, se de -
sa rro lla ron mecanismos de financiación para la innovación en el
sector empresarial contemplándose diversas modalidades: (a) el me-
canismo de las garantías tecnológicas, (b) la cofinanciación para
proyectos asociativos universidad-empresa-centro tecnológico; (c)
los fondos de apoyo institucional para la conformación y consolida-
ción de la Red de CDTs e Incubadoras de Empresas en las regio-
nes; (d) los incentivos fiscales para las inversiones en proyectos de
innovación y desarrollo tecnológico; (e) el fondo de capital de ries-
go dirigido a proyectos y empresas de base tecnológica; (f) los cré-
ditos directos de reembolso obligatorio línea IFI-Colciencias y (g)
la vinculación y articulación del Servicio Nacional de Aprendizaje,
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3 Por «Programa Estratégico» se entiende la unidad de acción de prospectiva,
monitoreo tecnológico y seguimiento de mercados, dentro de un ámbito sectorial,
regional y/o interinstitucional de actividades de innovación y cambio técnico.
311
SENA, mediante la Ley 344 de 1996 para el financiamiento de pro-
yectos de innovación y desarrollo tecnológico.
El cuarto período se caracteriza por profundizar y articular los
actores del Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología y fortalecer el
Sistema Nacional de Innovación, así como, la infraestructura nacio-
nal de CyT. Se profundiza en la articulación de recursos financieros
entre diversas instituciones del Estado como mecanismo de com-
pensar la disminución de recursos de la Nación. Durante este pe río -
do, además de los elementos señalados, se pueden destacar: (a) la
consolidación y fortalecimiento institucional de ciencia y tecnolo-
gía; (b) la continuidad de políticas para «maximizar» los logros y
resultados sin varianzas o cambios radicales frente a los períodos
anteriores, más bien profundizando las políticas e instrumentos
construidos e introduciendo nuevos aspectos e instrumentos como
el financiamiento a Centros de Excelencia para fomentar la articu-
lación-colaboración entre diversos grupos de investigación y la in-
terdisciplinariedad entre ellos; (c) el fomento y la institucionaliza-
ción de grupos de investigación y desarrollo tecnológico, mediante
el uso de la Plataforma ScienTI y sus respectivas convocatorias de
medición; (d) el fomento a las revistas y a la publicación científica;
(e) la incorporación de Colciencias al Consejo Nacional de Política
Económica y Social-CONPES, espacio supremo de la definición de
políticas; y (f) la incorporación de la visión, estrategias y plantea-
mientos sobre ciencia, tecnología e innovación en la Visión Colom-
bia 2019, Pacto por la Innovación y la Conformación de la Comi-
sión Nacional de Competitividad.
II.  ESTADO DEL DESARROLLO CIENTÍFICO Y TECNOLÓGICO
COLOMBIANO
Diversos indicadores pueden dar cuenta de la actividad científica y
tecnológica, tanto de insumo, como de proceso y resultados, y per-
miten en su análisis mostrar el grado de avance en algunos casos y
las dificultades en otros para consolidar la investigación y el desarro-
llo tecnológico del país.
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II.1.  El gasto en ciencia y tecnología
El primer elemento a destacar es el carácter pro cíclico del mismo,
lo que en gran medida afecta la consolidación de capacidades cien-
tíficas dado el largo plazo en que ellas se construyen. Por otra par-
te, el carácter pro cíclico del gasto en ciencia y tecnología conlleva a
que en los períodos de recesión y crisis se de la tendencia de mante-
ner un equilibrio estable de conservación de las capacidades cons-
truidas sin posibilidad de dar saltos cualitativos importantes, lo que
Forero y Jaramillo (2002) caracterizan como «la estabilidad alrede-
dor de niveles muy insuficientes de actividad científica y tecnológica.
En esos equilibrios inferiores, las comunidades de la ciencia y la tec-
nología son extremadamente reducidas y logran apenas un crecimien-
to vegetativo». Si bien, estos equilibrios inferiores se presentan, estos
se manifiestan en el mediano y a veces largo plazo, dependiendo de
la «fuerza» de capacidades y dinámicas acumuladas.
El gasto de ciencia y tecnología del país, público y privado, es
difícil de cuantificar dado que aún no se cuenta con una metodolo-
gía precisa para su medición y cálculo, aunque si bien se vienen ha-
ciendo esfuerzos en esta dirección a través del Observatorio Co-
lombiano de Ciencia y Tecnología, a partir del trabajo de Jaramillo
(2002a). Algunos ejercicios proxy se han realizado, estimándose la
participación de la inversión en investigación y desarrollo por parte
del sector privado, del sector académico y, desde luego con preci-
sión, el gasto público nacional en el tema. En el cuadro 2 se estima-
ba para el 2004 la inversión en ciencia tecnología e innovación en el
0,35% del PIB, que si se compara con las metas formuladas del 1%
en los años noventa y con los países desarrollados es bien distante.
Aún en América Latina estamos por debajo de Brasil, Chile, Vene-
zuela, Argentina y México.
Los recursos para Colciencias, principal fuente de financia-
miento de la actividad científica y tecnológica del país, crecen de
manera sostenida, presentándose luego una disminución impor-
tante. El crecimiento sostenido está asociado a los créditos del
BID I y II etapa. Al final del período 2001-2005, la recuperación
del financiamiento está asociado a los recursos del SENA, Ley 344
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de 1996 4 y al fondo de investigación en salud constituido mediante
la Ley 643 del 2001 que señala que el 7% de los recursos prove-
nientes de juegos de azar, con excepción de algunos casos, deben
ser dedicados a la investigación en salud. De los programas de Col-
ciencias, los referidos al desarrollo industrial y de calidad y al pro-
grama nacional de ciencia y tecnología de la salud, son los que en
gran medida han soportado el crecimiento reciente.
En el gráfico 1 se presenta para el período 1990-2005 la evolu-
ción y comportamiento del gasto de Colciencias.
Es de anotar que la situación financiera de Colciencias afecta de
manera importante la consolidación de la investigación científica, la
infraestructura de ciencia y tecnología y la formación de recursos
humanos de alto nivel, elementos esenciales para el desarrollo cien-
tífico y tecnológico y para el desarrollo de la innovación en Colom-
bia. Sin embargo, hay que destacar que la dinámica de la época de
crecimiento sentó las bases para un crecimiento acumulado y aún
sostenible de los grupos y centros de investigación y desarrollo tec-
HERNÁN JARAMILLO
4 La Ley 344 de 1996 estableció que el 20% de los recursos del SENA, prove-
nientes de ingresos para fiscalidad, deberán ser destinados al desarrollo de progra-
mas de competitividad y desarrollo tecnológico productivo. La asignación de estos
recursos no ha sido de fácil logro, a pesar de la ley. Cada año se ha dado una nego-
ciación entre las dos instituciones y, en general, se han entregado menos de los re-
cursos establecidos. Es un típico ejemplo de no articulación institucional y cumpli-
miento de un mandato legal.
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CUADRO 2.  Colombia, gasto en actividades de ciencia, tecnología e innovación
(2003-2004) (millones de pesos corrientes)
2003 2004 Porcentaje del PIB, 2004
Gobierno................. 514.576 525.428 0,21
Privada.................... 266.876 369.417 0,14
Total ....................... 781.452 894.845 0,35
FUENTE: Sector gobierno, cálculos DNP-DDE; Privada: II Encuesta de Innovación y
Desarrollo, en Presidencia de la República, Departamento Nacional de Planeación,
Colciencias (2006); Fundamentar el crecimiento y el desarrollo social en la ciencia, la tec-
nología y la innovación, Visión Colombia Segundo Centenario, 2019. Propuesta para
discusión. Bogotá, Grupo OP Gráficas S.A.
nológico en los distintos ambientes institucionales, con el peligro de
presentarse lo que anteriormente se denominó llegar a situaciones
de «equilibrios inferiores».
Como se puede observar, la política colombiana de ciencia y tec-
nología no ha tenido hasta ahora una correspondencia entre su ins-
titucionalización, acumulación de políticas y establecimiento de ins-
trumentos, con la correspondiente asignación de recursos 5.
II.2.  La producción de conocimiento
En el gráfico 2 se muestra la trayectoria de las publicaciones cientí-
ficas colombianas para el período 1975-2005. Este comportamiento
es el resultado de una correspondencia con la de acumulación de
capacidades en construcción de capital humano, intelectual, institu-
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5 El gobierno recientemente ha anunciado para el 2008 un presupuesto para
Colciencias de $148.000 millones (US$ 79.3 millones), lo que representa un
aumen to significativo e importante con relación a lo asignado en los años inmedia-
tamente anteriores. Esta política hace parte de la estrategia de asignar $550.000 mi-
llones hasta el 2010 para el fortalecimiento de la ciencia, la tecnología y la inno-
vación.
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GRÁFICO 1.  Presupuesto de Colciencias (millones de pesos del 2004)
FUENTE: Presidencia de la República, Departamento Nacional de Planeación, Colcien-
cias (2006); Fundamentar el crecimiento y el desarrollo social en la ciencia, la tecnología y
la innovación, Visión Colombia Segundo Centenario, 2019. Propuesta para discusión.
Bogotá, Grupo OP Gráficas S.A.
cional y de ambiente de conocimiento, así como, con la tendencia
del financiamiento de la investigación, principalmente, a partir de
1994 en donde se marca un quiebre importante de la curva. Asimis-
mo, es resultado del fortalecimiento de la investigación académica y
científica de los grupos y centros de investigación, así como de la
infraestructura institucional y de reglas del juego construidas.
Para el caso de la innovación tecnológica, el comportamiento en
cuanto a resultados en productos, procesos, publicaciones y paten-
tes no tiene la misma dinámica de comportamiento.
Si se compara con América Latina, Colombia presenta un nivel
inferior en el número de publicaciones registradas en Thomson-ISI
con relación a Brasil, Argentina, México, Chile y Venezuela para
toda la década de los noventa. Sin embargo, se puede afirmar que
como resultado de las políticas de ciencia y tecnología adoptadas
desde finales de los ochenta e inicio de los noventa, el país presenta
una tendencia de crecimiento mayor a los países considerados. Si se
observa el gráfico 3 se puede ver que la tendencia logarítmica de




GRÁFICO 2. Producción de artículos colombianos (1975-2005)
FUENTE: Cálculos propios con base en la base de datos Thomson-ISI.
II.3.  Capacidades científicas e institucionales
Uno de los indicadores importantes de avance en la construcción
de capacidades científicas lo conforman los grupos de investiga-
ción. Colciencias, como parte de la política de ciencia y tecnología,
ha establecido la convocatoria de reconocimiento y medición de los
grupos de investigación del país.
La convocatoria se inició en el año 2000 registrándose 340 grupos
de investigación; en 2002 se registraron 1.520 grupos, reconociéndo-
se únicamente para efectos de la medición, 544; para el año 2005,
de 3.761 de investigación registrados, fueron reconocidos 1.796 y
para 2006, de 2.075 grupos registrados se reconocieron 2.074. La
dinámica de evolución de grupos de investigación se puede obser-
var en el gráfico 4, destacándose la conformación reciente de mu-
chos de ellos.
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GRÁFICO 3. Tendencia del crecimiento de publicaciones en SCI. Colombia 
vs América Latina y el Caribe (1990-2004)
FUENTE: RICyT (2006): El Estado de la Ciencia. Principales Indicadores de Ciencia y
Tecnología Iberoamericanos/Interamericanos, Buenos Aires, noviembre. Cálculos pro-
pios.
Los grupos de investigación son las unidades básicas que hospe-
dan a los investigadores, a los programas, líneas y proyectos de in-
vestigación, a los jóvenes investigadores en formación y a los estu-
diantes de maestría y doctorado. Asimismo, los de mayor nivel de
reconocimiento soportan los programas nacionales de doctorado.
Es de anotar que las instituciones de educación superior absorben
cerca del 90% de los grupos de investigación. Hay, sin embargo,
que señalar que no todas las formas organizacionales de investiga-
ción y desarrollo tecnológico adoptan la modalidad de grupos, es el
caso de los centros privados de investigación, unidades de investi-
gación y desarrollo de algunas empresas y los centros tecnológicos.
En algunos casos se da una combinación de estas formas organiza-
cionales.
Dentro de los productos de nuevo conocimiento de los grupos
de investigación la principal expresión es la de la publicación cien-
tífica (artículos de investigación, patentes, productos tecnológicos
no registrados, normas, documentos de trabajo, entre otros). Igual-
mente, de acuerdo a la naturaleza de los grupos según la disciplina
y área del conocimiento en que se desarrolla su actividad, se esta-
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GRÁFICO 4.  Evolución de los grupos de investigación según antigüedad
FUENTE: Observatorio Colombiano de Ciencia y Tecnología (2005): «Indicadores de
Ciencia y Tecnología, Colombia 2005», Javegraf impresión, Bogotá, 298 págs.
blecen diversos vínculos de colaboración, ya sea con otros grupos
de investigación, con investigadores internacionales, con el sector
público o con empresas del sector productivo.
A pesar del fortalecimiento de los grupos de investigación, la co-
munidad académica y científica colombiana aún es pequeña y res-
tringida, más aun si se la compara a nivel internacional, tanto en
número como en grado académico de formación.
El tema de recursos humanos para la investigación, el desarrollo
tecnológico y la innovación es quizás uno de los retos más impor-
tantes y de mayor prioridad del país. Sin una formación del más
alto nivel (formación doctoral principalmente) no se podrán supe-
rar los umbrales necesarios para hacer de Colombia una sociedad
del conocimiento, innovadora y competitiva. Varios esfuerzos se
vienen haciendo con programas específicos: jóvenes investigadores
vinculados a grupos de investigación en pasantías de aprender ha-
ciendo; jóvenes emprendedores vinculados a centros de desarrollo
tecnológico o a empresas innovadoras; financiamiento de estudios
de doctorado, tanto en programas nacionales como extranjeros,
apoyo institucional a programas nacionales de doctorado y creación
de centros de excelencia. Sin embargo, falta una mayor articulación
entre estos programas y una prioridad grande en la asignación de
recursos a los mismos.
Como lo señala Becker (1996), las personas con un nivel de forma-
ción dado son más productivas en ambientes de alto capital humano
acumulado que en un medio de bajo capital humano incorporado.
De allí que la construcción, desarrollo y consolidación institucional
para la investigación, el desarrollo tecnológico y la innovación deba
ser de excelencia y calidad y no simplemente de número. El reto es
no solamente apoyar y fortalecer el número de grupos de investiga-
ción y de centros de desarrollo tecnológico e innovación, sino forta-
lecerlos en su calidad. En un estudio reciente, Jaramillo et al.
(2006) encontraron al evaluar el programa de jóvenes investigado-
res para medir la probabilidad de su tránsito a comunidades acadé-
micas, científicas y de desarrollo tecnológico que los grupos a los
que se habían vinculado le aportaron a los jóvenes un valor agrega-
do a su capital del 30% en uno a dos años de permanencia en los
mismos; que de acuerdo a un mayor o menor grado de excelencia
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se presentaba una varianza del 11,2% en el valor agregado que reci-
bía el joven; que dependiendo del área de la ciencia y la disciplina
científica del grupo, dada las diversas culturas y tradiciones de
ellos, la varianza del valor agregado era del 23,2% y finalmente, al
comparar poblaciones similares entre quienes habían pasado por el
programa de jóvenes y quienes no lo habían hecho la media del ín-
dice de éxito o de probabilidad era de 5,5 para los primeros y de
3,9 para los segundos. Estos resultados, replicables a distintos nive-
les y espacios de formación nos indican la necesidad de articular los
programas para dar continuidad en la formación de recursos huma-
nos y a privilegiar para la formación de los mismos los ambientes de
mayor capital acumulado de conocimiento e innovación.
II.4.  El desarrollo de la innovación
En el documento de Presidencia de la República, DNP y Colcien-
cias (2006) se llama la atención sobre la baja valoración del sector
productivo por las actividades de innovación y desarrollo tecnológi-
co indicándose que si bien «la insuficiencia de los estímulos del Es-
tado para la inversión privada en ciencia y tecnología incide en su
bajo nivel, un factor más importante lo constituye la escasa confian-
za de los empresarios colombianos en el papel del conocimiento
como fuerza motriz de sus empresas y de sus negocios». Aún persis-
te la visión de la competitividad basada fundamentalmente en la
macroeconomía, que en el cambio tecnológico y la innovación.
Esta realidad se corrobora con los resultados de la Segunda En-
cuesta de Desarrollo e Innovación Tecnológica llevada a cabo por el
DANE, el DNP y Colciencias en el 2005, entre los que se pueden
destacar: (a) sólo un 8,3% de las empresas analizadas se pueden
considerar como innovadoras en sentido estricto; (b) privilegio de
las empresas para adquirir tecnología liberada en el exterior; (c)
bajo nivel educativo del recurso humano ocupado en el sector em-
presarial: 0,07% cuenta con doctorado, 0,27% con maestría,
2,09% con especialización, 14,29% con grado profesional, 6,54%




En el documento citado de la Presidencia de la República, el
DNP y Colciencias (2006) se destacan adicionalmente a los facto-
res mencionados: (a) la baja utilización de conocimiento en la ac-
tividad económica y de producción para la exportación; (b) pérdi-
da de relevancia en la estructura manufacturera de los sectores
denominados «difusores de conocimiento»; (c) baja relación e in-
fluencia de la inversión extranjera en el desarrollo de la industria
nacional de alta tecnología y (d) baja interrelación universidad-
empresa.
Por otra parte, Malaver y Vargas (2006b) y Colciencias (2005)
destacan en sus análisis la desarticulación del Sistema Nacional de
Innovación entre instituciones, políticas, instrumentos y actores, a
diferencia de un grado mayor de articulación del Sistema Nacional
de Ciencia y Tecnología. Esta desarticulación, acompañada de los
elementos que anteriormente se señalaron como factores asociados
al bajo nivel de innovación, ha conducido a una baja eficiencia en
su utilización de los distintos instrumentos de política previstos
para incentivar al sector productivo hacia la innovación.
Desde luego, y a pesar de las circunstancias anteriores, existen
casos individuales exitosos de proyectos de innovación por parte de
empresas productivas. Varios de ellos, así como también casos per-
tenecientes a resultados e impactos de proyectos de investigación,
se referencian en el estudio de Colciencias (2006) en el que se docu-
mentan estudios de caso específicos.
II.5.  El impacto social de la investigación y el desarrollo
tecnológico
A nivel de la literatura internacional, Sagasti (2004); Perry (2005):
Perry, Arias, López, Maloney, y Servén (2006); Laffont y Martir-
mort (2003); Stiglitz (1999); Evenson (2001), entre otros, han abor-
dado el tema del impacto social de la ciencia y la tecnología. Exis-
ten también numerosos estudios de caso a nivel micro que miden el
impacto específico de proyectos de investigación sobre diversas va-
riables socioeconómicas. La mayoría de los estudios muestran una
«visión no voluntarista» del tema y por el contrario lo abordan en
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una mayor complejidad. Una revisión amplia de la literatura de me-
dición de impacto se encuentra en Zambrano, Jaramillo y Forero
(2004).
En el gráfico 5, Jaramillo y Albán (2006) esquematizan y sinteti-
zan los temas esenciales de la literatura mencionada sobre la com-
plejidad de las relaciones entre ciencia, tecnología e innovación con
los temas de crecimiento y pobreza. Entre las conclusiones más re-
levantes de los estudios mencionados, se pueden señalar las siguien-
tes: (a) la pobreza es un concepto multifacético que trasciende el
crecimiento económico (involucra, por ejemplo, dimensiones como
la equidad y la distribución del ingreso); (b) los estudios muestran
que la eficacia del crecimiento para reducir la pobreza depende del
grado de desigualdad inicial en la distribución de los ingresos; (c)
las mismas variables que potencializan el crecimiento pueden afec-
tar negativamente el mismo (por ejemplo, la relación capital huma-
no-mercado laboral); (d) las posibles asociaciones existentes entre
C y T, crecimiento y pobreza están mediadas por la presencia de ex-
ternalidades positivas (políticas de distribución y transferencias) y
negativas (trampas de pobreza) que afectan los resultados alcanza-
dos; (e) las políticas tendientes a mejorar los niveles de crecimiento
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GRÁFICO 5.  CyT, crecimiento, bienes públicos y pobreza
(por ejemplo, a través de la innovación y el desarrollo tecnológico)
deben complementarse con programas específicos para atacar las
otras dimensiones de la pobreza (distribución).
Un aspecto fundamental a tener en cuenta en los ejercicios de
medición y evaluación de resultados e impacto de las actividades de
ciencia, tecnología e innovación es la variable tiempo, dado que hay
proyectos cuyos resultados son más inmediatos, mientras que otros
proyectos requieren de mediano y largo plazo para llegar a tener re-
sultados e impacto social y económico.
En el caso colombiano, son notorios los ejercicios en el sector
agropecuario de medición de tasas de retorno significativas; en el
caso de salud, son numerosos los ejemplos y estudios de caso reali-
zados sobre el impacto de los proyectos a nivel de resultados de
prevención, tratamiento, diagnóstico, control de enfermedades y
políticas públicas y a nivel más macro o meso se han llevado a cabo
evaluaciones de impacto, no ya de proyectos específicos sino de
programas o subprogramas de ciencia y tecnología. Para el caso de
programas, la Facultad de Administración de la Universidad de los
Andes, el Observatorio Colombiano de Ciencia y Tecnología y la
Facultad de Economía de la Universidad del Rosario, llevaron a
cabo en el 2003 una evaluación de programas de ciencia y tecnolo-
gía y su impacto en la sociedad colombiana. A nivel de proyectos,
como ya se ha mencionado, Colciencias (2006) publicó los resulta-
dos de impacto de 75 proyectos de investigación seleccionados en-
tre 1990 y el 2005 y financiados por la institución.
III.  UNA REFLEXIÓN FINAL
Las reformas iniciadas en los noventa marcaron un contexto dife-
rente en la política pública general y, en particular, en la concepción
de la política pública de ciencia, tecnología e innovación, respon-
dieron a una nueva concepción del Estado, donde se redefinieron el
propósito, la forma y su campo de acción. En cuanto al propósito
del Estado se señaló que la acción del mismo no debería estar
orientada a sustituir los mercados y las condiciones de competen-
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cia, sino por el contrario, a promocionarlos. Con relación a la forma
de intervención estatal, ésta se concibió desde la perspectiva de co-
rregir las distorsiones del mercado y de complementarlo, existiendo
consenso sobre intervenciones temporales, eficientes y restringidas
en áreas compatibles con el desarrollo económico, enfatizándose la
necesidad de que en los temas de las complementariedades entre la
inversión pública y la inversión privada, la concentración de la in-
versión pública debería focalizarse en actividades que generaran ex-
ternalidades positivas, como es el caso de la educación y la ciencia y
la tecnología, entre otros. Y en cuanto al ámbito de acción del Esta-
do, éste se centró en la creación de condiciones para el funciona-
miento más eficiente de los mercados y en el fortalecimiento de la
adquisición de capacidades bajo el concepto de capital humano,
como factor de crecimiento y desarrollo.
Dentro de los cambios, en cuanto a la reforma del Estado y su
relación con los mercados, es preciso detenerse en lo relacionado
con la institucionalización de la ciencia, la tecnología y la innova-
ción y su estructura organizacional.
Es necesario resaltar tres aspectos importantes para entender la
diferencia de las políticas que sobre la investigación, el desarrollo
tecnológico y la innovación adoptan los países desarrollados y los
países en desarrollo con referencia a los nuevos arreglos institucio-
nales del Estado y su relación con los mercados.
En primer lugar, los nuevos arreglos institucionales y el papel
del Estado en los países desarrollados en los que la inversión priva-
da ha estado creciendo, tienen como base fundamental capacidades
construidas y consolidadas en ciencia y tecnología, en su inversión y
organización, en su infraestructura y en recursos humanos de alto
nivel, en la coherencia de políticas públicas y de instrumentos que
han favorecido y favorecen su desarrollo científico y tecnológico y
la integración de sus resultados al desarrollo de sus sociedades.
En segundo lugar, la explicación de la diferencia entre los países
frente a la adopción y resultados de políticas y modelos similares
está en la diversidad de la calidad de las instituciones, que compor-
tan las sociedades y los países. Y parte fundamental de la calidad de
las instituciones está explicada por la coherencia entre modelos, po-
líticas, instrumentos, recursos financieros, humanos y de infraes-
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tructura, estabilidad en el largo plazo, cultura de la investigación y
la innovación y comportamiento organizacional. Este tema es de re-
levancia para entender la diferencia existente entre el resultado de
la adopción e impacto que pueden tener estos aspectos en los países
desarrollados y con tradición en ciencia y tecnología y los países en
desarrollo con escasez y desarrollo muy inicial o intermedio en la
consolidación de capacidades en investigación, desarrollo tecnoló-
gico e innovación.
En tercer lugar, una diferencia fundamental entre la adopción
de modelos y formas organizacionales y de relacionamiento con los
mercados por parte del Estado entre los países desarrollados y en
desarrollo, es el hecho de la sustitución de las políticas de mediano
y largo plazo por políticas estrictamente coyunturales y de corto
plazo que atentan y retrasan las primeras. Se puede afirmar que
mientras en los países desarrollados la integración y coherencia de
las políticas explícitas con las políticas implícitas es consistente, en
los países en desarrollo esta relación de coherencia e integración es
realmente escasa.
Retomando el tema del gasto público en investigación y desarro-
llo, y como diferencia también con los países desarrollados que han
consolidado sus procesos de investigación, desarrollo e innovación
en el marco de las reformas y los procesos cada vez más de econo-
mías abiertas e internacionalizadas, se puede señalar que si bien la
composición del financiamiento ha venido cambiando en cuanto a
la mayor participación privada del mismo, no ha habido un proceso
de sustitución del gasto público por gasto privado. En los países en
desarrollo en cambio, el gasto público en investigación y desarrollo
en vez de consolidarse y fortalecerse en muchos casos ha permane-
cido estable, con niveles bajos frente al PIB, o en otros ha descendi-
do en forma significativa. La discusión y la orientación de políticas
sobre la participación del sector privado en el financiamiento de la
investigación, el desarrollo tecnológico y la innovación, ha estado
permeada por la concepción de sustitución de gasto, debido entre
muchos factores, a las crisis fiscales y a la primacía que se le da a las
políticas de corto plazo sobre las de mediano y largo plazo.
Las anteriores consideraciones son las que explican que si bien
en Colombia el proceso de investigación y desarrollo y de innova-
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ción ha tenido avances significativos, aunque diferenciados en sus
resultados entre el sector académico y el productivo, aún persisten
elementos institucionales, de nivel de inversión, de reglas de juego,
de coherencia e integración de políticas, de diferencias entre políti-
cas explícitas y políticas implícitas, de eficiencia y cultura organiza-
cional y de trade-off entre el corto, mediano y largo plazo en la con-
cepción, estabilización y desarrollo de las políticas públicas, que
limitan y restringen los grados de libertad de un funcionamiento
óptimo de los sistemas de ciencia y tecnología y de innovación.
Perfetti (2006), al relacionar el sentido de la inversión en cien-
cia, tecnología e innovación con la construcción de capacidades y
articulación de políticas y actores, señala que: «Estas inversiones
tienen sentido y ayudan a generar verdaderos círculos virtuosos de
desarrollo si el país cuenta con los elementos fundamentales que
constituyen la base sobre las cuales se construyen las economías de
conocimiento (…). En este orden de ideas el país debe dirigir sus es-
fuerzos en la dirección de desarrollar y fortalecer los cuatro actores
fundamentales sobre los que se basan dichas sociedades: un capital
humano especializado y de alto nivel, una institucionalidad sólida,
dinámica y flexible que lidere y soporte el desarrollo científico y
tecnológico que el país requiere, una población que valore y apoye
este tipo de actividades y un empresariado y unas empresas alta-
mente innovadoras».
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10.  HISTORIA, VALORACIÓN Y PROSPECTIVA 
DEL DESARROLLO DE LA CIENCIA, 
TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN EN COSTA RICA
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RESUMEN
Costa Rica enfrenta el reto de reorientar su modelo de desarrollo
para abordar exitosamente los desafíos que le presenta el nuevo
contexto socioeconómico nacional e internacional. La ventaja que
tiene el país a su favor es que desde mediados del siglo pasado
apostó a la educación y a la seguridad social como los motores que
impulsan el desarrollo humano. La incuestionable trascendencia de
estos valores nos permite construir, a partir de sólidos cimientos, la
sociedad costarricense del futuro centrada en el ser humano y el co-
nocimiento, en la cual la ciencia, la tecnología y la innovación sean
instrumentos poderosos para resolver los problemas sociales, am-
bientales y económicos, y asegurar así la sostenibilidad del mejora-
miento de la calidad de vida de nuestra sociedad. Para alcanzar esta
aspiración, estamos obligados a mirar lo actuado, a evaluar crítica-
mente lo construido y a concretar lo propuesto.
I.  INTRODUCCIÓN
La presente valoración crítica y propositiva de la construcción de
capacidad nacional en ciencia y tecnología, y de su papel al servicio
* Centro Nacional de Alta Tecnología (CENAT).
** Universidad Nacional. San José, Costa Rica.
del desarrollo humano integral tiene por objetivo fundamentar una
estrategia cuya aplicación permita la construcción de la sociedad
costarricense del futuro. En ella, la generación de conocimiento, su
transferencia e integración a la base productiva permitirán dar res-
puesta a los requerimientos del desarrollo social, ambiental y eco-
nómico, y construir una sociedad del conocimiento próspera, soste-
nible y solidaria. Esto requiere la identificación y potenciación de
las fortalezas, y el planteamiento de nuevas formas de abordar los
desafíos.
II.  INSTITUCIONALIDAD Y POLÍTICAS DEL SECTOR 
DE CIENCIA Y TECNOLOGÍA
En 1963, el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas es-
tableció el United Nations Advisory Committee for the Aplication
of Science and Technology (UNACAST) originado en la Conferen-
cia de las Naciones Unidas «La Aplicación de la Ciencia y la Tecno-
logía en Beneficio de las Regiones Menos Desarrolladas» que pre-
tendía abordar los problemas prioritarios y necesidades específicas
de cada región, a partir de dos principios fundamentales:
• La brecha tecnológica que cada vez se ensanchaba más entre
los países industrializados y los que no lo eran, y
• El reconocimiento tácito del rol básico que la ciencia y la tec-
nología desempeñan en el crecimiento económico de cual-
quier nación.
En 1965, la UNESCO convoca en Santiago de Chile la Confe-
rencia sobre la Aplicación de la Ciencia y la Tecnología al Desarrollo
de América Latina (CASTALA), la cual generó la idea de estimular
la creación de consejos nacionales de investigación —CONICIT’s—
en nuestros países y un foro permanente para ellos. Después de
CASTALA, los países americanos empezaron a sentirse estimulados
para crear estos consejos, llegándose a crear unos quince de ellos
activos en Latinoamérica y la región del Caribe. Estos eran impulsa-
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dos por grupos de científicos locales, los cuales obedecieron básica-
mente a inquietudes y motivaciones de los propios científicos.
En Costa Rica, el primer paso lo da el Consejo Universitario de
la Universidad de Costa Rica en 1964 al crear una «Comisión Uni-
versitaria de Investigaciones» (CUNI), con el ánimo de organizar y
regir la investigación universitaria en procura de la adecuación y ex-
celencia de la investigación.
Es a partir de la década de los setenta que se toman las primeras
acciones de carácter gubernamental para constituir lo que es hoy un
conjunto de entes interrelacionados entre sí, los cuales actúan bajo
un esquema legal y siguiendo una política nacional en ciencia y tec-
nología.
Es así como nace el CONICIT como Ley de la República N.º 5.048
del 28 de julio de 1972. Esta institución se crea con el fin de pro-
mover el desarrollo científico y tecnológico, y asesorar al Gobierno
de la República en la definición de la política científica y tecnológi-
ca. Desde sus inicios establece una serie de programas de apoyo al
mejoramiento de la capacidad investigadora del país mediante fi-
nanciamiento de investigaciones, formación de recursos humanos
especializados, apoyo a la creación de centros de información en
áreas de prioridad estratégica para el país, así como al estableci-
miento de comisiones ad hoc para recibir retroalimentación de la
comunidad científica y tecnológica del país.
En el sector universitario estatal se crean, a partir de 1973, los
marcos legal y organizativo para el apoyo a la investigación en los
diferentes recintos educativos mediante la figura de Vicerrectorías
de Investigación, con el fin de fortalecer y orientar el quehacer de la
investigación en la respectiva institución.
Un hecho importante desde el punto de vista de la planificación, la
política científica y tecnológica y los planes nacionales de desarrollo
lo constituyó la creación en el año 1979 de la Unidad de Ciencia y
Tecnología en la Oficina de Planificación Nacional y Política Eco-
nómica (OFIPLAN). Este hecho posteriormente se complementa
con la formulación conjunta entre el CONICIT y esta Unidad de
OFIPLAN (hoy MIDEPLAN) del primer programa estructurado
de nivel nacional que definió los primeros lineamientos de política
para desarrollar la capacidad científica y tecnológica del país; este
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programa formó parte del Plan Nacional de Desarrollo «Gregorio
José Ramírez» 1979-1982.
En la década de los ochenta se inicia un proceso más continuo
de apoyo a la promoción de actividades científicas y tecnológicas.
Entre los hechos más relevantes destaca el préstamo para Ciencia y
Tecnología concedido por la Agencia Internacional para el Desarro-
llo de Estados Unidos de América (AID), por un monto de US $
4,5 millones y un monto igual de contrapartida de aporte del Go-
bierno de la República. Este préstamo se enfocó a la investigación
en los campos de: recursos naturales, energía y tecnología, así
como, un programa de estudios de postgrado en estas áreas y un
importante componente para la divulgación y transferencia de los
resultados de las investigaciones.
El interés estatal para el financiamiento de las investigaciones
enfatizó el desarrollo tecnológico y la investigación aplicada, debi-
do a la orientación de las fuentes de financiamiento externo. Esto
generó el primer cuestionamiento entre el énfasis al desarrollo tec-
nológico o al desarrollo de la investigación científica, tesitura que
fue ganada por el énfasis hacia lo tecnológico, con el consiguiente
impacto negativo en el Sistema de Ciencia y Tecnología por el debi-
litamiento de la capacidad científica nacional.
Durante esta época se creó cierta infraestructura básica y se rea-
lizó una cantidad importante de actividades científicas y tecnológi-
cas. Sin embargo, la organización del sistema científico y tecnoló-
gico, aún incipiente, operó en forma dispersa y sin mecanismos
claros, lo cual evidenció fallas de integración entre las instituciones
que lo constituían, restándole efectividad al accionar articulado de
las mismas.
Otro hecho fundamental lo constituyó la ejecución del Proyecto
COS. 81 T01, financiado con recursos del PNUD, el cual se centró
en mejorar la capacidad de planificación y definición de políticas en
ciencia y tecnología de Costa Rica. Con este proyecto se financiaron
cerca de 51 estudios de diversa índole, tales como diagnósticos, in-
ventarios, propuestas, modificaciones a leyes y otros.
El préstamo CONICIT/BID/CONARE —cuya ejecución inició
en 1988— constituyó el segundo esfuerzo con financiamiento ex-
terno para el desarrollo científico y tecnológico. Fue ejecutado por
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el CONICIT por un monto de US $22 millones y por CONARE
por un monto de US $12 millones, para una inversión total de US $
34 millones. Este préstamo apoyó la infraestructura y servicios en
US $25,5 millones; la investigación y desarrollo de empresas públi-
cas y privadas en US $3,8 millones, y la capacitación de recursos
humanos en US $2,7 millones.
Este préstamo permitió el financiamiento de 90 proyectos de in-
vestigación en áreas prioritarias para el país, tales como: industriali-
zación de productos agropecuarios; abastecimiento de alimentos
agropecuarios y productos de exportación; recursos hidrobiológi-
cos y marinos; forestal y medio ambiente; microelectrónica e infor-
mática; biotecnología; normalización, metrología y control de cali-
dad; productividad y gestión tecnológica y metalmecánica; entre
otras. Asimismo, se financiaron 71 estudios de postgrado a nivel de
maestría, doctorado y postdoctorado, 87 cursos de adiestramiento
especializado y se apoyó en su formación profesional a 236 investi-
gadores y tecnólogos, en las áreas mencionadas anteriormente.
Además, se fortaleció la infraestructura científica y tecnológica me-
diante la construcción, mejoramiento y equipamiento de 14 centros de
investigación. También se apoyó mediante equipamiento y material bi-
bliográfico a diversos centros de información especializados en áreas
tales como: industria, agricultura, salud, comercio, tecnologías, y polí-
ticas científico-tecnológicas. Finalmente, se contrató la realización de
19 consultorías en apoyo a las actividades del préstamo.
Como parte de los instrumentos básicos de la política se crea
mediante Decreto Ejecutivo, del 27 de agosto de 1987, el Sistema
Nacional de Ciencia y Tecnología. Este Sistema Nacional pretende
en forma expresa, como tarea primordial del Estado, fortalecer,
propiciar, definir, coordinar y dotar de recursos las actividades
científicas y tecnológicas, para el desarrollo integral del país.
Se establece el Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología como
el conjunto de entidades y órganos de los sectores público, privado
y universitario que intervienen en el proceso de desarrollo científico
y tecnológico para la concertación de sus intereses y la coordina-
ción de sus actividades.
Se crea el Ministerio de Ciencia y Tecnología (1986-1990), como
ente planificador y coordinador del Sistema de Ciencia y Tecnolo-
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gía; este Ministerio formuló el Primer Plan Nacional de Ciencia y
Tecnología.
Dicho plan, concebido con el aporte del Gobierno de Costa
Rica, el Sector Productivo y la Comunidad Científica/Tecnológica,
constituyó una guía de trabajo para la conducción de una acción
concertada entre los sectores para fortalecer el modelo de desarro-
llo económico y social, plasmado en el Plan Nacional de Desarrollo.
El cambio tecnológico y la innovación, con un sustrato científico
autóctono y un empleo creciente de capacidad y recursos naciona-
les, están llamados a contribuir a lograr los niveles de eficiencia, la
flexibilidad y el dinamismo de respuesta del sector productivo a las
demandas del mercado externo e interno.
En esa época también se establece la reconversión industrial
como pilar central del Programa de Ciencia y Tecnología, con accio-
nes tanto desde el punto de vista de la demanda como de la oferta
de ciencia y tecnología. Los objetivos específicos de este programa
abarcan el fortalecer los mecanismos de comunicación, negociación
y formulación de políticas entre el Gobierno, los entes estatales
(CONICIT, MICYT, MEIC) a cargo del fomento tecnológico y em-
presarial, las instituciones privadas e internacionales promotoras del
desarrollo (CINDE, Cámara de Industrias, PNUD, INTECO), las
organizaciones laborales (sindicatos, cooperativas, solidarismo) y las
empresas de las distintas ramas del sector industrial.
Durante 1990-1994, el MICYT promueve la ratificación y ejecu-
ción de la Ley de Promoción del Desarrollo Científico y Tecnológi-
co Nº 7.169. Esta Ley pretende consolidar el Sistema de Ciencia y
Tecnología, crea impuestos específicos para CyT, una Comisión de
Incentivos Científicos y Tecnológicos, establece mecanismos para
fortalecer la gestión tecnológica, crea incentivos fiscales y arancela-
rios a las empresas, la carrera de investigador científico y un Regis-
tro de CyT, entre otros. Sin embargo, en un retroceso en el proceso
de consolidación del desarrollo científico tecnológico nacional —del
cual el sistema aún no se recupera— algunos de estos incentivos
fueron derogados por la Ley Nº 8.114 de Simplificación Tributaria
de 9 de julio de 2001.
Como apoyo a la infraestructura científica y tecnológica se insti-
tucionalizan, en 1992, las siguientes organizaciones: la Academia
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Nacional de Ciencias, la Asociación para la Promoción de la Cien-
cia y la Tecnología y la Cámara de Empresas de Base Tecnológica,
todas con carácter independiente y promotoras del desarrollo cien-
tífico y tecnológico del país.
En este proceso de consolidación, durante las siguientes admi-
nistraciones, el Ministerio de Ciencia y Tecnología impulsó diversas
iniciativas que tuvieron por objetivo la constitución de un metasis-
tema nacional que integrara al de Ciencia y Tecnología con las ins-
tancias de desarrollo industrial, con el fin de modernizar este sector
con base en innovación tecnológica y con un fuerte sustrato de co-
nocimiento científico y tecnológico; con lo cual la constitución de
un Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación empieza
a tomar cuerpo.
Durante el año 2005, mediante un proceso participativo que invo-
lucró a más de doscientos profesionales de los sectores académico,
empresarial y gubernamental, se diseñó el plan denominado «Estra-
tegia Siglo XXI: Una visión de la ciencia y la tecnología para Costa
Rica», cuyo objetivo es constituir un marco de acción centrado en
la educación, la ciencia, la tecnología y la innovación para que Cos-
ta Rica llegue a ser un país desarrollado en la primera mitad del
presente siglo. Dicho plan fue presentado oficialmente al país en el
año 2006, y actualmente se encuentra en el inicio de su ejecución.
En síntesis, Costa Rica cuenta con una organización de su insti-
tucionalidad científico-tecnológica relativamente reciente, la cual ha
evolucionado de un marco institucional inexistente hacia una con-
cepción sistémica en vías de consolidación con el replanteamiento
del Sistema Nacional de I+D+I del país, impulsado actualmente
por el MICIT.
III.  CAPACIDAD NACIONAL DEL SECTOR DE CIENCIA 
Y TECNOLOGÍA
Se presenta a continuación, y de forma muy resumida, el análisis de
algunos indicadores básicos de ciencia y tecnología referidos a Cos-
ta Rica.
HISTORIA, VALORACIÓN Y PROSPECTIVA DEL DESARROLLO DE LA CIENCIA, TECNOLOGÍA...
337
El acceso a información actualizada y confiable en investigación
y desarrollo ha sido difícil. No existe un sistema normalizado, la
que cuando está disponible lo está en formatos diferentes y siguien-
do criterios de clasificación y agregación variados. Creemos que es
indispensable realizar un gran esfuerzo para el desarrollo de un
buen sistema de información en ciencia y tecnología.
III.1.  Recursos humanos en ciencia y tecnología
De acuerdo con el Registro Científico y Tecnológico del CONICIT,
el número de investigadores en 2002 era de 1.271, de los que el
88% trabajaba en instituciones de educación superior y el 1% en el
sector privado. La distribución por ámbitos de actividad era: cien-
cias exactas y naturales. 35,5%; ciencias sociales: 25,7%; ciencias
agropecuarias: 20,3%; ingeniería y tecnología: 10% y ciencias de la
salud, 8,3%.
El número de investigadores con postgrado es significativo. Un
39% aproximadamente del total tiene grado de maestría y un 24%
cuenta con grado de doctorado. El área en que se concentra la ma-
yor cantidad de profesionales con grado de maestría y doctorado se
da en las ciencias exactas y naturales.




Bachillerato Licenciatura MSc. PhD. Total 
general
Ciencias exactas y naturales. 35 130 155 132 452
Ciencias sociales ................. 14 105 132 76 327
Ciencias agropecuarias ....... 18 77 109 54 258
Ingenierías y tecnología....... 11 47 51 20 129
Ciencias de la salud............. 2 33 47 24 106
Total general....................... 80 392 494 306 1.272
FUENTE: Registro Científico y Tecnológico, CONICIT.
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El siguiente cuadro muestra la distribución de los investigadores
por sector institucional y grado académico.




Bachillerato Licenciatura MSc. PhD. Total 
general
Educación superior .............. 57 331 441 287 1.116
Estatal .................................. 15 53 36 9 113
Organismos regionales ........ 1 0 8 8 17
Organizaciones privadas sin 
fines de lucro ................... 4 3 5 1 13
Sector privado...................... 3 5 4 1 13
Total general....................... 80 392 494 306 1.272
FUENTE: Registro Científico y Tecnológico, CONICIT.
III.2.  Graduados de las Universidades 1
Una importante medida de output es la de graduados de la Educa-
ción Superior en Costa Rica. El sistema universitario costarricense
es complejo, con cuatro universidades públicas y cerca de 50 uni-
versidades privadas. Los datos de graduados más recientes disponi-
bles, 2003, muestran que el 41% de los graduados de grado vienen
de las universidades públicas. En el postgrado, fundamentalmente
maestrías, el 44% de los graduados viene de las universidades pú-
blicas. Sin embargo, la gran mayoría de los graduados provienen de
las ciencias sociales y la educación, representando cerca de un 75%
del total. Las ciencias básicas representan un 5,5% de los gradua-
dos y las ingenierías un 6%. Por otra parte, estos valores no sólo
son bajos porcentualmente, sino también en términos absolutos, ya
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que en el 2003 se graduaron 1.461 estudiantes de ciencias básicas y
1.509 de ingeniería. La situación en postgrado no es muy diferente
en cuanto a valores relativos.
Los datos disponibles para los graduados de maestría en el Infor-
me sobre el Estado de la Nación no están desagregados por área del
conocimiento. Sin embargo, los datos disponibles en RICYT para
1995-1997 muestran que la mayoría de los graduados, alrededor de
un 70%, provienen del área de las ciencias sociales. En América La-
tina, este porcentaje es menor al 40%. Los graduados de postgrados
en ciencias exactas y naturales en Costa Rica representan un 8%,
mientras que en Latinoamérica un 12%. Igual déficit de graduados
de postgrado, con respecto al resto de Latinoamérica lo encontra-
mos en las ingenierías y tecnologías, donde las cifras para Costa Rica
son menores al 1% y en América Latina son del 15%.
Las graduaciones más elevadas en el nivel de grado se dan en las
ciencias biomédicas y las ingenierías 2. En el nivel de postgrado, se
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GRÁFICO 1.  Distribución del total de diplomas a nivel de postgrado en las
diferentes áreas de Ciencia y Tecnología. Universidades públicas
(1990-2001)
FUENTE: Láscaris Comneno et al., 2005.
mantiene el interés por el área de las ciencias biomédicas. Sin em-
bargo, las ingenierías evidencian, en comparación con la gradua-
ción en esta área en el nivel de grado, una disminución alarmante.
III.3.  Producción académica
La producción bibliográfica costarricense merece una atención espe-
cial. En particular, el análisis del desempeño de la ciencia costarri-
cense en el contexto de la región latinoamericana coloca, al año
1998, a Costa Rica en niveles de producción comparables a los de las
naciones latinoamericanas de mayor producción científica (Lomonte y
Ainsworth, 1998). Además, en relación con el resto de América Cen-
tral, la producción de publicaciones de Costa Rica —tanto en el total
de publicaciones como en aquellas indexadas en el Science Citation
Index (SCI)— a 1996 supera significativamente a la producción del
resto de los países de América Central. Las publicaciones de Costa
Rica registradas por el SCI alcanzan el 42% del total, seguido de Pa-
namá (28,5%) y Guatemala (20,8%) (Zeledón y Avalos, 1996).
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GRÁFICO 2. Publicaciones indexadas en SCI (1980-2003)
FUENTE: Estrategia Siglo XXI.
Considerando publicaciones indexadas en el SCI, a partir de 1993,
la producción bibliográfica costarricense se acelera, llegando en el
2003 a 285 artículos indexados, lo que representa, en términos per
cápita, 7 publicaciones por cada 100.000 habitantes. Este crecimien-
to en la tasa de publicaciones se da de manera paralela a la consoli-
dación del sector de ciencia y tecnología, tanto en lo referente a la
formación de recursos humanos de alto nivel, al acceso a internet a
partir de 1993 y al mejoramiento de la infraestructura a disposi-
ción de los grupos de I+D, logros que se alcanzan fundamental-
mente gracias a los préstamos internacionales AID-CONICIT y
BID-CONICIT-CONARE.
En cuanto a la distribución temática de la producción académi-
ca 3, la agregación de los datos relativos al total de la misma en el
trienio 1999-2001 se presenta en el gráfico siguiente.
Esta información evidencia que la producción académica costa-
rricense en áreas de ciencias y tecnologías está fuertemente concen-
trada en el área biológica, siendo igual al 44,8% de la producción
total del sector.
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GRÁFICO 3. Total de publicaciones (1999-2001)
FUENTE: Láscaris Comneno et al., 2005.
Al considerar que el área con siguiente mayor producción aca-
démica es ingenierías y arquitectura, con un 23,2% del total, debe
tenerse en cuenta que ésta se concentra fuertemente en la produc-
ción académica generada en el campo de la ingeniería agronómica.
III.4.  Patentes 4
Los datos de RICYT en patentes muestran que en Costa Rica no se
ha desarrollado una cultura de invención y patentamiento, como
puede verse en los siguientes cuadros.




Nacionales Extranjeros Nacionales Extranjeros
2002........... 47 295 4 44
2003........... 47 295 3 8
2004........... 0 165 2 13
FUENTE: Estrategia Siglo XXI.
Asimismo, la cooperación internacional, especialmente europea,
ha sido importante en el desarrollo científico de Costa Rica.
III.5.  Inversión en investigación y desarrollo (I+D)
Es importante anotar que para un país pequeño como Costa Rica,
la inversión en investigación y desarrollo es estratégica. Los datos
sitúan esta inversión en el año 2000 en US$ 62 millones, lo que re-
presenta un 0,39% del producto interno bruto. Este valor es menor
al del promedio para América Latina.
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En resumen, Costa Rica cuenta con un importante contingente
de especialistas a nivel universitario, pero estos todavía no alcanzan
el número ni la especialización requerida para afrontar los requeri-
mientos de mercados altamente competitivos y diversificados. Se
nota dentro de la estructura por áreas del conocimiento una marca-
da tendencia hacia obtener grados en disciplinas de las áreas socia-
les como derecho, administración, economía, educación y otros y,
en una menor proporción hacia carreras profesionales en áreas tales
como: la física, la matemática, las ingenierías y otras ciencias, que
son la base de un desarrollo tecnológico fundamentado en el cono-
cimiento para la resolución de los problemas nacionales y la aten-
ción de los requerimientos productivos.
Ya desde 1991, se observa del comportamiento sostenido del
país en cuanto a la baja formación en profesionales en áreas cien-
tífico-tecnológicas. Esto fue objeto de la siguiente valoración: «Pre-
cisamente porque tiene una población tan pequeña, Costa Rica
deberá producir un número proporcionalmente más elevado de
científicos por habitante que en los países grandes, si se espera que
su comunidad científica alcance la masa crítica necesaria» (Sábato,
1991: 57).
También en la investigación y generación de conocimiento la es-
tructura del Sistema de Ciencia y Tecnología costarricense presenta
debilidades serias. La matemática y la física constituyen ámbitos dis-
ciplinarios deficitarios, tanto en la formación profesional como en la
investigación y generación de conocimiento. El ámbito de las inge-
nierías topográfica, química, industrial, eléctrica, mecánica, civil,
electrónica, deficitario en formación de nivel de postgrado, lo es
también en investigación y producción académica; en tanto que el
área de computación e informática es deficitaria en investigación.
A lo largo de todo el período es notorio que el modelo de de sa rro -
llo costarricense ha optado por la concentración de los recursos de
investigación y desarrollo en el sector público, fundamentalmente
en las universidades estatales. La inversión pública en este rubro,
aunque insuficiente en valores absolutos para garantizar el impacto
requerido por el desarrollo, es muy significativa en el contexto del
presupuesto nacional, siendo comparativamente mínima la inver-
sión del sector privado en I+D.
EDUARDO SIBAJA Y TATIANA LÁSCARIS
344
Ya en 1990, destaca la primacía de temáticas biológicas y de sa rro -
llos de éstas en la investigación científica costarricense, lo cual obe-
dece a los requerimientos de la salud pública y la producción agríco-
la, cuyo consiguiente apoyo económico y social nutrió el desarrollo
de este campo del conocimiento. Esta tendencia continúa al me-
nos hasta el año 2002, según los datos disponibles. En contraste,
la debilidad del sector industrial, inevitable dado el tamaño del
mercado costarricense, condujo a la ausencia de un apoyo social
equivalente para el desarrollo de otros campos científicos y tecno-
lógicos.
Al respecto, conviene no olvidar las palabras de Sábato en cuan-
to a posibilidades científico-tecnológicas de Costa Rica:
Es útil recordar un problema básico típico de países en desarrollo, y más
agudo en países pequeños como Costa Rica. La ausencia de una economía
con una industria madura usualmente inhibe el desarrollo científico o lo
distorsiona. Este problema se mencionó anteriormente, al analizar la pri-
macía de las temáticas biológicas y agrícolas en la ciencia y tecnología cos-
tarricense. El desarrollo balanceado de la ciencia y la tecnología requiere
múltiples apoyos económicos y sociales para todos los campos del conoci-
miento. Pero es imposible asegurar esto sin la red densa de las economías
externas ofrecidas por un sistema productivo grande, maduro y altamente di-
versificado. De hecho, ningún país en el mundo moderno tiene un desarrollo
científico-tecnológico equilibrado, ni siquiera un país tan grande y rico
como Estados Unidos. Pero un sistema científico-tecnológico fuertemente
sesgado automáticamente genera límites a su propio desarrollo. Esto cons-
tituye un gran riesgo para un país como Costa Rica, que requiere urgente-
mente de la ayuda de la ciencia y la tecnología para mejorar sus perspecti-
vas futuras [Sábato, 1991: 39].
La formación de profesionales que requieren tanto el sector de
I+D como el sector productivo no ha respondido a una planifica-
ción intersectorial asociada a un plan nacional de desarrollo.
La misma situación se confirma en el Plan Nacional de Desarro-
llo Jorge Manuel Dengo Obregón 2006-2010, presentado por el ac-
tual gobierno en ejercicio. El mismo, aún siendo un importante
ejercicio de planificación cuya ejecución puede derivar en avances
importantes para el país, no plantea estrategias de coordinación
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 entre el sector académico y el sector productivo, tanto en lo refe-
rente a los programas de investigación y desarrollo que se requiere
ejecutar para la modernización de la base productiva nacional,
como a los planes de formación de recurso humano requerido tanto
por el sector productivo como por el mismo sector de investigación
y desarrollo.
Y en este contexto de ausencia de coordinación sistemática
 entre dichos sectores y los diversos niveles de gobierno, el problema
de la falta de financiamiento para la innovación no es, al igual que
muchos otros, un problema que haya sido abordado integralmente
entre todos los sectores involucrados, cada uno de los cuales tiene
tanto necesidades como fortalezas y capacidades que aportar a la
construcción colectiva de estrategias de solución a la problemática.
Sigue siendo una prioridad el acercamiento de la comunidad finan-
ciera con la empresarial y la de investigación.
IV.  VALORACIÓN DE LA RELACIÓN ENTRE EL DESARROLLO 
DE LA CIENCIA Y TECNOLOGÍA Y EL DESARROLLO
ECONÓMICO Y SOCIAL
El hecho de que la industria latinoamericana —y en particular, la
industria costarricense— tiene, en términos absolutos y relativos,
una capacidad de investigación significativamente menor que la que
presentan los países desarrollados confirma para la región la necesi-
dad de un fuerte y eficaz vínculo sinérgico entre este sector y las
universidades e institutos de investigación, en los cuales se concen-
tra la mayor capacidad investigativa. La industria costarricense, al
igual que la industria latinoamericana en general, requiere de las
universidades, tecnologías internacionalmente competitivas.
Las universidades públicas tienen una larga tradición de vincu-
lación con la sociedad costarricense; esto se ha venido haciendo
mediante múltiples mecanismos, especialmente los proyectos de in-
vestigación, extensión y acción social.
Con los cambios ocurridos en los últimos tres quinquenios, nue-
vas formas de vinculación se han desarrollado y nuevos actores se
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han sumado a las redes que las universidades públicas han construi-
do con la sociedad; en este sentido, es que empiezan a tener un pa-
pel más destacado los llamados mecanismos de interfaz.
Son estos mecanismos un eslabón fundamental en el sistema de
ciencia y tecnología e innovación, y más aún cuando un 90% de la
investigación se realiza fundamentalmente en las universidades pú-
blicas; dichos mecanismos fueron creados a luz de la Ley 7.169, me-
diante la cual las instituciones de educación superior universitaria
estatal quedaron habilitadas y autorizadas para la venta de bienes y
servicios ligados a los proyectos de investigación, desarrollo tecno-
lógico, consultorías y cursos especiales.
Cuando se valora estos nuevos mecanismos asociados a la vincu-
lación con el sector empresarial encontramos que «existe en el país,
y particularmente en las universidades estatales, un potencial signi-
ficativo de investigación y desarrollo. Sin embargo, y teniendo en
cuenta proyectos tecnológicos y productivos de éxito, la interrela-
ción sistémica entre el sector de I+D y el sector productivo es débil,
siendo que el esfuerzo tecnológico desarrollado sólo ha alcanzado,
en calidad de fuente del cambio tecnológico incorporado por la
base productiva local, un papel subsidiario. Pese a las capacidades
disponibles y a los esfuerzos realizados, la interacción universidad-
empresa no ha logrado desarrollar una fuerte dinámica propia.
Razones tanto de ausencia de una estrategia nacional de desarro-
llo económico sostenible, como factores al interior de los sectores
académico y productivo (Ramírez, 1995: 130-133) (Cámara de In-
dustrias, 1996) han hecho insuficientes los esfuerzos realizados has-
ta la fecha 5:
• No existe un flujo permanente de información entre la empre-
sa y la universidad que permita establecer una vinculación
efectiva.
• Faltan, en algunos casos, políticas claras, dentro de un marco
legal apropiado, que orienten la interacción universidad-em-
presa.
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• No existe una visión clara de largo plazo que oriente la presta-
ción de servicios tomando en cuenta las tendencias mundiales
y nacionales de la economía y su impacto en el sistema de
educación superior costarricense.
• Hay carencia, en algunos casos, de mecanismos ágiles, eficien-
tes y eficaces que permitan la interacción universidad-empresa.
• Falta, en ciertos casos, de infraestructura apropiada en las
unidades prestatarias de servicios para realizar sus activida-
des.
• Hay limitaciones para la transferencia de conocimientos, de
experiencia y de capacidad profesional y empresarial para que
este proceso se realice de manera fluida.
• Falta apoyo administrativo a las unidades que prestan servi-
cios, pese a la contribución de las fundaciones.
• Se hace énfasis en la prestación de servicios de capacitación y
de educación formal más que en programas de investigación y
desarrollo, asistencia técnica y asesoría.
• Hay carencia, salvo algunos casos, de un régimen tarifario
para la prestación de servicios basado en costos reales.
• Hacen falta en las universidades, recursos humanos de alto ni-
vel especializados en gestión y negociación para la prestación
de servicios. Los que existen están sujetos a los cambios pe-
riódicos de autoridades en las universidades.
• Hay renuencia en la mayoría de las empresas para reconocer
su situación y recibir ayuda por parte de las universidades.
En cuanto a la formación de recursos humanos, el aporte de las
universidades al sector productivo es muy significativo. En general,
los procesos de producción de las empresas nacionales e incluso de
las subsidiarias de las multinacionales están a cargo de profesiona-
les formados por las universidades costarricenses. De hecho, la cali-
dad de su recurso humano, combinada y potenciada con costos de
mano de obra relativamente bajos, constituye una ventaja competi-
tiva de Costa Rica en el contexto de la región.
Esto plantea como una opción estratégica de desarrollo de su
economía la organización sistemática de programas regionales de
servicios en diversas áreas, como por ejemplo, programas en el
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campo de la educación, en las modalidades de cursos cortos sobre
temáticas vigentes, sobre manejo ambiental, o el establecimiento de
un frente agresivo a nivel regional de programas de postgrado; ase-
sorías y consultorías diversas: empresariales, de transferencia de
tecnología, tecnologías de información, entre otras; comercio elec-
trónico; o servicios de apoyo al usuario de nuevas tecnologías.
Las experiencias de incubación de empresas son incipientes, y
requieren consolidación y apoyo. Y en todo caso, los programas na-
cionales de apoyo financiero a la competitividad empresarial se diri-
gen a empresas ya existentes; sin embargo, no hay políticas ni estrate-
gias explícitamente diseñadas para apoyar la creación de empresas
de base tecnológica en áreas novedosas.
Las oficinas de las universidades públicas de enlace con la in-
dustria —o unidades de transferencia tecnológica— tienen muy
poca participación en la promoción de las vinculaciones entre las
unidades de investigación y el sector productivo (8,7%) (Monge
et al., 2003: 59-62). Las unidades de investigación, indistintamente
del área científica en que laboran, manifestaron que las Unidades
de Interfaz les han brindado poco o ningún apoyo. De manera in-
versa, la mayoría de las UI manifestaron estar satisfechas con el
apoyo recibido por parte de las Fundaciones y Vicerrectorías de in-
vestigación y extensión de las universidades a las cuales pertenecen,
en sus esfuerzos por promover más las vinculaciones con el sector
productivo.
A raíz de estos elementos de la caracterización de los espacios
de vinculación universidad/empresa, es compartido el criterio
(Abarca et al., 2002) de que una de las áreas en que Costa Rica
debe focalizar el trabajo es en el modelo de la universidad pública
para la vinculación, con particular énfasis en el elemento de los es-
pacios eficaces de vinculación universidad/empresa, focalizando la
atención y acciones en los temas o aspectos que dificultan la vincu-
lación; a saber, entre otros: esquemas de incentivos que provoquen
la vinculación, normativa que impacta estos espacios, currículos de
planes de estudio de carreras científico-técnicas, mecanismos de ar-
ticulación, entre otros.
En Costa Rica, la inversión en recursos públicos para I+D es
elevada, en su proporción como parte del presupuesto nacional. El
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mayor esfuerzo de inversión en este sentido lo hace el sector públi-
co. Pero a pesar de esto, el Estado no ha tomado las medidas que
posibiliten que las acciones que se ejecutan al amparo del financia-
miento de estos recursos cumplan con la función requerida de ellas
en el desarrollo nacional.
V.  EL SISTEMA DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN
COMO POTENCIADOR DE LA SOCIEDAD 
DEL CONOCIMIENTO
La Sociedad del Conocimiento, según la definición del Banco Mun-
dial, es aquella donde el conocimiento es creado, adquirido, trans-
mitido y usado más efectivamente por las empresas, organizaciones,
individuos y comunidades para alcanzar un mayor nivel de desarro-
llo económico y social.
En un mundo cada vez más interconectado por la globalización,
y en el contexto de la revolución científico-tecnológica que vivimos,
resulta evidente que el conocimiento se convierte, más que en nin-
gún otro momento de la historia, en el elemento clave del desarro-
llo. Eso es así no sólo por su impresionante contribución al aumen-
to de la productividad económica y, por tanto, a la competitividad
de las empresas, sino por su contribución potencial, igualmente sig-
nificativa, a la cohesión social y el acceso a las oportunidades.
Aquellas sociedades que tengan una mayor habilidad para crear,
distribuir y utilizar productivamente el conocimiento, serán las que
generen las mejores condiciones para una mayor competitividad ge-
nuina y para alcanzar mayores niveles de riqueza y bienestar. En ese
contexto, la ciencia, la tecnología y la innovación, resultan indis-
pensables para avanzar hacia el tipo de desarrollo incluyente al que
aspiramos. Costa Rica ha avanzado más que muchos otros países
del continente en desarrollar una capacidad científico-tecnológica
significativa en términos de la infraestructura y el recurso humano,
y esto ha permitido logros importantes en distintos campos que van
desde la informática hasta la biodiversidad. La amplitud y profun-
didad de esos esfuerzos, sin embargo, es todavía insuficiente para la
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magnitud del reto que enfrentamos. Es preciso que asignemos la
más alta prioridad al desarrollo del ambiente propicio para la inno-
vación y el desarrollo científico-tecnológico.
La apropiación humana de la información, el conocimiento y la
creatividad constituyen la nueva fuente de ventaja competitiva de
los países en sustitución del capital, la mano de obra y los recursos
naturales.
El reto central es el desarrollo de capacidades intelectuales y el
aprovechamiento efectivo de las tecnologías que permitan crear las
condiciones para un rápido y sostenible crecimiento de nuestra
productividad y para interconectarnos con las redes globales de co-
nocimiento.
Durante la década de los noventa, Costa Rica registró un creci-
miento económico promedio por encima de 5,3%, superando el
crecimiento del resto de los países centroamericanos. El dinamismo
de la actividad económica fue impulsado por la elevada inversión
externa directa, la cual compensó la desaceleración que se venía ob-
servando desde mediados de los ochenta. Sin embargo, el impacto
del aumento en la inversión extranjera se ha visto restringido, en
buena medida, por los bajos eslabonamientos con el resto de la eco-
nomía y poca capacidad de agregar mayor valor sobre todo en los
productos exportables.
Para asegurar los eslabonamientos en la cadena productiva —así
como para agregar mayor valor en cada eslabón— habría que rever-
tir la tendencia a invertir muy poco en ciencia y tecnología. Para
ello, se deben identificar áreas de conocimiento que puedan usarse
para generar ventajas competitivas, y que aseguren encadenamien-
tos con el resto de la economía. La estrategia a seguir es la de maxi-
mizar el uso del potencial científico y tecnológico del país para
aumen tar la productividad y la competitividad de su sector produc-
tivo, posicionándose internacionalmente como una economía basa-
da en conocimiento, atrayendo inversión extranjera directa de alta
tecnología e insertándose en mercados mundiales con productos y
servicios de gran valor agregado y alto contenido científico-tecnoló-
gico.
A pesar de ser un país con una importante cantidad de empresas
multinacionales de alta tecnología y de poseer un sector exportador
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diversificado, Costa Rica es superado por países que sirven de com-
paración, como Chile y Corea en su desempeño respecto al uso
efectivo de la tecnología. Dadas las limitaciones financieras del Es-
tado y la baja capacidad de inversión privada, se desprende que la
investigación, el desarrollo y la innovación requieren de inversiones
estratégicas que logren una masa crítica suficiente para alcanzar un
crecimiento acelerado.
En la consolidación de un sistema de I+D+I, Costa Rica ha acu-
mulado capital físico y humano importante, con lo cual ha logrado
atraer inversiones extranjeras directas estratégicas y diversificar sus
exportaciones, pero los esfuerzos nacionales por ampliar su base
tecnológica son aún limitados. El país tiene enormes fortalezas en
las ciencias agrícolas, biológicas, y de información, así como un
buen sistema de educación nacional.
Sin embargo, los productos innovadores y los aportes de la I+D
han sido limitados, en gran parte, por la baja inversión (0,39% del
PIB, año 2000) del PIB, mientras que la media de América Latina y
el Caribe es de 0,59% y los países avanzados invierten entre 2-3%
del PIB por año. De esa inversión, en 1998, sólo 25% provenían
del sector productivo; 10% de organismos internacionales; y el res-
to del sector público. La norma en países pequeños industrializados
es que de 50%-60% de la inversión proviene del sector privado 6.
Estos resultados de la encuesta son consistentes con el bajo posi-
cionamiento en el Índice de Tecnología, posición 55. En el siguiente
cuadro vemos además que no mejoró su posicionamiento entre 2000 y
2004, como lo hizo Chile y Corea, sino que más bien empeoró 7. Este
índice es importante porque refleja la capacidad de innovar, de utili-
zar las últimas tecnologías, y de invertir en I+D+I. Por tanto, el bajo
desempeño le fija un lugar muy poco favorable desde el punto de vis-
ta de la creatividad de los empresarios y tecnólogos para promover la
innovación tecnológica. Igualmente, luego de alcanzar un nivel pico
de 29% del PIB en 1999, el valor agregado de las exportaciones de-
clinó y se estabilizó en sólo 21% del PIB (World Development Indi-
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cators, BM). Este índice refleja la capacidad tecnológica porque la
tendencia del valor de las exportaciones mundiales indica que entre
mayor es el contenido tecnológico agregado a los productos y servi-
cios exportados, mayor es el valor devengado.
CUADRO 4.  Posición relativa en el Índice de Tecnología
Posición relativa dentro de una muestra de 59 países en 2000, 104 en 2004-2005
Países seleccionados
Chile Costa Rica Corea
Índice de tecnología..... { 2004 32 55 092000 36 42 25
FUENTE: Global Competitiveness Report, World Economic Forum, 2000, y 2004.
Adicionalmente, como mencionamos anteriormente, el entorno
desfavorable para el establecimiento de nuevas empresas —que in-
cluye muchas regulaciones para iniciar negocios, falta de innova-
ción y escaso acceso a capitales de riesgo y facilidades crediticias—
tiene consecuencias para el uso masivo de nuevas tecnologías. Este
entorno inhibe aun más la creatividad de los empresarios potencia-
les, al no haber recursos y facilidades para canalizarla.
Cuando se analizan los resultados de la encuesta sobre vincula-
ción e innovación de CAATEC de 2003 aplicada a 50 unidades de
investigación y 277 empresas 8 se observa que el 54% de las empre-
sas orientadas a servicios y el 60% de las agroexportadoras invier-
ten en I+D, si bien son infrecuentes y generalmente de baja enver-
gadura. En el caso de las empresas agropecuarias e industriales las
actividades de I+D se llevan a cabo principalmente empleando su
propio personal. Las empresas de servicios lo hacen mayormente a
través de la subcontratación y/o en asociación con terceros. En ge-
neral, las actividades de I+D no son complejas ni necesariamente
representan una apreciable proporción del gasto con respecto a las
ventas —por lo tanto tampoco representan una proporción impor-
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tante del gasto nacional en I+D—. Estas empresas también prefie-
ren utilizar proveedores de I+D privados que públicos.
En cuanto a las actividades de innovación, los resultados de la
encuesta permiten concluir que el 79% de las empresas agropecua-
rias, el 68% de las empresas industriales y el 81% de las empresas
de servicios son innovadoras 9. Se observó que las actividades de in-
novación que puede desarrollar una empresa son de muy diversa
índole, las cuales incluyen mejoras en la organización de su empresa
y en la comercialización de sus productos.
Al analizar las empresas de los diferentes sectores por tamaño,
se puede concluir que la totalidad de las empresas grandes han rea-
lizado, al menos, una actividad de innovación durante los últimos
dos años, mientras en el caso de las medianas este porcentaje oscila
entre un 79% y 91%. El segmento de pequeñas empresas es el que
muestra menores porcentajes de innovación, entre un 61% y 78%.
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GRÁFICO 4. Costa Rica: porcentaje de empresas que innovan según sector
productivo (encuesta 2003)
FUENTE: Encuesta CAATEC 2003.
Este resultado vierte especial importancia debido a que señala que
los esfuerzos de las autoridades en apoyar el esfuerzo innovador en
Costa Rica deberían ser diferenciados ya que empresas de diferen-
tes tamaños responden a diferentes tipos de estímulos, siendo las
PYMES las que requieren de mayor apoyo técnico.
Se observa también que la vinculación entre las universidades y
las empresas que se está iniciando es muy débil. De hecho, la dedi-
cación de las universidades a actividades de innovación tecnológica,
servicios de I+D y venta de productos fue de tan sólo un 6,3%,
11,7% y 2,1% de su tiempo, respectivamente. Por otro lado, hay
casos de éxito continuo en la vinculación científico-tecnológica con
la empresa como son el Centro de Investigación en Tecnología de
Alimentos (CITA), el Laboratorio Nacional de Materiales y Mode-
los Estructurales (LANAME), el Centro de Investigación en Polí-
meros (POLIUNA), el Centro de Tecnología en Manufactura Avan-
zada (CETMA) y otros.
En dicha encuesta se evidencian los problemas pendientes de
resolución tanto desde la óptica de las unidades de investigación de
las universidades, así como, desde la perspectiva empresarial. Entre
los factores que inciden negativamente para que las vinculaciones
sean más frecuentes y de mayor envergadura en el quehacer diario
de las universidades y en beneficio de los esfuerzos de innovación de
parte del sector productivo encontramos que el 89% de las uni -
dades de investigación universitaria citó la falta de disponibilidad
de recurso humano calificado como el mayor obstáculo a las vincu-
laciones, seguido por un 64% que indicó falta de infraestructura y
equipamiento apropiado para brindar los servicios demandados
por las empresas. También se citó, con porcentajes menores, las li-
mitaciones para atender la demanda de servicios, la falta de meca-
nismos financieros de gestión y la engorrosa tramitología adminis-
trativa y financiera interna. En cuanto a lo indicado por las
empresas, los más relevantes fueron los mecanismos efectivos de
protección de la propiedad intelectual, la ausencia de mecanismos
financieros modernos y ágiles para las actividades de I+D+I como
ángeles inversionistas, capital de riesgo y banca de desarrollo. Tam-
bién se indicó, con porcentajes menores, la falta de recurso humano
calificado, la baja cooperación efectiva entre los centros de investi-
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gación y las empresas y el poco acceso a servicios avanzados de tec-
nologías de información y comunicación (TIC’s).
Las empresas costarricenses, en particular las PYMES, financian
la investigación, el desarrollo y la innovación (I+D+I) de nuevos
productos y procesos principalmente con recursos propios. La
I+D+I en las empresas es informal y poco sistémica, siendo realiza-
da por los dueños/gerentes de las PYMES o por personal poco es-
pecializado. En los pocos casos en que las PYMES recurrieron a
expertos los resultados fueron exitosos pero estas experiencias son
poco difundidas.
El uso de capital de riesgo y préstamos bancarios para innova-
ciones es poco frecuente en Costa Rica. Por un lado, los empresa-
rios son reacios a endeudarse con créditos de corto plazo para pro-
yectos de innovación tecnológica, que son de más largo plazo y que
se perciben con altos riesgos técnicos y comerciales. Por otro lado,
la oferta de capital de riesgo para proyectos de innovación es muy
limitada. Sólo existen dos fondos de capital de riesgo privado en el
país que invierten en empresas de base tecnológica, en particular,
empresas que producen software. También existen dos programas
públicos que ofrecen fondos no reembolsables y préstamos especia-
les para financiar proyectos empresariales de innovación, pero den-
tro de rígidos parámetros legales.
Estas limitaciones financieras se están atendiendo, de manera
débil e incipiente, vinculando la banca estatal y de fondos específi-
cos para PYMES en proyectos de base tecnológica, tales como los
programas de Banca de Desarrollo del Banco Nacional de Costa
Rica y los fondos Propyme de la ley de PYMES. Adicionalmente se
está ejecutando un proyecto innovador denominado LINK con una
inversión total de US$ 7,5 millones en cuatro años, financiado con
fondos BID-FOMIN / CAF, cuyo objetivo general es el de potenciar
el desarrollo económico mediante el empresarialismo en tecnología
en el marco del sistema de I+D+I, con un modelo integrador (incu-
bación-red de ángeles-aceleración de negocios-financiamiento) que
potencie el ecosistema para la creación y consolidación de nuevas
empresas de base tecnológica y el desarrollo vigoroso del empresa-
rialismo nacional. Además, en la Asamblea Legislativa está actual-
mente en trámite un proyecto de ley para la creación de la banca de
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desarrollo nacional y el préstamo del BID denominado Programa
de Inversiones Productivas para apoyar la Competitividad, que in-
cluye un componente para el fomento de las PYMES por un monto
de US$ 27 millones y el Proyecto de Ciencia y Tecnología para la
Competitividad por un monto de US$ 42 millones.
VI.  CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES
• En un mundo cada vez más interconectado, y en el contexto
del desarrollo científico-tecnológico que vivimos, resulta evi-
dente que el conocimiento se convierte en el elemento clave
del desarrollo. Esto es así no sólo por su enorme contribución
al aumento de la productividad económica y, por tanto a la
competitividad de las empresas, sino por su contribución
igualmente significativa a la cohesión social y el acceso a las
oportunidades, factores sustantivos para la sostenibilidad del
desarrollo humano integral, inclusivo y solidario.
• La apropiación humana de la información, el conocimiento y
la creatividad constituyen la nueva fuente de ventaja competi-
tiva de los países, para un uso inteligente del capital, la mano
de obra y los recursos naturales.
• La capacidad científico-tecnológica construida por Costa Rica
a partir de 1970, con la ayuda de fuertes aportes financieros
externos que se concretaron en las décadas de los ochenta y
noventa, es relevante. Sin embargo, no puede señalarse que
esté internalizado en los sectores nacionales el concepto de
que la Ciencia y la Tecnología constituyen un eje estratégico
del desarrollo nacional. Es necesario apoyar el fortalecimiento
de la ciencia como actividad cultural, como actividad de gene-
ración de conocimiento y como fuente de fortalecimiento de
capacidad crítica nacional, así como, los procesos de genera-
ción y transferencia de tecnología y su incorporación, median-
te la innovación, a las diferentes dimensiones del desarrollo.
• A pesar que de manera reiterada en documentos del sector
público y privado se destaca la importancia de la ciencia, la
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tecnología y la innovación, la asignación de recursos para su
desarrollo es insuficiente, lo cual refleja una inconsistencia
 entre lo manifestado y lo actuado. Es necesario un incremento
gradual que nos permita aproximarnos a una inversión por-
centual del PIB que posibilite consolidar una masa crítica de
recurso humano dedicado a la investigación y el desarrollo
tecnológico, ampliar la variedad de instrumentos y mecanis-
mos financieros y fiscales que dinamicen los procesos de desa-
rrollo e innovación en el sistema, de modo que la ciencia, la
tecnología y la innovación se constituyan en un eje estratégico
y transversal del desarrollo nacional.
• La fragmentación y dispersión que muchas veces caracteriza
la investigación nacional puede superarse mediante el fortale-
cimiento de comunidades de conocimiento y núcleos de in-
vestigación científico-tecnológica alrededor de grandes temas
nacionales, asegurándose su vinculación y pertinencia con la
estructura productiva del país.
• Se debe incentivar una mayor vinculación y trabajo colaborativo
de los equipos nacionales de I+D+I con grupos de excelencia de
otros países en el marco de redes globales de conocimiento y
de proyectos que busquen soluciones a las necesidades y reque-
rimientos del tejido social y productivo, nacional y regional.
• Es urgente subsanar la carencia de indicadores y estadísticas
sistematizadas y actualizadas acerca de la capacidad nacional
en ciencia y tecnología, como insumo indispensable para la
toma de decisiones relativa al desarrollo de este sector y para
la planificación y ejecución de los planes de innovación.
• Resulta necesario promover planes que incrementen sustan-
cialmente el número de graduados en las áreas de ciencias e
ingenierías —con especial énfasis en el nivel de postgrado—
en el contexto de planes de desarrollo que propicien la crea-
ción y uso eficaz del conocimiento para el mejoramiento de la
calidad de vida de sus ciudadanos.
• Igualmente es necesario gestionar la formación del recurso hu-
mano de nivel técnico requerido para un adecuado balance y des-
arrollo del sistema de I+D+I, encadenada con los requerimientos
de investigación, producción y atracción de inversión extranjera.
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• Es urgente pasar de acciones cíclicas de formación de recurso
humano a planes, programas e incentivos continuos que ga-
ranticen la masa crítica requerida para la sostenibilidad y el
crecimiento de la capacidad nacional de I+D+I.
• Es vital construir espacios eficaces de cooperación universi-
dad/empresa mediante la creación de condiciones de carác-
ter organizativo, estructural, normativo, financiero y de in-
centivos que viabilicen una relación sinérgica, con dinámica
propia, entre los procesos productivos que desarrollan las
empresas y los procesos de I+D que llevan a cabo las univer-
sidades.
• Debe planificarse, con visión de largo plazo, la consolida-
ción de la capacidad científica, el desarrollo tecnológico y la
innovación, en el contexto de un plan nacional que articule
la acción de todos los sectores alrededor de objetivos comu-
nes de desarrollo, con el fin de que el país pueda aprovechar
y utilizar en todo su potencial su acervo de conocimiento y
sus ventajas competitivas. La rendición de cuentas y la eva-
luación continua de los indicadores de desempeño son re-
quisitos igualmente esenciales para una ejecución exitosa del
plan.
• El Gobierno debe asumir su papel de conducción, facilitación
y apoyo al funcionamiento adecuado del sistema socioeconó-
mico, creando —mediante las políticas, estrategias e instru-
mentos adecuados— las condiciones para el cumplimiento de
un plan nacional de desarrollo potenciado por un Sistema de
C+T+I que permita convertir en realidad la sociedad del co-
nocimiento.
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11.  EVOLUCIÓN DEL DESARROLLO CIENTÍFICO 
Y TECNOLÓGICO DE AMÉRICA LATINA: 
MÉXICO
JOSÉ LUIS SOLLEIRO, ROSARIO CASTAÑÓN, MARIANA MONTIEL Y KATYA LUNA*
RESUMEN
La promoción de la Ciencia y la Tecnología (CyT) comienza for-
malmente en México en 1970, con la creación del CONACYT.
Previamente, se habían hecho esfuerzos importantes, pero aisla-
dos, que se concentraban en la creación de una infraestructura bá-
sica y un cuerpo de investigadores. A partir de los años setenta, se
han hecho diversos ejercicios de planificación de la CyT que han
fructificado principalmente en el aumento del número de investi-
gadores, la cantidad de institutos públicos y la calidad de las con-
tribuciones científicas. Sin embargo, México sigue teniendo limita-
ciones serias de recursos, pues su inversión en CyT es muy baja,
inclusive cuando se le compara con países con grado de desarrollo
similar, con una excesiva concentración en investigaciones de corte
académico y muy escasa vinculación con el desarrollo socioeconó-
mico del país. En este estudio, se proponen estrategias y acciones
para avanzar en la construcción de un sistema de innovación que
permita aprovechar la base científica del país a favor de objetivos
relevantes de desa rrollo.
* Centro de Ciencias Aplicadas y Desarrollo Tecnológico. Universidad Nacio-
nal Autónoma de México. México DF., México.
I.  ANTECEDENTES (CARACTERIZACIÓN DEL ESTADO 
DEL DESARROLLO CIENTÍFICO Y TECNOLÓGICO 
A MEDIADOS DE LOS AÑOS SETENTA)
México, después de la conquista 1 y hasta la mitad del siglo XX, basó
su desarrollo científico y tecnológico en hallazgos de individuos,
pues no existía una planeación deliberada para impulsarlo. Los si-
guientes son algunos ejemplos de dichos hallazgos en el campo de
la química (Garritz y Chamizo, 1989):
• El vasco Fausto de Elhuyar, se encargó del Real Cuerpo de
Minería de la Nueva España en 1792. Diez años antes había
descubierto el elemento químico llamado hoy tungsteno, al
que bautizó como wolframio (por eso su símbolo químico es
W). Elhuyar fue el primer profesor de química en México.
• Dentro del Real Cuerpo de Minería, Andrés Manuel del Río
destacó por su trabajo de análisis químico de minerales mexi-
canos. En 1801, como resultado del estudio de un mineral de
Zimapán, Del Río descubrió un elemento químico más, al que
llamó eritronio. Posteriormente lo convencieron de que había
confundido al eritronio con el cromo (Cr), lo que resultó fal-
so. El metal fue redescubierto en 1830 por Sefstrom, quien lo
denominó vanadio (V), como lo conocemos hoy.
• Río de la Loza estudió los productos naturales existentes en
diversos vegetales mexicanos. En uno de ellos halló el ácido
pipitzahoico, descubrimiento que le hizo merecedor de un
importante premio internacional. Fundó la Sociedad Farma-
céutica, cuyo principal objetivo fue la edición de la Farmaco-
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1 Los pueblos prehispánicos habían cultivado capacidades científicas (matemá-
ticas y astronomía) y tecnológicas importantes. Respecto a los metales, los aztecas
conocían los siete elementos de los alquimistas (oro, plata, cobre, estaño, mercurio,
plomo y hierro). La herbolaria se desarrolló enormemente en el México precorte-
siano. Los aztecas curaban sus males con plantas medicinales. En 1555, un médico
indígena de Xochimilco, Martín de la Cruz, recopiló en un libro los medicamentos
empleados por los mexicas. Este libro, con material gráfico excepcional, apareció
en 1925 en la Biblioteca del Vaticano, después de siglos de aparente pérdida.
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pea Mexicana, que consta de multitud de sustancias y prepa-
raciones curativas utilizadas en el país.
A principios del siglo XX, la incipiente industria se reducía a la
producción cervecera, minera, de azúcar, de hilados y tejidos, así
como de algunos productos farmacéuticos. El pavoroso dato de un
80% de analfabetismo en el país reflejaba el atraso cultural e inte-
lectual generalizado. La fuga de técnicos extranjeros, debida al ini-
cio del movimiento revolucionario y a la Primera Guerra Mundial,
marcaba la urgente necesidad de formación de personal especializa-
do. Desde luego, poco puede prosperar una ciencia sin la existencia
de un semillero de científicos y técnicos. Cuando José Vasconcelos
ocupó la Secretaría de Educación Pública surgió la iniciativa de
 becar a los mejores alumnos para realizar estudios complementarios
en Europa. Así, por acuerdo de la Presidencia, en 1921 se otorga-
ron las primeras diez becas para estudiar en diferentes universida-
des alemanas. Hacia 1924 estudiaban becados en Europa un total
de 22 estudiantes mexicanos de química. Al año siguiente, casi to-
dos regresaron al país en busca de un lugar donde aplicar los cono-
cimientos adquiridos. Se encontraron con una ausencia total de la
infraestructura necesaria para realizar investigación, la cual se fue
formando paulatina y azarosamente.
Pérez Tamayo (2006) afirma:
que el estado y desarrollo de la ciencia en México de 1900 a 1952, cuan-
do se funda Ciudad Universitaria, fue muy pobre, tuvimos poca paz ci-
vil durante treinta años, y cuando concluyó estábamos en un estado pri-
mitivo de subdesarrollo; lo que ocurre a partir del inicio de la segunda
mitad del siglo XX: empiezan a consolidarse grupos de investigación gra-
cias a la creación de Ciudad Universitaria; a partir de entonces el creci-
miento de la ciencia en el país ha sido progresivo y extraordinariamente
saludable. Cuando uno compara cómo estábamos en 1950 (no había
nombramiento de investigadores, institutos ni proyectos de investiga-
ción) a cómo estamos en la actualidad, podemos ver que el crecimiento
ha sido muy grande.
Antes de los setenta, se habían creado ya instituciones científicas
muy importantes, entre las que destacan los institutos de la UNAM
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(Astronomía, Física, Ingeniería, Química, Investigaciones Biomé-
dicas, Geología, entre otros), el CINVESTAV, el Instituto Nacio-
nal de Investigaciones Agrícolas, el Instituto Nacional de Cardiolo-
gía, el Instituto Mexicano del Petróleo y el Instituto Nacional de
Investigaciones Nucleares, junto con instituciones orientadas al
desarrollo tecnológico como los Laboratorios Nacionales de Fo-
mento Industrial y el Instituto Mexicano de Investigaciones Tec-
nológicas.
En la década de los años setenta el modelo de desarrollo eco-
nómico del país era fundamentalmente proteccionista con énfasis
en la sustitución de importaciones, sin un plan de desarrollo eco-
nómico general que definiera claramente áreas de prioridad; hacia
mediados de la década el petróleo se convierte en el área de so-
porte de la economía y, con base en las reservas de este combusti-
ble, el país comienza un período de gran endeudamiento 2/3, y
también un proceso de devaluaciones frecuentes 4. Al inicio de la
década la población total era de 48,2 millones, aún con una mayo-
ría viviendo en el campo, y hacia 1980 ésta se incrementó a 66,8
millones (INEGI, 2005); el crecimiento promedio del PIB, en la
década fue de 6,4%. México tenía 3.300 investigadores, sólo 19%
de ellos tenía estudios de postgrado (CONACYT, 1978). En este
contexto, justo a principios de la década se hacen los primeros
trabajos por medir las actividades de investigación científica y tec-
nológica; correspondió al Instituto Nacional de Investigación Cien-
tífica (INIC), de acuerdo con las recomendaciones de UNESCO,
efectuar el primer levantamiento de información de este tipo y re-
portó los resultados en el documento de Política Nacional y Pro-
gramas de Ciencia y Tecnología que, entre otros resultados, dio
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2 Durante la década del setenta y principios de 1980, México recibió enormes
préstamos que lo llevaron a un endeudamiento exterior de más de 86 mil millones
de dólares en 1982 (BID, 1990).
3 En 1975, la venta de petróleo al exterior representaba el 14,3 de las exporta-
ciones totales, para 1979, el porcentaje se incrementó a 42,7 y en 1980 alcanzó la
cifra de 65,4% (INEGI, 1986).
4 En el sexenio 1970-1976, la tasa media anual de variación en materia de
inflación fue de 12,65%, y para el período 1977-1982 fue de 29,41 (Calva,
2000).
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paso a la creación del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología
(CONACYT).
Entre los elementos de mayor importancia que caracterizan el
desarrollo científico y tecnológico de esa época se encuentran los si-
guientes (INIC, 1970; CONACYT, 1976; 1978).
I.1.  Bajo presupuesto dedicado a las actividades de ciencia 
y tecnología
El porcentaje promedio del PIB, para el período 1970-1978, desti-
nado a estas actividades fue de apenas 0,22% (véase cuadro 1), ci-
fra muy por debajo de lo que dedicaban otros países a este rubro
(en 1970, Estados Unidos dedicaba el 3,45 del PIB y Cuba el
1,2%). Es importante señalar que los escasos recursos destinados a
ciencia y tecnología (CyT) se dieron a pesar de que ya en algunos
documentos de planeación de estas áreas se indicaba que se aumen-
taría el gasto a por lo menos el 0,5% del PIB y a la alta captación
de divisas derivadas de las exportaciones petroleras.









FUENTE: Para 1970, INIC (1970): Política Nacional y Programas en Ciencia y Tec-
nología. México. Los datos de 1971-1972 son de A. Nadal (1977): Instrumentos de
política científica y tecnológica en México. México. El Colegio de México. Para el
pe río do 1973-1976 se hicieron los cálculos con base en la información proporcio-
nada por CONACYT (1976): Plan Nacional Indicativo de Ciencia y Tecnología.
México y Banco de México (1986): Informe Anual 1985. México. El dato de 1978
es de CONACYT (1978): Programa Nacional de Ciencia y Tecnología 1978-1982.
México.
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I.2.  Escasos recursos humanos 5
Los diagnósticos de CyT de la época coinciden en que los recursos
humanos para hacer frente al reto de generar CyT propias eran in-
suficientes. En 1970, se estimó que para 1976 se requerirían 38.000
agrónomos y sólo se contaba con 6.000; en el área de ciencias de la
tierra había 600 geólogos (sólo dos con grado de doctor) y se esti-
mó una demanda de 1.275 geólogos en ocho años y en matemáticas
se estimó la necesidad de 160 maestros y doctores y 1.800 licencia-
dos; sin embargo, sólo había 250 licenciados en matemáticas (INIC,
1970). En 1974, se estimó que el 68,4% de las instituciones contaba
solamente con cinco investigadores o menos; y, sólo el 3,5% de las
instituciones tenía más de veinte. En promedio, por cada proyecto
de investigación había menos de un investigador equivalente a
tiempo completo 6 (CONACYT, 1976). Otro dato que revela la ca-
rencia de una masa crítica suficiente de investigadores es el siguien-
te: en 1970 se estimó que en el país existían 0,76 investigadores por
cada 10.000 habitantes, y aunque para 1974 esta cifra se incrementó
a 1,6, México estaba muy lejos de lo que ocurría en otros países 7.
I.3.  Carencia de prioridades
En los planes de CyT de la época se indican diversas áreas sectoria-
les que interesaba desarrollar; sin embargo, se observa que las prio-
ridades no eran tales, pues prácticamente se incluyeron todas las ac-
tividades económicas, ya que los ejercicios de definición de
prioridades se basaron más en negociaciones políticas. Esto se refle-
jó en la falta de impulso a sectores selectos (a través de la canaliza-
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5 La escasez no sólo se refiere al número de personal dedicado a actividades de
CyT, sino también a su calidad.
6 Investigadores equivalentes a tiempo completo: corresponde al promedio de
horas a la semana dedicadas a las actividades científicas y técnicas por el personal
definido como de tiempo completo (más de 35 horas a la semana).
7 Por cada 10.000 habitantes, en 1970, Estados Unidos tenía 50 investigadores;
Italia, 10, España, 4; y, Grecia, 3,2 (INIC, 1970).
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ción de recursos), y también en que el rumbo de la investigación se
dejó en manos de los investigadores.
I.4.  Desarticulación entre la investigación y las instituciones 
de educación superior y la industria
Para 1973, sólo el 10% de los proyectos de investigación eran mul-
tiinstitucionales. Es importante destacar que en la década de los seten-
ta la concepción dominante de desarrollo de tecnología fue un mode-
lo lineal y ofertista por el que se esperaba que las tecnologías surgieran
de los centros de I+D. Sin embargo, el interés de los investigadores se
orientó a la elaboración de trabajos cuyos resultados fueran suscepti-
bles de ser publicados en revistas de prestigio internacional pues en
esto se basaban los mecanismos de promoción. Un elemento que con-
tribuyó significativamente a la desarticulación entre los diferentes ele-
mentos del sistema de CyT fue sin duda la carencia de una institución
que fungiera como coordinadora de todos los esfuerzos nacionales 8.
I.5.  Baja participación de la industria
El sector industrial de aquella época estaba poco interesado en rea-
lizar actividades CyT; primero, por el tipo de modelo económico se-
guido por el país, en donde se protegió a la industria a través de
mecanismos que evitaban la importación de bienes; segundo, por la
escasez y especificidad de los instrumentos de política industrial
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8 En 1970, la institución encargada de estos asuntos fue el Instituto Nacional
de la Investigación Científica y a partir de 1971 fue el Consejo Nacional de Ciencia
y Tecnología. Las funciones de ambas organizaciones se limitaron a desarrollar, coor-
dinar y ejecutar la política de CyT; además, la carencia de planes globales de desarro-
llo económico y social del país, limitaron también la adecuada articulación de los
actores del sistema de CyT. La tarea sustancial de ambas instituciones se enfocó a la
formación de recursos humanos (en 1972 el 42,6% de los recursos de CONACYT
fueron a becas, en tanto que en 1974 el porcentaje para este rubro se elevó a 49%; en
el período 1977-1982 se dedicó a este rubro el 49,30 del presupuesto de CONACYT,
en tanto que para las actividades de CyT sólo se asignó el 19,5% (Cardozo y Re-
dorta, 1984).
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que fomentaran estas actividades 9; y, tercero, la dificultad por parte
de los empresarios para identificar y explicitar sus requerimientos
tecnológicos. Así, para 1974, el 52,8% de los investigadores se en-
contraban en el sector de enseñanza superior; el 42,7% en el sector
estatal y paraestatal; el 4,1% en la iniciativa privada 10; y el 0,4%
por las organizaciones internacionales (CONACYT, 1976).
I.6.  Sistemas de información tecnológica
Durante la década se estableció la infraestructura para acceder a
bases de datos electrónicas y se instituyó el Servicio de Información
Técnica (INFOTEC) cuya principal tarea fue la de proporcionar
servicios de información subsidiados que facilitaran la investigación
y la toma de decisiones en lo referente a la selección, adaptación y
asimilación de tecnología en el sector industrial. Los sistemas de in-
formación han sido criticados por no haber tenido una amplia co-
bertura hacia todo tipo de empresas y por su elevado costo. Sin em-
bargo, para la época los servicios instituidos por CONACYT
fueron realmente innovadores y pioneros en América Latina 11.
II.  POLÍTICAS, ESTRATEGIAS, MODELOS Y EJES DE LA POLÍTICA
CIENTÍFICA Y TECNOLÓGICA ENTRE LOS AÑOS SETENTA 
Y LA ACTUALIDAD
Una de las características principales de la política científica y tec-
nológica de México ha sido su falta de continuidad. Desde hace
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9 Las erogaciones por servicios técnicos y concesión de patentes son deduci-
bles de los ingresos gravables del beneficiario.
10 En 1974 se contabilizaron 449 instituciones con actividades CyT, el sector
industrial participaba con el 15% de éstas.
11 INFOTEC cambió radicalmente de giro en la década de los noventa y des-
pués de su experiencia en la prestación de servicios de información tecnológica,
ningún otro gobierno ha instituido algo similar, en otras palabras, en esta materia
se dieron muchos pasos hacia atrás.
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más de tres décadas, se observa, en general, que cada Presidente en
turno elabora un diagnóstico de la situación y un plan de acción
que no siempre rescata los elementos del antecesor. Por ello, el aná-
lisis de las políticas tiene que enmarcarse en los sexenios en que
fueron impulsadas.
II.1.  La década de los setenta
Esta etapa marcó con cierta claridad el objetivo de desarrollar el
complejo de actividades científicas y tecnológicas para lograr creci-
miento industrial basado en capacidades propias. La política cientí-
fica y tecnológica planteada, a lo largo de la década, fue coherente
con los lineamientos de política industrial existentes (sustitución de
importaciones); sin embargo, la mayoría de los aspectos plasmados
en los planes científicos y tecnológicos de la época no fueron lleva-
dos a la práctica, pues la definición de los ejes rectores y la ejecu-
ción fue dejada en manos de científicos del sector académico. De
acuerdo con Wionczek et al. (1974), por razones de balanza de pa-
gos, del desempleo y del agotamiento de la estrategia de desarrollo
basada en la sustitución de importaciones, «México se vio obligado
a afrontar la realidad de su subdesarrollo científico y tecnológico y
de su aguda dependencia del exterior en estas esferas». Como se ha
mencionado, los primeros esfuerzos de política nacional en CyT se
llevaron a cabo en el INIC 12, el que sugirió la adaptación de tecno-
logías para después poder asimilarlas e innovarlas. La política na-
cional de CyT promovida por el INIC se concentró alrededor de
los siguientes aspectos: orden institucional, metas sectoriales y for-
mación de recursos humanos.
En el campo institucional, el hallazgo más trascendente fue la
creación del CONACYT (diciembre de 1970) como órgano central
de planeación, coordinación y ejecución de los esfuerzos y recur-
sos de la ciencia y la tecnología. Es importante destacar que con la
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12 Para los trabajos encomendados, el INIC constituyó un Consejo Consultivo,
cuatro comisiones sectoriales, trece comités específicos y una comisión interdisci-
plinaria.
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creación del CONACYT se comienza a hacer explícita la importan-
cia de la tecnología, pues previamente sólo se reconocía a la ciencia.
Las facultades que se asignaron a CONACYT eran muchas, muy
ambiciosas y de difícil concreción (Unger, 1974):
• Planear y coordinar las actividades científicas y tecnológicas y
evaluar los resultados.
• Canalizar recursos a programas y proyectos específicos.
• Involucrar a la comunidad científica en la formulación de los
programas de investigación.
• Coordinar las acciones entre instituciones de investigación y
enseñanza superior, el Estado y los usuarios.
• Promover la creación de servicios generales de apoyo a la in-
vestigación.
• Formular y ejecutar un programa de becas.
En materia de metas sectoriales, se definieron algunas áreas de
importancia y se realizó un esfuerzo por definir cómo sería la asig-
nación de los recursos.
Con respecto a los recursos humanos, se reconoció la insuficien-
cia y falta de calidad de los mismos, por lo que se planeó con sumo
detalle la cuestión de becas para estudios de postgrado en las diver-
sas áreas del conocimiento. De acuerdo con Unger (1974), el pro-
grama de becas fue la contribución más palpable de la política de
aquellos años, sobre todo entre 1975 y 1982 en que los recursos de la
venta de petróleo aumentaron el presupuesto disponible. En el cua-
dro 2 se resumen los principales instrumentos de CONACYT en
actividades de CyT.
Por otro lado, en esa década se emitieron leyes que complemen-
taban el proceso de fortalecer el aparato científico y tecnológico del
país: la Ley sobre el Registro de la Transferencia de Tecnología y el
Uso y Explotación de Patentes y Marcas (diciembre de 1972); y la
Ley para Promover la Inversión Mexicana y Regular la Inversión
Extranjera 13 (marzo de 1973); y la Ley de Invenciones y Marcas
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13 Esta Ley limitaba la participación del capital extranjero al 49%; correspon-
diendo a las empresas mexicanas el 51% restante.
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(1976). Estas leyes buscaban reducir los costos para el país deriva-
dos de la transferencia de tecnología del exterior y promover la ge-
neración de capacidades de la industria local. En lo relativo a la
transferencia de tecnología, la Ley buscaba evitar prácticas alevosas
en la concesión de licencias e impulsar programas de asimilación de
las tecnologías en las empresas; la Ley de Invenciones y Marcas de-
finió áreas en las que no se concedían patentes, por considerar ina-
decuada la posibilidad de que existieran prácticas monopólicas
para productos estratégicos y de impacto social directo (alimentos,
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CUADRO 2.  Principales instrumentos de fortalecimiento de la Ciencia y la
Tecnología de CONACYT en la década de los años setenta
FUENTE: Elaboración propia con datos de: (a) M. Cardozo y E. Redorta (1984): La polí-
tica científica y tecnológica del estado mexicano a partir de 1970, Serie de Administración
Pública, Estudio de caso núm. 11, CIDE, México. (b) M. de María y Campos (2002):
Pequeñas y medianas empresas industriales y política tecnológica: el caso mexicano de las













Mecanismos de planificación, programa-
ción y promoción sectorial.
Dirigidos principalmente para financiar
las estancias de especialistas e investi-
gadores.
Creación de 18 centros de investigación
en el interior del país.
Infraestructura para el funcionamiento
de los Servicios de consulta de bases
de datos (SECOBI) y de información
técnica (INFOTEC como servicio desti-
nado a la industria).
Apoyos económicos a las empresas
para fomentar la inversión privada en
actividades de CyT.
Vincular la oferta y la demanda de tec-
nología.
medicamentos, agroquímicos, productos químicos, aleaciones,
equipo anticontaminante e invenciones relacionadas con la energía
nuclear).
Se creó la figura del certificado de invención (un título basado
en el reconocimiento al inventor, pero bajo el régimen de licencias
obligatorias) con el objeto de incentivar a inventores en los sectores
restringidos. Estos instrumentos jurídicos habrían de cambiar con
la apertura comercial de fines de los ochenta.
El esfuerzo de la planeación de la CyT de principios de la déca-
da se trató de reforzar con el Plan Nacional Indicativo de Ciencia y
Tecnología de 1976, en el que se consideró el estado de la CyT pero
también el de diversos sectores y actividades económicos que se de-
seaba impulsar (entre ellos, por ejemplo, información, estadística,
servicios de ingeniería). El Plan Nacional Indicativo pretendió incre-
mentar los fondos para la investigación de alta calidad fundamen-
talmente en la opción de investigación básica; asimismo, se pronun-
ció por la integración de programas de investigación en proyectos
más globales de mediano y largo alcance. También se estableció
como meta incrementar la participación del sector privado en el
gasto en CyT.
Las sustanciales entradas de divisas en los años finales de esa dé-
cada, así como, el cambio de Presidente en 1976, y la falta de un
proyecto de país al que se le diera continuidad dieron por resultado
que los objetivos y metas del Plan Indicativo no se ejecutaran 14. De
hecho, ya en 1978 se definiría el Programa Nacional de Ciencia y
Tecnología 1978-1982 que hizo irrelevantes los planteamientos del
Plan Indicativo. El Programa Nacional definió áreas prioritarias ex-
tremadamente amplias (investigación básica; agropecuaria y fores-
tal; pesca; nutrición y salud; energéticos; industria; construcción;
transporte y comunicaciones; desarrollo social; y administración
pública) acordes con la división de funciones del gobierno y no con
una lógica científica y tecnológica. Así, a pesar de que los recursos
para actividades CyT crecieran de manera importante (por la bo-
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14 En el Plan Nacional Indicativo de Ciencia y Tecnología ya se mencionaba el
objetivo de dedicar el 1% del PIB a actividades de I+D, cantidad que no se ha al-
canzado hasta la fecha.
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nanza petrolera de la época) lo único que tuvo un impacto sensible
fue el programa de becas. Si bien se pretendía atender las demandas
del sector productivo, la falta de objetivos concretos hizo que los re-
sultados fueran marginales. Vale la pena mencionar que CONACYT
creó, durante este período, una empresa, Mexicana de Tecnología,
con la misión de propiciar la transferencia de tecnologías de los
centros de investigación a la industria. La empresa, a pesar de tener
recursos para hacer estudios de ingeniería para hacer el escalamien-
to industrial de las tecnologías, desapareció a fines del sexenio sin
dejar una historia exitosa.
II.2.  La década de los ochenta
La formulación de la política científica y tecnológica del país se da
en el siguiente contexto económico:
• Negociación de la deuda externa que reprogramó el pago de
capital e intereses 15.
• Proceso de ajuste del peso frente al dólar que llevó a etapas
de sobrevaluación y subvaluación del peso, lo que originó
bruscas devaluaciones en 1982 y 1985; y en 1987 a un desliza-
miento diario del peso 16.
• Para 1986 se inicia un proceso acelerado de liberalización co-
mercial, con la adhesión de México al GATT 17.
• Tasas de crecimiento del PIB muy bajas 18.
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15 En 1982, la deuda sobrepasaba los 90 mil millones de dólares (cuando la po-
blación, en 1980, era de 66,8 millones de habitantes), en tanto que hacia 1989 la
deuda ya era de poco más de 122 mil millones de dólares (Unger, 1995 y Calva,
2000).
16 Para 1980-1981 se estimó una sobrevaluación del peso en 50,66, en tanto
que para 1984 la subvaluación fue de 25,09, en 1987 de 21,97 y en 1988 de 20,89
(Calva, 2000).
17 En 1979, el porcentaje de importaciones sujetas a permiso era del 40,9%;
para 1990, la cifra bajó al 13,6% (Ugarte, 1994 y Calva, 2000).
18 La tasa de crecimiento anual del PIB, para el período 1983-1988, fue de
0,18% (Calva, 2000).
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El plan rector en materia de ciencia y tecnología, lo constituyó
el Programa Nacional de Desarrollo Tecnológico y Científico
1984-1988 (PRONDETYC), el cual derivó del Plan Nacional de
Desarrollo en donde se reconocía la importancia de la investigación
y desarrollo para impulsar los diversos sectores económicos del país.
En el PRONDETYC se reconoce una correlación negativa entre el
crecimiento económico y el desarrollo de tecnologías nacionales; así
como, el hecho de que la modernización del aparato productivo se
hizo con base en la importación de tecnologías. Una contribución
importante del PRONDETYC fue el reconocimiento, por lo menos
en el papel, de que la ciencia y la tecnología constituyen un sistema
y que hasta principios de los ochenta éste se había reducido a una
de sus partes: el subsistema de investigación. El Sistema Nacional
de Ciencia y Tecnología concebido por el PRONDETYC identificó
los siguientes seis subsistemas:
• El de investigación para generar nuevos conocimientos.
• El de enlace investigación-producción para orientar la selec-
ción de tecnologías y aplicación de conocimientos.
• El de enlace investigación-educación para formar recursos hu-
manos de alto nivel.
• El de comunicación social para divulgar y crear conciencia de
la importancia de la ciencia y la tecnología.
• El normativo y de planeación para proporcionar un marco ju-
rídico al sistema.
• El de coordinación para facilitar la interacción de los compo-
nentes del sistema.
Para cada uno de los componentes del sistema se crearon objeti-
vos y estrategias; sin embargo, no se logró instrumentar la política
para que todos los componentes se articularan adecuada y efectiva-
mente. Las seis estrategias genéricas establecidas en el PRON-
DETYC fueron las siguientes:
i. Conducir el desarrollo científico y tecnológico sobre la base
de esquemas de planeación participativa (inclusión de todos
los sectores).
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ii. Orientar los instrumentos de política CyT hacia la selección
de tecnologías que permitan el crecimiento armónico entre
los diversos sectores económicos.
iii. Regular el flujo de tecnologías importadas para adquirir
sólo aquellas que no se pudieran desarrollar en el país.
iv. Aumentar el gasto en CyT.
v. Fomentar la formación de recursos humanos.
vi. Fomentar la oferta y uso de servicios de información cientí-
fica y técnica.
El PRONDETYC, a diferencia de los planes anteriores, carecía
de metas específicas, con lo cual es difícil evaluar sus resultados; sin
embargo, sí hay una serie de indicadores que permiten concluir so-
bre la ineficacia del Programa, pues no alcanzó sus objetivos porque
no instrumentó sus estrategias. Por ejemplo, en lo que se refiere al
gasto total en actividades científicas y tecnológicas, durante 1987 y
1988 se alcanzaron cifras comparables a las que se tenían a princi-
pios de los setenta (0,26% del PIB). En materia de formación de
recursos humanos, al inicio de los ochenta, las becas de postgrado
otorgadas por CONACYT estuvieron arriba de las 4.000 y en 1986
el número de éstas cayó estrepitosamente en un 60% 19. Los servi-
cios de información técnica tuvieron serios problemas; en el caso de
INFOTEC éste fue presionado para que fuera autofinanciable y, en
su afán de conseguir esta meta, los precios de sus servicios se incre-
mentaron sustancialmente, de tal forma que el número de clientes
disminuyó considerablemente y prácticamente se atendía a empre-
sas trasnacionales y empresas mexicanas de gran ta maño.
En materia de patentes, en 1980 se otorgaron 165 títulos a na-
cionales, en tanto que 1986 sólo se otorgaron 41. El gasto público
en fomento industrial decreció de 12,28% del PIB en 1980 a tan
sólo 8,65 en 1988. Por último, el programa de incentivos a los in-
vestigadores, Sistema Nacional de Investigadores (SNI) que se ini-
ció en 1984 no promovió la vinculación de éstos en actividades in-
dustriales pues un pilar del SNI fue, y sigue siendo, la publicación
de artículos científicos en revistas de prestigio internacional. La cri-
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sis económica 20 cuyos síntomas más evidentes eran las altas tasas de
inflación, devaluaciones sucesivas y encarecimiento del crédito hizo
que las inversiones en CyT fueran relegadas.
Por otro lado, el Gobierno Federal constituyó un programa adi-
cional, en materia de política industrial, para intentar completar los
aspectos relacionados con la tecnología. Éste fue el Programa Nacio-
nal de Fomento Industrial y Comercio Exterior 1983-1988 (PRONA-
FICE). El PRONAFICE se propuso (De María y Campos, 2002): (i)
aumentar la producción de bienes de consumo intermedio y de capi-
tal; (ii) racionalizar la protección excesiva reduciendo gradualmente
los aranceles; (iii) ingresar al GATT y establecer negociaciones con
los principales socios comerciales; (iv) promover un nuevo patrón de
industrialización que consolidara la integración de las cadenas pro-
ductivas. Una evaluación realizada sobre los logros del PRONAFICE
(SECOFI, 1988, citada en De María y Campos, 2002) indica que las
metas planteadas en éste sólo se consiguieron parcialmente. Entre los
resultados que conviene destacar se encuentran los siguientes.
i. Las metas de crecimiento, inversión y empleo no se cum-
plieron. No hubo crecimiento del PIB en el sexenio.
ii. La racionalización de la protección ocurrió de manera gradual
hasta 1986, fecha en la que se aceleró y volvió indiscriminada.
iii. En 1986 se logró el ingreso al GATT y con ello se inició la
negociación del primer acuerdo de libre comercio del país.
Sólo unos cuantos sectores industriales mostraron avances
(automotriz, farmacéutico, electrónica) pero en general, no hubo
crecimiento y se comenzó la desintegración clara de cadenas pro-
ductivas ante la apertura comercial.
Las políticas de fomento a la CyT fueron acompañadas de una
serie de instrumentos cuyo funcionamiento estuvo limitado por la
falta de recursos. De hecho, en ese período se hizo un acuerdo de aus-
teridad que canceló «temporalmente» todos los certificados de promo-
ción fiscal, que eran pieza importante para la inducción de cambios en
la industria. Una lista de éstos se muestra en el cuadro 3.
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• Ley sobre el Registro de la Transferencia de Tecnolo-
gía y Uso y Explotación de Patentes y Marcas 21.
• Ley para Promover la Inversión Mexicana y Regular la
Inversión Extranjera.
• Ley para Coordinar y Promover el Desarrollo Científi-
co y Tecnológico.
• Ley de Invenciones y Marcas.
• Ley General de Normas, Pesas y Medidas.
• Decreto que establece estímulos fiscales para fomen-
tar la investigación, el desarrollo y la comercialización
de la tecnología nacional.
• Decreto que establece la devolución de impuestos a
exportadores de tecnología.
• Decreto que establece estímulos fiscales para fomen-
tar el empleo, la inversión en actividades industriales
prioritarias y el desarrollo nacional.
• Ley Aduanera.
• Decreto que establece las zonas geográficas para la
descentralización industrial y el otorgamiento de estí-
mulos.
• Decreto para el desarrollo integral de la industria me-
diana y pequeña.
• Acuerdo que establece las actividades industriales
prioritarias.
• Políticas crediticias de la banca de desarrollo.
• Programa de riesgo compartido del CONACYT.
• Fondo para el Fomento a las Exportaciones de Pro-
ductos Manufacturados, FOMEX.
• Fondo Nacional de Estudio y Proyectos, FONEP.
• Fideicomiso de Conjuntos, Parques y Ciudades In-
dustriales, FIDEIN.
• Fondo de Equipamiento Industrial, FONEI.
• Fondo Nacional de Fomento Industrial, FOMIN.
• Fondo de Garantía y Fomento a la Industria Mediana
y Pequeña, FOGAIN.
• Banco Nacional Pesquero y Portuario AA, BANPESCA.
• Fideicomiso de Riesgo Compartido, FIRCO.
• Fondos Instituidos en Relación a la Agricultura, FIRA.
II.3.  La década de los noventa
En esta época se concretó el modelo neoliberal, basado en el Con-
senso de Washington, como eje de la política económica nacional.
Los principales elementos del contexto socioeconómico de la época
son los siguientes:
i. Los esfuerzos del gobierno se enfocaron a la estabilización
de precios, a través del control del tipo de cambio.
ii. La apertura comercial continuó con un ritmo acelerado 22.
iii. La inversión pública se redujo, al mismo tiempo que se ace-
leró la privatización de empresas paraestatales.
iv. La tasa de crecimiento anual del PIB fue de 3,9% para la
primera mitad de la década y de 2,73% para la segunda.
v. Hacia finales de 1994, el modelo hizo crisis 23 y se devaluó la
moneda de manera drástica lo que resultó en fuga de capi-
tales, proceso de inestabilidad económica y social, y alta in-
flación 24/25.
En materia de política científica y tecnológica, en la década se
establecieron dos proyectos: el Programa Nacional de Ciencia y
Modernización Tecnológica 1990-1994 (del presidente Carlos Sali-
nas de Gortari) y el Programa de Ciencia y Tecnología 1995-2000
(del presidente Ernesto Zedillo). Ambos proyectos fueron enmarca-
dos dentro del Plan Nacional de Desarrollo que cada Presidente
promulgó, en los cuales se reconoció que la ciencia y la tecnología
eran factores clave en el desarrollo económico y social del país. Sin
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22 Esto llevó a un déficit comercial enorme, en 1994 éste fue de 28.662 millo-
nes de dólares. Las importaciones sujetas a control era de tan sólo el 3,6%.
23 Apenas comenzaba el gobierno de Ernesto Zedillo quien tomó medidas
drásticas conocidas popularmente como «el error de diciembre».
24 La inflación promedia del sexenio 1994-2000 fue de 242.
25 Otras consecuencias de la devaluación fueron: contracción de la inversión y
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adquisitivo de los asalariados; política monetaria y crediticia restrictiva; subvalua-
ción cambiaria.
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embargo, de los dos programas, el primero fue sin duda el que in-
trodujo los elementos de cambio más importantes. Por primera vez,
se hizo explícito el concepto de innovación y se reconoce que éste
se integra por diversos actores, más allá de los directamente involu-
crados en la generación de la ciencia y la tecnología.
Un punto central del Programa 1990-1994 lo constituye «la cali-
dad» en todas las estrategias propuestas y, de hecho, se habla de in-
crementar los apoyos a las instituciones pero en función de una se-
lección cuya base es la calidad de las investigaciones y de los
programas educativos y la formación de recursos humanos. Esta
orientación de «calidad» derivó en cambios en los apoyos para la
asignación de recursos en diversas áreas. Por ejemplo, se estableció
el Padrón Nacional de Postgrados de Excelencia, en el cual se debían
inscribir aquellas instituciones que quisieran contar con recursos
para otorgar becas a sus estudiantes y financiar algunas de sus acti-
vidades académicas. Entre los principales criterios para pertenecer
al Padrón estaban el número de investigadores pertenecientes al
SNI dentro de la plantilla de profesores y la eficiencia terminal 26.
El Programa Nacional de Ciencia y Modernización Tecnológica,
estableció como estrategia general la procuración de mayores recur-
sos; sin embargo, ésta se condicionó a una situación económica y fi-
nanciera «pertinente». Aunque no se estableció meta alguna para el
gasto federal en CyT, es claro que el aumento de la inversión fue
pequeño respecto al período anterior, pues en el período 1990-1994
la proporción del PIB dedicada a CyT fue de apenas 0,34%, en
promedio. Con estos niveles de recursos, era difícil cumplir con el
objetivo de tener actividades científicas competitivas a nivel mun-
dial, pero es importante mencionar que México comenzó en estos
años un proceso de modernización de la infraestructura de investi-
gación, usando recursos de un préstamo del Banco Mundial 27.
La política de selección en función de la calidad tuvo un efecto
positivo para las instituciones más fuertes. Así, los postgrados y la
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gadores, pues se señaló que los criterios para ingresar y permanecer en el SNI de-
bían ser de excelencia.
27 El Banco Mundial financió el Programa de Apoyo a la Ciencia Mexicana
(PACIME).
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investigación de las principales universidades (UNAM, UAM, CIN-
VESTAV, de Guadalajara, Autónoma de Nuevo León y de Baja Ca-
lifornia, entre otras) y de los centros de CONACYT recibieron un
importante impulso de modernización, mientras que las institucio-
nes que no alcanzaban el nivel de excelencia fueron relegadas y, por
supuesto, descuidadas. Por ello, las mejores instituciones contribu-
yeron al aumento de las publicaciones científicas del país y a mayo-
res índices de impacto.
Por otro lado, en el terreno de la modernización tecnológica, el
Programa plantea el ajuste de condiciones (entre ella el marco jurí-
dico) para eliminar las condiciones de protección a la transferencia
de tecnología y la inversión mexicana por encima de la extranjera,
aduciendo que un factor importante de la modernización tecnológi-
ca es la competencia abierta y de que el retraso científico y tecnoló-
gico del país se debe a la protección y regulación excesivas. Los
ajustes delineados en el Programa se pusieron en marcha con la de-
rogación de la Ley sobre el Registro y Control de la Transferencia
de Tecnología y el Uso y Explotación de Patentes y Marcas; así
como, la adecuación de la Ley para Promover la Inversión Mexica-
na y regular la Extranjera y la expedición de la nueva Ley de Fo-
mento y Protección de la Propiedad Industrial.
Acorde con la política neoliberal, en el Programa se establece
que corresponde a las empresas adoptar e instrumentar las decisio-
nes relativas a su modernización, asumiendo los riesgos y recibien-
do los beneficios que de ellas resulten. Lamentablemente no se con-
sideró que, para que las empresas pudieran tomar decisiones
adecuadas requerían de apoyos gubernamentales, como por ejem-
plo, información técnica y comercial; financiamiento y estímulos
fiscales; capacitación técnica; estudios de factibilidad e inversión;
capacidades para diagnosticar adecuadamente sus problemas tec-
nológicos, etc. De hecho, en esta década diversas organizaciones de
apoyo a la industria fueron cerradas (Laboratorios Nacionales de
Fomento Industrial e Instituto Mexicano de Investigaciones Tecno-
lógicas), vendidas al sector privado (Instituto de Manufacturas Me-
talmecánicas de San Luis Potosí) o reducidas a su mínima expre-
sión (INFOTEC). Se cancelaron los programas de subsidio a
proyectos tecnológicos de empresas, pues fueron sustituidos por
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créditos a tasas de mercado que sometían a las empresas a condicio-
nes «verdaderamente competitivas» y, en el plano de los estímulos
fiscales, tampoco se hicieron ajustes para inducir a las empresas a
invertir en actividades de investigación y desarrollo 28.
Otro elemento sustancial del Programa es la presión para que
los Centros de Investigación y Desarrollo públicos generaran recur-
sos propios para incrementar su disponibilidad de recursos. Éste
sería el antecedente de un conflicto que hasta la fecha subsiste y es
la dualidad de los investigadores en el sentido de que, por un lado,
se les comienza a presionar para buscar proyectos financiados por
agentes distintos al Estado; sin embargo, por el otro, los parámetros
de evaluación y de estímulos económicos están basados en criterios
tradicionales de investigación como son el número y calidad de pu-
blicaciones, y la formación de recursos humanos.
Por último, llama la atención que respecto a la ejecución del
Programa se le da un papel central a la Secretaría de Programación
y Presupuesto (la cual desapareció a fines de la década y sus funcio-
nes fueron absorbidas por la Secretaría de Hacienda) bajo la cual
fue sectorizado el CONACYT.
Con respecto al Programa de Ciencia y Tecnología 1995-2000,
el elemento más importante de destacar es que le devuelve a
 CONACYT un papel más activo en la materia y lo coloca bajo la
coordinación de la Secretaría de Educación Pública. En este período
se inicia la creación de nuevos programas para el fomento a la in-
vestigación. En 1998, surgen en el CONACYT tres grandes líneas
de acción:
i. La Ley para el Fomento de la Investigación Científica y
Tecnológica: de esta Ley, los elementos más sobresalientes
son la creación del Registro Nacional de Instituciones y
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 desarrollo (I+D) fue el correspondiente al artículo 27 de la Ley del Impuesto sobre
la Renta que establecía que para que las empresas se beneficiaran de los estímulos
deberían colocar los fondos en un fideicomiso; los recursos deberán invertirse en
un plazo no mayor de dos años a partir de su colocación; los fondos orientados a
I+D no deben exceder del 1,5% de los ingresos del contribuyente (De María y
Campos, 2002).
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Empresas Científicas y Tecnológicas (aún vigente); la crea-
ción de Fondos de Investigación Científica y Mixtos (con
aportaciones del sector privado, el gobierno federal y los es-
tatales).
ii. Los programas de vinculación para promover el uso de ca-
pacidades CyT del país.
iii. Los programas de apoyo a la modernización tecnológica:
entre éstos se encontraban el FIDETEC (créditos de bajo
costo para financiar proyectos de innovación); Programa de
Modernización Tecnológica para brindar apoyo a la adqui-
sición de servicios de consultoría para diagnosticar la pro-
blemática tecnológica de la empresa; PAIDEC, apoyo a
proyectos conjuntos de I+D entre empresas e instituciones
de investigación; PROVINC, apoyo a la creación de unida-
des de gestión de servicios tecnológicos en las universida-
des. En la Secretaría de Comercio y Fomento Industrial se
crearon los Centros Regionales de Competitividad Empre-
sarial y en la Secretaría del Trabajo y Previsión Social operó
exitosamente el Programa Calidad Integral y Moderniza-
ción (CIMO).
En cuanto a los recursos invertidos en actividades CyT, en este
período hubo un ligero aumento que permitió rebasar ligeramente
el 0,4% del PIB. Al final del sexenio, la recuperación económica
fue notoria, con una tasa de crecimiento en el año 2000 de 6,9%, lo
cual generó un entorno favorable para un mayor involucramiento
de las empresas en la innovación.
II.4.  Los primeros años del siglo XXI (2000-2006)
Durante el sexenio foxista, el modelo neoliberal continuó, pero no
con el éxito esperado. La balanza comercial de México para el pe -
río do 2001-2003 decreció en casi 2 puntos porcentuales, respecto a
2000; el crecimiento anual del PIB para el mismo período fue de
tan sólo 0,64% (cabe señalar que al inicio del Gobierno en turno
las estimaciones de crecimiento eran del 7% anual); además, según
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el World Competitiveness Center, para el período 2000-2005, la
economía mexicana pasó del lugar 33 al 56 de un total de 60 países
considerados (Foro Consultivo de Ciencia y Tecnología, 2006) 29.
En octubre de 2001, se publicó el Programa Especial de Cien-
cia y Tecnología 2001-2006 (PECYT), el cual busca, entre otros
objetivos, integrar funcionalmente los elementos del Sistema Na-
cional de Ciencia y Tecnología. El PECYT refleja la intención del
gobierno mexicano de seguir privilegiando un esquema de apoyo
a la oferta de conocimientos científicos y tecnológicos sin encarar
prioritariamente el desarrollo de mecanismos efectivos para su di-
fusión (Solleiro, 2002). El PECYT plantea articular el Sistema Na-
cional de Ciencia y Tecnología mediante las siguientes líneas de
acción:
i. Actualizar la Ley para el Fomento de la Investigación Cien-
tífica y Tecnológica.
ii. Instalar el Consejo General de Ciencia y Tecnología.
iii. Simplificar la normativa de operación de las instituciones
públicas CyT para permitir la incorporación de tecnologías
nacionales de valor agregado.
iv. Modificar la composición del gasto mediante el estímulo a
una mayor participación del sector privado.
v. Fortalecer el Sistema Integrado de Información Científica y
Tecnológica.
vi. Establecer los acuerdos necesarios para la articulación y
operación orgánica entre los distintos componentes del Sis-
tema Nacional de Ciencia y Tecnología.
El Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología se concibe como
un ente aislado de otros elementos de la política de Estado. Por
ello, no hay referencia suficiente a cómo se inserta el PECYT en el
marco de la política económica ni a instrumentos implícitos de polí-
tica científica y tecnológica. En cuanto a los recursos, el PECYT
fijó como meta invertir el 1% del PIB en CyT para el año 2006, in-
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cluso esta meta quedó establecida en la nueva Ley de Ciencia y Tec-
nología promulgada en 2002 30/31. A pesar de la categoría legal de
esta meta, apenas se logró mantener el nivel de inversión ligeramen-
te superior al 0,4% del PIB que ya se tenía en el año 2000.
En este período, el CONACYT se fortaleció políticamente, gra-
cias al cambio de su ley orgánica, que hizo que dejara de depender
de la SEP para pasar a ser órgano de consulta del ejecutivo. Tam-
bién se fortaleció económicamente al introducir las figuras de los
Fondos Mixtos y Sectoriales, en los que se crean fideicomisos para
investigación con recursos de los gobiernos de los Estados (Fondos
Mixtos) o de las Secretarías cabeza de sector (Fondos Sectoriales).
Los gobiernos estatales, por un lado, y las secretarías, por el otro,
definen demandas específicas de investigación y se abren concursos
para que las instituciones de investigación (incluidas las privadas y
empresas) realicen los proyectos con dinero aportado por los Fon-
dos. El esquema ha funcionado bien, aunque persisten problemas
como el bajo monto de las aportaciones, la deficiencia en la defini-
ción de las demandas específicas, la burocracia en el manejo de los
Fondos y los proyectos, y la falta de participación de varios Estados
e instituciones clave, como Petróleos Mexicanos.
El PECYT estableció que se daría apoyo preferencial a los pro-
yectos orientados a la solución de problemas de la población y a la
elevación de la competitividad del sector productivo y que generen
consorcios de investigación entre empresas, centros de investiga-
ción e instituciones de educación superior; sin embargo, los logros
han sido pequeños, pues para articular a estos agentes se requiere
de un nuevo enfoque de política para la integración de las estrate-
gias de educación, ciencia y tecnología y competencia económica
mediante una política integral de innovación.
Uno de los mecanismos de fomento más importantes del
PECYT es el de incentivos fiscales, mediante los cuales se induce al
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31 Es importante destacar que la Ley de Ciencia y Tecnología planteó la crea-
ción del Consejo General de Investigación Científica y Desarrollo Tecnológico;
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sector privado a que aumente su inversión en actividades de I+D.
En general, las empresas han manifestado su complacencia en la
forma en que se llevaron los estímulos fiscales; sin embargo, es im-
portante destacar que los apoyos han sido insuficientes y que la ma-
yor parte de las empresas que los han obtenido son trasnacionales o
mexicanas grandes.
Una de las estrategias del Programa se orienta a impulsar las
áreas de conocimiento estratégicas para el desarrollo del país; sin
embargo, salta a la vista que hay una separación de criterios empre-
sariales, financieros y de mercado al plantearse que las áreas tecno-
lógicas estratégicas deben definirse tomando en cuenta la realidad
física, biológica y social del país. Es claro que no puede impulsarse
la competitividad empresarial si el concepto de lo estratégico inclu-
ye exclusivamente estos criterios. Por otro lado, es notable que el
PECYT, en su propuesta de conformación del Sistema Nacional de
CyT, cuando presenta las instituciones del llamado «sector exter-
no» haya omitido a las empresas extranjeras. Esto, por un lado, des-
conoce el papel que tiene la transferencia de tecnología de firmas
extranjeras hacia sus filiales, proveedores y clientes ubicados en el
país en la formación de capacidades tecnológicas locales y, por el
otro, el grado de control que las empresas extranjeras tienen sobre
las posibilidades de innovación local, gracias a sus títulos de propie-
dad intelectual 32.
En la estrategia planteada por el gobierno mexicano han segui-
do ausentes políticas activas e instrumentos que fomenten el flujo
de financiamiento, información, ciencia, tecnología y recursos hu-
manos, sobre una base de articulación de las políticas económica,
industrial, financiera, educativa, agropecuaria y ambiental alrede-
dor de objetivos comunes de innovación y competitividad.
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III.  CONDICIONANTES DE LA IMPLEMENTACIÓN 
DE LAS POLÍTICAS (INTERNOS Y EXTERNOS)
El análisis de las políticas de CyT de los últimos 36 años muestra
con claridad algunos de los factores que han influido negativamente
en la implementación de las políticas. Los más significativos se enu-
meran enseguida:
i. Tal vez el factor condicionante más importante es que los
planes de CyT, en su mayoría han sido simple retórica;
probablemente bien intencionados, pero sin el compro-
miso real de apostar a la ciencia y tecnología como ele-
mentos en los que descansara el desarrollo económico y
social del país 33.
ii. La falta de políticas de Estado transexenales hacen impo-
sible la continuidad, aun cuando se trate, en lo general, de
un mismo modelo económico 34. La continuidad sólo pue-
de asegurarse si se tiene claridad sobre el país que se de-
sea a largo plazo y ésta se traduce en compromisos que se
materialicen.
iii. Sólo recientemente se han llevado a cabo ejercicios de
evaluación de las políticas; sin embargo, los resultados no
han trascendido, pues en general la evaluación la realizan
los gobiernos entrantes y no existe ningún tipo de sanción
para quienes no cumplieron las metas propuestas.
iv. La inestabilidad económica por la que ha transitado el
país ha llevado al ejecutivo a determinar que la prioridad
haya sido frenar la inflación, posponiendo (si el tiempo y
los recursos alcanzaran) la atención de otras áreas de igual
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«cifra récord» ha sido de tan sólo 0,58% del PIB, en 1981.
34 El modelo neoliberal seguido por México lleva en marcha veinte años y, sin
embargo, no ha existido continuidad en las políticas de los cuatro gobiernos que
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importancia (tal es el caso de la CyT). Hoy día, las deci-
siones estratégicas se posponen bajo el argumento de que
el país tiene que realizar primero las llamadas reformas es-
tructurales, aun cuando se tienen ejemplos de que, si el
compromiso existe, a pesar de la crisis, es posible la cana-
lización de recursos al rubro de CyT 35.
v. No se han definido con claridad los sectores prioritarios
que serían los ejes de las diversas políticas de Estado.
Cada sexenio se establecen prioridades tan amplias que
dan cabida a todas las actividades económicas perdiéndo-
se el sentido de priorización.
vi. La escasez de recursos se ha reconocido siempre como un
factor determinante para que no se hayan logrado las me-
tas fijadas. Sin embargo, el aumento de recursos se sigue
postergando. Hay que ser claros en esto, sin un aumento
sustantivo de recursos, México solamente podrá ser un par-
ticipante secundario del avance científico y un seguidor tar-
dío de las innovaciones clave para su economía.
vii. Una adecuada coordinación entre los diversos actores del
Sistema Nacional de CyT es fundamental para lograr que
los instrumentos de política puedan implementarse.
viii. Con la entrada de México al GATT, varias de las estrate-
gias planteadas en los planes de CyT estuvieron orientadas
a satisfacer los requerimientos solicitados por esa organiza-
ción. Asimismo, la firma del Tratado de Libre Comercio
con Estados Unidos y Canadá significó que México alinea-
ra varias de sus políticas a las necesidades del acuerdo, que
en pocas palabras han implicado una aceptación total de
los elementos del Consenso de Washington.
ix. El enfoque que se tiene del Sistema Nacional de CyT es
muy estrecho, por lo que es menester ampliar el concepto
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CyT fue prácticamente el mismo que el del sexenio recién concluido, en donde las
condiciones macroeconómicas del año 2000 eran mejores que las de 1995 (0,4%
del PIB vs. 0,39%).
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y qué éste no se centre en las actividades de investigación
de las instituciones de educación superior y centros de in-
vestigación públicos. Varios estudiosos del tema sugieren
avanzar hacia la formación de un Sistema Nacional de In-
novación.
x. La evaluación de los investigadores se sigue haciendo en
función del número de artículos publicados en revistas in-
dexadas de alto impacto, en la formación de recursos hu-
manos y la dirección de grupos de investigación. En la
práctica se ha visto que este sistema de evaluación no fo-
menta los trabajos grupales, pues la evaluación se centra
en la contribución individual; tampoco se fomenta la cola-
boración de los investigadores con la industria nacional, y
menos si se trata de resolver problemas que no requieran
de tecnología de punta.
xi. Los programas de CyT del período analizado, indican que
es necesario tener una participación más activa por parte
del sector productivo; sin embargo, los mecanismos que
se han puesto en operación para lograr este cometido han
sido insuficientes, difíciles de operar, con poca difusión y
recursos 36. En diversas consultas que se han realizado con
empresarios, éstos han manifestado que los instrumentos
de política que necesitan son los relacionados con el fi-
nanciamiento de las actividades de CyT a través de diver-
sas modalidades: estímulos fiscales; uso del poder de
compra del Estado; subsidios selectivos y créditos en con-
diciones preferenciales; capital semilla, capital de riesgo
compartido; etc. (Castañón, 2005; Senado de la Repúbli-
ca, 1998). Mientras no se activen estos mecanismos, las
actividades de CyT seguirán siendo exclusivas de un gru-
po reducido de empresas.
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IV.  CARACTERIZACIÓN DEL ESTADO DE DESARROLLO
CIENTÍFICO Y TECNOLÓGICO EN LA ACTUALIDAD
Para caracterizar el desarrollo de la CyT en México se han seleccio-
nado los siguientes aspectos: Gasto Federal en Ciencia y Tecnología
(GFCyT); recursos humanos; balanza de pagos por concepto de
tecnología; patentes y publicaciones.
IV.1.  Gasto Federal en Ciencia y Tecnología (GFCyT)
Lamentablemente para el país, la situación a este respecto no ha va-
riado significativamente en los últimos 26 años. El GFCyT prome-
dio de estos años ha sido de tan sólo 0,36% del PIB; y en algunos
años, como por ejemplo 1988-1989, el gasto ha sido tan bajo como
el de la década de los setenta (véase gráfico 1). Esto no tiene concor-
dancia con lo que se ha plasmado en todos los programas nacionales
de CyT en donde se reconoce la falta de recursos, se propone
aumen tar la asignación de recursos y se fijan metas altas (1% del
PIB, en el último sexenio) 37. En lo que respecta al gasto en investi-
gación y desarrollo experimental (GIDE 38), por sector de ejecución,
se observa un aumento importante del sector productivo (véase grá-
fico 2): en 1993, el GIDE era de 10,35%; y en 2003 se incrementó a
30,67%. El Gobierno, por su parte, muestra altibajos en su partici-
pación, aunque en ciertos años se presenta un descenso importante
(por ejemplo, en 1994, disminuyó a 27,6%; en 2002, bajó a 25%; y,
en 2003, la cifra llegó a 28,35%). La contribución de Educación Su-
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dedicó a las actividades de CyT, en 2000, el 1,04 del PIB; Corea, el 2,64% (en
2003); Chile, el 0,6% (en 2002); España, el 1,1% (en 2003); e, Italia, el 1,16% (en
2002).
38 Se entiende por investigación y desarrollo experimental los trabajos sistemá-
ticos y creativos realizados con el fin de aumentar el caudal de conocimientos (in-
cluye el hombre, la cultura y la sociedad) y el uso de estos para idear nuevas aplica-
ciones. Se divide en investigación básica, investigación aplicada y desarrollo
experimental (CONACYT, 2005).
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perior, también presenta oscilaciones; sin embargo, si es posible ob-
servar que la tendencia es a la baja (en 1993, el gasto de este sector
fue de 53,7% en tanto que para 2003, de 39,67%). La mayor parti-
cipación en el GIDE, por parte del sector productivo un signo alen-
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GRÁFICO 1.   GFCyT como porcentaje del PIB (1970-2005)
FUENTE: Los datos de los setenta son estimaciones del Plan Nacional de Indicativo de
Ciencia y Tecnología 1976, y del PIB publicado por el Banco de México en su Informe
1985; De 1980 a 1995 se consultó CONACYT (1996): Indicadores de actividades cientí-
ficas y tecnológicas; y de 1996 a 2005 CONACYT (2006): Informe General del Estado de
la Ciencia y la Tecnología 2006.
GRÁFICO 2.  GIDE por sector de ejecución 1993-2033 (porcentajes)
FUENTE: CONACYT (2006): Informe General del Estado de la Ciencia y la Tecnología
2006.
tador; sin embargo, es pertinente decir que el gasto se encuentra
concentrado en pocas empresas; además de que aún estamos lejos
de la situación presentada por países miembros de la OCDE39.
Respecto a la distribución del GFCyT por tipo de actividad se
observa que tanto para educación como servicios tecnológicos se
han tenido variaciones importantes que son reflejo de lo errático
que han sido las políticas en la materia, por ejemplo, en el campo
de la educación; en 1991, el porcentaje dedicado a este rubro era
27,4%; para 1992, disminuyó ocho puntos porcentuales; en 1994,
llegó a 25,9% para disminuir otra vez en 1995, a 19,7%. Por otro
lado, el gasto en materia de servicios científicos y tecnológicos
muestra, en general, incrementos importantes sobre todo respecto a
1991 en donde se tiene la cifra más baja del período considerado
(véase gráfico 3). Sin embargo, al no contar con información deta-
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GRÁFICO 3.  GFCyT por tipo de actividad (porcentajes)
FUENTE: De 1990 a 1995 los datos fueron tomados de CONACYT (1996): Consejo Na-
cional de Ciencia y Tecnología. Indicadores de actividades científicas y tecnológicas. México.
De 1996 al 2005, se tomaron de la página web de CONACYT www.conacyt.gob.mx.
llada del tipo de servicios a los que se están destinando los recursos
es muy difícil evaluar su pertinencia.
IV.2.  Recursos humanos
El porcentaje de la población ocupada en actividades científicas y
tecnológicas (como porcentaje del total y de la población económi-
camente activa), se ha mantenido prácticamente constante, lo cual
si bien no es la situación ideal, al menos, implica que no ha habido
retroceso en la materia (véase gráfico 4), lo cual significa que las
medidas de estímulo económico a la productividad de los investiga-
dores han sido eficaces para retener a científicos.
Sin embargo, es importante señalar que en materia de investiga-
dores, México continúa con un rezago importante; de 1995 a 2000,
el porcentaje de investigadores equivalentes de tiempo completo ha
sido de tan sólo 0,02% de la población. Para 2001, Alemania tenía
11 veces más investigadores que México; Canadá, 4,9; Corea, 5,8;
España, 3,42 y Japón, 27. Adicionalmente, conviene destacar que
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GRÁFICO 4. Porcentaje de la población total y de la población económicamente
activa en actividades de CyT
FUENTE: De 1991 a 1997 fueron tomados del sitio web del Sistema Integrado de Informa-
ción sobre Investigación Científica y Tecnológica en http://www.siicyt.gob.mx/siicyt/indi-
cadores/SeriesEstadisticas.do. Los datos de 1998 a 2005 fueron tomados de CONACYT
(2006): Informe General del Estado de la Ciencia y la Tecnología 2006. México.
en el Sistema Nacional de Investigadores (sistema creado para in-
crementar los ingresos de los investigadores con base a un proceso
de evaluación trianual de méritos), para 2003 sólo se encontraba un
tercio de los investigadores 40. Lo que indica que el 66% de los in-
vestigadores del país no se encuentran en lo que podría considerar-
se «el padrón de excelencia» (véase gráfico 5).
IV.3.  Balanza de pagos por tecnología y patentes
En los años setenta, se indicaba que una prioridad del Gobierno
era el desarrollo de la CyT con la finalidad de generar tecnología
propia y con ello disminuir la dependencia tecnológica. Con la in-
troducción del modelo neoliberal, en 1986, se comenzó la apertura
en la materia y se dejó que fueran las empresas quienes decidieran
qué y dónde adquirir tecnología. La balanza de pagos por concepto
de tecnología muestra que México ha recurrido constantemente al
exterior para ello y que la idea de la autosuficiencia tecnológica ha
quedado muy lejos (véase gráfico 6).
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GRÁFICO 5.  Evolución de los investigadores del SNI 1984-2005
FUENTE: Sitio web de CONACYT, «Información Histórica y Estadística», en http://www.
conacyt.mx/SNI/SNI_Evaluacion2005.pdf.
Los datos anteriores se refuerzan con la información relacionada
con patentes (véase gráfico 7), que indican que el índice de depen-
dencia tecnológica de México ha aumentado consistentemente en el
período 1995-2005 al pasar de 11,48 a 23,83.
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GRÁFICO 6.  Balanza de pagos de tecnología (millones de dólares)
FUENTE: Los datos de 1990-1995 se tomaron de CONACYT (1996): Indicadores de ac-
tividades científicas y tecnológicas. Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología. México.
Los datos de 1996-2004 se tomaron de CONACYT (2006): Informe General del Esta-
do de la Ciencia y la Tecnología 2006. Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología. Mé-
xico.
GRÁFICO 7.  Patentes concedidas en México (1995-2005)
FUENTE: CONACYT (2006): Informe General del Estado de la Ciencia y la Tecnología
2006. Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología. México.
Por último, en materia de la producción de artículos publicados,
México mostró, para el período 1995-2004, un avance importante
pero que dista mucho aún de países de la OCDE o aquellos con un
desarrollo similar (por ejemplo, Brasil). Así, para 1995, la participa-
ción porcentual de México en la producción mundial de artículos
publicados fue de 0,42% y esta cifra se ha incrementado anualmen-
te hasta llegar a 0,76% (véase cuadro 4). A pesar de este crecimien-
to en la producción científica, «el desarrollo de la ciencia en Méxi-
co respecto de otras naciones de primer mundo —las cuales
comenzaron hace siglos a trabajar, promover y apoyar la ciencia—
está en un estado de subdesarrollo lamentable. En México, tenemos
muy poco tiempo de haber empezado este trabajo, aunque no lo
hemos hecho tan mal: tenemos nombramientos de investigadores,
institutos de investigación y un organismo oficial que apoya y fo-
menta la ciencia, como el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnolo-
gía. El problema de la ciencia en nuestro país no es de calidad; te-
nemos investigadores de máximo nivel en muchas disciplinas, el
problema es de cantidad, somos muy pocos. Tenemos una masa críti-
ca de científicos mínima, hay menos de un científico por cada 10 mil
habitantes, mientras que en Alemania hay 42 y en Japón 38 por la
misma cantidad de gente. Si lo medimos de esta manera, nuestra ca-
pacidad de desarrollo científico es muy pequeña» (Pérez Tamayo,
2006).
CUADRO 4.  Participación porcentual de la producción mundial de artículos
publicados en el mundo por país
1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004
Brasil ............ 0,82 0,89 0,98 1,12 1,24 1,33 1,43 1,57 1,58 1,73
España......... 2,29 2,46 2,64 2,76 2,88 2,91 3,02 3,13 3,1 3,22
México.......... 0,43 0,48 0,52 0,57 0,62 0,64 0,67 0,70 0,73 0,76
Turquía......... 0,37 0,47 0,52 0,59 0,67 0,70 0,83 1,07 1,24 1,29
FUENTE: CONACYT (2006): Informe General del Estado de la Ciencia y la Tecnología
2006. Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología. México.
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V.  VALORACIÓN DE LA VINCULACIÓN ENTRE EL DESARROLLO
CIENTÍFICO Y TECNOLÓGICO CON EL DESARROLLO SOCIAL
Y ECONÓMICO DEL PAÍS
La vinculación del desarrollo científico y tecnológico con el desarro-
llo social y económico del país es puntual, esporádica, insuficiente y
dependiente de iniciativas personales. Si se analiza este tema a par-
tir de la relación de las instituciones de investigación con las empre-
sas, los resultados son preocupantes. En general, de acuerdo con
los resultados de la encuesta nacional de innovación de 2001 (CO-
NACYT, 2002), las empresas que realizan innovaciones en México
lo hacen descansando en sus propios recursos y, en mucho menor
grado, en otras empresas. El papel de Institutos y Universidades
es mínimo (solamente 3% de las empresas que declararon haber
hecho innovaciones tuvo colaboración con alguna de estas institu-
ciones).
Ya se ha mencionado que, en cuanto a los indicadores de resulta-
dos científicos, la producción científica de México, medida por el nú-
mero y la calidad de las publicaciones ha aumentado a tasas impor-
tantes durante los últimos catorce años. Sobre la estructura de las
publicaciones por disciplinas, México ha construido una especializa-
ción relativa en áreas como física, biología vegetal y animal, agricultu-
ra, ciencia y tecnología en alimentos, así como, en ingenierías eléctri-
ca, electrónica y de comunicaciones. Sin embargo, estas capacidades
no han tenido efecto para fortalecer al sector productivo o frenar la
caída de competitividad del país de los últimos seis años. En pocas
palabras, la ciencia y la producción transitan por senderos diferentes.
Tampoco es mucho lo que se ha hecho para contribuir a mejorar
las condiciones de la población más pobre o solucionar problemas
de microempresas o pequeños productores rurales. En buena medi-
da, esto se debe a que estos problemas no implican retos académi-
cos compatibles con las políticas editoriales de las revistas de alto
impacto. Así, cuando se combina esta falta de incentivo con la esca-
sa demanda explícita de los sectores productivos por servicios y
apoyos científicos y tecnológicos, la contribución al desarrollo so-
cial sigue siendo marginal.
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En lo que respecta a la vinculación de las capacidades científicas
y tecnológicas, con el sector educativo, aparece un problema adi-
cional. Ya se ha ilustrado que el acervo de recursos humanos para
la CyT se ha incrementado durante la última década. No obstan -
te, la política en la materia: «ha sido incapaz de incidir eficazmente
en la generación de los espacios en los que estos recursos puedan
ejercitar y aplicar los conocimientos y capacidades adquiridas en
programas de maestría y doctorado en universidades nacionales y
extranjeras. La falta de nuevas plazas para insertar a los jóvenes in-
vestigadores recién egresados de un postgrado es un problema que
requiere de solución en el corto plazo, con el riesgo de seguir subuti-
lizando o perdiendo esos recursos, que ante esta panorámica en el
país, prefieren emigrar. En general, no existen mecanismos de ab-
sorción de nuevos investigadores por el SNI. Las universidades y
centros de investigación no cuentan con dichos esquemas. El enve-
jecimiento de la planta de investigadores en las grandes universida-
des de México, donde se concentra la mayoría de estos recursos es
un hecho, y esto refleja la falta de mecanismos que permitan a los
investigadores jóvenes acceder al sistema. Los datos del Sistema
Nacional de Investigadores y universidades como la UNAM y la
UAM así lo indican, con casi dos tercios de los investigadores en el
rango de 40 a 60 años en 2005, mientras en 1992 esta cifra era me-
nor a 40%» [Foro Consultivo de Ciencia y Tecnología, 2006].
Finalmente, desde la perspectiva del Sistema Nacional de Inno-
vación, como lo hemos demostrado con los estudios sobre el nivel
de ramas manufactureras específicas 41, México cuenta apenas con ca-
pacidades de innovación altamente dispersas y heterogéneas, y pre-
senta las siguientes carencias:
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• Los sistemas sectoriales de innovación están incompletos ade-
más de que hay poca articulación entre los distintos agentes.
• Los nexos más fuertes, en materia de innovación, se dan con
los clientes y proveedores; actores que juegan un papel muy
importante al cubrir un rango muy amplio de actividades que
van desde la capacitación tecnológica hasta el otorgamiento
de créditos.
• Hay agentes del sistema de innovación que son prácticamente
inexistentes. Tal es el caso de los proveedores de crédito y ca-
pital de riesgo, y de información técnica. Son dos eslabones
de la cadena que no pueden faltar, pues sin el primero, las
empresas sólo pueden crecer de acuerdo a sus propias capaci-
dades y, sin el segundo, no hay elementos que den un soporte
sólido a las decisiones de las empresas.
• El financiamiento de largo aliento también es escaso, más aún
en actividades de riesgo y gran incertidumbre en los esfuerzos
de innovar.
• La vinculación con las instituciones de educación superior es
sumamente escasa, con lo que se pierde la oportunidad de ha-
cer un uso mucho más exhaustivo de la infraestructura que
estas organizaciones tienen.
• La propiedad intelectual es otro de los puntos débiles de los
sistemas sectoriales estudiados. Aún cuando se han hecho es-
fuerzos importantes por parte del Instituto Mexicano de la
Propiedad Industrial para capacitar a los empresarios sobre
los diferentes mecanismos para proteger las creaciones del in-
telecto humano, éstos no han logrado tener buenos resultados
en la práctica, pues, para la mayoría de los empresarios, estos
temas siguen siendo un enigma por lo que sus desarrollos tec-
nológicos se encuentran, la mayor de las veces, desprotegidos.
Por otro lado, aún cuando se cuenta con un pequeño número de
empresas exportadoras, la mayoría de ellas controladas por firmas
extranjeras, altamente calificadas, solamente algunas de ellas reali-
zan actividades modestas de I+D, pues el modelo dominante es la
adquisición de tecnologías del exterior, por resultar de procesos
más sencillos de incorporación de innovaciones, pero que reducen
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drásticamente la posibilidad de articulación interinstitucional para el
refuerzo de sistemas de innovación. Peor aun es el caso de otras em-
presas que no solamente recurren a la adquisición de tecnologías
externas, sino que prefieren el suministro de partes e insumos del
exterior, quebrando las cadenas de agregación de valor y el incenti-
vo para las de suministro local.
A pesar de que se observa en el largo plazo un incremento en el
comercio mundial y una mayor participación de productos con más
contenido tecnológico, esto no significa para el mundo en desarro-
llo una globalización de conocimientos y capacidades tecnológicas.
México, por tanto, no debe asumir equivocadamente que la globaliza-
ción económica también es una globalización tecnológica. Por el con-
trario, debe asumir que sí existe una internacionalización tecnológi-
ca, pero geográficamente limitada y sectorialmente diferenciada.
No es conveniente sobredimensionar la colaboración tecnológica
en grupos de productos de alta tecnología al punto de pensar que
pasivamente podemos atraer joint ventures tecnológicas y, que me-
diante ellas, podemos avanzar hacia sitios de liderazgo en el media-
no plazo. Por el contrario, las características que asume la globaliza-
ción tecnológica indican más la existencia de un aumento del
comercio de productos con más tecnología que una internacionali-
zación del conocimiento. Estas son las coordenadas que enmarcan
el posible establecimiento de una política de comercio tecnológica-
mente dinámica, competitiva y estratégica que posibilite al país una
mejor inserción en el comercio mundial actual y futuro. La forma-
ción de capacidades a nivel local, el fortalecimiento y sofisticación
del mercado interno, y la articulación entre instituciones nacionales
constituyen la plataforma indispensable para mejorar la competiti-
vidad de la industria en el contexto global.
Es claro que, aunque existen empresas que solas pueden desta-
car en el concierto mundial, son las capacidades productivas y tecno-
lógicas del país, asociadas a la existencia de un mercado interno fuerte
lo que determina la competencia de una industria. Los encadena-
mientos tecnológicos-productivos dentro del país son otro de los
retos a enfrentar para insertarse mejor en el comercio mundial.
Con el fin de apoyar una inserción sustentable de México en el
comercio mundial es necesario incorporarse lo más rápidamente po-
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sible en cualquier estrategia que siga el impulso al dinamismo del
mercado interno. El mercado interno es el mayor y principal destino
de la producción de las grandes empresas del mundo; también se ha
demostrado que una demanda sofisticada incentiva la innovación en
las empresas, haciendo que aumenten las capacidades tecnológicas
del país y que el consumo interno de nuevas tecnologías aumenta el
atractivo tecnológico de las empresas y del país. Hay que ser claros:
la globalización tecnológica no significa una anulación de lo nacional.
Esto ya indica la necesidad de desarrollar capacidades tecnológicas
propias y lo confirma el patrón de rentabilización de tecnología que
muestran los países desarrollados grandes. México tiene la oportuni-
dad de aprovechar en primera instancia el tamaño de sus mercados
internos para la rentabilización de sus tecnologías, por lo que debe-
ría moverse estratégicamente hacia ese patrón. Eso significa que, si-
multáneamente debemos sofisticar el mercado interno (tanto de
consumo intermedio como de consumo final) y a la vez incrementar
nuestras capacidades nacionales de asimilación y de innovación tec-
nológica. Para mantener un seguimiento de las posibilidades de in-
novación, las políticas públicas deben considerar como necesario el
permanente monitoreo tecnológico y comercial por industria especí-
fica, así como, el seguimiento de las tecnologías genéricas nuevas.
VI.  FACTORES CRÍTICOS PARA EL DESARROLLO CIENTÍFICO 
Y TECNOLÓGICO DEL PAÍS
Los factores condicionantes mencionados en el apartado III son, sin
duda; elementos críticos para el desarrollo científico y tecnológico
del país. Así, se considera que para que todos ellos puedan ser en-
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cauzados de la mejor manera es conveniente recurrir al concepto de
Sistema Nacional de Innovación (SNI) 42 y que sea éste el marco
bajo el cual se dé coherencia a los distintos factores. El PECYT no
adoptó este concepto y da lugar más bien a un concepto tradicional
de sistema de CyT. Esto no es una simple diferencia de nombre,
sino que refleja la intención del gobierno mexicano de seguir privi-
legiando un sistema de apoyo a la oferta de conocimientos científi-
cos y tecnológicos sin encarar prioritariamente el desarrollo de me-
canismos efectivos para su difusión. De hecho, el concepto de
Sistema Nacional de Innovación que se expresa en el PECYT es su-
mamente extraño: «Es común utilizar también la denominación de
innovación al gasto adicional a la IDE (investigación y desarrollo
experimental) que se realiza en actividades científicas y tecnológi-
cas, las cuales no son o no califican como IDE pero que son funda-
mentales para mejorar la competitividad de las empresas. Al con-
junto de estas actividades (IDE+ innovación) se le denomina
Sistema Nacional de Innovación» 43. Como puede observarse, la
idea no se refiere a una estructura institucional coherente, sino a
una eventual sucesión de actividades que tiene su base en la I+D.
Esto no es más que el reflejo del apego de los diseñadores del
PECYT al modelo lineal de la innovación que asume que lo priori-
tario es reforzar las capacidades de investigación pues, existiendo
una oferta abundante de conocimientos científicos y tecnológicos,
las aplicaciones serán desarrolladas por las empresas gracias a su
vinculación con los centros generadores 44. Esta visión se centra en
la apuesta por los resultados de las investigaciones que se generan
en el marco de una estructura pequeña y con recursos escasos.
Optar por el manejo del SNI ofrece, por principio de cuentas,
ampliar los ámbitos de actuación de la ciencia y tecnología, y dejar
de pensar que éstas se centran sólo en la investigación y la forma-
ción de recursos humanos 45. Además, hablar de un sistema nacio-
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nal de innovación lleva implícita la noción de un papel activo por
parte del sector industrial, con un fuerte énfasis en la construcción
y reforzamiento de redes entre los diferentes actores del sistema lo
que implica, necesariamente, una adecuada coordinación y con-
gruencia entre las distintas políticas públicas. Concretamente, la
política económica, la fiscal, la industrial, la educativa y la de inno-
vación, entre otras, deben estar perfectamente coordinadas para
evitar duplicidad de esfuerzos (con el consecuente despilfarro de
recursos) y atender todos los campos de actuación.
Sin embargo, la creación de las políticas públicas requeridas y su
adecuado eslabonamiento requieren de una visión de país que uni-
fique los esfuerzos y que en este momento está totalmente ausente.
Definitivamente, la carencia de un modelo de país, es algo que se
debe superar rápidamente para evitar continuar mermando nuestra
competitividad y poder entonces, estar en condiciones de caminar
hacia mejoras sustanciales en todos los ámbitos del desarrollo eco-
nómico y social.
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12.  LA POLÍTICA DE LA POLÍTICA CIENTÍFICA 
Y TECNOLÓGICA VENEZOLANA: 
UNA REFLEXIÓN SOBRE CASI CUATRO DÉCADAS
IGNACIO ÁVALOS *
RESUMEN
A lo largo de casi cuatro décadas, Venezuela ha tenido una evolu-
ción importante en su política de ciencia, tecnología e innovación.
Comprimiendo al máximo lo ocurrido podría decirse que se ha pa-
sado de una política concentrada en la ciencia y administrada por la
comunidad de investigadores, a una política que entra también en
la zona de la tecnología y de la innovación y es administrada por el
Estado, esto es, es asumida claramente como una política pública.
Ese cambio ha supuesto, asimismo, la paulatina presencia de otros
actores sociales (además de los investigadores) en plan de actores e
interlocutores, conforme a un modo de producción del conoci-
miento «socialmente distribuido». Además, dicha política se ha
centrado en torno a tres ideas básicas —la soberanía tecnológica, el
desarrollo endógeno y la apropiación social del conocimiento—,
dentro del marco que implica la transición de la actual sociedad ca-
pitalista rentística hacia la sociedad socialista del siglo XXI.
I.  INTRODUCCIÓN
Las próximas páginas pretenden ser un ensayo político sobre la po-
lítica científica y tecnológica venezolana. El texto identifica dos eta-
* Universidad Central de Venezuela. Caracas, Venezuela.
pas, definidas a partir de dos hitos institucionales muy significati-
vos. La primera, corresponde al lapso que va de 1958 a 1998, mar-
cada por la existencia del Consejo Nacional de Investigaciones
Científicas y Tecnológicas (CONICIT) y la otra, al tiempo que va
de 1999 a 2007, administrada por el Ministerio de Ciencia, Tecno-
logía e Innovación.
Alrededor de una y otra etapa (la segunda tratada con más deteni-
miento) se teje la historia de una política pública, tratando de mirar
cómo ha ido cambiando, por qué razones, con cuáles alcances, con qué
impacto. Se teje, asimismo, la historia de un discurso, expresión de
enfoques y conceptos que a lo largo del tiempo sirvieron para enten-
der y atender los asuntos relacionados con el desarrollo de la ciencia,
la tecnología y la innovación. Es una historia larga contada en pocas
páginas, que pasa por alto, así pues, hechos, datos y explicaciones, los
cuales tendrían, con toda razón, cabida en un trabajo más extenso,
uno que permitiera entrar en honduras con respecto a varios asuntos.
Es, en fin, el resumen de casi cuatro décadas, elaborado con
aquello que pareciera ser más importante, dejando por fuera aque-
llo que no lo pareció tanto. Es, pues, arbitrario como todo resumen.
No obstante, ojalá deje ver, en sus líneas más gruesas, qué fue lo
que pasó y por que pasó lo que pasó.
II.  PRIMERA PARTE: EL DISCURSO DESDE EL CONICIT
En el año 1958 fue derrocada la dictadura del general Marcos Pérez
Jiménez y Venezuela comenzó un tramo de su vida institucional
bajo el formato democrático. El llamado Pacto de Punto Fijo, fir-
mado por las principales fuerzas sociales y políticas (con la exclu-
sión de la izquierda) es, se dice, el acta de nacimiento de una nueva
etapa que se extendió durante cuatro décadas y que supuso no sólo
el compromiso en torno al sistema democrático, sino que implicó,
además, un proyecto de desarrollo del país. Una alta renta petrolera
y un sistema bipartidista que administró con relativa eficiencia las
mediaciones políticas e incluso los excedentes económicos en un
marco democrático, además de que logró apartar a los militares de
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la vida política a través de prebendas y concesiones, fueron las cla-
ves para que Venezuela fuera, durante un buen trecho, una nación
estable desde el punto de vista político, al contrario de muchos paí-
ses de la región latinoamericana.
El esquema de sustitución de importaciones, al modo de la pro-
puesta cepalina adoptada en la región, acompañó al mencionado
proyecto político. El argumento de la «industria infantil» como ra-
zón de ser y el proteccionismo como herramienta fundamental die-
ron cauce a un modelo suficientemente conocido como para tener
que ser explicado aquí. A lo que es más o menos sabido para el res-
to de las sociedades latinoamericanas, en el caso venezolano habría
que añadir una variable crucial, la del enorme ingreso proveniente
del petróleo, manejado por su dueño, el Estado, convertido éste,
mucho más que las empresas y los empresarios, en el actor determi-
nante del desenvolvimiento de la economía local.
Por otra parte, desde el punto de vista social, el país pudo des-
envolverse con pocos conflictos, al cobijo de aparentes consensos,
mera «ilusión de armonía», posible gracias al hecho de que, si bien
la riqueza petrolera se repartió de manera muy desigual, alcanzó
para «salpicar» a todos, permitiendo que los venezolanos dejáramos
correr, lo más que se pudo, la arruga de nuestros problemas y con-
flictos. Como se verá luego, este arreglo político se fue fracturando
con el transcurso del tiempo. En las postrimerías de los años seten-
ta se advirtieron sus primeras grietas y hacia finales de los ochenta y
durante los noventa, sus costuras quedaron al aire, dejando a la vis-
ta, incluso del más desprevenido observador, siempre y cuando no
fuera parte de la élite política, graves desacomodos con consecuen-
cias políticas, económicas y sociales muy gruesas. Los cambios que
tuvieron lugar a partir del año 1999, cuando Hugo Chávez asume el
poder, deben verse como el resultado de esa crisis.
II.1.  La política científica como una política pública 
de los científicos
Los que se han ocupado del tema han escrito que durante los años
sesenta y setenta se observaron en Venezuela los primeros pasos
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 hacia la institucionalización de la actividad científica, hasta enton-
ces esporádica, a cargo de individuos que actuaba en plan, casi, de
héroes, sin estructura alguna que los cobijara.
En el año 1968, se creó el Consejo Nacional de Investigaciones
Científicas y Tecnológicas (CONICIT), dato fundamental en la his-
toria de la política científica y tecnológica venezolana, una institu-
ción estatal, creada a imagen y semejanza de unos cuantos organis-
mos fundados en varios países latinoamericanos, bajo la inspiración
ideológica de la UNESCO y por iniciativa de los propios investiga-
dores, buena parte de ellos agrupados en la Asociación Venezolana
para el Avance de la Ciencia (Asovac), su organismo gremial más
importante, fundado casi dos décadas antes. El CONICIT nació,
así pues, bajo el manto de una institucionalidad «cientificista», con-
forme se denunciaría mucho después para indicar la lejanía de la co-
munidad de investigadores, respecto a la sociedad y a sus proble-
mas. Que tenía vocación de República, habría dicho Polany (1962) 1.
Para ese momento, año 1970, las cifras indicaban que Venezuela
contaba con 2.536 personas que declaraban (ellas mismas) ser in-
vestigadores, cifra que luego se vería radicalmente reducida, cuan-
do, casi veinte años después, se aplicaron criterios más exigentes,
los del Sistema de Promoción del Investigador. Un dato seguramen-
te más fidedigno señalaba que Venezuela «gastaba 107 millones de
bolívares en Ciencia y Tecnología, el equivalente al 0,20% de su
PIB» (Arnao y otros, 1972).
Principalmente, durante sus primeros años de vida, el CONICIT
fue una institución pública casi enteramente dirigida y administrada
por los propios investigadores, encargada de promover la actividad
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1 En su República de la Ciencia, un escritor antológico, Michael Polanyi (1962)
señaló que «en la medida en que cada científico siga haciendo la mejor aportación
de que es capaz y que nadie puede mejorar (...) podemos afirmar que el avance de
la ciencia por iniciativas independientes autocoordinadas garantiza la organización
más eficaz posible del progreso científico». Más adelante advertía que «si alguna
autoridad emprendiera la tarea de dirigir el trabajo de los científicos desde el cen-
tro, el progreso de la ciencia prácticamente se estancaría». En parecida vena, el
Premio Nobel argentino Bernardo Houssay: «la mejor manera de tener ciencia
aplicada es intensificar la investigación científica fundamental, pues de ella deriva-
rán abundantes aplicaciones». Más o menos en esas creencias andaba la mayor
parte de los investigadores venezolanos.
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científica en su versión mertoniana (universalismo, comunalismo,
desinterés y escepticismo organizado como reflejo de su ethos), muy
orientada por la idea de copiar, hasta donde fuera posible, lo que
hacían en los países industrializados.
Así, más allá de que, en diversas ocasiones el CONICIT se plan-
teara, durante sus tres décadas de existencia, intenciones en torno a
la dirección de la investigación y a su utilidad, el propósito, si lo he-
mos de mirar por sus efectos concretos, fue el de crear y fortalecer
un «aparato» razonablemente importante en proporción al tamaño
del país, asumiéndola como condición necesaria, y hasta suficiente,
para que le produjese beneficios a la sociedad, según permitía argu-
mentar la concepción en boga sustentada en el «modelo lineal de la
innovación». Tal estrategia fue más un «lujo ideológico» que una
convicción política asociada a un proyecto socioeconómico.
En la práctica, así pues, la actividad científica tuvo sentido por
sí misma. Al investigador sólo le correspondía, en consecuencia, la
realización adecuada —léase con calidad— de su actividad y al
CONICIT procurarle los medios para que ello fuera posible, habi-
tualmente mediante diversos mecanismos de subsidio. Quedaron
puestos así, dicho de manera muy esquemática, los términos del
contrato que reguló las relaciones entre los científicos y el Estado,
inspirado por la idea del «mecenazgo».
Conforme a lo señalado hasta ahora, la investigación científica
venezolana fue, en fin, una actividad que, durante el primer tramo
de la existencia del CONICIT, ocurrió fundamentalmente confor-
me a los fines que los mismos científicos se trazaron, de acuerdo al
planteamiento de sus propios objetivos, afirmación valida aún en
las circunstancias en que la investigación fue calificada como aplica-
da. Paralelamente, y como consecuencia de ello, el juicio de pares
fue el criterio central para decidir lo que se debía y podía hacer y,
también, el criterio central para evaluar, reconocer y gratificar des-
empeño y resultados, estos últimos expresables, casi únicamente, en
publicaciones. En fin, se implantó una suerte de «accountability en-
tre colegas», sin que hubiese mucho margen para juicios externos,
opinión de los «impares», que permitiera una evaluación social
acerca de las cosas que se debían hacer y acerca de las cosas ya
 hechas. Hubo una suerte de «apropiación» de una política pública,
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ello a pesar de la elaboración de varios Planes Nacionales, redacta-
dos en diferentes quinquenios gubernamentales con la pretensión,
casi nunca cumplida, de establecer prioridades y señalar cuál era la
ciencia requerida por el país. Se trató, entonces, en gran medida, de
una política desde y para los científicos con el apoyo y la aquiescen-
cia del Estado, conforme a un arreglo social que no fue único, sino
que tuvo lugar en otros campos y en todos ellos permitió, de diver-
sas maneras y en diversos grados una suerte de «colonización» de
las políticas públicas por parte de diversos intereses corporativos
(Ávalos, 1997) 2.
II.2.  ¿Y la política tecnológica?
En estos tiempos, mientras el CONICIT hacía lo que hacía, concen-
trado, como estaba, en el impulso a la ciencia (que se le había extra-
viado la «T», bromeaban algunos críticos, echándole en cara su des-
entendimiento respecto a lo que no fuera el quehacer científico),
Venezuela tuvo durante este tiempo una Política Tecnológica «implí-
cita», según el término acuñado para significar una política que en la
práctica se veía anulada o contrariada por otras políticas (la econó-
mica, la industrial, la agrícola, en fin), con mucho más incidencia en
la realidad. Así, dentro del «sentido común» propio del proceso de
sustitución de importaciones, un elenco de políticas públicas orien-
taba al país hacia la compra de tecnología extranjera incorporada a
las maquinarias y los equipos requeridos para la producción de bie-
nes de consumo y, en menor grado, bienes intermedios, en medio de
una estrategia cónsona, desde luego con la estrategia que se trazó el
país conforme a los cánones del modelo de la CEPAL, contradicien-
do, en la terquedad de los hechos, según acostumbraba a recordar
Lenín a cada rato, las buenas intenciones del CONICIT.
Un retrato tecnológico de la industria venezolana, realizado a
mediados de la década de los ochenta, informaba que en el sector
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2 Cabe destacar, de paso, que el sector privado, salvo excepciones que casi se
pueden contar con los dedos de las manos, ha estado ausente de la promoción de
la actividad científica nacional.
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productivo nacional la tecnología era entendida como una mercan-
cía, siempre disponible en el mercado, la cual se adquiría en ma-
quinarias y equipos, así como, en servicios diversos de asistencia
técnica. En otras palabras, fue vista como un insumo, para cuya se-
lección, adquisición y uso no se requería de un nivel de capacita-
ción particularmente alto. La creación de una capacidad tecnológi-
ca endógena no fue, así pues, una condición importante para el
funcionamiento de las empresas venezolanas, ni la innovación ni el
dominio tecnológico figuraban entre sus primeras necesidades ge-
renciales. Algunos estudios de casos pusieron en evidencia la reali-
zación, a lo sumo, de actividades orientadas hacia la ejecución de
ciertas modificaciones a las tecnologías importadas, hechas casi
siempre de manera informal y aleatoria, como fruto de una «reac-
ción defensiva» a problemas inesperados provenientes de la planta
o del ambiente externo. Dichos cambios no solían ser «memoriza-
dos» por la empresa y por tanto no se integraban a un proceso de
acumulación de capacidades «superiores» que mejorara sus posibi-
lidades innovativas. Por lo tanto, el aprendizaje tendió a ser, ade-
más de muy bajo, un aprendizaje fragmentado, no estratégico. En
general, en el medio empresarial venezolano dominaba el criterio
de que la vía fundamental y casi exclusiva de introducir cambios
técnicos en la empresa era a través de nuevas inversiones en insta-
laciones físicas, sobre todo en maquinarias y equipos. La adquisi-
ción de «intangibles» (conocimientos, informaciones) fue conside-
rada como menos importante. En síntesis, dentro de la jerga de los
especialistas se señalaba que se adquiría «capacidad de produc-
ción», pero no «capacidad tecnológica». El diagnóstico al uso ha-
blaba, así pues, de un aparato industrial ineficiente, en muchas
áreas tecnológicamente sobredimensionado con respecto al merca-
do nacional, dependiente de materias primas extranjeras y, por de-
cir sólo algo más, muy débilmente encadenado hacia adentro (Via-
na y otros, 1994).
Huelga señalar, dado el marco anterior, que la política de inves-
tigación corría en paralelo con la política tecnológica anteriormente
descrita. La política científica de los científicos tuvo, así pues, poco
roce con la política industrial de los industriales.
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II.3.  La política científica y tecnológica pensada 
desde la izquierda
En la atmósfera ideológico-política de los años setenta se organizó
un discurso paralelo al dominante, es decir, al «cientificista», con
menos impacto, desde luego. Eran, intelectualmente hablando, los
días de la Teoría de la Dependencia, invento latinoamericano de
mucha influencia en el medio académico y en grupos políticos pro-
gresistas. En lo que más directamente concierne al tema del ensayo,
la explicación sostenía que el subdesarrollo de nuestros países de-
pendientes era la contra-cara inevitable del desarrollo de los países
industrializados y que en ese tipo de vinculación la dependencia
tecnológica era un dato medular. La ciencia y la tecnología locales
eran, en consecuencia, marginales al desarrollo nacional de acuerdo
a un planteamiento que llegó a ser parte, pero sin asumir sus conse-
cuencias políticas, del propio CONICIT (Arnao et al., 1972).
De allí derivó un discurso que descansaba sobre dos ideas: por
un lado, la necesidad de regular la importación de tecnología ex-
tranjera y, por el otro, aumentar las capacidades endógenas a fin de
poder generar «tecnologías propias», de acuerdo a nuestras condi-
ciones y en función de un «proyecto nacional independiente». Tal
discurso, con una carga ideológica muy fuerte, no dejó de tener al-
gunas consecuencias importantes, una de ellas, sacar, hasta cierto
punto, el debate sobre el tema del desarrollo científico y tecnológi-
co del reducido espacio de la comunidad científica nacional. Asi-
mismo, sembró la idea de la planificación de una actividad que se
consideraba sometida a sus propias reglas internas y, como conse-
cuencia, se llegaron a elaborar después varios planes quinquenales
en diferentes períodos de gobierno. También dio pie para la elabo-
ración de los primeros esquemas institucionales de vinculación del
aparato de investigación con el sector productivo dentro del con-
cepto de «ciencia útil» y propició la creación de varios centros de
investigación más orientados hacia «lo tecnológico», siendo los más
importantes los relacionados con las industrias básicas (petrolera y
siderúrgica), nacionalizadas a mediados de la década de los setenta
y consideradas pieza clave de una estrategia de soberanía nacional.
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En este punto del camino resulta interesante hacer una corta re-
ferencia al Instituto de Tecnología del Petróleo (INTEVEP), filial
de la empresa estatal Petróleos de Venezuela (PDVSA), creado a
raíz de que el gobierno nacionalizara la industria petrolera, con la
finalidad de que se constituyera en su soporte desde el punto de
vista científico y tecnológico. Se esbozó allí un proyecto organizado
en torno al fortalecimiento del sector petrolero a través de una red
de centros de investigación universitarios, cuyo núcleo debería ser
el INTEVEP, el cual, no obstante ciertos logros incuestionables, no
llegó a cuajar con relación al diseño programado.
Adicionalmente, y en la misma vena teórica, Venezuela incorpo-
ró a su ordenamiento legal un conjunto de normas tendientes a re-
gular la inversión extranjera y la transferencia de tecnología, nor-
mas cocinadas en el Pacto Andino, creando para velar por su
cumplimiento la Superintendencia de Inversiones Extranjeras
(SIEX), adscrita al Ministerio de Hacienda, como organismo encar-
gado de esta misión, la cual cumplió con poca eficacia, pues resulta-
ba una normativa a contra mano, en buena medida, de la lógica
económica propia del modelo de sustitución de importaciones,
adoptado por el país.
II.4.  La política científica y tecnológica en «tiempos
neoliberales»
En las postrimerías de la década de los ochenta el neoliberalismo
tocó tierra venezolana, aterrizando con un sencillo paquete de me-
didas, suerte de recetario universal inspirado en el denominado
Consenso de Washington, sin que, por cierto, se apreciara siquiera
un tímido intento de «tropicalización», como si el país fuera un cas-
carón vacío, susceptible de ser moldeado fácilmente, y no hubiese
inercias capaces de ofrecer resistencia. Ajustes macroeconómicos,
economía de mercado, desregulación, reducción del Estado, aper-
tura comercial, competitividad e inserción en el mercado interna-
cional, globalización y otros términos hacían parte de la jerga técni-
ca, sustrato de la nueva estrategia nacional, desarrollada a medias
debido a la resistencia política y social que enfrentó. Dentro de este
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cuadro, el discurso de la política científica y tecnológica se relacio-
nó mucho más a la economía y, en particular, a la competitividad,
para lo cual, éste era el predicamento, se requería la creación y for-
talecimiento de las capacidades tecnológicas, desde la perspectiva
del mercado, es decir, más como asunto del sector privado que del
público, del productivo que del académico, de lo micro que de lo
macro, en síntesis, más de la gestión tecnológica que de las políticas
públicas.
En términos de sus consecuencias concretas este discurso llevó
a la modificación, para hacerlo más dúctil, el conjunto de disposi-
ciones referidos al capital y la tecnología foráneos y, por otro lado,
se cambió la normativa relativa a la propiedad intelectual, ponién-
dola en el tono, más duro y severo, de la Organización Mundial de
Comercio (OMC). Se trató, asimismo, de quitarle peso al finan-
ciamiento por parte del sector público (abrumadoramente mayo-
ritario en el caso venezolano), poniendo en práctica mecanismos
financieros destinados a incorporar al sector privado al desarrollo
tecnológico, aunque sin obtener resultados importantes 3. Se inten-
tó, incluso, la «privatización» de algunos centros de investigación
tecnológica, pero no se llegó muy lejos, entre otras razones, por una
muy importante: el sector privado manifestó muy poco interés en
ello 4.
Como cabe imaginar, hubo gran énfasis en que la investigación
fuera útil y el discurso se centró en la innovación, sin que existiera
el tejido institucional adecuado. Claro, los resultados no fueron,
por tanto, los que se pretendían, pero consecuencias hubo, entre
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3 A propósito de lo señalado, merece ser destacado el caso del Fondo para la
Innovación Tecnológica (FINTEC), constituido en los primeros años de la década
de los ochenta, adscrito al Ministerio de Fomento, tal como se llamaba entonces la
dependencia oficial encargada de la industria. Tuvo más bien poco impacto —fue
poco demandado por las empresas— y su muerte, por inanición, tuvo lugar cuan-
do sus recursos comenzaron a ser manejados bajo los criterios de la banca de se-
gundo piso, haciéndose eco de la recomendación de los organismos internaciona-
les que tutelaban a Venezuela en la observancia del mencionado recetario
neoliberal.
4 Desde mediados de los años noventa, el INTEVEP le dio fuerza a la subcon-
tratación de varias actividades, tanto a organismos nacionales como, sobre todo,
extranjeros, al tiempo que reducía su nómina en alrededor de 600 personas.
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ellas, la formulación del Primer Programa firmado con el Banco In-
teramericano de Desarrollo (BID), focalizado en el desarrollo de las
nuevas tecnologías y con el énfasis puesto en que se produjeran re-
sultados útiles aplicados. Y cabe mencionar, por otro lado, la crea -
ción, con desigual fortuna, de varios parques tecnológicos, a través
de los cuales se intentaba que el potencial universitario pudiera po-
nerse al servicio de la solución de problemas nacionales. Con la
misma intención, en distintas universidades fueron creadas, o refor-
zadas, oficinas especiales concebidas para vincular la oferta univer-
sitaria con las necesidades del sector productivo.
II.5.  La política científica y tecnológica en «tiempos 
de la sociedad del conocimiento»
Hacia la mitad de la década de los noventa, la política científica y
tecnológica siguió evolucionando en el sentido de hacerse, sobre
todo en el discurso, una política menos «cientificista». Echando
mano del socorrido método de la simplificación, útil en las circuns-
tancias en las que se tiene la obligación de practicar la brevedad, di-
ríase que a mediados de la década de los noventa, amainada la tem-
pestad ideológica neoliberal, se asomó al ambiente venezolano la
propuesta de un modelo de producción de conocimientos distinto
al que prevalecía, aún cuando la prevalencia viniera decayendo, en
el CONICIT, en los centros públicos de investigación y en las uni-
versidades. Distinto, me refiero, al modelo armado en torno a la
idea de la justificación de la actividad de investigación en términos
de sí misma, validada sólo por la opinión de los pares, y realizada
en el seno de instituciones científicas individuales (fundamental-
mente laboratorios de corte más o menos académico) y dentro del
marco de disciplinas aisladas.
Despuntó, pues, un esquema diferente, conforme al cual la in-
vestigación se justifica dentro de un contexto de utilidad y aplica-
ción y se realiza en el seno de redes institucionales, integrada por
organizaciones muy heterogéneas y dentro de marcos muy flexibles
de trabajo que permiten la multidisciplinariedad y la interdiscipli-
nariedad. Se trata, pues, del conocido Modo 2 para la producción
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de conocimientos, descrito por Gibbons y sus colaboradores
(1994). Abundando en lo que seguramente es algo harto conocido,
del concepto y la visión del «sector científico», se pasó, así, al con-
cepto y la visión de «redes de innovación», base para el desenvolvi-
miento de procesos no lineales, interactivos, socialmente dispersos
(no concentrados en un «sector»), involucrando a diferentes acto-
res (laboratorios, empresas de diverso formato y tamaño, firmas de
consultoría e ingeniería, extensionistas, vendedores de maquinaria y
equipos, entidades financieras...), cada uno de los cuales suma su
capacidad para que la innovación sea posible 5.
La progresiva y tímida implantación de este segundo modelo
supuso el surgimiento del germen de una nueva institucionalidad
—valores, organizaciones, normas, leyes, rutinas— muy distante de
aquel que se impulsó desde el CONICIT. Así, la excelencia y la ca-
lidad exigidas en los proyectos, administradas de conformidad al
criterio de los pares, empezó a ser complementada, tímidamente,
insisto, por la utilidad, la factibilidad, la sustentabilidad ambiental y
la oportunidad, administrados, en este caso, por el criterio de los
«impares».
De esta forma, se dio un nuevo paso más hacia la derogación del
acuerdo político suscrito mucho tiempo atrás entre el Estado y los
científicos, mientras comenzaban a surgir, poco a poco, otros acto-
res sociales a cuyo cargo estaba, desde luego, la representación de
otros intereses. Así, tomaron cuerpo diversas iniciativas que mostra-
ban de manera muy incipiente un nuevo esquema de arreglos orga-
nizativos 6. Y se hizo más evidente lo que se venía mirando desde
hacía un buen rato, a saber, que el CONICIT carecía de la muscula-
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5 Así las cosas, el concepto de «sector científico y tecnológico», se fue quedan-
do corto. La idea de que la producción de conocimientos ocurre sólo en el «sec-
tor» —espacio de carácter académico, casi sinónimo de universitario, que alberga
a laboratorios y científicos, regido por sus propias reglas—, mientras que el resto
de la sociedad demanda y usa el producto de su trabajo, fue resultando cada vez
menos útil a fin de elaborar políticas y estrategias para el desarrollo científico y tec-
nológico.
6 Me refiero al Programa de Agendas de Investigación (en el que la «pregunta»
de los proyectos no la colocaban los investigadores, sino otros actores sociales), la
negociación de un Segundo Programa con el BID y en menor grado el Programa
de Laboratorios Nacionales y el de Postgrados Integrados.
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tura institucional, de la fuerza política y de la capacidad financiera
para poder desenvolverse en estos nuevos caminos, mucho más exi-
gentes, mucho más complejos.
II.6.  Un breve balance de esta primera etapa
Puestos frente a la tarea de hacer un breve balance del CONICIT
habría que señalar su responsabilidad de primer orden en la crea-
ción y desarrollo de una infraestructura expresada en laboratorios y
bibliotecas, la formación de un número nada despreciable (aunque
insuficiente) de investigadores de muy alta calidad, el desarrollo de
postgrados, la publicación de revistas científicas, la introducción de
la telemática y, por otra parte, algo igualmente importante, como es
la implantación de una institucionalidad, vale decir de un conjunto
de valores, leyes y prácticas, como basamento para el desenvolvi-
miento de la ciencia nacional. En este sentido, cabe destacar que
perfiló el oficio del científico e introdujo elementos determinantes
para su profesionalización en tiempos en que tal oficio era casi ine-
xistente; por otro lado, adoptó desde sus comienzos la evaluación
de méritos a la hora de determinar sus apoyos, cosa que, de nuevo,
se dice fácil pero hay que valorar lo que significó eso en la cultura
nacional de hace un tiempo (Ávalos, 1999). Asimismo, y aunque
con menos fuerza, se fue sugiriendo un cauce distinto para el trata-
miento de asuntos más vinculados a la tecnología y la innovación.
III.  SEGUNDA PARTE: EL DISCURSO DESDE EL MINISTERIO 
DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN
Como señalaba en la introducción del ensayo, Venezuela fue duran-
te veinte años (1968-1988) una nación políticamente estable, espe-
cialmente al compararla con los otros países de la región. Sin em-
bargo, a mediados de la década de los ochenta empiezan a cambiar
las cosas. El ya citado Pacto de Punto Fijo que, como dije, repre-
sentó un acuerdo de élites que reguló la vida política y social del
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país a partir del año 1958, mostró, entonces, sus primeras grietas.
Al grave problema de la deuda externa y la devaluación de la mone-
da, se le sumó el colapso de los precios petroleros en 1986. La nota-
ble caída del PIB y la crisis social resultante tuvieron efectos muy
graves. Ya a partir de 1989, el futuro del país comenzó a dejar de
ser el de antes, conforme rezaba un famoso «grafitti» de fama mun-
dial. El desacomodo se puso de manifiesto en prácticamente todos
los planos de la vida venezolana. La crisis cobró cuerpo rápidamen-
te: revueltas populares masivas con represión indiscriminada en el
año 1989 (el famoso «caracazo», el día que bajaron los cerros, se-
gún quedó guardado en la memoria de la ciudad), dos intentos de
golpe de Estado en 1992, destitución del cargo, por presión popu-
lar, del presidente Carlos Andrés Pérez en el curso de su período
constitucional (1993) y el triunfo electoral de Rafael Caldera, un
candidato del «establishment», con los votos del «antiestablish -
ment» (1993), representando la última pala de tierra echada sobre
el bipartidismo que reguló durante bastante tiempo la política local.
III.1.  Un nuevo tiempo político
La victoria en las elecciones de 1998 del candidato Hugo Chávez,
un absoluto «outsider» político, es la consecuencia de la crisis des-
crita y significó, desde varias perspectivas, el fin de una era política
y el comienzo de otra. Se abrió paso, así pues, a un proyecto de po-
der, en pleno desarrollo en la actualidad, el cual ha traído consigo
un profundo recambio de las élites política y administrativas vene-
zolanas (incluida el área científica y tecnológica) y la reconfigura-
ción, asimismo, de la agenda política nacional, dándole un marcado
contenido social, hecho que se observa también en la perspectiva
desde la cual se piensa la política científica y tecnológica. Se entro-
nizó un discurso en la vida pública, según el cual la democracia se
entiende como un modelo justo de organización y relaciones socia-
les y no sólo como un régimen político. Se explica, de esta manera,
el énfasis colocado en diversas políticas sociales (gracias a la admi-
nistración de la riqueza petrolera, conforme a un patrón más orien-
tado que en el pasado por el objetivo de la equidad) y, asimismo, los
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procesos, algunos importantes y exitosos, otros no tanto, de «em-
poderamiento» de los sectores populares (Sanjuán, 2007).
El país se encuentra hoy en día políticamente dividido en dos
grandes bloques, los cuales sustentan proyectos diferentes y en gran
medida incompatibles en cuanto a su visión sobre el Estado, el mer-
cado, la política exterior, la estrategia económica, el papel de la em-
presa petrolera, etcétera, y también, desde luego, aunque pareciera
que en menor medida, con respecto al tema del desarrollo científico
y tecnológico, en cuyo caso me atrevería a decir que las discrepan-
cias no estriban tanto en las propuestas generales del discurso, sino
en la manera como estos aterrizan en objetivos más particulares y
en determinadas maneras de operar. Asimismo, han crecido los ni-
veles de intolerancia y sectarismo políticos —perceptibles en casi
todos los ámbitos de la vida nacional—, al tiempo que se carece de
las reglas básicas para procesar las diferencias y se ha hecho muy di-
fícil el logro de consensos básicos, imprescindibles para organizar y
darle sentido de dirección a la vida social, tanto a nivel global como
a nivel de las organizaciones, incluyendo dentro de éstas a aquellas
que funcionan en el área de ciencia, tecnología e innovación .7
Aprovechando las buenas noticias venidas del mercado interna-
cional y diseñando las políticas adecuadas, Venezuela recuperó su
ingreso petrolero y, asimismo, aumentó la participación fiscal del
Estado por este concepto, poniendo fin a una larga estrategia de
Petróleos de Venezuela (PDVSA), orientada a reducir sus obliga-
ciones fiscales a cuenta de garantizar su estabilidad financiera, olvi-
dando, de hecho, su condición de empresa pública. El gobierno ha
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del 2004) que paralizó a la industria petrolera, fueron despedidas del INTEVEP
aproximadamente 900 personas, muchas de ellas muy calificadas profesionalmen-
te, significando una enorme descapitalización institucional, que seguramente pudo
haberse evitado con otro manejo político, incrementándose la ya de por sí alta de
«cerebros fugados», fenómeno que, de paso, ha tomado cierto cuerpo desde hace
quince años, incrementándose en los últimos tiempos (De la Vega, 2003). Este he-
cho pone de manifiesto, junto a otros muchos, cómo las diferencias políticas han
llegado hasta los predios de la investigación. En medio de la crisis, el INTEVEP
tuvo que reorientarse hacia tareas de naturaleza operativa reduciendo la intensidad
de la investigación aún más de lo que se venía dando desde mediados de la década de
los noventa.
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conseguido llevar a cabo, entonces, una importante política de dis-
tribución de la renta petrolera, de allí que el 47% del presupuesto
haya sido vertido en el gasto social. Se explica así, que comparando
los datos del año 1999 (inicio de la gestión del actual gobierno) con
los del año 2006, la pobreza haya disminuido del 43,9% al 33,9%,
la pobreza crítica del 17,1% al 10,6%, la desocupación del 12,7%
al 9,5%, mientras el Índice de Desarrollo Humano haya aumentado
de 0,69 a 0,81. Por otra parte, el crecimiento del consumo del sec-
tor más pobre de la población ha sido de 159% en los últimos tres
años 8. Ha habido, así pues, una disminución de la pobreza, aun-
que, es importante destacarlo, no de la desigualdad, al contrario,
durante estos años ha aumentado la brecha entre los sectores más
ricos respecto a los más pobres. Sin embargo, estos beneficios so-
ciales indudables no parecen sustentables en el tiempo (carecen de
una base económica que los respalde), al paso que hay preocupa-
ción acerca de ciertas distorsiones alimentadas por el clientelismo
político. La razón es que la economía venezolana sigue siendo una
economía principalmente basada en la producción y exportación de
petróleo, sin que, a pesar de multitud de planes y proyectos formu-
lados a lo largo de los años y envueltos en las mejores intenciones
políticas, el país haya podido diversificar su economía 9. A este tema
regreso al final del documento.
III.2.  Ideas centrales de la Política de Ciencia, Tecnología 
e Innovación
Si se miran los discursos presidenciales, así como diversos docu-
mentos oficiales, discursos y declaraciones de las autoridades del
Ministerio del Poder Popular de Ciencia, Tecnología e Innovación,
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8 Son datos del Instituto Nacional de Estadísticas (INE), Banco Mundial y Cá-
mara Venezolana Americana (Venancham), recogidos durante el primer semestre
del año 2006.
9 En el caso de Venezuela el precio promedio de su cesta de exportación se en-
cuentra en $58,2 en el año 2006, entre los más altos de su historia. Las reservas in-
ternacionales alcanzan la cifra de 37.440 millones de dólares, la más alta, también,
de la historia económica del país (Banco Central de Venezuela, 2006).
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si se examina, en fin, la Ley de Ciencia, Tecnología e Innovación y
el Plan Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación (2006-2030) y
si, además, se ausculta la «atmósfera ideológica», por decirlo de al-
guna forma, que se respira en el gobierno, es posible identificar un
breve elenco de ideas fundamentales, en torno a las cuales se ama-
rran otros planteamientos, expresión del punto de vista que se tiene
acerca del desarrollo científico y tecnológico nacional.
Como se podrá observar, las mismas tienen algo que ver con al-
gunas de las que circularon en América Latina y en Venezuela (en
este caso, a mediados de la década de los setenta), elaboradas desde
el pensamiento político de la izquierda, alimentado, pareciera, por
el desarreglo del post-Consenso de Washington, el cual ha llevado a
reeditar políticas con un déjà vu cepalino, debido a que no hay op-
ciones a la vista y la búsqueda de un nuevo paradigma político tiene
que vérselas con la globalización y todo lo que ello significa, entre
otras cosas, la crisis del Estado Nacional. Por otro lado, varias de
esas ideas pueden verse, asimismo, como parte de ciertos plantea-
mientos que comenzaron a germinar desde principios de la década
de los noventa. Lo importante es que ambos grupos encuentran en
estos momentos un nuevo contexto y han propiciado una nueva
plataforma institucional.
El Plan Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación aprobado
recientemente —el primero, por cierto, con una visión de largo pla-
zo, en este caso tres décadas—, se orienta hacia el logro de una
 mayor soberanía, el desarrollo endógeno con inclusión social y la
democracia participativa, como objetivos del desarrollo nacional.
A partir de lo anterior derivan, entonces, tres ideas esenciales en la
concepción que se tiene hoy en día respecto al desarrollo científico
y tecnológico del país.
La Constitución Nacional reitera en varias de sus normas, el
concepto de soberanía nacional, tenido como una de sus piedras
angulares y, como consecuencia, establece el de la soberanía tecno-
lógica, recogido como un desiderátum del desarrollo científico y
tecnológico nacional, alegando para ello, tanto razones militares,
como económicas. Esta es, pues, la primera idea.
La segunda es la del desarrollo endógeno, considerado un obje-
tivo fundamental de la estrategia nacional. Consiste, de acuerdo a la
LA POLÍTICA DE LA POLÍTICA CIENTÍFICA Y TECNOLÓGICA VENEZOLANA...
421
documentación gubernamental, en la utilización de los recursos
productivos propios, la incorporación del progreso científico y téc-
nico, el esfuerzo innovador, la creatividad, y el acento en el ahorro
nacional, bajo principios sociales y sustentables que garanticen su
impacto positivo y permanente en el tiempo (Plan de Ciencia y Tec-
nología 2006-2030). Se le reconoce como el enfoque más pertinente
para abordar el tema del desarrollo en el marco de la globalización
de la economía y en tal sentido, se plantea que todos los esfuerzos
en el campo de la ciencia, la tecnología y la innovación deben ins-
cribirse en esta perspectiva (Ministerio de Ciencia, Tecnología e In-
novación, 2004).
Se trata, pues, de promover el surgimiento, la organización, la
consolidación y la expansión de los factores productivos nacionales
para disminuir —en buena medida mediante la sustitución de im-
portaciones—, la dependencia de productos y servicios extranjeros,
cuyo acceso, expresado en el diagnóstico oficial, no siempre se da
en buenas condiciones para el país. Es necesario decir, además, que
el concepto de desarrollo endógeno sustentable descansa, de mane-
ra significativa, según el documento, en organizaciones productivas
propias de la Economía Social, es decir, Empresas de Producción
Social, Pequeñas y Medianas Empresas (PyMes) y, Cooperativas
(por lo general, unidades productivas definidas como pequeñas), lo
cual significa que tal concepto lleva por dentro la finalidad de for-
mar capital nacional dentro de esquemas que estimulen su demo-
cratización. En consecuencia, se ha diseñado un elenco de políticas
y de mecanismos financieros que sirven para estimular la creación y
desenvolvimiento de estas organizaciones. De este planteamiento
nace, como cabe suponer, la «endogenización» del desarrollo cien-
tífico y tecnológico 10. Dado que uno de los principios básicos de la
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10 A manera de ejemplo cabe señalar que Petróleos de Venezuela (PDVSA),
empresa fundamental del Estado venezolano, la más importante del país, además,
tiene como finalidad, dentro de su plan de contrataciones, impulsar el desarrollo y
la estabilización de un ecosistema tecnológico nacional capaz de suministrarle pro-
ductos y servicios y generar más fuentes de riqueza para la sociedad venezolana.
En segundo término, busca respaldar una estrategia de democratización del capital
maximizando el uso de las cooperativas tecnológicas, PyMES y Empresas de Pro-
ducción Social en el Desarrollo. Y por último, pretende alentar, por esta vía, una
estrategia de independencia tecnológica.
422
propuesta económica del actual gobierno es el de la equidad, en lo
que atañe a este último, el criterio de pertinencia social adquiere
particular relevancia: la generación de conocimientos y tecnologías
se debe supeditar a la satisfacción de las demandas de la población,
sobre todo de parte de sus sectores más débiles 11.
A raíz de haber iniciado su tercer período (2006-2012), el Presi-
dente de la República anunció que el proyecto venezolano estaba
orientado, a partir de ese momento, por el propósito de construir
una sociedad socialista, lo cual tal vez introduzca ciertas modifica-
ciones. En Brasil, se observa, por cierto, una tónica similar, a la que
vale en la gestión gubernamental. El «socialismo del siglo XXI» es,
por ahora, un proyecto muy general, apenas se ha dicho que será un
invento venezolano que no repetirá la experiencia histórica de la
Unión Soviética, cuya acta de defunción quedó firmada el día en
que se derrumbó el muro de Berlín. En lo que atañe a la Política
Científica, Tecnológica y de Innovación, algunos voceros importan-
tes del gobierno han señalado que «lo que viene no es sino la pro-
fundización de lo que se ha venido haciendo hasta ahora», aún
cuando ya se han empezado a realizar las primeras reuniones pare
revisar el Plan Nacional.
En sintonía con la importancia que se le concede al desarrollo
social, las políticas actuales han puesto un marcado acento en la
apropiación social del conocimiento —la tercera idea central—,
asunto que, como se sabe, ha tomado cuerpo en los últimos años
en diversos países latinoamericanos. Se trata, expresado en pocas
palabras, de salvar la brecha que separa al ciudadano común de la
ciencia, dándole así los medios para que se forme una opinión so-
bre las prácticas y las políticas que afectan su vida cotidiana y pue-
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 hacer referencia. Dentro de este enfoque de desarrollo, la ciencia y la tecnología
deben atender las necesidades de la población y contribuir a mejorar su calidad de
vida, sin menoscabo de la formación científica y la promoción del salto tecnológi-
co. Se implantó (año 2003) el programa «Ciencia y Tecnología para la Inclusión
Social». Dentro de los instrumentos de política desarrollados interesa destacar
tres: los sistemas productivos locales, las tecnologías sociales y la seguridad alimen-
taria y nutricional. Las directrices principales de estos instrumentos son: la valori-
zación de los conocimientos locales y el desarrollo de las capacidades endógenas
siguiendo un enfoque participativo y multidisciplinario.
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da participar con más información en las decisiones que al respec-
to se toman. La meta es que el conocimiento científico esté en la
calle en manos de todos los ciudadanos, según han señalado en re-
petidas oportunidades voceros del gobierno. Su significado va más
allá de la popularización de la ciencia o la comprensión pública de
la ciencia y la tecnología, puesto que supone procesos más comple-
jos que contemplan, por un lado, la difusión del conocimiento
científico entre el público y, por otro, las estrategias que condu-
cen a que éste pueda aprovechar plenamente los beneficios de la
ciencia y la tecnología. No se trata entonces de un proceso exclu-
sivamente informativo sino que incluye la formación de recursos
humanos, el desarrollo de las herramientas adecuadas para la inte-
gración de la ciencia y la tecnología a la vida de la sociedad. En
fin, se trata de crear una nueva cultura científica y tecnológica y
para ello, en buena medida, se ha creado la Misión Ciencia, a par-
tir del mes de abril del año 2005, asunto que se trata un poco más
adelante.
III.3.  Cambios institucionales
Aprobada mediante referéndum celebrado en diciembre del año
1999, la Constitución Nacional hace referencia en diversas partes
de su articulado a la ciencia y la tecnología, considerándolas un
asunto de interés público, una novedad con respecto al texto cons-
titucional vigente hasta ese momento, el promulgado el año 1961 12.
De las disposiciones constitucionales ha ido apareciendo, así pues,
una nueva arquitectura institucional para ocuparse de las activida-
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12 «El Estado reconocerá el interés público de la ciencia, la tecnología, la inno-
vación y los servicios de información necesarios por ser instrumentos fundamenta-
les para el desarrollo económico, social y político del país, así como, la seguridad y
soberanía nacional. Para el fomento y desarrollo de estas actividades, el Estado
destinará recursos suficientes y creará el Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología,
de acuerdo con la Ley. El sector privado deberá aportar recursos para los mismos.
El Estado garantizará el cumplimiento de los principios éticos y legales que deben
regir las actividades de investigación científica, humanística y tecnológica. La Ley
determinará los modos y medios para dar cumplimiento a esta garantía» (Artículo
110 de la Constitución Nacional).
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des científicas, tecnológicas y de innovación en Venezuela. Las pró-
ximas páginas tocan sus aspectos más significativos.
III.3.1.  La Ley Orgánica de Ciencia, Tecnología e Innovación
Fue aprobada a finales del año 2001 con el objetivo de: «Promover,
estimular y fomentar la Investigación Científica, la apropiación so-
cial del conocimiento y la transferencia e innovación tecnológica, a
fin de fomentar la capacidad para la generación, uso y circulación
del conocimiento e impulsar el desarrollo nacional». Entre sus as-
pectos más importantes (y novedosos respecto al pasado), destacan
los tres siguientes: la creación del Sistema Nacional de Ciencia, Tec-
nología e Innovación 13; la creación del Observatorio Nacional de
Ciencia y Tecnología con la misión de «monitorear» el desarrollo
científico y tecnológico del país; y la creación de condiciones más
favorables para el financiamiento del amplio espectro de activida-
des asociadas a este último. Sobre este último aspecto vale la pena
hacer algunos comentarios.
El financiamiento previsto en esta Ley puede llegar a inducir, en
el corto plazo, un cambio con respecto a los esquemas de financia-
miento habituales en el país, casi exclusivamente afincados, como
se sabe, en los recursos públicos. En efecto, la actual Ley establece
la obligatoria participación de las empresas privadas, conforme a
montos que dependen de su condición de nacional o extranjera, de
su tamaño, del área en que se ubican y de las ganancias que obtie-
nen 14. Está previsto, asimismo, la fiscalización del cálculo de las
contribuciones, así como de la manera como se asignan y ejecutan
los recursos declarados. Las labores de vigilancia son responsabili-
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13 «Forman parte del Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación las
instituciones públicas o privadas que generen y desarrollen conocimientos científi-
cos y tecnológicos y procesos de innovación, y las personas que se dediquen a la
planificación, administración, ejecución y aplicación de actividades que posibiliten
la vinculación efectiva entre la ciencia, la tecnología y la sociedad» (Artículo 3 de
la Ley).
14 En términos generales, la normativa impone que todas las empresas que de-
venguen más de 100.000 unidades tributarias deben dedicar entre 0,5% y 2% de
sus ingresos brutos a actividades de ciencia, tecnología e innovación.
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dad, tanto del Observatorio como del Servicio Nacional Integrado
de Administración Tributaria (SENIAT), el organismo encargado
de la recaudación de impuestos. Y está contemplado, finalmente,
un régimen de sanciones bastante severo para los que infringen las
normas.
Pero no se trata sólo de que, gracias a la Ley, pueda fluir mucho
más dinero, sino, además, de las posibilidades que la misma brinda
para su inversión. Al respecto, interesa destacar tres aspectos. En
primer lugar, el amplio abanico de actividades que pueden ser fi-
nanciadas, asociadas al fortalecimiento de las capacidades naciona-
les de innovación, un objetivo bastante más amplio que el que se re-
fiere, meramente, a las capacidades de investigación y formación de
recursos humanos de alto nivel, asunto primordial del desaparecido
CONICIT. En segundo lugar, los diferentes actores sociales que
pueden recibir recursos (no sólo, ni siquiera principalmente, los
científicos), asumiendo que la generación de conocimientos es un
«proceso socialmente distribuido» a través del cual se juntan acto-
res distintos que, según fue dicho con anterioridad, suman e inte-
gran capacidades diferentes.
En este sentido, se dispone que pueden recibir financiamiento
los diversos componentes del Sistema Nacional de Ciencia, Tecnolo-
gía e Innovación, esto es, universidades, centros e institutos de inves-
tigación y desarrollo, laboratorios, empresas de consultoría, ONG’s
especializadas, empresas productoras de bienes, insumos y servi-
cios, además, del Ministerio y de sus organismos adscritos.
Por otra parte, dentro de los objetivos perseguidos por la Ley y su
reglamento, figuran, a título meramente ilustrativo, actividades como
las siguientes, las cuales pueden ser respaldadas con estos recursos:
modernización de equipos y procesos, modernización de laboratorios
y equipos de mantenimiento, sistemas de control de procesos, siste-
mas de información, desarrollo de capacidades gerenciales, desarrollo
de capacidades asociativas, adquisición y apropiación de nuevo co-
nocimiento, desarrollo del capital humano de la empresa, difusión y
transferencia de conocimiento, etcétera.
Por último, las contribuciones realizadas por el sector producti-
vo pueden ser: a) administradas directamente por la propia empre-
sa en actividades, programas o proyectos ejecutados por ella misma,
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o en coordinación con otros sectores, b) transferidas en dinero a
otros organismos, públicos o privados, que serán los encargados de
la ejecución del proyecto y c) transferidas a fondos u organismos
dependientes o adscritos al Ministerio de Ciencia y Tecnología y e)
una combinación de los puntos ya mencionados 15.
III.3.2.  El Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación
En el año 2001, se decretó la creación del Ministerio de Ciencia,
Tecnología e Innovación (actualmente llamado Ministerio del Po-
der Popular de Ciencia, Tecnología e Innovación), con el objetivo
de organizar un Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innova-
ción «acorde con las necesidades de la naciente Revolución Boliva-
riana», así como, de elaborar políticas y planes en esta área. Si se le
compara con arreglos institucionales anteriores (el CONICIT y la
figura del Ministro de Estado, ensayada esta última en distintas oca-
siones), es indudable que el actual Ministerio tiene más poder polí-
tico y más dinero. Adicionalmente, dispone de más cobertura insti-
tucional, pues, es el ente rector del nombrado Sistema, además de
que le fueron adscritos todos los organismos relacionados con el
tema, pertenecientes al sector público. De otro lado, la ley le encar-
ga redactar el Plan Nacional y elaborar el total del presupuesto es-
tatal correspondiente al área, así como, supervisar el uso de los re-
cursos venidos del sector privado.
El Ministerio es, igual que la Ley, desde luego, una expresión
muy clara de la derogación del acuerdo del Estado con la comuni-
dad científica nacional, el cual, como se apuntó en páginas prece-
dentes, marcó de manera definitiva al principio y con menos fuerza
en los últimos tiempos, las políticas y planes relacionados con el
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15 Se tiene noticia de que algunos sectores del gobierno se oponen la extrema-
da flexibilidad que la ley le concede a las empresas en cuanto al destino de sus
contribuciones, siendo partidarios de que éstas pasen a integrar un fondo bajo la
responsabilidad política y administrativa del Ministerio. Es este un botón de mues-
tra del debate que con respecto a muchos temas está teniendo lugar en el gobierno
y los sectores que lo apoyan como parte de la discusión asociada al proyecto del
socialismo del siglo XXI.
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desarrollo científico del país. Para decirlo de otra manera, el Minis-
terio subraya el papel del Estado y disminuye, ostensiblemente, el
rol corporativo del grupo de investigadores 16. Sobra señalar que
esto ha ocurrido en medio de tensiones y conflictos que aún hoy,
después de varios años, siguen presentes, contaminados, además,
como casi cualquier cosa en Venezuela, por una disputa política
que ha cobrado ribetes muy sectarios.
III.3.3.  La Misión Ciencia
El Estado venezolano, muy venido a menos a lo largo de las últimas
dos décadas, no ha mejorado con el actual gobierno y ni siquiera
parece que hubiese una estrategia pensada con la idea de hacerlo
mejor, no obstante ser éste, sin duda, uno de los problemas más
graves del país. La administración pública, que cuenta en este mo-
mento con 27 ministerios, 15 de ellos creados en los últimos cuatro
años, se ha ido haciendo cada vez más inoperante, trasmutada en
una maquina pesada, muy poco eficaz para hacer adecuadamente
las cosas que tiene que hacer.
Dentro de este cuadro, el gobierno actual creó las llamadas Mi-
siones, un dispositivo institucional que busca sortear la precariedad
y la torpeza administrativa del sector público e incidir en determi-
nadas áreas, principalmente, las relacionadas con la alimentación, la
salud, la educación y el deporte. Hasta al momento existen 21, y
han desempeñado, de diversas maneras, un papel de relieve en la
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ley del año 2000, la cual le permite al Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innova-
ción escoger los integrantes del Consejo Directivo del mismo (a excepción de los
representantes laborales), sin necesidad de consultar a la asamblea de investigado-
res, como ocurría anteriormente. Otro: en las instancias de dirección del FONA-
CIT, los investigadores, a título individual o corporativo, gravitan bastante menos
en las instancias de dirección del organismo que en el CONICIT, sobre todo el de
las primeras dos décadas. Pero tal vez más importante que estos dos ejemplos es el
hecho de que, como vimos a propósito de la Ley, el Estado permite que las empre-
sas puedan dirigir hacia sus propios fines e intereses los recursos que se ven obliga-
das a aportar a la realización de actividades científicas, tecnológicas y de innova-
ción.
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redistribución de la riqueza petrolera, además de haber tenido una
influencia significativa en el apoyo político que los sectores sociales
más débiles le han brindado al actual gobierno 17. Las Misiones fun-
cionan con apreciable autonomía respecto a los Ministerios, con
base a fines y reglas relativamente diferentes y en la mayor parte de
los casos con una gran (y peligrosa) discrecionalidad a la hora de
administrar los recursos que se les otorgan. Se ha dicho, segura-
mente con un toque de exageración, que han ido constituyendo un
Estado paralelo. Si bien las Misiones fueron pensadas como un en-
sayo temporal, se han vuelto algo más permanentes y, como era de
esperar, poco a poco ha comenzado a experimentar vicios parecidos
a aquellos frente a los cuales nacieron como respuesta.
A comienzos del año 2006, fue creada la Misión Ciencia, de
acuerdo a un formato parecido a las demás, con la diferencia de
que los nexos con el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innova-
ción son algo más cercanos que los que se observan en las otras mi-
siones con respecto a los otros ministerios. No obstante, mantiene
una cierta independencia en cuanto al manejo del dinero y a las
normas de funcionamiento y, por esa razón, se pretende que sea un
instrumento de política más ligero, expedito y flexible.
En la documentación oficial, bastante escueta, por cierto, en
cuanto a definir, sobre todo, su modus operandi, la Misión Ciencia
ha sido definida como el proceso de incorporación y articulación
masiva de actores sociales e institucionales a través de redes econó-
micas, sociales, académicas y políticas para uso extensivo del cono-
cimiento, en función del desarrollo endógeno y la integración. La
meta propuesta es modelar una nueva cultura científica y tecnológi-
ca que aborde la producción colectiva de conocimiento científico,
el diálogo de saberes, la integralidad, la interdisciplinariedad y la
participación de diversidad de actores en el ámbito del desarrollo
científico-tecnológico del país, con la finalidad de alcanzar mayores
niveles de soberanía. La Misión Ciencia va dirigida a todos los ciu-
dadanos del país, especialmente a los integrantes de las distintas mi-
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siones educativas, miembros de consejos comunales y cooperativis-
tas 18.
La Misión Ciencia se encuentra muy bien lubricada desde el pun-
to de vista financiero. Cuenta, con un presupuesto equivalente a la
del Ministerio, lo cual evidencia que una porción significativa de la
inversión del Estado toma un cauce político y administrativo distinto
al «burocrático», bajo la justificación de la necesidad de abrir cami-
nos inéditos y emprender cambios que no se pueden realizar desde
las estructuras estatales. La discrecionalidad es, ciertamente, un fan-
tasma que recorre la toma de decisiones flexibilizando los criterios
para la asignación de recursos en el área de ciencia, tecnología e in-
novación. Un fantasma politizado, además, aunque tal vez pueda ser
en grado menor que el observado en la mayoría de las otras misiones.
La Misión cuenta con diversos programas focalizados en tres
objetivos principales: apoyo a las pequeñas unidades productivas,
formación de recursos humanos, sobre todo a nivel de pregrado, y
apropiación social de la ciencia, en este último caso, lo más impor-
tante es un programa de alfabetización tecnológica dirigido al do-
minio de las tecnologías de información.
IV.  TERCERA PARTE: SE AMPLÍAN LOS LÍMITES DEL DISCURSO
Esta plataforma institucional recién creada ha sido una condición
para que progresivamente se vayan gestionando, de manera distin-
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18 En torno a la Misión Ciencia se ha suscitado un debate entre dos posiciones,
ambas dentro del Gobierno. La primera de ellas, de Rigoberto Lanz, intelectual
muy cercano a ella, sostiene que la misma representa un nuevo paradigma en el
modo de generar conocimientos, es, así pues, una revolución epistemológica
(Lanz, 2006). La segunda, sostenida por el Director del Instituto Venezolano de
Investigaciones Científicas (IVIC), argumenta que, independientemente de que la
ciencia sea o no una actividad donde los esquemas de poder luchan descarnada-
mente, abra o no posibilidades insospechadas de dominación, ésta sigue teniendo
una estructura, que si no se tiene en cuenta, no se está haciendo ciencia. Y lo mis-
mo ocurre con la tecnología (García Sucre, 2006). La primera concepción resulta
más afín a la retórica revolucionaria asociada al proyecto de construcción del «So-
cialismo del Siglo XXI». Pero la segunda, más pragmática, es la que tiene más peso
en la orientación de la Misión Ciencia.
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ta, los asuntos ligados al desenvolvimiento de la ciencia, la tecnolo-
gía y la innovación, según se tratará de exponer en las próximas pá-
ginas.
IV.1.  Otro enfoque para la producción de conocimientos 
y tecnologías
Con la creación del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación
y la aprobación de la Ley, el Estado venezolano toma para sí la polí-
tica correspondiente, profundizando una tendencia que se venía
asomando en los últimos quince años, más o menos. En otras pa-
labras, se asume ésta como una política pública y, así, se termina
de hacer evidente la ruptura total del pacto tácitamente suscrito
entre los investigadores y el Estado en el año 1968, cuando se creó
el CONICIT. Una política pública que, dado el actual contexto na-
cional, se «politizó, en el sentido de incluir entre sus componentes y
criterios algunas dosis de “partidismo” que, desde luego, no le sien-
tan bien».
Así, la política científica ideada ese año deviene en una política
que se las tiene que ver, además, con la tecnología y la innovación.
Se abre, entonces, el espacio a la participación de otros actores,
portadores de otras lógicas y representantes de otros intereses, dis-
tintos a los de los científicos y se extienden de manera ostensible los
límites del discurso político, expresado, para decirlo de la manera
más simple, en lo que en estas páginas ha quedado descrito como el
nuevo modo de producir conocimientos, cuya característica esen-
cial es la de ser un modo «socialmente distribuido», muy distante
del que representaba la varias veces referida idea del «sector». En
este sentido, la concepción y puesta en práctica de estrategias se
han vuelto mucho más complejas, puesto que, desde la perspectiva
de la política pública, no es lo mismo hablar de procesos de investi-
gación que de procesos de innovación. En resumen, la gestión del
Ministerio tiene que ver con la gestión de un elenco variado de rela-
ciones con más sectores y actores, envueltos en la realización de
más actividades que aquellas que supuso el CONICIT, en medio de
un tejido institucional todavía muy poco evolucionado.
LA POLÍTICA DE LA POLÍTICA CIENTÍFICA Y TECNOLÓGICA VENEZOLANA...
431
Vencido, así pues, el contrato con la comunidad científica, no
pareciera haber ningún otro acuerdo que lo reemplace 19. No se al-
canza a ver cómo, en la medida en que se va perfilando esa forma
distinta de generar conocimientos y tecnologías, despunta un nuevo
acuerdo capaz de amparar diferentes modos de representación de
los intereses colectivos y, por tanto, de articulación de nuevos acto-
res sociales. Por ahora, el Estado actúa sin ningún tipo de media-
ción política.
IV.2.  El problema de la abundancia: gestión y digestión 
de los recursos
En su papel de inversor y distribuidor de la renta petrolera durante
estos ya varios años de vacas gordas y con la perspectiva de que sean
todavía unos cuantos más, el Estado ha transferido recursos impor-
tantes en este campo, mayores que en los de cualquier otra época.
En el año 2007, se recabaron por primera vez los fondos previs-
tos en la Ley. Ante el Observatorio Nacional de Ciencia, Tecnología
e Innovación, el organismo competente en estos asuntos, se regis-
traron 6.649 empresas, de las cuales 4.482 hicieron sus respectivas
contribuciones y aún cuado todavía no se tienen afinadas las cuen-
tas, según fuentes oficiales los aportes privados ascendieron a un
poco más de 5,4 billones de bolívares, equivalente, aproximada-
mente, a 2.500 millones de dólares, más de la mitad (54,4%) sumi-
nistrados por 46 empresas del área de petróleo y gas. Las estimacio-
nes preliminares del Ministerio indican que, sumado este monto al
del presupuesto ordinario (incluida la parte correspondiente a la
Misión Ciencia), el porcentaje de la inversión en ciencia, tecnología
e innovación pasó a ser, para el citado año, 3.218 millones de dóla-
res, es decir, 2,11% del PIB, cifra que marca un hito en el financia-
miento en esta área. Tan sólo para dar una idea, en el año 2006 el
porcentaje se ubicaba cerca del 0,9% y durante los tiempos del
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CONICIT el mismo osciló, como promedio, en las vecindades del
0,4% (Navarro, 2007). A fin de dar una última referencia, un esti-
mado grueso indica que la inversión disponible para el 2007 dupli-
ca largamente a la que ejecutó el CONICIT en el transcurso de
toda su historia. Estamos, pues, ante un crecimiento de los recursos
económicos que no solamente ha sido muy grande, sino, además,
sumamente brusco: el dinero disponible en el año 2007 casi se
quintuplicó con respecto al del año anterior. Se sabe asimismo que,
como cabía esperar, el 92% de los aportes declarados fue canaliza-
do hacia el desarrollo de iniciativas de las propias empresas (forma-
ción de recursos humanos, desarrollo de actividades de innovación,
implantación de sistemas de información, etcétera), mientras que el
restante 8% fue dado a proyectos previstos en la cartera de otras
instituciones (el Ministerio, sus organismos adscritos, las universi-
dades, ONG’s, etcétera). Una vez hechas las declaraciones queda
planteado, entonces, un programa crucial de inspección de la utili-
zación que, efectivamente, se le va a dar a los recursos, en particu-
lar, los que va a ejecutar el mismo sector productivo.
Vale la pena llamar la atención sobre el hecho de que tres uni-
versidades (la Universidad Central de Venezuela, la Universidad Si-
món Bolívar y la Universidad de Carabobo, entre las más importan-
tes del país), con el 36% de los profesores acreditados como
investigadores del Sistema de Promoción del Investigador, recibie-
ron el 1,32% de los fondos. Significa que contarán apenas 32,4 mi-
llones de dólares para proyectos de investigación, tecnología e inno-
vación relacionados con la demanda empresarial de Venezuela.
Por donde quiera que se la mire, la cantidad mencionada es
enorme en la escala venezolana. Es, incluso, una suma muy impor-
tante para algunas instituciones, particularmente, las universidades,
a pesar de que sólo recibieron una parte relativamente minoritaria
de los fondos. En suma, esta Ley pudiera llegar a representar un
gran impulso para el desarrollo de las capacidades científicas, tec-
nológicas y de innovación en Venezuela, dar lugar a un viraje al
 crear la oportunidad financiera de elevar las capacidades internas
del sector productivo (por lo general, el esfuerzo se orientaba
usualmente a la creación de capacidades externas, en universidades
y centros de investigación del sector público). Sin embargo, sólo la
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labor de contraloría —una enorme y nada fácil labor de contralo-
ría— por parte del Ministerio podrá decir cuál fue el destino de
esos fondos, si realmente se invirtieron, y si se invirtieron en donde
correspondía y como correspondía. Únicamente así se podrá saber
si tal suma de dinero es tanta como parece y tiene la repercusión
que pudiera esperarse de ella.
Dada la ya comentada debilidad institucional del Estado venezo-
lano, se plantean, entonces, problemas serios de gestión 20. El Minis-
terio de Ciencia, Tecnología e Innovación no pareciera contar todavía
con las estructuras y las mecánicas de funcionamiento apropiadas,
en parte debido al hecho de que se trata de un organismo nuevo, al
que le toca llevar a cabo programas y tareas con relación a los cua-
les hay poca experiencia. Conforme lo señalado varias veces, al Mi-
nisterio le toca encarar una agenda más amplia y abierta, además de
compleja, de lo que pudo haber sido la del CONICIT. No se en-
cuentran, por tanto, bien delimitadas las líneas que establecen las
funciones propias del Ministerio, lo que cae dentro y lo que cae
fuera de sus competencias, no hay desde luego cauces establecidos
para hacer las cosas y, consecuentemente, al igual que en casi todas
las dependencias del gobierno, no resultan eficaces los controles
administrativos. Súmesele a lo anterior la convicción, generalizada
en el alto liderazgo de la administración pública, al margen de la
dependencia a la que pertenezcan, de que se están llevando a cabo
cambios muy hondos e importantes que no pueden someterse al
dictamen de un compendio de maneras burocráticas de hacer las
cosas. Como consecuencia, quedan sembradas algunas dudas res-
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20 En cierta literatura se habla de la fragilidad de las instituciones como un ras-
go típico de los «petroestados». Terry Lynn KarL argumenta, por ejemplo, que en
el caso particular de los países exportadores de petróleo se encuentra como común
denominador, «como estos sufren de una debilidad institucional crónica, produc-
to, paradójicamente, de los efectos de los altos ingresos que perciben y de cómo
estos configuran los ámbitos económicos, políticos y sociales». Y afirma, asimismo,
que la renta petrolera reestructura la toma de decisiones y con ella altera las insti-
tuciones del Estado y los incentivos de los actores políticos, económicos y sociales.
Provoca un escenario institucional basado en la distribución de la renta y la depen-
dencia fiscal de los ingresos petroleros. Las sociedades asumen un nivel de gasto
que no depende de su productividad y capacidad impositiva sino que está sujeta a
los precios del mercado internacional de la energía (Lynn Kart, 1997).
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pecto a algunos fondos que van a destinos distintos al reforzamien-
to de las capacidades científicas y tecnológicas del país.
Existe, así pues, un problema de gestión. Pero también otro,
vinculado a éste, tanto o más importante: un problema de diges-
tión. ¿Hay estómago suficiente para masticar, tragar y asimilar pre-
supuestos muy altos, tanto como los actuales y como los previsibles
en el futuro? Hago así referencia a un tema que no es exclusivo,
claro está, del área tratada en el presente ensayo. Desde 1930, el
economista Alberto Adriani alertó sobre las tentaciones a las que
inducía la riqueza petrolera, describiendo lo que mucho después se
designó como el «efecto Venezuela», vale decir, la propensión al
gasto de los ingresos procedentes de una renta minera, por encima
de la capacidad de absorción de la economía nacional, algo que ha
sido recurrente, con los mismos efectos, de la historia nacional,
muestra de la incapacidad de «sembrar el petróleo». En fin —y se
trata, claro está, de una hipótesis—, en el caso de los fondos dispo-
nibles para actividades de ciencia, tecnología e innovación se corre
el riesgo de que no sean manejados según los fines previstos y vayan
dirigidos a propósitos, seguramente muy loables (una manera de
ensanchar el estómago), pero que no generen el impacto que su
cuantía anuncia como expectativa.
IV.3.  Ciencia y tecnología para la gente
Hoy en día, la «cuestión científica y tecnológica», por llamarla de
alguna manera, se encuentra mucho más presente en la vitrina so-
cial. Es un tema que ya no es tan ajeno a la calle —en los autobuses
hay avisos anunciando la Misión Ciencia, por ejemplo— y es moti-
vo más o menos frecuente del discurso presidencial, casi siempre
engranado al planteamiento de la soberanía nacional. Es un tema,
en fin, que en la actualidad ha logrado una mejor ubicación en el
«ranking» de las preocupaciones nacionales. No en balde, «Ciencia y
Tecnología para la Gente» es el lema con el que surgió el Ministerio.
En función de la apropiación social del conocimiento, uno de
los objetivos principales de la actual política, es posible observar
dos hechos importantes. En primer lugar, se ha ampliado la posibi-
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lidad de acceder a los recursos financieros del Estado. Se han otor-
gado muchas becas, por ejemplo. Hay, en efecto, un gran empuje
hacia la formación de recursos humanos. En poco más de un año
de existencia, la Misión Ciencia ha aprobado cerca de 2.000 becas
para estudios de postgrado (doctorados, maestrías, especializacio-
nes) y casi 10.000 becas de pregrado, administradas estas últimas
por la Fundación Gran Mariscal de Ayacucho. Todas las becas son
para estudiar en el país (lo cual ha planteado serios problemas de
cupo para las instituciones nacionales), con la excepción de un re-
ducido grupo de estudiantes que se encuentra en China estudiando
física satelital. Por otro lado, el Fondo Nacional de Ciencia y Tec-
nología (FONACIT) ha concedido en sus ocho años de vida 2.127
becas, una cifra casi idéntica a la del CONICIT (organismo al cual
reemplazó) durante toda su existencia (2.241). El Ministerio ha
anunciado, asimismo, la formación de 4.000 personas a nivel de
postgrado a través del FONACIT, un plan que comienza a media-
dos del año 2007 y cuyo objetivo es llegar a 20.000 investigadores,
la cifra que, según el vetusto criterio de la UNESCO, le correspon-
dería tener a Venezuela (Navarro, 2007). Adicionalmente, las becas
otorgadas se encuentran mejor distribuidas desde el punto de vista
geográfico (antes se observaba un predominio abrumador del cen-
tro y el occidente del país en cuanto al destino de los fondos) y, asi-
mismo, desde el punto de vista de las instituciones a las que se les
aprueban (antes eran cuatro o cinco instituciones las que absorbían
la mayor parte de los recursos. Cabe destacar, por último, que se
han creado cinco nuevos centros de investigación, todos de «corte
tecnológico», algunos ya en pleno funcionamiento, otros transitan-
do las fases previas al arranque y todos, asimismo, adscritos al Mi-
nisterio de Ciencia, Tecnología e Innovación, según lo establecido
en la Ley. Me refiero a los siguientes: Centro Nacional de Tecnolo-
gía Química (CNTQ), Centro Nacional de Desarrollo e Innovación
en Telecomunicaciones (CENDIT), Centro de Innovación Tecnoló-
gica (CENIT), Centro Nacional de Desarrollo e Investigación en
Tecnologías Libres y el Centro Espacial de Venezuela (CEV), este
último, en relaciones muy estrechas con China. La idea con estos
centros es contribuir en alguna medida a darle cabida a los becarios
una vez se gradúen.
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Otro caso ilustrativo, relacionado con el objetivo de la apropia-
ción social del conocimiento, lo representan, sin duda, las «Redes
de Innovación Productiva», un programa de la Misión Ciencia a
través del cual se ha apoyado tecnológicamente, según los informes
del Ministerio, hasta 50.000 productores. Se trata, en fin, de una
«clientela» muy distinta, y a la vez más grande y variada, respecto a
la que atendía el CONICIT, sobre todo en sus primeras épocas.
En segundo lugar, hay un esfuerzo importante en el terreno de
la popularización de la ciencia. Según declaraciones gubernamenta-
les, se han instalado más de 400 infocentros en toda la geografía na-
cional, beneficiando a más de 4 millones de personas. Asimismo, se
cuenta ahora con modalidades como los megainfocentros, los info-
móviles y los infopuntos para facilitar aún más el acceso de las ma-
yorías al uso de las tecnologías de información, además de que más
de 300 mil jóvenes han podido formarse en distintos cursos de ca-
pacitación en tecnologías de información.
En lo relativo al desarrollo endógeno, asociado al desiderátum
de la soberanía tecnológica, otro objetivo de la estrategia guberna-
mental, planteado tanto en el Plan Nacional como en el Plan de
Ciencia, Tecnología e Innovación, los caminos no parecen del todo
claros. Este es el punto que se examina a continuación.
El aumento ostensible de las importaciones, la mayor dependen-
cia del ingreso proveniente de los hidrocarburos y la disminución
de las exportaciones no petroleras, el estancamiento del sector ma-
nufacturero y su notable dependencia del exterior, muestran, en sus
aspectos más generales, que la estrategia del desarrollo endógeno,
tal como ha sido entendida, ha tenido poco alcance. El conjunto de
unidades productivas de menor tamaño, tenido como su piso fun-
damental, tanto por razones económicas, como sociales, tiene esca-
so peso dentro del total de la economía nacional. No se ha llegado a
configurar, como lo señalé antes, un nuevo modelo económico con
otros códigos que marquen el desenvolvimiento de la actividad pro-
ductiva y comercial más afincada en las condiciones y posibilidades
locales. El desarrollo endógeno, por lo que se tiene visto hasta aho-
ra, no llega a tocar la esencia del funcionamiento del capitalismo
rentista que es, en definitiva, el que marca la vida nacional. El gasto
público sigue siendo el principal vector de la economía y no se ob-
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servan, salvo algunos indicios más bien menores, los fundamentos
de una economía productiva. Adicionalmente, tal como está conce-
bido y por lo que se alcanza a ver en su puesta en práctica, no guar-
da proporción con los «desafíos de la época», en gran parte vincu-
lados al fenómeno de la «sociedad del conocimiento», los cuales
contribuyen a plantear, de otra manera (seguramente muy distinta a
la que derivaba de los supuestos de la teoría de la dependencia), el
objetivo de la independencia nacional y, dentro de ella, la de la
auto no mía tecnológica en un país cuyo potencial científico y tecno-
lógico sigue siendo muy débil y, en consecuencia, satisface la mayor
parte de sus necesidades tecnológicas actuales en el mercado inter-
nacional.
En el país brillan por su ausencia las cifras que permitan cons-
truir la balanza de pagos tecnológica, pero informaciones indirectas
no dejan dudas de la dependencia que caracteriza, desde siempre,
el funcionamiento del aparato productivo local. En consecuencia, el
concepto de la soberanía tecnológica ha quedado, sobre todo,
como ambición estratégica, parte de la retórica (sin que se emplee
esta palabra en sentido peyorativo, ni mucho menos) del discurso
ideológico gubernamental. En términos prácticos, lo más visible pa-
reciera ser, por ahora, la diversificación, hasta cierto punto, de las
relaciones del país. Me refiero con ello al propósito, por ejemplo,
de ampliar sus posibilidades en la firma de acuerdos de coopera-
ción, en la selección de universidades para el envío de becarios, en
la identificación de fuentes de suministro de tecnologías, etcétera,
cuya intención final es, más que nada, disminuir progresivamente la
vulnerabilidad que supone la dependencia con respecto a Estados
Unidos y algunos países europeos, propósito que es congruente con
la visión geopolítica del país y su política internacional 21. Se explica
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así, entonces, la mayor vinculación con varios países latinoamerica-
nos, así como con naciones que habitualmente no figuraban, para
casi ninguna cosa, en el mapa de los nexos venezolanos como, por
ejemplo, China e Irán 22.
La industria petrolera ilustra claramente cuanto digo: allí se han
hecho presentes capitales y tecnologías rusas, francesas, brasileñas,
chinas, noruegas, españolas, disputando la hegemonía de norteame-
ricanos e ingleses. Los mismos juegan un papel determinante en el
desarrollo de la industria de los hidrocarburos, sobre todo con res-
pecto a los nuevos proyectos de PDVSA, en donde el componente
tecnológico, absolutamente necesario, es aporte decisivo de los so-
cios foráneos. Los requerimientos de inversión, imprescindibles
para llevarlos a cabo, según los especialistas a 120.000 millones de
dólares en la próxima década, cifra fuera del alcance del Estado ve-
nezolano, de allí la urgencia del acuerdo con capitales transnaciona-
les (Baptista, 2004).
Extraña que en el marco de un discurso político que subraya
con tanta fuerza la autonomía económica y tecnológica no se haya
puesto mayor atención en las capacidades tecnológicas en el área
petrolera, equiparable, por ejemplo, y guardando las distancias de
tiempo, al realizado décadas atrás, en los años setenta, cuando el
gobierno venezolano nacionalizó la industria de los hidrocarburos,
y materializó el control de esta última, entre otras medidas, con la
creación del ya citado INTEVEP, como una filial de Petróleos de
Venezuela (PDVSA), al punto de que ni siquiera se aprecia un es-
fuerzo por revitalizar a este último, extremadamente debilitado por
las razones políticas manifestadas en otra parte del ensayo. En efec-
to, todos los análisis coinciden en señalar que, todavía hoy, la indus-
tria petrolera es capital-intensiva, con una marcada dependencia de
la compra de tecnologías e insumos extranjeros y funciona como
«enclave», con relativamente pocos encadenamientos internos
(Mendoza Potellá, 2006).
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En términos generales, más allá del sector petrolero, el país con-
tinúa huérfano de políticas organizadas alrededor de la asimilación
y adaptación de tecnologías, no obstante depender de las que com-
pra en el mercado internacional. El diagnóstico sobre las empresas
nacionales sigue siendo, datos más, datos menos, el mismo de otras
épocas. Sin embargo, los ya comentados aportes privados estableci-
dos en la Ley pudieran marcar un camino nuevo al significar fondos
importantes destinados, en gran parte, al fortalecimiento de las ca-
pacidades de las propias empresas, inclusive, claro está, aquellas
vinculadas a la adquisición y uso de tecnologías foráneas. Habrá
que esperar, pues, cuál es la curva de aprendizaje en la aplicación
de las normas legales correspondientes.
V.  CUARTA PARTE: CONCLUSIONES (POR AHORA)
Resulta difícil sacar cuentas respecto a estos últimos años, hasta tanto
algunas de las transformaciones que están ocurriendo (contradiccio-
nes, ambigüedades, oscuridades, marchas y contramarchas, inclui-
das) tomen un cauce más previsible y dejen vislumbrar tendencias
más nítidas respecto a la política científica, tecnológica y de innova-
ción. El país vive una transición complicada, los caminos no terminan
de estar claros, lo cual es lógico, así son, precisamente, las transicio-
nes: se conocen las vías que van quedando a la espalda, pero los nue-
vos rumbos apenas si se ven. Venezuela tiene planteadas frente a sí
demasiadas interrogantes y dudas que no le permiten, a quien esté en
rol de intérprete, ir más allá, por ahora, de la formulación de ciertas
apreciaciones de carácter general acerca de esta casi última década,
enlazada, claro, con lo ocurrido en los treinta años anteriores. Es una
manera, ésta, de asomarse también hacia el futuro. Veamos.
En el análisis de la riqueza petrolera enterrada en el subsuelo se
encuentra una clave esencial para entender lo que ha sido Venezue-
la desde comienzos del siglo XX hasta ahora y, a la vez, para com-
prender, como podría haber dicho el novelista español Javier Ma -
rías, por qué este país no ha sido lo que no ha sido. Veamos, pues,
el asunto, aunque sea de manera muy breve.
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En esta materia destacan cuatro hechos básicos, punto de parti-
da de todo lo demás. En primer lugar, como suelen recordar los
economistas que tratan el tema, el petróleo, colocado en el subsue-
lo, es un objeto natural, es decir, no se produce, no es, pues, el re-
sultado de un esfuerzo humano y tecnológico previo, una singulari-
dad, de paso, que sólo es compartida por muy pocos otros bienes.
En segundo lugar, el petróleo genera un ingreso no creado por el
país, es, pues, generador de una renta. En tercer lugar, tal renta
proviene fundamentalmente de su comercialización en el mercado
internacional y, en cuarto lugar, el dueño de ella, en el caso venezo-
lano, es el Estado, encargado de recabarla, administrarla y distri-
buirla con una gran autonomía material, casi absolutamente al mar-
gen de la economía interna, visto que los recursos de que dispone
los deriva, no de la actividad privada doméstica, sino, como ya indi-
qué, del comercio en el mercado mundial, con cargo a su condición
de propietario territorial (Baptista, 2004). Entre otras cosas, de aquí
se desprenden varias consecuencias, una de ellas muy importante: a
lo largo del siglo XX (y también de lo que llevamos transitando del
joven siglo XXI), el Estado se comprendió asimismo, actuando casi a
su aire, como distribuidor-inversor de la renta petrolera con el ge-
nérico propósito de «modernizar al país». En semejante contexto,
el sector privado ha ocupado, históricamente, un lugar menor den-
tro de la economía y, además, sus inversiones han venido disminu-
yendo, salvo algunos picos momentáneos, a lo largo de los últimos
veinte años.
El presente gobierno, no obstante su discurso político y sus pos-
tulados estratégicos dirigidos a lograr la transformación productiva
nacional, todavía no ha conseguido, en los hechos, establecer un
cauce nuevo para el desenvolvimiento económico del país. Si bien
es cierto que se han realizado esfuerzos en esa dirección, los mis-
mos no tienen la envergadura ni la trascendencia necesaria como
para poder alterar el innegable dato de que el país sigue transitando
el camino del capitalismo rentista.
En efecto, Venezuela mantiene su condición periférica en la eco-
nomía internacional y, como digo, sigue siendo notable su bajo
 nivel industrial y su elevada dependencia del dinero obtenido de los
hidrocarburos, como lo prueba la circunstancia de que en el año
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1999 las exportaciones no petroleras representaban el 25% del to-
tal de las exportaciones venezolanas, mientras que en el año 2006
equivalían a 10,38%, siendo que estas últimas no sólo disminuye-
ron en términos relativos, sino también en valores absolutos. El
otro lado de la moneda muestra, por su parte, que las importacio-
nes han ascendido de 12.669 millones de dólares en 1999 a 34.428
millones de dólares en el 2006, siendo ésta la cifra más alta en los
últimos tiempos 23. Los números disponibles sugieren que actual-
mente existe una insuficiencia de bienes manufactureros de origen
nacional, cuyo volumen de producción en enero de 2007 resultó in-
ferior al registrado en diciembre de 1997. Significa esto, diría Pero-
grullo, que se ha tenido mucho más éxito en la creación de la de-
manda a través, fundamentalmente, del gasto público, posible,
claro, gracias al ingreso petrolero, que mediante la expansión del
aparato productivo local a fin de que pueda satisfacer a aquélla.
El país aún tiene pendiente, así pues, el trabajo de sentar los
fundamentos de una economía que no descanse casi exclusivamen-
te, como ahora, en los hidrocarburos. De aquí derivan las dificulta-
des que existen para atender de manera estructural (insisto: de ma-
nera estructural) la resolución del problema del desempleo, de la
desigualdad en la apropiación de la riqueza nacional, del manteni-
miento de una economía saludable y sustentable, y de resolver la
enorme vulnerabilidad del país frente a las contingencias externas.
Cómo utilizar la renta petrolera para reducir la dependencia de la
renta petrolera es la pregunta que esta sociedad tiene planteada
desde hace un siglo.
En este sentido cabe considerar, entonces, si la respuesta va por
los lados del «Socialismo del Siglo XXI», propósito de la gestión gu-
bernamental a partir del año 2007. Si bien es un proyecto que aún
está por definirse, según el propio Presidente de la República, ya ha
conducido a la renacionalización de algunas empresas —que algu-
na vez fueron estatales y se privatizaron en «tiempos neolibera-
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les»—, por ser consideradas de carácter estratégico (petróleo, elec-
tricidad y telecomunicaciones), así como a un conjunto de propues-
tas, cuya naturaleza y alcances se desconocen, como la reforma del
código de comercio, la regulación de las ganancias de las empresas,
ciertas modificaciones al régimen fiscal, la aparición de distintas
formas de propiedad colectiva, además de la adopción de diferentes
esquemas de cogestión. Pero, en todo caso, todavía no se consigue
señalar cómo podría ser la transición desde el capitalismo rentista
hacia un socialismo que, en todo caso, también se encontrará supe-
ditado al valor de los hidrocarburos, por lo que, en ciertos corrillos
de la academia venezolana, se ha empezado a hablar del «socialis-
mo rentista», suponiendo que ambos términos pudieran aguantarse
mutuamente 24. Por ahora hay, por tanto, muchas indeterminaciones
y oscuridades y resulta difícil imaginarse cómo van a influir en la
generación de cambios en la orientación del país. Añádase a lo an-
terior que la venezolana es una sociedad que continúa muy frag-
mentada y polarizada, con visiones muy distintas sobre sí misma,
carente de una narrativa común, sin capacidad de diálogo sobre los
asuntos fundamentales para el país, sin los acuerdos mínimos sobre
los modos de hacer política y con precarios mecanismos para admi-
nistrar los disensos, tanto de parte del gobierno, como de los secto-
res de oposición (Sanjuán, 2007). No hay duda, así pues, que esta
atmósfera de radicalización política e ideológica, seguramente inevi-
tables en la presente circunstancia venezolana, no es un buen abono
para el desarrollo de las tareas económicas pendientes, ni, desde
luego, para llevar a cabo ese trabajo complicado y de largo plazo
que entraña el fortalecimiento de sus capacidades científicas, tecno-
lógicas y de innovación.
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ne, fundamentalmente de China y Estados Unidos.
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El recorrido por estas casi cuatro décadas marca una evolución
importante de la política venezolana en este campo. Comprimiendo
al máximo lo ocurrido podría decirse que se ha pasado de una polí-
tica concentrada en la ciencia y administrada por la comunidad de
investigadores, a una política que entra también en la zona de la
tecnología y de la innovación y es administrada por el Estado, esto
es, es asumida claramente como una política pública. Ese cambio
en el eje de gravedad ha supuesto, asimismo, la paulatina presencia
de otros actores sociales (más allá de los investigadores) en plan de
actores e interlocutores, conforme a un modo de producción del
conocimiento «socialmente distribuido», más adecuado para la
atención de las diversas demandas, incluso de las llamadas «deman-
das no solventes» y con más antídotos frente al «ofertismo» caracte-
rístico de otras épocas. Es, pues, una estrategia que ha cambiado
sus bases conceptuales con respecto al pasado.
Y, desde el punto de vista político, tal estrategia tiene el viento a su
favor. Está colocada sobre un plan de largo plazo, formando parte de
un proyecto socioeconómico. Cuenta con una plataforma institucional
basada en una Ley que abre muchas posibilidades, un Ministerio con
capacidad de actuar en espacios amplios (no reducidos al «sector») y
un respaldo financiero significativo, nunca visto a lo largo de estas
cuatro décadas, gracias al cual se han reforzado los planes de forma-
ción de recursos humanos y se ha promovido la creación de cierta in-
fraestructura (algunos centros de investigación, infocentros, etcétera).
En virtud de esta Ley no sólo hay más recursos financieros, sino que, a
partir del año 2007, el financiamiento ya no descansa exclusivamente
en el sector público, sino que el aporte privado gana peso relativo, y
una parte apreciable de los recursos son invertidos en actividades
científicas, tecnológicas y de innovación llevadas a cabo por las pro-
pias empresas (no en universidades o centros de investigación), lo cual
puede llegar a ser un factor de extremada relevancia en el futuro pró-
ximo. En síntesis, nos encontramos frente a una estrategia que, al me-
nos en el papel, cuenta con los ingredientes que se precisan para una
buena receta. Pero, por lo que ya se tiene visto durante ocho años, la
realidad muestra varias diferencias con respecto al papel.
La actual estrategia tiene el respaldo del alto precio del barril
petrolero. Allí reside su gran ventaja y, paradójicamente su princi-
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pal desventaja. La ventaja se ha mostrado a lo largo del ensayo y re-
sumido en los párrafos precedentes. La desventaja tiene, asimismo,
varios aspectos que de alguna manera ya han sido referidos también
en el texto. Como simple recordatorio cabe aludir a cuatro puntos,
entre otros. En primer lugar, al voluntarismo político en torno a las
ideas del desarrollo endógeno y la soberanía tecnológica, plantea-
das ambas de manera excesivamente «ideologizada», tratando, in-
fructuosamente, de trazar líneas que, en el marco de la globaliza-
ción, puedan identificar con nitidez los que son «necesidades
locales» y «tecnologías locales», pasando por alto ciertas realidades
contemporáneas que disminuyen considerablemente su impacto
(muestran poca «trascendencia estructural», por decirlo de alguna
manera), sobre el modelo económico vigente en el país. En segundo
término, al excesivo peso en la valoración del Estado como prota-
gonista directo, en perjuicio de la creación de redes integradas por
diferentes actores sociales, un esquema más afín a los procesos de
generación de conocimientos «socialmente distribuidos». En tercer
lugar, a las apreciables dosis de discrecionalidad al momento de
orientar los recursos, dejando que en no pocas ocasiones domine el
criterio de distribución sobre el de inversión por motivos relaciona-
dos con el proselitismo político, poniéndose de manifiesto la impo-
sibilidad, en muchos casos, de compatibilizar ambos criterios, a fin
de crear opciones productivas para los sectores más vulnerables de
la población. Por último, dada la debilidad del sector público na-
cional, a los problemas, de gestión y digestión de recursos cuantio-
sos, esto es, el riesgo del «efecto Venezuela»: administración inade-
cuada y complicaciones en la asimilación de los mismos.
Valga reiterar, en fin, la dificultad para sacar conclusiones. Los
comentarios anteriores pudieran, por tanto, considerarse de carác-
ter «preliminar», por los motivos expresados al inicio de esta última
parte del ensayo. La apreciación sobre las cosas puede, desde luego,
cambiar, pues como se advirtió, el país tiene frente a sí varias inte-
rrogantes muy gruesas, relacionadas, al final de cuentas, nada me-
nos que con el modelo social que va adoptar. Dichas las cosas en
términos más concretos, tienen que ver con la transformación de
una sociedad capitalista rentística hacia una sociedad socialista del
siglo XXI y se vinculan, en consecuencia, con una mudanza de códi-
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gos, de estructuras, de mecánicas de funcionamiento colectivos. La
forma que tomen las respuestas a las preguntas relacionadas con la
mencionada transformación condiciona todo lo demás.
Teniendo en cuenta lo anterior, con respecto a la política de
ciencia, tecnología e innovación habrá que ver si, además, es capaz
de encarar los desafíos que plantea esta centuria que recién ha co-
menzado, caracterizados la transformación de los paradigmas fun-
damentales que gobernaron la vida social hasta hace poco rato, la
alteración de la cartografía que sirvió de orientación para trazar
 rutas y obtener metas colectivas, en fin, cosas sabidas éstas, no resul-
ta necesario detenerse en ellas, salvo para señalar que con relación al
tema abordado aquí, las transformaciones también son profundas y
la creación de las condiciones adecuadas, en todos los sentidos,
para el desarrollo de las actividades científicas, tecnológicas y de in-
novación, es una pieza infaltable. La globalización, la internaciona-
lización de las actividades de investigación, la explosión de las tec-
nologías de la información, el reforzamiento de los derechos de
propiedad intelectual y la creciente privatización de las tecnologías,
los nuevos esquemas institucionales para la producción de conoci-
mientos y tecnologías, la concentración del mercado de tecnologías
y su control por parte de las empresas multinacionales y aspectos
parecidos a éstos, configuran un cuadro en donde las condiciones
de acceso a conocimientos y tecnologías por parte de un país sub-
desarrollado han cambiado, para bien y para mal y, por otro lado,
aumenta considerablemente la necesidad de tener capacidades que
le permitan ser interlocutor en estos nuevos escenarios, en función
de sus pretensiones y de sus condiciones.
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